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Introducción 
 

  

El Gobierno Nacional, comprometido con el pleno reconocimiento de los derechos de la 

población víctima del desplazamiento forzado, presenta este informe en cumplimiento de las 

ordenes derivadas de la sentencia T-025/2004 referente a el Estado de Cosas Inconstitucional 

(ECI) en esta materia, correspondiente al periodo agosto-diciembre de 2024. Su propósito es 

ofrecer un balance transparente, alineado con las acciones y responsabilidades asumidas por 

las entidades que integran el Sistema Nacional de Atención, Asistencia y Reparación Integral a 

las Víctimas (SNARIV), que permita conocer y comprender los avances del Plan de Acción 

entregado en el año 2024.   

En particular, este documento atiende lo dispuesto en el Auto 310 de 2023, mediante el cual la 

Sala Especial de Seguimiento ordenó al Departamento Nacional de Planeación (DNP) y a la 

Unidad para las Víctimas (UARIV) formular una propuesta metodológica para la recolección, 

discusión y presentación de información que permita valorar la superación del ECI. 

Posteriormente, el Auto 1291 de 2023 adoptó dicha metodología y estableció un calendario de 

sesiones técnicas con las entidades, con el fin, de identificar de manera colectiva las fallas 

estructurales más críticas de la Política Pública de Víctimas (PPV) y con ello, poder definir las 

acciones necesarias para avanzar en su superación. 

En este contexto, la UARIV y el DNP desempeñan un papel relevante en la formulación 

metodológica, coordinación y presentación del informe sobre la superación del ECI. En línea 

con lo dispuesto en el Auto 310 de 2023, ambas entidades deben “coordinar y suscribir los 

informes” (p. 25), liderar las sesiones técnicas temáticas (p. 22) y presentar una propuesta 

metodológica que incluya “los núcleos temáticos; el número de sesiones técnicas […] así como 

las autoridades, instituciones, organizaciones y personas que deberán participar” (p. 26).  

La coordinación entre el DNP y la UARIV permite la implementación operativa, revisando y 

verificando que las acciones propuestas respondan a las causas estructurales del ECI y queden 

recogidas en el Plan de Acción como compromiso de las entidades. Así como se estableció en el 

Auto 1291 de 2023, “la Unidad para las Víctimas y el Departamento Nacional de Planeación 

liderarán unas mesas técnicas al interior del Gobierno […] y realizarán un plan de acción 

correspondiente” (p. 38). Vale la pena destacar, que el Auto 310 de 2023 establece que “cada 

autoridad es responsable de la calidad, idoneidad y completitud de la información que deberá 

suministrar” (p. 25).  

Por último, es pertinente resaltar que la elaboración de este documento implicó un análisis 

profundo y comprometido de las fallas estructurales y de las acciones implementadas para 

superarlas, por parte de cada entidad responsable del Goce Efectivo de Derechos de las víctimas 

de desplazamiento forzado. También, implicó un ajuste en los roles y liderazgos que fortaleció 

los aportes de las entidades líderes de nodos. Esta perspectiva facilitó la revisión y 

estructuración de cada capítulo y derivó en el ajuste de acciones que han transitado de 

intervenciones de gestión hacia acciones de mayor impacto, en algunos casos, contribuyendo 

de manera relevante a la superación del ECI. 

 

 

 

 

 



7 
 

Aspectos metodológicos 
 

 

 Para el seguimiento del periodo comprendido entre agosto y diciembre de 2024, se llevaron a 

cabo 18 mesas técnicas y dialógicas con las entidades del SNARIV, acompañadas de manera 

efectiva por el equipo coordinador conformado por integrantes de la UARIV y del DNP. Esta 

articulación permitió diseñar e implementar una metodología innovadora, así como el uso de 

la tecnología como herramienta principal para un seguimiento efectivo y con trazabilidad por 

medio de un formulario digital de reporte de cada una de las acciones incluidas en el Plan de 

Acción   por cada entidad, superando el ejercicio realizado para el seguimiento del año 2023 y 

manteniendo la coherencia con lo exigido por la Honorable Corte Constitucional. 

En este marco, se identifican dos hitos clave: (i) la entrega del Informe de Gobierno de 2023, 

junto con el Plan de Acción del Auto 310 de 2023, y (ii) la elaboración del presente informe de 

Gobierno 2024, que profundiza dicho ejercicio, con un énfasis operativo, avanzando así hacia 

una consciencia institucional de intervenciones con mayor impacto. 

El informe de 2023 se estructuró por nodos de derechos y componentes de la PPV, siguiendo la 

metodología del Auto 1291, y comprendió tres fases: (i) alistamiento (revisión crítica del 

Informe Anual de 2022 y elaboración de fichas de retroalimentación); (ii) sesiones técnicas 

(validación de fichas, identificación de falencias, construcción de argumentos jurídicos y ajuste 

de cronogramas); y (iii) elaboración del informe preliminar y final (análisis de indicadores de 

gestión, diagnóstico de bloqueos estructurales y propuesta de plan de acción). Si bien este 

enfoque permitió un diagnóstico detallado por componente, generó productos extensos y una 

atomización de 62 falencias, lo que dificultó la formulación de apuestas estratégicas y el 

seguimiento consolidado. 

Teniendo en cuenta la dificultad anterior, se adoptó una metodología orientada a priorizar y, 

optimizar la articulación interinstitucional que facilitara monitoreo más estratégico, orientado 

por los seis nodos:  

• Componentes Transversales y Habilitantes de la Política Pública,  

• Componente Transversal y Subsistencia Mínima,  

• Prevención y Protección,  

• Retornos y Reubicaciones, Educación, Vivienda y Generación de Ingresos,  

• Verdad, Justicia y Reparación Integral,  

• Derechos Colectivos Étnicos. 

 

Con el fin de realizar un seguimiento adecuado se agruparon las acciones de acuerdo con las 

fallas estructurales más críticas y se consolidó una metodología mixta que combina tres 

técnicas:  

• Análisis multicriterio, que prioriza las falencias según su magnitud, afectación a 

derechos, rigidez y concurrencia de competencias;  

 

• Método Delphi, que incorpora la experticia técnica mediante rondas de consulta;  

 

• Árbol de problemas, que agrupa falencias afines y revela fallas de orden superior 

que abarcan múltiples componentes. 

 

El proceso se ordena en cuatro pasos: (i) detección de las 62 falencias estructurales 

identificadas en el plan de acción de 2023; (ii) delimitación y agrupación de dichas falencias en 

«fallas estructurales» de orden mayor; (iii) definición de apuestas y acciones articuladas por las 

entidades; y (iv) elaboración de un instrumento matriz de seguimiento, con entidades 
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responsables, que permite monitorear los avances de manera consolidada y periódica, a partir 

de los reportes digitales y los soportes aportados (plan de acción codificado y 

acompañamientos del equipo coordinador). 

En el análisis mencionado se recoge en 7 grandes fallas estructurales identificadas Así: 

•1. Articulación institucional deficiente. 

•2. Ausencia de enfoque diferencial étnico. 

•3. Déficit presupuestal y baja ejecución. 

•4. Falta de justicia, verdad y memoria. 

•5. Problemas de interoperabilidad en sistemas de información. 

•6. Falta de integralidad en la oferta institucional. 

•7. Inseguridad jurídica y material en territorios1 

 

 

Estructura y alcance del informe 
 

El análisis comparado entre el ejercicio de 2023 y la metodología aplicada para el Informe del 

periodo agosto- diciembre de 2024 permite destacar los siguientes cambios sustantivos: 

Estructura: se transita de una organización por nodo, componente y derechos a una 

agrupación por fallas estructurales transversales con acciones articuladas. 

Técnicas: se pasa de fichas de retroalimentación y construcción de argumentos a un 

enfoque que incorpora análisis multicriterio, método Delphi y árbol de problemas, con 

recolección de información a través de Microsoft Forms. 

Alcance del diagnóstico: se evoluciona de un panorama detallado pero extenso, con 62 

falencias atomizadas, a un enfoque focalizado en fallas críticas y con priorización clara. 

Seguimiento: se migra de planes de acción por componente a un instrumento matriz de 

seguimiento consolidado, alimentado por los reportes digitales y con soportes (plan de 

acción codificado y padrinazgos). 

Revisión técnica: se pasa de sesiones únicas por componente a validaciones cruzadas entre 

equipos de expertos por nodos, componentes y acciones articuladoras. 

 

Para el reporte del informe 2024 se realizaron las siguientes actividades: 

Metodología de seguimiento para la recolección de la información del Plan de Acción 

del Auto 310 de 2023: Durante los meses de marzo y abril de 2025, se llevó a cabo el 

diseño integral de la metodología orientada a garantizar la obtención de información 

precisa y verificable sobre la ejecución del Plan de Acción   presentado en agosto de 

2024. Este proceso incluyó: i) la definición y validación de las fallas estructurales 

priorizadas; ii) la identificación de acciones de alto impacto para su superación; iii) la 

categorización de apuestas y acciones de acuerdo con su alcance, naturaleza y 

responsables; y iv) el diseño de los instrumentos de recolección de datos, la asignación 

de roles institucionales y la estructuración del cronograma de actividades. Todo ello se 

desarrolló con un enfoque articulado entre las entidades, asegurando la coherencia con 

los lineamientos de la Honorable Corte Constitucional y el cumplimiento de los 

objetivos establecidos en el Auto 310 de 2023. 

  

 
1 Definicio n construida en el marco de la Metodologí a para la identificacio n de principales fallas estructurales de la PPV. UARIV 
2024 
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Mesas bilaterales con las Entidades responsables de acciones: Entre el 12 y el 19 de 

mayo de 2025 se convocó a una serie de reuniones bilaterales orientadas a la revisión 

de la metodología de seguimiento del Plan de Acción establecido en los Autos 310 y 

1291 de 2023, así como de la metodología para la definición de fallas estructurales de 

la PPV. En estas sesiones se realizó, junto con las entidades, la identificación y validación 

de las acciones propuestas y el alistamiento preliminar de insumos, con miras a atender 

la solicitud formal de información que el equipo coordinador efectuaría el 30 de mayo. 

  

En atención a lo anterior, se presenta el cronograma de reuniones realizadas por nodo, 

con las entidades líderes de sector y aquellas que, desde su misionalidad, contribuyen 

a la materialización de los derechos. 

 

1. Recopilación y sistematización de información 2024: El 30 de mayo de 2025, el 

equipo coordinador realizó la solicitud formal de información necesaria para que el 

Gobierno Nacional avanzara en la respuesta al Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) 

declarado en la Sentencia T-025 de 2004, así como para estructurar el informe anual 

correspondiente a la vigencia 2024, fijando como plazo de entrega el 30 de junio de 

2025. 

 

Para este fin, se habilitó un formulario en línea (Forms), a través del cual cada entidad 

debía diligenciar un reporte por cada acción a su cargo. Estos reportes se integraron en 

una matriz unificada, consolidada de manera coordinada y uniforme, con el objetivo de 

facilitar la redacción de los capítulos correspondientes a cada componente por parte de 

las entidades líderes durante el mes de julio. 

 

En el transcurso de junio, el equipo coordinador recibió, mediante esta herramienta 

tecnológica, la información de la mayoría de las entidades, lo que permitió identificar 

de manera ágil y objetiva las acciones reportadas y no reportadas. Este insumo resultó 

fundamental para la redacción de los capítulos por componente y posibilitó un 

seguimiento pormenorizado durante todo el proceso por parte del equipo coordinador. 

 

2. Mesas Nodo: Entre el 7 y el 11 de julio se llevaron a cabo sesiones de trabajo con cada 

nodo, orientadas a identificar el balance de resultados del reporte de acciones y definir 

las directrices para la estructuración del informe final por componente. Estos espacios 

permitieron a los líderes de nodo implementar acciones tempranas y coordinar 

esfuerzos, estableciendo además un cronograma preciso de actividades hasta la 

radicación del informe ante la Honorable Corte Constitucional.  

 

3. Redacción capítulos informe final: En el mes de julio, las entidades líderes 

adelantaron el ejercicio de elaboración de sus respectivos capítulos, ajustados a los 

criterios establecidos, en coherencia con los Autos 310 y 1291 de 2023. Dichos 

lineamientos contemplaban directrices claras en cuanto a la estructura, el contenido, el 

orden de presentación de la información, la coherencia interna del texto y la forma de 

incorporar los insumos técnicos y jurídicos.  

 

4. Revisión de los capítulos de los componentes, retroalimentación a las entidades 

y consolidación del informe final y del plan de Acción 2025: en el mes de agosto de 

2025, el equipo coordinador, a través de sus instancias técnicas, jurídicas y 

metodológicas, adelantó el proceso de revisión a detalle de cada uno de los capítulos 

que conforman el informe. Esta revisión se desarrolló de manera sistemática, aplicando 

criterios previamente definidos para evaluar la coherencia interna del texto, la 

correspondencia entre las acciones reportadas y los compromisos asumidos, la 
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consistencia de los datos con la evidencia documental y la alineación con los 

lineamientos metodológicos establecidos. 

 

Posteriormente, las entidades líderes recibieron estas observaciones y, en ejercicio de 

su autonomía administrativa, procedieron a ajustar sus capítulos, asegurando que la 

información final respondiera a los estándares de calidad y pertinencia requeridos por 

la Honorable Corte Constitucional.  

 

Finalmente, la integración de las versiones ajustadas facilitó la compilación y 

consolidación del informe final.  

 

En coherencia con todo lo anterior, este documento se desarrolla siguiendo la estructura del 

Plan de Acción presentado en 2023, es decir, siguiendo el mismo orden de los 6 nodos y los 18 

componentes relacionados en la primera tabla de esta introducción. En cada capítulo se 

presenta una estructura articulada, concreta y coherente, orientada a suministrar información 

relevante a la Honorable Corte Constitucional. Cada capítulo incluye: (i) una introducción 

contextual; (ii) el desarrollo de las acciones implementadas para atender las falencias 

estructurales del componente; (iii) el análisis de la batería de indicadores cuando aplique; (iv) 

el análisis de convergencia entre el componente y las fallas estructurales; (v) solicitudes de 

ajuste de las acciones; (vi) solicitudes generales y algunas de intervención excepcional a la 

Honorable Corte Constitucional, y (vii) la relación de anexos correspondientes. 

Adicionalmente, gracias al trabajo realizado por el equipo de la Vicepresidencia de la República 

encargada del seguimiento al cumplimiento de las ordenes consignadas en el Auto 620, se 

incorporaron elementos relevantes para la estructuración de su mecanismo de certificación del 

Plan Urgente de Reacción y Contingencia (PURC). En razón de lo anterior, el presente informe 

incluye un capítulo específico sobre dicho Auto y el respectivo informe asociado, remitido por 

la Vicepresidencia. 

Finalmente, se incluye un acápite de solicitudes a la Honorable Corte Constitucional, dentro de 

las cuales se destacan tres aspectos centrales: 

1. La propuesta de un esquema estratégico de seguimiento, concebido como un nuevo 

ciclo de planeación (temporalidad de elaboración del informe), orientado a corregir las 

falencias estructurales de la PPV. Dicho esquema plantea una metodología de carácter 

más integral y estratégico, encaminada a establecer mecanismos de articulación 

interinstitucional más eficientes, así como herramientas de control que aseguren mayor 

efectividad en la implementación de las acciones y en su correspondiente seguimiento. 

 

2. Propuesta de adopción, por parte de la Honorable Corte Constitucional, de sesiones 

dialógicas anuales entre el Gobierno Nacional y la Corte. Esta iniciativa tiene como 

propósito transformar los espacios de intercambio en instancias de seguimiento técnico 

con capacidad resolutiva, orientadas a fortalecer la toma de decisiones, agilizar la 

coordinación interinstitucional y facilitar el abordaje oportuno de las brechas 

identificadas en la implementación del Plan de Acción. 

 

3. Solicitud especial para la evaluación integral del ECI, a la luz de las nuevas realidades 

metodológicas desarrolladas a partir del Auto 310 de 2023. Esta evaluación busca que 

la Honorable Corte Constitucional valore, de manera global, los avances alcanzados, las 

limitaciones persistentes y los postulados planteados por las entidades, de forma tal 

forma que, se propicie un abordaje actualizado e integral por parte de la Corte, con 

miras a orientar las decisiones futuras en esta materia. 
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Posteriormente, se desarrolla un apartado de conclusiones orientadas a que la Corte, de 

considerarlo pertinente, en el marco del diagnóstico integral del ECI, pueda tener en cuenta los 

hallazgos, los avances y las dificultades identificadas. 

En mérito de lo expuesto, se somete a consideración de la Honorable Corte Constitucional el 

presente informe, elaborado de manera interinstitucional con base en la metodología adoptada 

y los resultados obtenidos. El Gobierno nacional reafirma así su compromiso con la garantía 

efectiva de los derechos de las víctimas y pone a disposición este documento como insumo para 

el análisis y las orientaciones pertinentes que permitan avanzar hacia la superación del Estado 

de Cosas Inconstitucional en materia de víctimas del conflicto armado.  



12 
 

1. Nodo: Componentes transversales y habilitantes de la 

política pública 
 

 

1.1. Presupuesto 
 

 

1.1.1. Introducción 
 

El presente apartado expone el análisis integral de la situación presupuestal, los avances y retos 

en la implementación de la Política Pública de Prevención, Protección, Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas de Desplazamiento Forzado, en cumplimiento de las órdenes impartidas 

por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento. El 

documento detalla las acciones emprendidas para atender las falencias estructurales 

identificadas, la articulación interinstitucional y el fortalecimiento de los mecanismos de 

seguimiento y control. 

Asimismo, se incluye un balance de la ejecución presupuestal y de los principales indicadores 

por medida y derecho, identificando brechas y rezagos que justifican la persistencia del Estado 

de Cosas Inconstitucional (ECI) en determinados componentes, así como oportunidades para 

su levantamiento parcial cuando las fallas estructurales sean atribuibles a otros actores del 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas. Finalmente, se formulan 

consideraciones estratégicas y una solicitud de intervención a la Corte Constitucional para 

optimizar los procesos de reporte y seguimiento, con el fin de fortalecer la transparencia, la 

eficiencia del gasto y el impacto de la política en el goce efectivo de derechos de la población 

víctima. 

 

1.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En el marco de la Política Pública de Víctimas, y en atención a las falencias estructurales 

identificadas por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de 

seguimiento, el Gobierno Nacional desde las Entidades programadoras y ejecutoras de gasto, 

ha enfocado sus esfuerzos en el fortalecimiento integral de la planeación, programación y 

ejecución presupuestal. Estas acciones priorizan las medidas con mayores rezagos y garantizan 

la articulación interinstitucional, asegurando que la oferta institucional llegue de manera 

oportuna y efectiva a la población desplazada y demás víctimas del conflicto armado. 

En cumplimiento de lo señalado en la línea de acción 13 del CONPES 4031 de 2021 y de las 

solicitudes de la Corte Constitucional, el costeo de la Política de Prevención, Protección, 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas2 constituye una herramienta para superar 

debilidades históricas en su implementación.  

Como resultado de estas acciones, el Gobierno Nacional ha avanzado en el cierre de brechas 

estructurales, optimizando el uso de los recursos y fortaleciendo la articulación institucional. 

Esto ha permitido cumplir con la actualización del costeo establecida en la línea de acción 13 

del CONPES 4031, generar información confiable para la toma de decisiones y garantizar que la 

política de atención y reparación integral responda de manera efectiva a las órdenes de la Corte 

Constitucional y a las necesidades reales de las víctimas. 

De igual forma, se han implementado estrategias para consolidar la información presupuestal 

de funcionamiento y de inversión, incorporando el cruce de políticas transversales —como 

 
2 Actividad establecida en el Plan de Acción  
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víctimas y comunidades étnicas— en los distintos sistemas de información presupuestal, como 

el Sistema de Información para Víctimas3, TRAZA4 y la Plataforma Integrada de Inversiones 
Públicas (PIIP), fortaleciendo así el seguimiento de la ejecución. Este enfoque proporciona al 

Ministerio de Hacienda y al Departamento Nacional de Planeación insumos precisos para la 

toma de decisiones, optimizando la programación y asignación de recursos y promoviendo la 

transparencia. Asimismo, se han desarrollado procesos de capacitación5 con las entidades 

competentes, orientados a robustecer sus capacidades técnicas e institucionales, garantizando 

que la programación presupuestal se encuentre alineada con el Plan de Acción y Seguimiento 

del CONPES 4031 de 2021 y con las órdenes judiciales vigentes, con el propósito de cerrar 

brechas estructurales y avanzar en la reparación integral a las víctimas. 

 

1.1.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

Durante la vigencia 2024, el Presupuesto General de la Nación (PGN), aprobado mediante la Ley 

2342 de 2023, ascendió a $502,6 billones, con un incremento del 18,9% frente a 2023. Sin 

embargo, la coyuntura fiscal derivó en un recorte de $28,4 billones6 (5,6% de la vigencia), lo 

que redujo la disponibilidad real de recursos. Sobre los recursos destinados a la población 

desplazada durante el año 2024, de acuerdo con la información registrada por las entidades 

que tienen competencia en la ejecución de la política de víctimas se identificó que la apropiación 

inicial del año fue de $19,4 billones y finalizó con $19,6 billones presentando una variación de 

1,2%. Estas mismas cifras, a pesos constantes de 2025, equivalen a $20,1 billones en 

apropiación inicial y a $20,4 billones en apropiación final. 

Vale la pena destacar que, al hacer un análisis de los incrementos y disminuciones 

presupuestales, en total 16 entidades aumentaron la asignación de recursos en 2024 por un 

valor de $365 mil millones, 14 entidades lo disminuyeron en casi $137 mil millones y 8 

entidades mantuvieron su apropiación. Sin embargo, en el marco de la coyuntura se resalta que  

las apropiaciones para la atención y reparación de las víctimas de desplazamiento forzado se 

incrementaron entre inicial y vigente en un total de $227 mil millones en precios corrientes. 

Tabla 1. Modificaciones presupuestales por Sector durante la ejecución de la vigencia 2024. 

(Pesos corrientes) 

Sector Tipo de gasto Apropiación Inicial Apropiación Final 
Participación 
Apropiación Final 

Var. % 

      

Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Funcionamiento 73.269.559.152 48.490.151.127 0,2% -33,8% 

Inversión 490.798.570.339 587.620.608.627 3,0% 19,7% 

Total Agricultura y Desarrollo Rural 564.068.129.491 636.110.759.754 3,2% 12,8% 

Comercio, Industria y 
Turismo 

Funcionamiento 403.099.775 347.607.975 0,0% -13,8% 

Inversión 19.570.000.000 17.970.000.000 0,1% -8,2% 

 
3 La orden quinta del Auto 219 de 2011, los informes semestralmente que se debe presentar al Congreso y el Proyecto de Ley del 
Presupuesto General de la Nación (Mensaje Presidencial), evidencian los esfuerzos de realizar un continuo y transparente 
seguimiento a los recursos que se destinan a la población víctima del conflicto armado. Dado que dicha política es multisectorial, 
esta tarea es compleja bajo las herramientas actuales (SPI, SIIF y BE), razón por la cual, en un intento de continua mejora, 
desarrollamos el aplicativo Recursos para víctimas. Ver en: https://www.minhacienda.gov.co/transparencia/info-especifica-
grupos-de-interes/informacion-para-la-poblacion-vulnerable/sistema-informacion-presupuestal-para-victimas 
4 En cumplimiento de los artículos 219, 220 y 221 del Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2018-2022 “Pacto por Colombia, Pacto por 
la Equidad” el Ministerio de Hacienda y Crédito Público – MHCP pone a disposición de las entidades el Aplicativo TRAZA, aplicativo 
en el cual, las entidades que hacen parte del Presupuesto General de la Nación y que a su vez tienen competencias en la ejecución 
de las políticas públicas para la atención de 1) los pueblos indígenas, comunidades negras, afros, raizales, palenqueros y Rrom, 2) 
la construcción de paz y 3) la equidad para la mujer, registran información presupuestal de los gastos de funcionamiento de las 
políticas señaladas. Por otra parte, es importante recordar que las entidades ejecutoras del PGN son responsables de la 
oportunidad, transparencia y calidad de la información reportada y su congruencia con lo registrado en el Aplicativo TRAZA. 
5 Actividad establecida en el Plan de Acción  
6 Decreto 1522 de 2024 “Por el cual se reducen unas apropiaciones en el Presupuesto General de la vigencia fiscal de 2024 y se dictan 
otras disposiciones” 

 

https://www.minhacienda.gov.co/transparencia/info-especifica-grupos-de-interes/informacion-para-la-poblacion-vulnerable/sistema-informacion-presupuestal-para-victimas
https://www.minhacienda.gov.co/transparencia/info-especifica-grupos-de-interes/informacion-para-la-poblacion-vulnerable/sistema-informacion-presupuestal-para-victimas
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Sector Tipo de gasto Apropiación Inicial Apropiación Final 
Participación 
Apropiación Final 

Var. % 

      

Total Comercio, Industria y Turismo 19.973.099.775 18.317.607.975 0,1% -8,3% 

Cultura 
Funcionamiento 5.559.722 - 0,0%  

Inversión 1.192.365.890 1.192.365.890 0,0% 0,0% 

Total Cultura 1.197.925.612 1.192.365.890 0,0% -0,5% 

Defensa y Policía Funcionamiento 34.809.485.210 18.524.791.128 0,1% -46,8% 

Total Defensa y Policía 34.809.485.210 18.524.791.128 0,1% -46,8% 

Educación 
Inversión 74.305.210.764 191.903.035.694 1,0% 158,3% 

SGP 4.250.764.726.109 4.250.764.726.109 21,6% 0,0%  

Total Educación 4.325.069.936.873 4.442.667.761.803 22,6% 2,7% 

Fiscalía 
Funcionamiento 133.787.757.640 140.299.930.266 0,7% 4,9% 

Inversión 769.054.650 893.000.000 0,0% 16,1% 

Total Fiscalía 134.556.812.290 141.192.930.266 0,7% 4,9% 

Hacienda Funcionamiento 394.156.871 - 0,0% -100,0% 

Total Hacienda 394.156.871 - 0,0% -100,0% 

Igualdad y Equidad Inversión 361.359.391.242 361.359.391.242 1,8% 0,0% 

Total Igualdad y Equidad 361.359.391.242 361.359.391.242 1,8% 0,0% 

Inclusión Social y 
Reconciliación 

Funcionamiento 1.812.810.548.539 1.834.098.332.684 9,3% 1,2% 

Inversión 3.931.229.897.738 3.942.398.398.970 20,1% 0,3% 

Total Inclusión Social y Reconciliación 5.744.040.446.277 5.776.496.731.653 29,4% 0,6% 

Interior 
Funcionamiento 80.839.921.946 84.872.700.585 0,4% 5,0% 

Inversión 2.612.773.306 2.612.773.306 0,0% 0,0% 

Total Interior 83.452.695.252 87.485.473.891 0,4% 4,8% 

Justicia y del Derecho 
Funcionamiento 12.109.025.000 12.952.458.764 0,1% 7,0% 

Inversión 19.454.633.740 19.343.113.492 0,1% -0,6% 

Total Justicia y del Derecho 31.563.658.740 32.295.572.256 0,2% 2,3% 

Organismos de Control 
Funcionamiento 74.038.856.230 58.496.474.810 0,3% -21,0% 

Inversión 3.921.826.027 3.921.826.027 0,0% 0,0% 

Total Organismo de Control 77.960.682.257 62.418.300.837 0,3% -19,9% 

Planeación Funcionamiento 543.993.771 686.231.321 0,0% 26,1% 

Total Planeación 543.993.771 686.231.321 0,0% 26,1% 

Presidencia Funcionamiento - - 0,0%  

Total Presidencia - - 0,0%  

Rama Judicial Funcionamiento 77.393.538.167 89.299.170.610 0,5% 15,4% 

Total Rama Judicial 77.393.538.167 89.299.170.610 0,5% 15,4% 

Registraduría 
Funcionamiento 744.179.896 768.603.318 0,0% 3,3% 

Inversión 5.545.407.747 5.545.407.747 0,0% 0,0% 

Total Registraduría 6.289.587.643 6.314.011.065 0,0% 0,4% 

Relaciones Exteriores Inversión 3.041.905.000 3.041.905.000 0,0% 0,0% 

Total Relaciones Exteriores 3.041.905.000 3.041.905.000 0,0% 0,0% 

Salud y Protección 
Social 

Funcionamiento 27.716.241.117 27.453.503.435 0,1% -0,9% 

Inversión 31.262.389.090 31.262.389.020 0,2% 0,0% 

SGP 6.979.749.228.855 6.979.749.228.855 35,5% 0,0% 

Total Salud y Protección Social 7.038.727.859.062 7.038.465.121.310 35,8% 0,0% 

Trabajo 
Funcionamiento 264.416.709 117.714.381 0,0% -55,5% 

Inversión 120.421.727.242 116.957.889.027 0,6% -2,9% 

Total Trabajo 120.686.143.951 117.075.603.408 0,6% -3,0% 
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Sector Tipo de gasto Apropiación Inicial Apropiación Final 
Participación 
Apropiación Final 

Var. % 

      

Vivienda, Ciudad y 
Territorio 

Funcionamiento 1.060.475.968 1.165.632.381 0,0% 9,9% 

Inversión 795.506.000.000 815.224.217.654 4,1% 2,5% 

Total Vivienda, Ciudad y Territorio 796.566.475.968 816.389.850.035 4,2% 2,5% 

Total general  19.421.695.923.453 19.649.333.579.444 100% 1,2% 

Fuente: MHCP-DNP. Datos de SGP y PGN dentro del Régimen Subsidiado de Salud –MCHP. Datos actualizados a 

febrero de 2025. 

 

Costeo de la Política Pública 

Al considerar un escenario de recursos financieros limitados y la estructura normativa 

presupuestal expuesta en este capítulo, la planeación de la política pública de víctimas ha 

instado a todas las entidades del Gobierno a ser cada vez más eficientes y eficaces con la 

administración de los recursos que se asignan, procurando que la oferta de bienes y servicios 

por parte del Estado sea pertinente y adecuada; que llegue a la mayor cantidad de personas en 

el menor tiempo posible, y que se priorice a la población que más lo necesita. En otras palabras, 

bajo el contexto económico de las últimas vigencias, ha sido necesario implementar 

mecanismos normativos y de eficiencia del gasto para dar respuesta oportuna a la ciudadanía. 

Esta acción representó un esfuerzo de consolidación de información por parte de DNP, así como 

de articulación con las entidades del SNARIV, el análisis de distintos insumos recopilados en 

varias mesas técnicas, para realizar la actualización del costeo de la política de prevención 

protección, atención y reparación integral a las víctimas según lo solicitado por la Corte 

Constitucional y de acuerdo con lo señalado en la línea de acción 13 del CONPES 4031. De este 

modo, se logra tener una estimación de los recursos que se requerirían por parte del Estado 

Colombiano para lograr el cumplimiento de las metas de atención a la población víctima del 

conflicto armado. No representan directamente un bien o servicio directo a la población 

objetivo, sino que representa un insumo importante para la programación presupuestal para el 

financiamiento de la Política de Víctimas. 

Es importante recordar que, en los gastos programados, la línea metodológica implementada y 

las proyecciones presentadas en el documento CONPES 4031 fueron realizadas de forma 

consistente con el Marco Fiscal de Mediano Plazo (MFMP) vigente, así como el Marco de Gasto 

de Mediano Plazo (MGMP)7. La programación del gasto en este caso responde a unos criterios 

específicos relacionados con generar una eficiencia en la ejecución del gasto de la política, a 

partir de la definición de competencias específicas y la limitación de oferta basada en criterios 

de focalización de acuerdo con la especialidad de cada unidad ejecutora.  

En la tabla 3 se presentan los recursos proyectados en el CONPES 4031 de 2021, comparados 

con los recursos proyectados por medida y derecho para el año 2025 y acumulado de 2022 a 

2024. 

Tabla 2. Recursos Víctimas CONPES 4031 vs Apropiación 2022-2025 por medida y derecho 

Miles de millones de pesos 2025 

Medida/ Derecho 
Período  
(2022 a 2031) 

Part % 2025 2022-2025 % Avance 

Asistencia     147.674  77,3%      16.419       63.771  43,2% 

Alimentación        566  0,3%         37         185  32,6% 

Educación      32.402  17,0%       4.723       19.227  59,3% 

 
7 Artículo 1° de la ley 819 de 2003 que refleja los techos de gasto  
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Medida/ Derecho 
Período  
(2022 a 2031) 

Part % 2025 2022-2025 % Avance 

Generación de ingresos       3.048  1,6%        223         871  28,6% 

Identificación        115  0,1%         18          38  32,9% 

Reunificación familiar        742  0,4%         67         259  34,9% 

Salud      73.309  38,4%       8.149       30.112  41,1% 

Subsistencia mínima      24.504  12,8%       2.381        9.400  38,4% 

Vivienda      12.988  6,8%        820        3.679  28,3% 

Atención      10.392  5,4%         590        2.360  22,7% 

Transversal / orientación y 
comunicación 

     10.392  

5,4% 

       590        2.360  22,7% 

Ejes transversales       4.913  2,6%         411        1.684  34,3% 

Participación        151  0,1%         13          85  56,6% 

Coordinación Nacional       4.257  2,2%        371        1.468  34,5% 

Coordinación nación 
territorio        431  

0,2% 
        26         122  28,3% 

Sistemas de información 
        74  

0,0% 
           8  11,3% 

Prevención y protección       1.364  0,7%         160          755  55,3% 

Vida, seguridad, libertad e 
integridad       1.364  

0,7% 
       160         755  55,3% 

Reparación      26.637  13,9%       4.493       15.158  56,9% 

Empleo        678  0,4%         63         247  36,5% 

Garantías de no repetición 
       523  

0,3% 
        76         270  51,6% 

Indemnización      15.483  8,1%       3.030        9.687  62,6% 

Rehabilitación        333  0,2%         52         198  59,4% 

Reparación colectiva        956  0,5%         68         386  40,4% 

Restitución       6.231  3,3%        814        2.883  46,3% 

Retorno y reubicación        987  0,5%        236         994  100,7% 

Satisfacción       1.446  0,8%        153         493  34,1% 

 Total general      190.980  100%      22.072       83.727  43,8% 

Fuente: MHCP-DNP CONPES 4031 de 2021, apropiación con corte a junio 2024 y proyecciones 2025 

 

EL DNP, durante el segundo semestre de 2024, inició la recopilación de información y 

realización de mesas técnicas con las Entidades del SNARIV que a la fecha aportaban recursos, 

tanto de inversión como de funcionamiento para el financiamiento de la Política de Víctimas.  

De acuerdo con los resultados finales de la estimación del costeo, se elaboró una proyección de 

los costos totales a partir del cálculo de los costos misionales (CM) y de los Gastos Fijos Anuales 

(GFA), para lo cual se utilizó el IPC proyectado por el Ministerio de Hacienda en el marco fiscal 

de mediano plazo del 2024. Para el período comprendido entre 2025 y 2031, el costo misional 

proyectado asciende a $66,2 billones de pesos, mientras que el gasto fijo financiado con recurso 

de funcionamiento e inversión del PGN alcanza los $16,2 billones de pesos, lo que da un total 

de $82,4 billones de pesos. Si a esto, se suman los costos proyectados en el Sistema General de 

Participaciones (SGP) para educación y los costos del Régimen Subsidiado en Salud (RSS), el 

costo total proyectado para los próximos siete años alcanza los $161,2 billones de pesos 

corrientes.  

En cuanto a Medidas y Derechos en los CM, de los $66,2 billones estimados para financiar esta 

tipología de costos, la medida Reparación representa un 46% del total de estos costos, donde el 

derecho a la Subsistencia Mínima representa un costo estimado $21,2 billones, en segundo 

lugar, se clasifica el derecho a la Indemnización con un costo total de $19,7 billones, 

considerándose estos dos derechos con el costo más elevado en la política y, en tercer lugar, se 

posiciona Vivienda con un costo total de $6,4 billones que corresponde al 9,7%. Frente a los 

GFA, por incluir las fuentes del SGP-Educación y el RSS en el PGN, la medida asociada a los Ejes 
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Transversales tiene una representatividad del 30,6% en los $2,3 billones; sin embargo, se 

destaca la inversión destinada en la Atención (30,6%) y Prevención y Protección (8,4%).  

En cuanto a la actualización del costeo para las acciones de los Decretos Ley 46338, 46349 y 

463510 de 2011, se realizó la proyección de costos para la población víctima con pertenecía 

étnica a partir de la información registrada en el trazador de comunidades étnicas relacionada 

en los proyectos étnicos dirigidos a la PPV, cuyo costo de financiación para el periodo 2025-

2031 asciende a $30,2 billones de pesos corrientes 2024. La medida de Atención relacionada 

con Subsistencia Mínima ocupa una posición importante llegando a un 14,1% de participación 

sobre las demás medidas, considerando que esto se debe a la afectación sistemática de los 

derechos colectivos y al desplazamiento forzado del que son víctimas recurrentemente estas 

comunidades. En el Anexo 2. Costeo PPV 2025-2031, se presentan los costos proyectados por 

Fuente de Financiación, Medida y Derecho, Entidad Pública y destinación para la atención de la 

Población Víctima perteneciente a Comunidades Étnicas. " 

 

1.1.4. Consideraciones con relación a la persistencia del ECI 
 

En este contexto, el compromiso consignado en el CONPES 4031 de 2021 —especialmente en 

su línea de acción 13—, que establece la actualización trienal de costos de la política y la 

optimización de la programación presupuestal, así como las apuestas del PND 2022-2026 en 

materia de reparación efectiva e integral, constituyen herramientas clave para cerrar las 

brechas identificadas. La ejecución de estas acciones, junto con la consolidación de información 

presupuestal en los distintos sistemas de información y la articulación de políticas 

transversales para víctimas y comunidades étnicas, ha permitido mejorar el seguimiento, 

focalizar el gasto y fortalecer la coordinación interinstitucional.  

Se han registrado avances significativos en la implementación de medidas orientadas a superar 

las falencias identificadas por la Corte Constitucional. El fortalecimiento de la trazabilidad 

presupuestal, la priorización de acciones con criterios de costo-efectividad y sostenibilidad, y 

la mejora en la gestión de recursos han permitido optimizar la ejecución en componentes clave 

y cerrar brechas en sectores estratégicos para las víctimas. Estos progresos constituyen una 

base sólida para avanzar hacia la superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI). 

Teniendo en cuenta lo anterior, de manera respetuosa se solicita a la Honorable Corte 

Constitucional que, en su análisis, considere el esfuerzo fiscal realizado por el Gobierno 

Nacional, en coordinación con las entidades competentes, reflejado en la priorización de 

recursos para la ejecución de la PPV. 

Aunado a esto, dicho esfuerzo también se evidencia en la actualización trienal del costeo de la 

PPV y en el seguimiento permanente al presupuesto mediante herramientas como los 

trazadores, el SIIF y la PIIP, que permiten garantizar la trazabilidad de los recursos y optimizar 

su ejecución. De igual forma, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público y el Departamento 

Nacional de Planeación en las disposiciones generales de las leyes anuales de Presupuesto, han 

incluido artículos para que las Entidades prioricen la ejecución de sus respectivos presupuestos 

en la atención de la población víctima, la población en situación de desplazamiento forzado, la 

población étnica víctima de desplazamiento, beneficiarios de sentencias de restitución de 

tierras, en cumplimiento de la Ley 1448 de 201111, y a lo ordenado por la Corte Constitucional 

en la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos de Seguimiento. 

 
8 Por medio del cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de derechos territoriales a las 

víctimas pertenecientes a los pueblos y comunidades indígenas. 

9 Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y restitución de tierras a las víctimas pertenecientes al 

pueblo Rrom o Gitano. 

10 Por el cual se dictan medidas de asistencia, atención, reparación integral y de restitución de tierras a las víctimas pertenecientes 

a comunidades negras, afrocolombianas, raizales y palenqueras. 
11 Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan 

otras disposiciones. 
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1.1.5. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Se solicita que la Corte Constitucional mantenga su intervención en el seguimiento a las 

acciones adelantadas por el Gobierno nacional para la superación del ECI frente al 

desplazamiento forzado, como garantía de continuidad, coherencia y eficacia en la 

implementación de la política, asegurando que los esfuerzos fiscales y administrativos 

emprendidos se traduzcan en resultados sostenibles y medibles.  

Esta intervención permitirá fortalecer los mecanismos de trazabilidad, priorización y 

seguimiento del gasto, promover la articulación efectiva entre los diferentes niveles de 

gobierno y sectores, y garantizar que las medidas adoptadas respondan de manera integral a 

las órdenes impartidas en la Sentencia T-025 de 2004 y sus Autos de Seguimiento.  

Asimismo, su permanencia en este proceso es esencial para asegurar que la cobertura de la 

política sea efectiva y equitativa, con un enfoque diferencial que atienda las necesidades de las 

poblaciones más vulnerables, permitiendo así el cierre definitivo y verificable de las brechas 

históricas en el goce efectivo de derechos de la población víctima. 

 

1.1.6. Anexos 
 

Anexo 1. Sistematización Formulario Presupuesto 
Anexo 2. Estimación Costeo PPV  
Anexo 2.1. Lineamientos técnicos estimación costeo  
Anexo 2.2. Consolidado Costeo 
Anexo 2.3. Presentación sesión Entidades 
Anexo 2.4. Correo de Convocatoria  
Anexo. 2.5. Listado Asistencia  
Anexo 2.6. Pantallazo Correo Socialización  
Anexo 3. Plan de Acción ECI 2025  
Anexo 4. Detalle Gasto Social 2000-2025 
Anexo 5. Blance Fiscal GNC 2004-2024 
Anexo 6. Base Estandarizada MHCP-DNP 
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1.2. Nación Territorio 
 

 

1.2.1. Introducción 
 

Este capítulo presenta los avances del Gobierno Nacional ante la Sala Especial de Seguimiento 

a la Sentencia T-025 de 2004 de la Honorable Corte Constitucional, en relación con los avances 
en la superación de las falencias y bloqueos institucionales identificados en el componente de 

Coordinación Nación-Territorio, así como las acciones en el marco institucional. El documento 

expone de manera estructurada las acciones implementadas, aquellas que se prevé continuar, 

los ajustes requeridos para su efectiva ejecución, y las conclusiones orientadas a fortalecer el 

diseño y la operatividad del componente.  

Resulta pertinente destacar que el abordaje del componente de Coordinación Nación-

Territorio, con base en el marco normativo vigente, y los retos de la implementación 

relacionados en los artículos 50 y 62 de la Ley 2421 de 2024, ha permitido consolidar una 

arquitectura institucional que, si bien presenta avances, continúa enfrentando desafíos 

relevantes. Las falencias y bloqueos institucionales señalados por la Honorable Corte han 

propiciado un ejercicio de revisión técnica y normativa por parte de las entidades responsables, 

encaminado a la adecuación y fortalecimiento de los instrumentos de política pública, en aras 

de garantizar una respuesta diferenciada y eficaz frente a las realidades territoriales. El análisis 

que se ha realizado desde este componente, en particular, ha impulsado los artículos de 

gobierno que actualmente permiten manifestar que los instrumentos jurídicos esperados en la 

reglamentación de la Ley 2421 de 2024, orientados a la coordinación nación territorio, serán 

proclives a resolver las falencias. 

En consecuencia, el Gobierno Nacional, a través de un proceso de articulación entre el 

Ministerio del Interior, el Departamento Nacional de Planeación y la Unidad para la Atención 

Integral a las Victimas reconoce la persistencia de falencias estructurales en la articulación 

interinstitucional e intergubernamental, tal como ha sido reiterado por la Corte Constitucional. 

A su vez, se evidencian también los nuevos retos, derivados de la evolución de la política pública 

en la materia, que exigen una aproximación más integral y coordinada, así como el diseño de 

mecanismos que permitan una interacción más eficiente entre los distintos niveles de gobierno 

y entidades del Estado.  

 

1.2.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En este apartado se presentan las falencias identificadas por la Corte Constitucional en el 

componente de Nación Territorio, para abordar de una manera interinstitucional la 

implementación de la Política Pública de Víctimas en  esta materia, también se realiza una 

propuesta de línea de acción para disminuir el impacto de la falencia y de la falla estructural, 

finalizando con la descripción de los elementos de ajustes propuestos. Para este desarrollo, se 

abordan las siguientes falencias: 

Baja convergencia entre las competencias de las Entidades Nacionales (EENN) y las 

Entidades Territoriales (EETT), sumado a una falta de integralidad de la oferta nacional. 

Acción 1.2.1.1: Ajustar el Decreto 2460 de 2015, que reglamenta la Estrategia de 

Corresponsabilidad, con el propósito de precisar y optimizar el alcance y la aplicación de los 

principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los tres niveles de gobierno. 

Con el propósito de optimizar la implementación de los principios constitucionales de 

coordinación, concurrencia y subsidiariedad entre los niveles nacional, departamental y 

municipal, el Gobierno Nacional ha definido como acción estratégica el ajuste al Decreto 2460 

de 2015, norma que reglamenta parcialmente el artículo 172 de la Ley 1448 de 2011 y adopta 

la Estrategia de Corresponsabilidad de la PPV. 
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Esta medida responde de manera directa a las observaciones y recomendaciones formuladas 

por la Honorable Corte Constitucional y los organismos de control, en particular en lo relativo 
a los avances necesarios para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) 

declarado mediante la Sentencia T-025 de 2004, en el componente correspondiente al nodo de 

Coordinación Nación-Territorio. 

El proceso de revisión normativa tiene como finalidad fortalecer los mecanismos de 

articulación intergubernamental y establecer lineamientos más claros y operativos que 

permitan una distribución efectiva de competencias, responsabilidades y recursos entre los 

distintos niveles de gobierno, en función de las necesidades diferenciadas de los territorios y 

con enfoque de garantía de derechos para la población víctima en el marco del desplazamiento 

forzado. 

Desde la Subdirección de Coordinación Nación Territorio (SCNT) de la UARIV, y en articulación 

con las entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

(SNARIV) y el Equipo Interinstitucional de Asistencia Técnica Territorial (EIATT), se lideró el 

proceso de revisión y modificación del articulado del decreto. Esta labor se desarrolló teniendo 
en cuenta lo dispuesto en los Autos 373 de 2016 y 310 de 2023 de la Corte Constitucional, con 

el fin de asegurar la efectividad en la implementación de los componentes que integran la 

Estrategia de Corresponsabilidad. 

Durante este proceso, se llevaron a cabo las siguientes acciones: 

• Enero 12 de 2024: la Directora General de la UARIV remitió una comunicación oficial a 

los Ministros y Directores de las entidades con competencias relacionadas, para la 

revisión del borrador final del decreto, el cual recogía los aportes de las entidades del 

EIATT realizados en noviembre de 2023. 

• Agosto 21 de 2024: la Oficina Asesora Jurídica (OAJ) de la UARIV otorgó el visto bueno 

al documento consolidado de ajuste al decreto de corresponsabilidad con las acciones 

enmarcadas en los componentes de subsidiariedad y complementariedad.  

• Septiembre 2 de 2024: se realizó una mesa de trabajo con el equipo interinstitucional, 

la Procuraduría General de la Nación, la Contraloría General de la República y la 

Defensoría del Pueblo para socializar el documento. 

• Octubre 7 de 2024: como resultado del proceso de articulación interinstitucional, se 

consolidó el documento final del proyecto de decreto y su respectiva memoria 

justificativa. Este fue remitido con visto bueno de la OAJ de la UARIV al equipo jurídico 

del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social (DPS), entidad 

competente para su revisión y firma en el marco de reglamentación. 

 

Cabe señalar que el documento ya había sido objeto de aportes técnicos por parte del DPS, el 

Departamento Nacional de Planeación (DNP), el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el 

Ministerio del Interior y el Ministerio de Justicia y del Derecho, así como del Ministerio Público. 

Igualmente, contaba con validación técnica por parte de las áreas misionales de la UARIV. El 

borrador del Decreto y la memoria justificativa fueron enviados al DPS, entidad que al cierre de 

la vigencia del 2024 no se había pronunciado sobre el particular.  

Si bien el decreto ajustado no fue aprobado durante la vigencia 2024, resulta pertinente resaltar 

que el documento concertado constituye un avance sustancial en la clarificación de los roles, 

responsabilidades y compromisos que atañen a la Estrategia de Corresponsabilidad en los 

niveles nacional y territorial en la implementación de la Política Pública de Atención, Asistencia 

y Reparación Integral a las Víctimas del Conflicto Armado. 

Este instrumento promueve una mayor articulación y coherencia entre los diferentes niveles 

de planificación tanto sectorial como territorial e incorpora un enfoque técnico, y diferencial de 

la oferta institucional, su diseño se enmarca en la Estrategia de Intervenciones Territoriales 

Integrales con enfoque de Soluciones Duraderas, en atención a lo ordenado por la Honorable 

Corte Constitucional, en particular mediante los Autos 373 de 2016 y 310 de 2023. En esa 

medida, el documento concertado sienta las bases para una gestión pública más coordinada, 
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eficiente y equitativa, orientada a garantizar condiciones materiales y jurídicas que permitan 

una atención integral a las víctimas, desde una perspectiva multinivel, diferencial y con enfoque 

territorial. 

El ajuste al Decreto 2460 de 2015, en articulación con el Decreto 1084 de 2015 — se proyecta 

como una herramienta clave para reducir la falencia identificada respecto a la baja 

convergencia entre las competencias de las entidades del orden nacional y territorial, y con ello, 

lograr una mayor integralidad en la oferta nacional. No obstante, uno de los retos que persiste  

es la incorporación efectiva de los lineamientos establecidos en la Ley 2421 de 2024, 

particularmente en lo relacionado con la articulación interinstitucional. 

Anexos: Descargar 1.2.1.1 CORRESPONSABILIDAD.7z 

 Ver anexo 1.2.1.1 

- Oficio remisorio 2024-1671934-1 

- Proyecto Decreto Corresponsabilidad_VF 3092024 VoBo OAJ Enviado DPS 

- Anexo 3. Excel Memoria Justificativa Reglamentación Decreto Corresponsabilidad UV Enviado DPS. 

- Fwd_ Memoria Justificativa - Decreto de Corresponsabilidad_ 

 

Acción 1.2.1.2: Ajustar y consolidar el Mapa de la Política Pública de Víctimas, indicando por cada 

uno de sus componentes y medidas las competencias y los bienes y servicios a cargo de los 

diferentes niveles de gobierno para lograr una mayor y mejor sinergia entre estos hacia el 

restablecimiento efectivo de derechos de la población afectada por el conflicto armado. 

La acción reportada fue desarrollada a partir de un ejercicio de consolidación y depuración de 

información liderado por el DNP, en articulación con diversas entidades del SNARIV, 

especialmente con la UARIV. Este proceso incluyó el intercambio de insumos técnicos y la 

realización de espacios de trabajo conjunto, permitiendo avanzar en el cumplimiento de las 

acciones orientadas por la Honorable Corte Constitucional, en el marco de la política pública de 

prevención, protección, atención y reparación integral a las víctimas. 

En el marco de este ejercicio, se remitieron dos insumos de trabajo elaborados con la UARIV: 

(i) una matriz en formato Excel que contiene el catálogo de bienes y servicios vinculados a la 
política pública de víctimas (PPV); y (ii) una matriz complementaria denominada "Mapa PPV” 

diseñada por la UARIV. Esta última tenía como finalidad facilitar un ejercicio de 

retroalimentación para la identificación y clasificación de bienes y servicios incluidos en el 

catálogo de productos de la Metodología General Ajustada (MGA). En esta etapa, se realizó una 

primera revisión y categorización de 1.513 bienes, quedando pendientes 134, en proceso de 

clasificación por parte de la UARIV. 

Asimismo, se dio cumplimiento a la acción mediante el envío oportuno de los insumos 
pertinentes a la Subdirección de Coordinación Nación Territorio de la UARIV y la Secretaría 
Técnica del Equipo Interinstitucional del componente, encaminados a consolidar la articulación 

interinstitucional. Se compartieron elementos como el catálogo de la Metodología General 

Ajustada (MGA) de bienes y servicios asociados a la atención y reparación de víctimas, insumo 
que sirvió de base para realizar los cruces iniciales. Posteriormente, se remitió a la UARIV un 

modelo definitivo del "Mapa de la Política Pública de Víctimas (PPV)", a fin de que fuera 
complementado conforme a sus observaciones y de acuerdo con las competencias de las EETT, 
modelo que será socializado posteriormente al SNARIV. 

Desde la UARIV, por medio de la Subdirección Técnica del SNARIV se avanza en la consolidación 

de la matriz que contiene el catálogo de bienes y servicios vinculados a la política pública de 

víctimas PPV, el producto de esta acción permite clarificar de manera específica las 

competencias que corresponden a las EETT, así como discriminar y organizar los bienes y 

servicios asociados a la atención integral de las víctimas.  

De esta manera, se facilita el acceso efectivo a la oferta institucional disponible desde las 

competencias territoriales, y se fortalece el enfoque de concurrencia y articulación multinivel 

en la implementación de la PPV. 

https://unidadvictimas-my.sharepoint.com/:u:/g/personal/sofhi_ramirez_unidadvictimas_gov_co/Eey-DbHKRhFPqoxvSa-z1ukBFFOSQhFeAW_vrom_bh7Iug?e=G2ncki
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Si bien se ha evidenciado una articulación efectiva entre el DNP y la UARIV, es necesario señalar 

que uno de los elementos a fortalecer es la dinamización de los tiempos de respuesta en la 
elaboración y validación de los insumos técnicos definitivos. Esta acción se ha desarrollado con 

el acompañamiento del equipo interinstitucional de la Subdirección Nación-Territorio de la 

UARIV, que ha coordinado mesas técnicas con el DNP y ha aportado insumos sustanciales para 

el proceso de ajuste del Mapa de la Política Pública de Víctimas. 

No obstante, en el marco de la expedición de la Ley 2421 de 2024, se hace necesario armonizar 

esta herramienta con los nuevos lineamientos normativos y reorganizar los roles de liderazgo 

institucional en la acción. En virtud de lo dispuesto en el artículo 50 de dicha ley, se propone 

que, una vez finalizado el proceso de ajuste técnico del Mapa de la PPV, sea el DPS, como entidad 

cabeza del Sector de Inclusión Social y Reconciliación, quien asuma la responsabilidad y el 

liderazgo de la acción. En adelante, el DPS diseñará una Estrategia Integral de intervención 

Territorial en articulación con la UARIV, y convocaría a las demás entidades del SNARIV para 

aportar insumos técnicos conforme a sus competencias. 

 

Con base en lo anterior, se propone como fecha límite para la implementación de los ajustes 

institucionales y la transición del liderazgo de la presente acción, el 31 de octubre de 2026, de 

manera que se garantice la alineación normativa, técnica y operativa conforme a lo dispuesto 

en la nueva ley. 

 

Anexos:  

Se anexan como soportes el catálogo MGA de bienes y servicios asociados a las víctimas que se 

envió a la UARIV, con el cual se desarrolló el cruce base y se compartió el modelo definitivo 

Mapa de PPV, con el fin de que se complementara por parte de la UARIV y se afinara según sus 

observaciones y las competencias de las ETT para ser socializado por el SNARIV.  

Ver anexo: 1.2.1.2 

Carpeta: EVIDENCIAS REUNIONES: 

- Balance Acciones Nodo NT Auto 310 13032025 (1) 

- MAPA DE PPV - AUTO 310 

- METODOLOGIA MESAS AUTO 310 

Carpeta: INSUMOS 

- Excel CATALOGO_DE_PRODUCTOS (2) 

- Excel Copia de MATRIZ TERRITORIALIZACIÓN CONPES 4031 DE 2021 (2) (3) 

Carpeta: PRODUCTO 

- Excel Mapa PPV 2024 

 

Acción 1.2.1.3: Construir matrices de territorialización que permitan acercar la oferta nacional 

disponible al territorio y la población víctima para fortalecer su difusión, acceso e impulsar la 

aplicación de los principios de coordinación y concurrencia entre los diferentes niveles de 

gobierno, desde el análisis de los programas y proyectos que puedan sumarse a las apuestas 

departamentales y municipales incorporadas en los instrumentos de planeación territorial. 

A fin de impulsar acciones que fortalezcan la articulación y el acceso a la oferta institucional, 

tanto a nivel nacional como territorial, se estableció como estrategia la construcción de una 

matriz de territorialización. Esta matriz integrará la oferta institucional de las gobernaciones, 

municipios y entidades del orden nacional, permitiendo analizar el alcance de los programas y 

proyectos en cada nivel, con el objetivo de armonizarlos y facilitar su acceso a la población 

víctima del conflicto armado. 

Durante el corte de 2024, se realizaron cuatro reuniones de trabajo orientadas a consolidar una 

única matriz de oferta integrada, que contemple los niveles local y nacional. En estos encuentros 

se analizó la necesidad de unificar las matrices de oferta existentes —territoriales y 

nacionales— con el fin de definir una ruta de trabajo conjunta que permita su articulación. 

Durante este proceso, se realizó un inventario de herramientas utilizadas por la UARIV y el DNP 

para la consolidación de la oferta institucional. 
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Es importante señalar que dentro de la ruta definida se establece la necesidad de continuar con 

espacios de articulación entre la Subdirección de Coordinación Nación Territorio (SCNT) de la 
UARIV, el SNARIV y el DNP. Estos espacios son clave para avanzar en la estrategia de unificación 

de matrices de territorialización, incluyendo el desarrollo de manuales, protocolos y otros 

instrumentos que permitan articular la oferta institucional territorial y nacional, en línea con 

los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en concordancia con los 

lineamientos establecidos en la Ley 2421 de 2024, tales como: ayuda humanitaria, atención, 

asistencia, y reparación integral para las víctimas, como se prevé en el artículo 50 de la Ley 

2421. 

En este sentido, la acción propuesta busca articular la oferta territorial y nacional con el fin de 

acercar aún más los programas y proyectos a la población víctima del conflicto armado, desde 

un enfoque diferencial y territorial, tal como lo establece la Ley 2421 de 2024. Esta norma 

enfatiza la necesidad de garantizar una atención integral y diferenciada que reconozca las 

particularidades culturales, sociales y económicas de las víctimas, promoviendo la reparación 

integral en condiciones de dignidad y justicia. 

Asimismo, este proceso permitirá mejorar la priorización y focalización de dicha oferta hacia 

territorios históricamente excluidos o que, por sus condiciones de vulnerabilidad y seguridad, 

requieren una atención especial, en coherencia con los principios de no repetición y garantía 

de derechos consagrados en la mencionada ley.De igual manera, esta acción tiene un carácter 

transversal frente a los indicadores de goce efectivo de derechos, en la medida en que la 

articulación de los programas y proyectos contribuirá a superar la situación de vulnerabilidad. 

La consolidación de la oferta institucional, tanto nacional como territorial, permitirá que las 

víctimas del conflicto armado cuenten con una visión holística de los programas disponibles, 

facilitando así su acceso y contribuyendo a la estabilización socioeconómica de esta población. 

ANEXOS: 1.2.1.3 Matrices de Territorialización 

 
Carpeta: EVIDENCIAS 

- Acta Matrices de Territorializacio n Auto 310 (1) 
- Acta Matrices de Territorializacio n Auto 310 
- Ultima comunicacio n matrices a ST Snariv 

 
Carpeta: INSUMOS DOCUMENTO EXPLICATIVO MATRICES 

- Documento explicativo Matriz de Territorialización EENN-SCTSNARIV 
- Documento_metodolo gico_Matriz_de_territorializacio n_y_Documento_Focalizacio n[1] 
- GESTION DE LA OFERTA SNARIV (1) 
- Informe GIZ matriz territorializacio n 2022 (2) 
- Propuesta Introduccio n Documento Matrices 

 
Carpeta: PRODUCTO 

- Matriz Territorialización CONPES 4031 
- OFERTA GENERAL 2024 SNARIV NIVEL NACIONAL 16082024 

 

Acción 1.2.1.4: Diseñar la estrategia de focalización de las víctimas del conflicto en la oferta social 
nacional desde la construcción de lineamientos que orienten su flexibilidad, teniendo en cuenta el 
grado de vulnerabilidad socioeconómica de la población afectada, y orienten la definición y 

aplicación de criterios de acceso, permanencia y salida. 

La acción reportada fue desarrollada mediante un ejercicio técnico de consolidación de 

información liderado por el DNP, en articulación con entidades del SNARIV, particularmente la 

UARIV. A través del intercambio de insumos y la realización de espacios técnicos conjuntos, se 

cumplió con lo solicitado por la Honorable Corte Constitucional, mediante la entrega del 

documento base de Lineamientos Técnicos para la Focalización y Territorialización de la 

Política Pública de Atención a Víctimas, insumo que fue remitido a la UARIV para su 

retroalimentación y cierre técnico. En desarrollo de esta acción, se elaboraron y entregaron los 

siguientes documentos principales: 

Documento de Lineamientos Técnicos para la Focalización y Territorialización de la 

Política Pública de Atención a Víctimas: Incluye la definición de criterios de acceso, 

permanencia y salida de la población víctima, sustentados en análisis socioeconómicos y 

estimaciones de costos y el Documento metodológico “Matriz de Territorialización del CONPES 

https://unidadvictimas-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/sofhi_ramirez_unidadvictimas_gov_co/EiCDy4kqrRJIogJ1YeYlncMBMq2FmGAfXy70MWtXDj63hg?e=tRKpbQ
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4031”: Herramienta técnica que da soporte al enfoque territorial del documento CONPES y 

permite explicar el proceso metodológico desarrollado para la focalización y territorialización. 

Estos insumos fueron remitidos formalmente por parte del Departamento Nacional de 

Planeación (DNP) a la UARIV como parte del proceso de cumplimiento de la acción. Además de 

constituirse como productos finales, los documentos aportaron elementos fundamentales para 

la formulación de instrumentos técnicos y operativos por parte de otras entidades del 

componente, como el Ministerio del Interior y su Estrategia de Asistencia Técnica Territorial. 

El producto de esta acción se constituye en una herramienta clave para guiar el desarrollo de 

políticas públicas más inclusivas, eficaces y coherentes con los principios de equidad territorial 

y justicia transicional. Su aplicación contribuirá a la superación de las condiciones de 

vulnerabilidad de la población víctima del desplazamiento forzado, en concordancia con la 

apuesta del Plan Nacional de Desarrollo para lograr una “superación de la situación de 

vulnerabilidad para la reparación efectiva e integral de la población víctima del conflicto 

armado”. 

Cabe señalar que estos lineamientos permanecerán sujetos a procesos de actualización 

semestral, conforme a su adopción, uso e implementación por parte de la UARIV y las demás 

entidades del SNARIV. 

La revisión técnica del documento Lineamientos técnicos para la focalización y territorialización 

de la política pública de atención a víctimas fue desarrollada de manera articulada entre el DNP, 

la UARIV y el equipo de víctimas del Ministerio del Interior y demás entidades del SNARIV con 

competencia en el componente de Coordinación Nación-Territorio. 

Uno de los hallazgos centrales que sustenta esta acción es la identificación de una falencia 

estructural: la baja convergencia entre las competencias de las EENN y las EETT, sumado a una 

falta de integralidad de la oferta nacional. 

 Esta debilidad ha limitado la articulación multinivel y la implementación diferenciada de las 

acciones estatales, particularmente en contextos de alta complejidad territorial y persistencia 

de vulnerabilidades. 

En este sentido, y conforme con lo dispuesto en la Ley 2421 de 2024, se hace imprescindible 

armonizar el documento de lineamientos técnicos con los nuevos lineamientos normativos, 
incluyendo la adopción de recomendaciones surgidas del proceso de ajuste interinstitucional. 

Esta armonización deberá realizarse en coherencia con los principios constitucionales de 

coordinación, concurrencia y subsidiariedad, tal como lo establece el artículo 50 de la citada 

ley: 

“El Sector de la Inclusión Social y Reconciliación en cabeza del Departamento 

Administrativo para la Prosperidad Social, en articulación con la Unidad de 

Atención y Reparación Integral a las Víctimas, diseñará con base en los 

principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad establecidos en la 

Constitución Política, una Estrategia Integral de Intervención Territorial que 

permita articular la oferta pública de políticas nacionales, departamentales, 

distritales y municipales, en materia de ayuda humanitaria, atención, 

asistencia y reparación integral para víctimas.” 

De igual manera, el artículo 62 refuerza esta obligación, en virtud de lo anterior, se proyecta 

que durante el año 2025 se adelante, con el liderazgo del DPS y en articulación con la UARIV y 

las demás entidades competentes, un proceso de actualización técnica del documento de 

lineamientos. Este proceso deberá incorporar las obligaciones normativas vigentes, responder 

a la falencia estructural previamente identificada y articular una estrategia efectiva que guíe la 

planificación territorial desde un enfoque diferencial, integral y de soluciones duraderas. 

Se propone como fecha límite para la implementación de los ajustes y la adopción institucional 

de la estrategia armonizada el 31 de octubre de 2026, con el fin de garantizar una transición 

técnica ordenada, conforme a la normativa vigente. 

Anexos: Ver anexo: 1.2.1.4 
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- LINEAMIENTOS TÉCNICOS PARA LA FOCALIZACIÓN Y TERRITORIALIZACIÓN DE LA POLÍTICA PÚBLICA 

DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS 

 

Ausencia de una estrategia de intervención territorial que atienda características y 

procesos específicos de la PPV, incluyendo operación de instancias territoriales. 

Acción: 1.2.2.2: Evaluar y ajustar los espacios técnicos de articulación y coordinación territoriales 

de la Política Pública de Víctimas, teniendo en consideración aquellos escenarios habilitados desde 

otras políticas como prevención o paz. 

Desde una perspectiva cuantitativa, durante el año 2024 se ejecutó una acción de gestión 

liderada por el Ministerio del Interior, responsable en la definición de la línea estratégica y 

proveer asistencia técnica para la implementación de la política pública de prevención en los 

territorios. Cabe destacar que, en el ejercicio de su autonomía, las entidades territoriales 

asumen la competencia para definir las acciones locales necesarias para la ejecución de dicha 

política, mientras que la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior 

proporcionó 212 asistencias técnicas a entidades territoriales orientadas a la formulación, 

implementación y monitoreo del Plan Integral de Prevención (PIP), así como 77 asistencias 

técnicas adicionales enfocadas en el diseño y construcción de rutas para la atención de 

amenazas dirigidas a líderes, lideresas y defensores de derechos humanos. 

En cuanto a la dimensión cualitativa, y con el soporte de la cooperación internacional, se avanzó 

en la formulación de una propuesta de racionalización institucional y normativa orientada a 

optimizar la gestión estatal en la prevención de violaciones a los derechos fundamentales —

vida, libertad, integridad y seguridad personal— en el marco del conflicto armado y otras 

formas de violencia. Esta propuesta se estructura alrededor de la conformación de una 

Instancia Nacional de Orientación Estratégica, encargada de definir la directriz política de la 

Política Pública de Prevención (PPP), alineada con el Plan Nacional de Desarrollo. Asimismo, se 

contempla la creación de una Instancia de Diálogo y Participación Ciudadana, concebida como 

un espacio de interlocución entre el Gobierno Nacional, liderado por el Ministerio del Interior, 

y la sociedad civil para fines de rendición de cuentas y asesoría en la ejecución de la PPP. 

A finales de 2024, la propuesta fue sometida a consulta con las entidades públicas relevantes, 

incorporando retroalimentación para su ajuste y adecuación. Actualmente, la Dirección de 

Derechos Humanos realiza un análisis complementario que reconoce la necesidad, no solo de 

simplificar instancias institucionales mediante racionalización, sino también de optimizar y 

fortalecer aquellos espacios ya existentes para asegurar una gobernanza eficiente. 

Se enfatiza la importancia de mantener instancias exclusivas de toma de decisión 

gubernamental a nivel nacional y territorial, a la vez que se debe garantizar la participación 

significativa de las comunidades afectadas por el conflicto y la violencia, a fin de asegurar su 

incidencia efectiva en los procesos decisorios. Este análisis continúa con la revisión detallada 

de la normativa vigente que establece mecanismos de interlocución entre sociedad civil y 

gobierno para evaluar su viabilidad política y operativa en el marco de la propuesta de 

racionalización. 

 

La financiación de la acción se estima en aproximadamente 2.000 millones de pesos, 

provenientes de recursos de inversión orientados al fortalecimiento de la política pública de 

prevención de violaciones a los derechos fundamentales. Adicionalmente, se contempla un 

aporte externo cercano a los 70 millones de pesos del Programa de Derechos Humanos USAID 

– InspiraPaz. 

El impacto esperado se relaciona con la mejora en la articulación interinstitucional de las 

diversas instancias, instrumentos y funciones que operan en territorio, propiciando una gestión 
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más eficiente del riesgo asociado a la vulneración de los derechos a la vida, libertad, integridad 

y seguridad. 

Es preciso mencionar que el Ministerio del Interior reafirma su compromiso de fortalecer las 

capacidades territoriales para la ejecución efectiva de la política pública. No obstante, se resalta 

que las entidades territoriales, en ejercicio de su autonomía, deben adoptar acciones 

coordinadas fundamentadas en los principios de complementariedad, subsidiariedad y 

corresponsabilidad para asegurar la ejecución oportuna y eficiente de la política pública de 

prevención. Esta acción se ha desarrollado en coordinación con las entidades territoriales, 

evidenciando un mecanismo articulado para el logro de los objetivos institucionales. 

Ahora bien, acorde con el Informe de Análisis de Instrumentos de Intervención en materia de 

prevención, y como resultado de la consultoría que se realizó para el Ministerio del Interior, se 

examina la complejidad derivada de la multiplicidad de herramientas normativas y políticas 

públicas en Colombia para la prevención de violaciones a los derechos humanos (DDHH) y al 

Derecho Internacional Humanitario (DIH). 

Esta dispersión genera solapamientos en mandatos y objetivos que afectan la eficiencia 

institucional en la gestión de riesgos, la definición clara de responsabilidades, la rendición de 

cuentas y el acceso equitativo a las medidas de protección.  En el documento Informe de Análisis 

de Instrumentos de Intervención en Materia de Prevención se destaca el análisis de 21 marcos 

normativos vigentes, priorizando 10 instrumentos clave y 101 herramientas de prevención (18 

instrumentos, 20 instancias y 63 medidas). En el mismo también se evaluaron variables 

técnicas como autoridades responsables, base normativa, población objetivo, inclusión de 

enfoques diferenciales, participación ciudadana, monitoreo, periodicidad y financiación. 

Los detalles y evidencia de esta acción están documentados en el "Informe de Análisis de 

Instrumentos de Intervención en materia de prevención.”, en la cartilla de Fortalecimiento del 

Subcomité de Prevención, Protección y Garantía de No Repetición (SPPGNR) departamental.  

ANEXOS: 

Carpeta: EVIDENCIAS 
- 1 Cartilla SPPGNR final mayo 2024 
- Informe de Análisis de Instrumentos de Intervención en materia de prevención 

 

Múltiples solicitudes de reportes a las EETT en herramientas de información y 

seguimiento que no reflejan el GED, adicional a la falta de armonización de los 

instrumentos de planeación territorial. 

Acción 1.2.3.1: Realizar una evaluación objetiva de las herramientas de información y seguimiento 

de la Política Pública de Víctimas para identificar oportunidades de fortalecimiento, 

simplificación e interoperabilidad, teniendo en cuenta las particularidades administrativas de las 

entidades territoriales bajo una gestión orientada a resultados que garantice el goce efectivo de 

los derechos de la población víctima 

 

Evaluación y Fortalecimiento de la Política Pública de Víctimas 

La implementación de la política requiere una revisión crítica y permanente de los sistemas de 

monitoreo, información y planeación responsables del seguimiento y gestión de las víctimas del 

conflicto. Estos sistemas deben garantizar la transparencia y eficacia operativa mediante el uso 

de herramientas tecnológicas que permitan la recopilación, validación y análisis continuo de 

datos relevantes, facilitando la toma de decisiones basadas en información confiable. Además, 

es fundamental adaptar constantemente estas herramientas a las dinámicas institucionales, 

normativas y territoriales del país para asegurar una respuesta adecuada a las necesidades 

específicas de las víctimas y promover la rendición de cuentas en todos los niveles de gestión. 
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Evaluación de Herramientas y Sistemas de Información. 

 
Una evaluación objetiva consiste en un análisis imparcial, sistemático y técnico de las 

herramientas de información y seguimiento usadas por las entidades encargadas de la atención 

a víctimas, incluyendo sistemas de recolección de datos, plataformas tecnológicas como el 

Registro Único de Víctimas (RUV), indicadores y reportes de avance. Su propósito no solo es 

identificar fallas o vacíos técnicos, sino también reconocer buenas prácticas y detectar 

oportunidades para fortalecer, simplificar e interoperar dichos sistemas.  

El fortalecimiento busca mejorar la capacidad técnica y funcional para que la información sea 

válida, confiable y útil en la toma de decisiones; la simplificación apunta a reducir cargas y 

duplicidades en los procesos; mientras que la interoperabilidad garantiza que los sistemas 

locales, regionales y nacionales puedan comunicarse y compartir datos de forma segura y 

eficiente, aspecto crucial en un país con descentralización administrativa y múltiples actores 

responsables. 

 

Consideración de Particularidades Territoriales 

 

Un componente clave en la evaluación es reconocer las particularidades administrativas de las 

entidades territoriales (EETT), ya que cada región difiere en capacidad institucional, cobertura, 

acceso tecnológico, recursos humanos y financieros, así como en la carga histórica del conflicto. 

Especialmente en zonas rurales y periféricas, las alcaldías tienen limitadas capacidades técnicas 

para manejar información y participar en la planeación nacional. Por ello, la evaluación debe 

ser flexible y adaptada a estas diferencias, permitiendo diseñar mejoras realistas acorde con las 

capacidades locales, y fomentar el fortalecimiento de dichas capacidades a través de asistencia 

técnica, capacitación continua, recursos específicos y una coordinación interinstitucional. 

 

Articulación con los Instrumentos de Planeación 

 

Es fundamental alinear la evaluación de las herramientas de información con los diversos 

instrumentos de planeación vigentes —como los planes de desarrollo municipales, planes de 

acción para víctimas, planes de retorno y reparación colectiva— para evitar fragmentación, 

duplicidad y uso ineficiente de recursos. Actualmente, estos instrumentos suelen elaborarse de 

manera desconectada entre sí y de los objetivos globales de la política de atención a víctimas, 

lo que limita su sostenibilidad y efectividad. Por ello, se propone un análisis integral y articulado 

que impulse la integración normativa y la coherencia institucional, orientando la gestión hacia 

resultados verificables que mejoren concretamente la calidad de vida de la población víctima. 

 

Enfoque Basado en el Goce Efectivo de Derechos 

 

La finalidad principal de este proceso de evaluación y mejora articulada es garantizar el goce 

efectivo de derechos (GED) para la población víctima, trascendiendo el mero cumplimiento 

formal de la Ley 1448 de 2011 y sus reformas. Se busca consolidar condiciones reales que 

permitan a las víctimas acceder a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías de no 

repetición, entendiendo la Política Pública de Víctimas como una herramienta integral de 

inclusión, prevención y reparación transformadora. Por ello, todas las acciones orientadas a 

optimizar las herramientas de información, simplificar procesos, fomentar la interoperabilidad 

y articular los instrumentos de planificación, deben centrarse en restablecer y proteger los 

derechos fundamentales de las víctimas bajo principios de participación efectiva, enfoque 

diferencial, sostenibilidad y corresponsabilidad entre los distintos niveles del Estado. 

La implementación de esta acción está prevista para el 25 de julio de 2027, lo que exige que las 

actividades, recursos y procesos estén coordinados y listos para iniciar conforme al cronograma 

establecido. Este plan contempla una preparación exhaustiva que incluye la gestión de recursos, 

la articulación de actores institucionales y territoriales, así como la capacitación y socialización 
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con las comunidades beneficiarias y equipos operativos. Estas acciones de gestión —que 

comprenden evaluación, articulación, planificación, seguimiento y coordinación 
interinstitucional— forman parte integral de la administración pública liderada por la Unidad 

para las Víctimas, con el fin de identificar problemas, diseñar respuestas y ejecutar actividades 

que permitan cumplir los objetivos misionales y garantizar el bienestar social de las víctimas. 

 

Implementación y Mesas de Trabajo 

 

Para el proceso de evaluación y fortalecimiento de la Política Pública de Víctimas, es 

imprescindible implementar al menos tres mesas de trabajo. Estas mesas crean espacios de 

diálogo y participación que reúnen actores clave —entidades públicas, organizaciones sociales, 

comunidades y expertos— para promover la construcción colectiva de soluciones, fortalecer la 

coordinación multisectorial y abordar dimensiones específicas, como la evaluación y 

simplificación de herramientas, la integración normativa y la interoperabilidad de sistemas. 

Este enfoque permite identificar y superar obstáculos como vacíos normativos, problemas 
tecnológicos y sobrecarga administrativa, facilitando la elaboración de propuestas de mejora 

verificables y adaptativas. 

Contar con estas mesas garantiza una participación real y diversa, fomenta la legitimidad y 

transparencia del proceso, y aporta insumos clave para la toma de decisiones orientada a 

resultados, promoviendo así el goce efectivo de derechos de la población víctima. Además, 

permite diagnosticar fallas estructurales en los sistemas de información y seguimiento, generar 

soluciones adaptadas a las características territoriales y promover la articulación normativa 

para reducir duplicidades y optimizar recursos, favoreciendo una gestión coordinada y 

eficiente de la atención y reparación. 

 

Diagnóstico y Superación de Fallas 

 

La acción permitirá identificar fallas estructurales (como cuellos de botella o desconexión 

normativa) y formular acciones correctivas y adaptadas a cada territorio, evitando duplicidades 

y dispersión de esfuerzos, y mejorando la articulación normativa entre todos los actores. 

 

Conclusiones y Líneas Estratégicas 

 

• Coordinación interinstitucional UARIV: Liderar la articulación y verificación de la 
interoperabilidad de sistemas, conforme a la Ley 2421 de 2024. 

• Rol del Ministerio del Interior: Orientar técnicamente la estructuración del Plan de 
interoperabilidad y garantizar la articulación estatal con enfoque diferencial. 

• Acompañamiento del DNP: Asesorar metodológicamente la integración y coherencia 
de instrumentos de planeación y definir indicadores de impacto. 

• Armonización normativa y operacional: Formular lineamientos y protocolos 
técnicos, garantizar la actualización permanente y la validación territorial de los 
procesos. 

• Participación y soporte territorial: Incluir a las víctimas en los espacios de validación 
y fortalecer la asistencia técnica territorial y el seguimiento riguroso. 

• Transparencia y optimización de recursos: Propiciar el uso eficiente de recursos, 
mejorar la trazabilidad estatal y fortalecer la rendición de cuentas. 
 

Este proceso integral busca resultados concretos y sostenibles en el goce efectivo de derechos 

y la reparación integral de la población víctima. Para lograrlo, es fundamental asegurar que las 

medidas de atención, asistencia y reparación respondan de manera real y efectiva a las 

necesidades de quienes han sido afectados por el conflicto armado, promoviendo su acceso a la 

verdad, justicia, y garantías de no repetición. Además, debe garantizarse que las acciones 

emprendidas sean continuas y adaptadas a las particularidades territoriales y culturales, 
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incorporando enfoques diferenciales que reconozcan la diversidad de las víctimas y sus 

contextos. Esto implica también fortalecer las capacidades institucionales y el acompañamiento 
técnico para una coordinación efectiva entre entidades, contribuyendo a la sostenibilidad y 

legitimidad de las políticas públicas. De esta forma, se avanza hacia una reparación integral que 

no solo cubre aspectos materiales, como indemnizaciones y restitución de tierras, sino también 

la reparación simbólica, psicosocial y comunitaria, esencial para la reconstrucción del tejido 

social y la reconciliación en los territorios afectados. 

Acción 1.2.3.3: Revisar alternativas metodológicas que permitan fortalecer la medición de los 

indicadores asociados a la Estrategia de Corresponsabilidad y la contribución de las entidades 

territoriales al Goce Efectivo de Derechos. 

La Unidad para las Víctimas ha venido desarrollando ajustes metodológicos y técnicos 

importantes que han permitido avanzar en la armonización de instrumentos de planificación y 

seguimiento a las entidades territoriales. Como resultado de ello, a partir de la vigencia 2021, 

la UARIV implementó un ajuste en el Indicador de Concurrencia, considerando la disposición 

del módulo SIGO-PAT dentro de la herramienta tecnológica VIVANTO desde el año 2020. Esta 
modificación consistió en reemplazar como fuente de información el Tablero PAT por el módulo 

SIGESPLAN (Sistema de Gestión de Planes)12, con el propósito de incorporar la información 

relacionada con los proyectos de cofinanciación ejecutados y en ejecución en el marco de la 

implementación de medidas de reparación integral, prevención y protección. 

Como parte de este proceso de ajuste, se amplió la medición del Indicador de Concurrencia para 

incluir a las gobernaciones, y se incorporaron nuevas variables en el componente de planeación, 

tales como la certificación de la regionalización indicativa de proyectos de inversión y el 

ejercicio de anualización del Plan de Acción Territorial (PAT) correspondiente a la vigencia 

evaluada. En cuanto al Indicador de Subsidiariedad, la metodología de medición se mantuvo sin 

modificaciones.  

Estas acciones de ajuste metodológico y técnico antes señaladas, específicamente en los 

indicadores de coordinación, concurrencia y subsidiariedad, han contribuido en la 

armonización de los instrumentos de planificación y seguimiento, permitiendo reducir 

significativamente la carga operativa y administrativa para las entidades territoriales, al 
simplificar los procesos de reporte de información territorial, evitando duplicidades y 

promoviendo la eficiencia en el uso de los instrumentos disponibles. De igual forma, la inclusión 

en la medición del Indicador de Coordinación Nación Territorio de nuevas variables como la 

anualización del PAT, el uso de acuerdos de intercambio de información y la certificación de 

regionalización indicativa de proyectos, han fortalecido la trazabilidad entre la planificación, 

ejecución y reporte, promoviendo el uso de plataformas interoperables y consolidando una 

visión integral de los principios que sustentan el Goce Efectivo de Derechos en la 

implementación de la política pública de víctimas. 

En concordancia con lo anterior, se espera que, a partir de las modificaciones en la metodología 

y el desarrollo de nuevas herramientas tecnológicas con cobertura nacional y resultados 

desagregados por entidad territorial, se logre mantener y fortalecer las mejoras alcanzadas en 

los últimos años. Estas mejoras se reflejan principalmente en la reducción de las actividades 

asociadas al alto volumen de reporte de información, facilitar la toma de decisiones territoriales 

mediante información más oportuna y precisa, fortalecer con mayor agilidad a las entidades 

territoriales que requieran asistencia técnica, y avanzar en la reducción de brechas en la 

implementación de la PPV. 

No obstante, es necesario señalar que estos procedimientos y metodologías de medición están 

sujetos a posibles modificaciones, en la medida en que se avance en el ajuste al Decreto de 

Corresponsabilidad (Decreto 1084 de 2015), dado que cualquier cambio en la aplicación de los 

principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad podría implicar ajustes en las 

 
12 Sistema de Gestión de Planes de la Unidad de Victimas, es una herramienta establecida en el aplicativo Vivanto donde 

se sistematiza los planes, proyectos y oferta de la Unidad para las Victimas, lo que permite realizar su seguimiento y 

emisión de reportes. https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-

content/uploads/2022/05/anexo7instructivosigesplan2023-1.pdf  

https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2022/05/anexo7instructivosigesplan2023-1.pdf
https://www.unidadvictimas.gov.co/wp-content/uploads/2022/05/anexo7instructivosigesplan2023-1.pdf
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metodologías de medición vigentes. Cabe precisar que, en las últimas vigencias, la UARIV ha 

mantenido el cálculo de los indicadores conforme a la metodología actual. 

De acuerdo con el artículo 2.2.8.3.1.22 del Decreto 1084 de 2015, la revisión y fortalecimiento 

de estas metodologías debe ser liderada por el Ministerio del Interior, en coordinación con la 

UARIV. Por tanto, se requiere que las entidades promuevan la instalación y desarrollo de mesas 

técnicas de trabajo que permitan examinar y acordar las alternativas metodológicas más 

adecuadas que conlleven al fortalecimiento de la medición de los indicadores asociados a la 

Estrategia de Corresponsabilidad, así como reflejar de manera más precisa la contribución de 

las entidades territoriales al Goce Efectivo de Derechos. 

Se espera que este componente adelante las acciones para resolver la falla estructural relativa 

a la “Deficiente articulación institucional en los procesos de planeación, focalización y atención a 

la población víctima en el marco de la PPV y otras Políticas Públicas que convergen para los fines 

establecidos en la Ley 1448 de 2011 y la Ley 2421 de 2024, lo que impide un goce efectivo de 

derechos y la superación de la situación de vulnerabilidad que garantice sostenibilidad en los 

procesos, todo ello atendiendo a los principios de corresponsabilidad y subsidiariedad, así como la 

aplicabilidad de los enfoques diferenciales y territorial”. 

 

ANEXOS: 1.2.3.3 INDICADORES 
Carpeta: INDICADORES 
 

- Carpeta Indicador de Concurrencia 
- Carpeta Indicador de Coordinación Nación Territorio 
- Carpeta Indicador de Subsidiariedad 
- Carpeta Índice de Capacidad Territorial 
- Informe Indicadores Estrategia Corresponsabilidad.pdf 
- Informe Indicadores Estrategia Corresponsabilidad1.pdf 

 

1.2.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

De acuerdo con las siete fallas estructurales identificadas, se realiza un análisis de convergencia 

que permite determinar cómo el componente en cuestión puede integrarse en una respuesta 

más robusta. Este análisis se estructura en dos ejes: la articulación interinstitucional y la 

corresponsabilidad. 

En primer lugar, el componente debe identificar las acciones y apuestas que actualmente 

ejecuta en relación con cada una de las falencias estructurales. Por ejemplo, frente a la falla de 

acceso insuficiente a servicios, el componente puede coordinar con el sector de salud y 

educación para ampliar la cobertura, estableciendo rutas de atención conjunta que permiten 

atender de manera integral las necesidades identificadas. La articulación de recursos estimula 

la conformación de vasos comunicantes entre los diferentes componentes, lo que fortalece la 

capacidad institucional para responder a la complejidad de las fallas. 

En segundo lugar, el análisis reconoce casos donde la principal responsabilidad sobre la falla 

recae en entidades distintas a la responsable del componente. Por ejemplo, en situaciones 

donde la restricción en el acceso se da por fallas en infraestructura a cargo de otra entidad, el 

componente puede actuar como corresponsable, gestionando acciones complementarias y 

articulándose en mesas interinstitucionales para buscar soluciones estructurales. Así, la 

solicitud de levantamiento del ECI debe sustentarse señalando que la entidad ha desplegado 

todos los esfuerzos a su alcance en articulación con otros actores, y que la solución de fondo 

requiere el liderazgo y acción prioritaria de otras entidades. 

Finalmente, la capacidad del componente para establecer vinculaciones con otros derechos o 

componentes se refleja en la generación de políticas, protocolos de remisión y comités técnicos; 

instrumentos que aseguran la atención integral y el abordaje conjunto de las problemáticas 

estructurales. Esta estrategia permite dar seguimiento a los avances, visibilizar cuellos de 

botella y proponer ajustes a la política pública, favoreciendo la gestión compartida de las 

falencias estructurales y una mayor sostenibilidad de las soluciones implementadas. 

https://unidadvictimas-my.sharepoint.com/:f:/g/personal/sofhi_ramirez_unidadvictimas_gov_co/Eh4u3GqpJD5LsaT-lCcZwAEBleR0n_d1rY-y65xXHCvYbw?e=m3tWt9
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1.2.4. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

1.2.3.1 y 

1.2.3.2 

✓ Realizar una 
evaluación objetiva de 
las herramientas de 
información y 
seguimiento de la 
Política de Víctimas a 
efectos de identificar y 
materializar 
oportunidades de 
fortalecimiento, 
simplificación e 
interoperabilidad, 
teniendo en cuenta las 
particularidades 
administrativas de las 
EETT.  
 
Analizar los diferentes 
instrumentos de 
planeación 
enmarcados en la 
Política Pública de 
Víctimas para definir y 
concretar posibilidades 
de integración, 
teniendo en cuenta la 
normatividad vigente y 
la lógica de 
planificación orientada 
a resultados que 
apunte al GED de la 
población víctima. 

✓  

 

Acción 1.2.3.1 Realizar una 

evaluación objetiva de las 

herramientas de información y 

seguimiento de la Política Pública 

de Víctimas, con el propósito de 

identificar oportunidades de 

fortalecimiento, simplificación e 

interoperabilidad, considerando 

las particularidades 

administrativas de las entidades 

territoriales. Esta evaluación debe 

estar articulada con el análisis 

integral de los diferentes 

instrumentos de planeación 

vigentes, a fin de definir 

posibilidades concretas de 

integración y armonización 

normativa, bajo una lógica de 

gestión orientada a resultados 

que favorezca el goce efectivo de 

derechos de la población víctima. 

Acorde con la revisión 

efectuada de las acciones 

1.2.3.1 y 1.2.3.2, se define 

que, en el marco de la 

implementación de la 

Política Pública de Víctimas 

en Colombia, se hace 

necesario avanzar en un 

proceso de evaluación 

objetiva de las 

herramientas de 

información y seguimiento 

que actualmente sustentan 

dicha política. La magnitud 

y complejidad del conflicto 

armado interno han 

demandado un enfoque 

institucional robusto que 

reconozca, atienda, repare y 

restituya integralmente a 

las víctimas. En este 

contexto, los mecanismos 

de monitoreo, los sistemas 

de información y los 

instrumentos de planeación 

se convierten en 

componentes esenciales 

para garantizar la 

transparencia, la eficacia 

operativa y la rendición de 

cuentas. 

1.2.3.3 

Revisar alternativas 

metodológicas que 

permitan fortalecer la 

medición de los 

indicadores asociados 

a la Estrategia de 

Corresponsabilidad y 

la contribución de las 

entidades territoriales 

al Goce 

Efectivo de Derechos. 

Una vez se cuente con el ajuste 

del Capítulo 3 y de la Sección 1 

del Capítulo 3, Título 8, Parte 2, 

Libro 2 del Decreto 1084 de 2015 

Único Reglamentario Sector de 

Inclusión Social y Reconciliación, 

se realizarán alternativas 

metodológicas que permitan 

fortalecer la medición de los 

indicadores asociados a la 

Estrategia de 

Corresponsabilidad y la 

contribución de las entidades 

territoriales al Goce Efectivo de 

Derechos, la acción será liderada 

por el Ministerio del Interior en 

Coordinación con la Unidad para 

las Víctimas.  

 

Es pertinente que se surta el 

proceso de modificación del 

Decreto 2460 de 2015, 

contenido en el Decreto 

1084 de 2015, el cual 

integrará modificaciones en 

la aplicabilidad e 

implementación de los 

principios de la Estrategia 

de Corresponsabilidad. 
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Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

Fecha cumplimiento: 

30/06/2027 
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2. Nodo Componente transversal y subsistencia mínima 
 

 

 

2.1. Sistemas de Información 
 

 

2.1.1. Introducción 
 

Mediante el Auto 373 de 201613, la Corte Constitucional realizó seguimiento a las medidas 

adoptadas en el marco de las acciones para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional, 

con relación a la consolidación de los sistemas de información con calidad en los datos y flujo 

eficiente de la información, de igual manera, declaró superado el Estado de Cosas 

Inconstitucional en el componente de sistemas de información teniendo en cuenta que, la 

población desplazada en el país cuenta con un registro que permite, pese a las dificultades que 

aún se presentan, avanzar en su identificación y en su progresiva superación. Sin embargo, 

como lo expone la magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado, existen importantes carencias en la 

información para la evaluación y ejecución de la Política Pública por parte del SNARIV, de 

manera que la visibilización de las metas, los avances, los resultados y los retos sobre esta son 

difusos y no implican el relevo de las obligaciones del Estado sobre los sistemas de información. 

La providencia exceptuó el registro de pueblos y comunidades étnicas, debido a la identificación 

de barreras de acceso al registro para estos sujetos de especial protección constitucional; de 

esta manera se reproducen elementos de invisibilización de los impactos desproporcionados 

del conflicto armado, así como dificultades de identificación a partir de la ausencia de 

interconexión entre el registro de sujetos colectivos y el registro individual. Estas barreras, 

además de comprometer la respuesta del Estado a sus necesidades específicas, limita el goce 

efectivo de sus derechos. 

El presente capítulo expone las actividades realizadas orientadas al fortalecimiento de los 

sistemas de información, con el propósito de promover la interoperabilidad tanto a nivel 

nacional como territorial, así como de consolidación de información de la población desplazada, 

en concordancia con las dificultades señaladas por la Corte Constitucional.  

Para ello, se presentan las gestiones adelantadas en el marco del Subcomité Técnico Nacional 

de Sistemas de Información, para gestionar, articular y construir una guía de estandarización 

de variables con enfoque étnico; el fortalecimiento de la ficha estratégica; así como la 

consolidación de la interoperabilidad de la información con las entidades del Sistema Integral 

Para la Paz como una estrategia para garantizar la armonía de la atención del Estado hacia la 

población víctima que acude a alguna de las entidades creadas para la implementación del 

acuerdo de paz con las FARC (JEP y UBPD) y en consonancia con lo dispuesto por la Ley 2421 

de 2024 (que modificó la Ley 1448 de 2011). 

En esa misma línea, resulta relevante destacar la convergencia de objetivos en el marco de las 
obligaciones derivadas de la Ley 2421 de 2024 ya que, esta norma reitera la obligación 
garantizar la interoperabilidad de los sistemas de información de las entidades de integran el 

SNARIV, que funja como un mecanismo y procedimiento permanente orientado a facilitar el 

diálogo y la colaboración sistematizando y adecuando desde la interseccionalidad la oferta del 

Estado para la reparación integral de víctimas.  

Lo anterior, refuerza la posibilidad de lograr mejores estándares de articulación y coordinación 

Nación-Territorio, fomentando intervenciones territoriales integrales para satisfacer las 

 
13 Precisando el auto que: “Finalmente, en lo concerniente a las problema ticas relacionadas con los sistemas de 
información, esta Sala Especial encuentra que el Gobierno Nacional cuenta con la institucionalidad y las plataformas 
necesarias para seguir avanzando en la superacio n de las dificultades que persisten en la materia”. 
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necesidades diagnosticadas en las múltiples condiciones territoriales, y, asífortalecer la 

Autonomía y Gobierno propio.  

 

2.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

El intercambio de información entre entidades del SNARIV permite identificar deficiencias en 

la recolección de datos relacionados con pertenencia étnica de los sistemas de información para 

el registro de víctimas del conflicto armado, con el fin de superar la falencia estructural de la 

ausencia de interoperabilidad de los sistemas.  

Este flujo de datos facilita la articulación interinstitucional, permite una lectura más precisa del 

contexto territorial y favorece la planeación de acciones más pertinentes. De esta manera, el 

fortalecimiento del intercambio de información a través de las diferentes acciones propuestas 

en el seguimiento presentado en agosto de 2024, como son, el análisis de los acuerdos de 

intercambio de información y las fuentes de información, el fortalecimiento de la ficha 

estratégica, y la consolidación de la interoperabilidad de la información con las entidades del 

Sistema Integral Para la Paz, contribuyen a que los sistemas de información recopilen 

información étnicamente diferenciada y de esta manera, se construya una caracterización de la 

población étnica que ha sido víctima de desplazamiento forzado, lo cual permite contar con 

datos confiables que sirven de base para el análisis de las políticas públicas con enfoque 

diferencial.   

Análisis de los acuerdos de intercambio de información y las fuentes de información 

 

Actualmente, se cuenta con 1.382 documentos político-legales y anexos técnicos con el detalle 

de la información a intercambiar y/o interoperar con 1.389 entidades. El análisis de los 

acuerdos de intercambio de información permitió establecer las necesidades de fortalecimiento 

de los documentos político-legales y de sus anexos técnicos para consolidar el intercambio de 

información con otros sistemas de la Red Nacional de Información.  

Se realizó un diagnóstico de las entidades que entregan variables de tipo diferencial, en especial 

las de tipo étnico, cuáles de ellas lo hacen de forma parcial y cuáles no la capturan. Para ello, el 

Subcomité Técnico Nacional de Sistemas de Información (STNSI) expidió las guías de 

estandarización de variables con enfoque diferencial y de enfoque étnico; las cuales tienen 

como objetivo definir los lineamientos de dichas variables para la adopción en los sistemas de 

información de las entidades SNARIV. Lo anterior, con el fin de generar condiciones óptimas 

para alcanzar la interoperabilidad con la Red Nacional de Información para garantizar la 

implementación de una política de víctimas efectiva, eficiente, articulada e integral, con enfoque 

territorial, diferencial y de centralidad en las víctimas, que contribuya a la superación de su 

situación de vulnerabilidad y el goce efectivo de sus derechos.  

Como insumos para este diagnóstico, se tomaron los lineamientos dados en las referidas guías, 
los cuales se relacionan a continuación. 

 

Tabla 3. Variables diferenciales de la guía de estandarización 

 
 

Sexo  

Identidad 

género  Orientación Sexual  Identificación  

Física  Hombre  Masculino  Heterosexual  Registro civil  

Auditiva  Mujer  Femenino  

Homosexual 

(Lesbiana-Gay) Tarjeta de Identidad  

Visual  Intersexual  Hombre trans  Bisexual  Cédula de ciudadanía  

Sordo Ceguera  Indeterminado  Mujer trans  Asexual  Cédula de extranjería  
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Intelectual    

Persona no 

binaria  Pansexual  

Permiso Especial de 

permanencia  

Psicosocial 

(mental)    Género fluido    

Permiso Temporal de 

Permanencia  

Múltiple        Pasaporte  

        Adulto sin identificar  

        Menor sin identificar  

        Recién nacido  

  

Pertenencia étnica 

INDÍGENA  GITANO O RROM  

NEGRO(A) 

AFROCOLOMBIANO  PALENQUERO(A)  RAIZAL  

Pueblo  Kumpania/organización  Consejo Comunitario  Consejo Comunitario  Raizal Council  

Resguardo  Vitsa  

Organizaciones de 

base  

Organizaciones de 

base  

Organizaciones de 

Base  

Comunidad  Lengua propia  

Formas y/o 

expresiones 

organizativas  

Formas y/o 

expresiones 

organizativas  

Formas y/o 

expresiones 

organizativas  

Cabildo/Autoridad    Lengua Propia  Lengua Propia  

Asociaciones de Cabildos y/o Autoridades Tradicionales 

Indígenas      

Otras formas de Organización        

Lengua 

Propia          

Fuente: Análisis de los Acuerdos de Intercambio de Información con variables de enfoque diferencial de la 

Subdirección Red Nacional de Información. Procedimiento AIDI. Bogotá 2024.  

 
Con todo, persisten dificultades con la ejecución de esta acción, debido a que se evidenció a 

partir de los análisis de las fuentes de información, que tanto las Entidades Territoriales como 

las Instituciones de Educación Superior, no intercambian información de variables con enfoque 

diferencial étnico, se resalta que si bien, por parte de la Unidad para las Víctimas se realizó y 

socializó la Guía de Estandarización de Variables, esta no cuenta con un sentido vinculante para 

las diferentes Entidades.  

 
De manera paralela, la subdirección Red Nacional de Información, a través del Subcomité 

Técnico Nacional de Sistemas de Información (STNSI), hace seguimiento a la adopción de las 

Guías de Estandarización de Variables y de Enfoque Étnico por parte de las entidades que lo 

conforman (Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, Ministerio de Defensa Nacional, 

Ministerio de Educación Nacional, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, Ministerio de 

Justicia y del Derecho, Ministerio de Salud y Protección Social, Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, Ministerio del 

Interior, Ministerio del Trabajo, Departamento Administrativo de la Prosperidad Social – DPS, 

Departamento Nacional de Planeación –DNP, Programa Presidencial para la Acción Integral 

contra Minas Antipersona, Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, 

Defensoría del Pueblo, Fiscalía General de la Nación, Registraduría Nacional del Estado Civil, 

Servicio Nacional de Aprendizaje – SENA) 

.    
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De tal manera que, con el análisis efectuado a los acuerdos de intercambio de información y las 

fuentes de información  frente a aquellas entidades que adoptaron las Guías de Estandarización 
de Variables con Enfoque Diferencial y Étnico en sus sistemas de información, se establecerán 

durante 2025-2 nuevas acciones de articulación con dichas entidades, para adelantar mesas de 

trabajo con el objeto de estructurar y/o actualizar el anexo técnico que hace parte integral del 

documento político legal con el objeto de integrar la información con enfoque diferencial y 

étnico acopiado en los sistemas de información de las víctimas del conflicto armado.  

 

Consolidación de la interoperabilidad de la información con las entidades del Sistema 

Integral Para la Paz 

 

Se ha desarrollado un sistema de información, denominado Sistema Integral Para la Paz, el cual 

interopera la información del RUV, la UBPD y la JEP, permitiendo identificar coincidencias en la 

población registrada en estas tres fuentes. De esta manera, una persona puede estar 

identificada como víctima de desaparición forzada en la UBPD pero no estar incluida en el RUV, 

o viceversa. Lo mismo puede ocurrir con la información proveniente de la JEP. Por ello, al 

relacionar en un solo sistema a la persona, las entidades pueden complementar y 

retroalimentar sus sistemas de información. Asimismo, la Unidad para las Víctimas puede usar 

esta información en el proceso de valoración y registro, así como en sus procesos misionales, a 

través de los convenios y acuerdos de intercambio de información suscritos.  

Este sistema se compone de un módulo de consulta individual alojado en el portal de 

aplicaciones VIVANTO que permite hacer consulta de los registros a las entidades participantes 

y un visor de información (SIPAZ) que muestra la cantidad de registros aportado por cada una 

de ellas.  

Dentro de las acciones a desarrollar en 2025 se encuentran el desarrollo de un protocolo para 

que en el proceso de valoración se puedan emplear adecuadamente los datos encontrados en 

el módulo de consulta con un enfoque de derechos.  

 

Renovación de la Ficha Estratégica 

 

La Ficha Estratégica es una herramienta tecnológica que tiene como propósito visualizar de 

manera dinámica la información institucional disponible, a partir de la inclusión de nuevas 

variables, dicha actualización se realiza por parte de la RNI de la Unidad para las Víctimas con 

una periodicidad mensual, para aportar en el seguimiento de metas y mejorar la articulación 

entre el nivel central y territorial. Esta nueva versión (a partir de la actualización), busca 

dinamizar la forma en que se presenta cada reporte, así como también la dispersión de 

indicadores, toda vez que, debido al tamaño de los registros, los cuales superaban los 240 

millones, se ocasionaban retrasos en el procesamiento de la información.  

Por ello, constituye un avance la optimización en la ejecución de las consultas SQL14 asociadas 

a los distintos reportes de la Ficha Estratégica y de las páginas del Registro Único de Víctimas 

(RUV), disminuyendo significativamente los tiempos de respuesta y mejorando la interfaz para 

el usuario. 

La renovación de la Ficha Estratégica facilita una evaluación más precisa del impacto de los 

programas en la población víctima y ofrece una plataforma sólida para la rendición de cuentas, 

la transparencia y la mejora continua. En definitiva, esta renovación es un paso necesario para 

avanzar hacia una gestión pública más eficiente, centrada en resultados y orientada a la 

dignificación de los derechos de las víctimas del conflicto armado, la cual, en este momento, se 

encuentra en fase de ajustes de desarrollo y actualizaciones.  

 

 
14 Lenguaje de programacio n de consulta estructurado, en el que se interpreta las bases de datos y se lleva a cabo la 
consulta que se realiza. 

https://datospaz.unidadvictimas.gov.co/ficha-estrategica/
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2.1.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

Las falencias en la interoperabilidad de los sistemas de información, la ausencia de variables 

estandarizadas con enfoque étnico y diferencial, la falta de articulación interinstitucional para 

la gestión de datos, la baja acogida de las variables de enfoque diferencial establecidos en varios 

documentos técnicos como la Guía de Estandarización de Variables, así como la evidencia de las 

dificultades en la capacidad tecnológica de las entidades territoriales y nacionales, limita la 

interoperabilidad de los sistemas de información para que esta sea efectiva y empleable.  

 

2.1.4. Solicitud de ajuste a las acciones del plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste 
solicitado 

Argumentos 

2.1.1.3. Análisis de los 
acuerdos de 
intercambio de 
información y las 
fuentes de 
información 

Cambio en la 
fecha y en el 
nombre  

Se plantea la modificación de la fecha de 
ejecución a 2025-2, con el fin de completar las 
actividades.  

Caracterización por enfoque diferencial de 

variables dispuestas en los acuerdos de 

información (con retroalimentación 

periódica a la SVR).  

Consolidación y remisión de los resultados 

parciales para estudio de integrabilidad. 

Integración de variables bajo capacidad al 

Modelo Integrado. 

Análisis de los acuerdos de intercambio de 
información y las fuentes de información para 
rastrear la información en materia de 
enfoques diferenciales.  

2.1.1.2  Consolidación de la 
interoperabilidad de 
la información con las 
Entidades del Sistema 
Integral para la Paz 

Ajuste en la 
acción 
 

La acción tiene como objetivo garantizar que 
las entidades del Sistema Integral para la Paz 
dispongan de información suficiente para el 
cumplimiento de sus respectivas 
responsabilidades misionales en el marco de la 
implementación de la Política Pública de 
Víctimas; en ese sentido, se requiere 
profundizar en las tareas específicas que 
operacionalizan la acción, así: 
 

1. Establecer necesidades de 
información y canales de articulación. 

2. Armonizar conceptualmente la 
información dispuesta por las 
entidades interesadas. 

3. Generar protocolos conjuntos de 
disposición y uso de la información 
dispuesta en el módulo de Vivanto. 

4. Generar mecanismos de seguimiento 
periódico de la implementación de la 
apuesta. 

2.1.1.3 Renovación de la Ficha 
Estratégica 

Cambio de 
Fecha 2025-2 
 

Tras el diagnóstico realizado recientemente 
sobre la ficha estratégica vigente, se identificó 
la necesidad de replantear el enfoque del 
proyecto para atender directamente las 
prioridades estratégicas y gerenciales de la 
Unidad para las Víctimas.  
 
De esta manera, el cambio solicitado plantea 
que el proyecto se enfoque en la 
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transformación estructural de la ficha 
estratégica, incluyendo: La organización de la 
ficha en la sección principal: Gerencial 
(información clave para la toma de decisiones 
de alto nivel) 

 

 

 

2.1.5. Anexos 

Anexo 1. Lineamiento estandarización de variables enfoque diferencial UARIV.pdf  
Anexo 2. Seguimiento interoperabilidad entidades SNARIV_FaseI  
Anexo 3. Seguimiento interoperabilidad entidades snariv_fase II 
Anexo 4. Documento técnico de desarrollo tecnológico del aplicativo SIPAZ 
Anexo 5. Formato-Balance-de-Cierre-de-Proyecto 301224 
Anexo 6. Formato-lecciones-aprendidas 301224  
Anexo 7. Soporte técnico RUV y Ficha Estratégica 
Anexo 8. RV Estado de los servicios requeridos para el funcionamiento de la Ficha Estratégica 
Anexo 9. PRY-0662047 Avance 2024.08.13 
Anexo 10. PRY-0662047 Avance 2024.08.28  
Anexo 11. PRY-0662047 Avance 2024.09.11 
Anexo 12. PRY-0662047 Avance 2024.09.25  
Anexo 13. PRY-0662047 Avance 2024.10.09 
Anexo 14. PRY-0662047 Avance 2024.10.22  
Anexo 15. PRY-0662047 Avance 2024.11.20 
Anexo 16. PRY-0662047 Avance 2024.12.04  
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2.2. Subsistencia Mínima 
 

 

2.2.1. Introducción del componente 
 

El derecho a la subsistencia mínima de la población desplazada ha sido reconocido por la Corte 

Constitucional como un derecho que se desprende de la situación o de las condiciones causadas 

por el desplazamiento en sí mismo, como un derecho fundamental de las personas víctimas de 

desplazamiento forzado. 

  

Ahora bien, para garantizar el derecho a la subsistencia mínima de la población desplazada en 
la etapa de la inmediatez, se ha tenido en cuenta lo establecido en los artículos 47 (modificado 

por el artículo 19 de la Ley 2421 de 2024) y 63 de la Ley 1448 de 2011, de igual forma, las 

acciones en prevención adelantadas por la Unidad para las Víctimas que se enmarcan en la 
prevención urgente consagrada en el artículo 2.2.7.7.1. del Decreto 1084 de 2015, para lo cual 

se fortalece la capacidad de respuesta humanitaria de las entidades territoriales: i) La asistencia 
técnica para la actualización de los planes de contingencia y ii) El inició y seguimiento a la 
estrategia de corresponsabilidad, siendo estas dos últimas las acciones previstas para definir y 
monitorear la ejecución de los recursos para la atención inmediata por parte de la nación y las 

entidades territoriales. 

De acuerdo con el Auto 310 y 1291 de 2023, siguiendo los compromisos establecidos en estos, 

a continuación, se presentan los insumos en clave de avances, estancamientos y retrocesos en 

la superación del ECI, así como las acciones que desde la Unidad para las Víctimas se han 

adelantado frente a la garantía del Derecho a la Subsistencia Mínima en la etapa de prevención 

urgente e inmediatez. 

 

2.2.2. Desarrollo de acciones para la atención de falencias estructurales 
 

En relación con la superación de las falencias de política pública orientadas a garantizar el 

derecho a la subsistencia mínima en la etapa de inmediatez, se exponen a continuación: i) los 

avances logrados por la entidad, tanto en el ámbito normativo como en el de implementación, 

y ii) las falencias y obstáculos que persisten, junto con las acciones propuestas por la Unidad 

para las Víctimas para superarlos. 

La atención humanitaria inmediata (AHI), definida en el artículo 47 (modificado por el artículo 

19 de la Ley 2421 de 2024) y en el artículo 63 de la Ley 1448 de 2011, debe ser otorgada 

inicialmente por los municipios y distritos receptores, y de manera subsidiaria por las 

gobernaciones, en todos sus componentes. La Unidad para las Víctimas, por su parte, asume la 

responsabilidad del apoyo subsidiario en los componentes de alimentación y alojamiento 

temporal en condiciones dignas para aquellas víctimas cuyo hecho victimizante haya ocurrido 

dentro de los tres (3) meses previos a la solicitud de inclusión en el Registro Único de Víctimas 

– RUV. 

Para garantizar su materialización, la Unidad para las Víctimas ha orientado la reglamentación, 

los instrumentos y los resultados de su implementación hacia la superación de los obstáculos y 

falencias identificados por la Sala de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, particularmente 

en los Autos 383 de 2010, 099 de 2013, 205 de 2015, 373 de 2016 y 811 de 2021, los cuales se 

describen a continuación: 
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Tabla 4. Avances reglamentarios para garantizar la entrega de AHI 

Reglamentación:  Falencia por superar 

Decreto 2460 de 2015: Adopta la Estrategia de 
Corresponsabilidad de la política pública para las 
víctimas del conflicto armado interno, definiendo el 
alcance del principio de subsidiariedad y los criterios 
para su aplicación.  

Falta de claridad de criterios y reglas para 
aplicar el principio de subsidiariedad, 
específicamente para brindar apoyo a las 
entidades territoriales en la entrega de la AHI, 
tal como se señaló en los Autos 383 de 2010 y 
099 de 2013. 

Resolución 2348 de 2012: Primer acto 
administrativo de la Unidad para las Víctimas que 
reglamenta el apoyo subsidiario a las entidades 
territoriales, en consonancia con lo previsto en los 
artículos 47, 63 y 172 de la Ley 1448 de 2011. 
Incorporó los criterios propuestos en el Auto 383 de 
2010 y estableció los mecanismos y criterios para la 
entrega de atención humanitaria para emergencias 
individuales; definió que los municipios focalizados 
contarían con techos fijos agotables a los que 
podrían acceder por medio de “Acuerdos 
institucionales de Servicios”. 

i) la falta de claridad de criterios y reglas para 
aplicar el principio de subsidiariedad, 
específicamente para la entrega del apoyo a las 
entidades territoriales para la entrega de la 
AHI; ii) la definición de criterios generales 
para la aplicación del principio, a partir de las 
hipótesis propuestas en el Auto 373 de 2010 e 
incorporando elementos adicionales. 
  

Resolución 0271 de 2014: Reglamentó los 
mecanismos individuales en dinero y especie 
periódico. Estableció que los municipios focalizados 
a partir de los criterios propuestos en el Auto 383 de 
2010 debían acogerse a los requisitos previstos por 
la Unidad para las Víctimas mediante acta suscrita 
por la administración municipal en el marco del 
Comité Territorial de Justicia Transicional, 
suprimiendo los “Acuerdos institucionales de 
Servicios”.  

i) La falta de reglamentación del grado de 
corresponsabilidad entre la Nación y las 
entidades territoriales para aplicar el 
principio de subsidiariedad en materia de 
atención humanitaria inmediata; ii) la 
complejidad del procedimiento para el acceso 
al apoyo subsidiario, en relación con la 
eliminación de los acuerdos institucionales de 
servicios. Estas falencias se identificaron en 
los Autos 383 de 2010, 099 de 2013 y 205 de 
2015.  

Resolución 1249 de 2016: Incluyó a las 
gobernaciones en el proceso de coordinación con los 
municipios; detalló los mecanismos de apoyo (dos 
para eventos individuales y uno para masivos); 
estableció el procedimiento de formalización para 
habilitar avalar la entrega de AHI; ajustó la 
focalización y la asignación de recursos para que la 
totalidad de municipios del país accedieran a los 
mecanismos de apoyo subsidiario; estableció rubros 
departamentales con bolsa presupuestal agotable 
“nivel país” ampliando la cobertura.  

(i) La falta de mayor coordinación e 
involucramiento entre los distintos niveles 
administrativos y los miembros de los 
sistemas locales de atención a la población 
víctima del conflicto armado; ii) ampliar el 
número de municipios susceptibles de apoyo 
al crear una bolsa general a la cual estos 
podrían acceder a partir del procedimiento de 
formalización. Estas falencias se identificaron 
en los Autos 383 de 2010, 099 de 2013, 205 de 
2015 y 373 de 2016.   

Resolución 0021 de 2019: Modificó las condiciones 
para acceder al apoyo subsidiario:  
  

• Facilitó los trámites administrativos para la 
solicitud de mecanismos individuales 
(dinero y especie periódico) con la 
herramienta técnica SI-SPAE, tanto para la 
formalización al inicio la vigencia fiscal, 
como para la realización de solicitudes en 
cualquier momento del año.  

• Eliminó el requisito previo de socialización 
y aval en el Comité Territorial de Justicia 
Transicional -CTJT para habilitar el acceso a 
los mecanismos subsidiarios individuales.  

  

Complejidad del procedimiento para el acceso 
al apoyo subsidiario, en relación con la 
eliminación de los acuerdos institucionales de 
servicios. Esta falencia se identificó en los 
Autos 383 de 2010, 099 de 2013 y 205 de 
2015. 
  
  

Resolución 0097 de 2022: Con este acto 
administrativo se recopilan las reglamentaciones 
anteriores y regulan los mecanismos de ruta de 
entrega directa para eventos masivos e individuales.  
  

Se dio respuesta a la Orden 30 Auto 373 de 
2016, mediante la reglamentación para los 
mecanismos para la atención de eventos 
individuales una “ruta para la entrega directa 
de la ayuda humanitaria inmediata en los 10 
municipios más receptores y en aquellos que 
enfrentaron crisis humanitarias recurrentes 
durante el 2014 y el 2015, que se encuentren 
en categorías 5 y 6, o bajo la Ley 550”. 
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 Fuente: Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias. Consulta 01/07/2025 

En cuanto a las falencias de la Política Pública de Víctimas para subsistencia mínima de la que 

se hace seguimiento en respuesta a los Autos 310 y 1291 de 2023, a continuación, se relacionan 

las mismas y su plan de acción:  

Falencia: “hacer depender la entrega de la ayuda humanitaria inmediata del 

agotamiento de las rutas y de los procedimientos ordinarios, en aquellos casos en los que 

las entidades territoriales no tienen la voluntad o no cuentan con los presupuestos de 

normalidad que la activación de esos mecanismos supone”. 

Acción: 2.2.1.1 Continuar la implementación y seguimiento al mecanismo de ruta directa 

La Unidad para las Víctimas reglamentó en la Resolución 0097 de 2022 mecanismos flexibles y 

expeditos, definidos como ruta directa, para la gestión del apoyo subsidiario en la entrega de 

ayuda y atención humanitaria para eventos individuales y masivos. 

De esta manera, la ruta directa para eventos individuales consiste en la flexibilización del 

procedimiento de formalización, que es el requisito habilitante para solicitar AHI para el 

mecanismo de montos de dinero. De acuerdo con dicha resolución “aquellos municipios 

formalizados en la vigencia inmediatamente anterior podrán acceder al apoyo subsidiario sin 

realizar una nueva formalización, esto con la finalidad de evitar barreras de acceso 

administrativas. Posteriormente y de ser necesario, la entidad territorial deberá actualizar la 

información para la formalización (…) Durante el primer trimestre de cada vigencia, la Unidad 

para las Victimas brindará acompañamiento y asistencia técnica especial a las entidades 

territoriales priorizadas en la actualización e implementación del plan de contingencia”. Si bien 

se reglamentó en 2022, la Unidad para las Víctimas inició en 2020 la flexibilización para 

municipios focalizados, de acuerdo con los criterios propuestos en el Auto 373 de 2016.   

Por su parte, la ruta directa para eventos masivos se reglamentó en los artículos 22 y 23 de la 

resolución mencionada y definió que para activar el apoyo en eventos masivos se agiliza el 

trámite de solicitud adelantado por las alcaldías, el cual se hará directamente desde la entidad 

territorial a la nación y se validará con la información levantada en el espacio de coordinación 

territorial. 

En el marco de la implementación de "Ruta directa" para el periodo reportado, el apoyo 

subsidiario entregado por el mecanismo Montos en Dinero, fue de $6.929.078.000,00, a 4.246 

hogares, por el mecanismo Especie Periódico, fue de $1.237.092.027,42, a 1.061 hogares y por 

el mecanismo Especie por Evento fue de $13.248.114.926,12, a 11.269 hogares. 

Tabla 5. Balance Ruta Directa: Mecanismo en Dinero: 

AÑO 2016 2017 2018 2019 2020 2021 2022 2023 2024 

Municipios 
formalizados 

281 158 1005 624 956 887   736 684  957 

Municipios 
que solicitaron 
AHI 

232 130 324 223 212 222 192 189  61 

Total 
solicitudes 
realizadas 

1497 1027 2155 2473 1815 3412 3160 9236  6370 

Total hogares 
aprobados 

4992 3683 14027 9100 4130 6497 9743 8566  27880 

Total, hogares 
rechazados 

2084 1692 4811 2261 982 1751 1104 670  - 

Días promedio 
tramite (días) 

11 9 15 6 5,73 4 5 4  5 
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Lo cual se evidencia en: 

• Aumentó la cobertura territorial (municipios habilitados para solicitar apoyo): 

Desde 2018 se incrementaron significativamente los municipios que adelantaron el 

requisito de formalización de apoyo subsidiario y, por lo tanto, estuvieron habilitados 

para acceder al mecanismo montos en dinero. Entre 2016 y 2017, en promedio, 220 

municipios estuvieron habilitados para solicitar apoyo subsidiario en dinero. Entre 

2018 y 2024, el promedio se incrementó a 817. El mecanismo estuvo disponible para la 

mayor parte de los municipios del país, en particular, aquellos de categorías 5 y 6.  

  

• Disminuyeron los tiempos del trámite de solicitud: La implementación de SI-SPAE 

(Sistema de información de la Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias) 

y el acompañamiento a las entidades territoriales agilizaron y facilitaron el trámite para 

la entrega AHI en eventos individuales. Se paso de 11 días en 2016 a 5 en 2024, 

derivando en una mayor oportunidad en la entrega.   

  

La ejecución presupuestal de la Unidad para las Víctimas para la atención inmediata de víctimas 

de desplazamiento forzado y confinamiento, a través del apoyo subsidiario, ha fluctuado de 

acuerdo con las necesidades de los municipios y las dinámicas del conflicto armado:  

Tabla 6. Apoyo subsidiario para la atención de desplazamiento forzado individual 2016- 2024 

Mecanismo dinero 

AÑO 
DINERO 

Hogares Montos 

2016 4424 $2.893.713.015,00 

2017 3003 $3.888.922.454,00 

2018 12471 $17.299.207.820,00 

2019 8199 $11.634.044.809,00 

2020 3855 $4.966.219.140,00 

2021 5789 $6.585.069.638,00 

2022 8462 $13.359.985.000,00 

2023 8290 $9.856.357.600,00 

2024 6108 $9.496.301.000,00 

TOTAL 60.601 $79.979.820.476,00 

Fuente: Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias. Consulta 01/07/2025 

El apoyo subsidiario de la Unidad para las Víctimas varía anualmente debido a la dinámica del 

conflicto armado y las necesidades de las entidades territoriales. En 2024, se atendieron 
6.108hogares víctimas de hechos recientes a través del mecanismo en montos en dinero, con 
una inversión de 9.496.301.000 COP, muy cercana a la cifra invertida en 2023 pero cubriendo 

menos hogares por lo cual se puede inferir que fue mayor el monto entregado a cada hogar para 

atender los componentes de alimentación y alojamiento transitorio. 
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Tabla 7.  Apoyo subsidiario para la atención de desplazamiento forzado individual 2016- 2024 

Mecanismo Especie Periódico 

AÑO 
ESPECIE PERIÓDICO 

Hogares Montos 

2016 2239 $1.760.570.739,00 

2017 987 $898.098.113,00 

2018 1419 $1.024.697.180,00 

2019 1267 $864.911.373,00 

2020 314 $244.337.995,00 

2021 1190 $1.031.744.406,00 

2022 404 $277.914.683,00 

2023 315 $332.414.644,00 

2024 1383 $1.627.152.636,84 

TOTAL 9.518 $8.061.841.769,84 

Fuente: Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias. Consulta 01/07/2025 

Frente al mecanismo de especie periódico del 2024, se observa un aumento significativo en 

el número de hogares atendidos y en la inversión presupuestal. Esta tendencia, en comparación 
con los dos años anteriores, podría indicar que más municipios utilizaron este mecanismo 

durante el 2024. 

Tabla 8. Apoyo subsidiario para la atención de eventos masivos (desplazamiento forzado y 

confinamiento) 2016- 2025 

Mecanismo especie periódico  

AÑO 
ESPECIE POR EVENTO 

Hogares Montos 

2016 5404 $2.951.209.273,00 

2017 17085 $8.658.624.218,00 

2018 20660 $4.464.897.238,00 

2019 5672 $3.248.972.309,00 

2020 8692 $6.499.078.958,00 

2021 19983 $10.666.939.950,00 

2022 19035 $11.573.410.918,00 

2023 21.146 $17.716.986.434,00 

2024 27.534  $26.624.889.927,52  

TOTAL 145.211 $92.405.009.225,52 

Fuente: Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias.  Consulta 01/07/2025 

A través del mecanismo de especio por evento el 2024 se atendieron 27.534 hogares con una 
inversión 26.624.889.927,52 COP, con respecto al 2023 se incrementó el número de hogares 
atendidos y la inversión a través de este mecanismo, lo que responde a las dinámicas del 

conflicto armado y la ocurrencia de eventos masivos que sobrepasa la capacidad financiera de 

las Entidades. 
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FALENCIA: “Demoras de las gobernaciones para iniciar las gestiones requeridas para 

implementar la estrategia de corresponsabilidad, así como de los municipios para la 

aceptación del apoyo subsidiario y la gestión para la activación de los mecanismos” 

Acción: 2.2.1.2 Ajuste y seguimiento a los procedimientos de formalización del apoyo 

subsidiario de la AHI a las entidades territoriales 

Una vez inicia la vigencia fiscal, la Unidad para las Víctimas oficia a las gobernaciones presentando 

la oferta de apoyo subsidiario y la importancia de que se tramite una reunión de coordinación para 

establecer la presentación conjunta de la oferta apoyo subsidiario a los municipios del 

departamento.  Posteriormente, el departamento materializa la oferta de subsidiariedad 

formalizando y mediando con este procedimiento en favor de los municipios; paso administrativo 

necesario para el aval en la activación de los mecanismos de apoyo subsidiario. 

 

En el desarrollo de la estrategia de corresponsabilidad se hace seguimiento a la ejecución de 

recursos, por su impacto en la garantía al mínimo vital, así como de la necesidad de inclusión de 

municipios que inicialmente no se han priorizado para apoyo subsidiario, por la dinámica del 

conflicto y la condición de receptores; así como el análisis de esfuerzos presupuestales por parte de 

las administraciones municipales. 

  

La anterior tarea, varía de ritmo en departamentos y municipios. Experiencias previas de alta 

demanda de atención, uso y activación de los mecanismos de apoyo subsidiario; capacidad 

institucional y administrativa; articulación con Ministerio Publico; Planes de contingencia 

actualizados; hacen que la garantía el mínimo vital sea más o menos notoria, pero sobre todo 

impactando en oportunidad, efectividad, pertinencia, adecuación y completitud. 

  

Ahora bien, como ya se mencionó, a través de la resolución 0097 de 2022, la Unidad para las 

Víctimas entrega ese apoyo subsidiario para garantizar la atención humanitaria en inmediatez, por 

medio de dos componentes: alimentos o alojamiento temporal en condiciones dignas.  Sin embargo, 

con el cambio normativo de la ley 2421 de 2024 articulo 19, en el cual establece la inmediatez 

a 72 horas, para contar con el acceso oportuno de la población víctima a la garantía del mínimo 

vital, desde la Unidad para las Víctimas se está trabajando en la actualización de la resolución 

00097 de 2022.  

Falencia: “Falta de financiación de los planes de contingencia departamentales para 

garantizar el apoyo subsidiario a los municipios, en todos los componentes de AHI, y de 

los planes de contingencia municipales para la implementación de las rutas de atención 

inmediata y la entrega efectiva de los componentes requeridos”. 

Acción: 2.2.1.3.1 Promoción de las obligaciones de las entidades territoriales respecto de la 

entrega de AHI en la estrategia de corresponsabilidad el marco de la estrategia de nuevos 

mandatarios. 

La ausencia o insuficiencia en la asignación presupuestal destinada a garantizar el derecho al 

mínimo vital por parte de los municipios y gobernaciones se refleja tanto en la formulación de 

las medidas de atención y ayuda humanitaria en los planes de acción territorial, como 

posteriormente en los planes de contingencia. Esta situación constituye uno de los principales 

problemas de planeación de recursos para el cumplimiento de las obligaciones de los 

municipios como primeros respondientes en la entrega de componentes en la etapa de 

inmediatez, así como de las gobernaciones en su rol subsidiario frente a todos los componentes. 

Así, frente a la inmediatez, la debilidad en la ejecución de acciones por parte  de las entidades 

territoriales en esta garantía no contribuye a la superación de ECI, pues en la inmediatez son 

las entidades territoriales  las primeras respondientes y no hay evidencia suficiente de que esto 

se garantice. 
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En este sentido, la Unidad para las Víctimas ha priorizado el fortalecimiento de las capacidades 

nacionales y locales para la gestión de la estrategia, mediante la realización de al menos tres 

espacios anuales de coordinación inicial y de seguimiento con los departamentos, con el 

acompañamiento del Ministerio Público. Estos espacios tienen como propósito: 

• Promover que las gobernaciones asuman el liderazgo regional de la estrategia de 

corresponsabilidad, suscribiendo compromisos orientados a garantizar los recursos, 

mecanismos y componentes de atención inmediata, con el fin de apoyar 

subsidiariamente a los municipios de su jurisdicción. Asimismo, son las responsables 

de socializar dicha oferta en sus territorios. 

• Impulsar, en articulación con la Unidad para las Víctimas, el fortalecimiento de la 

capacidad de respuesta y de coordinación de los municipios para facilitar el acceso a los 

mecanismos de apoyo subsidiario, tanto en eventos individuales (montos en dinero y 

apoyos periódicos en especie) como en eventos masivos (apoyos en especie por 

evento). 

• Consolidar el seguimiento a la estrategia de corresponsabilidad, a partir de la valoración 

conjunta de los obstáculos en la activación de las rutas de atención definidas en los 

planes de contingencia, así como en la garantía del mínimo vital en la etapa de 

subsistencia mínima, atendiendo criterios de oportunidad, efectividad, pertinencia, 

adecuación, completitud y coordinación. 

 

Acción 2.2.1.3.2 Posicionamiento de la Directiva 022 de 2022 

La Directiva 022 de 2022 de la Procuraduría General de la Nación establece directrices para la 

aplicación de los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en el marco de la 

estrategia de corresponsabilidad para la atención a víctimas, conforme a la Ley 1448 de 2011 y 

el Decreto 1084 de 2015, con el objetivo de garantizar la protección de sus derechos humanos. 

Teniendo en cuenta lo anterior, a través del seguimiento a la estrategia de corresponsabilidad 

se llevan a cabo las siguientes acciones:  

• La Unidad para las Víctimas socializa a la gobernación, los municipios focalizados y los 

recursos de apoyo subsidiario.  

• La Unidad para las Víctimas y la gobernación revisan la ejecución presupuestal y la 

implementación de los componentes de atención de la vigencia anterior; los resultados 

de la asistencia técnica; y los obstáculos para la garantía del derecho al mínimo vital de 

víctimas de hechos recientes.  

• La gobernación define: i) los recursos y montos para la entrega de los componentes de 

AHI; ii) las estrategias, componentes y mecanismos a subsidiar para la atención de 

emergencias individuales y masivas (incluidos los componentes salud y transporte de 

emergencia); iii) la temporalidad y cobertura de apoyo a emergencias individuales y 

masivas; iv) los compromisos para el reporte de información para el indicador de goce 

efectivo de derechos en inmediatez.  

• La Unidad para las Víctimas y la gobernación definen estrategias para: i) socializar los 

compromisos de apoyo subsidiario y de asistencia técnica con municipios del 

departamento; ii) la activación de la subsidiaridad entre municipios, gobernación y 

Unidad (canales de comunicación y solicitud de apoyo subsidiario entre entidades); iii) 

facilitar los procedimientos de formalización del apoyo subsidiario con la Unidad para 

las Víctimas.  

• La Unidad para las Víctimas y la gobernación definen cronogramas y fechas para: i) 

realizar las asistencias técnicas conjuntas para planes de contingencia y 

corresponsabilidad en municipios priorizados y no priorizados; ii) socializar los 

compromisos de apoyo subsidiario y asistencia técnica con municipios; iii) gestionar la 

base de datos para la creación de usuarios e inicio del trámite de formalización y 

acompañamiento; iv) socializar los compromisos adquiridos en el Comité Territorial de 
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Justicia Transicional (CTJT) departamental ampliado para la socialización de los 

compromisos de trabajo; v) adelantar el seguimiento a compromisos.    

 

 

Tabla 9. Inicio y seguimiento a la estrategia de corresponsabilidad 2020 -2024 

 

Fuente: Subdirección de Prevención y Atención de Emergencias. Consulta 01/07/2025 

 

En la vigencia 2024 se llevaron a cabo 131 reuniones, y dentro del periodo de 01/09/2024 al 

31/12/2024, se tuvieron 42 reuniones entre la Unidad para las Victimas, Gobernaciones y 

Ministerio Público para el seguimiento de la estrategia de Corresponsabilidad 

 Falencia: “Cargue insuficiente y poco detallado de la información de la entrega de AHI 

por parte de las entidades territoriales” 

Acción 2.2.1.4.1 Unificación de la ruta y esquema de articulación en territorio (entre el Ministerio 
Público y las entidades territoriales) para garantizar que todos los hogares que declaren dentro 

de los 3 meses de ocurrencia del hecho y que tengan necesidades en la inmediatez sean remitidos 

a las entidades territoriales y atendidos por ellas. 

Desde la Unidad para las Víctimas, en el marco de sus competencias, se brinda asistencia técnica 
a las Entidades Territoriales (EETT) para la formalización y/o actualización de los planes de 

contingencia, con el objetivo de fortalecer su capacidad de respuesta ante emergencias 

humanitarias. Esta asistencia técnica está orientada a articular los procesos y procedimientos 
que forman parte de la estrategia de corresponsabilidad, basada en el principio de 

subsidiariedad, mediante el cual se promueve una respuesta coordinada y eficiente entre los 
distintos niveles de gobierno. En este contexto, se orienta a las EETT sobre la importancia de 
integrar las rutas de atención en la inmediatez, que incluyen la declaración ante el Ministerio 

Público y la activación de instrumentos de coordinación interinstitucional. 

De esta manera, se busca establecer un vínculo sólido entre los procesos de prevención urgente, 
la atención humanitaria inmediata y el principio de subsidiariedad, asegurando que las EETT 

actúen como primeros respondientes ante situaciones de emergencia. Se pone especial énfasis 
en el carácter humanitario de estas intervenciones, priorizando la protección de la vida, la 
integridad y la dignidad de las víctimas. Además, esta orientación técnica se fundamenta en los 
avances normativos y las lecciones aprendidas en el territorio, que refuerzan la responsabilidad 
permanente de las entidades territoriales en liderar, coordinar y ejecutar de forma efectiva la 

atención inmediata, garantizando así una respuesta más pertinente, oportuna y centrada en los 

derechos de la población afectada. 

Las asistencias técnicas promueven que las EETT actúen como primeros respondientes ante 
situaciones de emergencia, en coordinación con Ministerio Público en el marco de sus 

respectivas competencias para la inmediatez y garantía al mínimo vital. 
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Finalmente, en la articulación con el Ministerio Público, la Procuraduría General de la Nación y 

la Unidad para las Víctimas evidencian retos clave frente al cargue y el detalle de la información 

en el marco de la entrega de AHI por parte de las entidades territoriales: 

1. Fortalecer la capacidad técnica y el liderazgo institucional 

Mejorar las competencias de autoridades y funcionarios municipales para planificar, 

financiar y ejecutar respuestas humanitarias. 

2. Incrementar la capacidad financiera local 

Lograr que los municipios asignen recursos propios y movilicen fondos del gobierno 

central y de donantes. 

3. Incluir la respuesta humanitaria en los instrumentos de planeación y presupuesto 

Incorporar medidas de atención humanitaria en los planes de desarrollo y presupuestos 

anuales. En municipios con alta recepción de víctimas, considerar vigencias futuras para 

asegurar la continuidad a pesar de los cambios fiscales. 

Acción 2.2.1.4.2 Fortalecer el control y seguimiento sobre los reportes oportunos y completos de 

atención en inmediatez por parte de las entidades territoriales (cargue de hogares atendidos) 

En el marco de las jornadas de asistencia técnica “Herramientas de Planeación y Ejecución del 

PAT” realizadas entre el 27 de agosto y el 9 de octubre de 2024 se llevó a cabo la socialización 
a las entidades territoriales de las acciones del plan de trabajo del Auto 310; en esta 
socialización se solicitó a las entidades tener el control de la información sobre los hogares que 
declaran dentro de los 3 meses posteriores a la ocurrencia del hecho victimizante, recordando 

la competencia de las administraciones locales y el ministerio público: 

• El ministerio público es el encargado de recibir las declaraciones y aquellas que se 

encuentren dentro de los 3 meses de ocurrencia del hecho, las remite a la alcaldía. (en 

los casos en que el hogar no haya declarado dentro de los 3 meses por casusas de fuerza 

mayor, el ministerio público remitirá al hogar a la alcaldía para su correspondiente 

identificación de necesidades) 

 

• La alcaldía deberá identificar las necesidades del hogar, en relación con el hecho 

victimizante, para determinar el acceso a la AHI y los componentes correspondientes. 

Para ello se podrá orientar con el documento de recomendaciones para la valoración de 
las necesidades y vulnerabilidades para la entrega de AHI. 

 

De acuerdo con lo anterior, en el mes de diciembre de 2024 se compartió con todas las 
entidades territoriales, a través de las direcciones territoriales, una base de los 69409 hogares 

que durante el 2024 presentaron declaraciones durante los 3 meses posteriores a la ocurrencia 
del hecho victimizante. Sobre esta información se requirió a las alcaldías competentes, 

información sobre la entrega de la ayuda o atención humanitaria inmediata y el cargue en el 
módulo SIGO-PAT de los hogares beneficiados con la correspondiente discriminación de los 

componentes entregados. 

Sobre lo anterior, se contó con respuesta de apenas el 15% de los registros. 

A continuación, se detalla el resultado del cargue de beneficiarios de la vigencia 2024, asociados 
a la Ayuda y Atención Humanitaria Inmediata. Cabe mencionar que las entidades pueden 
discriminar programas de (i) Atención Humanitaria Inmediata (Desplazamiento) y (ii) Ayuda 
Humanitaria Inmediata (otros hechos). El cargue de beneficiarios que las entidades realizan 

queda asociado al programa de acuerdo con dicha caracterización por lo que no quedan 

asociados a un hecho específico. 
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Tabla 10. Resultado del cargue de beneficiarios de la vigencia 2024 

DEPARTAMENTO 
ATENCIÓN HUMANITARIA 

INMEDIATA 
(DESPLAZAMIENTO) 

AYUDA HUMANITARIA 
INMEDIATA (OTROS 

HECHOS) 
TOTAL 

ANTIOQUIA 5358 726 6084 

ARAUCA 281 84 365 

ATLANTICO 363 78 441 

BOGOTA, D.C 4846 0  4846 

BOLIVAR 556 307 863 

BOYACA 172 12 184 

CALDAS 311 25 336 

CAQUETA 1955 166 2121 

CASANARE 391 12 403 

CAUCA 4127 243 4370 

CESAR 228 190 418 

CHOCO 5784 5704 11488 

CORDOBA 298 65 363 

CUNDINAMARCA 8108 34 8142 

GUAVIARE 162 435 597 

HUILA 1802 85 1887 

LA GUAJIRA 10 10 20 

MAGDALENA 270 125 395 

META 1060 157 1217 

NARIÑO 17889 1536 19425 

NORTE DE 
SANTANDER 3232 336 3568 

PUTUMAYO 254 93 347 

QUINDIO 609 49 658 

RISARALDA 1020 65 1085 

SANTANDER 1233 843 2076 

SUCRE 808 55 863 

TOLIMA 260 198 458 

VALLE DEL CAUCA 4963 888 5851 

VAUPES 9 18 27 

VICHADA 4  0 4 

TOTAL GENERAL 66363 12539 78902 

 

Para la vigencia 2025, este ejercicio se planea con una menor periodicidad; sin embargo, 
actualmente la funcionalidad de cargue de beneficiarios se está ajustando de modo tal que 

facilite el cargue de los beneficiarios por lo que una vez se cuente con la funcionalidad activa de 

nuevo se avanzará con los seguimientos para esta vigencia. 
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Acción 2.2.1.4.3 Ajustar la plataforma SIGO PAT para hacer el cargue desagregado de la AHI 

entregada por las EETT 

El módulo SIGO-PAT actualmente permite realizar el cargue de beneficiarios y discriminar por 

cada hogar, cada uno de los componentes de la AHI entregados: 

Alimentación, Kit aseo, Kit cocina, alojamiento transitorio, atención médica de emergencia, 

atención psicológica de emergencia, transporte de emergencia y vestuario. Además, permite 
identificar algunos componentes complementarios como lo son seguridad y protección, 

educación en riesgo, educación en tiempo libre y manejo de abastecimientos. 

Adicionalmente, se tiene proyectado para el año 2025 un ajuste que permita caracterizar de 
mejor manera los programas de Ayuda Humanitaria Inmediata (otros hechos), para discriminar 

hogares víctimas de confinamiento atendidos. 

Sumado a lo anterior, en el seguimiento realizado a través de la certificación territorial, se 
realizarán ajustes a partir de la vigencia 2025 para evaluar la planeación y ejecución 

independiente de programas de Atención Humanitaria Inmediata (desplazamiento), Ayuda 

Humanitaria Inmediata (confinamiento) y Ayuda Humanitaria Inmediata (hechos diferentes al 

confinamiento).  

Acción 2.2.1.4.4 Acompañar a las EETT en su cargue de información de AHI en SIGO PAT 

En el marco de las jornadas de asistencia técnica “Herramientas de Planeación y Ejecución del 
PAT” realizadas entre el 27 de agosto y el 9 de octubre de 2024 se realizó capacitación a las 
entidades sobre el diligenciamiento de las plantillas y el cargue de los beneficiarios en el módulo 

SIGO-PAT; además, desde el nivel nacional se realizó un refuerzo virtual en el mes de diciembre. 

Como complemento a lo anterior, las direcciones territoriales de la Unidad para las Víctimas 

han adelantado tareas complementarias en el acompañamiento a las entidades como: (i) 
refuerzos presenciales y virtuales del cargue de beneficiarios, (ii) seguimiento a la entrega de 
la AHI y al cargue de beneficiarios, en el marco de los comités de justicia transicional, (iii) 

seguimiento vía correo electrónico, entre otros. 

 

2.2.3. Análisis de batería de indicadores del componente  
 

A continuación, se detallan 4 grandes análisis a partir de las mediciones de los indicadores 

correspondientes a Subsistencia mínima para la vigencia 2024. Igualmente se detalla cada uno 

en el Anexo IGED:  

Incremento en la cobertura, pero con rezagos frente al estándar constitucional. 

Durante la vigencia 2024 se evidenció un aumento en el número de hogares atendidos en 

atención humanitaria inmediata y de primer año, alcanzando máximos históricos: 66.363 

. Sin embargo, aún persisten brechas significativas respecto al umbral del 70% fijado por la 

Corte Constitucional, lo que demuestra que, aunque hay progresos, la garantía plena del 

derecho a la subsistencia mínima sigue siendo insuficiente. 

Desigualdades marcadas en poblaciones con enfoque diferencial. 

Los resultados muestran que niñas, niños, adolescentes, adultos mayores, personas con 

discapacidad y comunidades étnicas presentan menores niveles de cobertura, en comparación 

con otros grupos poblacionales. Este comportamiento confirma la necesidad de reforzar la 

aplicación del enfoque diferencial en la atención humanitaria, para garantizar una respuesta 

equitativa y efectiva a las poblaciones en mayor situación de vulnerabilidad.  

Concentración territorial del incumplimiento. 

Departamentos como Valle del Cauca, Cauca y Nariño, así como municipios como Cali, 

Buenaventura, Argelia y Tumaco, registran los mayores niveles de rezago en el cumplimiento 
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de los indicadores. Esta concentración evidencia la existencia de limitaciones estructurales en 

las capacidades territoriales, que requieren un fortalecimiento institucional y estrategias 

diferenciadas en estos contextos críticos. 

Restricciones presupuestales como factor crítico. 

El retroceso en los indicadores de carencias graves y extremas en 2024 está directamente 

relacionado con la congelación de recursos del Ministerio de Hacienda, lo cual afectó la 

oportunidad y cobertura de la atención humanitaria. Esta situación plantea un reto estructural 

en la sostenibilidad financiera del sistema y en la capacidad de la Unidad para las Víctimas y las 

entidades territoriales para garantizar de manera efectiva el derecho a la subsistencia mínima. 

 

2.2.4. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

A continuación, se detallan los ajustes de las acciones: 

 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

  

  

2.2.1.1 

Continuar la 

implementación y 

seguimiento al 

mecanismo de ruta 

directa 

Sin ajustes sin ajustes 

  

  

2.2.1.2 

Ajuste y seguimiento 

a los procedimientos 

de formalización del 

apoyo subsidiario de 

la AHI a las entidades 

territoriales 

Seguimiento a la 

estrategia de 

Corresponsabilidad y 

en la formalización de 

municipios. 

La acción actual 

responde al 

seguimiento que se 

realiza a la estrategia 

de corresponsabilidad. 

  

  

  

  

2.2.1.3.1 

1. Promoción de las 

obligaciones de las 

entidades 

territoriales 

respecto de la 

entrega de AHI en la 

estrategia de 

corresponsabilidad 

el marco de la 

estrategia de nuevos 

mandatarios 

1. Promoción de las 

obligaciones de las 

entidades territoriales 

respecto de la entrega 

de AHI en la estrategia 

de corresponsabilidad 

en el marco de la 

estrategia y las 

asistencias técnicas en 

planes de 

contingencia. 

En el marco de la 

estrategia de de 

corresponsabilidad, se 

definen roles, 

responsabilidades y 

obligaciones del ente 

territorial. 

  

2.2.1.3.2 

2. Posicionamiento 

de la Directiva 022 

de 2022 

2. Promoción de la 

Directiva 022 de 2022 

en el marco de la 

estrategia de 

corresponsabilidad y 

las asistencias técnicas 

en planes de 

contingencia. 

Asistencias técnicas al 

ente territorial en 

planes de 

contingencia. 
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2.2.5. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

A partir de los avances identificados en relación con las falencias y obstáculos de política pública 
para la garantía del derecho a la subsistencia mínima en la etapa de la inmediatez, la Unidad 

para las Víctimas solicita a la Honorable Corte Constitucional que: 

Se reconozcan los avances logrados en la atención a las víctimas de hechos recientes de 
desplazamiento forzado y en la superación las falencias de política pública identificadas, 

específicamente a la que subyace la orden 30 del Auto 373 de 2016, debido a:  

• El aumento de cobertura territorial (municipios susceptibles de ser apoyados) y las 

mejoras en tiempos y efectividad de la activación de los mecanismos de apoyo 

subsidiario para eventos individuales.  

• El incremento sostenido de la ejecución presupuestal para garantizar la activación de 

los mecanismos de apoyo subsidiario. 

• La cualificación de las capacidades y de los procesos de acompañamiento y 

coordinación de la Unidad para las Víctimas para gestionar la implementación de la 

estrategia de corresponsabilidad con las entidades territoriales.  

• La implementación de la estrategia de ruta directa por medio de la cual se flexibilizan 

los requisitos para la activación de los mecanismos de apoyo subsidiario para eventos 

individuales y masivos en municipios de categorías 4, 5 y 6 y emergencias humanitarias 

recurrentes. 

  

Se solicita que se inste a las entidades territoriales a implementar acciones para garantizar:  

• El inicio oportuno de la estrategia de corresponsabilidad por parte de las 

gobernaciones, definiendo recursos y componentes para el apoyo, y la aceptación 

oportuna del apoyo subsidiario y la gestión para la activación de los mecanismos 

ofertados por la Unidad para las Víctimas.  

• La financiación de los planes de contingencia departamentales y el apoyo subsidiario a 

los municipios, en todos los componentes de AHI, tanto para emergencias individuales 

y masivas.  

La actualización y financiación de los planes de contingencia municipales, así como la 

implementación de las rutas de atención inmediata y la entrega efectiva de los 

componentes requeridos para la garantía del derecho a la subsistencia mínima en la 

etapa de la inmediatez. 

 
2.2.6. Anexos: 

 

• Anexo 1: Consolidado asistencias técnicas de septiembre a diciembre 2024  

• Anexo 2: Informe AHI Auto 310  

• Anexo 3: Reporte asistencias técnicas sep – dic 2024  

• Anexo 4: Tabla 1 Avances reglamentarios para garantizar la entrega de AHI  

• Anexo 5: Tabla 2 balance financiero Ruta Directa por mecanismos  

• Anexo 6: Tabla 4 inicio y seguimiento  

• Anexo 7: Análisis IGED SM 
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3. Nodo Prevención y Protección 
 

 

 

3.1. Prevención y Protección  
 

 

3.1.1. Introducción 
 

En el Auto 310 de 2023, la Corte Constitucional valoró la necesidad de adoptar una nueva 
metodología para la presentación del informe anual de Gobierno  en relación con la superación 
del Estado de Cosas Inconstitucional declarado mediante la sentencia T-025 de 2004. En ese 
orden, desde el nodo de prevención, protección y garantías de no repetición, se valoró la 
formulación de tres falencias estructurales en la aplicación de la política pública de prevención, 
frente a las cuales las entidades con responsabilidades en la materia propusieron como plan de 
trabajo la reglamentación del artículo 109 de la Ley 2294 de 2023, por la cual se aprueba el Plan 
Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia Potencia Mundial de la Vida”.  

En ese orden, en el presente informe se realiza una valoración de los principales avances en la 

vigencia 2024 para el nodo de prevención, protección y garantías de no repetición con base en 

el plan de trabajo propuesto para la superación del ECI. Para ello, se abordará el avance en los 

dos procesos de formulación de política pública mediante los cuales se pretende la 

reglamentación del artículo en mención, esto es, la política pública de garantías a la labor de 

defensa de Derechos Humanos y Liderazgo Social y de otro lado, el proceso de racionalización 

de la política pública de prevención en cumplimiento de la orden segunda del Auto 894 de 2022. 

Lo anterior, con la finalidad principal de demostrar que durante la vigencia 2024 la Rama 

Ejecutiva del poder Público y, en concreto, las entidades líderes en la implementación de la 

política pública de prevención y protección, han propendido por la integración de herramientas 

para evitar  la proliferación de acciones en el ordenamiento jurídico, esto, a partir de un 

ejercicio de identificación y depuración de normas de medidas, así como el fortalecimiento de 

instancias de incidencia con la población.  

 

3.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales. 
 

En cumplimiento al plan de acción del Auto 310 de 2023, el Ministerio del Interior como líder 
del nodo de prevención y protección, propuso para la superación de la falencia estructural 
identificada sobre descoordinación institucional y falta de implementación de medidas (de 
política pública), de prevención y protección, la reglamentación del artículo 109 de la Ley 2294 
de 2023, mediante la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 

Para la superación de esta falencia se realizaron las siguientes apuestas: en primer lugar, 
mediante el proceso de formulación de la política pública de Garantías a la labor de defensa a 
los derechos humanos y liderazgo social, en segundo lugar, a partir del cumplimiento de la 
orden segunda del Auto 894 de 2022, es decir, mediante la estructuración de una propuesta de 
racionalización de la política pública de prevención de violaciones a los derechos a la vida, 
libertad, integridad y seguridad personal, y en tercer lugar, por medio de la adopción del 
Programa Integral de Garantías a Mujeres Lideresas y Defensoras de Derechos Humanos 
(PIGM) mediante un Decreto.  

Respecto de la primera apuesta valga aclarar que, la formulación de la política nace de la 
necesidad de establecer un marco de garantías para la población líder y defensora de Derechos 
Humanos, mediante un instrumento que recoja medidas de prevención, protección y garantías 
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de no repetición. La integralidad de la política demanda un ejercicio de colaboración armónica 
entre las ramas del poder y de auténtica coordinación al interior del ejecutivo y con los entes 
territoriales, para la configuración de un sistema de garantías para la labor de la defensa de los 
derechos humanos. 

Lo anterior, teniendo en cuenta que desde el inicio de la formulación han participado 
activamente las siguientes entidades: Ministerio de Justicia y del Derecho, Consejería 
Presidencial para los Derechos Humanos y el Derecho Integral Humanitario, Unidad Nacional 
de Protección, Ministerio de Defensa Nacional, Fiscalía General de la Nación, Unidad para las 
Víctimas, Departamento Nacional de Planeación, Oficina del Consejero Comisionado para la Paz, 
Ministerio de Salud, Función Pública, Ministerio del Trabajo y los entes de control 
(Procuraduría General de la Nación y Defensoría del Pueblo).  

Con respecto a la segunda apuesta, el Ministerio del Interior formuló un Modelo de 
Racionalización Institucional y normativa en materia de prevención de violaciones a los 
derechos a la vida, la libertad, la integridad y la seguridad personal en el marco del conflicto y 
otras formas de violencia, el cual tiene seis objetivos: 1. Evitar duplicidad de esfuerzos y gasto 
ineficiente, 2. garantizar reportes específicos y evaluación oportuna de los instrumentos de 
prevención, 3. aumentar la efectividad de las medidas de prevención, 4. identificar los 
indicadores y sistemas de evaluación en materia de prevención, 5. asegurar la claridad en los 
objetivos y prioridades en materia de prevención y 6. brindar lineamientos claros para la 
articulación de la oferta.  

Este modelo cuenta con un plan de acción para su implementación, así como un plan estratégico 
para garantizar la apropiación del modelo, tanto institucionalmente como por parte de la 
ciudadanía y asegurar la adopción de un marco normativo necesario para garantizar dicha 
implementación, razón por la cual se construyó una propuesta de Decreto, la cual, en la vigencia 
2024 fue trabajada con distintas entidades estratégicas del nodo: Ministerio de Defensa 
Nacional, Unidad Nacional de Protección, Consejería Presidencial para los Derechos Humanos.  

Finalmente, en relación a la adopción del PIGM mediante Decreto, esta iniciativa nace de la 
necesidad reflejada por la Corte Constitucional en los autos de seguimiento de la sentencia T-
025 de 2004, concretamente el 098 de 2013 en tanto “el Estado carece de una política integral 
de promoción del derecho a la defensa de los derechos humanos lo que ha afectado especialmente 
los derechos fundamentales de las mujeres”, por lo que se ordenó adoptar una política pública 
integral de promoción del derecho a la defensa de los derechos humanos en el marco del 
conflicto armado interno con enfoque de género, así como una estrategia detallada que asegure 
la atención inmediata a las mujeres defensoras de derechos humanos víctimas de ataques y 
actos de violencia.  

Si bien el Ministerio del Interior formuló un plan de acción 2022-2026 para la implementación 
del PIGM, se consideró necesaria la proyección de un decreto que comprende cada uno de los 
ejes del referido plan. Esto en coordinación con las siguientes entidades públicas: Ministerio de 
la Igualdad, Unidad Nacional de Protección, Agencia de Renovación del Territorio, 
Departamento Nacional de Planeación, Fiscalía General de la Nación, Ministerio de las Culturas, 
Ministerio de Justicia y del Derecho, Ministerio del Deporte y Ministerio de Salud y Protección 
Social. 

Ahora bien, en relación con la falencia estructural identificada para este componente y 

denominada “descoordinación institucional y falta de implementación de medidas (de política 

pública), de prevención y protección”, se considera que esta falencia persiste en tanto las 

entidades, aunque convergen en distintos escenarios y la norma prevé (aparentemente) 

múltiples escenarios y medidas, lo cierto es que esto no se ve reflejado en el goce efectivo de 

derechos de la población y en especial de aquellos sujetos de especial protección constitucional 

que se les ha obligado a soportar un riesgo extraordinario en su vida e integridad.  

Por consiguiente, a partir de la construcción de la Política Pública de Garantías a la labor de 

Defesa de Derechos Humanos y Liderazgo Social, aunque no se ha expedido y por consiguiente 

no permite evidenciar todavía un ejercicio integral para el ajuste de esta falencia, sí es una 

herramienta que cuenta con la colaboración y coordinación tanto de entidades de la rama 

ejecutiva y judicial, como entes de control y así como un ejercicio de participación y 

concertación con las principales plataformas de Derechos Humanos del país.  
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En ese sentido, en la fase de alistamiento de este documento de política pública se diagnosticó 

un problema central: una constante violencia traducida en amenazas y homicidios a defensores 
de derechos humanos y líderes sociales que tiene una respuesta inadecuada por parte de las 

autoridades, es decir, hay una baja capacidad de respuesta para reaccionar ante las situaciones 

de riesgo que también obedece al desconocimiento de las autoridades respecto a las 

necesidades de esta población y sus formas organizativas.  

  

Ejemplo de ello es que los mecanismos de reacción inmediata son inadecuados para atender los 

riesgos a que están expuestas las defensoras y defensores, y las y los líderes sociales, debido a 

que los trámites y procedimientos, la identificación de enlaces en las instituciones y las rutas 

no funcionan en los horarios en los cuales suceden los hechos, lo que dificulta la atención 

inmediata a los hechos que se presentan en contra de las personas defensoras de derechos 

humanos. También, se observa que la Unidad Nacional de Protección prevé un procedimiento 

frente al cual, los tiempos que suele tardar en abordar un caso (realizar el estudio de riesgo, 

definir las medidas e implementarlas) implica una atención tardía o ineficiente. En las mesas 

dialógicas con la Corte Constitucional y a partir de la expedición del Auto 310 de 2023, se ha 

hecho énfasis en la necesidad de reformular el modelo de protección en Colombia, y fortalecer 

las experiencias colectivas.  

  

Una de las soluciones que se plantean en esta política es la institucionalización de la Mesa 

Nacional de Garantías (MNG) y las Mesas Territoriales de Garantías (MTG) como espacios 

idóneos para la adopción de programas, planes y proyectos para la garantía de los DDHH de las 

personas líderes y defensoras de DDHH así como para garantizar el monitoreo y evaluación en 

la implementación de medidas de política pública, es decir, que dichas mesas sean la instancia 

rectora a partir de la cual se promueva la denuncia y se permita un ejercicio de interlocución 

con el nivel central del Estado colombiano y las autoridades territoriales. Concretamente, se 

prevé la construcción de lineamientos técnicos para garantizar el funcionamiento de la MNG y 

las MTG, así como la creación de una comisión de seguimiento encargada de verificar el 

cumplimiento de los compromisos adquiridos en este espacio.  

 

Para el funcionamiento de las MNG y las MTG se crearán los Grupos de Apoyo Nacional y 

territoriales y las subcomisiones de trabajo que sean necesarias para superar la situación de 

DDHH de las personas líderes y defensoras de Derechos Humanos y sus formas organizativas, 

entre ellas la de prevención y protección, de investigación penal y disciplinaria y la de mujer y 

género, atendiendo las competencias de las entidades participantes en estos escenarios.  

 

También se creará la Comisión de Seguimiento que estará a cargo de verificar el cumplimiento 

de los compromisos adquiridos en las sesiones de las MNG y las MTG, y de participar en el 

monitoreo y evaluación de la política pública. La Subcomisión de prevención y protección estará 

integrada por la Dirección de DDHH del Ministerio del Interior, la UNP, la UARIV y el Sistema de 

Alertas Tempranas (SAT) de la DP y hará seguimiento a las medidas contempladas en los planes 

de prevención y protección territorial y aquellas adoptadas por las entidades del orden nacional 

con competencias sobre esas materias. 

 

Así mismo, otra fortaleza en este proceso de formulación de política pública está relacionado 

con la integración del Programa Integral de Garantías a mujeres lideresas y defensoras de 

Derechos Humanos (PIGM), como componente que garantiza el enfoque de género en dicha 

política. La Subcomisión de mujer y género la liderará la Dirección de DDHH del Ministerio del 

Interior, por medio de la cual se realizará el seguimiento a la situación de riesgo de las mujeres 

lideresas y defensoras de DDHH y de la implementación del Plan de acción del Programa 

Integral de Garantías específico para esta población. 

 

Por otra parte, se propone el fortalecimiento de la capacidad institucional a partir de iniciativas 

como el establecimiento de canales de comunicación, información y coordinación entre 

entidades encargadas de implementar la política pública de desmantelamiento y la política 

pública de garantías a la labor de defensa de derechos humanos y liderazgo social. Lo anterior, 

por medio de la coordinación entre la Comisión Nacional de Garantías de Seguridad (CNGS) y 
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la MNG para abordar aspectos de interés que permitan la obtención de información necesaria 

en relación con los planes territoriales previstos y ejecutados. 
  

Además, en el texto de política pública se contempló que la Unidad Nacional de Protección, 

desde el año 2025 implementará las actividades del "Plan para el diseño de un mecanismo de 

articulación de la cooperación internacional e interinstitucional", incluido en la Estrategia de 

Modernización Institucional, cuyo objetivo es contar con un solo mecanismo de articulación 

externa de la entidad, que de línea unificada a todas las áreas sobre las estrategias y los tipos 

de relacionamiento que se requieren, y de esta forma mantener unidad de criterio y focos de 

acción específicos a nivel institucional, la cual plantea las siguientes actividades: 

  

• Conformar el equipo de articulación y cooperación internacional e interinstitucional. 

• Analizar la capacidad actual de la cooperación internacional e interinstitucional 

(diagnóstico). 

• Realizar el mapeo de actores estratégicos para la articulación de la cooperación 

internacional e interinstitucional. 

• Definir las líneas de acción (demanda - modernización versus oferta). 

• Establecer el diseño organizacional para la operacionalización del modelo de 

articulación (equipo) como insumo al rediseño institucional. 

• Implementar el modelo de articulación definido y aprobado. 

 

En ese sentido, se anexa al presente informe el texto de política pública construido por el 

Ministerio del Interior durante la vigencia 2024, indicando que actualmente este se encuentra 

en proceso de concertación con las principales plataformas de Derechos Humanos y distintos 

liderazgos sociales (Anexo 3- soporte avance de acciones. La Política Pública de Garantías 

contiene un plan de acción dividido en 5 objetivos específicos, cada uno con líneas estratégicas 

en las que se desarrolla esta propuesta. 

 
Finalmente, se identifica que persisten las falencias estructurales identificadas, especialmente 

en relación con la “descoordinación institucional y la falta de planeación para la implementación 

de medidas (Política Pública) de prevención y protección” Para dichos efectos, en el año 2024 se 

lideró el proceso de racionalización de la política pública de prevención (esto, en cumplimiento 

del Auto 894 de 2022), respecto al cual se construyó, entre otros, una propuesta de modelo y 

un decreto.  

El modelo de racionalización de la política pública de prevención tiene como uno de sus pilares 

la conformación de una Instancia Nacional de Orientación Estratégica cuyo objetivo es definir 

la línea de política para implementar la política pública de prevención, y alinear su desarrollo 

con el Plan Nacional de Desarrollo y de una Instancia de Diálogo y Participación Ciudadana que 

funciona como un espacio de encuentro entre el Gobierno Nacional (liderado por el Ministerio 

del Interior) y la sociedad civil para rendir cuentas y recibir asesoría sobre la política pública.  

Finalizando el año 2024, esta propuesta fue presentada a las diferentes entidades del gobierno 
que tienen participación relevante en la implementación de la política de prevención, y a 
órganos de control, se recibieron comentarios para el ajuste de la misma.  
 
Actualmente, la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, se encuentra 
complementando el análisis inicial, pues si bien la propuesta responde a la racionalización, se 
requiere no solo la simplificación de instancias, sino también la optimización y fortalecimiento 
de algunos instrumentos ya existentes, concretamente, el Decreto 1581 de 2017 frente al cual 
la Corte Constitucional ha mencionado en su labor de seguimiento, que no es una norma que 
permita superar bloqueos institucionales identificados por el alto Tribunal15. 
 

 
15 En el Auto 894 de 2022, la Corte Constitucional considera que el Decreto 1581 de 2017 “ (...) no evidencia cómo la Política Pública 
de Prevención adoptada mediante el Decreto 1581 de 2017 tiene un diseño idóneo que permita responder oportunamente a las 
crisis humanitarias recurrentes. Lo anterior, debido a las falencias en materia de complementariedad y concurrencia como se 
señaló en el apartado anterior (supra). En tercer lugar, porque no son claros los parámetros y criterios para focalizar la oferta del 
orden nacional. Finalmente, porque la respuesta del orden nacional aún depende del agotamiento de procedimientos ordinarios que no 
son acordes con las capacidades de entidades territoriales con debilidades institucionales, presupuestales y técnicas (...)”. 
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No obstante, teniendo en cuenta el trabajo consolidado durante la vigencia 2024, se adjunta al 
presente informe los documentos formulados por el Ministerio del Interior, en colaboración 
con el proyecto Inspira Paz de USAID, resaltando lo mencionado previamente, en el sentido que 
la referida Dirección continúa ajustando este producto inicial y que el proyecto de acto 
administrativo deberá surtir los respectivos procesos de concertación con las entidades y la 
ciudadanía en los términos del Decreto 1081 de 2015, Único Reglamentario del Sector 
Presidencia de la República. 

 

3.1.3. Análisis de batería de indicadores 
 

La política pública de víctimas es un instrumento para la planeación, ejecución y seguimiento 
de las acciones estatales, es implementada en condiciones en las que el conflicto armado cambia 
las dinámicas territoriales, tanto colectivas como individuales y afecta desproporcionadamente 
a los sujetos de especial protección constitucional; por ello se hace imprescindible fortalecer la 
acción estatal para la garantía de derechos, así como para robustecer la batería de indicadores 
en un sentido de idoneidad y coherencia que permitan dar cuenta de los avances o retrocesos 
de la acción institucional en materia de la garantía de los derechos para las víctimas del 
conflicto. 

El componente de Prevención y Protección abarca cuatro derechos esenciales: I) derecho a la 
vida en condiciones de dignidad; II) derecho a la integridad y la seguridad personal: III) derecho 
a la libertad; y IV) los derechos a la protección y garantías de no repetición, derechos que deben 
ser asegurados en cualquier condición por parte del Estado Colombiano. 

Entendiendo que la medición de los diferentes derechos corresponde a un instrumento para 
dar cuenta del avance o retroceso de estos, y que en últimas el objetivo es que las víctimas 
puedan gozar efectivamente de sus derechos -garantía real de los derechos a la prevención y 
protección-, las entidades comprometidas deben procurar en toda circunstancia operar para 
prevenir los riesgos y superar las causas que generan el desplazamiento forzado, en 
consideración a que las personas, grupos o comunidades desplazadas o en riesgo de 
desplazamiento, afrontan riesgos extraordinarios o extremos por causa del conflicto armado, y 
expuestas a riesgos intolerables que requieren medidas extraordinarias para su protección y la 
mitigación de sus efectos. 

Ahora bien, considerando que toda persona, hogar, grupo o colectivo en el territorio nacional 
está expuesto a estos riesgos que amenazan su vida, libertad, integridad y seguridad personal 
o colectiva corresponde a la autoridad legítima del Estado, identificar el tipo de riesgo y, en 
función de aquel, adoptar las medidas de prevención y protección cuyo, alcance y contenido, 
deberá ser fijado en atención de las circunstancias de cada caso, procurando garantías de no 
repetición. 

A continuación, se presenta un resumen ejecutivo de los Indicadores de Goce Efectivo de 
Derechos (IGED) de los derechos a la vida, integridad, libertad y seguridad (protección): 

 

DERECHO A LA VIDA – HOMICIDIO 
 

• Para el año 2024, se registraron 2.982 víctimas de homicidio en situación de 
desplazamiento forzado. 

• La tasa de homicidio aumentó un 2,45 % con respecto al año 2023. 
• Los hombres son la población más afectada por este hecho victimizante. 
• Antioquia, Valle del Cauca y Norte de Santander concentran el mayor número de 

homicidios registrados. 

 

DERECHO A LA VIDA – DESAPARICIÓN FORZADA 
 

• En 2024 se reportaron 853 víctimas de desaparición forzada, la cifra más baja desde el 
año 2022. 
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• La tasa de homicidio por desaparición forzada disminuyó en un 23,5 % frente al año 
2023. 

• Las personas jóvenes y hombres han sido el sector poblacional más afectadas por esta 
conducta punible. 

• Nariño, Cauca y Meta presentan los niveles más altos de desaparición forzada en 
población desplazada. 

 

DERECHO A LA INTEGRIDAD – VIOLENCIA INTERPERSONAL Y SEXUAL 
 

• Para el año 2024, se registraron 3.059 víctimas de violencia sexual, la cifra más baja 
desde el año 2019. 

• La tasa en este tipo de conductas punibles disminuyó un 10,32 % con respecto al año 
2023. 

• Las mujeres son las principales víctimas de violencia sexual. 
• Bogotá, Antioquia y Valle del Cauca son las entidades territoriales con mayor número 

de casos reportados de violencia sexual. 
• En el año 2024, se reportaron 8.979 víctimas de violencia interpersonal o física, con una 

tasa de 115,31. 
• La tasa disminuyó en un 6,3 % respecto al año 2023, pero sigue siendo la más alta del 

derecho a la integridad. 
• Las víctimas en su mayoría son hombres adultos o jóvenes. 
• Atlántico, Bogotá y Antioquia agrupan el mayor número de casos de violencia 

interpersonal. 
•  

DERECHO A LA LIBERTAD – SECUESTRO 
 

• Para el año 2024 se registraron 61 víctimas de secuestro, lo que representa una ligera 

disminución frente al año 2023. 

• La tasa de este delito bajó en un 22 % respecto al pico presentado para el año 2023. 

• Los hombres rurales jóvenes, son los más afectados por esta forma de victimización. 

• Arauca, Choco  y Norte de Santander concentraron los casos ma s crí ticos de secuestro 
en poblacio n desplazada. 

 
DERECHO A LAS GARANTÍAS DE NO REPETICIÓN 
 

• Entre los años 2023 y 2024 encontramos un aumento en la tasa de víctimas de 

desplazamiento forzado que han sido víctimas de un nuevo hecho, pasando de una cifra 

de 1.184 a 1.242 por cada 100.000 habitantes. 

 

• El mayor impacto de revictimización se registra en hechos de desplazamiento forzado 

con 74.585 eventos, a una tasa de 957,31 por cada 100.000 habitantes. 

 

• El departamento de Nariño ha sido el que presenta más víctimas de desplazamiento 

forzado que han sufrido nuevos hechos victimizantes, con un total de 18.235 víctimas. 

 

• El municipio de Buenaventura en el departamento de Valle del Cauca ha sido el que 

presenta más víctimas de desplazamiento forzado que han sufrido nuevos hechos 

victimizantes, con un total de 7.565 víctimas. 

 

DERECHO A LA PROTECCIÓN  
 

El derecho a la protección de las personas desplazadas constituye una garantía fundamental en 

el marco del Derecho Internacional de los Derechos Humanos y el Derecho Internacional 

Humanitario, así como en el ordenamiento jurídico colombiano. Para monitorear el 

cumplimiento del derecho a la protección en el caso de la población en condición de víctima de 

desplazamiento forzado, desde la UNP se formularon los siguientes indicadores orientados a 

evaluar tanto la idoneidad como la oportunidad de las medidas de protección implementadas, 
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los cuales permiten hacer seguimiento a la gestión institucional de la UNP y verificar su 

contribución a la garantía de este derecho: 
 

• Indicador medidas de protección implementadas  
 
• Indicador Oportunidad en la implementación de las medidas de protección 

implementadas  
 
• Indicador Idoneidad en la implementación de las medidas de protección 

implementadas  
 

3.1.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales  
 

Durante la vigencia 2024 se consolidó un avance significativo en el plan de acción formulado 
para el nodo, en tanto se realizó un ejercicio de integración de medidas y acciones tendientes al 
fortalecimiento de la prevención de violaciones a los Derechos a la Vida, Libertad, Integridad y 
Seguridad, a partir de la formulación de la Política Pública de Garantías a la Labor de Defensa 
de Derechos Humanos y Liderazgo Social, articulando en esta dos procesos ya existentes y 
vigentes en el ordenamiento jurídico como son el Proceso Nacional de Garantías (en tanto se 
busca que las Mesas Nacional y Territoriales de Garantías sean el principal escenario de 
interlocución) y el Programa Integral de Garantías a Mujeres Lideresas y Defensoras de 
Derechos Humanos, como el componente que brinda un enfoque de género e interseccional en 
la propuesta para la superación de falencias estructurales.  

Además, se rescata de este proceso, los esfuerzos del gobierno Nacional y en general de 
entidades estatales en la medida que esta política pública se ha construido con la participación 
de entidades líderes en la aplicación de medidas de prevención, protección e investigación de 
graves violaciones a Derechos Humanos, en conjunto con la sociedad civil, especialmente, la 
población víctima de amenazas a sus derechos fundamentales.  

En todo caso, es pertinente poner de presente al alto Tribunal, que persiste el reto de garantizar 

que el modelo de protección actualmente vigente sea reestructurado, toda vez que resulta 

insuficiente e insostenible para el Estado colombiano. Se considera necesario que en el marco 

de la labor de seguimiento que se adelanta a los componentes de la sentencia T-025 de 2004, 

se exhorte a la entidad líder en el componente de protección, a la presentación de un modelo o 

propuesta verdaderamente efectiva para la superación de esta falencia estructural 

 

3.1.5. Anexos 
 

• Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente prevención y protección. 
• Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones 
• Anexo 3. Soportes del avance de las acciones: 

- Política pública integral de garantías para el liderazgo y la defensa de los derechos 
humanos- Plan Integral para la protección de los derechos de la población líder y 
defensora de los derechos humanos (folios 1 al 141).  

- Modelo de racionalización Política pública de prevención (folios 142 al 213). 
- Propuesta normativa (decreto) racionalización (folios 214 al 254). 
- Plan de acción modelo de racionalización (folios 255 al 259) 
- Plan estratégico modelo de racionalización (folios 260 al 271). 
- Propuesta normativa (decreto) PIGM (folios 272 al 292). 
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4. Nodo. Retornos y Reubicaciones, educación, vivienda y 

generación de ingresos 
 

 

 

4.1. Educación 
 

 

4.1.1. Introducción  
 

El Ministerio de Educación Nacional (MEN), como entidad rectora de la política pública en materia 
de educación y en cumplimiento de las disposiciones del Plan Nacional de Desarrollo “Colombia: 
Potencia de la Vida. 2022- 2026”, de la mano con las entidades administrativas encargadas de velar 
por la protección y garantía del derecho a la educación, trabajan juntos para fortalecer las políticas 
y lineamientos generales con la finalidad de avanzar hacia una educación basada en la paz y la 
reconciliación, que garantice los derechos fundamentales de todos los habitantes de Colombia. En 
tal sentido, se han generado estrategias que garantizan el derecho a la educación en un ambiente 
libre de discriminación o exclusión alguna.  

Las estrategias definidas por el MEN, en el marco de la garantía del derecho a la educación de la 
población víctima del desplazamiento forzado (VDF), están en pro de la prestación libre e irrestricta 
del servicio educativo, en un marco de equidad, inclusión y no discriminación. Generando así un 
impacto positivo para el incremento en la atención de la población víctima del desplazamiento 
forzado. 

Así las cosas, en cumplimiento de lo ordenado por la Corte Constitucional en la sentencia T 025 de 
2004 y sus correspondientes autos de seguimiento, el Gobierno Nacional ha realizado el respectivo 
análisis frente a las fallas estructurales que traducen en la vulneración del derecho a la educación 
de la población VDF. Como conclusión de este, ha determinado la existencia de distintas fallas en la 
prestación del servicio que están siendo atendidas de manera prioritaria a través de estrategias 
basadas en la aplicación de política pública, las cuales se presentan a continuación.   

4.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

Como consecuencia de un análisis exhaustivo de las principales falencias que se evidencian en la 
prestación del servicio educativo como herramienta para la superación del ECI declarado en favor 
de la población víctima del desplazamiento forzado, se plantean diversas acciones que se 
encuentran en fase de implementación por parte del MEN, las cuales se exhiben a continuación: 

Falencia Necesidad de Ampliación de cobertura del servicio educativo 

Debido a la necesidad de ampliación de la cobertura educativa, se han implementado Planes de 
Permanencia como instrumentos orientadores para atender la deserción en las 97 Entidades 
Territoriales Certificadas (ETC), adelantando estas acciones en el marco del cumplimiento de 
las políticas públicas y las metas del Plan Nacional de Desarrollo y así garantizar una prestación 
del servicio educativo de calidad para los estudiantes matriculados en educación preescolar, 
básica y media.  

La implementación de estas estrategias, así como la garantía de su aplicación, se expresa en 
gran medida por medio del fortalecimiento técnico que presta el MEN a las ETC, en el entendido 
del acompañamiento permanente a través de la prestación de asistencias técnicas enfocadas a 
la atención integral de las víctimas del desplazamiento forzado, frente al derecho a la educación.   
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Falencia Vinculación de Niñas Niños Adolescentes y Jóvenes identificados por fuera del 

sistema educativo 

La estrategia de ampliación de cobertura educativa contempla la necesidad de identificar los 
niños, niñas, adolescentes y jóvenes (NNAJ) víctimas del desplazamiento forzado, 
determinando así la demanda de cupos que se pretende cubrir con la oferta de estos, en tal 
sentido, el MEN se ha articulado con las 97 Entidades Territoriales Certificadas en Educación. 

Se ha realizado el acompañamiento técnico a las ETC para el análisis de las cifras de deserción 
escolar y factores de riesgo, a través del Sistema de Información para el Monitoreo, Prevención 
y Análisis de la Deserción Escolar (SIMPADE), generando así la aplicación técnica de los planes 
anuales de permanencia en cada una de las entidades, como estrategias tangibles de 
mantenimiento de los NNAJ matriculados en el sistema educativo.  

En concordancia con la vinculación de los NNAJ víctimas de desplazamiento forzado al sistema 
educativo, se ha planteado la Ruta para la Prevención de la Deserción Escolar y la Re vinculación 
al sistema educativo, la cual contiene propuestas de acciones articuladas de caracterización de 
riesgos de deserción. A través de dicha ruta se busca que las entidades territoriales puedan 
generar las articulaciones necesarias con las instancias del Sistema Nacional De Bienestar 
Familiar (SNBF) que hacen presencia en el territorio, promoviendo la articulación de los 
agentes y actores para el desarrollo de acciones de prevención, mitigación y atención de los 
diversos riesgos de deserción escolar. 

Específicamente, para la vinculación de la población VDF al sistema educativo, el Ministerio de 
Educación Nacional mediante la estrategia de búsqueda activa, que consiste en una articulación 
Interinstitucional, aunado al cruce entre el Registro Único de Víctimas (RUV) y el Sistema 
Integrado de Matrícula (SIMAT). Las cifras más actualizadas se presentan a continuación:  

NNAJ en el RUV  ------------------------------------------------------  1’734.551 

NNAJ Víctimas, matriculados  -------------------------------------------- 1’649.390 

Porcentaje de matrícula  ------------------------------------------  95.09% 

 

Falencia: Deserción de menores en el marco del retorno a territorio 

4.1.2.2.1. Gestión Integral del Riesgo Escolar (GIRE) 

Durante la vigencia del año 2024, se ha realizado la implementación de la estrategia de gestión 
de riesgo escolar y la educación en situaciones de emergencia (GIRE), con la finalidad de 
garantizar que los centros educativos sean espacios que propendan por la seguridad y la 
protección de los NNAJ. Esta estrategia se materializa con estrategias de prevención y 
permanencia de menores en zonas de especial atención, como lo son aquellas que se encuentran 
en el contexto del conflicto.  

Los lineamientos de la Política Pública GIRE enfocan su accionar en dos tipos de riesgos: el 
primer tipo corresponde al riesgo de desastres derivados de los fenómenos naturales, socio-
naturales y antrópicos no intencionados para lo cual se toma como referencia la categorización 
contemplada en la Ley 1523 de 2012. El segundo tipo de riesgos, que corresponde a los riesgos 
derivados del conflicto armado, para lo cual, se toma como referencia la Resolución No. 1612 
de 2005 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas en la que se determinan que seis 
violaciones graves en contra de NNA y la Ley 1448 de 2011.  

Un aspecto fundamental del ejercicio realizado para la formulación de los lineamientos de 
Política Pública tiene que ver con la inclusión y visibilización de los fenómenos amenazantes 
originados en el conflicto armado con afectaciones directas sobre la escuela y la comunidad 
educativa. En tal sentido, la política GIRE tiene como uno sus ejes fundamentales la prevención 
del reclutamiento, uso, utilización de niños, niñas y adolescentes, la violencia sexual, los ataques 
contra escuelas y hospitales incluido el uso de artefactos explosivos o municiones sin 
explosionar, atendiendo a la alta incidencia que tienen las mismas en las escuelas y su entorno 
cercano, sin desconocer que en este ámbito pueden estar presentes otros riesgos relacionados 
con el accionar de los grupos armados ilegales y los grupos armados. 
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En el mismo sentido y de manera articulada con la promulgación de la política GIRE, el 
Ministerio de Educación Nacional como parte de la Comisión Intersectorial de Prevención del 
Reclutamiento Uso y Utilización de Niños, Niñas y Adolescentes –CIPRUNNA participó 
activamente en los talleres para la implementación de la Línea de Política Pública de Prevención 
de Reclutamiento y la implementación de rutas de prevención, que se consolidaron con la 
estructuración del Plan de Acción para el año 2025 que tiene como eje estructurador la escuela 
por lo que en ella confluirá la oferta de las distintas entidades que hacen parte de la comisión, 
en línea con la Circular 003 de 2025 emitida por la Consejería Presidencial de Derechos 
Humanos.  

Centros Interés Para la Formación Integral 

Esta estrategia se establece en el marco de la colaboración interinstitucional, por tal motivo los 
centros de interés son liderados por entidades externas a los establecimientos educativos, en 
este caso existe una oferta desde el MEN y también desde entidades aliadas. Es de mencionar 
que, este proceso puede presentar cambios debido a procesos de revisión, aprobación, 
aceptación por parte de los EE, entre otros factores:    

• Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes   

Para 2024, el Ministerio de las culturas en articulación con el Ministerio de Educación ha 
ampliado y diversificado la oferta de centros de interés en el eje de arte y cultura en el marco 
del Programa Artes Para La Paz.   

Se acompaña la implementación de los centros de interés en arte y cultura en los diferentes 
territorios a través de mesas técnicas presenciales y virtuales con las entidades líderes de la 
oferta y aliadas que operan las estrategias, los equipos del PTAFI 3.0, representantes de las 
secretarías de educación y los establecimientos educativos focalizados. 

• Ministerio del Deporte  

 En 2024 el Ministerio del Deporte en coordinación con el Ministerio de Educación Nacional, 
avanza con la implementación de la propuesta de centros de interés en el marco de la estrategia 
de “Jornadas Deportivas Escolares Complementarias - JDEC” que tiene dentro de sus objetivos 
propiciar experiencias de formación deportiva para las niñas, niños y adolescentes.  

• Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación  

Con el Ministerio de ciencia, tecnología e innovación se espera iniciar la implementación de los 
Centros de interés en ciencia, tecnología e innovación basados en la metodología ONDAS en el 
territorio.  

• Unidad Solidaria  

La Unidad Solidaria en articulación con el Ministerio de Educación Nacional, sostiene el Centro 
de Interés de Gestión para la Participación Solidaria- GPS, a través del cual se promueve la 
cultura asociativa solidaria y las economías solidarias difundidas desde el Sistema de Educación 
para la Asociatividad Solidaria – SEAS por medio de proyectos y acciones colectivas con los y 
las adolescentes y jóvenes participantes con el propósito de crear proyectos asociativos, de 
carácter cooperativo, solidario y de ayuda mutua.  

• Cajas de Compensación Familiar    

En articulación con la Superintendencia de Subsidio Familiar - SSF y las agremiaciones de las 
Cajas de Compensación ASOCAJAS y FEDECAJAS, el Ministerio de Educación Nacional viene 
desarrollando acciones técnicas y de acompañamiento para fortalecer el desarrollo del 
Programa “Jornada Escolar Complementaria – JEC",  a través de las cuales se implementan 
estrategias pedagógicas con estudiantes de diferentes establecimientos educativos oficiales, el 
programa tiene como objetivo mejorar los aprendizajes, favorecer la permanencia y los 
ambientes de aprendizaje de los niños, niñas, adolescentes y jóvenes para promover su 
formación integral, el respeto por los derechos humanos, la valoración de las diferencias y el 
ejercicio de la democracia e incentivar el desarrollo de prácticas deportivas, artísticas y 
culturales, científicas y tecnológicas.  
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Por lo tanto, el MEN tiene estrategias de prestación propia que se exhiben a continuación:  

• Centros de Interés en Ciencia, Tecnología e Innovación - CTeI  

El Ministerio de Educación Nacional continúa con la oferta de los Centros de Interés de Ciencia, 
Tecnología e Innovación – CteI. Esta intervención tiene como objetivo fomentar las vocaciones 
tempranas en CTel mediante el desarrollo de habilidades del siglo XXI en niñas, niños, 
adolescentes y jóvenes, a través de procesos de investigación e innovación que les permitan 
generar soluciones creativas a los desafíos presentes en sus contextos.  

• Centros de Interés en Lectura, Escritura y Oralidad – LEO   

Con la consolidación de esta oferta, se busca fortalecer las competencias en lectura, escritura y 
oralidad, desde un enfoque integral que abarca dimensiones físicas, emocionales y sociales. 
Para su implementación se realizan diagnósticos en los establecimientos educativos 
focalizados, identificando necesidades específicas que permitirán adaptar las estrategias a cada 
contexto territorial, es así como se movilizarán acciones para promover la lectura la escritura 
y la oralidad como prácticas socioculturales a partir de los centros de interés LEO.  

• Centros de Interés en Lengua Extranjera y Lenguas Nativas  

El Programa de Educación Intercultural y Bilingüe buscará proyectar las lenguas extranjeras, 
lenguas nativas y criollas como escenarios de diversidad e interdisciplinariedad, para la 
comunicación asertiva y construcción del conocimiento con un enfoque territorial y diferencial 
que aporte a la formación integral de nuestras niñas, niños y jóvenes.  

Estrategia de Educación CRESE 

CRESE es una estrategia de educación ciudadana integral que busca transformar las prácticas 
educativas en Colombia. Su enfoque es multifacético, abarcando la reconciliación 
socioemocional, el antirracismo y la acción frente al cambio climático, todo ello con una 
perspectiva territorial. 

La iniciativa se centra en la construcción de capacidades socioemocionales en toda la 
comunidad educativa: docentes, directivos, estudiantes, familias y la comunidad en general. 

El proceso de fortalecimiento a la educación CRESE se ha desarrollado de manera continua e 
ininterrumpida conforme a las siguientes actuaciones:   

• Asistencia técnica y acompañamiento del equipo de profesionales del Ministerio de 
Educación a las ETC. 

• Convenio interadministrativo que se suscribirá en el transcurso del primer trimestre 
del presente año, cuyo Objeto es: Aunar esfuerzos técnicos, administrativos y 
financieros para implementar los procesos de formación, acompañamiento, 
seguimiento y coordinación de la educación CRESE en los territorios priorizados. 

Alfabetización de Jóvenes y Adultos 

El Ministerio de Educación Nacional avanzó en la fase de cierre de la Estrategia de 
Alfabetización Ciclo Lectivo Especial Integrado CLEI 1, que corresponden a unidades 
curriculares estructuradas, equivalentes a determinados grados de educación formal regular; 
constituidos por objetivos y contenidos pertinentes, debidamente seleccionados e integrados 
de manera secuencial para la consecuencia de los logros establecidos en el respectivo Proyecto 
Educativo Institucional - PEI, mediante tres (3) cartas de aceptación. 

Así mismo, respecto a la Aceptación de Propuesta No. 001 de 2024, suscrita entre MEN y la IES 
Universidad Nacional, Abierta y a Distancia UNAD, 2.000 beneficiarios, población joven, adulta 
y adulta mayor no alfabetizada, vulnerable y víctima del conflicto armado – ETC Córdoba, 
Ciénaga, La Guajira, Santa Marta y Valledupar, este proyecto presentó dificultades para el 
cumplimiento del cronograma, en tanto fue necesario realizar la suspensión, con el propósito 
de facilitar la organización del proyecto por parte de la IES aliada a fin de procurar lograr su 
cumplimiento una vez se reinicie. Así, se logró una cobertura total en cuatro (4) zonas y 9.377 
beneficiarios. 
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Permanencia del personal docente en zonas de conflicto 

Para lograr aumentar la permanencia de personal docente, en el año 2018 desde el MEN se 
adelantó el concurso de méritos de carácter especial para zonas de postconflicto que permitió 
la provisión de más de 8.000 vacantes en las zonas rurales de 23 ETC, que consolidan 119 
municipios de zonas PDET, los cuales deberán permanecer en estas zonas por un término 
mínimo de 10 años antes de poder acceder a actuaciones administrativas que permitan su 
traslado a otras zonas.  

Actualmente, a corte del mes de marzo del año 2025 se cuenta con una planta de profesorado 
en zonas PDET de la que hacen parte 3.031 docentes con vinculaciones en Propiedad y en 
Periodo de prueba. Respecto al trasado o permuta de estos educadores la RESOLUCIÓN 4972 
DE 2018 del marzo 22 de 2018 elaborada por el MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, indico 
que los educadores podrán, mediante cualquier figura de traslado de las contempladas en los 
Capítulos 1 y 2, Título 5, Parte 4, Libro 2 del Decreto 1075 de 2015, ocupar cargos del sistema 
especial de carrera docente en otros lugares del país o de la misma Entidad Territorial 
Certificada en Educación, siempre y cuando se trate de cargos que pertenecen a plantas 
exclusivas de municipios priorizados para implementar Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET). 

Se adelantó un proceso de selección para zonas rurales que consolida una oferta de 
aproximadamente 14.500 vacantes en las zonas rurales de las ETC, para la cual se tramitó la 
expedición del Decreto 574 de 2022, contenido en el Decreto 1075 de 2015, las listas de 
elegibles respecto a esta convocatoria mencionada ya fueron publicadas las cuales tienen una 
vigencia de dos (2) años, contados a partir de la fecha de expedición, se da claridad que algunas 
de estas ya se encuentran sin vigencia según lo estipulado en la Ley. A partir del 2022 se han 
vinculado 28.450 docentes para vacantes en zonas rurales. 

Así mismo, se adelantó la modificación del aplicativo Sistema Maestro, con el objetivo de 
implementar unos nuevos criterios de calificación que permitan la permanencia de los docentes 
en las zonas rurales de difícil acceso y de conflicto, permitiendo que los educadores de la zona 
tengan prioridad para acceder a estas vacantes, por medio de la Resolución No. 003593 del 27 
marzo de 2024 “Por medio de la cual se regula el funcionamiento de la solución de TI tipo Sistema 
de Información denominado Sistema Maestro para la provisión transitoria de cargos docentes en 
vacancia definitiva mediante nombramiento provisional, incluyendo las plantas temporales por el 
tiempo determinado en el acto de creación de los empleos y se dictan otras disposiciones”, en esta 
se realiza una diferenciación en el puntaje recibido al momento de la presentación de la vacante 
la cual depende del criterio de  vínculo del aspirante en la zona donde se oferte la vacante, 
entendido de la siguiente manera: 

“Vínculo del aspirante en la zona donde se oferte la vacante: Se refiere a la relación 
entre el educador y el territorio donde se oferte la vacante. 

- Vínculo por nacimiento. Para certificar haber nacido en el municipio donde se ubica la 
vacante a la que aspira, se deberá adjuntar la correspondiente cédula de ciudadanía.  

- Vínculo por Educación Media Académica o Normalista Superior. Para acreditarla el 
docente debe demostrar que realizó sus estudios en una institución educativa del 
municipio, distrito o departamento donde se oferta la vacante con su acta, diploma de 
grado o certificado expedido por la respectiva institución.  

- Vínculo por residencia. Para acreditar la residencia fija, se deberá adjuntar el 
certificado de vecindad o la certificación que haga sus veces y sea expedida por el alcalde 
del respectivo municipio o quien este delegue en el cual se certifique al menos un (1) 
año de residencia en la zona y debe tener un tiempo de vigencia máximo de tres (3) 
meses contados a partir de la expedición del documento hasta la fecha de postulación.” 

Finalmente, se está adelantando todo el proceso correspondiente para la modificación del 
aplicativo Sistema Maestro, con el objetivo de implementar unos nuevos criterios de calificación 
para las zonas de difícil acceso enfocados en la calificación de la experiencia docente dando un 
puntaje especial para las labores desarrolladas en Municipios donde se oferta la vacante o IE 
clasificadas como zonas de difícil acceso. 
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Criterio de calificación que resulta eficaz para propender la postulación del profesorado y 
garantizar la permanencia de los docentes en las zonas rurales de difícil acceso y de conflicto, 
permitiendo que los educadores ya arraigados a estas zonas tengan prioridad para acceder a 
estas vacantes. 

 Programa de Tutorías para el Aprendizaje y la Formación Integral (PTA FI 3.0).  

Este programa se constituye en una estrategia de acompañamiento situado dirigido a docentes 
y directivos docentes de establecimientos educativos oficiales, así como de equipos de Calidad 
de 96 Entidades Territoriales Certificadas –ETC y territorios PDET.  

El acompañamiento pedagógico se realiza conjuntamente por el equipo técnico del MEN, que 
incluye a coordinadores de zona y formadores del Programa, quienes acompañan y forman a 
docentes tutores. El trabajo de los docentes tutores busca el fortalecimiento de la gestión 
pedagógica, a partir de la identificación de las necesidades de las comunidades educativas. 

Desde el PTAFI 3.0 se avanzó en la implementación de procesos de acompañamiento a las 
transformaciones curriculares, materializadas en proyectos pedagógicos que abordan de 
manera coherente e intencionada la complejidad del ser humano, reconociendo su 
multidimensionalidad y el carácter sistémico del desarrollo integral. Ahora bien, además de 
garantizar el derecho a una educación integral, se reconoce y valora la riqueza territorial, 
cultural y natural de nuestro país, promoviendo reflexiones educativas que sean pertinentes 
para cada contexto y relevantes para responder a los retos que tenemos como sociedad en el 
mundo actual. 

 

Falencia: Garantía de Apoyos complementarios  

Programa de Alimentación Escolar (PAE).  

El Programa de Alimentación Escolar, PAE, es una de las principales estrategias de permanencia 
escolar que contribuye a la seguridad alimentaria y nutricional, e incide positivamente en el 
acceso, la acogida y el bienestar a través del suministro de un complemento alimentario que 
contribuye al desarrollo integral de las niñas, los niños, adolescentes y jóvenes registrados en 
la matrícula oficial, fomentando hábitos alimentarios saludables y garantizando en la operación 
una atención con calidad, oportunidad e integralidad a partir de las necesidades en el territorio. 
El PAE se desarrolla bajo un modelo de operación descentralizado, reglamentado por el Decreto 
1852 de 2015, donde la operación en territorio se encuentra a cargo de las 97 Entidades 
Territoriales Certificadas, ETC, quienes de manera articulada con los municipios no certificados 
realizan la contratación del programa. Es así como bajo los principios de colaboración armónica 
y de corresponsabilidad, y de acuerdo con lo previsto en el Decreto 1852 de 2015 se conforma 
una bolsa común con el fin de cofinanciar la operación del programa con diferentes fuentes 
como:  

(...) “i) Con el porcentaje que establece el parágrafo 2° del artículo 2° de la Ley 715 de 2001, 
en relación con el 4% del total de los recursos del SGP, que corresponde al 0.5% a favor de los 
distritos y municipios para programas de alimentación escolar, de conformidad con el artículo 
76.17 de la misma norma y ii) lo que asignen las entidades territoriales de recursos propios, 
recursos de libre inversión y de libre destinación de la participación de propósito general y 
recursos de calidad educativa de la participación de educación del Sistema General de 
Participaciones (SGP), según lo dispone el parágrafo del artículo 16 de la Ley 1176 de 2007”  

Estos recursos, de acuerdo con el numeral 4 del Artículo 2.3.10.4.2 del Decreto 1852 de 2015, 
concurrirán en una bolsa común que será articulada por las ETC, por lo cual, deben desarrollar 
la planeación financiera para la operación del programa en la siguiente vigencia, teniendo en 
cuenta los recursos asignados por la UApA y la última doceava del SGP Alimentación Escolar. 

Durante la vigencia del año 2024, se observa un crecimiento total de las fuentes de financiación 
en cumplimiento de lo definido por el parágrafo 2 del artículo 2 de la ley 2167 de 2021; 
evidenciando que en los recursos Nación el crecimiento corresponde a un 27.35% y en cuento 
a los aportes de los recursos regionales, el crecimiento alcanzó el 22.86%. 
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En cuanto a las modalidades de atención, se precisa que el PAE cuenta con tres (3) modalidades 
de suministro, que complementan la alimentación que los niños, niñas y adolescentes reciben 
en sus hogares:  

i. Preparada en sitio, que se implementa en aquellas Instituciones Educativas cuyas 
condiciones permiten directamente la preparación de los alimentos en el comedor 
escolar, siendo esta la modalidad preferente de atención a los estudiantes;  

ii. Comida Caliente Transportada, en la que los alimentos se prepararan en otra 
institución educativa con capacidad suficiente o en una planta de ensamble, para 
ser distribuidos a otras sedes educativas llamadas satélites que no cuentan con 
lugar para preparar directamente los alimentos, pero tienen un espacio en 
adecuadas condiciones para la distribución y consumo de los complementos 
alimentarios  

iii. Finalmente, la Modalidad industrializada que es una modalidad transitoria en 
aquellas instituciones educativas donde no se cuenta con la infraestructura, 
equipos, menaje, entre otros que permitan la preparación directamente de los 
alimentos o el suministro de comida caliente. 
 

Movilidad Escolar 

Esta estrategia se define como una serie de acciones planeadas y coordinadas que buscan 
promover, a través de diversas modalidades de transporte, el desplazamiento seguro de los 
estudiantes dentro del territorio. Es decir, desde su casa o paradero hasta la sede de la 
institución educativa en la que se encuentran matriculados y viceversa, garantizando el acceso 
y la permanencia dentro del sistema educativo y contribuyendo a mitigar posibles riesgos de 
deserción escolar asociados a las barreras de distancia entre la escuela y el hogar.  

El Ministerio de Educación Nacional orienta y acompaña el fortalecimiento de los equipos 
técnicos de las Secretarías de Educación Departamental y municipios frente a: Identificación de 
criterios de focalización y de priorización de acuerdo con su contexto, diagnóstico de la 
necesidad por sede educativa, planeación de la estrategia frente modos o medios para su 
implementación, fuentes de financiación viables, excepciones a la normatividad vigente e 
identificación de Zonas Diferenciales de Transporte escolar. 

La asistencia técnica de esta estrategia se realiza por demanda de las Entidades territoriales 
certificadas, en el periodo se han acompañado 14, las cuales se enumeran a continuación: Pasto, 
Cesar, Norte de Santander, Chocó, Palmira, Huila, Vaupés, Cartagena, Caquetá, La Guajira, 
Magdalena, Casanare, Cartagena de Indias, Riohacha.  

Es importante indicar que si bien esta no es una estrategia específica para víctimas,  hace parte 
de la oferta de servicios que garantizan la permanencia de la población en el sistema educativo, 
y en este caso en particular minimiza las barreras de acceso derivadas de las distancias entre 
los lugares de habitación de los estudiantes y sus familias y respecto de los lugares donde se 
encuentran ubicadas las instituciones educativas, y que en particular, se busca garantizar 
dentro de los criterios de focalización y priorización de la población víctima. 

Cobertura de servicios digitales para el acceso a la educación (básica y superior) 

Estrategia de Conectividad Escolar 

Desde el Gobierno Central en cada una de las vigencias se prioriza la asignación especial de un 
porcentaje de los recursos del Sistema General de Participaciones (SGP) por el criterio de 
población atendida con destinación especial para el componente de conectividad en 
establecimientos educativos oficiales, las Secretarías de Educación Certificadas realizan los 
procesos administrativos y técnicos para la contratación de este servicio, contemplando las 
condiciones técnicas mínimas y de calidad que establecidas en el lineamiento técnico de 
conectividad escolar promovido desde el Ministerio de Educación Nacional, el cual es publicado 
en el micrositio de la estrategia y es socializado con las entidades territoriales, para que, acorde 
con las necesidades, estrategias y planes de desarrollo de los Gobiernos locales, se garantice el 
servicio de conectividad en los establecimientos educativos en la búsqueda de brindar la mayor 
cobertura y beneficio posible a la comunidad educativa. 
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Las entidades territoriales deben adelantar de manera prioritaria, los estudios técnicos de 
viabilidad con los proveedores de servicios de internet disponibles en la región, el estudio de 
mercado necesario para estructurar el proyecto de conectividad escolar, evaluar y determinar 
la mejor opción de contratación de acuerdo con lo establecido en el estatuto general de 
contratación y, presentar la propuesta al Ministerio de Educación Nacional para su evaluación 
y emisión de viabilidad técnica previo a continuar con el proceso para la celebración de la 
contratación en las sedes educativas. 

Proyecto Centros Digitales  

Este proyecto contempla la instalación de 14.057 puntos de Internet gratuito para colegios y 
comunidades aledañas en zonas rurales del país con beneficio en el servicio hasta el 2031, de 
esos centros digitales proyectados 13.675 serán instalados en sedes educativas. Con corte a 
diciembre 2024 se encontraban en operación 13.147 sitios al servicio de la comunidad 
educativa. 

En el marco del Plan Nacional Decenal de Educación - PNDE 2016-2026, el Sexto Desafío 
Estratégico, relacionado con Impulsar el uso pertinente, pedagógico y generalizado de las 
nuevas y diversas tecnologías para apoyar la enseñanza, la construcción de conocimiento, el 
aprendizaje, la investigación y la innovación, fortaleciendo el desarrollo para la vida. Se 
encuentran definidos los Lineamientos estratégicos desde la infraestructura, específicamente 
relacionados con la conectividad escolar tales como: 

• Garantizar la infraestructura tecnológica y las condiciones físicas y de conectividad de 
las instituciones educativas oficiales en todo el territorio nacional, priorizando las zonas 
con mayores necesidades. 

• Garantizar la infraestructura tecnológica pertinente y adecuada para favorecer la 
inclusión en procesos de aprendizaje de todas las poblaciones. 

• Fomentar mecanismos de articulación interinstitucional para el uso compartido y 
óptimo de infraestructura tecnológica. 

El Plan Nacional de Desarrollo “Colombia Potencia Mundial de la Vida” 2022 – 2026 y las 
apuestas transformacionales definidas en este, relacionadas con Transformación No. 2: 
Seguridad humana y justicia social propone ocho apuestas estratégicas que permitirán 
materializar su enfoque, para hacer de Colombia una potencia mundial de la vida, dentro de las 
cuales se ha incluido “Potenciar la conectividad y la alfabetización digital a toda la comunidad 
para garantizar una sociedad del conocimiento.” Es decir, se reconoce la conectividad digital 
como un generador de oportunidades, riqueza, igualdad y productividad. 

Zonas Comunitarias para la Paz 

Este proyecto está orientado a proveer la instalación, puesta en servicio y operación de 1.262 
soluciones de acceso comunitario a Internet, a través de zonas WiFi, ubicadas en centros 
poblados, localidades o comunidades rurales de municipios cobijados por los Programas de 
Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET. 

Estas soluciones de conectividad operarán hasta julio de 2026 y se instalarán en sedes 
educativas rurales oficiales que no cuentan con el servicio de conectividad, beneficiando a 162 
municipios PDET de 19 departamentos del país. 

Cada ZCP contará con 2 puntos de acceso a Internet, uno ubicado al interior de la institución 
pública que beneficiará a estudiantes y docentes en su jornada académica, y el otro se 
encontrará en la parte exterior para provecho de la comunidad aledaña, quienes podrán 
acceder al servicio de Internet de manera gratuita desde sus propios dispositivos móviles, 
tabletas o computadores portátiles. 

Para la implementación de este proyecto, el 6 de octubre de 2023 fue suscrito el Contrato 
Interadministrativo No. 1183 de 2023 entre el Fondo Único de TIC, la Agencia de Renovación 
del Territorio - ART y FINDETER, con el siguiente objeto: “Prestar el servicio de Asistencia 
Técnica Integral orientado a proveer la planeación, diseño, instalación, puesta en servicio y 
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operación de las soluciones de acceso comunitario a Internet a través de zonas WiFi, 
denominadas Zonas Comunitarias para la Paz en el territorio nacional, bajo las condiciones que 
establece el anexo técnico”.   

Con corte a diciembre 2024 se encontraban en operación 1.145 sitios al servicio de la 
comunidad educativa. 

Iniciativas Privadas  

Desde COMCEL S.A., se cuenta con el programa de ESCUELAS CONECTADAS CLARO POR 
COLOMBIA, el cual tiene enfoque social y como objetivo general brindar internet gratuito en las 
salas de tecnología de Instituciones y/o Centros Educativos, contribuyendo al acceso de 
herramientas académicas para los estudiantes de Colombia. 

En este sentido, las sedes educativas que se benefician o beneficiarán por parte de la 
conectividad que se brinda por cada uno de los proyectos descritos previamente desarrollados 
desde el nivel central y territorial, desde la gestión del Ministerio de educación Nacional y los 
proyectos a cargo del Ministerio de Tecnologías de la Información y las comunicaciones y las 
iniciativas privadas es: 

Con corte a diciembre 2024 se encontraban en operación 540 sitios al servicio de la comunidad 
educativa. La suma de estos esfuerzos permitió que con corte al segundo semestre de la vigencia 
2024 se contara con el 74.78% de la matrícula oficial con acceso a Internet, es decir, 5.546.390 
estudiantes en 24.993 colegios públicos cuentan con las herramientas para superar los 
profundos problemas de desigualdad y abrir las puertas para la alfabetización digital en todo el 
país.  

Con la finalidad de minimizar la brecha digital, el gobierno nacional se ha comprometido con 
garantizar conectividad y acceso a Internet para los estudiantes de preescolar, básica y media 
en Colombia, hecho este que ofrece beneficios significativos que contribuyen al desarrollo 
educativo y social del país.  

El acceso a Internet en las escuelas es crucial para la integración efectiva y el aprovechamiento 
de las oportunidades educativas que ofrecen las TIC, permitiendo mejorar la calidad y la 
equidad educativa y contribuye al desarrollo integral de los estudiantes, promoviendo la 
igualdad de oportunidades y preparándolos para los desafíos del futuro. 

Presupuesto para Fondo de Víctimas y Gratuidad (Educación Superior) 

Frente a la atención de la población VDF en educación superior, se ha dispuesto como estrategia 
transversal la Política de Gratuidad en la Matrícula, que se ha contemplado como una estrategia 
progresiva que propende por la garantía de la prestación del servicio educativo en la modalidad 
de educación superior a la población del país, en este sentido.  

En el año 2024, se realizó la implementación de la Ley 2307 de 2023 y su Decreto Reglamentario 
2271 de 2023, dónde se conserva la instrucción dentro de los criterios de priorización la 
población víctima del conflicto armado.  

En el mismo sentido, se ha adoptado la estrategia determinada con el Fondo de Reparación para 
la Población Víctima del Conflicto Armado, por medio del cual el Ministerio de Educación 
Nacional, velando por la garantía de la prestación del servicio educativo, en el marco de la 
educación superior, ha realizado aumento en la disposición de fondos para el “FONDO DE 
PREPARACION PARA EL ACCESO, PERMANENCIA Y GRADUACION EN EDUCACION SUPERIOR 
PARA LA POBLACION VICTIMA DEL CONFLICTO ARMADO EN COLOMBIA”, en dicho entendido, 
es menester hacer énfasis en que el presupuesto se aumentó de $8.910.000.000, asignados para 
la vigencia 2022, a $102.572.730.000, en la vigencia del año 2024, determinando así un 
incremento sustancial en el presupuesto del fondo, que ha permitido la atención efectiva de un 
mayor número de población VDF.  En tal sentido, debe tomarse en cuenta que esta estrategia 
de atención ha beneficiado alrededor de 2300 estudiantes desde el momento de su 
promulgación y hasta la vigencia del año 2024. 
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4.1.3. Análisis de batería de indicadores del componente   
 

Con respecto a los indicadores de cumplimiento de la sentencia T-025 de 2004, así como los 
Autos de seguimiento proferidos por la Corte Constitucional, es necesario hacer referencia al 
umbral de superación del ECI en materia de educación, el cual necesariamente deberá sujetarse 
a variables de asistencia escolar, deserción, repetición, apoyos necesarios para la alimentación, 
transporte escolar, y terminación del ciclo secundario. En este sentido, el porcentaje de 
personas desplazadas entre 5 y 17 años de edad que asisten a un establecimiento educativo es 
por lo menos igual al del total de la población comparable en esas edades; la tasa de deserción 
intra-anual de niños y niñas desplazados entre 5 y 17 años de edad no supera la tasa de 
deserción intra-anual de la población comparable; la tasa de repetición anual de niños y niñas 
desplazados entre 5 y 17 años de edad no supera la tasa de repetición anual de la población 
comparable; el porcentaje de estudiantes desplazados entre 5 y 17 años de edad en colegios 
oficiales, que reciben alimentación escolar, es por lo menos igual al porcentaje del total de 
estudiantes vulnerables de los colegios oficiales que en dicho rango de edad reciben este apoyo; 
los estudiantes entre 5 y 17 años de edad que requieren transporte para ir al colegio lo reciben 
directamente o través de un subsidio; el porcentaje de niños y niñas de 18 años de edad víctimas 
de desplazamiento que terminan el ciclo secundario es igual al de los niños y niñas del conjunto 
de la población comparable del país. 

Así las cosas, es necesario mencionar que los Indicadores de Garantía de Derecho (IGED) 
contemplan cinco (5) indicadores para el componente de asistencia y atención relacionados con 
el derecho a la educación. Estos indicadores realizan un seguimiento sobre el comportamiento 
de la asistencia escolar, alimentación, transporte, deserción y repitencia escolar en NNAJ entre 
5 a 17 años VDF. 

Los indicadores de cumplimiento del Derecho a la Educación se miden a través de cinco 
indicadores principales y uno asociado a la asistencia. Estos indicadores están formulados para 
evidenciar: Porcentaje de VDF entre 5 y 16 años matriculados en educación preescolar, básica 
o media en el último año lectivo; Porcentaje de VDF de 17 años matriculados a la educación 
preescolar, básica o media en el último año; Tasa de deserción intra anual de VDF entre 5 y 17 
años; Tasa de repitencia anual de VDF entre 5 y 17 años; Porcentaje de VDF entre 5 y 17 años 
que se matricularon y recibieron alimentación en la institución educativa en el último año 
lectivo; y Porcentaje de VDF entre 5 y 17 años que se matricularon y recibieron transporte 
escolar en el último año. 

Al respecto de los resultados particulares de cumplimiento y cobertura, referentes al ECI 
declarado por la sentencia T – 025 de 2004, es posible asegurar que existe un paulatino 
incremento de los resultados de indicadores de matrícula y el porcentaje de NNAJ que reciben 
alimentación en el centro educativo, mientras los indicadores para deserción, repitencia y 
transporte presentan gran variabilidad, no asociada a ninguna variable sistemática, y sin una 
evidencia fáctica que permita determinar la incidencia que pudo tener la anómala presencia de 
la pandemia por Covid 19. 

Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado entre 5 y 17 años que se encuentran 
matriculados en educación preescolar, básica o media en el último año lectivo 
(principal): Para el año 2022, se registra una mejora de 0,7 p.p. en comparación con el 2021. 
Para el 2023, se llegó al 87,26%, y el 2024 aumentó al 88,9%, lo que representa un aumento de  

Tasa de repitencia anual de víctimas de desplazamiento forzado entre 5 y 17 años 
(principal): Para el año 2019 se presenta la tasa más baja donde el 2,13% de las Víctimas de 
desplazamiento forzado entre 5 y 17 años fueron matriculados en el mismo grado que el año 
anterior (repitentes). El pico más alto se identifica en el año 2022, evidenciando detrimento en 
comparación con las tasas de años anteriores, por ejemplo, en comparación con el año 
inmediatamente anterior se registra un aumento de 1,6 puntos porcentuales, asimismo, en 
promedio el crecimiento interanual de la tasa ha sido de 0,92%. Para el año 2024 se registró 
una reducción de 16.408 NNA en condición de repitencia escolar frente a 2023, evidenciando 
una mejora en la promoción académica de esta población.  

Tasa de deserción intra-anual de víctimas de desplazamiento forzado entre 5 y 17 años 
(principal): Para el año 2020 se presenta la tasa más baja donde el 3,05% de las Víctimas de 
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desplazamiento forzado entre 5 y 17 años que habiéndose matriculado en el último año lectivo 
desertaron antes de terminar el mismo. El pico más alto se identifica en el año 2022 (4,68%), 
evidenciando detrimento en comparación con las tasas de años anteriores, por ejemplo, en 
comparación con el 2020 se registra un aumento de 1,6 puntos porcentuales. Para el año 2023 
la tasa de deserción escolar fue del 4,37%, evidenciándose una reducción constante, pues la 
tasa del 2024 fue de 4,19%. 

Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado entre 5 y 17 años que se matricularon 
y recibieron transporte escolar en el último año lectivo (principal): Para el año 2023, con 
el indicador de resultados de transporte escolar, se registró un porcentaje de 63,57%, y en el 
2024, el porcentaje de cobertura fue de 56,66%. Esta reducción de 6,9 p.p. y 12.160 NNA 
afectados podría impactar de manera negativa la permanencia escolar de esta población.  

Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado entre 5 y 17 años que se matricularon 
y recibieron alimentación en la institución educativa en el último año lectivo (principal): 
El 2016 registra el menor porcentaje de cumplimiento donde el 45,93% de las Víctimas de 
desplazamiento forzado entre 5 y 17 años que habiéndose matriculado recibieron un 
complemento alimentario en el marco del Programa de Alimentación Escolar, sin embargo, a 
partir de este año se presentan incrementos de 5,35% en promedio año a año. Durante el 2022 
se registra la mayor cifra de cumplimiento (72,66%). Además, comparado con el año anterior, 
se registra un crecimiento de 0,6 puntos porcentuales, pero en comparación con el 2016 se 
registra un incremento de 26,7 puntos porcentuales. Para el año 2024 se registra el mayor 
porcentaje de cumplimiento de este indicador, alcanzando un 76%, con un avance 0,86% 
respecto del año inmediatamente anterior.  

4.1.4. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Basado en lo expuesto en el presente informe, el Gobierno nacional, en materia de la garantía 
del derecho a la educación, le solicita de manera respetuosa al alto tribunal, lo siguiente:  

Declarar un nivel alto de cumplimiento en las órdenes proferidas por la Sala Especial de 
Seguimiento para el goce efectivo del derecho a la educación de niños, niñas y adolescentes 
víctimas de desplazamiento forzado, así como declarar un avance significativo en la superación 
de las falencias de política pública que la Corte Constitucional identificó en el Auto 373 de 2016 
en materia de educación. 

La solicitud de ascender el nivel de cumplimiento del derecho a la educación se basa en el 
reconocimiento de las acciones desarrolladas por el MEN para avanzar en la búsqueda activa, 
vinculación, acceso y permanencia al sistema escolar de NNAJ entre los 5 y 17 años víctimas de 
desplazamiento, así como las acciones realizadas para las niñas y niños en primera infancia 
accedan a educación inicial en el marco de la atención integral. En ese sentido, desde el MEN se 
han movilizado los diferentes ámbitos de la administración y prestación del servicio educativo 
(establecimientos educativos, secretarías de educación de entidades territoriales certificadas y 
el Ministerio de Educación Nacional - MEN-) en función de asegurar el goce efectivo del derecho 
a la educación a través del acceso, la acogida, el bienestar y la permanencia en el sistema 
educativo de la población víctima del conflicto interno armado y que se encuentra en situación 
de desplazamiento forzado. 

 

4.1.5.  Anexos   
 

 Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente educación  
Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones  
Anexo 3. Soportes del avance de las acciones.  
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4.2. Retornos y Reubicaciones 
 

 

4.2.1. Introducción 
 

De acuerdo con la metodología de trabajo aprobada en las sesiones técnicas adelantadas por la 
Corte Constitucional en el marco del Auto 310 de 2023, se identificaron, dentro del componente 
de retornos y reubicaciones, dos falencias estructurales asociadas a bloqueos institucionales 
que afectan negativamente el goce efectivo de los derechos de la población desplazada. 

Frente a estas falencias, la Unidad para las Víctimas ha venido desarrollando acciones desde su 
rol como coordinadora del Sistema Nacional para la Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (SNARIV), como responsable de los procesos de retorno y reubicación, y como entidad 
encargada de implementar la política pública de atención a las víctimas en Colombia. 

Dichas acciones se han enfocado en: 

1. La definición de lineamientos técnicos para el acompañamiento a los procesos de 
retorno y reubicación; 

2. Avanzar en la reglamentación de asuntos que requieren atención específica o que 
responden a cambios normativos recientes incorporados en la política pública; y 

3. La incidencia institucional para abordar temas que, si bien exceden la competencia 
directa de la Unidad, impactan directamente en el acompañamiento a la población 
desplazada incluida en el Registro Único de Víctimas (RUV) por este hecho victimizante 
y que ha manifestado su intención de retornar o reubicarse. 

 

4.2.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En el marco de la estrategia de seguimiento definida por la Corte Constitucional para abordar 
el fenómeno del desplazamiento forzado, la Unidad para las Víctimas ha reafirmado la 
necesidad de implementar acciones concretas y articuladas que permitan la efectiva 
materialización del componente de retornos y reubicaciones. Estas acciones se conciben como 
medidas de carácter definitivo, orientadas a superar las condiciones de vulnerabilidad que 
enfrentan las víctimas, y a generar entornos propicios para su estabilización socioeconómica y 
la restitución integral de sus derechos. 

Desde una perspectiva de derechos, y en cumplimiento de los principios 
de corresponsabilidad, articulación interinstitucional y sostenibilidad, se reportan los avances, 
ajustes y propuestas normativas e institucionales que han sido implementadas para fortalecer 
el acompañamiento a la población víctima durante los procesos de retorno y reubicación. En 
este sentido, se reconoce que la superación del desplazamiento forzado no se limita al acto físico 
de regresar o reubicarse, sino que exige condiciones estructurales que garanticen el pleno goce 
de sus derechos, reconstrucción de sus proyectos de vida y garantías de no repetición, entre 
otras.  

En particular, se destaca la adopción del enfoque de seguridad humana como principio rector 
de los procesos de acompañamiento institucional, en coherencia con la reciente expedición de 
la Ley 2421 de 2024, que incorpora de manera expresa este enfoque en la normativa de 
atención a víctimas. Este enfoque amplía la visión tradicional de seguridad, integrando 
dimensiones como el acceso a medios de vida, salud, educación, vivienda digna y participación 
comunitaria, reconociendo a las víctimas como sujetos activos en la reconstrucción de sus 
proyectos de vida. 

Asimismo, se detallan los avances en materia de ajustes normativos con enfoque de soluciones 
duraderas, en línea con los estándares internacionales establecidos por el ACNUR y el marco de 
la Agenda 2030, así como las acciones de fortalecimiento de capacidades institucionales y 
técnicas mediante estrategias de articulación con entidades territoriales y con el Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV). 
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El desarrollo de estas acciones responde no solo a las recomendaciones formuladas por la Corte 
Constitucional en el marco del seguimiento al Estado de Cosas Inconstitucional, sino también a 
las nuevas disposiciones normativas incorporadas en la Ley 2421 de 2024, que refuerzan la 
política pública de atención a víctimas en los componentes de retorno y reubicación, y exigen 
una respuesta integral, coordinada y sostenible por parte del Estado. 

Considerando que el plan de acción fue diseñado por componentes, a partir de las falencias 
estructurales identificadas en cada uno de ellos - falta u omisión del acompañamiento 
institucional a la población desplazada y ausencia de corresponsabilidad, solidaridad o 
concurrencia misional por parte de las entidades del SNARIV - , se propende en presentar los 
avances y gestiones obtenidos con la implementación de las acciones previstas, orientadas a 
superar las barreras persistentes en el acompañamiento a la población víctima que ha 
manifestado su intención de retornar o reubicarse. En síntesis, el fortalecimiento del 
componente de retornos y reubicaciones requiere una acción coordinada, sostenida y basada 
en derechos. 

 

Falencia: Falta u omisión del acompañamiento institucional a la población desplazada 

que solicita apoyo en el componente de retorno o reubicación. 

Corresponde a una debilidad en la respuesta institucional oportuna, articulada y efectiva frente 
a las solicitudes de acompañamiento formuladas por la población víctima de desplazamiento 
forzado que manifiesta su intención de retornar o reubicarse. Al respecto, la Unidad para las 
Víctimas incluyó dentro del plan de acción, dos acciones enfocadas en generar un 
acompañamiento efectivo e idóneo a la población incluida en el Registro Único de Víctimas por 
el hecho victimizante de desplazamiento forzado, siendo estas: i) Caracterización de la 
población desplazada en el componente de retornos, reubicaciones e integración local, con 
código 4.2.1.1. ii) Adopción del enfoque de seguridad humana en el acompañamiento en el 
componente de retornos y reubicaciones, con código 4.2.1.2. 

Frente a la primera, caracterización de la población desplazada en el componente de retornos, 
reubicaciones e integración local, la Unidad para las Víctimas se encuentra desarrollado y 
formalizando un documento técnico que establezca una metodología de caracterización y 
georreferenciación a través de la cual se puedan identificar los riesgos y necesidades para la 
atención oportuna y pertinente de las personas víctimas de desplazamiento forzado que 
deciden voluntariamente retornar o reubicarse. 

En este sentido, a partir del mes de agosto de 2024 se llevaron a cabo mesas internas de trabajo 
con la participación de los equipos técnicos de la Unidad, con el objetivo de definir tanto las 
fuentes de información como los elementos necesarios para la operativización y el diseño del 
instrumento interno a través del cual se formalizará la metodología. Esta labor cobra especial 
relevancia ante la entrada en vigor de la Ley 2421 de 2024, que establece la necesidad de 
reglamentar dicha metodología. 

En desarrollo de este ejercicio, se realizó una sesión técnica el 13 de diciembre de 2024, en la 
que participaron equipos tanto de la Red Nacional de Información, como de Retornos y 
Reubicaciones. Durante esta jornada se avanzó en la consolidación de una única ruta 
metodológica para la caracterización de la población retornada, reubicada e integrada 
localmente, descartando la existencia de rutas paralelas y definiendo momentos secuenciales 
que permitan estructurar un proceso técnico, riguroso y progresivo. Dicha ruta contemplaba, 
en primer lugar, la revisión y consolidación de las fuentes internas disponibles sobre población 
que ha retornado o sido reubicada con acompañamiento institucional; en segundo lugar, la 
identificación de población que ha retornado sin acompañamiento estatal; y finalmente, el 
desarrollo de una caracterización ampliada e integral que incorpore criterios de arraigo y 
tipificación, con el propósito de robustecer el análisis socio-territorial y las acciones de 
seguimiento. Para ese momento, se propuso como acción transversal al proceso, considerar la 
inclusión del desarrollo de una solución tecnológica que permita el seguimiento permanente a 
la población caracterizada, facilitando la trazabilidad de los procesos de retorno y reubicación. 
Esta herramienta tecnológica, aunque no se considera como un momento específico dentro de 
la ruta, contribuiría al monitoreo a largo plazo. 

La importancia de la caracterización parte de la comprensión que del total de víctimas por el 
hecho victimizante de desplazamiento forzado, la Unidad para las víctimas solo puede dar 
cuenta de las personas acompañadas por la institucionalidad al retorno o reubicación, en un 
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porcentaje aproximado no mayor al 15%, mientras que se desconoce, el total de personas 
retornadas sin acompañamiento institucional, además de sus condiciones de vida y 
necesidades.  

Este proceso busca proporcionar insumos para el diseño y fortalecimiento de estrategias que 
garanticen el acompañamiento adecuado y la protección de derechos, en el marco de la 
reparación integral y la estabilización socioeconómica.  

En este sentido, es importante informar, aunque no corresponda al periodo del presente 
informe, que se dispone de un documento preliminar susceptible de ajustes que se espera esté 
listo para el primer semestre de la vigencia 2026, a través del cual se recogen las principales 
consideraciones legales, conceptuales y técnicas relacionadas con el componente de retornos y 
reubicaciones. Este documento incluye los criterios orientadores y los procedimientos para la 
identificación y valoración de riesgos y necesidades, con el propósito de garantizar una 
respuesta institucional integral. En consecuencia, el objetivo planteado es definir un proceso 
metodológico para identificar los riesgos y necesidades en la atención de la población víctima 
de desplazamiento forzado que retornó por sus propios medios, sin acompañamiento 
institucional. Este proceso busca aportar insumos que permitan diseñar y fortalecer estrategias 
orientadas a garantizar un acompañamiento adecuado y la protección efectiva de sus derechos, 
en el marco de la reparación integral y la estabilización socioeconómica.  

En cuanto a la segunda acción, adopción del enfoque de seguridad humana en el 
acompañamiento en el componente de retornos y reubicaciones, resulta preciso señalar que la 
Unidad para las víctimas, venía promoviendo desde la expedición de la Ley 2272 de 2022 la 
introducción del concepto de seguridad humana en el acompañamiento a los procesos de 
retorno y reubicación, especialmente en las mesas de trabajo desarrolladas con el Ministerio de 
Defensa para la actualización de las directivas No. 26 de 2014 y 20 de 2015 emitidas por esa 
cartera en relación con la evaluación de las condiciones de seguridad por parte de la fuerza 
pública en los procesos de retornos y reubicaciones de la población víctima de desplazamiento 
forzado por la violencia, mismas en donde también se venía promoviendo lo relacionado con la 
formulación e implementación de los planes de acompañamiento que debe establecer la Fuerza 
Pública en el marco de los Comités Territoriales de Justicia Transicional, ante la persistencia 
con tendencia a incremento, de solicitudes de acompañamiento en retorno o reubicación a 
municipios con conceptos de seguridad desfavorables, en aras de propiciar condiciones de 
seguridad en los territorios, antes, durante y después de los traslados, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 2.2.7.7.29. del Decreto 1084 de 2015. 

Al respecto resulta preciso informar a la Honorable Corte que, dentro de los avances obtenidos, 
se resalta el acompañamiento al traslado en el marco del retorno de la población víctima de 
desplazamiento forzado del Resguardo Indígena Santa Rosa de Guayacan, coordinado desde la 
Unidad para las Víctimas durante la vigencia 2023, así como el traslado de la población víctima 
de desplazamiento forzado perteneciente al Consejo Comunitario de la Comunidad Negra de la 
Cuenca Baja del Río Calima, también coordinado desde la Unidad para las Víctimas en el marco 
de un proceso de retorno, durante la vigencia 2024, los cuales pudieron desarrollarse a partir 
de la implementación de un plan de acompañamiento propuesto desde la Unidad con un alcance 
social, sostenible y de protección y prevención.  

En este mismo sentido, cabe aclarar que, para ese momento, las acciones desarrolladas 
obedecían a una incidencia liderada desde la Unidad para las Víctimas, en línea con lo 
establecido no solo en el marco del plan de acción diseñado y entregado a la Corte como 
respuesta al auto 310 de 2023, sino también en lo definido a través de la Ley 2272 de 2022, la 
cual desarrolla el concepto de seguridad humana, concebido en el marco de la política pública 
de víctimas como un enfoque transversal. 

Bajo esta perspectiva, el principio de seguridad humana resulta complementario del principio 
de seguridad al incorporar una visión integral que contempla además de las personas, los seres 
sintientes y la naturaleza de aquellos lugares en donde las víctimas de desplazamiento forzado 
han decidido permanecer. 

No obstante, con la entrada en vigencia de la Ley 2421 de 2024, esta iniciativa adquiere un 
nuevo impulso, al haberse incorporado de manera explícita el concepto de seguridad humana 
dentro de los principios generales de la ley y haberse establecido dentro las modificaciones al 
artículo 66 de la Ley 1448 de 2011 que en lo relacionado con la (…) existencia de condiciones de 
seguridad para permanecer en el lugar elegido, (…) la interpretación deberá hacerse de 
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conformidad con el principio de seguridad humana (…)16. En esta misma línea, resulta preciso 
señalar que con la incorporación del concepto como principio de Ley 1448 de 2011 también se 
establecieron como competentes frente a su garantía el Ministerio de Defensa y el Ministerio 
del Interior. 

En este sentido, la UARIV como coordinadora del SNARIV, apoyará y promoverá espacios de 
diálogo que permitan avanzar en la construcción de los lineamientos para la apropiación y 
aplicación del principio de seguridad humana en los procesos de retornos y reubicaciones, de 
conformidad con lo establecido en la normativa vigente. 

Ahora bien, en lo relacionado con su apropiación, se prevé un lapso amplio en el desarrollo de 
los procesos de retorno y reubicación, considerando que debe incluirse dentro del 
acompañamiento una respuesta estatal integral adaptada al contexto del territorio o el lugar al 
que desea ser acompañada la población víctima de desplazamiento forzado en virtud de lo 
establecido en el inciso 3 del artículo 24 de la Ley 2421 del 2024. A pesar de que persiste la 
falencia, es dable indicar que la entidad ha avanzado en el desarrollo de diálogos constructivos 
en pro de resolver las situaciones identificadas en su interior y que impactan de manera 
negativa en el acompañamiento de la población víctima de desplazamiento forzado.  

 

Falencia: Ausencia de corresponsabilidad, solidaridad o concurrencia misional por parte 

de las entidades del SNARIV. 

Esta falencia está relacionada con la baja convergencia entre las competencias de las entidades 
nacionales y territoriales a la que se suma la falta de integralidad de la oferta nacional. Al 
respecto, la Unidad para las Víctimas incluyó dentro del plan de acción, dos acciones orientadas 
hacia el fortalecimiento en la articulación de las entidades que integran el SNARIV siendo estas: 
i) Ajustes normativos con enfoque de soluciones duraderas, con código 4.2.1.3. ii) 
Fortalecimiento de capacidades bajo una estrategia de corresponsabilidad con las entidades del 
orden territorial y nacional, con código 4.2.1.4. 

De esta manera, frente a lo relacionado con el desarrollo de ajustes normativos con enfoque de 
soluciones duraderas, resulta preciso informar a la Honorable Corte del trabajo que se 
desarrolló en la vigencia 2024 entre el DNP, el DPS y la UARIV para la construcción del CONPES 
de Soluciones Duraderas. Este instrumento de política pretende no solo fortalecer la acción 
institucional mediante el desarrollo de estrategias intersistémicas que superen la 
fragmentación sectorial y permitan una planificación más coordinada y focalizada en los 
derechos de la población desplazada con mayores rezagos, sino también, fortalecer las 
capacidades individuales y comunitarias, potenciando la autonomía de las víctimas de 
desplazamiento forzado y convirtiéndolos en actores clave de su propio desarrollo, así como en 
la reconstrucción del tejido social. 

En este sentido, conviene informar que con corte al 31 de diciembre del 2024 se llevó a cabo en 
el proceso de construcción y diseño del CONPES de Soluciones Duraderas, las siguientes etapas: 

1. Definición del enfoque de soluciones duraderas adaptado al contexto colombiano.  

2. Diálogos con personas expertas. Gracias a la iniciativa de la Comisión Ciudadana de 
Seguimiento a la Política Pública de Desplazamiento Forzado, CODHES y el ACNUR, se 
realizaron 5 diálogos que permitieron conocer recomendaciones de personas expertas, 
provenientes de la academia, la comunidad internacional, especialmente de agencias 
del sistema de Naciones Unidas en Colombia y de organizaciones de la sociedad civil, 
para recibir recomendaciones alrededor de los elementos clave necesarios para el 
diseño de una política pública de soluciones duraderas, entre los que se encuentran 
principalmente recomendaciones sobre el enfoque general, generación de ingresos, 
vivienda y desarrollo rural.  

Lo anterior con el ánimo de promover el ajuste de lineamientos conceptuales, técnicos y 
operativos que apalancan la concurrencia de las entidades que tienen competencia misional, en 

 
16 “Cuando no existan las condiciones de seguridad para permanecer en el lugar elegido, las víctimas deberán 

acercarse al Ministerio Público y declarar los hechos que generen o puedan generar su desplazamiento. Esta 

disposición se interpretará de conformidad con el principio de seguridad humana y con el parágrafo 4 del artículo 

66A sobre voluntariedad, previstos en esta ley. Inciso 3 artículo 24 Ley 2421 (2024)” 
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la implementación de las acciones de acuerdo con las dinámicas propias de cada territorio, 
siendo la convergencia institucional un elemento fundamental en el apalancamiento de las 
soluciones duraderas para la población desplazada impactando de manera positiva en la 
población vulnerable de los lugares de acogida en donde las víctimas han decidido permanecer. 

De otro lado, en cuanto al fortalecimiento de capacidades bajo una estrategia de 
corresponsabilidad con las entidades del orden territorial y nacional, se han coordinado y 
desarrollado jornadas de articulación y formación con entidades territoriales y entidades del 
SNARIV en temas relacionados con la validación de los conceptos de seguridad, seguimiento a 
la implementación de la política pública de víctimas, análisis a planes de acción y 
fortalecimiento del SNARIV. 

Lo anterior, con el objetivo de mejorar las capacidades técnicas de las entidades en relación con 
la articulación de los planes de retorno y reubicación con los instrumentos de planeación 
territorial como el Plan de Acción Territorial. Bajo esta misma línea, es preciso señalar que el 
acompañamiento en el marco de la asistencia técnica y la articulación que se brinda a las 
Entidades Territoriales, provee a estas con elementos para articular oferta y recursos con los 
niveles departamentales y nacionales; asimismo, brinda herramientas técnicas que resultan 
fundamentales para la operativización del acompañamiento en los procesos de retornos, 
reubicaciones e integración local, como sucede en lo relacionado con las orientaciones 
brindadas frente al procedimiento para la validación de los conceptos de seguridad, al tratarse 
de elementos requeridos para determinar la viabilidad de los acompañamientos en cualquiera 
de sus modalidades.  

En este sentido, al tratarse de una acción cuya naturaleza responde fundamentalmente a 
dificultades estructurales asociadas con la baja convergencia en la articulación de competencias 
entre los niveles nacional y territorial —problemática abordada de manera integral en el 
componente de coordinación nación–territorio—, se considera más eficiente y coherente 
concentrar los esfuerzos institucionales en la implementación de las medidas contempladas en 
dicho componente, dado su carácter transversal en la ejecución de la política pública de 
víctimas. En consecuencia, y con el fin de evitar duplicidades operativas y optimizar la 
asignación de recursos, se propone la eliminación de esta acción del componente de retornos y 
reubicaciones. 

 

4.2.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales  
 

En el marco del componente de retornos, reubicaciones e integración local, las acciones 

incluidas en el plan de acción entregado a la Corte Constitucional se articulan en torno a la 

necesidad de contribuir a la configuración de condiciones que permitan a las víctimas del 

desplazamiento forzado reconstruir su proyecto de vida en el territorio en el que hayan elegido 

permanecer, ya sea a través del retorno, la reubicación o la integración local. 

En este sentido, varias de las acciones propuestas en el marco del plan de acción entregado a la 

Honorable Corte, se encuentran relacionadas entre sí, pues responden a una lógica de 

intervención por parte de las entidades del Estado de manera secuencial, gradual y 

complementaria. En primer lugar, la caracterización de la población desplazada que se 

encuentra en estos procesos constituye un punto de partida fundamental pues busca identificar 

las condiciones actuales, necesidades y capacidades específicas de las víctimas en cada una de 

las fases o modalidades de solución, permitiendo que las intervenciones institucionales sean 

más pertinentes y diferenciadas. 

De esta manera los resultados obtenidos del ejercicio de caracterización se constituirán en un 

insumo clave para el diseño de la Estrategia Integral de Intervención Territorial, la cual tiene 

como propósito articular la oferta pública de las políticas nacionales, departamentales, 

distritales y municipales en materia de ayuda humanitaria, atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas. Esta articulación se enmarca en lo establecido por la Ley 2421 de 2024, 

que modifica la Ley 1448 de 2011 e incorpora ajustes sustanciales a la política pública de 

víctimas, los cuales, una vez reglamentados, tendrán un impacto directo en las acciones 

propuestas en el Plan de Acción presentado por la institucionalidad. 
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En este contexto, y considerando que la estabilización socioeconómica de las víctimas de 

desplazamiento forzado acompañadas en procesos de retorno, reubicación o integración local 
depende en gran medida del acceso efectivo a la oferta institucional —fundamental para 

avanzar en la superación de su situación de vulnerabilidad—, se resalta que el fortalecimiento 

de la coordinación entre los niveles nacional y territorial resulta determinante para superar las 

barreras existentes en la articulación institucional, lo que redunda en una mejora sustancial del 

acompañamiento a estas poblaciones y en el avance efectivo hacia la garantía de sus derechos. 

Vale la pena señalar que, mientras avanzan los ejercicios de reglamentación de las 

modificaciones incorporadas a la política pública de víctimas a través de la Ley 2421 de 2024, 

y en concordancia con lo propuesto en el Plan de Acción presentado ante la Honorable Corte 

Constitucional en respuesta al Auto 310 de 2023, se ha dispuesto de un documento técnico que 

establece lineamientos para la focalización y territorialización de la política pública de atención 

a víctimas. Este documento incluye la definición de criterios de acceso, permanencia y salida, 

sustentados en análisis socioeconómicos y estimaciones de costos, y fue emitido por el 

Departamento Nacional de Planeación (DNP) el 31 de diciembre de 2024. Su adopción 

representa un avance concreto en el marco de la acción identificada con el código 1.2.1.4., 

reportada en el capítulo del componente de Coordinación Nación-Territorio.  

Teniendo en cuenta que la atención territorializada que demanda este componente requiere 

también de entidades locales con capacidad técnica e institucional para implementar las 

medidas previstas en la política pública, la acción identificada con el código 1.2.2.1 a través de 

la cual se propone la reformulación de la estrategia de asistencia técnica territorial se concibe 

como un medio para fortalecer la gestión en el nivel territorial a partir de la flexibilización de 

oferta y la emisión de lineamientos por parte de las entidades del nivel nacional, considerando 

la heterogeneidad en capacidades y contextos institucionales, lo cual se espera tenga injerencia 

en el liderazgo que deben ejercer las entidades territoriales del orden local, en los procesos de 

retorno, reubicación e integración local. 

A todo lo anterior se suman las acciones desarrolladas en relación con el mejoramiento de la 

interoperabilidad y simplificación de los sistemas, de manera que la información sirva como 

soporte técnico para la toma de decisiones y la coordinación interinstitucional, especialmente 

en los procesos que involucran múltiples actores y niveles de gobierno a los cuales se suman 

las articulaciones interinstitucionales y el despliegue de actividades relacionadas con la 

adopción del principio de seguridad humana durante el acompañamiento a los procesos de 

retorno y reubicación, lo que implica considerar de manera conjunta la seguridad física, el 

acceso a medios de vida, la protección social, el fortalecimiento comunitario y la mitigación de 

riesgos entre otros.  

Finalmente, para que estas acciones puedan consolidarse como parte de una respuesta estatal 

estructural, y no como esfuerzos puntuales, se hace necesaria una revisión del marco 

normativo. En este contexto, los ajustes normativos con enfoque de soluciones duraderas 

buscan precisamente generar condiciones que a largo plazo contribuyan a los procesos de 

estabilización socioeconómica de las víctimas, favoreciendo el acceso a una vida digna. 

De este modo, todas estas acciones se articulan entre sí y responden a una lógica común: que 

los procesos de retorno, reubicación e integración local se consoliden como un camino para la 

reconstrucción del proyecto de vida de las víctimas del desplazamiento forzado. Esto implica la 

definición de criterios técnicos claros, la incorporación de enfoques diferenciales y una 

coordinación institucional en el marco de la cual se pueda flexibilizar la oferta estatal, con el 

objetivo de asegurar respuestas sostenibles que, a mediano y largo plazo, contribuyan a que las 

víctimas puedan desarrollar autonomía y no dependan exclusivamente de las entidades del 

Estado para su estabilización.  
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4.2.4. Análisis de batería de indicadores del componente  

  

Indicador Principal: Porcentaje de personas víctimas solicitantes de acompañamiento 

que superaron su situación de vulnerabilidad. 

Al respecto resulta preciso señalar que con la implementación de los ajustes metodológicos 

establecidos en la Resolución 349 de 2024, solo es posible analizar el comportamiento del 

indicador para las mediciones que se realizaron a partir del corte de datos correspondiente al 

año 2023; en consecuencia, los resultados de las vigencias 2023 y 2024 no son comparables con 

los de los años anteriores.  

Ahora bien, frente a los resultados obtenidos por la SRNI en la medición realizada para la 

vigencia 2024, se refleja un incremento de 3 puntos porcentuales en el cumplimiento del 

indicador por encima del 11.14% obtenido con la medición realizada con corte de datos 

correspondientes a la vigencia 2023, los cuales se encuentran asociados a varios factores dentro 

de los que se resalta la activación de oferta institucional en beneficio de las víctimas del 

desplazamiento forzado. Esto, teniendo en cuenta que el acompañamiento institucional se 

puede desarrollar a través de las acciones que de manera directa emprendan las entidades 

territoriales o del SNARIV mediante el diseño e implementación de oferta propia que se ajuste 

a los lineamientos y/o bajo la orientación técnica de la Unidad para las Víctimas.  

Sin embargo, a pesar del incremento previamente enunciado, este aun no supera el 15% del 

total del universo poblacional al que se refiere este indicador, evidenciándose entonces una 

persistencia en las falencias en lo que respecta, especialmente, a la articulación 

interinstitucional y el acceso a oferta, toda vez que el 85.05% de la población víctima de 

desplazamiento forzado que solicita acompañamiento en un proceso de retorno, reubicación o 

integración local aun no supera su situación de vulnerabilidad.  

  

Gráfico 1. Porcentaje de personas que solicitaron acompañamiento que superaron situación 

de vulnerabilidad 

 

Indicador Complementario: Porcentaje de personas víctimas que solicitan y reciben 

acompañamiento en retornos y reubicaciones 

Frente a este universo poblacional se observa en el análisis al comportamiento del indicador, 

que existe una importante brecha entre el número de víctimas de desplazamiento forzado 

incluidas en el RUV por este hecho victimizante, que solicitan acompañamiento en su proceso 

de retorno, reubicación o integración local y la capacidad institucional para responder a sus 

necesidades en este componente fundamental de la reparación.  

Al respecto, puede observarse que para la vigencia 2024 se mantiene la tendencia de baja 

efectividad que se venía evidenciando desde el año 2021, todo lo cual se encuentra 

estrechamente relacionado con la compleja situación que afronta el país, especialmente en lo 

relacionado con la persistencia del conflicto armado interno y su marcada concentración en 
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zonas específicas del país, como ocurre en los municipios geográficamente ubicados en el 

pacífico colombiano.  

En este mismo sentido, se identificó desde la Unidad para las Víctimas que, durante el 

acompañamiento a los procesos de retorno, reubicación o integración local, en 

aproximadamente el 46% de los casos, no es posible avanzar de manera significativa, bien sea 

porque no existen conceptos de seguridad en su estado favorable y vigente o porque se 

encuentran vencidos y en consecuencia no se tiene certeza sobre su estado real al momento del 

acompañamiento. 

A esta situación se suman las dificultades para el contacto de las víctimas, las cuales en la 

vigencia 2024 se aproximaron a un 16.53% de las solicitudes que fueron atendidas por la 

entidad a través del Sistema de Gestión de Víctimas. Estas dificultades responden a diversos 

factores, dentro de los que se incluye la falta de actualización de la información, así como las 

deficiencias frente al acceso a telecomunicaciones y/o internet. 

En este contexto, los resultados del indicador complementario para 2024 reflejan no solo una 

limitada capacidad institucional para responder a la demanda de acompañamiento en procesos 

de retorno, reubicación o integración local, sino también una serie de barreras estructurales 

que profundizan las brechas en el goce efectivo de derechos de la población víctima.  

Dicho así, este panorama exige un trabajo armónico de la institucionalidad bajo la convergencia 

de sus tres niveles de gobierno, en el marco de una estrategia integral de intervención territorial 

con enfoque de soluciones duraderas a través de la cual se contribuya de manera significativa 

al goce efectivo de derechos de las víctimas de desplazamiento forzado, como se propuso a lo 

largo del plan de acción presentado a la Corte, en consonancia con los recientes ajustes a la 

política pública de víctimas establecidos a partir de la entrada en vigencia de la Ley 2421 de 

2024. 

 

4.2.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código 
Redacción 

actual 

Ajuste 

solicitado 
Argumentos 

4.2.1.1. 

Caracterización 

de la población 

desplazada en el 

componente de 

retornos, 

reubicaciones e 

integración local 

• Cambio de 
redacción 

• Cambio en 
el plazo de 
implement
ación 

El artículo 24 de la Ley 2421 de 2024 realizó la 

modificación del artículo 66 de la ley 1448 de 

2011, que entre otros, adicionó el parágrafo 5 en 

donde se dispone que la Unidad para las víctimas 

deberá diseñar la metodología para la 

caracterización y georreferenciación de la 

población que se retorna, reubica o integra 

localmente sin acompañamiento; en este sentido 

se propone modificar la redacción de la acción de 

manera tal que esta se armonice con la 

disposición de carácter legal establecida en la 

mencionada Ley.  

 

La estrategia de caracterización se viene 

trabajando de manera articulada con la RNI desde 

la vigencia 2024, sin embargo, teniendo en cuenta 

los desafíos de la construcción e implementación 

de la metodología, se hace necesario contemplar 

como fecha implementación entre diciembre de 

2025 y enero de 2026. 

4.2.1.2. 

Adopción del 

enfoque de 

seguridad 

humana en el 

Cambio de 

redacción 

 

Esta acción se debe transformar en principio para 

que se establezcan los lineamientos o se 

reglamente lo relacionado con el principio de 

seguridad humana. De acuerdo con las 
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acompañamiento 

en el componente 

de retornos y 

reubicaciones. 

Cambio de 

Responsable 

 

Fecha de 

implementación 

de la acción 

competencias establecidas en la Ley 2421 de 

2024, este ejercicio deberán coordinarlo 

Ministerio del Interior y Ministerio de Defensa, de 

allí el cambio en el responsable. 

 

En cuanto a la fecha de la implementación, esta 

deberá prorrogarse al menos a diciembre del 

2026 a fin de que las entidades tengan el tiempo 

suficiente para desarrollar mesas las mesas de 

trabajo en el marco de las cuales se concertará y 

definirá lo relacionado con la operativización del 

principio de seguridad humana (Se deben incluir 

los criterios para su validación, así como las 

estrategias o espacios de articulación que deben 

confluir para poder garantizar la existencia de 

condiciones de seguridad)  

4.2.1.4. 

Fortalecimiento 

de capacidades 

bajo una 

estrategia de 

corresponsabilid

ad con las 

entidades del 

orden territorial y 

nacional 

Eliminación de la 

acción 

Se sugiere su eliminación, teniendo en cuenta que 

en el componente de nación – territorio se 

incluyeron en el plan de acción, acciones 

relacionadas con el fortalecimiento de 

capacidades institucionales, la articulación y 

coordinación territorial, así como la estrategia de 

corres-responsabilidad, en consecuencia, no se 

requiere su inclusión en el componente de 

retornos y reubicaciones ya que los procesos se 

desarrollaran en el marco de la misma estrategia. 

 

 

4.2.6. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Hasta tanto no se agoten las nuevas herramientas legislativas y reglamentarias con ocasión a la 
expedición de la Ley 2421 de 2024 no se requiere la intervención excepcional de la Corte. 

4.2.7. Anexos 
 

Los anexos del componente son los mismos que se cargaron en la carpeta compartida como 

soporte de cada forms diligenciado, más el documento análisis de los indicadores que remitió 

la RNI a RYR el pasado 01 de agosto y que está siendo analizado por el Grupo. 

1. Acta reunión Mindefensa_04jul2024 - Cabildo CentralVF y su anexo Esquema de 

Propuesta de Plan de Acompañamiento_ 05 Jul 2024 

2. Reunión Mesa Técnica Retornos Y Reubicaciones – SPPGNR 

3. Acta revisión temas SNARIV 11122024 

4. Acta Reunión SNARIV-PLANES RYR 25 de sept 

5. Acta asistencia técnica Distrito de Bogotá 06112024 

6. Acta asistencia técnica Tolima – 13112024 
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4.3. Generación de Ingresos 
 

 

4.3.1. Introducción 
 

Este reporte sobre la generación de ingresos para la población víctima es elaborado por las 

distintas entidades nacionales que desarrollan planes, programas o proyectos relacionados con 

este componente. Las entidades del Estado que participaron en la elaboración de este informe 

son: Banco Agrario, Unidad Administrativa Especial del Servicio Público de Empleo –UAESPE-, 

Servicio Nacional de Aprendizaje -SENA-, Ministerio de Comercio, Industria y Turismo -

MINCIT-, - Unidad para la Atención y Reparación Integral de las Víctimas - UARIV, 

Departamento Administrativo para la Prosperidad Social –DPS-, Agencia de Desarrollo Rural –

ADR-, Unidad de Restitución de Tierras –URT-, Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural –

Minagricultura-, Banco de Comercio Exterior de Colombia –Bancoldex-, Fondo para el 

Financiamiento del Sector Agropecuario – Finagro- y Ministerio del Trabajo –Mintrabajo-. 

La generación de ingresos para las víctimas aborda como elemento principal los avances en la 

estructuración de una Ruta de Generación de Ingresos que permita superar la desarticulación 

y dispersión que caracteriza la acción de las entidades del estado, y que ha sido señalada por la 

Corte Constitucional como la principal falencia para que este sector supere la situación de 

vulnerabilidad, en particular su sostenibilidad socioeconómica como derecho fundamental 

para una reparación integral y pleno restablecimiento de derechos. 

Igualmente está en curso la formulación del CONPES de trabajo digno y decente que va 

igualmente con el CONPES de soluciones duraderas a formular políticas y programas para el 

desarrollo de generación de ingresos para la población víctima. 

 

4.3.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En el componente de generación de ingresos subsisten tres falencias estructurales en la política 

pública que han impedido el goce efectivo de derechos a la población desplazada para el logro 

de su estabilización socioeconómica. 

La primera se refiere a las dificultades de articulación entre planes, programas y proyectos de 

las entidades encargadas de los temas de generación de ingresos para las víctimas del conflicto 

armado. Siguiendo las directrices de la Corte, la superación de esta falencia requiere el diseño 

concertado de la ruta de generación de ingresos. 

La segunda falencia consiste en las dificultades que tienen las entidades para la focalización, 

identificación y ubicación de las víctimas del conflicto armado, tanto para efectos de 

caracterización como para la inclusión en la oferta de programas. Finalmente, la tercera falencia 

que requiere la respuesta de las entidades de este componente, son los desajustes y falta de 

coherencia entre los programas ofertados por el Estado y las características de las poblaciones 

a atender y los territorios en los que viven. 

Frente a la dispersión y desarticulación de los programas. 

En el período señalado para este informe (septiembre – diciembre de 2024), se avanzó en la 

formulación, diseño y estructuración de la Ruta de Generación de Ingresos a través de un 

trabajo adelantado por la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos. 

Es necesario tener en cuenta dos aspectos claves que enmarcan el desarrollo de esta acción: de 

un lado, la complejidad que implica satisfacer el derecho a la generación de ingresos para las 

víctimas del desplazamiento forzado, como elemento central de la superación del estado de 

vulnerabilidad identificado por la Corte Constitucional, y que requiere de gran esfuerzo para 

avanzar en la superación de las falencias y bloqueos institucionales; y de otro, la confluencia de 
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distintos procesos conducentes a la estructuración de la Ruta de Generación de Ingresos, entre 

los que podemos mencionar principalmente: el desarrollo del plan de trabajo del Auto 310, la 
construcción del documento CONPES de Soluciones Duraderas con su componente estructural 

de generación de ingresos, y la implementación de lo dispuesto en la Ley 2421 de 2024, que 

modificó la 1448 de 2011. 

Si bien es cierto que la construcción de la Ruta de Generación de Ingresos se viene adelantando 

desde principios del año 2023 por parte de las entidades integrantes de la Mesa Estratégica, es 

claro que la confluencia con los procesos del documento CONPES de Soluciones Duraderas se 

da desde finales del año 2023 y durante el año 2024, y la expedición de la Ley 2421 se da en 

agosto 22 de 2024, con lo cual el desarrollo de esta acción está atravesado por la concurrencia 

de dichos procesos. 

Hacia finales de 2023 la UARIV, el DPS y el DNP avanzaron en la construcción de un documento 

estratégico que plantea las primeras aproximaciones a los contenidos y alcances de una política 

pública de Soluciones Duraderas. Este documento fue discutido con equipos misionales de las 

entidades que lideran la iniciativa, así como con los Ministerios del Trabajo, de Vivienda y 
Hábitat y Min Agricultura, cuyo principal resultado fue la identificación de los catalizadores de 

la política, como se observa en el gráfico que sigue: 

 

 

A partir de esta identificación general de elementos catalizadores se han realizado avances para 

la identificación del árbol de problemas, así como la profundización del diagnóstico. Además, se 

cuenta con un análisis del marco normativo, donde se incluyeron las reformas legislativas 

introducidas por la ley 2421 de 2024. Avanzando también en la definición de objetivos y líneas 

estratégicas de política pública. 

En relación con el proceso de construcción del CONPES de soluciones duraderas es preciso 

señalar cómo, a mediados del año 2024, el Gobierno Nacional toma la decisión de incorporar la 

construcción en curso de la política pública de generación de ingresos como un capítulo dentro 

del CONPES de soluciones duraderas, labor que al finalizar la vigencia 2024 no se había 

concluido. 

Se han venido desarrollando mesas técnicas con las entidades con el fin de completar el 

diagnóstico, definir de manera detallada los lineamientos generales de política y acercarse al 

primer borrador del Plan de Acción y Seguimiento del CONPES. 

Ilustración 1. Catalizadores de las Soluciones Duraderas en Colombia 
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Desde el mes de noviembre de 2024 se realizaron mesas de discusión con personas expertas 

tanto de la academia como de la sociedad civil, así como de la comunidad internacional, 
especialmente vinculadas al sistema de Naciones Unidas en Colombia, con el fin de recibir 

aportes y recomendaciones para un diseño eficiente del CONPES de Soluciones Duraderas. Es 

así como en todas estas acciones han estado participando de manera activa las entidades que 

conforman la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos. La formulación y promulgación del 

CONPES de soluciones duraderas, debe concluir en este segundo semestre del 2025. 

 

Generación de ingresos en lo rural. 

En relación con la Ruta de Generación de Ingresos en lo rural, queremos destacar el trabajo 

realizado por las entidades del sector, con el liderazgo del Ministerio de Agricultura y la 

participación de la URT, Banco Agrario y Finagro, que conjuntamente han venido desarrollando 

las particularidades de la ruta para la política pública de soluciones duraderas en el campo. 

La URT durante la vigencia 2024, destinó recursos presupuestales por valor ejecutado de 

$34.499millones de pesos, que correspondieron a un total de 742 órdenes judiciales, de las 

cuales a 431 órdenes se le dispersaron recursos por valor de $ 21.528 millones de pesos y 311 

órdenes quedaron constituidas en rezago presupuestal pendientes a dispersar los recursos por 

valor de $12.971; de esta forma se logró la atención de 742 familias restituidas con la 

implementación de los proyectos productivos en las líneas productivas y planes de negocios 

formulados. Estos proyectos fomentan la reactivación y armonización económica a las familias 

beneficiarias en los predios restituidos o compensados.  

Las órdenes de proyectos atendidas corresponden a 566 proyectos en predios restituidos 

rurales, 132 proyectos en predios restituidos urbanos, atendiendo un total de 698 núcleos 

familiares de víctimas solicitantes de restitución. Así mismo se atendieron 26 órdenes de 

proyectos productivos para familias de segundos ocupantes, de las cuales 24 órdenes se 

atendieron en suelo rural y 2 órdenes se atendieron en suelo urbano. 

Bajo una metodología de intervención individual concertada con las víctimas y en cumplimiento 

de las órdenes emitidas por jueces y magistrados especializados en restitución de tierras, el 

programa de proyectos productivos han desarrollado una labor importante en la 

reconstrucción de vida en las familias beneficiarias basados en los lineamientos establecidos en 

el Acuerdo No. 054 de 2023, otorgando montos no reembolsables, orientados a la dotación de 

bienes y servicios dirigidos a la implementación de la productividad agrícola, el 

emprendimiento, la recuperación productiva de los predios y al fortalecimiento de las 

capacidades de los beneficiarios, así como para propiciar nuevas habilidades y oportunidades 

que promuevan la reactivación económica de las familias beneficiarias de la política de 

restitución de tierras y el desarrollo rural integral de los territorios. 

Paralelamente, Finagro y Bancoldex han reportado avances orientados al fortalecimiento de 

proyectos productivos y acceso al crédito como herramientas clave para la reparación integral 

y la inclusión socioeconómica de la población víctima. En términos cuantitativos, durante el año 

2024 Finagro en la Línea Especial de Crédito para Victimas alcanzó 46.618 operaciones, con un 

valor total de $788.109 millones de pesos. La Línea en Convenio Finagro-UARIV, dirigida 

exclusivamente a víctimas, registró 1.399 operaciones, por valor de $22.741 millones, los cuales 

se distribuyeron en 27 departamentos. Esta línea permite el financiamiento de compra de 

tierras como parte de proyectos productivos, articulada además con subsidios a la tasa de 

interés, el Fondo Agropecuario de Garantías (FAG) y la intervención técnica de intermediarios 

financieros. 

Durante el periodo septiembre - diciembre de 2024, se desembolsaron 15.276 operaciones 

adicionales por $278.627 millones en 30 departamentos, en los que 170 municipios pertenecen 

a Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET). 

Bancoldex reporta que, durante el 2024 de acuerdo con el resultado del cruce del Registro Único 

de Víctimas, RUV, contra la base de datos de desembolsos de Bancóldex, se desembolsaron 
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$184.035.939.374, en 28.184 operaciones de crédito, con una cobertura en 804 municipios de 

los 32 departamentos. 

En términos generales los recursos de crédito del portafolio de Bancóldex son para el 

fortalecimiento de la actividad productiva o empresarial, incluidos los de la población víctima 

y desplazada por el conflicto armado interno en Colombia. Asimismo, hay que señalar que el 

acceso a estos recursos por parte de la población víctima, es por demanda y para el 

fortalecimiento de su actividad. 

Por último, es importante mencionar que todas las líneas del portafolio de Bancóldex, incluida 

la línea en convenio con la UARIV, están acompañadas de las garantías del Fondo Nacional de 

Garantías. 

Es necesario expresar que la propuesta de ampliación del espectro de intermediarios 

financieros para los cupos de redescuento de Finagro y Bancóldex no fue incluida en la Ley 2421 

de 2024 por lo que es necesario insistir en el mejoramiento de esta herramienta financiera para 

la consecución de recursos suficientes, la agilización de los procesos administrativos por parte 

de la UARIV, la articulación entre las entidades corresponsables y el desarrollo de espacios para 

socializar la oferta, a partir de la identificación de los productos que cumplan con los perfiles 

definidos en dichos instrumentos. 

La información reportada por el Banco Agrario evidencia un esfuerzo significativo en la 

colocación de recursos financieros destinados a la población víctima del conflicto armado, con 

un enfoque diferenciado hacia segmentos vulnerables como mujeres, jóvenes y comunidades 

étnicas. 

Los resultados de 2024, incluyen 59.090 créditos agropecuarios por un valor de$1,023 billón 

de pesos y 33.026 créditos de microfinanzas por $233.114 millones de pesos, reflejan no solo 

un volumen considerable de operaciones, sino también una diversificación en los destinos 

productivos y una amplia cobertura territorial. 

Un aspecto relevante es la priorización sectorial en los créditos agropecuarios, destacándose 

actividades como la ganadería (26,98 %), el cultivo de café (15,86 %) y el plátano (13,98 %), lo 

que sugiere una orientación hacia actividades con potencial de sostenibilidad y generación de 

ingresos. En las microfinanzas, se evidencia un énfasis en la economía popular, con una 

participación destacada en el comercio minorista de alimentos y bebidas (26,78 %), textiles 

(9,76 %) y peluquerías (7,52%), sectores que suelen representar fuentes de autoempleo para 

mujeres y jóvenes. 

El Banco Agrario también señala barreras estructurales, como la falta de tierras entre las 

víctimas, la limitada calificación crediticia de algunos beneficiarios y la reducción de la 

cobertura del Fondo Agropecuario de Garantías (FAG), que pasará a un esquema escalonado 

desde septiembre de 2025. 

 

Frente a la ausencia de información centralizada interinstitucional. 

Se identificó como problema central la dificultad para focalizar a las víctimas del conflicto 

armado, derivadas de la desactualización de su ubicación en el Registro Único de Víctimas 

(RUV). Para abordar este problema se desarrolló una acción liderada por la Unidad para las 

Víctimas en cabeza de la Red Nacional de Información, enmarcada en los lineamientos del 

componente de Sistemas de Información (SI). Esta iniciativa aprovechó los espacios de 

divulgación de las entidades del sector para impulsar una campaña que invita a la población a 

actualizar sus datos, mejorando así la prestación de servicios. Adicionalmente, se reconoce la 

relevancia de los acuerdos interadministrativos vigentes para el intercambio de información, 

aunque se subraya la necesidad de optimizar los mecanismos de retroalimentación mediante 

integración tecnológica. 

La acción requiere ajustes orientados a fortalecer la interoperabilidad de sistemas. El ajuste 

propuesto consiste en interoperar los sistemas de información para corregir la desactualización 

y baja precisión de los datos en el RUV, mediante la obligada y automatizada articulación entre 
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entidades del SNARIV y los sistemas de las entidades territoriales. Este enfoque prioriza la 

retroalimentación en tiempo real y participación de las víctimas, alineándose con los objetivos 
del Plan de Acción y seguimiento -PAS- del CONPES en Soluciones Duraderas. La 

implementación se desarrolló entre el 1 de septiembre y el 31 de diciembre de 2024. 

Se sugiere la vinculación del MinTic, dado su potencial aporte en infraestructura digital y 

desarrollo tecnológico para garantizar la eficacia de la interoperabilidad. 

 

1. Diseño de los programas. 

Se adecuó el instrumento de caracterización de las unidades productivas/ emprendimientos, 

de manera que facilite y fomente el acceso de las víctimas al mismo, al tiempo que haga más 

eficiente la obtención de información útil a la determinación del estadio de esas unidades 

productivas y con ello, la intervención requerida. 

En atención a la necesidad de esa caracterización y facilitar el acceso a las víctimas para el 

periodo de reporte, la UARIV realizó propuesta de ajuste al instrumento, el cual, a través de 

preguntas aplicadas mediante autogestión o gestión asistida, genere una ponderación que 
determine el estado de la unidad productiva / emprendimiento, y proporcione orientación a las 

entidades para la intervención. 

Optimizar la Caracterización de las Actividades Económicas de las Víctimas del Conflicto, 

requiere: 

• Revisión Integral de Instrumentos: realizar un proceso de revisión exhaustiva de los 

instrumentos utilizados por las entidades del sistema para caracterizar las actividades 

económicas de las víctimas del conflicto, empleo, autoempleo y emprendimiento. 

• Unificación de Criterios Mínimos: Establecer criterios mínimos estandarizados que 

sirvan como base para la creación de instrumentos de caracterización. Estos criterios 

se constituirán en insumo para el diseño, ajuste, focalización e implementación de 

acciones, planes, programas y proyectos destinados a la generación de ingresos. 

• Integración en un Sistema de Información: Consolidar la caracterización de las unidades 

productivas y emprendimientos de las víctimas en un sistema de información unificado, 

que facilite la gestión, análisis y toma de decisiones con base en datos actualizados, 

disponible para consulta de las entidades del sistema. 

• Actualización continua de la Información: Garantizar la actualización permanente de la 

información, no solo en lo referente a la caracterización inicial, sino también en las 

intervenciones realizadas. Esto permitirá evidenciar la evolución y desarrollo de las 

víctimas en sus actividades económicas, así como constituirse en fuente de análisis para 

la evaluación de las acciones. 

• Integrar al análisis de la información la revisión o validación de cruce con acciones, 

medidas o compromisos enmarcados en planes específicos, planes de reparación 

colectiva, planes de retorno o reubicación, iniciativas PDET, respondiendo a la 

estrategia integral de intervención territorial. 

Este modelo contempla un análisis de la información relacionada con las características y 

particularidades poblacionales y territoriales, orientado a suprimir la rigidez de diseños 

estandarizados. Ello conducirá a una oferta flexible, territorializada y escalonada, a partir de 

diagnósticos actualizados y ciclos de ajuste participativo. Asimismo, se orienta a la articulación 

funcional, territorial y presupuestal entre entidades del SNARIV, que evite duplicidad de 

esfuerzos, el uso eficiente de los recursos y permita enfocar la oferta en las víctimas con mayor 

rezago y riesgo, conforme al contexto territorial y los planes e instrumentos de reparación 

existentes. 
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Frente a la acción territorial. 

 
El DPS implementa varios programas dentro de la oferta institucional, que han buscado 

impactar de forma integral no únicamente a individuos y sus familias, sino a las comunidades 

de las que hacen parte dichas víctimas en sus territorios. 

En el marco del Programa FEST, Familias en su Tierra, se estructuraron y suscribieron dos 

Convenios mediante los que se atendieron 29.560 hogares. Se destaca que este programa toma 

en cuenta las características y necesidades de las comunidades con las que se relaciona, basados 

en diagnósticos participativos realizados por el DPS. 

En el ámbito de la planificación de este programa, la entidad avanzó en el diseño del nuevo 

proyecto de inversión que sustentará la implementación de varias acciones, cuya vigencia se 

extenderá del año 2024 al 2031. En la versión aprobada se introdujeron aspectos que buscan la 

progresividad en acceso y calidad a los bienes y servicios ofrecidos a las víctimas. Se destaca el 

aumento en un 68% en el aporte en especie entregado a cada familia. En el aporte monetario el 

aumento es de un 11%. 

Otro grupo de intervenciones se articula en el Programa de Intervenciones Rurales Integrales 

con Enforque Diferencial Étnico, IRACA, que durante el periodo del presente informe suscribió 

la contratación de la operación en territorios con población étnica en el pacífico nariñense y el 

departamento del Chocó. En la vigencia de 2024 el DPS reporta una inversión de poco más de 

60 mil millones de pesos, que se dirigieron a acciones con 85 comunidades en territorios 

colectivos de 14 departamentos. La reformulación del proyecto de inversión realizada en 2024 

con vigencia para el periodo 2025 – 2028 contempló acciones en progresividad como el 

aumento en un 22% de los subsidios financieros entregados a las comunidades en rubros como 

seguridad alimentaria, excedentes agrícolas y fortalecimiento asociativo. 

De forma complementaria el DPS estructuró otro grupo de proyectos para implementar la ruta 

de atención para mujeres, grupos étnicos y organizaciones productivas, enfocadas al 

fortalecimiento de las economías locales, iniciativas de generación de ingresos y apoyo al acceso 

a créditos y productos financieros. 

Estos programas contemplaron acciones integrales, es decir, que atienden distintas 

necesidades de las comunidades esto es, generación de ingresos, seguridad alimentaria y 

contribución al fortalecimiento de las redes asociativas internas. Se resalta que mediante el 

Programa FEST también se han hecho contribuciones en aspectos como el derecho a la vivienda 

mediante inversiones en mejoramiento de las casas, o dotación de insumos como 

electrodomésticos y otras mejoras habitacionales. Durante el año 2024 el DPS informa que el 

54% de los hogares participantes, hizo algún tipo de inversión en mejora de vivienda. 

Por su parte, el Ministerio de Comercio lidera un programa dirigido a las unidades económicas 

ya consideradas como MIPYMES, atendidas contemplando los enfoques diferenciales, étnicos y 

de género. Desde esta línea se apoyan las unidades productivas de hogares de víctimas, en 

campos como fortalecimiento empresarial, acceso a activos productivos, apropiación digital, 

acceso a mercados e inclusión financiera. 

En la vigencia 2024 MinCIT atendió 1.180 unidades productivas, equivalentes a 2.360 personas 

víctimas del conflicto armado por desplazamiento forzado. El presupuesto del MinCIT asocia en 

promedio el fortalecimiento de 1.000 unidades productivas por vigencia anual, lo cual implica 

que la entidad debe priorizar la atención de unidades productivas en fase de fortalecimiento 

con capacidad de escalamiento para generar procesos de sostenibilidad, encadenamiento y 

aumento en ventas. 

Uno de los criterios de priorización de las unidades productivas que atiende el MinCIT es la 

agregación de valor y la capacidad de innovación con que cuenten las unidades productivas de 

población víctima. 

También hay acciones relevantes reportadas por las entidades del sector agropecuario, 

orientadas a construir y fortalecer capacidades en la generación de ingresos en la ruralidad. 
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Para evitar reiteraciones en la presentación de los datos, el balance al respecto se desarrolla en 

el subtítulo “Generación de Ingresos en lo rural” 

Programas de Generación de Ingresos con Enfoque Diferencial y de Género para Víctimas 

del Conflicto Armado. 

 

La acción principal es coordinar y articular la divulgación e implementación de los lineamientos 

existentes en materia del enfoque diferencial y de género en los planes, programas y proyectos 

de generación de ingresos para víctimas del conflicto armado. 

Todas las entidades de la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos son las responsables de 

esta acción, que se implementó desde el 01 de septiembre hasta el 31 de diciembre de 2024. 

Las entidades nacionales identificaron en las acciones que realizan las barreras de acceso, 

riesgos y afectaciones diferenciales que enfrentan los grupos de especial protección 

constitucional, incluyendo mujeres, niños, niñas y adolescentes, adultos mayores, personas con 

discapacidad y grupos étnicos. 

Respecto a los lineamientos que toman en cuenta las entidades en este eje, para la 

implementación de los programas con enfoque diferencial, se deben diferenciar dos niveles de 

referentes jurídicos y reglamentarios.  

En primer lugar, en una perspectiva global y sectorial en lo referente a los derechos de las 

víctimas, los criterios se asocian en primer lugar a la Ley de Víctimas y los distintos decretos 

reglamentarios. También se deben señalar los diversos autos y demás jurisprudencia emitida 

por la Corte Constitucional en el ejercicio de seguimiento a la política pública de atención a las 

víctimas de desplazamiento forzado. 

En un segundo término, hay que tener en cuenta que estas entidades han adoptado en el marco 

de sus funciones y competencias, políticas internas para la implementación de los enfoques 

diferenciales en sus distintos programas y proyectos. Por ejemplo, el SENA adoptó su política 

interna para la “Atención con enfoque pluralista y diferencial”, el Ministerio de Comercio lo 

materializa a través de distintos programas focalizados en mujeres con vocación 

microempresarial. Estos elementos han sido identificados en el marco de la Mesa de Generación 

de Ingresos, con el propósito de comprender los alcances de los programas impulsados por las 

distintas entidades desde el ámbito nacional. 

Además, como parte de los diferentes informes y evaluaciones de sus programas, se tuvo en 

cuenta información desagregada para estos grupos poblacionales, con miras a determinar la 

efectividad de las acciones desarrolladas en la mitigación de barreras y la superación de las 

falencias estructurales. 

Desde la perspectiva de la UARIV, ésta es una acción de impacto. Se justifica su selección en el 

reconocimiento de las características particulares de la población y de los territorios, lo que 

exige una constante adecuación de la forma de intervención, considerando las dinámicas 

sociales, culturales y económicas propias de cada territorio que influyen directamente en el 

comportamiento de las víctimas frente a sus actividades económicas y el desarrollo de las 

unidades productivas. 

Cualitativamente, durante la etapa de planeación de las intervenciones para el fortalecimiento 

de unidades productivas y emprendimientos llevadas a cabo por la UARIV en coordinación con 

entidades nacionales, territoriales y aliados del sector privado, se realizó un proceso de 

caracterización que incluye variables con enfoque diferencial. Se efectuó un análisis previo para 

fortalecer el conocimiento de la población objeto. Esto permite implementar ajustes razonables 

que respondan a dichas particularidades, con el objetivo de maximizar el impacto de las 

metodologías aplicadas. 

Estos ajustes están vinculados al desarrollo y fortalecimiento de habilidades y capacidades 

necesarias para impulsar la visibilidad y comercialización de bienes y servicios ofertados por 

las víctimas. 
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La UARIV se articuló con otras entidades para el cumplimiento de la acción, lo cual permitió 

conocer las experiencias de entidades como MinCIT y MinAgricultura, la gestión de la Mesa 
Estratégica de Generación de Ingresos y de organizaciones del sector privado, pudiendo así 

planear acciones de mejoramiento. 

El MinCIT considera esta acción como de impacto. La justificación de su selección es que, a 

través de la Dirección de MiPymes, desarrolla rutas metodológicas territoriales con enfoque 

étnico, agroindustrial y de género. 

Cualitativamente, los programas de fortalecimiento microempresarial desarrollados por el 

MinCIT para población víctima incluyen al menos las siguientes líneas estratégicas: 

Fortalecimiento empresarial, Activos productivos, Apropiación digital, Inclusión financiera y 

Acceso a mercados. El aporte de la acción para disminuir la falencia estructural es a través de 

mecanismos de fortalecimiento productivo y comercial de las unidades productivas, a través 

del incremento en las ventas. Esta acción está asociada a los IGED de pobreza monetaria, 

pobreza extrema y acceso a la oferta. Existe articulación específicamente con el Grupo de 

Emprendimientos de la UARIV durante la fase de focalización. 

 

Ruta de Generación de Ingresos como alternativa para la estabilización socioeconómica 

y la superación de situación de Vulnerabilidad. 

 

Como se reportó en el punto 1 de este informe, la construcción de la Ruta de Generación de 

Ingresos para las Víctimas del desplazamiento forzado se continuó en la vigencia 2024 incluida 

en el proceso de estructuración del documento CONPES de Soluciones Duraderas y en especial 

como parte de la formulación del catalizador de generación de ingresos y su plan de acción y 

seguimiento. 

Las acciones planeadas para lograr la aprobación del documento CONPES incluyen, entre otras: 

ejercicios de participación ciudadana territoriales, mesas técnicas con las direcciones y 

subdirecciones del DNP, el desarrollo de una metodología de costeo de la política, y avances 

para la toma de decisiones respecto de los enfoques de área y micro territoriales para las 

intervenciones integrales. 

Bajo un análisis del contexto territorial y poblacional, en particular de las tendencias de 

desarrollo económico local y las vocaciones del territorio, las personas y sus procesos 

endógenos entre otras, en este componente se incorpora la oferta pública en materia de 

seguridad y soberanía alimentaria; empleo, emprendimiento e impulso de la economía popular; 

encadenamientos y vocación productiva, y acceso a crédito y comercialización a nivel urbano y 

rural. 

En este contexto, en el marco del segundo objetivo específico del CONPES de soluciones 

duraderas en proceso de formulación, se han definido las siguientes líneas de acción: 

 

Tabla 11. Segundo objetivo CONPES de Soluciones Duraderas 

OBJETIVOS ESPECÍFICOS LÍNEAS ESTRATÉGICAS 

Objetivo Especifico 2 Fortalecer 

la respuesta institucional 

garantizando  la 

incorporación del enfoque de 

Soluciones duraderas de la 

población desplazada, con 

estrategias de acompañamiento 

sostenibles. 

• Desarrollar un esquema de acompañamiento de hogares y seguimiento 

particular que permita evidenciar el proceso de fortalecimiento de capacidades a 

nivel individual y de hogar, en clave de soluciones duraderas. 

• Diseño e implementación de la ruta de generación de ingresos y empleo 

sostenibles con enfoque rural- urbano, incorporando los avances existentes frente 

a procesos de economía popular en aras de formalización laboral. 

• Implementar enfoques de educación para el emprendimiento y economía del 

conocimiento para mejorar la empleabilidad y la creación de nuevos negocios como 

vía para la sostenibilidad económica y social 
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• Mejora de los servicios de salud (mayor cobertura) y educación (generar 

estrategias y acciones para llegar a los niños y adolescentes que viven en lugares 

más apartados) 

• Fortalecimiento de la restitución y acceso a tierras en zonas rurales, garantía de 

seguridad, dignidad y restablecimiento de sus derechos. 

• Fortalecimiento de las estrategias para que las víctimas accedan a alimentos de 

autoconsumo. 

• Fortalecimiento de planes, programas y proyectos para el mejoramiento de las 

condiciones de habitabilidad 

 

Frente a las líneas base y los indicadores de impacto. 

 

En el período designado para este informe, se ha continuado con la labor de medición de 

indicadores de pobreza monetaria, pobreza monetaria extrema y el indicador de acceso a la 

oferta del Estado en materia de generación de ingresos. Los resultados de dicha medición hacen 

parte de varios documentos que se anexan al presente informe y que aquí presentamos de 

manera sintética. 

Durante este gobierno se destaca que la tasa de pobreza monetaria para las víctimas de 

desplazamiento disminuyó respecto a los años anteriores, pasando de un 51,53% en 2022 a un 

47,23% en 2023. Con respecto a la tasa de pobreza extrema, entre 2022 y 2023, se presentó 

una mejora significativa para víctimas de desplazamiento forzado pasando de 21,86% a 

17,84%, lo que representa una reducción de más de 4 puntos porcentuales (p.p.). 

Con respecto a la oferta del Estado, en el 67,26% de los hogares víctimas de desplazamiento 

forzado con ingresos inferiores a la línea de pobreza, al menos un miembro había accedido a 

planes, programas o proyectos de la Ruta de Generación de Ingresos del Gobierno Nacional. Es 

decir, por cada 100 víctimas cerca de 67 habían accedido a la oferta del Estado, esto significó 

un aumento de 5 p.p., frente al año 2022. 

Es importante aclarar que, en la información utilizada como insumo para este informe, se 

presenta un rezago en su disponibilidad correspondiente al año 2024, causado por los tiempos 

de procesamiento de la información por el DANE. Según lo informado por dicha entidad, en el 

marco del Convenio Interadministrativo 1961- 2023 con la UARIV, los productos derivados de 

la medición de pobreza monetaria 2024 aún no están disponibles a julio de 2025, ya que su 

publicación nacional está prevista para el segundo semestre del 2025, lo que impide la entrega 

de resultados específicos para esta población. 

 

Articulación y eficiencia en la política pública. 

 

Esta acción se está trabajando desde dos ámbitos. En primer lugar, en el marco de la 

construcción de la Ruta de Generación de Ingresos como directriz de política pública. En la Mesa 

Estratégica de Generación de Ingresos donde confluyen las entidades del Gobierno Nacional a 

cargo del tema, se ha profundizado en el balance de las distintas instituciones, destinados a la 

generación de ingresos. Este mapa está dirigido a la consolidación de las acciones que 

contendrá el documento CONPES de Soluciones Duraderas. 

El diagnóstico, clasificación y análisis de la extensa información ha sido liderado por el 

Ministerio del Trabajo. La metodología de trabajo concertada ha permitido un flujo adecuado 

de la información de carácter normativa, administrativa y financiera respecto a los distintos 

programas y proyectos que implementan las entidades para la generación de ingresos. Gracias 

a esta visión hay una comprensión más realista sobre la eventual duplicidad de acciones, 

conflictos de jurisdicción y vacíos en la respuesta a necesidades. 

La UARIV ha construido una propuesta que se está analizando en el marco de la formulación 

del CONPES de Soluciones Duraderas, que busca consolidar un modelo territorial para la 
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programación de la respuesta a las necesidades de las víctimas en la oferta de generación de 

ingresos. Este modelo, para la identificación de necesidades y consecuente formulación e 
implementación de proyectos, se encamina a corregir dichas fallas ya diagnosticadas por la 

Corte Constitucional, tales como la duplicidad de esfuerzos, las brechas entre necesidades y 

respuesta institucional a nivel territorial. 

Las entidades de la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos, con especial competencia de 

la UARIV, reconociendo las limitaciones presupuestales y de recurso humano, han hecho énfasis 

en la necesidad de identificar superposiciones y sobreoferta, clasificando los programas y 

buscando su complementariedad a partir de la caracterización de la población víctima, tanto 

para la empleabilidad, autoempleo y emprendimiento, como para la intervención de las 

entidades competentes. Dichas recomendaciones se han plasmado en la construcción en curso 

de la ruta de generación de ingresos en el marco del CONPES. Lo anterior ha comenzado a verse 

reflejado en el mayor acceso a la oferta y el mejoramiento de la cobertura de los programas, tal 

como se muestra en la medición de los indicadores arriba mencionados. 

 

Frente a la Ruta de generación de ingresos, soluciones duraderas y política pública. 

 

La inclusión de la Ruta de Generación de Ingresos como catalizador y eje estructural de la 

construcción del CONPES de Soluciones Duraderas se concibe como garante de la continuidad 

de los esfuerzos por articular y complementar las acciones, planes, programas y proyectos del 

Gobierno Nacional en la atención y reparación integral de las víctimas del desplazamiento 

forzado. De hecho, el horizonte planteado para el conjunto de acciones que hacen parte del Plan 

de Acción y Seguimiento, PAS de soluciones duraderas, cobija todas las vigencias hasta el año 

2035. 

 

4.3.3. Análisis de batería de indicadores 
 

En el análisis del desarrollo de la acción número 8 se presentó el resultado de la medición de 

indicadores de pobreza monetaria, pobreza monetaria extrema y acceso a la oferta del Estado, 

correspondientes al tema de generación de ingresos. Se remite a este punto y se referencia su 

presentación completa en el anexo denominado “Anexo Resultados IGED derecho a la 

generación de ingresos” y a las tres matrices de Excel complementarias. 

 

4.3.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

En la respuesta a la acción No. 1 del plan de acción en generación de ingresos, las entidades del 

Gobierno Nacional a cargo de la definición de los componentes que en materia de soluciones 

duraderas deberían incluirse, llegaron a la conclusión que la generación de ingresos es un pilar 

fundamental, no solo en la atención integral, sino en el restablecimiento pleno de los derechos 

de las víctimas. En este sentido, se consideró elemento clave en la sostenibilidad de las 

soluciones duraderas y estabilidad socioeconómica y, que también incidirá en el 

restablecimiento de los demás derechos como el acceso a la vivienda y hábitat, la salud y la 

educación, la reconstrucción del tejido social y comunitario y el acceso a tierras en el sector 

rural. 
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4.3.5. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Consideraciones con relación a la persistencia del ECI 

El desarrollo de una política pública de generación de ingresos para la población víctima de 

desplazamiento debe tener en cuenta las dificultades que existen ante la disparidad en el ciclo 

de gestión de las políticas públicas, o sea, entre la planeación, ejecución y seguimiento por parte 

del Gobierno Nacional y los mismos procesos a nivel de las entidades territoriales. Esto es una 

gran dificultad para la coordinación y concurrencia en temas de estabilización socioeconómica 

para víctimas de desplazamiento forzado. Adicionalmente, porque muchos de los problemas 

asociadas a la restauración de los derechos de las víctimas que se encuentran en las zonas 

periféricas de las ciudades, donde está el mayor número de desplazados, están determinados 

también por las frágiles dinámicas económicas locales para generar ingresos, y por la 

persistencia del conflicto armado. 

Consideramos que es importante un dialogo con la Corte Constitucional para plantear que, en los 

temas de estabilización socioeconómica, se requiere también un compromiso de la población 

victima para asumir el empleo y auto empleo como protagonistas de la realización de este 

derecho. Por supuesto, con el aporte y acción coordinada con las entidades de gobierno y la 

sociedad civil que, mediante acciones sinérgicas, permitan superar esa vulnerabilidad. 

Solicitud de Intervención excepcional a la Corte 

 

Las entidades de la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos para las Víctimas del Conflicto 

Armado le solicitan a la Honorable Corte Constitucional, reconocer y validar los avances 

logrados en la atención integral a las víctimas de desplazamiento, reflejados en el aumento de 

la cobertura de los programas y mayor acceso de la población a éstos, y la mejor divulgación de 

la oferta, tal como lo revelan los mecanismos de seguimiento y los indicadores. Igualmente, de 

acuerdo con la estructura individual de los programas se han implementado esquemas de 

focalización flexibles y ajustados a los enfoques diferenciales, reflejados en el trazador 

presupuestal de desplazados, pese a que los recursos económicos se han mantenido constantes 

en términos generales. 

No obstante, aún persisten dificultades que pretendemos resolver con el CONPES de soluciones 

duraderas previsto para el segundo semestre del año 2025. 

Por lo anterior se solicita a la Honorable Corte Constitucional acoger el plan de acción y 

seguimiento para el componente de generación de ingresos del documento CONPES de 

Soluciones Duraderas, ya que constituye la alternativa definida por el Gobierno Nacional para 

dar solución integral a las falencias de política presentadas. 

 

4.3.6. Anexos 

Anexo 1. Informe de análisis de indicadores del componente 

Anexo 2. Avance de acciones. 

Anexo 3. Carpeta de soportes 
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4.4. Vivienda 
 

 

4.4.1. Introducción 
 

El Gobierno Nacional reconoce que el derecho a una vivienda digna y adecuada es un pilar 

fundamental para la reparación integral, la reconstrucción de proyectos de vida y la superación 

de las condiciones de vulnerabilidad que enfrentan las víctimas del conflicto armado interno. 

La vivienda trasciende la provisión de un techo: constituye un entorno protector, base para el 

restablecimiento de derechos, la inclusión territorial y la reconstrucción del tejido social. En 

consonancia con esta comprensión ampliada, durante la vigencia 2024 se impulsaron 

decisiones, lineamientos y ajustes programáticos orientados a garantizar el acceso progresivo 

a soluciones habitacionales para los hogares víctimas, en articulación interinstitucional y con 

consideración de las necesidades de las comunidades y receptores de la oferta institucional. 

La Sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento declararon un Estado de Cosas 

Inconstitucional derivado de las graves y masivas violaciones de derechos ocasionadas por el 

desplazamiento forzado. Entre los retos estructurales identificados, el déficit habitacional de 

los hogares desplazados se mantiene como una de las brechas más críticas para el goce efectivo 

de derechos, el cual se puede identificar en el acápite de análisis de los indicadores de goce 

efectivo del derecho adecuado a la vivienda. A partir de la información de la Red Nacional de 

Información de la UARIV y de ejercicios complementarios de caracterización socioeconómica, 

el Gobierno ha fortalecido su capacidad de diagnóstico para orientar intervenciones 

diferenciadas según tipo de déficit (cuantitativo y cualitativo), localización territorial, 

composición de los hogares y barreras de acceso. 

El presente reporte consolida los avances de la vigencia 2024 en cuatro partes. La primera 

expone el desarrollo normativo y de política y la respuesta institucional con acciones orientadas 

a garantizar el acceso progresivo de la población víctima al derecho a la vivienda y hábitat 

digno. La segunda expone la actualización del diagnóstico de déficit habitacional de las víctimas 

del conflicto armado, tomando como comparativo y línea base los resultados recibidos de la 

Red Nacional de Información en la vigencia 2023. La tercera parte analiza los avances y desafíos 

en el acceso progresivo a la vivienda para las víctimas del conflicto armado, en el marco de la 

superación del Estado de Cosas Inconstitucional. Finalmente, se presentan las apuestas 

estratégicas, ajustes y propuestas del Ministerio de Vivienda y del sector vivienda para superar 

el Estado de Cosas Inconstitucional en el derecho a la vivienda y hábitat de las víctimas del 

conflicto armado, teniendo en cuenta los aprendizajes de 2024 y resaltando que las acciones se 

orientan a garantizar el acceso progresivo y digno a soluciones habitacionales urbanas y 

rurales. 

 

4.4.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

El Gobierno Nacional no solo ha avanzado en ajustes programáticos y normativos de la oferta 

institucional para atender de manera más efectiva a la población víctima del conflicto armado 

y la superación de las falencias estructurales, sino que también ha ampliado la concepción del 

derecho a la vivienda hacia una visión integral de vivienda y hábitat digno, alineada con 

apuestas transformadoras del Plan Nacional de Desarrollo, como el Programa Barrios de Paz.  

Este esfuerzo se viene desplegando en cinco (5) frentes complementarios: (i) la adecuación de 

programas, reglamentación interna y establecimiento de criterios de acceso preferente que 

incorporan las necesidades, prioridades y barreras identificadas a partir de diagnósticos de 

necesidades y en espacios de diálogo y seguimiento con las víctimas; (ii) el desarrollo de 

intervenciones orientadas a garantizar el hábitat digno, articulando vivienda con mejoramiento 

integral de entornos, servicios básicos, espacio público, equipamientos sociales y 

reconstrucción comunitaria a través de estrategias pioneras como el Programa Barrios de Paz; 
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(iii) la continuidad en los procesos de asignación y materialización de subsidios familiares de 

vivienda, respaldados con los recursos apropiados en el presupuesto del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio, para asegurar que los compromisos se traduzcan en soluciones 

concretas urbanas y rurales; (iv) el ajuste y organización de convocatorias con acciones 

afirmativas dirigidas a hogares víctimas del conflicto armado en territorios rurales, que 

incorporan puntajes diferenciales y cupos priorizados en municipios PDET y zonas de retorno; 

y (v) la articulación interinstitucional para la ejecución de sentencias de restitución y otras 

órdenes judiciales, que moviliza medidas de vivienda como parte de la restauración de 

derechos y la garantía de no repetición de las víctimas del conflicto armado.  

Con esta aproximación escalonada y progresiva, el Estado busca que cada subsidio, ajuste 

normativo o intervención territorial contribuya de manera articulada a la reparación 

transformadora y al goce efectivo del derecho a la vivienda y al hábitat por parte de las víctimas. 

A continuación, se desarrollan las cinco (5) frentes enunciadas previamente. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ha implementado medidas para difundir el 

alcance y los beneficios del Programa Barrios de Paz con autoridades municipales, que son las 
competentes para hacer efectiva su implementación. No sólo se ha realizado esta socialización 

en espacios diseñados específicamente para este fin (como por ejemplo con el Departamento 

de Planeación de Medellín), sino que permanentemente se socializa en el marco de reuniones o 

mesas de trabajo en las que se discuten otros asuntos.  

Además, se advierte que actualmente se encuentran en desarrollo documentos dirigidos a 

ilustrar el alcance y aplicación del Programa, para ampliar su difusión. Se destaca que los 

valores invertidos en las intervenciones ejecutadas en el marco de este programa ascienden a 

$84.271 millones, y se planea invertir montos adicionales, igualmente considerables. En todo 

caso, es importante resaltar que no es posible discriminar cuántos de estos recursos se han 

dirigido de forma específica a atender a la población víctima del conflicto. 

 

Adecuación de programas y acceso preferente a víctimas del conflicto armado 

Durante 2024, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, en coordinación con la Unidad 

para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), entidades del SNARIV, gobiernos 

territoriales y aliados sectoriales, avanzó en la adecuación de programas, reglamentación 

interna y criterios de acceso preferente que incorporan las necesidades expresadas por las 

víctimas en espacios de diálogo y seguimiento. Estas orientaciones han permitido ajustar rutas 

para el acceso preferente, fortalecer modalidades de mejoramiento y adquisición de vivienda, 

incorporando criterios diferenciales, y alinear recursos presupuestales con metas de cierre de 

brechas. 

Para lo anterior, debe tenerse en cuenta que la Red Nacional de Información de la Unidad para 

la Atención y Reparación Integral a las Víctimas (UARIV), con corte al 30 de junio de 2025, 

registra 10.011.972 víctimas del conflicto armado, de las cuales 8.925.254 corresponden a 

Población Víctima de Desplazamiento Forzado (PVDF). Ahora bien, el análisis del déficit 

habitacional realizado por la UARIV utilizando datos del SISBÉN IV y las entrevistas de 

caracterización, identificó que aproximadamente el 87,12% de los hogares PVDF se encuentra 

en situación de déficit habitacional: 35,85% presenta déficit cuantitativo y 67,3% déficit 

cualitativo a corte de 31 de diciembre de 2024. 

En ese sentido, en materia de acceso progresivo al derecho a la vivienda digna y adecuada, la 

PVDF presenta un mayor número de requerimientos habitacionales asociados a mejoras y/o 

adecuaciones habitacionales, sin dejar de lado los requerimientos asociados a acceso a vivienda 

a través de la modalidad de adquisición, como parte de las apuestas que debe apuntalar y 

orientar el Gobierno nacional para superar el Estado de Cosas Inconstitucional.  

Gran parte de estos datos han permitido al Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio sustentar 

decisiones técnicas y programáticas, evidenciando que la mayoría de los requerimientos 

habitacionales de esta población se concentran en mejoras habitacionales, sin dejar de lado las 

necesidades de acceso a vivienda en modalidad de adquisición. En ese sentido, las soluciones 
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habitacionales impulsadas desde el Ministerio de Vivienda se enfocaron en atender 

prioritariamente las necesidades de la población y entre los que se incluyeron ajustes y/o 
modificaciones a la oferta institucional y programática para el acceso progresivo al derecho a 

la vivienda por parte de víctimas del conflicto armado.  

De esta manera, durante el segundo semestre de 2024 se avanzó en la formulación de 

programas habitacionales que incluyeron acciones afirmativas para garantizar el acceso 

preferente de la población víctima, como parte del proceso de reglamentación de la Ley 2124 

de 2024 y de la superación del Estado de Cosas Inconstitucional – ECI, entre ellas:  

• Decreto 1470 de 2024 - Barrios de Paz: establece una estrategia de intervención 

integral en territorios urbanos informales y sectores rurales, articulando legalización, 

servicios públicos, mejoramiento de barrios, titulación y soluciones habitacionales. Ver 

Anexo. Decreto 1470 de 2024. 

 

• Decreto 413 de 2025 - Programa de Mejoramiento de Vivienda: se incluyó a la población 

víctima como grupo diferencial prioritario en los procesos de asignación de subsidios 

familiares de vivienda en la modalidad de mejoramiento, para atender el déficit 

cualitativo. Ver Anexo. Decreto 413 de 2025. 

 

• Decreto 585 de 2025 - Programa de Autogestión de Vivienda de Interés Social Nueva 

Urbana y Rural: se establece la posibilidad de priorizar a la población víctima del 

conflicto armado interno en la asignación de subsidios, como parte de las acciones para 

reducir el déficit cuantitativo y, adicionalmente, como una iniciativa para dinamizar las 
economías locales y promover la generación de ingresos, liderado por organizaciones y 

espacios de orden comunitario, en los que participan víctimas del conflicto armado. Ver 

Anexo. Decreto 585 de 2025 

 

• Decreto 775 de 2025 - Programa de Adquisición de Vivienda Usada: se amplió el acceso 

de la población víctima a soluciones habitacionales mediante la adquisición de vivienda 

usada, dentro del programa de promoción de acceso a la Vivienda de Interés Social 

como medida para reducir el déficit habitacional cuantitativo de este grupo poblacional 

y atendiendo a parte de sus llamados y necesidades diferenciales para acceder a la 

vivienda. Ver Anexo. Decreto 770 de 2025. 

Gran parte de los ajustes programáticos que se han adelantado en la oferta institucional han 

estado orientados a la priorización de la población víctima del conflicto armado, entendida 

como una estrategia clave para confrontar la falencia estructural señalada por la Corte 

Constitucional en torno a la insuficiencia de los presupuestos asignados a la cartera para 

financiar las actividades y cubrir el universo poblacional de víctimas. En este sentido, se 

pretende maximizar el impacto de los recursos disponibles mediante la focalización en esta 

población, buscando la asignación de subsidios familiares de vivienda en sus distintas 

modalidades, pese a las limitaciones presupuestales. Estos avances muestran el esfuerzo 

institucional por garantizar el acceso progresivo al derecho a la vivienda y contribuir a la 

superación del estado de cosas inconstitucional.  

 

Acciones dirigidas a garantizar hábitat digno 

 

Ahora bien, el Gobierno nacional e también ha venido ampliando la concepción del derecho a la 

vivienda hacia una visión integral que lo articula con el hábitat digno, seguro y sostenible. Esta 

perspectiva entiende que la reparación transformadora exige intervenir no solo la unidad 

habitacional, sino el entorno, es decir, el acceso a servicios básicos, espacio público, movilidad, 

infraestructuras sociales, gestión ambiental y fortalecimiento comunitario. En coherencia con 

el Plan Nacional de Desarrollo, se han impulsado iniciativas pioneras como el Programa Barrios 

de Paz, orientadas a generar procesos de cualificación integral de asentamientos de origen 

formal o informal y aquellos potencialmente legalizables, promoviendo la regularización 

urbana y la reconstrucción del tejido social en territorios marcados por el conflicto y la 
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exclusión histórica, fomentando igualmente la inversión intersectorial. Esta apuesta permite la 

articulación entre programas de vivienda, intervenciones de hábitat y procesos participativos 
con las víctimas, que permite avanzar hacia soluciones que garanticen vida digna, seguridad 

territorial y reconciliación comunitaria, superando respuestas fragmentadas y de corto alcance.  

El artículo 298 de la Ley 2294 de 2023 (Plan Nacional de Desarrollo) faculta al Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT) para gestionar y/o financiar intervenciones de 

mejoramiento integral y acciones de legalización urbanística en el marco del Programa Barrios 

de Paz. Con fundamento en estas competencias —y en las atribuciones conferidas al Ministerio 

por el Decreto ley 3571 de 2011— el MVCT inició intervenciones de mejoramiento en distintos 

municipios del país, incluyendo territorios priorizados que hacen parte de los Programas de 

Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET) y de las Zonas Más Afectadas por el Conflicto 

Armado (ZOMAC), donde se concentra un alto número de hogares víctimas (ver Anexo. Base 

Barrios de Paz). Estas acciones tempranas constituyeron un primer paso para vincular la 

política sectorial de vivienda con la reparación territorial y la construcción de paz en contextos 

afectados por el conflicto.  

Posteriormente, el Decreto 1470 de 2024 reglamentó en mayor detalle el Programa Barrios de 

Paz, precisando que su objetivo principal es desarrollar intervenciones integrales en 

asentamientos específicos, sustentadas en pactos y acuerdos comunitarios que impulsen 

procesos de reconciliación y convivencia. Este decreto aclara que las intervenciones físicas —

valiosas por los beneficios directos que generan en infraestructura, servicios y espacio 

público— deben articularse con procesos sociales de acompañamiento, construcción de 

confianza y fortalecimiento organizativo, de modo que las comunidades se apropien de las 

obras y estas se conviertan en soportes de estabilidad, entre otros, para hogares víctimas en 

procesos de retorno, reubicación o integración local. En esa medida, Barrios de Paz se concibe 

como un programa colectivo, incluyente, continuado y sustentable, cuyo alcance trasciende el 

urbanismo para incidir en aspectos tales como reparación integral y la no repetición.  

En desarrollo del Decreto 1470 de 2024, el Programa Barrios de Paz se estructura en dos 

componentes complementarios: (i) Gestión comunitaria, que agrupa acciones y procesos 

destinados a fortalecer capacidades individuales y colectivas, mejorar la convivencia, la 

seguridad humana, el reconocimiento de la diversidad cultural y el diálogo entre comunidad e 

institucionalidad y; (ii) Componente estructural, conformado por las intervenciones físicas 

permanentes (mejoramiento integral, espacio público, equipamientos, conectividad de 

servicios, adecuaciones ambientales) concertadas y diseñadas con la comunidad como ejercicio 

de planeación participativa y diálogo social. Esta doble vía asegura que las inversiones 

materiales soporten procesos sociales duraderos y que las transformaciones urbanas 

respondan, entre otros, a las prioridades de las familias víctimas y comunidades receptoras.  

Las acciones en gestión comunitaria buscan activar el encuentro ciudadano mediante proyectos 

culturales, pedagógicos, de memoria y convivencia, liderados por organizaciones de base, 

autoridades locales y entidades del orden nacional. Parten del reconocimiento de la diferencia 

—étnica, territorial, generacional y de condición de víctima— como recurso para transformar 

conflictos y prevenir la estigmatización. Esta dimensión social es clave para que las obras físicas 

se conviertan en anclas de permanencia digna y no en inversiones aisladas.  

En materia de paz y reconciliación, el artículo 2.2.4.4.1.2 adicionado al Decreto Único 

Reglamentario 1077 de 2015 establece que la ejecución de Barrios de Paz deberá incluir un 

componente de paz territorial orientado a: “promover la participación incluyente (…) 

contribuyendo a la consolidación de procesos constructores de paz territorial, reconociendo el 

mejoramiento integral del hábitat como instrumento para la reparación territorial; impulsando 

procesos de memoria colectiva, reparación con garantías de no repetición a las víctimas del 

conflicto y el derecho de estas personas a vivir en territorios donde se incorporen intervenciones 

vinculadas a la cultura de paz, reconciliación, convivencia y no estigmatización”. De esta manera, 

los procesos participativos del Programa se convierten en instrumentos de reparación 

simbólica y territorial, vinculando infraestructura, memoria y garantías de no repetición.  

El alcance concreto de estos procesos —memoria, reparación, participación de víctimas, 

medidas de reconciliación— debe definirse en los instrumentos de planificación exigidos por el 
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Programa, ajustándolos a las circunstancias y particularidades de cada territorio, al grado de 

afectación del conflicto y a las capacidades institucionales locales.  

 

Procesos de asignación y materialización de subsidios familiares de vivienda Urbana y 

Rural.  

 

A continuación, se presenta el trabajo del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en materia 

de los procesos de asignación y materialización de subsidios familiares de vivienda, 

respaldados con los recursos apropiados para asegurar que los compromisos se traduzcan en 

soluciones duraderas y concretas, urbanas y rurales, para las víctimas del conflicto armado.  

A pesar de los recortes presupuestales sufridos tanto por el Ministerio de Vivienda y del 

Gobierno nacional en el Presupuesto General de la Nación, se mantuvo el porcentaje y la 

tendencia de asignación de recursos a víctimas del conflicto armado, lo que resulta relevante 

teniendo en cuenta que uno de los principales desafíos para superar el Estado de Cosas 

Inconstitucional declarado por la Sentencia T-025 de 2004 es precisamente la disponibilidad 

de los recursos presupuestales requeridos.  

El siguiente cuadro consolida la información sobre subsidios familiares de vivienda asignados 

a hogares reconocidos como víctimas del conflicto armado durante el año 2024, los cuales 

corresponden al 13.50% del total de subsidios asignados en los diferentes programas en esta 

vigencia. La sistematización integra registros del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 

(MVCT), con el fin de hacer seguimiento al acceso progresivo al derecho a la vivienda como 

componente de la reparación integral y de la superación del Estado de Cosas Inconstitucional 

(ECI) declarado por la Sentencia T-025 de 2004. La información se presenta desagregada por 

estrategia de materialización del derecho que incluye programa, descripción de este, número 

de subsidios, tipo de déficit atendido —cuantitativo o cualitativo— y ejecución presupuestal. 

Adicionalmente, se presenta un cuadro asociado a subsidios familiares de vivienda en suelo 

urbano y otro en suelo rural.  

Durante la vigencia 2024, 7.474 hogares víctimas del conflicto armado recibieron un subsidio 

familiar de vivienda en alguna de las modalidades operadas o cofinanciadas por el MVCT en 

suelo urbano, asignaciones realizadas acorde a la disponibilidad de recursos. De este total, 

83.11% (6.212) correspondió a soluciones de adquisición orientadas a reducir el déficit 

habitacional cuantitativo, mientras que 16.88% (1.262) se destinó a mejoramientos y/o 

adecuaciones de vivienda, dirigidas a cerrar brechas de déficit cualitativo en viviendas 

ocupadas por hogares víctimas. La inversión comprometida y/o ejecutada ascendió 

aproximadamente a COP $ 233.243.522.574,09 millones, lo que representa un avance concreto 

en la ruta de superación del ECI (Sentencia T-025) y en la corrección de fallas estructurales de 

acceso a vivienda y hábitat digno que históricamente han afectado a la población desplazada. 

Estos resultados fortalecen la base operativa y presupuestal para las metas de escalamiento 

previstas.  

El presupuesto indicado, pese a que no presentó incremento para la vigencia señalada, teniendo 

en cuenta su destinación, atendió de manera satisfactoria un número superior de hogares 

víctimas del conflicto armado, beneficiarios del Subsidio Familiar de Vivienda. Esto a través de 
la priorización en asignación y posterior giro de recursos de conformidad al trámite de 

legalización dispuesto por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio para los postulados, 

logrando con esto corregir la falla estructural referente a la insuficiencia presupuestal de la 

cartera para financiar los programas para el acceso a la vivienda digna por parte de esta 

población de especial protección constitucional.  

En el mismo sentido, durante la vigencia 2024, 1.446 hogares víctimas del conflicto armado 

recibieron un subsidio familiar de vivienda para soluciones de adquisición de vivienda nueva 

en especie, orientadas a reducir el déficit habitacional cuantitativo. La inversión comprometida 

y/o ejecutada, acorde a los recursos disponibles, ascendió aproximadamente a COP 

$72.245.356.956 millones, lo que representa un avance concreto en la ruta de superación del 

ECI (Sentencia T-025) y en la corrección de fallas estructurales de acceso a vivienda y hábitat 
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digno que históricamente han afectado a la población desplazada. Estos resultados fortalecen 

la base operativa y presupuestal para las metas de escalamiento previstas.  

 

Tabla 12. Subsidios familiares de vivienda 2024 

SUBSIDIOS FAMILIARES DE VIVIENDA - URBANO  

  
Programa 

  
Descripción 

N°de 
Subsidios 

Tipo de 
Déficit 
atendido 

  
Presupuesto 

  
  
  
  
  

BOLSAS 
ANTERIORES 

Previo a la 
reformulación de la 
política pública de 
vivienda llevada a 
cabo en virtud de 
las ordenes 
emitidas por la 
Honorable Corte 
Constitucional en el 
marco de la 
Sentencia T- 025 de 
2004 y sus distintos 
autos de 
seguimiento, la 
política pública 
habitacional se 
basaba en un 
modelo de cierre 
financiero, 
ejecutado por 
Fonvivienda, en el 
que los hogares 
requerían de la 
consecución de 
recursos propios, a 
través de créditos y 
la asignación del 
subsidio familiar de 
vivienda para 
acceder a una 
solución 
habitacional. 

  
  
  
  
  

9 

  
  
  
  
  

Cuantitativo 

  
  
  
  
  

$ 362.560.760 

  
  

VIVIENDA 
GRATUITA 
PRIMERA FASE 

A través de la Ley 
1537 de 2012 se 
diseñó el programa 
de Vivienda 
Gratuita, el cual 
tuvo como finalidad 
la atención 
habitacional de la 
población en mayor 
grado de 
vulnerabilidad, 
priorizando a la 
población víctima 
del desplazamiento 
forzado, mediante 
la entrega de 
viviendas de interés 
prioritario 100% 
subsidiadas, con lo 

  
  
  

12 

  
  
  

Cuantitativo 

  
  
  

$ 485.441.970,30 
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cual se garantizó el 
goce 
efectivo del derecho 
a la vivienda digna. 

VIVIENDA 
GRATUITA 
SEGUNDA FASE 

La segunda fase del 
programa de 
Vivienda Gratuita, 
manteniendo las 
condiciones 
previstas en la 
primera fase, se 
desarrolló en 
municipios de 
categorías 3, 4, 5 y 6 

  
90 

  
Cuantitativo 

  
$6.756.303.792,41 

  
SEMILLEROS DE 
PROPIETARIOS - 
ARRENDAMIENTO 

Este programa tuvo 
como propósito 
facilitar el acceso a 
una solución de 
vivienda digna para 
la población cuyos 
ingresos eran 
iguales o inferiores 
a 2 salarios mínimos 
legales mensuales 
vigentes (SMLMV), 
por medio de una 
política de 
arrendamiento 
social con opción 
de compra. 

  
  

99 

  
  

Cuantitativo 

  
  
  

$475.224.000,00 

SEMILLEROS DE 
PROPIETARIOS - 
AHORRADORES 

El programa buscó 
promover la 
adquisición de 
vivienda a través 
del ahorro y el 
crédito hipotecario 
o el leasing 
habitacional como 
mecanismos de 
financiación, entre 
la población 
con ingresos 
inferiores a dos (2) 
salarios 

  
2 

  
Cuantitativo 

  
  

$15.600.000,00 

SUBSIDIOS FAMILIARES DE VIVIENDA - URBANO  

  
Programa 

  
Descripción 

N°de 
Subsidios 

Tipode 
Déficit atendido 

  
Presupuesto 
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BOLSAS 
ANTERIORES 

Previo a la 
reformulación de la 
política pública de 
vivienda llevada a 
cabo en virtud de las 
ordenes emitidas 
por la Honorable 
Corte 
Constitucional en el 
marco de la 
Sentencia T- 025 de 
2004 y sus distintos 
autos de 
seguimiento, la 
política pública 
habitacional se 
basaba en un 
modelo de cierre 
financiero, 
ejecutado por 
Fonvivienda, en el 
que los hogares 
requerían de la 
consecución de 
recursos propios, a 
través de créditos y 
la asignación del 
subsidio familiar de 
vivienda para 
acceder a una 
solución 
habitacional. 

  
  
  
  
  
9 

  
  
  
  
  
Cuantitativo 

  
  
  
  
  
$ 362.560.760 

  
  
VIVIENDA 
GRATUITA 
PRIMERA FASE 

A través de la Ley 
1537 de 2012 se 
diseñó el programa 
de Vivienda 
Gratuita, el cual 
tuvo como finalidad 
la atención 
habitacional de la 
población en mayor 
grado de 
vulnerabilidad, 
priorizando a la 
población víctima 
del desplazamiento 
forzado, mediante 
la entrega de 
viviendas de interés 
prioritario 100% 
subsidiadas, con lo 
cual se garantizó el 
goce 
efectivo del derecho 
a la vivienda digna. 

  
  
  
12 

  
  
  
Cuantitativo 

  
  
  
$ 485.441.970,30 

VIVIENDA 
GRATUITA 
SEGUNDA FASE 

La segunda fase del 
programa de 
Vivienda Gratuita, 
manteniendo las 

  
90 

  
Cuantitativo 

  
$6.756.303.792,41 
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condiciones 
previstas en la 
primera fase, se 
desarrolló en 
municipios de 
categorías 3, 4, 5 y 6 

  
SEMILLEROS DE 
PROPIETARIOS - 
ARRENDAMIENTO 

Este programa tuvo 
como propósito 
facilitar el acceso a 
una solución de 
vivienda digna para 
la población cuyos 
ingresos eran 
iguales o inferiores 
a 2 salarios mínimos 
legales mensuales 
vigentes (SMLMV), 
por medio de una 
política de 
arrendamiento 
social con opción 
de compra. 

  
  
99 

  
  
Cuantitativo 

  
  
  
$475.224.000,00 

SEMILLEROS DE 
PROPIETARIOS - 
AHORRADORES 

El programa buscó 
promover la 
adquisición de 
vivienda a través del 
ahorro y el crédito 
hipotecario o el 
leasing habitacional 
como mecanismos 
de financiación, 
entre la población 
con ingresos 
inferiores a dos (2) 
salarios 

  
2 

  
Cuantitativo 

  
  
$15.600.000,00 

 

 mínimos legales mensuales 

vigentes y que fuese 

complementario al otorgado en 

el marco del programa de 

adquisición de vivienda nueva. 

El valor del subsidio familiar de 

vivienda se dispuso que fuera 

de hasta seis (6) salarios 

mínimos legales mensuales 

vigentes al momento  de  la  

expedición  del  acto 

administrativo de asignación. 
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CAMBIA MI CASA 

El Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Territorio (MVCT), con 

su programa de Mejoramiento 

de Vivienda Urbana y Rural, 

promueve intervenciones 

físicas y procesos organizativos 

orientados a mejorar las 

condiciones habitacionales, 

sanitarias, estructurales y de 

habitabilidad de las viviendas de 

los hogares más vulnerables del 

país, a partir del trabajo con las 

organizaciones sociales de base 

y con el ánimo de lograr que los 

hogares que nunca pudieron 

acceder al subsidio de 

mejoramiento en algunos casos 

por barreras administrativas y 

en otros, por falta de recursos o 

de apoyo técnico suficiente 

para elaborar una propuesta, 

ahora lo puedan lograr. 

  

  

  

  

  

  

  

823 

  

  

  

  

  

  

  

Cualitativo 

  

  

  

  

  

  

  

$12.397.327.780,0 

0 

  

  

  

CASA DIGNA 

VIDA DIGNA 

“Casa Digna, Vida Digna” es una 

iniciativa del Gobierno Nacional 

que pretende reducir el déficit 

cualitativo de la vivienda, en 

cuanto a las condiciones 

sanitarias, de acceso adecuado 

a servicios públicos, 

terminados, remates y 

acabados. 

  

  

439 

  

  

Cualitativo 

  

  

  

$6.071.041.941,00 

  

  

  

  

MI CASA YA 

El objetivo del programa “Mi 

Casa Ya” es facilitar a los 

hogares más vulnerables del 

país la compra de vivienda 

nueva de interés social y 

prioritario, tanto en zonas 

urbanas como en zonas rurales, 

otorgando un subsidio para 

aplicar en el cierre financiero de 

la compra de la vivienda. 

  

  

  

5.949 

  

  

  

Cuantitativo 

  

  

  

$201.032.000.000, 

00 

  

  

  

  

  

  

MACROPROYECT 

O 

Los Macroproyectos de Interés 

Social Nacional son 

intervenciones promovidas por 

el Gobierno Nacional que 

vinculan instrumentos de 

planeación, financiación y 

gestión del suelo para ejecutar 

una operación de gran escala 

que contribuya al desarrollo 

territorial, de determinados 

municipios, distritos o regiones 

del país. El objetivo de estos 

macroproyectos es el de 

aumentar la oferta de suelos 

urbanizados para el desarrollo 

de programas de vivienda de 

interés social y prioritario (VIS – 

VIP), especialmente en los 

municipios y distritos del país 

que concentran un importante 

  

  

  

  

  

  

4 

  

  

  

  

  

  

Cuantitativo 

  

  

  

  

  

  

$149.022.330,38 
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déficit habitacional y donde se 

han encontrado 

 dificultades para disponer de 

suelo para el desarrollo de los 

programas VIS - VIP. 

      

  

  

  

  

  

VIVIENDA 

GRATUITA                       

– VETERANOS 

Este programa tiene como 

propósito otorgar subsidio 

familiar de vivienda en especie 

para áreas urbanas dirigido a los 

hogares que tengan como 

miembro del grupo familiar a un 

integrante de la fuerza pública, 

activo o retirado, que haya sido 

herido en combate, o cómo 

consecuencia de la acción del 

enemigo, o en actos meritorios 

del servicio, y/o cómo 

consecuencia de actos del 

servicio o por causas inherentes 

al mismo, que se encuentre en 

estado de vulnerabilidad y no 

cuente con una solución 

habitacional. 

  

  

  

  

  

  

47 

  

  

  

  

  

  

Cuantitativo 

  

  

  

  

  

  

$5.499.000.000,00 

TOTAL 7.474 $ 233.243.522.574,09 

 

 

Es importante anotar que los datos consignados en el cuadro anterior no son los resultados 

totales de cada programa sino el número de subsidios que, dentro de ese programa, se hizo a 

víctimas del conflicto armado, teniendo en cuenta que la oferta institucional se realiza de 

manera general y en la misma se prioriza a la población víctima del conflicto armado.  

Estos esfuerzos institucionales dirigidos hacia la población víctima muestran el compromiso de 

la cartera de vivienda para superar una de las falencias estructurales identificadas por la Corte 

Constitucional, considerando que el presupuesto que fue asignado a la cartera no fue suficiente 

para financiar las actividades encaminadas a atender y ofrecer una oferta institucional a la 

población víctima. Aun cuando no se presentó un aumento significativo en el presupuesto para 

esta vigencia, las acciones y estrategias que se plantearon mostraron un aumento en los 

resultados cuantitativos de hogares con población víctima que fueron beneficiarios de un 

subsidio familiar de vivienda, en modalidad de adquisición, que les permitió superar el déficit 

habitacional que históricamente ha sido consecuencia del conflicto armado.  

De igual manera, es relevante precisar que la priorización de la población víctima del conflicto 

armado mediante el uso de instrumentos técnicos como el Índice de Focalización de Vivienda 

Rural (IFVR) en convocatorias con enfoque diferencial constituye una estrategia clave para la 

superación de las falencias estructurales señaladas por la Corte Constitucional. En particular, 

aquellas relacionadas con la insuficiencia presupuestal para atender el universo poblacional de 

víctimas y la ausencia de mecanismos de financiación que permitan a los hogares víctimas 

acceder a vivienda de interés social y prioritario. A través de este enfoque, se pretende 
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aumentar la participación y la asignación de subsidios familiares de vivienda de adquisición 

garantizando un acceso más equitativo a la oferta institucional. De manera complementaria, 
esta estrategia permite presentar alternativas de acceso al derecho a la vivienda que reducen 

la necesidad de contar con un cierre financiero por parte del hogar víctima, lo cual representa 

un avance sustantivo en la superación de las barreras estructurales que históricamente han 

limitado el goce efectivo de este derecho.  

 

Ajuste y organización de convocatorias con acciones afirmativas dirigidas a hogares 

víctimas del conflicto armado en territorios rurales.  

 

Con el propósito de atender las obligaciones estatales derivadas del reconocimiento del 

conflicto armado y su impacto sobre los derechos fundamentales de la población víctima, 

incluyendo el derecho a la vivienda, adicionalmente el Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio adelantó durante el año 2024 una serie de acciones orientadas al ajuste y 

organización de las convocatorias de vivienda rural. Con ello, se pretende avanzar hacia una 
vivienda rural realista y adecuada a las condiciones y lógicas de la ruralidad y los pueblos 

étnicos, que reconozca su diversidad, fortalezca los vínculos comunitarios y contribuya 

efectivamente a la reparación y reconstrucción del tejido social en los territorios más afectados 

por la violencia.  

Estas acciones en materia de vivienda rural se complementan con los ajustes previamente 

señalados en este informe en el ámbito urbano, y forman parte de una estrategia integral de 

adecuación de la oferta institucional de vivienda con acciones afirmativas dirigidas a víctimas. 

En conjunto, estas medidas dan cumplimiento a lo estipulado en el parágrafo 3° del artículo 23 

y el artículo 25 de la Ley 2421 del 22 de agosto de 2024, los cuales establecen el deber del 

Estado de priorizar a las personas víctimas de desplazamiento forzado en el acceso a los 

programas de oferta social, en particular aquellos relacionados con vivienda, tierras y 

generación de ingresos.  

En este sentido, el Gobierno nacional ha venido avanzando en el diseño y puesta en marcha de 

medidas concretas orientadas a garantizar el goce efectivo del derecho a la vivienda, mediante 
la creación, reorganización y priorización de los programas de subsidio familiar, tanto en el 

ámbito urbano como rural, respondiendo así a las exigencias de reparación transformadora, 

inclusión social y superación de las condiciones estructurales que perpetúan el desarraigo de 

la población víctima. 

Teniendo en cuenta lo anterior, se expidió la Resolución 0360 de 2025, mediante la cual se abrió 

la convocatoria “Vivienda Rural en Nuestro Hábitat Biodiverso”, dirigida a los departamentos del 

país para que manifiesten su interés en formular proyectos de vivienda nueva en especie, bajo 

la modalidad de vivienda rural dispersa para ser ejecutados en cofinanciación con el MVCT. Esta 

convocatoria representa un avance sustantivo en la formulación de mecanismos institucionales 

que permitan priorizar de forma objetiva a las víctimas del conflicto armado. La resolución 

adopta criterios y reglas claras para la asignación de cupos del subsidio familiar de vivienda 

rural, incluyendo el uso de un Índice de Focalización de Vivienda Rural (IFVR) que identifica los 

territorios con mayores carencias y necesidades, facilitando así una respuesta más eficaz y 

equitativa. Estas acciones garantizan el derecho a una vivienda digna y contribuyen a la 

consolidación de la paz desde los territorios, mediante soluciones habitacionales que reparan, 

dignifican y promueven la permanencia con garantías de no repetición, dentro de la que se 

prioriza a la población víctima del conflicto armado. 

 

Ejecución de sentencias de restitución y otras órdenes judiciales 

 

La articulación interinstitucional ha sido un eje fundamental para garantizar el cumplimiento 

de sentencias de restitución de tierras y otras órdenes judiciales que movilizan medidas de 

vivienda como parte de la restauración de derechos de las víctimas del conflicto armado. En 

este marco, la jurisdicción especializada en restitución de tierras puede ordenar la asignación 
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de un subsidio familiar de vivienda aplicable en el predio objeto de restitución cuando este fue 

despojado o abandonado a causa del conflicto armado, lo que exige la coordinación de la Unidad 
de Restitución de Tierras, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio (MVCT) (Decreto ley 

3571 de 2011), Fonvivienda (decreto ley 555 de 2003) y demás entidades competentes.  

Este trabajo conjunto permite avanzar en la reparación integral mediante soluciones 

habitacionales que fortalecen la garantía de no repetición y aportan a la consolidación de la paz, 

actuaciones que se surten acorde al principio de legalidad, según las normas del sector vivienda 

y de acuerdo con los recursos disponibles. En ese sentido, en la siguiente sección se presentan, 

por un lado, los resultados y el procedimiento consolidado en suelo rural y, por otro, los ajustes 

y el fortalecimiento del mecanismo en suelo urbano, orientados a brindar respuestas más ágiles 

y efectivas que aseguren el acceso progresivo de las víctimas al derecho a la vivienda.  

 

Ejecución de sentencias de restitución de tierras en suelo rural 

 

Con el propósito de dar cumplimiento a los objetivos establecidos en la Sentencia T-025 de 

2004 de la Corte Constitucional, así como a las disposiciones contenidas en la Ley 1448 de 2011, 

la Ley 1955 de 2019 (artículo 255), el Decreto 1341 de 2020 —incorporado al Decreto Único 

Reglamentario del Sector Vivienda (Decreto 1077 de 2015)— y la Resolución 0536 de 2020 del 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, el Gobierno Nacional ha avanzado en la 

implementación operativa de medidas orientadas a garantizar el acceso efectivo al derecho a la 

vivienda por parte de las víctimas del desplazamiento forzado.  

En ese sentido, el Ministerio de Vivienda ha impulsado acciones específicas para atender con 

prioridad a los hogares con sentencias de restitución de tierras que ordenan soluciones 

habitacionales, previamente priorizados por la Unidad de Restitución de Tierras (URT). Esto se 

ha hecho conforme a lo previsto en el artículo 2.1.10.1.1.4.6 del Decreto 1077 de 2015, 

adicionado por el Decreto 1341 de 2020, y al Convenio Interadministrativo 4137 de 2021. La 

implementación de estas medidas no solo constituye un paso hacia el cumplimiento de 

obligaciones judiciales, sino que refuerza el enfoque de reparación transformadora e impulsa 

procesos de restitución material y simbólica de derechos, fundamentales para la reconstrucción 

del tejido social y la consolidación de la paz territorial.  

El procedimiento establecido contempla una ruta ágil y coordinada entre las entidades 

responsables. En primera instancia, la URT prioriza y carga la información de los hogares 

potenciales beneficiarios, para su posterior verificación con bases de datos externas — como 

las de la Registraduría Nacional y la Superintendencia de Notariado y Registro—, con el fin de 

garantizar su habilitación por parte del Fondo Nacional de Vivienda (Fonvivienda) como 

entidad otorgante del Subsidio Familiar de Vivienda Rural (SFVR).  

Posteriormente, se revisan los requisitos técnicos y legales de los hogares y, una vez validados, 

se remite la información al constructor para evaluar las condiciones del terreno, entorno y 

clima, aspectos clave para seleccionar adecuadamente los materiales y técnicas constructivas 

que se ajusten al contexto territorial. Este procedimiento garantiza una respuesta eficiente y 

con enfoque diferencial y a la vez materializa el cumplimiento de órdenes judiciales mediante 

soluciones habitacionales efectivas que responden a las realidades rurales de las víctimas del 

conflicto.  

Como resultado de estos esfuerzos institucionales, en el año 2024 se asignaron un total de 1.414 

subsidios familiares de vivienda en la modalidad de construcción en sitio propio, dirigidos a 

hogares que cuentan con sentencia de restitución. Este avance representa no solo el 

cumplimiento de obligaciones constitucionales y judiciales, sino también una apuesta concreta 

por la dignificación de las víctimas, el cierre de brechas históricas y el fortalecimiento de la 

justicia transicional, mediante acciones que integran vivienda, reparación y paz, cuyo alcance 

depende de las asignaciones presupuestales de cada vigencia fiscal.  

En conclusión, la materialización de los subsidios familiares de vivienda, en el marco de la 

ejecución de sentencias de restitución de tierras, constituye un resultado directo del 

compromiso institucional del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, que orientó sus 
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esfuerzos a superar las falencias estructurales históricamente asociadas a la insuficiencia 

presupuestal y a la falta de capacidad económica de las familias beneficiarias para asumir los 
aportes requeridos en los procesos de adquisición de vivienda. En este sentido, la 

implementación de dichos subsidios, en el marco de la ruta de restitución de tierras, garantiza 

que las familias accedan efectivamente a una solución habitacional digna sin que deban asumir 

cargas económicas adicionales al predio restituido, por ser subsidios en modalidad de 

construcción en suelo propio, consolidando así un avance significativo en la garantía de 

derechos y en la reparación integral ordenada por la Corte Constitucional.  

 

Fortalecimiento de ejecución de sentencias de restitución de tierras en suelo urbano 

 

Durante las vigencias 2024 y 2025 se han logrado avances significativos para garantizar el 

acceso de la población víctima a los subsidios de vivienda ordenados judicialmente en suelo 

urbano en el marco de los procesos de restitución de tierras. Estos avances parten de un 

contexto en el que, tras el vencimiento del contrato de encargo de gestión con la unión temporal 
de cajas de compensación familiar (CAVIS UT) el 31 de diciembre de 2023, el Ministerio de 

Vivienda y Fonvivienda asumieron de manera directa la operatividad que antes ejercían las 

cajas de compensación. Para ello, se expidieron las Circulares 0003 y 0010 de 2024, que 

establecieron nuevos procedimientos: 

• Circular 0003 de 2024: regula el cobro y legalización de subsidios familiares de vivienda 

urbano para poblaciones con asignaciones previas (población desplazada, Rrom, desastres 

naturales, entre otros). 

• Circular 0010 de 2024: define el procedimiento para la postulación, asignación, 

aplicación y cobro de subsidios aplicables en suelo urbano para hogares con órdenes de 

asignación en procesos de restitución de tierras. 

Este ajuste normativo se acompañó de la adecuación de herramientas tecnológicas y de 

procesos internos de validación de requisitos para agilizar las asignaciones. Además, se 

evidenció que la falta de respuesta oportuna de algunas entidades territoriales en la realización 

de visitas técnicas retrasaba el cumplimiento de las órdenes judiciales. Por tal motivo, en 2025 

se contrató a un arquitecto especializado en derecho urbano, encargado de ejecutar 

directamente dichas visitas técnicas y emitir conceptos técnicos que permitan avanzar en la 

asignación de los subsidios.  

Actualmente, se desarrollan cronogramas mensuales de visitas técnicas a predios restituidos y 

de postulación de hogares, garantizando que el diagnóstico técnico se traduzca en la asignación 

efectiva del subsidio o, en caso de no cumplir con los requisitos, en la emisión oportuna de una 

decisión. En tal sentido, durante el segundo semestre de 2025 se proyecta asignar 

aproximadamente 50 subsidios a hogares con órdenes judiciales de restitución de tierras, cifra 

que podría aumentar según el número de hogares que cumplan con los requisitos.  

Este ajuste al mecanismo de ejecución de sentencias y órdenes judiciales en suelo urbano 

permite dar una respuesta más ágil y efectiva a las víctimas del conflicto armado, asegurando 

que los subsidios de vivienda se conviertan en una herramienta real para la reparación integral 

y el acceso progresivo al derecho a la vivienda. Con ello, se fortalece la capacidad institucional 

para avanzar en la superación del Estado de Cosas Inconstitucional declarado por la Sentencia 

T-025 de 2004 y se contribuye a la consolidación de la paz territorial.  

En conclusión, las acciones adelantadas por el Gobierno nacional durante la vigencia 2024 en 

materia de vivienda y hábitat reflejan un avance significativo hacia la superación de las falencias 

estructurales que históricamente han impedido el acceso efectivo de las víctimas del conflicto 

armado a este derecho fundamental. A través de una estrategia integral y escalonada, se ha 

logrado adecuar la oferta institucional con enfoque diferencial, diseñando e implementando 

medidas concretas que articulan el reconocimiento de derechos, la reparación transformadora 

y la garantía de no repetición. 
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La adecuación normativa, los procesos de reglamentación interna, la formulación de programas 

con acciones afirmativas, la ejecución de estrategias como Barrios de Paz, la asignación y 
materialización de subsidios, y la atención prioritaria a hogares con sentencias de restitución, 

configuran una respuesta institucional robusta que atiende necesidades inmediatas y que 

contribuye a la restauración del tejido social y la consolidación de la paz territorial. Estas 

acciones no se limitan a garantizar una solución habitacional, sino que promueven condiciones 

dignas, seguras y sostenibles para la permanencia de las víctimas en sus territorios, sentando 

bases para una inclusión efectiva, el cierre de brechas históricas y la transformación estructural 

que exige el cumplimiento de las órdenes judiciales y el mandato constitucional de reparación 

integral. 

 

4.4.3. Análisis de batería de indicadores 
 

Esta sección contiene un reporte ejecutivo a nivel general del comportamiento de los 

indicadores de Goce Efectivo del Derecho – IGED de las víctimas del conflicto armado a habitar 

en una vivienda adecuada.  

El análisis detallado de los resultados de la medición de cada indicador y la comparación entre 

las vigencias 2023 y 2024 con las variables utilizadas en la metodología del déficit habitacional 

establecida por el DANE se presenta en el Anexo. Resultados IGED Componente Vivienda. 

Uno de los 3 derechos fundamentales de las víctimas del conflicto armado en el componente de 

estabilización socioeconómica es habitar en una vivienda adecuada. Para establecer el estado 

en que se encuentran las víctimas para acceder a este derecho se formuló una batería de 17 

indicadores, que dan cumplimiento al Auto 859 de 2022, el cual establece dos medidas: una 

dirigida a medir las condiciones de la vivienda para determinar que sea adecuada y la otra a 

establecer el acceso de las víctimas a planes, programas y proyectos de vivienda ofertados por 

el Gobierno nacional.  

A continuación, se relaciona la batería de indicadores y sus resultados correspondientes: 

• Vivienda adecuada: en 2024 se evaluaron 3,59 millones de hogares víctimas de 

desplazamiento forzado donde el 10,24% contaba con vivienda que cumplía con las 

características de habitabilidad, el 87,12% con viviendas que no cumplían dichas condiciones y 

en el 2,64% no fue posible determinarlo. A comparación con el año 2023, donde se evaluaron 

3,37 millones de hogares víctimas, el 10,73% tenía vivienda adecuada, el 86,39% no cumplía 

con los criterios de adecuación y el 2,88% fue indeterminado, lo que refleja una disminución de 

0,07% en el indicador de vivienda adecuada al comparar las dos vigencias, en un contexto de 

aumento poblacional del 6,6% en 2024. 

• Vivienda sin déficit cuantitativo: en 2024 se evaluaron 3,59 millones de hogares 

víctimas de desplazamiento forzado donde el 53,18% no tenía déficit habitacional cuantitativo, 

el 35,85% se encontraba en situación de déficit y en el 10,96% no fue posible determinarlo. A 

comparación con el año 2023, con 3,37 millones de hogares evaluados, el 53,36% no presentaba 

déficit, el 36,85% sí lo tenía y el 9,79% fue indeterminado. Al comparar ambas vigencias, se 

observa una leve desmejora de 0,07 % en el indicador, en un contexto donde la población total 

en 2024 tuvo un aumento del 6,6% frente al año anterior. 

• Tipo de vivienda: en 2024, de 3,59 millones de hogares, el 96,32% habitaba en un tipo 

de vivienda adecuada y el 3,68% en una no adecuada. A comparación con el año 2023, con 3,37 

millones de hogares evaluados, el 97,30% residía en vivienda adecuada y el 2,70% en 

condiciones no adecuadas. La comparación refleja una desmejora relativa en la vigencia 2024, 

pese al crecimiento poblacional del 6,6% respecto al año anterior.  

• Materiales en paredes exteriores: en 2024, el 70,73% de los 3,59 millones de hogares 

evaluados habitaba en viviendas con materiales adecuados en paredes exteriores, mientras que 

el 29,27% lo hacía en viviendas con materiales inadecuados. A comparación con el año 2023, 

con 3,37 millones de hogares, el 71,05% tenía materiales adecuados y el 28,95% inadecuados. 



105 
 
La comparación evidencia una leve desmejora relativa, aunque en términos absolutos aumentó 

el número de hogares con materiales adecuados, lo que refleja una leve mejora en la cobertura, 

en un contexto de crecimiento poblacional del 6,6% para 2024. 

• Cohabitación: en 2024 se evaluaron 3,61 millones de hogares víctimas de 

desplazamiento forzado donde el 81,79% habitaba en viviendas sin déficit por cohabitación, el 

3,13% en situación de déficit y en el 15,08% no fue posible determinarlo. A comparación con el 

año 2023, con 3,37 millones de hogares evaluados, el 81,29% estaba libre de déficit, el 5,65% 

sí presentaba déficit y el 13,06% fue indeterminado. Al comparar ambas vigencias, refleja una 

mejora relativa en el indicador, en un contexto donde la población total creció un 7,2% en 2024. 

• Hacinamiento no mitigable: en 2024, de una población de 3,59 millones de hogares 

víctimas, el 95,61% habitaba en viviendas sin privaciones por hacinamiento no mitigable, 

mientras que el 4,39% lo hacía en condiciones de hacinamiento. A comparación con el año 2023, 

con 3,37 millones de hogares evaluados, el 95,07% no presentaba hacinamiento y el 4,93% sí 

lo sufría. La comparación muestra una mejoría en el indicador para 2024, en un contexto de 

aumento poblacional del 6,6% frente al año anterior. 

• Vivienda adecuada déficit cualitativo: en 2024 se evaluaron 2,30 millones de hogares 

víctimas: el 32,70% habitaba en viviendas sin déficit cualitativo y el 67,30% en situación de 

déficit. En comparación con el año 2023, con 2,12 millones de hogares evaluados, el 24% estaba 

libre de déficit cualitativo, el 67% lo presentaba y el 9% fue indeterminado. La comparación 

refleja una mejora significativa de más de 7 puntos porcentuales en 2024, en un contexto donde 

la población aumentó 8,3% frente al año anterior.  

• Hacinamiento Mitigable: en 2024 se evaluaron 2,30 millones de hogares víctimas de 

desplazamiento forzado donde el 74% habitaba en viviendas sin privaciones por hacinamiento 

mitigable y el 25,89% en viviendas con privaciones. En comparación con el año 2023, con 2,12 

millones de hogares evaluados, el 73% no presentaba hacinamiento mitigable y el 26,57% sí lo 

sufría. La comparación evidencia una mejora relativa en 2024, en un contexto donde la 

población aumentó en 8,3% frente al año anterior. 

• Material de los pisos: en 2024, de una población de 2,30 millones de hogares, el 

82,03% habitaba en viviendas con materiales de pisos adecuados, mientras que el 17,97% lo 

hacía en condiciones inadecuadas. En comparación con el año 2023, con 2,13 millones de 

hogares, el 83% tenía pisos adecuados y el 17% no adecuados. La comparación refleja una leve 

desmejora porcentual en 2024, aunque en términos absolutos aumentó el número de hogares 

que cumplen (134.853 adicionales), frente a 41.942 hogares adicionales que no cumplen, lo que 

indica una mejora global. 

• Espacio de Cocina: en 2024, de un total de 2,30 millones de hogares, el 70% habitaba 

en viviendas sin privaciones por espacio de cocina y el 30% en viviendas con privaciones. En 

comparación con el año 2023, con 2,13 millones de hogares evaluados, el 56% tenía cocina 

adecuada, el 29% presentaba privaciones y el 15% fue indeterminado. La comparación muestra 

un aumento de 14 puntos porcentuales en 2024 de población sin privaciones, en un contexto 

de crecimiento poblacional del 8,3%. 

• Acueducto: en 2024, el 74,45% de los 2,30 millones de hogares evaluados habitaba en 

viviendas con acceso a acueducto y agua para cocinar, mientras que el 25,55% no contaba con 

este servicio. En comparación con el año 2023, con 2,13 millones de hogares, el 74% tenía 

acceso y el 25,53% no lo tenía. La comparación refleja una desmejora relativa, aunque en 

términos absolutos aumentó el número de hogares con acceso en mayor proporción que los que 

no cumplen, lo que permite concluir que el indicador tuvo una mejora. 

• Alcantarillado: en 2024, de un total de 2,30 millones de hogares, el 71% contaba con 

conexión a alcantarillado y servicio sanitario y el 29% no la tenía, cifras similares a las de 2023, 

cuando se evaluaron 2,13 millones de hogares con los mismos porcentajes. Aunque en términos 

porcentuales el indicador presenta una leve desmejora de 0,05 puntos, en términos absolutos 

el número de hogares que cumple aumentó poblacional del 8,3% en 2024, lo que refleja una 

leve mejora. 
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• Energía Eléctrica: en 2024, de una población de 2,30 millones de hogares víctimas, el 

94% contaba con acceso a energía eléctrica y el 6% carecía de este servicio, porcentajes iguales 
a los registrados en 2023 cuando se evaluaron 2,13 millones de hogares. La comparación 

muestra que, en términos absolutos, aumentó el número de hogares con acceso en un contexto 

de crecimiento poblacional del 8,3%, lo que refleja una leve mejora relativa y absoluta en 2024. 

• Recolección de basuras: en 2024, de los 2,30 millones de hogares victimas evaluados, 

el 87% contaba con servicio de recolección de basuras y el 13% no tenía este acceso, cifras que 

coinciden con las registradas en 2023. Si bien el indicador presenta una leve desmejora relativa 

en 2024, en términos absolutos aumentó el número de hogares que cumplen en un contexto de 

crecimiento poblacional del 8,3%, lo que refleja una ligera mejora global en 2024. 

• Seguridad Jurídica: en 2024 se evaluaron 3,59 millones de hogares víctimas de 

desplazamiento: el 45,05% habitaba en viviendas con seguridad jurídica y el 54,95% en 

viviendas sin esta condición. En comparación con el año 2023, con 3,37 millones de hogares 

evaluados, el 47,90% tenía seguridad jurídica y el 52,10% no la tenía. La comparación muestra 

una leve desmejora en 2024, en un contexto de aumento poblacional del 6,6%. 

• Sin afectaciones por evento: en 2024, de una población de 3,59 millones de hogares, 

el 70% habitaba en viviendas no afectadas por inundaciones, derrumbes u otros eventos, 

mientras que el 30% lo hacía en viviendas con afectaciones. En comparación con el año 2023, 

con 3,37 millones de hogares, se registraron los mismos porcentajes. Aunque se evidencia una 

leve desmejora relativa en 2024, en términos absolutos creció el número de hogares que 

cumplen, lo que refleja una mejora en cobertura, en un contexto de aumento poblacional del 

6,6%. 

• Acceso a planes, programas o proyectos del Gobierno Nacional: en 2024 se 

evaluaron 3,14 millones de hogares víctimas de desplazamiento: el 7% había accedido a planes, 

programas o proyectos del Gobierno Nacional para vivienda digna y el 93% no lo había hecho. 

En 2023, con 2,91 millones de hogares, los porcentajes fueron las mismas. La comparación 

evidencia una leve desmejora en 2024, en un contexto de crecimiento poblacional del 7,9%. 

 

 

4.4.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales  
 

En esta sección se presenta un análisis de las falencias estructurales, de la apuesta estratégica 

institucional y de las acciones implementadas para contribuir a la superación del Estado de 

Cosas Inconstitucional en materia del acceso progresivo al derecho a la vivienda por parte de 

las víctimas del conflicto armado. Tal como se ha planteado previamente, si bien se han 

registrado avances relevantes desde el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio en la 

adecuación normativa, la formulación de programas con acciones afirmativas, la asignación y 

materialización de subsidios, la atención prioritaria a hogares con sentencias de restitución y 

el fortalecimiento de la articulación interinstitucional y de procesos de validación técnica, 

persisten importantes desafíos para lograr impactos sostenidos y de mayor escala.  

Entre estos, destaca la necesidad de un financiamiento adecuado y sostenible de las medidas 

adoptadas, que permita avanzar en la atención progresiva a la población víctima, con énfasis en 

quienes enfrentan condiciones de mayor vulnerabilidad. Asimismo, los ajustes presupuestales 

y las orientaciones recientes desde la Presidencia de la República en materia de política de 

vivienda, a partir del cumplimiento de metas en materia de adquisición y el impulso a 

mecanismos alternativos como la autogestión y el mejoramiento, han incidido en el alcance 

operativo de las acciones dirigidas a este grupo poblacional consolidadas en la vigencia 2024. 

A continuación, se presenta un cuadro síntesis que recoge la apuesta estratégica institucional 

del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio para contribuir a la superación del Estado de 

Cosas Inconstitucional (ECI) en materia del acceso progresivo al derecho a la vivienda por parte 

de las víctimas del conflicto armado. Esta herramienta permite identificar las principales fallas 
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estructurales que han sido objeto de intervención, las acciones implementadas durante la 

vigencia 2024 orientadas a subsanarlas, así como las observaciones y consideraciones técnicas, 
operativas o presupuestales relevantes para avanzar en su solución. Con este ejercicio, se busca 

fortalecer el enfoque de planeación estratégica y seguimiento orientado a resultados, al tiempo 

que se promueve una ruta de respuesta institucional integral, progresiva y con enfoque de 

derechos, diferencial y territorial. 

 

Tabla 13. Cuadro síntesis apuesta estratégica institucional 

Apuesta 
estratégica 
Institucional 

Falla(s) 
estructural(es) 

Acciones avanzadas Observaciones 

Implementar

 

un instrumento 

que permita el 

acceso 

progresivo y 

prioritario al 

derecho a la 

vivienda de 

interés social y 

prioritario por 

parte de víctimas 

del conflicto 

armado 

▪ Las víctimas del 

conflicto armado 

no cuentan con 

mecanismos

 

de financiación 

para lograr el 

cierre financiero 

de la adquisición 

de vivienda nueva 

de interés social y 

prioritario. 

▪ Los presupuestos 

asignados a la 

cartera no son 

suficientes para 

financiar las 

actividades y el 

universo 

poblacional de 

víctimas. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio avanzó en la 

reglamentación que habilita el uso 

del subsidio familiar de vivienda 

para la compra de vivienda usada, 

permitiendo a los hogares víctimas 

acceder a unidades localizadas en 

zonas con redes sociales y servicios 

básicos ya establecidos. Esta 

estrategia representa una 

alternativa viable y dignificante, 

que no solo facilita el cierre 

financiero y acelera el acceso 

efectivo al derecho a la vivienda, 

sino que también promueve la 

autonomía de las víctimas en la 

elección de su solución 

habitacional. Durante la vigencia 

2024, 7.474 hogares víctimas del 

conflicto armado recibieron un 

subsidio familiar de vivienda en 

alguna de las modalidades 

operadas o cofinanciadas por el 

MVCT en suelo urbano. 

Gestión 

del Decreto 775 de2025 – 

Modalidad de Adquisición 

de 

Vivienda 

de 

Interés Social 

Usada. 

- Se

 requi

ere suministro 

presupuestal 

para su 

ejecución.  

Establecer 

estrategias para 

priorizar en el 

proceso de 

asignación de 

Subsidios 

Familiares de 

Vivienda Rural - 

SFVR a población 

víctima del 

conflicto armado 

en el marco de las 

convocatorias que 

se desarrollen 

durante las 

vigencias 2024, 

2025 y2026. 

▪ Las víctimas del 

conflicto armado 

no cuentan con 

mecanismos de 

financiación para 

la adquisición de 

vivienda de 

interés social y 

prioritario. 

▪ El diseño de las 

estrategias de 

socialización y 

difusión de la 

oferta 

institucional e 

información no 

han logrado 

generar una 

amplia 

participación de la 

población víctima 

del conflicto 

armado. 

El Ministerio de Vivienda, Ciudad 

y Territorio adelantó en 2024 el 

ajuste y organización de una 

convocatoria con enfoque 

diferencial. A través de la 

Resolución 0360 de 2025, se 

abrió la convocatoria “Vivienda 

Rural en Nuestro Hábitat 

Biodiverso”, dirigida a los 

departamentos para la 

presentación de proyectos para 

cofinanciación, incorporando 

reglas claras de priorización para 

víctimas del conflicto armado —

como el uso del Índice de 

Focalización de Vivienda Rural 

(IFVR)— con el objetivo de 

orientar los recursos hacia los 

territorios con mayores 

carencias habitacionales, ya que 

el MCVT presta en este marco la 

asistencia técnica a las entidades 

territoriales. 

 

Diseño, planeación y 

expedición de la 

Resolución 0360 

de 2025 
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▪ Los presupuestos 

asignados a la 

cartera no son 

suficientes para 

financiar las 

actividades y el 

universo 

poblacional de 

víctimas. 

 

Fortalecer el 

esquema de 

“Atención 

Prioritaria y 

Preferente para 

los Hogares 

Restituidos” 

 

▪ Las víctimas del 

conflicto armado 

no cuentan con 

mecanismos de 

financiación para 

la adquisición de 

vivienda de 

interés social y 

prioritario. 

A través de una ruta operativa 

coordinada con la Unidad de 

Restitución de Tierras (URT), se 

han priorizado y verificado los 

hogares beneficiarios, 

garantizando la habilitación y 

posterior asignación de subsidios 

en la modalidad de construcción 

en sitio propio. Durante 2024, se 

asignaron 1.116 subsidios bajo 

este esquema en suelo rural. 

El fortalecimiento del esquema 

de ejecución de sentencias de 

restitución de tierras en suelo 

urbano durante la vigencia 2024 

ha permitido consolidar 

un ajuste integral del 

procedimiento orientado a 

garantizar una respuesta más 

oportuna y efectiva a las víctimas 

del conflicto armado. Este ajuste 

incluyó la expedición de las 

Circulares 0003 y 0010 de 2024, 

la adecuación de herramientas 

tecnológicas y la implementación 

de procesos internos de 

validación de requisitos que 

agilizan las asignaciones. 

- 1.116 subsidios 

familiares de 

vivienda en 

construcción en 

sitio propio. 

• Circular 003 de 

2024 

- Circular 010 de 

2024 

Gestionar 

recursos 

adicionales a 

través de la 

articulación 

interinstitucional 

para

 

el financiamiento 

de vivienda de 

interés social y 

prioritario para 

población 

víctima del 

conflicto armado.  

▪ El diseño de las 

estrategias de 

socialización y 

difusión de la 

oferta 

institucional e 

información no 

han logrado 

generar una 

amplia 

participación de la 

población víctima 

del conflicto 

armado. 

▪ Los presupuestos 

asignados a la 

cartera no son 

suficientes para 

financiar las 

actividades y el 

universo 

A través de la Resolución 0360 de 

2025 se abrió la convocatoria 

“Vivienda Rural en Nuestro 

Hábitat Biodiverso”, bajo la 

modalidad de vivienda rural 

dirigida a los departamentos para 

la presentación de proyectos. 

Gracias a la gestión y articulación 

del Ministerio, se logró 

consolidar un esquema de 

cofinanciación que permite que 

recursos provenientes del 

Sistema General de Regalías 

(SGR) se destinen a la 

financiación de soluciones 

habitacionales, fortaleciendo así 

el alcance y la viabilidad de los 

proyectos. Esta convocatoria, 

además, cuenta con reglas claras 

de priorización para las víctimas 

del conflicto armado, 

garantizando que la inversión 

- Resolución 360 

de 2025 
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poblacional de 

víctimas. 

impacte de manera directa a 

quienes más lo necesitan. 

Diseñar y 

ejecutar un 

instrumento que 

permita hacer 

efectivo el 

derecho a la 

vivienda de los 

hogares 

beneficiarios de 

subsidios 

asignados en 

programas 

anteriores que 

no se pudieron 

materializar. 

▪ Las víctimas del 

conflicto armado 

que fueron objeto 

de asignación de 

un Subsidio 

Familiar de 

Vivienda que no 

ha podido ser 

materializado. 

Con el fin de avanzar en la 

superación de la falla estructural 

relacionada con los hogares 

víctimas del conflicto armado 

que han recibido subsidios 

familiares de vivienda sin lograr 

su materialización en una 

solución habitacional, el 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y 

Territorio ha adoptado medidas 

transitorias que priorizan su 

atención en los programas 

vigentes.  

A través del Decreto 0413 de 2025, 

se habilitó el acceso preferente de 

estos hogares al subsidio en la 

modalidad de mejoramiento de 

vivienda, como alternativa para 

garantizar condiciones dignas de 

vivienda. 

- Esta acción 

para ser efectiva 

requiere contar 

con una adición 

presupuestal 

significativa y 

con el 

desarrollo de 

una 

metodología 

técnica jurídica 

y financiera 

articulada con 

el Ministerio 

 de 

Hacienda. 

Implementar una 

ruta de 

intervención 

articulada entre 

MVCT y MADR 

para permitir el 

acceso 

progresivo al 

derecho a la 

vivienda por 

parte de las 

víctimas con 

RESOLUCIÓN de 

asignación de 

SFV del rezago 

del 2000 a 2019 a 

cargo de MADR y 

Banco Agrario. 

▪ Las víctimas del 

conflicto armado 

que fueron objeto 

de asignación de 

un Subsidio 

Familiar de 

Vivienda que no 

ha podido ser 

material.  

Teniendo en cuenta que la 

expedición de la Circular 02 de 

2025, modificó las reglas en 

relación con el acceso a los 

rezagos presupuestales, la 

Comisión Intersectorial de 

Vivienda de Interés Social Rural, 

de la cual hace parte el Ministerio 

de Vivienda, Ciudad y Territorio, 

remitió al ministro de Hacienda 

una comunicación exponiendo 

esta situación y sus 

consecuencias para el cierre del 

Programa de Vivienda de Interés 

Social Rural por parte del MADR.  

Esto, igualmente incidió en 

cualquier trabajo colaborativo 

entre las instituciones en aras de 

general la ruta de intervención 

articulada. Sin embargo, se han 

realizado y se siguen realizando 

acercamientos institucionales 

con el propósito de desarrollar la 

ruta articulada necesaria para la 

atención de esta población 

A la fecha tampoco se tienen los 

resultados de la auditoría a 

realizar por parte del MADR que 

permita conocer el dato exacto de 

la población pendiente de 

atención. 

- Se requiere 

resultado de la 

auditoría por 

parte del MADR. 

Promover 

espacios de 

Diálogo

 

y 

▪ El diseño de las 

estrategias de 

socialización y 

difusión de la 

oferta 

institucional e 

Los ajustes y propuestas 

programáticas desarrolladas en 

el marco de los Decretos 413 de 

2025 y 585 de 2025 se orientan a 

potencializar y promover el 

trabajo con organizaciones 

- Decreto 413 de 

2025 

- Decreto 585 de 

2025 
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acompañamiento 

con organización 

de víctimas del 

conflicto armado 

para su 

fortalecimiento y 

vinculación en 

esquemas y 

proyectos 

estratégicos del 

MVCT 

información no 

han logrado 

generar una 

amplia 

participación de la 

población víctima 

del conflicto 

armado. 

▪ Los presupuestos 

asignados a la 

cartera no son 

suficientes para 

financiar las 

actividades y el 

universo 

poblacional de 

víctimas. 

sociales y comunitarias para la 

gestión y desarrollo de procesos 

de mejoramiento, 

autoconstrucción y/o 

autogestión de vivienda.  

Este enfoque busca fortalecer 

capacidades locales y generar 

soluciones habitacionales 

sostenibles a través de esquemas 

participativos que reconozcan el 

conocimiento del territorio y las 

necesidades reales de la 

población. En este sentido, se 

resalta la posibilidad de vincular 

de manera abierta y activa a 

organizaciones de  víctimas  o 

integradas por víctimas del 

conflicto armado, garantizando 

que su experiencia y liderazgo 

incidan directamente en el 

diseño y ejecución de las 

intervenciones, contribuyendo 

así a la reparación integral, el 

ejercicio del derecho a la 

vivienda y la consolidación de la 

paz territorial. 

 

Asimismo, se plantean algunas consideraciones específicas que permiten comprender con 

mayor profundidad cómo las acciones avanzadas durante la vigencia 2024 han estado 

orientadas a apuntalar los esfuerzos institucionales en la superación del Estado de Cosas 

Inconstitucional en materia de vivienda, mediante medidas afirmativas dirigidas a la población 

víctima del conflicto armado. Estas consideraciones recogen aprendizajes de los procesos de 

planeación, ejecución y retroalimentación de políticas públicas, y evidencian cómo las medidas 

adoptadas no solo responden a avanzar en la superación del ECI, sino que también fortalecen 

el acceso efectivo al derecho a la vivienda y aportan a la consolidación de la paz desde un 

enfoque transformador y reparador. 

- En relación con la alternativa de adquisición de vivienda de interés social usada para 

víctimas, se identifica que esta medida puede contribuir a superar una de las principales fallas 

estructurales en materia de acceso a la vivienda por parte de las víctimas del conflicto armado: 

la ausencia de mecanismos de financiación suficientes que les permitan completar el cierre 

financiero para la adquisición de vivienda nueva de interés social o prioritario. En múltiples 

espacios de socialización, escucha activa y construcción participativa, las víctimas han 

manifestado la necesidad de contar con soluciones habitacionales más asequibles, flexibles y 

adaptadas a sus condiciones económicas, familiares y territoriales. En respuesta a estas 

demandas, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio avanzó en la reglamentación que 

habilita el uso del subsidio familiar de vivienda para la compra de vivienda usada, permitiendo 

a los hogares víctimas acceder a unidades localizadas en zonas con redes sociales y servicios 

básicos ya establecidos. Esta estrategia representa una alternativa viable y dignificante, que 

facilita el cierre financiero y acelera el acceso efectivo al derecho a la vivienda, y a la vez 

promueve la autonomía de las víctimas en la elección de su solución habitacional, reconociendo 

sus trayectorias de vida y fortaleciendo su proceso de reparación integral. 

- Frente a la falla estructural relacionada con el grupo de hogares víctimas del conflicto 

armado que, habiendo sido objeto de asignación de subsidios familiares de vivienda en años 

anteriores, aún no han logrado la materialización de la solución habitacional, el Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio ha iniciado acciones para brindar atención progresiva a esta 

población. Mientras se avanza en la consolidación de una línea base actualizada y en la 

estructuración de un plan específico de atención, se han adoptado medidas transitorias e 
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incluyentes en el marco de los programas existentes. Así, mediante el Decreto 0413 de 2025, 

que modificó la implementación del subsidio familiar de vivienda en la modalidad de 
mejoramiento, se habilitó la posibilidad de priorizar a los hogares con subsidios asignados y no 

materializados para acceder de manera preferente a intervenciones de mejoramiento de 

vivienda. Esta medida permite avanzar en la garantía del derecho a un hábitat digno, al tiempo 

que reconoce el rezago histórico en el cumplimiento de compromisos adquiridos con esta 

población, contribuyendo de manera concreta al cumplimiento de órdenes judiciales, a la 

reparación integral y a la estabilización de comunidades afectadas por el conflicto armado.  

- Como parte de la estrategia para superar la falla estructural asociada a la falta de 

mecanismos de financiación para que las víctimas del conflicto armado accedan a vivienda de 

interés social y prioritario, y avanzar en la apuesta estratégica de priorización de esta población 

en la asignación de Subsidios Familiares de Vivienda Rural (SFVR), el Ministerio de Vivienda, 

Ciudad y Territorio adelantó en 2024 el ajuste y organización de convocatorias con enfoque 

diferencial. A través de la Resolución 0360 de 2025, se abrió la convocatoria “Vivienda Rural en 

Nuestro Hábitat Biodiverso”, incorporando reglas claras de priorización para víctimas del 

conflicto armado —como el uso del Índice de Focalización de Vivienda Rural (IFVR)— con el 

objetivo de orientar los recursos hacia los territorios con mayores carencias habitacionales. 

Esta acción se suma a una estrategia integral de adecuación de la oferta institucional, tanto en 

zonas rurales como urbanas, en cumplimiento del mandato legal de garantizar el acceso 

preferente a vivienda para personas desplazadas y de avanzar en la reparación transformadora, 

la reconstrucción del tejido social y la consolidación de la paz en los territorios históricamente 

más afectados por la violencia.  

- En respuesta a la falla estructural relacionada con la falta de mecanismos efectivos de 

financiación para que las víctimas del conflicto armado accedan a vivienda de interés social y 

prioritario, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio ha fortalecido el esquema de 

“Atención Prioritaria y Preferente para los Hogares Restituidos”. Esta estrategia, sustentada en 

el cumplimiento de la Sentencia T- 025 de 2004, la Ley 1448 de 2011 y otras disposiciones 

normativas, ha permitido avanzar en la asignación efectiva de subsidios familiares de vivienda 

para hogares con sentencias de restitución de tierras. A través de una ruta operativa coordinada 

con la Unidad de Restitución de Tierras (URT), se han priorizado y verificado los hogares 

beneficiarios, garantizando la habilitación y posterior asignación de subsidios en la modalidad 

de construcción en sitio propio. Durante 2024, se asignaron 1.414 subsidios bajo este esquema, 

lo que no solo cumple mandatos judiciales, sino que representa una medida concreta de 

reparación transformadora, contribuyendo al restablecimiento de derechos, la reconstrucción 

del tejido social y la consolidación de la paz territorial. 

 

 

4.4.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente  
 

En la presente sección se exponen las apuestas estratégicas institucionales, los ajustes 

realizados y las propuestas formuladas por el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio para 

avanzar en la superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) en materia del derecho a la 

vivienda de la población víctima del conflicto armado, en el marco del cumplimiento de la 

Sentencia T-025 de 2004 de la Corte Constitucional teniendo en cuenta y considerando los 

aprendizajes y lecciones surtidas durante la vigencia 2024. Estas acciones y enfoques se 

sustentan en un análisis técnico, normativo y programático que responde a las falencias 

estructurales identificadas, y se orientan a garantizar el acceso progresivo, preferente y digno 

a soluciones habitacionales urbanas y rurales. 

 

Apuesta
 Estratégica 
Institucional 2024 

Ajuste propuesto Justificación 
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Implementar un 

instrumento que 

permita el acceso 

progresivo y 

prioritario al derecho 

a la vivienda de 

interés social y 

prioritario por parte 

de víctimas del 

conflicto armado 

Diseñar instrumentos de 

soluciones habitacionales 

que reduzcan el déficit 

habitacional de víctimas 

del conflicto armado 

A partir del análisis del déficit habitacional reportado 

por la Red Nacional de Información de Víctimas con 

corte a la vigencia 2023, se evidenció que una 

proporción significativa de los hogares víctimas del 

conflicto armado presenta necesidades tanto de 

mejoramiento habitacional como de acceso a 

soluciones en modalidad de adquisición. En particular, 

el déficit cualitativo supera en promedio al 

cuantitativo, lo cual resalta la necesidad de 

implementar estrategias diferenciadas que aborden 

integralmente estas carencias. En este contexto, y 

reconociendo que la categoría de “soluciones 

habitacionales” ofrece un enfoque más amplio y 

flexible para garantizar el derecho a la vivienda —al 

incluir modalidades como mejoramiento, 

construcción en sitio propio, adquisición de vivienda 

nueva o usada, y esquemas de autogestión—, se ajusta 

la apuesta estratégica institucional para transitar de 

una visión centrada exclusivamente en la adquisición 

de vivienda hacia un abordaje integral basado en 

soluciones habitacionales. Este cambio responde 

también a los avances programáticos alcanzados por 

el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, que han 

incorporado ajustes normativos y operativos para 

priorizar a la población víctima y garantizar su acceso 

preferente y progresivo a la oferta estatal en vivienda, 

en cumplimiento del principio de 

reparación transformadora. 

Gestionar

 recursos 

adicionales a través 

de la articulación 

interinstitucional 

para el 

financiamiento de 

vivienda de interés 

social y prioritario 

para población 

víctima del conflicto 

armado 

Adelantar acciones de 

articulación 

interinstitucional que

 amplíen  el 

financiamiento de 

soluciones habitacionales

 desde distintas 

fuentes de recursos tanto 

del orden nacional como 

territorial, que reduzcan el 

déficit habitacional de la 

población víctima del 

conflicto armado 

Este ajuste a la apuesta estratégica institucional se 

justifica, en primer lugar, en el reconocimiento de que 

la gestión de recursos adicionales para financiar 

soluciones de vivienda para población víctima del 

conflicto armado no depende exclusivamente del 

Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio, sino que 

está condicionada a la voluntad y capacidad de acción 

de entidades y actores de distintos niveles —locales, 

nacionales e internacionales, tanto públicos como 

privados—. En este sentido, el rol del Ministerio se 

centra en impulsar procesos de articulación 

interinstitucional que permitan abrir espacios de 

diálogo, cooperación y formulación conjunta de 

iniciativas orientadas a ampliar el número de 

soluciones habitacionales disponibles para esta 

población, en cumplimiento del mandato de 

superación del Estado de Cosas Inconstitucional. 

En segundo lugar, el ajuste refleja la necesidad de no 

limitar la respuesta estatal a la modalidad de 

adquisición de vivienda, sino de promover un enfoque 

más integral y flexible que reconozca la diversidad de 

necesidades y condiciones de los hogares víctimas, así 

como la magnitud y complejidad del déficit 

habitacional que los afecta.  

Así, el Ministerio reorienta su apuesta estratégica 

hacia una articulación que potencie distintas 

modalidades de soluciones habitacionales —como 

mejoramiento, construcción en sitio propio, 

autoconstrucción asistida, vivienda usada, entre 

otras— que contribuyan de manera más eficaz a 

cerrar las brechas estructurales, garantizar el derecho 
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a la vivienda digna y avanzar en los procesos de 

reparación transformadora y consolidación de la paz. 

Diseñar y ejecutar un 

instrumento que 

permita hacer 

efectivo el derecho a 

la vivienda de los 

hogares beneficiarios 

de subsidios 

asignados en 

programas anteriores 

que no se pudieron 

materializar. 

Desarrollar una 

metodología de análisis 

jurídico, técnico y 

presupuestal para articular 

con Ministerio de Hacienda 

que permitan hacer 

efectivo el derecho a la 

vivienda de los hogares 

víctima beneficiarios de un 

subsidio familiar de 

vivienda asignado sin 

materializar en solución de 

vivienda. 

La propuesta de ajuste se sustenta en la necesidad de 

estructurar una ruta operativa, articulada y realista 

que se fundamente en dos razones, principalmente: 

en primer lugar, se ha identificado la necesidad de 

contar con una metodología clara, verificable y 

coordinada interinstitucionalmente que permita 

avanzar de manera concreta y progresiva hacia una 

solución efectiva para los hogares que, pese a contar 

con un subsidio asignado, aún no han podido acceder 

a una vivienda. Esto implica un paso a paso técnico-

jurídico y presupuestal que defina criterios, fuentes 

de financiación, prioridades territoriales y 

responsabilidades institucionales, en articulación con 

el Ministerio de Hacienda y demás entidades del 

Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a 

las Víctimas (SNARIV). 

En segundo lugar, este ajuste reconoce las 

limitaciones presupuestales actuales del sector 

vivienda y la imposibilidad de avanzar de manera 

aislada en la implementación de soluciones 

habitacionales sin una coordinación estratégica con 

los entes financieros y planeadores del gasto público. 

A su vez, responde a la necesidad de contar con una 

línea base actualizada sobre el déficit habitacional y la 

caracterización precisa de los hogares con subsidios 

no materializados, como insumo fundamental para 

definir una intervención escalonada, gradual y 

sostenible que permita materializar el goce efectivo 

del derecho a la vivienda, cerrar brechas históricas, y 

aportar a la consolidación de la paz en los territorios 

y superación del Estado de Cosas 

Inconstitucional. 

Promover espacios de 

Diálogo y 

acompañamiento con 

organización víctimas 

del conflicto armado 

para su 

fortalecimiento y 

vinculación en 

esquemas y proyectos 

estratégicos del 

MVCT 

Establecer una estrategia 

de socialización que 

permita ampliar la 

participación de víctimas y 

organización de víctimas 

del conflicto armado en los 

proyectos estratégicos del 

MVCT 

Este ajuste responde a la necesidad de fortalecer de 

manera más efectiva las estrategias de aproximación, 

socialización e inclusión de la población víctima del 

conflicto armado, con el fin de ampliar su 

participación en los esquemas y proyectos 

estratégicos del sector vivienda. En particular, se ha 

evidenciado que una mayor divulgación de la oferta 

institucional y la creación de mecanismos de 

socialización específicos contribuyen a aumentar la 

postulación de hogares víctimas a los subsidios de 

vivienda, superando barreras de información, 

desconfianza institucional o desconocimiento sobre 

los requisitos y modalidades de acceso. 

Asimismo, este ajuste se alinea con la orientación 

programática del Ministerio, que ha promovido 

enfoques participativos en la ejecución de sus 

programas, especialmente en las modalidades de 

mejoramiento de vivienda y esquemas de autogestión. 

Estas formulaciones han establecido explícitamente a 

las organizaciones sociales y comunitarias, entre las 

que se identifican aquellas conformadas por víctimas, 

como actores clave para la planeación territorial, la 

identificación de necesidades y la ejecución de 

soluciones habitacionales pertinentes y sostenibles. 
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Adicionalmente, se incluye un cuadro que consolida propuestas adicionales y sus respectivas 

justificaciones que se consideran como parte de las apuestas estratégicas requeridas para 
cerrar las brechas existentes y asegurar una respuesta integral, sostenible y transformadora a 

favor del acceso progresivo al derecho a la vivienda y hábitat por parte de las víctimas. 

 

Nueva Apuesta Estratégica Institucional Justificación de su inclusión 
Implementar los instrumentos en el marco 
de los diferentes programas del Ministerio 
que permitan la reducción del déficit 
habitacional a la población víctima de 
conflicto armado que cumpla los 
requisitos establecidos de la normativa 
vigente. 

La inclusión de esta se justifica en el marco de los 
avances que ha venido desarrollando el Ministerio en el 
diseño de instrumentos, en que se han formulado 
soluciones habitacionales que incorporan acciones 
afirmativas para la población víctima, mediante 
criterios de acceso preferente, enfoques diferenciales y 
esquemas adaptados a las condiciones sociales de 
quienes han sido afectados por el conflicto armado. 

 
En este sentido, se considera necesario no solo 
continuar con la implementación efectiva de dichos 
instrumentos, sino incluir mecanismos de seguimiento 
que permitan establecer su efectividad en la reducción 
del déficit habitacional y en el cumplimiento progresivo 
del derecho a la vivienda para la población víctima. 
 

Diseñar e implementar un mecanismo 
integral que garantice el cierre financiero 
en adquisición de vivienda nueva y usada 
para hogares víctimas de desplazamiento 
forzado en territorios priorizados para 
soluciones duraderas, considerando la 
articulación con subsidios existentes 
como el Subsidio Familiar de Vivienda y 
fuentes complementarias de financiación 
provenientes del sistema financiero 
público y privado. 

La inclusión de la apuesta responde a una de las 
principales barreras identificadas en los procesos de 
acceso a la vivienda por parte de las víctimas del 
conflicto armado: la imposibilidad de lograr el cierre 
financiero aun contando con subsidios parciales 
asignados.  
 
De tal modo, se reconoce que esta dificultad estructural 
limita significativamente la materialización del derecho 
a la vivienda y perpetúa condiciones de exclusión, 
informalidad y vulnerabilidad para esta población. Por 
ello, se plantea avanzar hacia el diseño de un 
mecanismo que articule diferentes fuentes de 
financiamiento, públicas y privadas, que permita 
movilizar recursos adicionales y sumar esfuerzos con 
entidades del sistema financiero, organismos de 
cooperación, entes territoriales y actores del Sistema 
Nacional de Atención y Reparación Integral a las 
Víctimas (SNARIV). Esta estrategia integral busca 
maximizar el impacto de las inversiones existentes, 
permitir el acceso efectivo a soluciones habitacionales 
sostenibles, y contribuir de manera concreta a la 
superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) 
en materia de vivienda, mediante una intervención 
más equitativa, territorializada y con 
enfoque de derechos para las víctimas. 

Brindar acompañamiento técnico a los 
entes territoriales priorizados en 
soluciones duraderas en la a actualización 
de los instrumentos de ordenamiento 
territorial y procesos de legalización de 
asentamientos de origen informal 
identificados, a través de: i) la entrega de 
productos de acompañamiento y/o ii) la 
implementación de mecanismos de 
seguimiento y reporte con respecto a su 
avance en la actualización del instrumento 
de ordenamiento territorial y en la 
legalización de asentamientos. 

La inclusión de la apuesta estratégica se sustenta en la 
necesidad prioritaria de atender una de las realidades 
más persistentes del desplazamiento forzado, y es, la 
alta concentración de población víctima del conflicto 
armado en asentamientos humanos de origen informal, 
en condiciones precarias y con acceso limitado a 
servicios básicos, seguridad jurídica sobre la tierra y 
equipamientos sociales.  
 
Lograr procesos para la actualización de los 
instrumentos de ordenamiento territorial y en 
particular, incorporar mecanismos específicos de 
acompañamiento técnico para la legalización y 
regularización de estos asentamientos humanos, 
representa una medida estructural territorial que 
impacta directamente en la mejora de las condiciones 
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de la vivienda, y hábitat de hogares víctimas del 
conflicto armado.  
 
Esta estrategia contribuye a la garantía progresiva del 
derecho a la vivienda digna, e igualmente a la 
estabilización territorial, la generación de condiciones 
de arraigo y la consolidación de procesos de 
integración local y paz en los 
territorios. 

Formular e implementar una metodología 
de identificación de asentamientos 
humanos de origen informal en municipios 
priorizados para soluciones duraderas. 

En un alto porcentaje de los territorios de origen 
informal o no planeados en Colombia, habita una 
cantidad significativa de población víctima del 
desplazamiento forzado. Las características de estos 
asentamientos humanos son su ubicación en zonas 
periféricas de los municipios o distritos, con 
afectaciones de riesgo no mitigable o suelo 
ambientalmente protegido, adicionalmente de 
encontrarse en un hábitat con condiciones de 
precariedad, exclusión de servicios públicos, y con 
alta inseguridad jurídica sobre la tenencia del suelo.  
 
Frente a esta realidad, la formulación 
implementación de una metodología para la 
identificación de asentamiento humanos de origen 
informal, permite generar un diagnóstico territorial 
más preciso y operativo que facilite la toma de 
decisiones en el ordenamiento territorial para los 
alcaldes o alcaldesas del país. El acompañamiento 
técnico y jurídico que se hacen a las autoridades locales 
en los procesos de legalización urbanística, constituye 
una oportunidad de reconocimiento del asentamiento 
humano para la inversión de recursos públicos del 
orden nacional, departamental y municipal o distrital, 
para obras civiles en espacio público, o asignación y 
ejecución de subsidios de vivienda, que contribuyan a 
mejorar las condiciones de hábitat, fortalecer el 
arraigo, y garantizar el acceso progresivo a vivienda 
digna para la población víctima del conflicto, en 
coherencia con los enfoques de reparación 
transformadora y consolidación de la paz territorial. 

Brindar la asistencia técnica para la 
formulación de los Planes de Gestión del 
Hábitat (PGH) del Programa Barrios de Paz. 

La inclusión de la apuesta estratégica se justica en que 
los Planes de Gestión del Hábitat permiten articular la 
política de vivienda con intervenciones integrales de 
hábitat, garantizando condiciones dignas y seguras para 
aquellos territorios con presencia de víctimas y 
afectados históricamente por el conflicto armado.  
 
Estos instrumentos permitirán fortalecer las 
capacidades territoriales, priorizar la inversión en 
territorios PDET y ZOMAC, y asegurar procesos 
participativos que vinculen infraestructura, memoria, 
reconciliación y garantías de no repetición. Con la 
asistencia técnica se podrá contar con PGH bien 
formulados que permitirán ordenar recursos y 
consolidar acciones de reparación territorial, 
dignificación de las víctimas y construcción de paz 
sostenible. 

Diseñar e implementar un mecanismo 
operativo para la gestión y asignación de 
subsidios de arrendamiento temporales, 
dirigidos a hogares víctimas del 
desplazamiento forzado en contextos 
urbanos priorizados por la Estrategia 
Territorial de Soluciones Duraderas que 
cuente con diversas fuentes de 
financiamiento tanto públicas como 
privadas. 

La inclusión de la apuesta se justifica en la necesidad de 
ampliar las alternativas disponibles para garantizar el 
acceso progresivo al derecho a una solución habitacional 
digna por parte de la población víctima del conflicto 
armado.  
 
En tal sentido, la opción del arrendamiento subsidiado 
constituye una medida transitoria y estratégica que 
permite avanzar en la estabilización temprana de los 
hogares víctimas, especialmente en contextos urbanos 
donde las barreras de acceso a vivienda en propiedad 
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son mayores. Contar con un techo seguro y digno 
durante un periodo de tiempo definido incide 
positivamente en la regularización de ingresos, el acceso 
a servicios, la inclusión social y el fortalecimiento de las 
condiciones de vida de las personas desplazadas.  
 
Asimismo, esta apuesta considera que la 
implementación de un subsidio de arrendamiento 
puede contar con fuentes de financiamiento 
identificadas y una articulación interinstitucional, que 
no necesariamente obliga el presupuesto asociado al 
Ministerio y permita identificar la efectividad del 
arrendamiento un como instrumento de transición 
hacia soluciones habitacionales permanentes.  

 

Las justificaciones de las solicitudes de modificación y adición de apuestas estratégicas 

institucionales en el Plan de Acción, formuladas en el marco del Auto 310 de 2023 para la 

Superación del Estado de Cosas Inconstitucional, reflejan un compromiso decidido con las 

víctimas del conflicto armado y con el avance en la consolidación de la paz. Estas apuestas 

estratégicas buscan garantizar el acceso progresivo a soluciones habitacionales dignas, seguras 

y sostenibles, al derecho a un hábitat digno, cerrar brechas históricas y fortalecer la reparación 

integral. En ese sentido, se establece que las siguientes serán las acciones que orientarán los 

esfuerzos institucionales para alcanzar estos objetivos a partir del proceso de reformulación: 

- Diseñar instrumentos de soluciones habitacionales que reduzcan el déficit habitacional 

de víctimas del conflicto armado. 

- Implementar los instrumentos en el marco de los diferentes programas del Ministerio 

que permitan la reducción del déficit habitacional a la población víctima de conflicto armado 

que cumpla los requisitos establecidos de la normativa vigente. 

- Fortalecer el esquema de “Atención Prioritaria y Preferente para los Hogares 

Restituidos”. 

- Adelantar acciones de articulación interinstitucional que amplíen el financiamiento de 

soluciones habitacionales desde distintas fuentes de recursos tanto del orden nacional como 

territorial, que reduzcan el déficit habitacional de la población víctima del conflicto armado. 

- Desarrollar una metodología de análisis jurídico, técnico y presupuestal para articular 

con Ministerio de Hacienda que permitan hacer efectivo el derecho a la vivienda de los hogares 

víctima beneficiarios de un subsidio familiar de vivienda asignado sin materializar en solución 

de vivienda. 

- Implementar una ruta de intervención articulada entre MVCT y MADR para permitir el 

acceso progresivo al derecho a la vivienda por parte de las víctimas con RESOLUCIÓN de 

asignación de SFV del rezago del 2000 a 2019 a cargo de MADR y Banco Agrario. 

- Establecer una estrategia de socialización que permita ampliar la participación de 

víctimas y organización de víctimas del conflicto armado en los proyectos estratégicos del 

MVCT. 

- Diseñar e implementar un mecanismo integral que garantice el cierre financiero en 

adquisición de vivienda nueva y usada para hogares víctimas de desplazamiento forzado en 

territorios priorizados para la estrategia de soluciones duraderas, considerando la articulación 

con subsidios existentes como el Subsidio Familiar de Vivienda y fuentes complementarias de 

financiación provenientes del sistema financiero público y privado. 

- Brindar acompañamiento técnico a los entes territoriales priorizados en soluciones 

duraderas en la actualización de los instrumentos de ordenamiento territorial y procesos de 

legalización de asentamientos de origen informal identificados, a través de: i) la entrega de 

productos de acompañamiento y/o ii) la implementación de mecanismos de seguimiento y 

reporte con respecto a su avance en la actualización del instrumento de ordenamiento 

territorial y en la legalización de asentamientos. 
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- Formular e implementar una metodología de identificación de asentamientos humanos 

de origen informal en municipios priorizados para soluciones duraderas. 

- Brindar la asistencia técnica para la formulación de los Planes de Gestión del Hábitat 

(PGH) del Programa Barrios de Paz.  

- Diseñar e implementar un mecanismo operativo para la gestión y asignación de 

subsidios de arrendamiento temporales, dirigidos a hogares víctimas del desplazamiento 

forzado en contextos urbanos priorizados por la Estrategia Territorial de Soluciones Duraderas 

que cuente con diversas fuentes de financiamiento tanto públicas como privadas. 

A partir de la delegación otorgada al Ministerio de Vivienda por el SNARIV para liderar la 

articulación del sector en el marco de la superación del Estado de Cosas Inconstitucional, se 

desarrollaron reuniones de coordinación con el Fondo Nacional del Ahorro, el Banco Agrario y 

el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, orientadas a configurar una intervención 

articulada y con enfoque diferencial hacia las víctimas del conflicto armado, de acuerdo a las 

competencias y responsabilidades de cada entidad1. Estos espacios permitieron vincular 

apuestas estratégicas institucionales desde cada entidad, con el propósito de fortalecer y 

ampliar el impacto del acceso progresivo al derecho a la vivienda, contribuir a la reparación 

integral y avanzar en la construcción de paz territorial. Como resultado de estos escenarios de 

trabajo conjunto, se recibieron apuestas estratégicas adicionales del sector, las cuales se 

relacionan a continuación: 

 

Apuesta estratégica 
institucional 

Justificación Entidad Responsable 

Brindar educación 
financiera en los puntos de 
atención a la población 
víctima de conflicto 
armado para que puedan 
acceder a los productos 
del Fondo Nacional del 
Ahorro S.A. 

Brindar educación financiera a las víctimas 
del conflicto armado, garantiza que sea un 
consumidor financiero informado a la hora de 
adquirir un crédito vivienda. 

Fondo Nacional del Ahorro 

Diseñar un plan de 
comunicación para 
contactar a la población 
víctima del conflicto 
armado afiliadas al Fondo 
Nacional del Ahorro S.A. 
para ofrecerles las ofertas 
de productos de colocación 
para el acceso a vivienda. 

Esta acción permite que la población víctima 
del conflicto armado tenga conocimiento de la 
oferta de crédito de vivienda y como pueden 
acceder a un crédito. 

Fondo Nacional del Ahorro 

De conformidad con el 
PND optimizar el 
instrumento que permite 
hacer efectivo el derecho a 
la vivienda de los hogares 
víctima beneficiarios de 
un subsidio familiar de 
vivienda rural asignado 
sin materializar en 
solución de 
vivienda (indexación o 
cierre financiero) de las 
vigencias 2000 - 2019. 

Cumplimiento de meta propuesta en el marco 
de la política nacional de vivienda y 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
por parte del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. El cierre del Programa de 
Vivienda de Interés Social y Prioritario Rural 
a lo largo del año 2024, bajo el seguimiento 
del Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural, para el caso de los subsidios otorgados 
durante las vigencias 2000 al 2017 el Banco 
Agrario de Colombia, en su calidad de entidad 
otorgan y reporta la entrega de 438 subsidios. 
 
Así entonces, en el periodo de otorgamientos 
2000 a 2017, se adjudicaron 46.703 SFVISR 
para igual número de hogares víctimas de los 
cuales a diciembre de 2024 en cumplimiento 
de lo estipulado en Reglamento Operativo del 
programa VISR se han retirado de la base de 
beneficiarios 4.825 hogares víctimas, se han 
materializado 29.829 SFVISR víctimas, 

Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural 
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equivalente al 71%, quedando al corte un 
saldo de12.049 subsidios no materializados. 
 

De esta intervención por parte del Banco 
Agrario en la vigencia 2024 se identifica una 
inversión de $ 11.351 millones compuesto 
por $9.348 millones por concepto de 
subsidio y $2.003 millones por concepto de 
indexación. 
 
Estos subsidios han sido distribuidos en la 
mayoría de los departamentos del país. A 
pesar de las dificultades presentadas para la 
disponibilidad de recursos en el año 2024, la 
materialización de subsidios indicados 
refleja el nivel de responsabilidad y 
compromiso con el deber de atender la 
brecha identificada. 
 
Por otra parte, en lo que tiene que ver con los 
subsidios otorgados en las vigencias 2018 y 
2019 se identifica un total de 79 subsidios 
protocolizados en 2024 con un total de 
$3.096.029.436 entre mejoramientos y 
construcción de vivienda nueva. De estos 55 
corresponde a construcción de vivienda 
nueva con un valor asignado de 
$2.668.721.580 y 24 a mejoramientos de 
vivienda con un valor de 

$427.307.856. 

 
Por último, dentro del Programa de 
Autogestión al cerrar el año 2024 contamos 
con No. De Hogares con avance de obra al 
100% de ejecución física: 155, donde por 
temas administrativos solo se habían girado el 
100% del recurso a 84 hogares, quedando 
pendientes 71 Hogares por giro del último 
desembolso. Porcentaje de ejecución total del 
programa con entrega del 100% de avance: 
18,82 %, estos recursos corresponden a 
títulos judiciales a nombre de cada 
beneficiario y por lo tanto no afecta la 
inversión. 

Gestionar recursos a través 
de la articulación 
interinstitucional para el 
financiamiento de vivienda 
de interés social y 
prioritario para población 
víctima del conflicto 
armado en el marco del 
programa de cierre 

Cumplimiento de meta propuesta en el marco 
de la Política Nacional de Vivienda y 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
por parte del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. Durante la vigencia 2024, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, 
tras identificar la emisión de la circular 
líquido cero, realizó acercamiento al 
Ministerio de Hacienda y Crédito Público con 
el propósito de identificar las acciones para 
mitigar el riesgo de no contar con los 
recursos disponibles para realizar las 
indexaciones y cierres financieros que 
dispone el Plan Nacional de Desarrollo. 
 
En el marco de la gestión como responsables 
del subsidio de vivienda de Interés Social 
Rural, el Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Territorial emitió la Resolución 
017 de 2024 a través del cual se transfirió al 
Banco Agrario de Colombia por concepto de 
cierre financiero un valor de $2.546.000.000 
 

Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo Rural 
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Adicionalmente se realizaron mesas de 
trabajo para adelantar la proyección del 
presupuesto en el marco de mediano plazo 
para la siguiente vigencia. 

Gestionar a través de la 
articulación 
interinstitucional con la 
ART la atención regional de 
los ciudadanos 
beneficiarios del subsidio 
de o de vivienda de interés 
social y prioritario 

Cumplimiento de meta propuesta en el marco 
de la política nacional de vivienda y 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
por parte del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. Durante la vigencia 2024, el 
Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 
adelantó jornadas de visita en 5 
departamentos del país, socializando el 
cierre del programa y acercando la 
ciudadanía a la gestión de la política de 
vivienda de interés social y prioritaria rural. 
 
En desarrollo de esta labor el Ministerio 
tuvo acercamiento a los departamentos 
Norte de Santander, Cauca, Meta y Bolívar. 

Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Gestionar un mecanismo de 
financiamiento para el 
cierre del proyecto de 
vivienda interés social rural 
desde el Ministerio de 
Agricultura y Desarrollo 
Rural, el cual incluya 
articulación con DNP, Min 
Hacienda y sea liderada 
desde el Ministerio de 
Agricultura 

Cumplimiento de meta propuesta en el marco 
de la política nacional de vivienda y 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
por parte del Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural. Teniendo en cuenta el 
contexto que presenta el cierre del programa 
de Vivienda de Interés Social y Prioritario 
Rural por el orden de un valor de $2 billones 
de pesos, se identifica la necesidad de buscar 
el espacio presupuestal y financiero en el 
marco fiscal de mediano plazo y en el marco 
gasto de mediano plazo.  
 
Para ello se requiere gestionar mecanismos 
de financiamiento para el cierre del proyecto 
de vivienda entre los que se contempla la 
posibilidad de acudir a un empréstito, esta 
gestión se articulará con el DNP, Ministerio 
de Hacienda y liderada desde el Ministerio 
de Agricultura y Desarrollo Rural. 

Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural 

Establecer un plan de 
trabajo en 
función de los resultados 
de la auditoría que permita 
identificar 

Cumplimiento de meta propuesta en el marco 
de la Política Nacional de Vivienda y 
establecido en el Plan Nacional de Desarrollo 
por parte Ministerio de Agricultura y 
Desarrollo Rural 

 

 

 

 

4.4.6. Anexos 
 
• Anexo. Base Barrios de Paz 
• Anexo. Circular 010 de 2024 
• Anexo. Circular 003 de 2024 
• Anexo. Decreto 413 de 2025 
• Anexo. Decreto 585 de 2025 
• Anexo. Decreto 775 de 2025 
• Anexo. Decreto 1470 de 2024 
• Anexo. Resolución 0360 de 2025 
• Anexo. Resultados IGED Componente Vivienda 
• Anexo. Informe MADR T 025 – 2004 
• Anexo. Tabla de SFG Urbanos asignados y materializados 
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5. Nodo. Verdad, Justicia y Reparación Integral 
 

 

 

5.1. Indemnización 
 

 

5.1.1. Introducción   
 

La indemnización administrativa es una medida de reparación consistente en la entrega de una 

suma económica a las víctimas del conflicto armado como compensación por los hechos 

victimizantes sufridos. Frente a este derecho, la Corte Constitucional ha declarado la existencia 

de 5 prácticas inconstitucionales, a saber: 

1. Falta de coherencia en la política pública encaminada a indemnizar 

administrativamente a las víctimas, toda vez que la cantidad de recursos destinados no 

se corresponde con las obligaciones constitucionales definidas a nivel jurisprudencial 

en la materia. 

2. Falta de acompañamiento a la inversión adecuada de los recursos por parte del 

Gobierno nacional. 

3. Restricción desproporcionada del acceso de las víctimas de desplazamiento forzado a 

la indemnización administrativa, lo que trae consigo una discriminación respecto de las 

otras víctimas de desplazamiento que ya fueron beneficiadas y de las víctimas de otros 

hechos. 

4. Falta de claridad en la respuesta estatal acerca del acceso de las víctimas de 

desplazamiento forzado de las denominadas BACRIM a la indemnización 

administrativa, a pesar de lo dispuesto en el Auto 119 del 2013, proferido por la Corte 

Constitucional de Colombia 

5. Barreras actitudinales y jurídicas que enfrentan las personas con discapacidad 

cognitiva y psicosocial, como el poco reconocimiento como sujetos de derecho ante la 

ley, que se refleja en las limitaciones y obstáculos para ejercer su capacidad jurídica. 

 

El Gobierno nacional puso de presente a la Corte Constitucional en el informe de 2024 cómo 

había superado las prácticas inconstitucionales 1, 3, 4 y 5, y propuso un plan de acción para 

seguir avanzando frente a las prácticas 1 y la 2. Sobre la No. 1, es necesario precisar que, si bien 

se considera superada en lo referente a la asignación presupuestal, la Unidad para las Víctimas 

entiende que los avances en la indemnización administrativa abarcan no solamente lo 

presupuestal, sino que deben incluir otros elementos clave, tales como el alcance territorial de 

la medida o la superación de barreras procedimentales, de modo que más víctimas puedan 

acceder a la medida. Bajo esta perspectiva, se propusieron las acciones frente a esta práctica 

inconstitucional, y aunque también se solicita a la Corte Constitucional la declaratoria de su 

superación, se informa que la Unidad seguirá desarrollando las acciones propuestas. 

En ese sentido, el siguiente capítulo presenta los avances en el plan de acción para las falencias 

1 y 2, y solicita la declaratoria de la superación y el levantamiento del seguimiento en las 

falencias 1, 3, 4 y 5, considerando que se han asignado los recursos presupuestales requeridos 

y se han desarrollado acciones para avanzar de forma progresiva, sostenida y decidida en la 

indemnización administrativa de las. En particular, el capítulo sugiere que, dado el elevado 

costo de la indemnización de todas las víctimas del conflicto armado interno y las restricciones 
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presupuestales del Estado colombiano, es dable reconocer que las acciones desarrolladas 

representan una superación del ECI, pues una asignación presupuestal significativamente más 

alta es fiscalmente inviable, y que por ello el seguimiento al derecho debe concentrarse en las 

acciones y ajustes que el Gobierno desarrolla para garantizar el acceso a la medida. Sobre este 

último aspecto, se solicita a la Corte la revisión técnica y dialógica del indicador principal con el 

que se mide el avance en este derecho. 

 

5.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

A continuación, se detallan los avances de las acciones propuestas en el plan de acción de 2024 

para las prácticas inconstitucionales 1 y 2.  

Falencia: Falta de coherencia en la política pública encaminada a indemnizar 

administrativamente a las víctimas, toda vez que la cantidad de recursos destinados no 

se corresponde con las obligaciones constitucionales definidas a nivel jurisprudencial 

en la materia. 

Como se presentó en el informe de 2024, la Unidad ha corregido la práctica inconstitucional de 

la falta de coherencia entre los recursos destinados a la indemnización administrativa y las 

obligaciones definidas a nivel jurisprudencial, debido a que se ha aumentado la asignación 

presupuestal de forma sostenida y progresiva para cumplir con las obligaciones legales y 

jurisprudenciales. Sin embargo, dado que los avances en materia del derecho a la 

indemnización administrativa no se agotan con la mayor asignación presupuestal -que, en todo 

caso, se mantiene- la Unidad valora como claves otros elementos para el acceso a la 

indemnización de las personas, particularmente frente al alcance territorial de la medida. 

Justamente, en esa lógica se construyó el plan para la superación del ECI en 2024, en el que, 

para esta práctica inconstitucional, se propuso la apuesta estratégica de código 5.1.1, entendida 

como el Plan de aceleración del pago de indemnizaciones administrativas. 

Este Plan de Aceleración busca dinamizar los procesos de reparación mediante el diseño de 

herramientas técnicas, operativas y presupuestales, con una perspectiva territorial que 

garantice mayor accesibilidad a los derechos de las víctimas. Su implementación parte del 

reconocimiento de las realidades diferenciadas en los territorios: contextos marcados por el 

conflicto armado, la desigualdad estructural y la marginalización histórica. Por eso, la estrategia 

incorpora los enfoques territorial, poblacional y situacional, permitiendo identificar y priorizar 

a las comunidades con mayores niveles de vulnerabilidad. 

Para lograr estos objetivos, la Unidad está reformando el modelo de indemnización 

administrativa (acción 5.1.1.1). En efecto, como lo establecen el Decreto 1084 de 2015 y la 

Resolución 1049 de 2019, las víctimas inscritas en el Registro Único de Víctimas deben 

solicitarle a la Unidad la medida de indemnización administrativa para que la entidad dé inicio 

a la actuación administrativa que lleva al reconocimiento del derecho y la posterior entrega de 

los recursos. Con base en esta reglamentación, la Unidad había concentrado sus esfuerzos en 

las personas que ya han adelantado la solicitud de indemnización, por lo que se enfocaba en el 

contacto de estas personas para subsanar sus casos y proceder a la expedición de los actos 

administrativos que reconocen o niegan el derecho a la medida. Para los casos con 

reconocimiento, se procede con las siguientes fases que llevan a la entrega material de los 

recursos.  

Sin embargo, existe un rezago importante frente a quienes aún no presentan su solicitud, pues 

ante ellas la acción de la entidad se agotaba en la posibilidad de radicar la solicitud de forma 

simplificada, que, por supuesto, facilita a las víctimas el trámite, pero dejaba de lado un 

elemento: muchas de las víctimas no han hecho la solicitud por falta de conocimiento (pues 

consideran que la inclusión en el RUV es la condición suficiente para acceder a la medida) o 

algunas no tienen las condiciones para hacer esta solicitud, porque están en lugares de la 
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geografía en las que no hay centros de atención a víctimas o las condiciones de 

telecomunicación son complejas, lo que impide que accedan al trámite a través de medios no 

presenciales, como las líneas telefónicas, la página web de la entidad, el correo electrónico, o el 

canal de atención de WhatsApp.  

Ahora bien, estas dificultades se concentran y se agravan en regiones específicas del país, que 

son las más afectadas por el conflicto armado, tienen condiciones de debilidad institucional, 

presencia de economías ilícitas y dinámicas de victimización exacerbadas. El actual Gobierno 

asumió proactivamente este enfoque de forma integral, por lo que, para la medida de 

indemnización, entendió la importancia de desarrollar acciones para el acceso a la medida 

compensatoria en dichas regiones y construyó una Estrategia territorial para la indemnización 

administrativa (acción 5.1.1.4). 

En ese sentido, la Unidad ha ampliado su enfoque de acción y ha instituido como parte de sus 

acciones tácticas la toma de solicitud de indemnización en las zonas en que se han identificado 

rezagos. Es relevante señalar que la Unidad está evolucionando de un modelo que considera 

solamente el rezago en el pago efectivo de las indemnizaciones, hacia uno en el que también se 

entiende como rezago la existencia de una amplia porción de la población que no ha hecho su 

solicitud. En línea con lo anteriormente dicho, a través de la Estrategia Territorial para la 

Indemnización Administrativa, la Unidad adelanta intervenciones territoriales en materia de 

indemnización según las condiciones de cada territorio. Así, se ha planteado un modelo de 

análisis crítico municipal de la indemnización, con el que se identifica si la población de un 

municipio, por ejemplo, no ha avanzado en la solicitud de indemnización; o si, habiendo 

presentado la solicitud, es necesario subsanar la documentación presentada para acreditar una 

situación de urgencia manifiesta, entre otros criterios. Bajo esos escenarios, la Unidad ordena 

su oferta en materia de indemnización para facilitar a la población estos trámites, a través de 

jornadas de documentación o de socialización, según se requiera.  

Es decir, a partir del enfoque territorial, la entidad ahora adelanta no solamente acciones de 

contacto (a través de canales no presenciales como el telefónico, correo electrónico, mensajes 

de texto, etc.), sino también de búsqueda activa en el territorio, por medio de las jornadas 

territoriales integrales, en las que la Unidad moviliza sus recursos humanos, técnicos y 

operativos, para desplazarse hasta los lugares con mayor rezago y así facilitar a las víctimas el 

acceso al trámite de la solicitud de indemnización y de subsanación de los casos ya existentes.  

Con la ejecución de esta Estrategia, desde agosto a diciembre de 2024, la Unidad logró atender 

a más de 10.000 víctimas en 12 departamentos del país, consolidando la implementación de la 

Estrategia Territorial como un instrumento clave para avanzar en la indemnización 

administrativa. Así, se desarrollaron 28 jornadas de atención en diferentes municipios y 

corregimientos priorizados por sus condiciones de vulnerabilidad, con lo que se fortaleció el 

proceso de reparación de poblaciones indígenas, afrodescendientes, campesinas y urbanas, de 

acuerdo con sus realidades específicas. 

A través de las jornadas territoriales, la Unidad ha visitado regiones y atendido víctimas para el 

trámite de la indemnización en municipios que, no habían accedido a este servicio, tales como: 

Mahates y San Basilio de Palenque, en Bolívar; Valle del Guamuez, en Putumayo; Samaniego, 

Santa Bárbara, El Charco, La Tola, Olaya Herrera, Tumaco, Francisco Pizarro, Mosquera, Magüí 

Payán, Roberto Payán y Barbacoas, en Nariño; Buenaventura, Cali, Roldanillo y Tuluá, en Valle 

del Cauca; Pueblo Rico, en Risaralda; Bagadó, en Chocó; Tame, en Arauca; Aguachica, en Cesar; 

Cúcuta, en Norte de Santander. Sobre este punto, se resaltan también las jornadas de atención 

desarrolladas en la región del Alto Andágueda (Chocó), en diversos puntos, para garantizar la 

atención de la población Emberá Katío. Debe considerarse que este enfoque es un esfuerzo de 

largo aliento, pues el número de personas que no han hecho su solicitud es cercano a los 2 

millones (de acuerdo con la composición del RUV).  
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Aunado a estos avances, la Unidad, como una medida de eficiencia, logró reducir el margen del 

costo de funcionamiento por víctima indemnizada en comparación con vigencias anteriores, lo 

que implica que se logró pagar la indemnización a un mayor número de víctimas con menos 

recursos, reduciéndose así el gasto público para la entrega de la medida de indemnización 

administrativa. Es decir, a través de las herramientas técnicas, operativas y financieras que la 

entidad ha diseñado en ejecución del plan de aceleración, se logró que, en la operación necesaria 

para el reconocimiento y entrega de la indemnización (contacto con las víctimas, recepción de 

solicitudes, revisión y subsanación de documentos, expedición de actos administrativos, entre 

otras acciones), se optimizaran los procedimientos y se aumentara la efectividad, con un costo 

menor. 

El plan de aceleración y su despliegue territorial, como se presentó en el informe de 2024, 

incluye también la modificación de la Resolución 1049 de 2019 (acción 5.1.1.3) para garantizar 

que el modelo de focalización de los recursos contemple el enfoque poblacional y también el 

territorial, considerando la concentración territorial de la indemnización administrativa en 

municipios específicos. La Unidad ha avanzado en la evaluación detallada del actual modelo y 

el diseño inicial de uno nuevo, que además fortalezca la identificación de las vulnerabilidades 

de las personas. Un paso previo a la adopción de esta modificación es la consulta participativa 

de la propuesta (acción 5.1.1.2).  

Sin embargo, durante la construcción del nuevo acto administrativo fue expedida la Ley 2421 

de 2024, que contiene órdenes específicas frente a la indemnización administrativa que 

necesariamente debían incluirse en el modelo. Por ello, los espacios participativos fueron 

postergados y serán adelantados próximamente, como se informa en el acápite de 

modificaciones al plan de acción. 

Falencia Falta de acompañamiento a la inversión adecuada a los recursos por parte del 

gobierno nacional. 

Frente a esta falencia, la Unidad pone de presente a la Corte que no hay una falta de 

acompañamiento, pues existe una estrategia para ello, que cuenta con recursos humanos, 

técnicos y presupuestales. Sin embargo, la entidad reconoce que la estrategia debe fortalecerse, 

y por ello se propusieron acciones orientadas a su debido fortalecimiento en el plan de trabajo 

para la superación del ECI. En términos generales, las acciones propuestas se referían a la 

transformación de la estrategia (acción 5.1.2.1), con el objetivo de hacerla más pertinente y 

fortalecer el abordaje de los enfoques diferenciales. A continuación, se presentan los avances 

en el plan. 

El programa de Acompañamiento a la Inversión Adecuada de los Recursos, en cumplimiento 

del artículo 134 de la Ley 1448 de 2011, acompaña a las víctimas que están cerca a recibir su 

indemnización administrativa, a través de cuatro líneas de inversión: (i) adquisición o 

mejoramiento de vivienda nueva o usada; (ii) acciones de orientación y asesoría para la 

creación o fortalecimiento de empresas o activos productivos; (iii) formación técnica o 

profesional para las víctimas o los hijos de estas; e (iv) inmuebles rurales. Este programa tiene 

como objetivo que, a través del acercamiento a la oferta institucional, las víctimas hagan un uso 

adecuado de los recursos recibidos según la línea de inversión de su interés, contribuyendo al 

fortalecimiento del proyecto de vida de las víctimas.  

 

En este sentido, se busca que la medida de indemnización impacte positivamente en las 

condiciones de vida, a través de acciones en las que las víctimas puedan focalizar su intención 

de inversión, así como conocer y tener un acercamiento a la oferta en las líneas de preferencia 

que les permita tomar decisiones de inversión que apunten a la transformación de su realidad. 

Desde esta perspectiva, se adopta como premisa que los recursos monetarios otorgados a las 

víctimas a título de indemnización se constituyen en instrumentos de inclusión social que 

permiten el fortalecimiento de sus proyectos de vida.  
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Sobre este programa, la Unidad adelantó un diagnóstico (acción 5.1.2.2) durante el segundo 

semestre de 2024 sobre las estrategias que actualmente componen el programa:  

1. Espacios de Inclusión Social y Económica -EISE- 

2. Jornadas de Orientación y Acercamiento a la Oferta -JOAO- 

3. Jornadas de Orientación en Educación -JOE- 

4. Momentos de Orientación y Asesoría -MOA- 

5. Aprender a Emprender. 

6. Programa de Acompañamiento Étnico -PAE- 

 

Los resultados del diagnóstico se pueden resumir en los siguientes elementos: 

1. Las Estrategias en esencia son similares, aunque cambian de nombre. Si bien algunas de 

ellas están diseñadas para la orientación por línea de inversión, no hay una herramienta 

que permita identificar el interés de inversión de las personas interesadas en acceder 

al acompañamiento.  

2. Las jornadas de Inversión Adecuada de Recursos estaban siendo desarrolladas 

exclusivamente en las jornadas de entregas de cartas de indemnización, lo que limitaba 

temporal y metodológicamente un ejercicio riguroso de acompañamiento.  

3. Se identificó la necesidad de diseñar metodologías poblacionalmente adaptadas, así 

como garantizar un acompañamiento antes, durante y después de la entrega de la 

medida de indemnización administrativa.  

4. Se definió la necesidad de identificar la línea de inversión con el fin de realizar jornadas 

de acompañamiento posteriores, con una oferta adecuada a las necesidades e intereses 

de las personas acompañadas. 

5. No se estaba realizando acompañamiento, asesoría y orientación a jóvenes con 

encargos fiduciarios constituidos. 

 

Adicionalmente, una de las acciones para la transformación del programa IAR incluía la 

articulación a través del Subcomité de Indemnización Administrativa (acción 5.1.2.4), la 

instancia del Comité Ejecutivo del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas (SNARIV). Dentro del Plan Operativo Anual de la vigencia anterior, se incluyeron dos 

objetivos relacionados: la armonización de la oferta institucional para la IAR a través de la Mesa 

Técnica de Focalización, y el ajuste de la estrategia de acompañamiento IAR con énfasis en lo 

poblacional.  

En desarrollo de estos objetivos, se desarrollaron mesas de focalización con el Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio, el Fondo Nacional del Ahorro y el Ministerio de Salud y Protección 

Social; además, se recibieron aportes de todas las entidades y representantes de víctimas que 

hacen parte del Subcomité. Todos estos elementos nutrieron el diagnóstico a partir del cual se 

plantearon los ajustes al programa de acompañamiento IAR. Entre ellos, se destaca lo siguiente: 

 

Unificación de estrategias: 

Con el fin de reducir el número de estrategias, las jornadas de JOAO, MOA y EISE se unificaron 

en una sola denominada “Decisiones que cuentan” para realizar en las jornadas de notificación 

de cartas de indemnización administrativa. En esta estrategia se brinda a los participantes 

herramientas y conceptos básicos que les permitan reflexionar sobre la importancia del manejo 

responsable del dinero y la planificación de inversiones, con el fin de que los recursos recibidos 

como indemnización administrativa contribuyan de manera positiva y sostenible al 

fortalecimiento de sus proyectos de vida.  

Metodológicamente, en esta estrategia se realizan actividades participativas como el muro de 

metas, en el que las personas asistentes pueden escribir una meta o sueño que quisieran 
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alcanzar con el recurso que recibirán como medida de indemnización administrativa. 

Posteriormente se socializa el Programa de Acompañamiento de Inversión Adecuada de 

Recursos, las líneas de inversión y luego se realiza un ejercicio situacional en el que 

aleatoriamente se proponen una serie de preguntas, por ejemplo: “Piense en su "yo del pasado". 

¿Qué consejo le daría sobre cómo manejar el dinero?”.  

Para cerrar la orientación, se invita a las personas a participar a través de un pendón interactivo 

en el que pueden agregar sus metas, sueños, así como sus experiencias de ahorro, presupuesto 

e inversión. Para finalizar, el profesional del programa IAR que dirige la actividad realiza una 

caracterización de las personas que voluntariamente deseen continuar con el acompañamiento; 

en esta caracterización se identifica el interés de la línea de inversión, lugar de residencia, así 

como elementos específicos del interés de inversión, por ejemplo, si una persona está 

interesada en educación, se caracteriza el nivel educativo actual, si la persona debe finalizar 

bachillerato, si no ha hecho el ICFES, si su interés es una carrera técnica, tecnológica o 

profesional. Una vez se realiza esta caracterización voluntaria, se realiza la conexión con la 

oferta. 

Nueva estrategia para jóvenes con encargos fiduciarios constituidos 

Teniendo en cuenta que en el diagnóstico se identificó que los jóvenes con encargos fiduciarios 

constituidos no recibían orientación, acompañamiento y asesoría, se diseñó una nueva 

estrategia denominada “Multiplicando sueños”, que tiene como objetivos:  

1. Promover el autoconocimiento y la reflexión personal a través del árbol de la vida que 

permita identificar metas y sueños como parte del proyecto de vida.  

2. Fortalecer la capacidad de tomar decisiones informadas que permitan una inversión 

responsable y eficiente de los recursos.  

3. Brindar conceptos básicos y herramientas prácticas de educación financiera.  

4. Facilitar el acceso a información relevante y a la oferta institucional disponible en el 

territorio. 

 

Esta jornada se realiza con jóvenes entre los 16 y 18 años que ya recibieron su encargo 

fiduciario o que lo tienen constituido. A modo de innovación, esta se separa de las jornadas de 

notificación de indemnizaciones e idealmente se realiza antes de que las y los jóvenes la reciban. 

Metodológicamente está distribuida en 6 momentos: 

1. Socialización de la medida de indemnización administrativa: muchos jóvenes no tienen 

conocimiento de lo que es un encargo fiduciario y del proceso de reparación integral, 

así como del trámite para acceder a la medida de indemnización. 

2. El árbol de la vida: las raíces son los valores, creencias y aspectos relevantes que dan 

sentido a su vida, el tronco son las habilidades y fortalezas, los frutos son los sueños y 

metas que se trazan. 

3. Seis sombreros para pensar: esta actividad tiene como objetivo guiar a los participantes 

en el proceso de toma de decisiones sobre cómo emplear adecuadamente el recurso de 

indemnización, enfocándose en el alcance de una meta o sueño personal. Seis 

participantes utilizan sombreros de diferentes colores para analizar un sueño o meta 

de alguna de las personas presentes en el espacio, y se analizan los siguientes aspectos: 

emociones, cifras y hechos objetivos, peligros, cosas negativas, beneficios o cosas 

positivas, creatividad. 

4. Educación financiera: se realiza un ejercicio de planificación presupuestal. 

5. La ruta del futuro: es un juego creado para evaluar de manera práctica los conceptos 

trabajados anteriormente, en el que los participantes aprenden a tomar decisiones 

personales y financieras responsables, tener autocontrol y utilizar su dinero, a través 

de situaciones que se le van presentando por el camino y que son reflejo de la vida real.  

6. Socialización de la oferta. 
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Estrategias “Mi sueño, mi vocación” y “Aprender a Emprender” 

Posterior a los primeros encuentros en donde se identifica el interés de inversión de las 

personas, se realizan nuevas convocatorias a jornadas específicas en educación y 

emprendimientos denominadas “Mi Sueño, Mi Vocación” y “Aprender a Emprender”. Mi 

Sueño, Mi Vocación, antes denominada Jornada de Orientación en Educación, se modificó para 

hacer especial énfasis en el proceso de orientación vocacional y reconocimiento del territorio 

para conocer la oferta académica presente en el nivel local, regional y nacional. Para el caso de 

Aprender a Emprender, se modificó en el tiempo de la actividad y se integraron actividades de 

líder o lideresa emprendedor, características de un emprendedor y de ideas innovadoras. 

Una vez se realizan las jornadas y se confirma que los jóvenes recibieron sus encargos 

fiduciarios, a los dos meses se realizan llamadas o visitas aleatorias para validar la inversión del 

recurso. Para el caso de las personas que reciben la indemnización y que participan en las 

jornadas de Decisiones que Cuentan, una vez participan en las actividades específicas por línea 

de inversión se contactan a los 2 meses de orientación. 

Adicionalmente, la Unidad sigue avanzando en el rediseño de las estrategias restantes y la 

creación de algunas nuevas, especialmente desde la perspectiva poblacional. La tabla presenta 

la relación de las estrategias nuevas y las actualizadas, e indica el tipo de cambio que se dio. 

 

Tabla 14. Relación de la gestión sobre las estrategias de acompañamiento IAR, por línea de 

inversión y grupo poblacional 

Línea de inversión Grupo 

poblacional 

Nombre de la estrategia Tipo de 

gestión 

Educación y Proyectos 

productivos 

Jóvenes Multiplicando sueños Nueva 

Todas Todas Decisiones que Cuentan (integra MOA-JOAO- 

EISE- Charlas) 

Nueva 

Creación o 

fortalecimiento de 

empresas  

Todas Aprender a Emprender Mejora 

Educación Superior Jóvenes  “Mi Futuro mi vocación". Jornada de 

Orientación en Educación (antes JOE) 

Mejora 

Todas Étnico Estrategia de Acompañamiento Étnico 

Dialogo de saberes (antes PAE) 

Mejora 

Bienestar  Persona 

Mayor 

Estrategia SABIA_MENTE dirigida a Persona 

Mayor. 

Nueva 

Todas Campesino Estrategia para Campesinado Nueva 

Creación o 

fortalecimiento de 

empresas  

Mujeres Estrategia de Mujeres Nueva 

 

Como se evidencia, se ha avanzado en ocho estrategias, especialmente dirigidas a los grupos 

poblacionales de jóvenes y personas mayores. El proceso de pilotaje también ha avanzado.  

 

Pilotaje de las nuevas estrategias de acompañamiento con enfoque diferencial 

La Unidad avanzó en el pilotaje de las nuevas estrategias (acción 5.1.2.3). Para las estrategias 

“Multiplicando Sueños” y “Decisiones que Cuentan”, el pilotaje se ha dado en los departamentos 
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de Antioquia, Bogotá, Bolívar, Caquetá, Casanare, Cesar, Chocó, Córdoba, Guaviare, Huila, La 

Guajira, Manizales, Meta, Nariño, Norte de Santander, Risaralda, Putumayo, Sucre y Tolima. En 

estas jornadas, se ha acompañado a cerca de 6.000 personas.  

De este ejercicio, una vez se identifique la materialización a través de la entrega de la medida, 

se realizará una medición de seguimiento e impacto, de acuerdo con lo que se ha definido en 

cada una de las estrategias, como a través del desarrollo de un instrumento estadístico que mida 

el aporte del ejercicio de acompañamiento dentro de la decisión de inversión de la medida de 

indemnización, es decir, que mida el impacto de la orientación y asesoría en la inversión 

adecuada de los recursos, con enfoque de soluciones duraderas.  

El programa de acompañamiento ha adelantado la caracterización sobre la vocación productiva 

del territorio, así como la debida articulación con la oferta nacional y local, con el fin de 

incentivar los recursos a escenarios que le contribuyan a la población victima a la consolidación 

de sus proyectos de vida. 

 

5.1.3. Análisis de batería de indicadores del componente  
 El derecho a la indemnización es medido a través de cuatro indicadores de goce efectivo de 

derechos (IGED): uno principal y tres complementarios, a saber.  

  

Principal 

Víctimas de desplazamiento que recibieron la indemnización 

  

Complementarios 

Acompañamiento en la inversión adecuada de recursos 

Porcentaje de víctimas a las que se les reconoció el derecho a la indemnización 

administrativa a través de un acto administrativo y se les ha aplicado el Método Técnico 

de Priorización 

Tiempo promedio de entrega de la indemnización administrativa en la ruta prioritaria 

  

Los dos últimos son el resultado de las órdenes de la Corte Constitucional en los Autos 859 de 

2022 y 549 de 2024, y fueron medidos por primera vez en el informe de 2024. A continuación, 

se presenta un análisis sintético de la medición de todos los indicadores. Además, se anexa al 

capítulo un informe ampliado. 

Indicador principal: número de personas víctimas de desplazamiento forzado 

indemnizadas  

  

Este indicador muestra un aumento de 30,1% frente al año anterior, pues más víctimas 

recibieron la indemnización administrativa, pasando de 926.766 a 1’206.083 personas 

indemnizadas. Este aumento es resultado del importante avance durante los dos últimos años, 

que fue posible gracias a la asignación presupuestal histórica que se ha hecho a la 

indemnización administrativa en el actual gobierno. Sobre el universo total de víctimas de 

desplazamiento forzado susceptibles de ser indemnizadas, esto representa el 15,64%. Es 

importante resaltar que, entre 2023 y 2024, aumentó la cantidad de víctimas indemnizadas en 

3,46 puntos porcentuales, contrastando con el aumento entre 2022 y 2023 que únicamente fue 

de 1,09 puntos porcentuales. 

  

Ahora bien, la Unidad considera importante plantear a la Corte Constitucional la necesidad de 

revisar la idoneidad de este indicador para medir el avance en el componente de indemnización 

y en la superación del ECI. Como se señaló en el acápite anterior, la principal práctica 

inconstitucional en el derecho a la indemnización se refiere a la falta de coherencia entre los 

recursos asignados a la medida y las obligaciones derivadas de la jurisprudencia. Si bien esta 

falta de coherencia ya fue corregida con el aumento de la destinación presupuestal para la 

indemnización administrativa, es evidente que el indicador en sí mismo no da cuenta de ese 
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avance, púes no existe un criterio específico de cuál sería el valor coherente para esta 

asignación. 

  

Esto plantea una complejidad de la mayor importancia, sobre todo si se tiene en cuenta que el 

indicador siempre va a aumentar, porque el número de personas indemnizadas se acumula 

sobre el universo total de víctimas. Desde esa perspectiva, el indicador no contribuye con una 

evaluación clara sobre el comportamiento del derecho. 

  

Adicionalmente, como también se presentó previamente, el avance en el indicador está 

indefectiblemente atado a la capacidad presupuestal para indemnizar víctimas. Dado que el 

Estado colombiano no puede hacer una destinación presupuestal que sea sustancialmente 

superior a la actual (que es por sí misma muy importante si se compara con años anteriores), 

entonces es altamente probable que el indicador mantenga el mismo comportamiento: el de 

aumentos no superiores a 2 o 3 puntos porcentuales de personas indemnizadas sobre el 

universo total de víctimas de desplazamiento forzado susceptibles de ser indemnizadas. 

Sabiendo que ese resultado se mantendrá virtualmente inmodificable, conviene preguntarse si 

tiene sentido que el indicador sea el estándar para determinar que se ha superado el estado de 

cosas inconstitucional en este derecho. Visto eso, el Gobierno le propone a la Corte 

Constitucional la revisión a profundidad de este indicador, con el fin de identificar alternativas 

de seguimiento y de estándar probatorio, no solamente para determinar que se puede levantar 

la declaratoria, sino -y sobre todo- para hacer una evaluación más realista de la política, que 

permita identificar los cambios necesarios.  

  

Por ejemplo, conociendo la restricción presupuestal insuperable, la Unidad considera que 

podría evaluarse el goce del derecho según su alcance territorial (si en ciertos territorios se ha 

accedido a la medida, considerando el enfoque territorial del Acuerdo de Paz de 2016), y si se 

mantiene un ritmo progresivo de asignación presupuestal. La entidad entiende que el espíritu 

del Auto 310 de 2023 abre la oportunidad para dar esta discusión técnica y dialógica.  

  

Indicador complementario: víctimas indemnizadas que acceden al acompañamiento a la 

inversión adecuada de recursos 

  

Para este indicador, se reporta un resultado de 39.442 víctimas acompañadas en inversión 

adecuada de recursos durante el 2024. Esta cifra representa un aumento frente al 2023, cuyo 

resultado fue de 19.505. Debe señalarse que el resultado de 2023 fue muy inferior al promedio 

histórico del indicador. Por otra parte, del total de víctimas de desplazamiento forzado 

indemnizadas en 2024 (290.438), las acompañadas representan el 13,58%; al respecto, no debe 

perderse de vista que el acompañamiento es voluntario, por lo que es posible que quienes no 

accedieron lo hayan decidido así por no estar interesados o porque ya tenían claridad sobre el 

uso que le darían a sus recursos. 

  

Complementario – tiempo promedio de entrega de la indemnización administrativa en 

la ruta prioritaria 

  

Este indicador permite medir el tiempo promedio que transcurre desde la fecha de priorización 

de la persona (que puede ser la fecha de expedición del acto administrativo de respuesta de 

fondo para quienes acreditan el criterio de priorización desde el momento de la solicitud de 

indemnización, o la fecha de acreditación del criterio incluso después de que ya se haya 

expedido el acto para los casos de ruta general que transitan a la ruta prioritaria de forma 

posterior), y la fecha en que se cumple la fase de entrega de los recursos, a través de la 

disposición de estos para su cobro, sea a través de giro bancario, abono en cuenta o constitución 

de encargo fiduciario. 
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Para esta vigencia, este tiempo promedio fue de 290 días, es decir, las víctimas de 

desplazamiento forzado en ruta prioritaria tardaron menos de un año para contar con la 

disposición de los recursos de indemnización administrativa.  

  

Este tiempo de espera puede considerarse razonable, teniendo en cuenta que la entrega de los 

recursos de la indemnización exige el despliegue de acciones técnicas y operativas por parte de 

la Unidad para las Víctimas, que implican la ubicación del destinatario en un municipio 

específico de la geografía nacional; el posterior traslado de los recursos desde el Ministerio de 

Hacienda y Crédito Público a la Unidad; el contacto con las víctimas para comunicarle sobre el 

sobreviniente pago de sus recursos; la notificación de la carta de indemnización, que implica 

que cada Dirección Territorial de la Unidad convoque físicamente a las personas a un lugar 

específico para que se entregue materialmente la carta; la disposición de los recursos a través 

de un operador financiero con presencia y capacidad en los lugares de residencia de las víctimas 

(este operador bancario es el Banco Agrario de Colombia); y, finalmente, el cobro efectivo por 

parte de la víctimas, con lo cual se completa la actividad de indemnización. 

  

Debe resaltarse que, en la vigencia anterior, el resultado fue de 360,5 días. Es decir, en un año, 

gracias a los ajustes institucionales adelantados por la Unidad para las víctimas, se ha reducido 

en 70,5 días el tiempo de espera para las víctimas. 

  

Complementario – porcentaje de víctimas a las que se les reconoció el derecho a la 

indemnización administrativa a través de un acto administrativo y se les ha aplicado el 

Método Técnico de Priorización 

  

Este indicador permite medir las víctimas de desplazamiento forzado a las que se les reconoció 

el derecho a la indemnización administrativa a través de un acto administrativo y se les ha 

aplicado el Método Técnico de Priorización. 

  

De acuerdo con el resultado, el universo de víctimas de desplazamiento forzado a las que se les 

ha reconocido el derecho a la indemnización es de 5’795.313. Al 100% de estas víctimas se les 

ha aplicado el Método Técnico de Priorización, lo cual da cuenta de que la Unidad ha dado 

aplicación al procedimiento establecido en la Resolución 1049 de 2019 y ha cumplido con una 

de las reglas más importantes, cual es la de garantizar la medición en el Método Técnico de 

Priorización a todas las personas que soliciten el derecho y no se encuentren en una situación 

de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad. 

 

 

5.1.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

A partir de la metodología para el seguimiento a la superación del ECI propuesta por el 

Gobierno nacional, se ha identificado que una de las prácticas inconstitucionales restantes de 

este derecho puede converger en una falla estructural.  

 

Efectivamente, frente a la falta de coherencia entre el presupuesto asignado a la medida de 

indemnización administrativa y los compromisos derivados de la jurisprudencia, esta hace 

parte de la falla estructural de Falta de coherencia entre el presupuesto asignado y los 

compromisos establecidos en normas e instrumentos para la atención a la población desplazada, 

así como debilidades en el seguimiento y monitoreo en la ejecución y efectividad de los recursos. 

Esta falla estructural refleja una de las principales dificultades relacionadas con el derecho a la 

indemnización, debido a que el avance en la medida está relacionado con la disponibilidad 

presupuestal del Estado colombiano. 



130 
 
Así las cosas, la Unidad entiende que, aunque se declare la superación de la práctica 

inconstitucional, el seguimiento a este aspecto debe concentrarse en el componente de 

presupuesto y bajo el liderazgo del Ministerio de Hacienda y Crédito Público. Esto permitirá 

que la Unidad para las Víctimas, como principal responsable de la medida de indemnización, 

pueda enfocarse en el seguimiento de los demás aspectos estructurantes de la reparación, 

especialmente en los que se proponen como clave a la Corte: el alcance territorial de la medida 

y, en general, la superación de las barreras que impiden a las víctimas acceder más rápidamente 

a la indemnización. 

5.1.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

En el plan de acción propuesto se incluyó la acción 5.1.1.2 Desarrollo de escenarios participativos 

para la consulta de la reforma al modelo de indemnización administrativa. Sobre ella, se solicita 

un ajuste en la fecha de finalización.  

 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

5.1.1.2 Escenarios participativos 

para la consulta de la 

reforma 

Cambio de Fecha Los espacios participativos de 

consulta requieren de un 

proyecto de acto 

administrativo modificatorio, 

que se había construido luego 

de la propuesta de plan de 

trabajo. Sin embargo, 

posteriormente fue 

promulgada la Ley 2421 de 

2024, que incluyó nuevos 

elementos que deben ser 

tenidos en cuenta en la 

modificación. De allí que no 

haya sido posible adelantar los 

escenarios de participación, 

por lo que se solicita el cambio 

en la fecha de finalización a 

julio de 2026. 

 

 

5.1.6. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Además de los avances en el plan de acción, el Gobierno nacional, a través de la Unidad para las 

Víctimas, ha desplegado diferentes acciones y ajustes institucionales, cuyo resultado es la 

superación de las prácticas inconstitucionales 1, 3, 4 y 5, como ya se le puso de presente a la 

Corte en el informe de 2024, y sobre el cual se está a la espera de pronunciamiento. En ese 

sentido, la Unidad presentará una vez más las acciones y solicitará a la Corte declarar superadas 

esas falencias y levantar el seguimiento. Adicionalmente, se solicita a la Corte la revisión del 

IGED principal utilizado en este derecho.  

 

• Falta de coherencia en la política pública encaminada a indemnizar 

administrativamente a las víctimas, toda vez que la cantidad de recursos destinados 
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no se corresponde con las obligaciones constitucionales definidas a nivel 

jurisprudencial en la materia 

 

Frente a esta práctica inconstitucional, el Gobierno nacional propuso un plan de acción para la 

superación del ECI, teniendo en cuenta que los avances en indemnización por vía administrativa 

no se refieren solamente a la asignación presupuestal, sino a los demás elementos presentados 

en el acápite correspondiente. En todo caso, dado que la valoración de la Corte Constitucional 

se refiere específicamente a la dimensión presupuestal de la medida de indemnización, a 

continuación, se expone cómo el aumento sostenido en los recursos para la medida, y 

particularmente en el actual Gobierno, dan cuenta de un compromiso progresivo y decidido, 

que ha permitido superar la falencia.  

Para el momento del diseño del plan de financiación de la política de atención y del programa 

de indemnización administrativa en los Documentos CONPES 3712 y 3726 de 2011, se 

proyectaba que la indemnización de una parte de la población desplazada se diera a través de 

subsidios de vivienda, por lo que los recursos destinados a la indemnización eran muchísimo 

menor que los realmente necesarios.  

Sin embargo, dos años después del diseño de este plan, la Corte Constitucional determinó en las 

Sentencias SU-254 de 2013 y C-462 de 2013 que los subsidios de vivienda y tierras y otros 

instrumentos de política social podían y debían ser ofrecidos a las víctimas de desplazamiento, 

pero no sustituían el deber de indemnizarlas administrativamente como se hacía con las 

víctimas de otros hechos victimizantes. De ese modo, se amplió de forma considerable el 

universo de víctimas por indemnizar y, consecuentemente, los recursos necesarios para 

adelantar esa actividad. 

Dado que el plan de financiación se construyó sobre un supuesto en el que no se indemnizaría 

monetariamente a todas las víctimas de desplazamiento forzado y, por tanto, se operaba con 

una destinación presupuestal para un universo de víctimas inferior al realmente existente, era 

consecuente que la Corte Constitucional, en 2016 (momento de la valoración global), 

encontrara una práctica inconstitucional. Esto considerando que efectivamente no había 

coherencia entre esa asignación presupuestal y las obligaciones derivadas de la jurisprudencia, 

particularmente la de indemnizar a la población desplazada. 

En el informe de 2024, se señaló cómo se corrigió esa incoherencia, llevando la destinación 

presupuestal al nivel exigido por la jurisprudencia, particularmente a partir de los años 2020 y 

2021, con inversiones por encima del esquema de gasto inicial. En este último año se prorrogó 

la Ley 1448 de 2011 y se expidió su nuevo plan de financiamiento, a través del Documento 

CONPES 4031 de 2021, con un esquema de gasto anual acorde con las obligaciones 

jurisprudenciales, que fija un promedio de inversión anual de 1,15 billones a la indemnización 

administrativa. A la fecha, se ha superado ese promedio, especialmente gracias a que el actual 

Gobierno ha hecho la asignación presupuestal más alta en la historia de la política de 

indemnización. La tabla 14 presenta el detalle: 

Tabla 15. Recursos pagados en indemnización por vía administrativa por todos los hechos 

victimizantes y por desplazamiento forzado, corte 2022 a 2024 

Año Valor total indemnización 

administrativa 

Valor desplazamiento forzado 

2022  $   1.047.637.032.138   $        928.899.002.905  

2023  $   1.420.001.687.053   $      1.211.640.292.112  

2024  $   2.644.427.926.585   $      2.382.087.154.052  

Promedio  $  1.704.022.215.259   $     1.507.542.149.690  

Fuente: elaboración propia con datos del sistema de información Indemniza. 
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Para la actual vigencia, inicialmente se han asignado 2,57 billones ($ 2.570.066.141.092) para 

la indemnización administrativa, con lo cual se mantiene la destinación presupuestal en un 

nivel muy superior al planeado en el CONPES y de acuerdo con las obligaciones derivadas de la 

jurisprudencia. Este nivel de gasto constituye una superación de la práctica inconstitucional, 

pues es la manera de avanzar en la indemnización de las víctimas del conflicto armado de 

acuerdo con la capacidad fiscal existente. 

Ahora bien, es necesario tener en consideración lo siguiente: con corte al 31 de julio de 2025, 

hay más 10 millones de víctimas registradas en el Registro Único de Víctimas (RUV), de las que 

7.789.554, son sujetos de las medidas de atención y reparación establecidas en la ley. 

Considerando que una persona pudo haber sido víctima de más de un hecho victimizante y por 

tanto puede tener derecho a más de una indemnización, el número de eventos de victimización 

susceptibles de ser indemnizados asciende a 8.775.748, cuyo valor corresponde a 57.478.417 

salarios mínimos legales mensuales vigentes a 2025. Es decir, la indemnización de todos los 

eventos de indemnización con el valor del salario mínimo legal mensual vigente en 2025 

requiere una inversión superior a 81 billones de pesos ($ 81.820.526.599.500). 

Al desagregar por hecho victimizante, el número de eventos de desplazamiento forzado 

corresponde a 8.443.873, equivalentes a 44.048.717 salarios mínimos legales mensuales 

vigentes, cuyo valor en 2025 corresponde a más de 62 billones de pesos ($ 

62.703.348.649.500). Como se puede observar, el componente de indemnización requiere de 

ingentes recursos financieros, lo cual se enfrenta con la limitada capacidad presupuestal del 

Estado colombiano. En efecto, el Presupuesto General de la Nación para 2025 es de 523 billones 

de pesos, con los que se atienden todas las necesidades de la Nación, incluyendo la política 

social.  

Es decir, aproximadamente el 16% del total del Presupuesto General tendría que destinarse si 

se decidiera indemnizar administrativamente en una sola vigencia a todas las víctimas del 

conflicto armado, lo cual es a todas luces inviable e inconveniente, porque implicaría 

desfinanciar las demás necesidades del Estado colombiano, incluyendo a la política social, de 

las que son destinatarias las mismas víctimas. En tales circunstancias, la indemnización se torna 

en un juego de suma cero, en el que la mayor destinación presupuestal necesariamente 

implicará una pérdida para otros sectores. 

Teniendo en cuenta lo anteriormente expuesto, se evidencia la situación compleja a la que se 

enfrenta la medida de indemnización administrativa, pues su costo es tan alto que es 

materialmente imposible cubrirla en el término de una sola vigencia, así como es virtualmente 

imposible hacer destinaciones presupuestales significativamente más altas que las de los 

últimos años. En consecuencia, la Unidad entiende que los esfuerzos descritos en este informe 

constituyen una superación de la práctica inconstitucional, pues no es fiscalmente viable 

acrecentar los recursos.  

Esta situación se debe a que Colombia es un país de ingresos medios con restricciones 

presupuestales estructurales, sumado a que en la coyuntura actual enfrenta una crisis fiscal 

particular, derivada del alto endeudamiento que implicó la atención de la pandemia de COVID 

entre 2020 y 2022, la pérdida de valor de muchos de las principales fuentes de ingresos de la 

Nación, y la caída en el recaudo tributario de los últimos dos años. 

Considerando que no es posible hacer una asignación presupuestal significativamente más alta 

sin afectar otras necesidades del Estado colombiano, el Gobierno solicita a la Corte 

Constitucional que considere que el estándar para la superación de la práctica inconstitucional 

no puede ser la indemnización absoluta de los casi 8,5 millones de eventos de desplazamiento 

forzado, para lo que se requeriría la inalcanzable cifra de 62 billones de pesos. En ese sentido, 

la Unidad solicita a la Corte que valore los esfuerzos en materia de indemnización, pues estos 

dan cuenta de la corrección de la falta de coherencia entre los recursos asignados y las 

obligaciones de la jurisprudencia. Estos esfuerzos han sido progresivos, sostenidos y decididos. 
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Han sido progresivos porque, como se demostró en el informe de 2024 y en el actual, año tras 

año se han aumentado los recursos destinados a la indemnización, pasando de un esquema de 

600 mil millones anuales (en el momento de la valoración global de 2016) a uno de 1,7 billones 

anuales en la actualidad, y de 2,6 billones en los dos últimos años.  

Además, han sido esfuerzos sostenidos en el tiempo, sin que en ningún año se haya reducido la 

asignación presupuestal. Al contrario, el Gobierno no sólo ha mantenido el compromiso 

presupuestal, sino que la Unidad, concomitantemente, ha aumentado sus capacidades técnicas 

y operativas para responder a las víctimas adecuadamente. No sobra recordar que la entrega 

de la indemnización administrativa no se agota con la asignación presupuestal, pues la entidad 

debe desarrollar una serie de acciones de búsqueda a lo largo del territorio de las personas para 

disponer los recursos a su alcance. 

Finalmente, han sido esfuerzos decididos, porque reflejan un compromiso de Estado que supera 

el ciclo político, pues la asignación se ha mantenido aún en medio de la crisis fiscal coyuntural. 

De hecho, no se debe perder de vista que, en la vigencia 2024, el Gobierno nacional se vio 

obligado a reducir el Presupuesto General de la Nación en un monto de 28 billones de pesos, 

debido a la falta de recursos para cubrir ciertas apropiaciones. Pese a la magnitud de ese 

recorte, la medida de indemnización administrativa no se vio afectada, pues no se redujo su 

asignación.  

Ahora bien, de no concederse la declaratoria de la superación de esta práctica inconstitucional, 

el Gobierno solicita que la Corte se pronuncie sobre cuál debería ser el estándar para su 

valoración. Además de las razones expuestas sobre la imposibilidad de aumentar el 

presupuesto, debe considerarse que el Indicador de Goce Efectivo de Derechos de este 

componente no es el idóneo para determinar cuál es la asignación presupuestal coherente. En 

efecto, el indicador principal (que se analiza en el acápite respectivo) es el de víctimas 

indemnizadas. Considerando que el avance en el indicador está indefectiblemente asociado a la 

asignación presupuestal, no habrá un cambio dinámico y ello implicaría que, en el largo plazo, 

seguirá existiendo una práctica inconstitucional que no se resuelve por las restricciones 

estructurales ya señaladas.  

Ahora bien, esto es indeseable no por la declaratoria en sí misma, sino porque el indicador no 

cumple con los criterios que la propia Corte ha determinado, dado que no permite un 

seguimiento riguroso y suficiente del avance en el componente. En ese sentido, se estima 

pertinente reconsiderar la manera en la que debería realizarse el seguimiento de este 

componente, de modo que permita mejorar la política más allá de la asignación presupuestal. 

Restricción desproporcionada del acceso de las víctimas de desplazamiento forzado a la 

indemnización administrativa, lo que trae consigo una discriminación respecto de las otras 

víctimas de desplazamiento que ya fueron beneficiadas y de las víctimas de otros hechos17 

 

En el momento de la valoración global del ECI de 2016, el Gobierno colombiano estaba 

avanzando con la reparación de los hechos victimizantes, mientras se daba una transición entre 

diferentes regímenes de indemnización (la Ley 418 de 1997, el Decreto 1290 de 2008 y la Ley 

1448 de 2011) que no necesariamente, indemnizaban el hecho victimizante de desplazamiento 

forzado., A  Solo a partir de las decisiones proferidas en 2013 por la Honorable Corte 

Constitucional, se ordenó  la indemnización del desplazamiento forzado, a través de la entrega 

de recursos económicos y no a través de otros mecanismos.  

Así pues, el Estado colombiano, a través de diferentes herramientas y entidades (Red de 

Solidaridad Social, Agencia Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional y 

Unidad para las Víctimas) había avanzado en la indemnización de víctimas del conflicto armado 

desde 1997, pero con relación al desplazamiento forzado comenzó el avance decidido 

 
17 Frente a esta pra ctica inconstitucional, el Gobierno presenta la misma lí nea argumentativa del informe de 2024, 
con la actualizacio n correspondiente, pues la Corte Constitucional au n no se ha pronunciado al respecto. 
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solamente después de 2012. Es decir, en 2016, año de la valoración global del ECI, el Gobierno 

llevaba 19 años indemnizando víctimas del conflicto armado, pero solamente 4 de ellos a 

víctimas de desplazamiento forzado. De ahí que no fuera extraño que la Corte encontrara que, 

del total de personas indemnizadas en ese momento (alrededor de 507.000), solamente el 17% 

fueran víctimas de desplazamiento forzado. 

Con el impulso dado por la Corte y el compromiso de distintos Gobiernos, la Unidad para las 

Víctimas ha avanzado en el aumento de su capacidad financiera, técnica y operativa, lo cual le 

ha permitido cambiar la distribución porcentual que la Corte constató y adecuar sus 

actuaciones para superar la práctica inconstitucional. Por ejemplo, en 2012, primer año de la 

ejecución de la Ley 1448 de 2011, la Unidad indemnizó a 146.702 a personas en general, de las 

que solamente 11 eran víctimas de desplazamiento forzado, que representaron el 0,01% del 

total indemnizados. Evidentemente, las cifras de ese año expresan la práctica inconstitucional 

declarada por la Corte.  

Posteriormente, en 2016, año de la valoración global del ECI, la Unidad indemnizó a 84.984 

víctimas, de las cuales 67.805 eran de desplazamiento forzado; esta cantidad equivale al 

79,79% de personas indemnizadas en ese año. Finalmente, en 2024, año en que se dispuso la 

mayor cantidad de indemnizaciones en cualquier vigencia en la historia de la política pública 

de víctimas, la Unidad indemnizó a 285.537 víctimas, de las que 276.386 eran víctimas de 

desplazamiento forzado. En este año, el 96,8% de personas indemnizadas corresponden al 

hecho victimizante de desplazamiento forzado. 

Si se observa el comportamiento histórico desde 2012, se evidencia con suficiencia que la 

población desplazada ha sido priorizada en la indemnización, como corresponde a la 

composición del RUV. El porcentaje que la Sala de Seguimiento calculó en 19% ha aumentado a 

un 76,7% acumulado. La siguiente tabla presenta el detalle histórico de estas cifras. 

 

Tabla 16. Porcentaje que representan las indemnizaciones por desplazamiento forzado sobre 

el total de indemnizaciones por todos los hechos, en personas, desde 2012 a 2024 

Año Personas indemnizadas Desplazamiento forzado % 

2012 146.702 11 0,01% 

2013 89.268 8.084 9,06% 

2014 87.301 56.499 64,72% 

2015 99.702 73.059 73,28% 

2016 84.984 67.805 79,79% 

2017 108.246 97.293 89,88% 

2018 97.227 93.149 95,81% 

2019 79.668 76.612 96,16% 

2020 105.183 98.937 94,06% 

2021 104.194 93.297 89,54% 

2022 106.554 100.684 94,49% 

2023 143.602 137.880 96,02% 

2024 285.537 276.386 96,83% 

Total 1.538.168 1.179.696 76,69% 

Fuente: elaboración propia con información del sistema de información Indemniza 

Por otra parte, al hacer el mismo análisis según el valor de las indemnizaciones, también se 

encuentra que los recursos invertidos en la indemnización de personas víctimas de 

desplazamiento forzado ha aumentado a lo largo de los años para responder a la composición 

del RUV. Por ejemplo, en 2024, el 90,08% de los recursos invertidos en indemnización 
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administrativa se dirigieron a personas desplazadas. La tabla 16 presenta el histórico de esta 

información. 

 

Tabla 17. Porcentaje que representan las indemnizaciones por desplazamiento forzado sobre 

el total de indemnizaciones por todos los hechos, en valor, desde 2012 a 2024 

Año Valor Desplazamiento forzado % 

2012 912.227.294.581 $ 57.803.400 0,01% 

2013 583.233.764.507 $ 34.216.136.663 5,87% 

2014 486.824.511.550 $ 221.939.430.363 45,59% 

2015 521.439.637.614 $ 274.327.892.666 52,61% 

2016 558.511.647.540 $ 358.800.951.076 64,24% 

2017 754.262.464.065 $ 576.961.664.077 76,49% 

2018 566.291.832.181 $ 505.883.394.950 89,33% 

2019 655.010.200.721 $ 587.264.951.790 89,66% 

2020 937.861.781.627 $ 773.558.528.771 82,48% 

2021 949.024.794.699 $ 725.025.087.415 76,40% 

2022 1.047.637.032.138 $ 928.899.002.905 88,67% 

2023 1.420.001.687.053 $ 1.211.640.292.112 85,33% 

2024 2.644.427.926.585 $ 2.382.087.154.052 90,08% 

Total 12.036.754.574.861 $ 8.580.662.290.240 71,29% 

Fuente: elaboración propia con información del sistema de información Indemniza 

El análisis de este aumento demuestra un hecho relevante: progresivamente, la Unidad para las 

Víctimas ha ajustado su operación, al tiempo que aumenta su disponibilidad presupuestal, para 

garantizar que la indemnización por vía administrativa coincida con la composición porcentual 

del Registro Único de Víctimas y no exista una restricción desproporcionada en el acceso a la 

medida de indemnización por parte de las víctimas de desplazamiento forzado frente a las 

víctimas de otros hechos victimizantes.  

Debe resaltarse, además, que lo ha hecho a una velocidad considerable, pues en menos de 7 

años cambió la tendencia de una política que ha operado por 28 años. Es decir, ha habido una 

actuación decidida del Gobierno que ha llevado a la superación definitiva de la práctica 

inconstitucional, con lo que se presenta un cumplimiento alto a las órdenes de la Corte 

Constitucional y se dan las condiciones para solicitar que se declare la superación del ECI y se 

levante su seguimiento.  

 

• Falta de claridad en la respuesta estatal acerca del acceso de las víctimas de 

desplazamiento forzado de las denominadas BACRIM a la indemnización 

administrativa, a pesar de lo dispuesto en el auto 119 del 201318. 

  

Como se reportó en el informe anterior, la Unidad para las Víctimas adecuó los criterios de 

valoración para la inclusión en el Registro Único de Víctimas y el posterior acceso a la medida 

de indemnización administrativa, con el fin de superar la práctica inconstitucional de la falta de 

claridad en el acceso a la indemnización administrativa para las víctimas de desplazamiento 

forzado cuando la autoría es de las denominadas BACRIM, o cualquiera de las denominaciones 

 
18 Frente a esta pra ctica inconstitucional, el Gobierno presenta la misma lí nea argumentativa del informe de 2024, 
con la actualizacio n correspondiente, pues la Corte Constitucional au n no se ha pronunciado al respecto. 
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posteriores como Grupos Armados Organizados (GAO) o Grupo Delictivo Organizado (GDO) 

(Ley 1098 de 2018). 

En efecto, la autoría del hecho victimizante no define la inclusión o no en el Registro Único de 

Víctimas, sino que el ejercicio de valoración responde a las dinámicas del territorio, la presencia 

de todos los actores armados y la forma en que estos impactan a la población civil. Es decir, el 

análisis se hace con base en los factores subyacentes y vinculados que permiten identificar que 

los hechos cometidos por los actores anteriormente mencionados guardan relación cercana y 

suficiente al conflicto armado.  

Estos lineamientos de valoración reposan en el manual de criterios de valoración, versión 3, 

página 25, que se encuentra publicado en la página de la entidad en el siguiente 

enlace: https://www.unidadvictimas.gov.co/documentos_bibliotec/manual-criterios-de-

valoracion-v3/  

Ahora bien, dado que la Ley 1448 de 2011 estableció que no serán considerados víctimas 

quienes hayan sufrido un daño como consecuencia de acto de delincuencia común, la Unidad 

aplica los mismos criterios de valoración para evitar que la simple autoría determine que un 

hecho corresponde a delincuencia común o violencia generalizada. Así, la Unidad utiliza la 

categoría de relación cercana y suficiente con el conflicto armado colombiano, a través de la 

cual se clasifican los hechos, indistintamente de a qué clase de grupo corresponde la autoría. De 

esta forma, incluso hechos que en principio serían considerados consecuencia de la 

delincuencia común pueden ser indemnizados siempre que guarden una relación cercana con 

el conflicto armado. 

Conviene señalar que, para acceder a la medida de indemnización por el hecho victimizante de 

desplazamiento forzado, basta con que el evento tenga una relación cercana y suficiente con el 

conflicto armado, independientemente de la autoría. En otros términos: el autor del hecho 

victimizante no es relevante para determinar si se tiene derecho a la indemnización 

administrativa.  

Por lo expuesto, no existe ninguna restricción, dificultad o falta de claridad para el acceso a la 

medida de indemnización por vía administrativa para las víctimas de desplazamiento forzado 

cuando la autoría corresponde a las llamadas BACRIM, pues la Unidad, siguiendo lo señalado 

por la Corte Constitucional, actualizó los criterios de valoración de los hechos victimizantes, con 

el fin de que puedan ser incluidos independientemente de la autoría, siempre que exista una 

relación cercana y suficiente con el conflicto armado. Cuando se da la inclusión en el Registro 

Único de Víctimas, estas pueden acceder sin ningún requisito adicional a la medida de 

indemnización por vía administrativa. Así las cosas, se solicita a la Corte Constitucional declarar 

superada esta práctica inconstitucional y levantar el seguimiento. 

 

• Barreras actitudinales y jurídicas que enfrentan las personas con discapacidad 

cognitiva y psicosocial, como el poco reconocimiento como sujetos de derecho ante 

la ley, que se refleja en las limitaciones y obstáculos para ejercer su capacidad 

jurídica19. 

 

Para la superación de esta práctica inconstitucional, la Unidad para las Víctimas ha desarrollado 

una serie de acciones afirmativas en favor de las personas con discapacidad para i) priorizar su 

acceso a la medida de indemnización, ii) flexibilizar los requisitos procedimentales y 

documentales, y iii) eliminar las barreras que dificultan el goce del derecho a la indemnización.  

En primer lugar, como es de conocimiento de la Corte Constitucional, el universo de víctimas 

susceptibles de ser indemnizadas es superior a la capacidad presupuestal, técnica y operativa 

 
19 Frente a esta pra ctica inconstitucional, el Gobierno presenta la misma lí nea argumentativa del informe de 2024, 
con la actualizacio n correspondiente, pues la Corte Constitucional au n no se ha pronunciado al respecto. 

https://www.unidadvictimas.gov.co/documentos_bibliotec/manual-criterios-de-valoracion-v3/
https://www.unidadvictimas.gov.co/documentos_bibliotec/manual-criterios-de-valoracion-v3/
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de la Unidad para las Víctimas de indemnizarlas en un mismo periodo de tiempo. Por ello, la 

entidad estableció un procedimiento con reglas claras sobre las condiciones para acceder a la 

entrega de los recursos de indemnización de forma progresiva, a través de criterios de 

priorización en el tiempo.  

El procedimiento consagra dos mecanismos únicos de priorización, y es a través de dichos 

mecanismos que se materializan las acciones afirmativas en favor de las personas con 

discapacidad para priorizar su acceso a la medida de indemnización por vía administrativa.  

El primer mecanismo, denominado Ruta Prioritaria, consiste en la acreditación de una situación 

de urgencia manifiesta o extrema vulnerabilidad, lo cual permite el acceso prioritario a aquellas 

víctimas que estén en una de las siguientes situaciones: a) tener una edad igual o superior a los 

68 años, b) tener una enfermedad huérfana, de tipo ruinoso, catastrófico o de alto costo definida 

como tal por el Ministerio de Salud y la Protección Social (en adelante MSPS), o c) una 

discapacidad que se certifique bajo los criterios, condiciones o instrumentos pertinentes 

y conducentes que establezca el Ministerio de Salud y la Protección Social. Es decir, el 

hecho de tener una discapacidad es un criterio suficiente para acceder a la medida de 

indemnización de forma prioritaria. 

El segundo mecanismo de focalización de recursos es la Ruta General, que consiste en la 

priorización por un resultado favorable derivado de la aplicación del Método Técnico de 

Priorización, una herramienta técnica y objetiva que, a partir de unos componentes y variables 

con ponderaciones y puntuaciones previamente definidas, identifica a las personas en 

condiciones de mayor vulnerabilidad entre el universo de víctimas titulares del derecho a la 

indemnización administrativa. Dentro de las variables medidas en el Método Técnico de 

Priorización se prioriza tener una discapacidad. La inclusión de esta variable constituye una 

acción afirmativa para procurar que, desde la perspectiva de la interseccionalidad, los casos de 

las personas con discapacidad tengan una mayor probabilidad de ser priorizados por el Método 

y, así acceder con mayor velocidad a la medida de indemnización. Como medida adicional a 

favor de las personas con discapacidad, la variable que se puntúa en el Método no exige la 

acreditación documental, sino que basta con que la persona haya manifestado tener una 

discapacidad para que en los registros administrativos internos de la entidad se identifique esa 

condición. 

Por otra parte, la Unidad también ha flexibilizado el procedimiento y su estándar probatorio 

para las personas con discapacidad, pues las condiciones para acreditar su situación han sido 

objeto de acciones afirmativas por parte de la Unidad. Al respecto, debe considerarse que la Ley 

1573 de 2015 (Plan Nacional de Desarrollo 2014-2018) estableció la certificación de 

discapacidad como el documento para acreditar la situación de discapacidad y el Ministerio de 

Salud y Protección Social expidió la reglamentación respectiva, con los requisitos que debe 

cumplir el certificado. Así pues, dicha certificación es el estándar probatorio para acceder a la 

oferta institucional para personas con discapacidad y el procedimiento de indemnización debe 

darle aplicación. 

Sin embargo, la Unidad identificó que los requisitos son excesivamente exigentes, al punto de 

que algunas entidades territoriales -las únicas llamadas a expedir el certificado- no tienen la 

capacidad de cumplirlos, por lo que se creó una barrera para las personas con discapacidad en 

el acceso a los servicios, incluyendo la medida de indemnización. En respuesta, a partir del año 

2020, la Unidad flexibilizó los requisitos del certificado de discapacidad y, por tanto, recibe 

como documentos equivalentes los siguientes: certificados expedidos con las reglamentaciones 

anteriores, epicrisis, historias clínicas y resúmenes de historias clínicas en los que se 

mencionara la existencia de un diagnóstico asociado a una discapacidad.  

Adicionalmente, para evitar que la discapacidad sea un impedimento para acceder a la medida 

de indemnización, la Unidad para las Víctimas emitió la Resolución 589 de 2017, a través de la 

cual adoptó el protocolo para la toma de decisiones con apoyo para personas con discapacidad 
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cognitiva (intelectual), mental (psicosocial) o múltiple. En consecuencia, no se imponen 

obstáculos cuando las personas requieren apoyos de comunicación o apoyos de intensidad 

extensa. Así pues, las personas no se ven obligadas a iniciar procesos judiciales para que se 

declare su incapacidad jurídica, con las actividades difíciles que esto implica y la violencia 

simbólica implícita, sino que la entidad proactivamente verifica la necesidad del apoyo y, así, 

entrega la medida a sus cuidadores o apoyos.  

Además, la Unidad para las Víctimas expidió la Resolución 370 de 2020, la cual habilita que, 

cuando los niños, niñas o adolescentes tengan una discapacidad y condiciones de salud que 

pongan en riesgo en su vida, se entregue la medida de indemnización directamente al padre, 

madre, tutor o curador, sin la constitución del encargo fiduciario, o autorizando su cobro 

cuando ya ha sido constituido, con el fin de que los recursos sean utilizados para atender la 

situación de vulnerabilidad. 

Como resultado, la Unidad ha adelantado una serie de acciones afirmativas que buscan el acceso 

prioritario de las personas con discapacidad a la medida de indemnización. Como resultado, 

por el hecho de desplazamiento forzado, desde 2012 hasta el 31 de julio de 2025, se ha 

indemnizado a 123.498 personas que han manifestado tener una discapacidad, lo que 

representa un monto de 1,13 billones de pesos ($ 1.137.252.099.412). 

Por las acciones antes descritas y considerando que la Unidad para las Víctimas ha eliminado 

las barreras para el acceso a la medida de indemnización por vía administrativa a las personas 

con discapacidad y considerando que incluso las prioriza en el acceso sobre otros sectores 

poblacionales al considerar su situación como una extrema vulnerabilidad, se estima que en lo 

que respecta al derecho a la indemnización, se ha superado esta práctica inconstitucional. En 

ese sentido, se solicita a la Corte Constitucional la declaratoria en ese sentido y el levantamiento 

del seguimiento en este componente. 

• Revisión del Indicador de Goce Efectivo de Derechos del componente 

 

La Unidad solicita a la Corte Constitucional que se analice a profundidad la idoneidad del 

indicador principal del derecho a la indemnización administrativa, de acuerdo con el análisis 

presentado en el acápite sobre los IGED y en la práctica inconstitucional sobre la incoherencia 

entre el presupuesto asignado a la indemnización y las obligaciones derivadas de la 

jurisprudencia. En particular, la Unidad propone que, de acuerdo con lo establecido por el Auto 

310 de 2023, se revise técnica y dialógicamente este indicador, para identificar alternativas que 

permitan evaluar de forma más clara los avances en el componente. La Unidad sugiere que otros 

elementos que deberían considerarse son el alcance territorial de la medida de indemnización 

y el aumento progresivo en la asignación presupuestal para la medida.  

5.1.7. Anexos 
Anexo 1. Informe análisis de indicadores del derecho a la indemnización administrativa 

Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones 

Anexo 3. Soportes del avance de las acciones.  
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5.2. Verdad no Judicial 
 

 

5.2.1. Introducción 
 

El Centro Nacional de Memoria Histórica (CNMH) contribuye al deber de memoria del Estado y 

al derecho a la verdad no judicial, en su dimensión individual y colectiva, del que son titulares 

las víctimas y la sociedad, incluyendo las víctimas de desplazamiento forzado, como aporte al 

esclarecimiento histórico, a la reparación simbólica de las víctimas y a prevenir en el futuro la 

repetición de los hechos. 

Esta contribución se realiza con un enfoque de despliegue territorial y promueve la 

participación con énfasis en los actores diferenciales de cambio y sujetos de especial protección 
constitucional, desde los enfoques diferencial, psicosocial e interseccional, para fortalecer la 

divulgación y apropiación social de la memoria histórica con diferentes públicos, a nivel 

nacional e internacional, particularmente con las víctimas del conflicto armado en los 

territorios y en el exilio. 

 

5.2.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

Si bien a partir de la implementación de la Ley 1448 de 2011 y atendiendo al panorama que 

establece la Ley 2421 de 2024, se ha mejorado la capacidad institucional para la realización del 

derecho a la verdad de las víctimas y de la sociedad, persisten importantes limitaciones 

estructurales relacionadas con la insuficiente capacidad institucional y de apropiación de 

recursos, de coordinación institucional y de apropiación social de los resultados de procesos de 

memoria y verdad. Estas limitaciones impiden avanzar en el goce efectivo de este derecho, 

entendiendo como verdad no judicial, la relacionada con las medidas de construcción, 

protección, preservación, difusión y apropiación colectiva de la verdad y la memoria históricas 

y la implementación de medidas de reparación simbólica, como su contribución a la reparación 

integral. 

Para contribuir con la eliminación de la limitación estructural relacionada con la insuficiente 

capacidad institucional y de apropiación de recursos, el CNMH ha avanzado en diferentes 

acciones, entendiendo la necesidad de actualizar y modificar el arreglo institucional con 

carácter central con el cual fue creado en 2011, con el fin de mejorar sus capacidades para 

incidir en territorio y fortalecer sus canales de información, comunicación y diálogo con los 

actores en territorio y así incrementar la participación y el sentido pluralista de la verdad y la 

memoria. Así mismo, ha reiterado la necesidad de priorizar la asignación de recursos; sin 

embargo, la cuota de funcionamiento e inversión destinada históricamente a la entidad resulta 

insuficiente para responder a las necesidades, de conformidad con las apuestas estratégicas y 

misionales, orientadas hacia la reparación de las víctimas, el esclarecimiento de la verdad, la 

construcción y preservación de la memoria histórica, la convergencia regional, la 

transformación cultural y el logro de la Paz Total. 

Igualmente, el CNMH avanzó en la formulación y actualización de proyectos de inversión que 

permitieran la sostenibilidad fiscal de las acciones, considerando el nuevo horizonte temporal 

a 2031 con la prórroga establecida por la Ley 2078 de 2021.  

De igual manera, ante la insuficiente coordinación institucional, ha venido desplegando la 

Estrategia de Territorialización y Transversalización, generando insumos para la formulación 

de una política pública de verdad y memoria con enfoque territorial y participativo, así como, 

fortaleciendo las estrategias de despliegue con otras entidades, tanto del nivel nacional como 
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territorial, en los procesos de memoria histórica, reparación y dignificación de las víctimas a 

nivel nacional y con la población en el exilio.  

De forma similar, ante la insuficiente apropiación social de los resultados de procesos de 

memoria y verdad, la entidad ha desarrollado acciones de protección, preservación, 

conservación, apropiación y uso social de archivos de derechos humanos, una estrategia 

sectorial de comunicación y pedagogía de la memoria histórica, una estrategia de análisis y 

divulgación de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la No Repetición (CEV), así como otras acciones complementarias para la 

apropiación social de la verdad y memoria históricas. 

 

Falencia insuficiente capacidad institucional y de apropiación de recursos para atender 

las medidas de competencia del Centro Nacional de Memoria Histórica dentro del 

componente de verdad y justicia en contrapunto con las obligaciones legales y 

constitucionales. 

 

El CNMH propuso para atender su insuficiente capacidad institucional, la acción “5.2.2.2 

Gestionar ante el Departamento Administrativo de la Función Pública la revisión de necesidades 

de rediseño o reestructuración institucional del CNMH: la entidad ha definido en 2023 un 

despliegue territorial alineado con el Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026 “Colombia potencia 

mundial de la vida”. No obstante, para hacer efectivo el cumplimiento de su mandato a nivel 

territorial se requeriría un rediseño institucional dadas las limitaciones de la planta de personal 

actual (71 cargos)”. En este orden de ideas y con el fin de contar con el respectivo sustento 

técnico, la entidad gestionó recursos de cooperación internacional con los cuales se desarrolló 

una consultoría para el estudio de las necesidades de fortalecimiento de las capacidades 

institucionales del CNMH mediante el desarrollo de un rediseño institucional, con el fin de 

dinamizar la territorialización y transversalización de los procesos de memoria con enfoque 

diferencial e interseccional en su quehacer misional (Ver anexo 5.2.2.2_EstudioTecnicoCNMH).  

Sin embargo, la gestión ante el Departamento Administrativo de la Función Pública aún se 

encuentra pendiente, toda vez que como entidad del Gobierno nacional se debían atender los 

lineamientos emitidos mediante el Decreto 199 de 2024 “Por el cual se establece el Plan de 

Austeridad del Gasto 2024 para los órganos que hacen parte del Presupuesto General de la 

Nación”, especialmente el Artículo 2, que indica que las modificaciones de personal, estructura 

administrativa y gastos de personal, solamente se podrán realizar cuando dicha reforma sea a 

costo cero o genere ahorros en los gastos de la entidad. Adicionalmente, este mismo artículo 

establece que también se requería previo concepto emitido por el Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República.  

Ante este escenario, la entidad se enfocó en realizar ajustes internos orientados a fortalecer su 

capacidad institucional, para lo cual, en el tercer trimestre de 2024, consideró en la 

actualización del Plan de Acción Institucional la inclusión de un indicador transversal orientado 

a la actualización de los métodos de operación del Modelo de Operación por Procesos, 

contemplando en primer lugar, un diagnóstico de necesidades de actualización para identificar 

los documentos de operación que requerían actualización, creación o anulación por 

obsolescencia; en segundo lugar, la formulación e implementación de un plan de 

mantenimiento que detallara actividades, responsables y cronograma frente a la actualización 

de los métodos de operación por procesos de cada proceso; en tercer lugar, el acompañamiento 

a fin de impartir las recomendaciones técnicas correspondientes y el desarrollo de 

sensibilizaciones orientadas al fortalecimiento de la apropiación del Modelo de Operación por 

Procesos de la entidad por parte de sus servidores públicos y contratistas (ver anexo 

5.2.2.2_HV_IndicadorPAI2025_MOP).  

Con la actualización de los métodos de operación que conforman el Modelo de Operación por 

Procesos del CNMH, en el marco del Modelo Integrado de Planeación y Gestión, se busca el 
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fortalecimiento de la gestión institucional mediante el cumplimiento de los requisitos y la 

normativa vigente aplicable a todos los procesos de la entidad, la apropiación del MOP, la 

cadena de valor y la interacción entre procesos. De esta forma, se aportaría a disminuir el 

impacto de la insuficiente capacidad institucional para afrontar los retos derivados de la 

persistencia del conflicto; la ampliación temporal con la prórroga por diez años de la vigencia 

de la Ley 1448 de 2011 con la Ley 2078 e 2021 y los nuevos alcances para la misionalidad de la 

entidad con la Ley 2421 de 2024; así como el despliegue territorial requerido para integrarse 

con estrategias de intervención territoriales desde la Estrategia de Territorialización y 

Transversalización del CNMH. 

Otra de las acciones propuestas por el CNMH para fortalecer su capacidad institucional fue la 
acción relacionada con “5.2.3.1 Emitir un acto administrativo para la creación de una estrategia 

de territorialización y transversalización para promover la participación, el diálogo y el vínculo 
con los territorios y las víctimas, incluidas las que se encuentran en el exterior”. Luego de la 
creación de la Estrategia de Territorialización y Transversalización del CNMH, a través de la 

Resolución 057 de 2024 (ver anexo 5.2.3.1_Resolucion57_2024), se formularon e 
implementaron los documentos metodológicos y la guía para la elaboración de los diagnósticos 
del estado de memoria territorial, que orientan la construcción y aplicación de los Planes 
Territoriales de Memoria (PTM). Se priorizó la construcción de 4 Planes Territoriales de 
Memoria en las regiones de 1. Urabá y municipios aledaños; 2. Eje Cafetero; 3. Caquetá y 4. 

Cúcuta, así como pautas para la participación de la Mesa de Participación Efectiva de Víctimas 
en todos los procesos que impliquen los PTM para concertación de las acciones del CNMH en 
conjunto con las comunidades a corto, mediano y largo plazo.  

Es importante resaltar que la metodología de los PTM también consideró un PTM del Exilio, 

Retorno e Insilio (ERI) con una adaptación a las características y particularidades de estas 

comunidades; es decir, una aproximación y atención específica para los mecanismos de escucha 

de los territorios del exilio colombiano, para lo cual se diseñaron las Asambleas para la Memoria 

Histórica del Exilio, el Retorno y el Insilio (Diálogos MHERI) como espacios virtuales de diálogo 

que aportan a la construcción del PTM. (ver anexo DOCUMENTO-INFORME-DE-RENDICIÓN-

DE-CUENTA-CNMH-PERIODO-2024-10072025. Páginas 32 a 34) 

Con el propósito de fortalecer la capacidad institucional, se incluyó dentro del Plan Estratégico 

Sectorial del Sector Inclusión Social y Reconciliación una estrategia orientada a articular el 

despliegue territorial de las entidades del sector en los procesos de memoria histórica, 

reparación y dignificación de las víctimas en todo el territorio nacional y con la población en el 

exilio. Los hitos asociados a esta estrategia corresponden a: i) la articulación y fortalecimiento 

de nodos territoriales y equipos móviles regionales entre las entidades del sector y ii) la 

articulación y fortalecimiento de nodos para la población en exilio entre las entidades del sector 

(ver anexo 5.2.3.1_Informe_PES_2do_Sem_2024).  

Para atender la insuficiente apropiación de recursos, el CNMH propuso la acción “5.2.3.2 

Formular tres proyectos de inversión nuevos y actualizar seis proyectos de inversión vigentes para 

gestionar su viabilización e incorporación en el Plan Operativo Anual de inversiones 2025”. Al 

respecto, desde el CNMH se adelantaron las acciones requeridas para la formulación y 

viabilización de los siguientes proyectos de inversión: 

• BPIN 202400000000160 “Implementación de las acciones de memoria histórica y 

medidas de reparación simbólica Nacional”, el cual tiene como objetivo principal 

implementar procesos de reparación simbólica y reconstrucción de la memoria en el 

marco del conflicto armado y cuenta con tres indicadores de producto que son: i) 

Número de medidas de satisfacción implementadas; ii) Número de iniciativas de 

memoria histórica realizadas; y iii) Número de investigaciones de memoria histórica. 

 

• BPIN 202400000000129 “Adecuación del Mecanismo No Judicial de Contribución a la 

Verdad y la Memoria Histórica en el marco de la Paz Total Nacional”, el cual tiene como 

objetivo general incrementar el esclarecimiento de la verdad histórica del conflicto 
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armado interno en el marco de la Paz Total, para lo cual cuenta con un indicador de 

producto que es “Estructuras armadas ilegales que aportan al esclarecimiento de la 

verdad en los procesos de la Paz Total”, que se verifica mediante la construcción de un 

documento de análisis que enliste las estructuras armadas ilegales objeto de 

esclarecimiento. 

 

Así mismo, el CNMH cuenta con otros seis proyectos de inversión en ejecución, los cuales fueron 

actualizados para su inclusión en el Plan Operativo Anual de Inversiones de la vigencia 2025, y 

que posteriormente fueron actualizados una vez fue expedido el Decreto 1523 de 2024 “Por 

medio del cual se decreta el presupuesto de rentas y recursos de capital y el presupuesto de gastos 

para la vigencia fiscal del 1° de enero al 31 de diciembre de 2025”. Los proyectos de inversión 

actualizados fueron los siguientes: 

• BPIN 2021011000117 “Fortalecimiento de procesos de memoria histórica a nivel 

Nacional”, el cual tiene como objetivo principal fortalecer los procesos sociales e 

institucionales en la concertación y ejecución de acciones en materia de memoria 

histórica. 

 

• BPIN 2021011000085 “Divulgación de acciones de memoria histórica a nivel nacional”, 

el cual tiene como objetivo central incrementar los niveles de acceso a la información 

sobre los procesos de memoria histórica adelantados por el CNMH relacionados con el 

conflicto armado. 

 

• BPIN 2021011000086 “Implementación de las acciones de memoria histórica a nivel 

Nacional”, el cual busca incrementar la cobertura en la contribución a los procesos de 

reparación simbólica y reconstrucción de la memoria en el marco del conflicto armado. 

 

• BPIN 2021011000102 “Consolidación del archivo de los derechos humanos, memoria 

histórica y conflicto armado y colecciones de derechos humanos y derecho internacional 

humanitario. Nacional” el cual busca incrementar la disponibilidad de la documentación 

puesta al servicio del archivo de DDHH en el marco del conflicto armado interno. 

 

• BPIN 2021011000119 “Implementación de Acciones del Museo de Memoria a Nivel 

Nacional” el cual tiene como objetivo principal incrementar el reconocimiento de las 

acciones de memoria sobre el conflicto armado por parte de la sociedad. 

 

• BPIN 2021011000046 “Consolidación de la plataforma tecnológica para la adecuada 

gestión de la información del Centro Nacional de Memoria Histórica a nivel Nacional” el 

cual busca fortalecer la organización de la información acopiada, producida y generada 

por el Centro Nacional de Memoria Histórica. 

 

Es importante tener en cuenta que mediante el Decreto 2295 del 29 de diciembre de 2023, 

modificado mediante el Decreto 0312 del 06 de marzo de 2024, el Gobierno Nacional asignó al 

CNMH para la vigencia 2024 un presupuesto de $55.755 millones, así: $17.012 millones por 

concepto de gastos de Funcionamiento (30,51%) y $38.743 millones en el presupuesto de 

Inversión (69,49%). Ante las decisiones de aplazamiento presupuestal, el CNMH realizó 

gestiones orientadas a mitigar el impacto, solicitando el desbloqueo del presupuesto ante el 

DNP y el MHCP e indicó que los recursos se requerían para cumplir con los compromisos 

adquiridos en las mesas permanentes de concertación con el pueblo Rrom ,las comunidades 

Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras, y que dicho desbloqueo se había programado 

con el objetivo de mejorar la efectividad organizacional, impulsar e incrementar la apropiación 

social de la memoria histórica y del esclarecimiento de la verdad en los territorios, integrando 

acciones de comunicación y pedagogía con enfoque psicosocial, diferencial e interseccional.  
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La apropiación definitiva al cierre de la vigencia fiscal 2024 presentó una reducción de $2.454 

millones de pesos respecto de la apropiación inicialmente asignada, esto representa el 4.40%. 

Sin embargo, pese a las reducciones presupuestales, la entidad se organizó, de manera que se 

cumpliera en el territorio y que se optimizara el uso de los recursos, procurando ser eficiente 

en su ejecución presupuestal, logrando a 31 de diciembre de 2024 alcanzar un valor de $52.470 

millones en compromisos (98,44%), $49.752 millones en obligaciones (93.34%) y $49.747 

millones en pagos (93,33%). (ver anexo DOCUMENTO-INFORME-DE-RENDICIÓN-DE-CUENTA-

CNMH-PERIODO-2024-10072025. Páginas 54 a 58) 

Falencia: Desarticulación o de falta de coordinación entre distintas entidades estatales. 

Coordinación institucional insuficiente en la garantía del derecho a la verdad   

 

Para fortalecer la articulación y coordinación en procura de la garantía del derecho a la verdad 

el CNMH propuso la acción “5.2.4.2 Generar insumos para la formulación de una política pública 

de verdad y memoria”. Para ello, la entidad gestionó en conjunto con DNP el desarrollo de dos 

consultorías desde el Programa PROPAZ II de la Agencia de Cooperación Alemana GIZ. Con la 

primera de ellas, finalizada en mayo de 2024, se recibió el documento final con los capítulos 

iniciales de marco conceptual, diagnóstico, antecedentes y justificación del documento CONPES 

de formulación de la Política de Verdad y Memoria; con la segunda consultoría, se estructuró el 

enfoque territorial y participativo del diagnóstico de la Política de Verdad y Memoria Históricas 

a partir de los productos de la primera consultoría y de los documentos suministrados por el 

CNMH relacionados con el diseño e implementación de la Estrategia de Territorialización y 

Transversalización. El 4 de diciembre de 2024, culminó la segunda consultoría con la 

confirmación de los ajustes realizados por el consultor.  

Los resultados de estas consultorías aportaron para la priorización y construcción de 4 Planes 

Territoriales de Memoria en las regiones de 1. Urabá y municipios aledaños; 2. Eje Cafetero; 3. 

Caquetá y 4. Cúcuta, como también, para fortalecer pautas para la participación de la Mesa de 

Participación Efectiva de Víctimas en todos los procesos que impliquen los Planes Territoriales 

de Memoria. (ver anexo 5.2.4.2_DiagNal-TerritPVyM) 

Otra de las acciones propuestas por el CNMH para fortalecer la articulación y coordinación fue 

“5.2.3.3 Gestionar la formulación de lineamientos sectoriales o incorporación de Proyecto Tipo en 

materia de memoria histórica en el Catálogo de Proyectos Tipo del Departamento Nacional de 

Planeación (DNP) para su posterior socialización, divulgación y acompañamiento técnico con 

entidades territoriales”. Al respecto, el CNMH venía elaborando una propuesta de proyecto tipo 

en memoria histórica (Ver anexo 5.2.3.3 Versión_borrador PT), la cual fue socializada el 4 de 

marzo de 2024, con el Equipo de Proyectos Tipo de la Dirección de Gestión y Promoción del 

Sistema General de Regalías del DNP. En este espacio se identificó que, dada la diversidad de 

materialidades en que pueden expresarse las acciones de memoria histórica, su 

estandarización en un proyecto tipo no era viable en términos de su replicabilidad, como sí en 

la construcción de lineamientos sectoriales en materia de memoria histórica, como referente 

para cualquier otra entidad que pretendiera formular un proyecto (ver anexo 

5.2.3.3_GestionDNP_EstandarizacionProyectosTipo20240304).  

De acuerdo con lo anterior, el CNMH actualizó su metodología para brindar asistencia técnica a 

entidades territoriales con la actualización del procedimiento “ACT-PR-003 v4 Gestión de 

acciones de memoria de entes territoriales” y de su anexo “ABC Sobre el componente de Memoria 

Histórica en los Planes de Desarrollo Territoriales (PDT)”, con los cuales se brindó asistencia 

técnica en 2024 a 32 entidades territoriales entre gobernaciones y municipios.  
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Falencia: Insuficiente apropiación social de los resultados de procesos de memoria y 

verdad 
 

El CNMH propuso la acción “5.2.3.4 Desarrollar acciones de protección, preservación, 

conservación, apropiación y uso social de archivos de derechos humanos”, la cual se desarrolla en 

el marco de la implementación de la Política Pública de Archivos de Derechos Humanos, 

Memoria Histórica y Conflicto Armado y a través del proyecto de inversión BPIN 

2021011000102 “Consolidación del archivo de los derechos humanos, memoria histórica y 

conflicto armado y colecciones de derechos humanos y derecho internacional humanitario. 

Nacional”. En 2024, se desarrollaron acciones a partir de tres grandes líneas de trabajo:  

• La protección de los archivos o documentos que dan cuenta de graves violaciones a los 

derechos humanos, la memoria histórica y el conflicto. Se incorporaron 1000 registros 

al Registro Especial de Archivos de Derechos Humanos, Memoria Histórica (READH) 

 

• La conformación del archivo de derechos humanos a través de la reunión, ordenación, 
clasificación, descripción y puesta al servicio de los documentos relativos a las graves 
violaciones de los Derechos Humanos e infracciones del Derecho Internacional 
Humanitario, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno en Colombia. Fueron 
acopiados, procesados técnicamente y puestos al servicio de la sociedad 500.000 
imágenes de documentos de archivo o colecciones documentales de Derechos Humanos 
y Memoria Histórica. Igualmente, fueron fortalecidos 14 procesos de memoria histórica 
y archivos de derechos humanos 
 

• La apropiación y uso de todos estos materiales a través de procesos de pedagogía, 

difusión, fortalecimiento y puesta al servicio de toda aquella documentación que 

conforma el archivo. Se realizaron 11 jornadas de acompañamiento con víctimas y 

organizaciones públicas y privadas, se desarrolló una estrategia integral de recopilación 

de testimonios incorporando 80 testimonios al Archivo de los Derechos Humanos, se 

realizaron 51 acciones de apropiación y uso social de archivos y 100 acciones de 

apropiación y uso social de material bibliográfico 

 

Adicionalmente, el CNMH propuso la acción “5.2.4.1 Desarrollar acciones de apropiación social 

de la memoria histórica” para la cual ha desarrollado acciones en tres vías, encaminadas a 

fortalecer la apropiación social de la memoria histórica y el acceso a la verdad histórica. En 

primer lugar, a través de la estrategia sectorial de comunicación y pedagogía de la memoria 

histórica, como parte de los compromisos inscritos en el Plan Estratégico Sectorial (ver 

5.2.3.1_Informe_PES_2do_Sem_2024); en segundo lugar, a través de la Estrategia de análisis y 

divulgación de las recomendaciones de la Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 

Convivencia y la No Repetición (CEV) (ver 5.2.4.1_Informe-de-Rendición-de-Cuentas-de-la-

Construcción-de-paz-2024); en tercer lugar, mediante otras acciones complementarias de 

apropiación social desde las direcciones técnicas, la Estrategia de Comunicaciones y la 

Estrategia de Territorialización y Transversalización del CNMH (ver DOCUMENTO-INFORME-

DE-RENDICIÓN-DE-CUENTA-CNMH-PERIODO-2024-10072025).  

En el segundo semestre de 2024 se avanzó en la construcción de la estrategia sectorial de 

comunicación y pedagogía de la memoria histórica que consta de los siguientes elementos:  

 

• Definición de la Estrategia 

• Fases de la Estrategia 

• Roles de los equipos que conforman el despliegue de la Estrategia 

• Territorios en los que se implementó la Estrategia 
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En consecuencia, se realizó la construcción de tres módulos guía para acompañar el desarrollo 

de la Estrategia en el territorio: 

• Módulo radial para la memoria 

• Módulo audiovisual para la memoria 

• Modulo redes sociales, un lugar de memoria 

  

En cuanto a su implementación, la Estrategia de comunicación y pedagogía desplegó un trabajo 

en los territorios de Nariño, Sumapaz, Oriente Antioqueño, Yacopí, Risaralda, Valle del Cauca y 

Norte de Santander, entre las que se reconocieron las acciones de memoria de un total de 57 

organizaciones territoriales. En ese sentido la estrategia logró vincular una diversidad de 

organizaciones con enfoque de género (4), indígena (3), afro (5), en condición de discapacidad 

(1), víctimas (9) y jóvenes (10) que se conectaron en el territorio con red de maestros, medios 

de comunicación, colectivos artísticos y de soberanía alimentaria para cumplir el objetivo 

misional de la estrategia. 

En el transcurso del año también se realizaron dos encuentros de memoria en el marco de ferias 

del libro:  

• Escuela de las Memorias Fiesta del Libro (Medellín): Participaron tres organizaciones: 

Corototeca (San Luis, Antioquia), Historias Sordas (Medellín, Antioquia), Casa Moravia 

(Medellín, Antioquia). 

• Escuela de las Memorias Temporada de Letras (Pasto): Participaron dos 

organizaciones: FUCOGA (Pasto), REDEPAZ (Nariño).  

 

Se realizó el primer encuentro interdepartamental denominado "Sembrar Memoria" en el que 

participaron las siguientes organizaciones: Anticátedra de Paz Universidad de la Amazonía 

(Florencia, Caquetá), REDEPAZ (Nariño), Les Sumerceístas (Bogotá), Museo de la Memoria de 

Samaniego (Nariño), Museo de la Memoria del Colegio Eduardo Santos (Yacopí, Cundinamarca), 

Ruta de la Memoria UPN (Bogotá).  

Se consolidaron dos redes de memoria: Escuela de las Memorias Nariño conformada por 14 

organizaciones pertenecientes a 5 municipios del territorio; y Mesa Regional por la Memoria 

del Sumapaz, integrada por ocho organizaciones de 6 territorios de la región del Sumapaz. 

Para la generación de diálogos intergeneracionales, se realizó una asistencia técnica a la 

RedJoven de Profamilia, conformado por jóvenes de Bogotá y Soacha, para aportar elementos 

metodológicos de apropiación social de derechos humanos y dignificación de las víctimas del 

conflicto. 

Por otra parte, a efectos de contribuir a la preservación del legado de la CEV, el CNMH continuó 

con la implementación de la Estrategia de análisis y divulgación del legado de la CEV que se 

estructura a partir de cinco (5) componentes, en los cuales se realizaron las siguientes acciones 

en 2024:  

• Identificación y análisis del legado. En el marco de la agenda de investigaciones, se 

realizaron aportes metodológicos con la inclusión de acciones de revisión, contraste y 

análisis en los planes de trabajo de 8 investigaciones. En cuanto al esclarecimiento del 

fenómeno paramilitar, se sistematizaron los hallazgos y recomendaciones de la CEV 

sobre el fenómeno paramilitar, a partir de la revisión de los casos y tomos del Informe 

de la CEV, identificándose 23 casos y 21 tomos con información sobre el fenómeno 

paramilitar; se realizó un análisis comparativo con los resultados encontrados por la 

Dirección de Acuerdos de la Verdad (DAV) en el marco de la aplicación del Mecanismo 

No Judicial de Contribución a la Verdad, teniendo como resultado una categorización 

con la cual se integró el análisis comparativo en un dispositivo de divulgación. También, 

se integraron los hallazgos de la CEV en el Sistema de Información de Eventos de 
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Violencia del Conflicto Armado Colombiano (SIEVCAC) del Observatorio de Memoria y 

Conflicto (OMC) del CNMH, con la actualización de 134 casos y la inclusión de 108 casos 

nuevos, para un total de 242 casos publicados. Igualmente, se avanzó en la integración 

del legado de la CEV con análisis del guion curatorial de la exposición "Hay futuro si hay 

verdad: de la Colombia herida a la Colombia posible" 

 

• Preservación del legado. Se inscribieron 33 registros de información en el Registro 

Especial de Archivos de los Derechos Humanos (READH) sobre organizaciones que 

presentaron informes y casos a la CEV. Se acopió la información pública producida y 

recopilada por la CEV en los conjuntos de información "Entrevistas", "Objetos de 

Memoria" y "Fuentes de Archivo Externas" en el Archivo de Derechos Humanos. Se 

realizaron las guías de descripción y descripción finalizada de 364 documentos para la 

protección y consulta en el Archivo Virtual de Derechos Humanos. Igualmente, a través 

de la biblioteca digital del CNMH se dio continuidad a la puesta al servicio de los 

informes y documentos de la CEV.  

• Pedagogía y apropiación social. A partir de la revisión de la transmedia de la CEV, se 

utilizaron los recursos, insumos y aprendizajes para construir espacios de pedagogía. 

Al respecto, se realizaron cinco talleres dirigidos a los bibliotecarios de la Red de 

Bibliotecas Públicas del Meta y del Tolima, en el marco del Convenio 

Interadministrativo 4472 de 2023 con la Biblioteca Nacional de Colombia. Se diseñó e 

implementó el Diplomado en Memoria y Verdad, fortaleciendo las capacidades de 38 

docentes vinculados a la Secretaría de Educación Distrital de Bogotá, a la Universidad 

de La Salle y a la Universidad San Pablo. En cuanto a la ampliación de espacios de 

escucha en los territorios, se propiciaron los siguientes espacios seguros de escucha 

plural: 

 

- Diálogos Improbables: un espacio de diálogo abierto entre algunos 

“improbables” sobre las experiencias significativas, simbólicas y vivenciales que 

acontecieron en el marco del conflicto armado y que fortalecen los procesos de 

construcción de memoria histórica en un entorno de cuidado que permitiera los 

cierres efectivos, para la construcción de paz y garantía de no repetición, al cual 

asistieron 360 personas. 

- SaNaciones: a partir de la estrategia se ha avanzado en el reconocimiento de los 

lugares naturales, tradicionales y ancestrales de sanación, para la construcción de 

estos lugares como espacios de memoria histórica y de sanación. 

- La Semana por la Memoria: se enfocó en la preservación de la memoria histórica 

y la justicia social a través del diálogo intercultural, la visibilización de las 

resistencias comunitarias, y la inclusión de las voces de grupos vulnerables 

afectados por el conflicto armado en Colombia, fomentando la construcción de una 

sociedad más justa, diversa y consciente de su historia. 

- Conversatorio con Pueblos Indígenas: espacio que tuvo como objetivo el diálogo 

sobre el contenido del libro “Tiempos de Vida y Muerte” y la cartilla pedagógica 

“Espirales de Tiempos de Vida y Muerte” con representantes de ocho pueblos 

indígenas. 

- Mujeres del Meta resistiendo a la guerra: historias y archivos en la búsqueda de 

justicia ante la violencia sexual en el marco del conflicto armado. 

- Presentación del podcast "Voces de la Memoria del Valle del Guamuez": se dio a 

conocer una serie de microrrelatos de mujeres lideresas del Putumayo, quienes han 

sido testigos y protagonistas de la violencia y la resistencia en el contexto del 

conflicto armado. 
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- Conversatorio sobre enseñanza en minas antipersonales: se desarrolló un 

diálogo centrado en la educación comunitaria para la prevención de minas 

antipersonales. 

 

• Divulgación del legado de la CEV. A partir de las redes, recursos y aliados de la Estrategia 

de Comunicaciones del CNMH, se desplegó la diversidad de estrategias comunicativas 

implementadas por la CEV, así como los productos y acciones desarrolladas por las 

direcciones técnicas y áreas del CNMH a partir del legado de la CEV. Entre estas se 

destacan las siguientes:  

 

- La Dirección de Acuerdos de la Verdad (DAV) del CNMH diseñó, desarrolló e 

implementó el Proyecto de Investigación-Creación para la Apropiación Social de 

la Verdad Histórica “Escuchas y Legados de la Verdad”, el cual tuvo como 

resultado la realización de La búsqueda de Salo: legados y escuchas de la verdad, 

una novela gráfica que difunde hallazgos de la CEV y la DAV sobre el fenómeno 

paramilitar en Medellín entre 2000 y 2005. 

- Se socializó y retroalimentó el visor de la CEV, una herramienta dinámica 

construida en PowerBi por el Observatorio de Memoria y Conflicto del CNMH20. 

- Se elaboraron publicaciones para divulgar a la sociedad en general, contenidos 

que pretenden contextualizar y complementar los hallazgos y recomendaciones 

de la CEV21. 

- Se integraron las herramientas de prensa construidas por la CEV para 

complementar las estrategias de pedagogía y movilización con medios y se 

socializaron como herramientas el kit de prensa, el kit esperanzador, el kit de 

movilización social y el botiquín para sanar el alma22. 

 

• Articulación interinstitucional. Se generaron espacios de articulación para el desarrollo 

de las acciones en los componentes de Preservación del Legado y de Pedagogía y 

apropiación social. Para la preservación del legado, se gestionó ante la JEP el acopio de 

información producida por la CEV; dentro del componente de Pedagogía y apropiación 

social, se destaca el Convenio Interadministrativo Nro. 4472 de 2023 celebrado entre el 

Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes y el CNMH, para la apropiación social 

de la memoria histórica desde la Red Nacional de Bibliotecas Públicas del país. 

 

En relación con las acciones complementarias de apropiación social desarrolladas por las 

direcciones técnicas, la Estrategia de Comunicaciones y la Estrategia de Territorialización y 

Transversalización del CNMH, pueden ser consultadas con mayor detalle en el Informe de 

rendición de cuentas – Vigencia 2024 en los siguientes capítulos:  

• Dirección de Archivo de los Derechos Humanos. Capítulo 4.2.5. Apropiación y usos 

sociales. Páginas 13 a 15. 

• Dirección de Museo de la Memoria. Capítulo 4.4.1. Actividades artísticas, culturales y 

pedagógicas. Página 21.  

• Dirección de Acuerdos de la Verdad. Capítulo 4.5.5. Apropiación social de la verdad 

histórica. Página 31.  

• Estrategia de Territorialización y Transversalización. Capítulo 4.6.1. Pedagogía de la 

memoria histórica. Páginas 34 a 38. Capítulo 4.6.5.1. Espacios de difusión y socialización 

realizados por el Observatorio de Memoria y Conflicto. Página 48. 

 
20 https://micrositios.centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/portal-de-datos/tableros-conmemorativos/legado-cev-hay-
futuro-si-hay-verdad/ 
21 https://www.instagram.com/centromemoriah/p/DDuDXltRrQW/; https://www.facebook.com/CentroMemoriaH/posts/el-
cnmh-presenta-el-visor-de-datos-de-la-cev-una-herramienta-dise%C3%B1ada-por-el-obs/1002346328587521/ 
22 https://www.comisiondelaverdad.co/prensa?field_categoria_target_id=167 

https://micrositios.centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/portal-de-datos/tableros-conmemorativos/legado-cev-hay-futuro-si-hay-verdad/
https://micrositios.centrodememoriahistorica.gov.co/observatorio/portal-de-datos/tableros-conmemorativos/legado-cev-hay-futuro-si-hay-verdad/
https://www.instagram.com/centromemoriah/p/DDuDXltRrQW/
https://www.facebook.com/CentroMemoriaH/posts/el-cnmh-presenta-el-visor-de-datos-de-la-cev-una-herramienta-dise%C3%B1ada-por-el-obs/1002346328587521/
https://www.facebook.com/CentroMemoriaH/posts/el-cnmh-presenta-el-visor-de-datos-de-la-cev-una-herramienta-dise%C3%B1ada-por-el-obs/1002346328587521/
https://www.comisiondelaverdad.co/prensa?field_categoria_target_id=167
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• Estrategia de Comunicaciones. Capítulo 4.7. Estrategia de Comunicaciones. Páginas 49 a 

51. 

 

5.2.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

La respuesta ante las fallas estructurales y falencias asociadas con el componente de verdad no 

judicial excede las competencias al CNMH. Esto teniendo en cuenta que los procesos de 

reconstrucción de memoria histórica orientados al esclarecimiento de los hechos ocurridos en 

el marco del conflicto armado interno, mediante los cuales el CNMH cumple con su objeto de 

contribuir a la reparación simbólica, la satisfacción del derecho a la verdad y a las garantías de 

no repetición de las víctimas y de la sociedad, requieren del concurso con otras entidades del 

Estado y expresiones de la sociedad. Esto se refleja, por ejemplo, en el hecho de que las acciones 

en materia de memoria histórica comprendidas en el artículo 145 de la Ley 1448 de 2011, se 

refieren a acciones orientadas o en conjunto, a integrar, poner a disposición, fomentar, 

promover, fortalecer, apoyar, contribuir, complementar y difundir.  

Para una respuesta más robusta ante la falla estructural de articulación institucional, en 

términos de coordinación nación territorio, los planes territoriales de memoria desarrollados 

en el marco de la Estrategia de Territorialización y Transversalización del CNMH, requieren 

integrarse a los esquemas y mecanismos de articulación y de relacionamiento entre 

instituciones de los niveles nacional y territorial, para garantizar su integralidad y su 

sostenibilidad. El desarrollo del enfoque de soluciones duraderas involucra una estrategia 

integral de intervención territorial, que como se establece en el parágrafo 2 del artículo 62 de 

la Ley 2421 de 2024, implica el desarrollo coordinado con otros planes. 

Adicionalmente, el CNMH viene participando de los espacios convocados por el Departamento 

de Prosperidad Social para la construcción del Mapa de Reconocimiento y Memoria y la 

creación de la Mesa de Articulación Interinstitucional establecidos en los artículos 63 y 64 de la 

Ley 2421 de 2024. Esto con el propósito de coordinar y articular acciones de reparación y 

restauración a cargo del CNMH con las demás entidades del sector, la JEP, la Unidad de 

Búsqueda de Personas Dadas por Desaparecidas y la Unidad de Implementación del Acuerdo 

Final de Paz. En términos de contribuciones a la superación de la falla de articulación 

institucional, el deber de memoria del Estado requiere que las entidades con competencia y 

recursos contribuyan a la generación de condiciones para que la sociedad en sus diferentes 

expresiones, pueda desarrollar acciones de memoria como aporte al derecho a la verdad.  

 Si bien una de las fallas estructurales asociadas con el componente de verdad no judicial se 

relaciona con la insuficiente apropiación de recursos para atender las medidas de competencia 

del CNMH, en concordancia con las obligaciones legales y constitucionales, es relevante precisar 

que la entidad, no hace parte de la Comisión de Financiamiento establecida en el Artículo 75 de 

la Ley 2421 de 2024, aunque hace parte del Sistema Nacional de Atención y Reparación a las 

Víctimas. Lo anterior, no solo limita atender la insuficiente apropiación de recursos para el 

CNMH, sino que además incide en la estrategia de corresponsabilidad, en términos de la 

oportunidad del CNMH para brindar insumos y recomendaciones en materia de financiación de 

las obligaciones asignadas a las entidades territoriales frente al componente de verdad no 

judicial de la política pública de víctimas.  
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5.2.4. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

5.2.2.2 Gestionar ante el 
Departamento 
Administrativo de la 
Función Pública la revisión 
de necesidades de rediseño 
o reestructuración 
institucional del CNMH: la 
entidad ha definido en 2023 
un despliegue territorial 
alineado con el Plan 
Nacional de Desarrollo 
2022-2026 “Colombia 
Potencia Mundial de la 
Vida”. No obstante, para 
hacer efectivo el 
cumplimiento de su 
mandato a nivel territorial 
se requeriría un rediseño 
institucional dadas las 
limitaciones de la planta de 
personal actual (71 cargos). 

Cambio de 
redacción o 
nueva acción:  

Actualizar el 
Modelo de 
Operación por 
Procesos del 
CNMH. 

Los resultados de la consultoría, con la 
cual se identificaron las necesidades de 
rediseño institucional del CNMH, 
establecían un costo en la 
implementación de estos ajustes. Sin 
embargo, el Artículo 2 del Decreto 199 
de 2024 “Por el cual se establece el Plan 
de Austeridad del Gasto 2024 para los 
órganos que hacen parte del Presupuesto 
General de la Nación” estableció que las 
reformas debían ser a costo cero o que 
generaran ahorros en los gastos de la 
entidad. En este sentido, no es viable 
continuar con esta acción. Por lo cual se 
propone la actualización del Modelo de 
Operación por Procesos como una 
alternativa viable que contribuya al 
fortalecimiento de la capacidad 
institucional.  

 

El indicador pretende medir el avance en 
la actualización de los métodos 

de operación del Modelo de Operación 
por Procesos del CNMH (Políticas, 

Manuales, Guías, Instructivos 
Protocolos, Procedimientos, Formatos y 
demás 

información documentada), de acuerdo 
con los lineamientos definidos por la 
Entidad. 

 

5.2.3.1 Emitir un acto 
administrativo para la 
creación de una estrategia 
de territorialización y 
transversalización para 
promover la participación, 
el diálogo y el vínculo con los 
territorios y las víctimas, 
incluidas las que se 
encuentran en el exterior. 

 

Cambio de 
redacción: 
Avance en la 
implementación 
de la estrategia 
de despliegue 
territorial del 
CNMH articulada 
a las estrategias 
territoriales de 
las entidades del 
sector en los 
procesos de 
memoria 
histórica, 
reparación y 
dignificación de 
las víctimas en 
todo el territorio 
nacional y con la 
población en el 
exilio. 

Considerando que fue emitido el acto 
administrativo de creación de la 
Estrategia de Territorialización, se 
propone que los avances en la 
implementación de la estrategia se 
puedan monitorear a través de este 
indicador incluido en el Plan Estratégico 
Sectorial, Teniendo en cuenta además 
que dicho indicador está relacionado con 
la Estrategia de Territorialización que 
mayor énfasis hace en la coordinación 
institucional, la cual es otra de las fallas 
estructurales.  

5.2.3.4 Desarrollar acciones de 
protección, preservación, 
conservación, apropiación y 

Eliminación de la 
acción. 

Estas acciones se desarrollan desde la 
Dirección de Archivo de los Derechos 
Humanos y pueden ser recogidas en la 
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uso social de archivos de 
derechos humanos. 

acción 5.2.4.1 que consiste en 
Desarrollar acciones de apropiación 
social de la memoria histórica.  

Esta acción apunta a la misma falencia 
estructural “Insuficiente apropiación 
social de los resultados de procesos de 
memoria y verdad”. 

 

El CNMH continuará liderando y coordinando las acciones encaminadas a formular una política 

de memoria y verdad que contribuya a mejorar la capacidad institucional, en términos de 

descentralización y corresponsabilidad, especificación de acciones, asignación de recursos y 

definición de instrumentos para el seguimiento a los avances frente a este derecho. Por ello, se 

propone la acción “5.2.4.2 Generar insumos para la formulación de una política pública de verdad 

y memoria” como una acción de impacto, atendiendo a que pretende apuntar a la superación 

del Estado de Cosas Inconstitucional en aspectos críticos como la necesidad de actualizar el 

componente de verdad en la política pública de víctimas, el presupuesto apropiado y fortalecer 

la pluralidad de las memorias para garantizar el enfoque diferencial y territorial.  

 

5.2.5. Solicitud a la Corte 
 

Se solicita a la Corte Constitucional reconocer de manera diferenciada dentro del componente 

de Verdad y Justicia, la dimensión no judicial y colectiva del derecho a la verdad. En 

consecuencia, reconocer que el Gobierno nacional ha cumplido satisfactoriamente con el 

derecho a la verdad no judicial de las víctimas, pese a las limitaciones estructurales de 

insuficiencia en capacidad institucional, de apropiación de recursos, de coordinación 

institucional y de apropiación social de los resultados de procesos de memoria y verdad, que se 

han puesto de presente en este documento.  

Desde el CNMH se ha tenido presente que la superación de las fallas estructurales implica no 

solo responsabilidades de la entidad según sus competencias, sino que concurso de otros 

actores en términos del deber de memoria del Estado. Se solicita entonces se reconozca los 

esfuerzos que se vienen realizando para promover y ampliar el acceso de las víctimas y la 

sociedad a los mecanismos de verdad y memoria, en un escenario en donde el conflicto armado 

persiste y se abren nuevos procesos de contribución a la verdad y la memoria históricas en el 

marco de potenciales acuerdos de paz y sometimiento a la justicia e igualmente con la 

implementación del Sistema Integral para la Paz. 

 

5.2.6. Anexos 
 

Anexo 1. Excel con relación de avance de acciones 
Anexo 3. Soportes del avance de las acciones. 
5.2.2.2_EstudioTécnicoCNMH 
3.2. 5.2.2.2_HV_IndicadorPAI2025_MOP 
5.2.3.3 Versión_borrador PT 
5.2.3.3 GestionDNP_EstandarizacionProyectosTipo20240304 
5.2.3.1_Resolucion57_2024 
5.2.3.1_Informe_PES_2do_Sem_2024. 
5.2.4.2_DiagNal-TerritPVyM 
DOCUMENTO-INFORME-DE-RENDICIÓN-DE-CUENTA-CNMH-PERIODO-2024-10072025 
Anexo 4. Soportes del cambio de acciones 
3.2. 5.2.2.2_HV_IndicadorPAI2025_MOP 
5.2.3.1_Resolucion57_2024 
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5.3. Verdad y Justicia 
 

 

5.3.1. Introducción 
 

El componente de Justicia y Verdad Judicial tiene como propósito fundamental garantizar el 

acceso efectivo a la justicia para las víctimas del desplazamiento forzado, a través del 

esclarecimiento de los hechos victimizantes, la investigación y sanción de los responsables, y el 

fortalecimiento del sistema judicial en sus distintas etapas: investigación, juzgamiento y 

sentencia. Su objetivo es contribuir de manera decidida a la superación del Estado de Cosas 

Inconstitucionales (ECI) declarado por la Corte Constitucional, a partir de la restitución del 

derecho a la justicia, como parte integral de una reparación efectiva, transformadora y con 

enfoque de derechos. 

El seguimiento a este componente debe orientarse a identificar avances concretos en el 

cumplimiento de las acciones reportadas por las entidades responsables, principalmente el 

Ministerio de Justicia y del Derecho (MJD), en coordinación con la Fiscalía General de la Nación 

(FGN) y el Consejo Superior de la Judicatura (CSJ). Por ello, a partir de las líneas de acción 

consignadas en el Plan de Acción del Auto 310 de 2023 y los mecanismos de reporte definidos 

en la metodología actual, el proceso busca establecer un balance analítico y estratégico sobre 

los impactos reales en el goce efectivo del derecho a la justicia, los avances en investigaciones 

por el delito de desplazamiento forzado y la judicialización de responsables. Así mismo, es clave 

evaluar la articulación interinstitucional y los retos persistentes en torno a las falencias 

estructurales que dificultan el acceso a la verdad judicial, elemento esencial para la 

construcción de garantías de no repetición. 

 

5.3.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

Las acciones contempladas en el componente de Justicia y Verdad Judicial están orientadas a 
superar el ECI declarado en la Sentencia T-025 y sus autos de seguimiento en materia de 
desplazamiento forzado, así como a dar cumplimiento al Plan de Acción del Auto 310proyectan 
generar procesos transformadores en el acceso a la justicia para las víctimas. En ese sentido, 
estas acciones tienen como propósito central, por un lado, promover un enfoque restaurativo, 
que permita transformar el paradigma retributivo y constituya un escenario en la generación 
de mecanismos reparadores y restauradores para la población afectada, pero a su vez, se busca 
fortalecer la territorialización de planes que permitan garantizar la investigación del delito de 
desplazamiento forzado, y de esta manera, superar las falencias estructurales identificados por 
la Honorable Corte. 
 
En virtud de lo anterior, se han establecido dos (2) acciones encaminadas a transformar las 

condiciones y falencias identificadas por la Corte Constitucional, que están siendo 

implementadas por el MJD y la FGN, enfocadas en configurar un escenario que a través del 

tiempo pueda dar soluciones duraderas al ECI.  

 

Así, el Ministerio de Justicia y del Derecho (MJD), como líder del componente, ha establecido 

proyectar acciones de impulso y fortalecimiento de la Justicia a través de mecanismos 

participativos y procesos que permitan transitar de un enfoque retributivo a uno restaurativo. 

Lo anterior, generando un proceso de restauración de las justicias en los territorios con graves 

afectaciones, limitaciones y dificultades de acceso a causa de las dinámicas del conflicto armado. 

 
En tal sentido, para el caso del MJD, la acción 5.2.1.1. relacionada con el “Diseño participativo y 

ejecución de proyectos restaurativos de la justicia en zonas afectadas por el desplazamiento 

forzado con el fin de mejorar y restituir el acceso a las diferentes justicias (ordinaria, transicional, 
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étnica, mecanismos alternativos de solución de conflictos).”23, configuró un avance en el enfoque 

de acceso a la justicia en los territorios, transitando de un enfoque retributivo, a la posibilidad 
de restaurar en los territorios condiciones a las comunidades víctimas de desplazamiento 

forzado, a partir de la configuración de un programa que brinde los lineamientos para el diseño 

e implementación de proyectos restaurativos. 

 
Por otro lado, la Fiscalía General de la Nación ha establecido de manera coherente la 
consolidación de estrategias y planes de fortalecimiento y priorización territorial, que 
promueva las condiciones adecuadas para los procesos de investigación del delito de 
desplazamiento forzado. Tales acciones han configurado un direccionamiento estratégico de la 
entidad, en relación con la articulación desde el nivel central, las direcciones especializadas y 
seccionales, que tienen a su cargo el proceso investigativo. 
 
De tal forma, la FGN por medio de la acción 5.2.2.1, vinculada a “Establecer Planes de priorización 
por seccional que se ajusten a la realidad del delito en la región”24, dispuso de mecanismos 
internos de fortalecimiento para la investigación del delito de desplazamiento forzado. Esta 
acción permitió avanzar en los procesos de judicialización de estructuras armadas y 
seguimiento a bienes con fines de reparación a víctimas del conflicto. 
 
 
Análisis de las acciones en relación con las Fallas Estructurales en Justicia y Verdad 
Judicial 
 
Dentro de la metodología establecida por la Corte Constitucional en el Auto 310 de 2023, se 
solicitó a las entidades del Gobierno nacional aportar insumos para valorar la superación del 
ECI, a partir de la identificación de fallas estructurales y debilidades en la Política Pública de 
Víctimas. En ese sentido, se determinó que persiste la “Baja protección del derecho a la justicia, 
verdad y memoria de las víctimas de desplazamiento forzado, deficiencias en acceso a la justicia 
y en el seguimiento al cumplimiento de órdenes judiciales.” (UARIV, 2025). 
 
Ahora bien, a partir de los ejercicios que se ejecutaron para desarrollar la metodología y 
determinar las fallas y falencias relacionadas con Justicia y Verdad Judicial, se pudo determinar 
que las condiciones que dieron origen a esta falla persisten. Las condiciones de falta acceso a la 
justicia y seguimiento a órdenes judiciales, promueven la necesidad de determinar acciones con 
el ánimo de transformar el carácter retributivo a restaurativo y fortalecer estrategias de 
investigación acordes a la dinámica del delito en las regiones, lo que permitirá la garantía de 
derechos a la población víctima en los territorios. 
 
Para tal propósito, a continuación, se realiza el análisis de las acciones con las falencias 
identificadas en el marco del componente de Justicia y Verdad Judicial: 
 
 
Falencia Estructural: Aplicación única y exclusiva del enfoque retributivo; La concepción 
del derecho a la justicia de la población desplazada ha sido reduccionista al ámbito penal 
y al actuar de la Fiscalía. 
 
Con el fin de brindar condiciones que permitan abordar el componente de Justicia y Verdad 
Judicial en el marco del ECI, encaminadas a dar respuesta a la falla y falencia estructural que se 
menciona, desde el MJD se han venido generando una serie de acciones que aportarán de 
manera efectiva a la transformación de un enfoque retributivo de acceso a la justicia, hacia uno 
restaurativo. En esa medida, es necesario precisar que lo anterior solo es viable, 
comprendiendo las actuales condiciones en materia de acceso a la justicia en población 
desplazada y los procesos transicionales que se ejecutan en el país. 

 
Por ello y con el fin de atender esta falla estructural, durante la vigencia 2024, el MJD definió la 
implementación de la acción 5.2.1.1. relacionada con el “Diseño participativo y ejecución de 
proyectos restaurativos de la justicia en zonas afectadas por el desplazamiento forzado con el fin 
de mejorar y restituir el acceso a las diferentes justicias (ordinaria, transicional, étnica, 

 
23 Anexo 3. 5.2.1.1. Ficha de especificaciones y condiciones técnicas JTPT 
24 Anexo 3. 5.2.2.1 Soportes FGN 
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mecanismos alternativos de solución de conflictos.”25 
 
De tal manera, esta acción se ejecutó a partir del siguiente proceso y se encuentra articulada al 
Anexo 5.2.1.1. Ficha de especificaciones y condiciones técnicas JTPT:  

 
• Durante el segundo semestre de 2024, el MJD avanzó significativamente en la 

implementación del programa Justicia en Territorio para la Paz Total, a través del 
Convenio 693 de 2024 suscrito con el Programa de las Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD). Este convenio contempló cuatro líneas estratégicas, entre ellas, la 
Línea 2: “Restaurar la justicia – apoyo técnico en procesos de innovación pública para 
la formulación de proyectos restaurativos en el sector justicia”. 

 
• Está línea tiene dos objetivos: (i) Diseñar un proyecto restaurativo destinado a 

contribuir a la restauración de la justicia en alguna de las subregiones priorizadas por 
el Programa Justicia en Territorio para la Paz Total, como territorios afectados por el 
conflicto armado; y (ii) Definir lineamientos metodológicos básicos para formular 
proyectos restaurativos que sean replicables y puedan adaptar las demás entidades 
públicas.  

 
• Para ello, durante la vigencia 2025 se llevarán a cabo tres encuentros territoriales 

dialógicos para la fase de identificación de daños, problemáticas y/o necesidades de la 
población objetivo. La información recopilada en los encuentros territoriales será 
sistematizada y analizada, para determinar las causas y problemáticas subyacentes, y 
en este sentido los objetivos. Con esto, se seleccionarán alternativas de solución para 
ser estructuradas como prototipos de proyectos restaurativos, y seguir con la 
validación de las alternativas de solución nuevamente mediante un proceso 
participativo con la población objetivo. Finalmente, con la alternativa de solución 
seleccionada, se desarrollará el diseño del proyecto restaurativo que se propone.  

 
• En ese sentido, durante el periodo de septiembre a diciembre de 2024, se llevaron a 

cabo los procesos de convocatoria y selección del talento humano requerido para la 
implementación de las actividades previstas para el diseño de un proyecto restaurativo 
formulado a partir del proceso de innovación pública que contribuya a restaurar la 
justicia en la zona priorizada y avanzar en la implementación del Acuerdo de Paz. El 
desarrollo completo de esta línea de acción se implementará durante la vigencia 2025. 

 
Ahora bien, dichas acciones aportan de manera clara a la reconfiguración del enfoque 
retributivo de las justicias, y permite a partir del trabajo territorializado de las afectaciones y 
daños ocasionados por el conflicto armado, la posibilidad de generar apuestas que impacten a 
restaurar las condiciones de los territorios y comunidades. De tal manera, se espera que, con 
esta acción, no solo se impacte a los territorios focalizados por la acción particular, sino que los 
lineamientos metodológicos establecidos para el diseño e implementación de proyectos 
restaurativos, permita contribuir al acceso a la justicia restaurativa en todos los territorios 
afectados por el conflicto. 

 
Por lo tanto, aunque esta acción funge como un elemento catalizador de acciones y un nuevo 
enfoque de la justicia, es preciso mencionar, que la persistencia de la falencia responde a una 
dinámica estructural. Por lo que se hace preciso, configurar estrategias de largo alcance, que 
contribuyan a cambio de enfoques de la justicia, pero a su vez de acciones que aporten a la 
restauración de las condiciones de vida de la población víctima del desplazamiento forzado y a 
las garantías de no repetición. 

 
Finalmente, el MJD considera fundamental el fortalecimiento del enfoque participativo, a través, 
de la inclusión activa de las comunidades, lo cual, permite una comprensión más profunda de 
las dinámicas territoriales y de justicia. Asimismo, a través de la implementación de la acción 
busca alcanzar el fortalecimiento de la confianza institucional con procesos participativos que 
contribuyan a restablecer vínculos entre la ciudadanía y el sector justicia en territorios 
históricamente marginados. 
 

 
25 Anexo 3. 5.2.1.1. Ficha de especificaciones y condiciones técnicas JTPT 
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Falencia Estructural: Necesidad de fortalecer estrategias de investigación acordes a la 
dinámica del delito en las regiones. 
 

En cumplimiento de la formulación e implementación de acciones orientadas a superar esta 

falencia estructural, la FGN ha enfocado sus esfuerzos en establecer mecanismos de 

priorización territorial que consoliden el fortalecimiento de las seccionales y contribuya al 

avance de los procesos de investigación del delito de desplazamiento forzado. En esa medida, y 

en respuesta a la falencia estructural señalada en el marco del Plan de Acción del Auto 310, la 

FGN durante la vigencia 2024 definió la implementación de la siguiente acción, orientada a 

aportar de manera concreta a la superación de dichas problemáticas, por tanto, la Fiscalía 

General de la Nación estableció la acción 5.2.2.1, que se refiere a: 

 
“Establecer Planes de priorización por seccional que se ajusten a la realidad del delito en la 
región”26 
 
Según lo estipulado por la FGN, la ejecución de la acción 5.2.2.1. se desarrolló a partir de las 
siguientes actividades y se puede observar en el Anexo 5.2.2.1 Soportes FGN:  
 

  
• Durante el 2024 la FGN continuó desarrollando la priorización de sus investigaciones 

bajo dos enfoques: (i) la gestión bajo la Ley de Justicia y Paz y la investigación de los 
casos competencia de la entidad bajo dicha ley y (ii) las investigaciones de las denuncias 
realizadas por las víctimas relacionadas con el desplazamiento forzado.  
 

•  Bajo el primer enfoque, la Dirección de Justicia Transicional de la FGN, en el marco de 
sus competencias y según la priorización que su gestión, tuvo un avance en la 
judicialización de hechos delictivos atribuibles a estructuras armadas paramilitares y 
subversivas desmovilizadas, con el fin de salvaguardar los derechos de las víctimas del 
conflicto armado a la verdad, justicia, reparación y garantías de no repetición.  
  
En relación con los grupos paramilitares, y de acuerdo con la información soportada en 
el Sistema de Información de Justicia y Paz - SIJYP -, con corte a 1 de enero de 2025, se 
encuentran 63.439 hechos delictivos relacionados con el delito de desplazamiento 
forzado, que contemplan 95.858 víctimas, de las cuales, 6.805 hechos se encuentran en 
etapa de indagación, 52.750 en trámite ante la Magistratura de Justicia y Paz y 3.884 
hechos cuentan con sentencia. 
  
Es importante destacar, que, en el transcurso del año 2024, se reportaron 1.169 hechos 
nuevos en el Sistema de Información de Justicia y Paz - SIJYP -, se llevaron ante la 
Magistratura 1.584 hechos para imputación y se profirieron 3 sentencias en las que se 
condena, entre otros, por el delito de desplazamiento forzado en contra de 34 
postulados a la Ley de Justicia y Paz, 31 del Bloque Catatumbo, 2 del bloque héroes de 
montes de maría y 1 de Metro ACCU. 
 

•  Respecto a grupos subversivos, es necesario informar que mediante Resolución No. 0-
0407 del 24 de agosto de 2023, proferida por la Fiscal General de la Nación (e), se varió 
la asignación de aproximadamente 139.000 hechos delictivos cometidos por miembros 
de grupos subversivos en el marco de la Ley 975 de 2005, a la Dirección de Justicia 
Transicional de la FGN, de los cuales se registran 36.177 hechos, por el delito de 
desplazamiento forzado. 
 

• Se continuó realizando una labor de priorización respecto del delito de desaparición 
forzada en el marco de la Ley 975 de 2005. Se efectuó un análisis que permite establecer 
aquellos municipios con mayor número de víctimas de dicho delito, registradas en el 
sistema de Información de Justicia y Paz -SIJYP-, y aquellos casos de connotación tales 
como fosas múltiples, casos con seguimiento en la CIDH y CPI, masacres, entre otros, 
con el objeto de direccionar las labores de búsqueda y exhumación de cuerpos en el 

 
26 Anexo 3. 5.2.2.1 Soportes FGN 
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país, en el marco del Plan Nacional de Búsqueda de Personas Desaparecidas, cuyo 
objetivo principal es encontrar con vida a la persona desaparecida o entregar los restos 
hallados de las personas desaparecidas para su identificación y posterior entrega a sus 
familiares para que puedan desarrollar su proceso de duelo según sus costumbres y 
creencias. 
 

• Igualmente, la Dirección de Justicia Transicional de la FGN cuenta con el Grupo Interno 
de Trabajo de Compulsa de Copias e Investigación de Postulados Excluidos; este grupo 
investiga hechos relacionados con terceros financiadores o colaboradores del 
paramilitarismo y contra postulados excluidos del proceso especial de Justicia y Paz, 
por asignación especial del Fiscal General de la Nación. 
 

• La Dirección Especializada contra las Violaciones a los Derechos Humanos (DECVDH) 
elaboró el informe “Caracterización de la carga activa en la DECVDH – capítulo 
desplazamiento forzado, octubre 2024”, cuyo objetivo fue caracterizar la carga 
investigativa relacionada con hechos de desplazamiento forzado desde un enfoque 
cuantitativo. El documento analiza la ocurrencia de estos hechos según presuntos 
actores armados, considerando patrones espaciales y temporales y aplicando enfoques 
diferenciales orientados a víctimas en contextos rurales. Para ello, se construyó una 
línea de tiempo detallada (día/mes/año) que permite identificar, a nivel municipal, 
presuntos responsables con base en información del SPOA y registros procesales. 
 

• Asimismo, con fundamento en las herramientas analíticas y en el Direccionamiento 
Estratégico FGN 2024-2028, así como en la Resolución 562 sobre priorización 
territorial, se proyectaron para 2025 tres líneas de análisis orientadas a fortalecer la 
investigación y judicialización de hechos de desplazamiento forzado, con énfasis en 
contextos críticos y en la vinculación procesal de integrantes de estructuras 
paramilitares postulados excluidos, desmovilizados no postulados y terceros, siempre 
que el acervo probatorio lo permita. 
 

Las acciones señaladas por la FGN, permite distinguir con claridad los alcances de la acción 
propuesta para el fortalecimiento de estrategias que permitan investigar de manera clara el 
delito. Es por ello, que la posibilidad de mantener las estrategias y priorizaciones territoriales 
en materia de investigación se establece como condición necesaria que aporta a la superación 
de la falencia estructural. 

  
Sin embargo, es de precisar que la FGN considera fundamental el fortalecimiento institucional 
con el fin de garantizar mayor efectividad en la investigación. Pero, además, hace un llamado a 
comprender que el fenómeno no debe ser medido sólo por la gestión investigativa, pues es 
necesario involucrar a la Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) y al Consejo Superior de la 
Judicatura (CSJ) a fin de integrar los esfuerzos y medidas que agilicen y mejoren el impacto de 
las investigaciones, entendiendo que la labor investigativa es una parte de toda la labor de 
judicialización, sentencia y reparación de este proceso. 

  
Por último, es de considerarse que la falencia estructural y la superación de esta, responde a la 
posibilidad de fortalecer todo el aparato judicial, tanto en su parte investigativa, como en el 
proceso de judicialización, sentencia y acciones reparadoras. No se puede ver la Justicia y 
Verdad Judicial fragmentada, sino que parte de reconocer las acciones y los actores 
intervinientes del proceso. 
 

5.3.3. Análisis batería indicadores 
 

Durante el periodo de seguimiento, se analizaron cinco indicadores clave del derecho a la 
justicia, reportados por el CSJ, la FGN y la Red Nacional de Información. A continuación, se 
presenta su evolución y relevancia (Ver: Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente 
Verdad Judicial y Justicia) 
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Indicador 1. Porcentaje de personas condenadas por el delito de desplazamiento forzado 
en la justicia ordinaria: 
 

Tabla 18. Porcentaje de personas condenadas por el delito de desplazamiento forzado en la 

justicia ordinaria 

Año Numerador Denominador % 

2020 30 41 73% 

2021 21 40 53% 

2022 30 46 65% 

2023 31 58 53% 

2024 53 101 52% 

 
Tendencia: Comportamiento oscilante con una caída significativa en 2021 y una tendencia 
descendente en los últimos dos años (2023 y 2024). 
 
Análisis: El análisis de este indicador requiere una doble lectura que integra perspectivas 
complementarias. Por un lado, se reconoce el avance de la Rama Judicial, que ha mantenido un 
desempeño estable incluso en un contexto de aumento significativo en el número de personas 
acusadas. El aumento en la cantidad de personas condenadas en 2024 (53), junto con el mayor 
número de procesados (101), demuestra un fortalecimiento de la capacidad resolutiva del 
aparato judicial para llevar a cabo procesos justos e imparciales.  
 
Se observa que durante el periodo 2020-2024, el porcentaje de condenas se ha mantenido en 
un rango estable entre el 52% y el 65% después de un punto alto en 2020. Es importante 
reconocer, como lo señala la Rama Judicial, que este porcentaje no debe ser interpretado como 
una simple medida de rendimiento, sino como una manifestación del respeto al debido proceso, 
la presunción de inocencia y los estándares probatorios del derecho penal. En este sentido, se 
destaca el aumento significativo del 70,97% en el número de personas condenadas en 2024 
(53), en proporción al aumento del 74,14% en el número de procesados (101).  
 
Por otro lado, la lectura como Ministerio de Justicia, acoge y complementa la visión del Consejo 

Superior de la Judicatura, desde una perspectiva sistémica, el comportamiento oscilante del 

indicador, con una tendencia a la baja en los últimos años, sugiere que persisten dificultades 

estructurales que impiden mantener una efectividad constante en la judicialización.  

 
 
Indicador 2. Porcentaje de postulados de Justicia y Paz condenados por el delito de 
desplazamiento forzado 

 

Tabla 19. Porcentaje de postulados de Justicia y Paz condenados por el delito de 

desplazamiento forzado 

Año Numerador Denominador % 

2020 18 1.524 1,2% 

2021 9 1.547 0,6% 

2022 53 1.567 3,4% 

2023 36 1.615 2,2% 

 
Tendencia: Comportamiento oscilante con baja proporción de condenas.  
 
Análisis: Si bien en 2022 se observó un pico positivo, el indicador volvió a descender en 2023. 
Esto evidencia la persistencia de cuellos de botella estructurales dentro del sistema de Justicia 
y Paz y dificultades para la judicialización efectiva de excombatientes por delitos asociados al 
desplazamiento forzado. La proporción consistentemente baja (menor al 5%) evidencia 
limitaciones significativas en la eficacia judicial frente a este delito.  
 
El aumento en 2022 (3,4%) podría obedecer a una acción puntual de impulso procesal o a una 
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mayor consolidación de pruebas. Sin embargo, el descenso en 2023 a 2,2% sugiere que estas 
acciones no lograron sostenerse. Esto indica que la actividad judicial no ha logrado establecer 
una tendencia ascendente sostenida. Entre las posibles causas se identifican: alta carga procesal 
en la Dirección de Justicia Transicional de la Fiscalía, dificultad probatoria y limitaciones de 
cobertura territorial y talento humano especializado. Refuerza la necesidad de integrar los 
esfuerzos entre la JEP, FGN y Consejo Superior de la Judicatura para dinamizar el sistema 
transicional. 
 
 
Indicador 3. Porcentaje de víctimas de desplazamiento en investigaciones judiciales por 
desplazamiento forzado 

 

Tabla 20. Porcentaje de víctimas de desplazamiento en investigaciones judiciales por 

desplazamiento forzado 

Año Número % 

2020 141.931  1,93% 

2021 150.241 1,99% 

2022 91.902 1,29% 

2023 345.836 4,43% 

2024 323.502 4,11% 

 
Tendencia: Comportamiento oscilante con un incremento significativo entre 2022 y 2023, 
aunque con una leve disminución en 2024. 
 
Análisis: Este indicador muestra una variabilidad considerable en el porcentaje de víctimas de 
desplazamiento incluidas en investigaciones judiciales. Después de mantenerse relativamente 
estable en 2020 y 2021 y experimentar una caída en 2022, el año 2023 marcó un incremento 
sustancial (+3.14 p.p. respecto a 2022), lo que sugiere un esfuerzo significativo en la inclusión 
de víctimas en los procesos investigativos. Aunque hubo una leve reducción en 2024, los valores 
de los dos últimos años (4,43% y 4,11%) son los más altos del periodo analizado.  
 
Este aumento se explica por el enfoque de los esfuerzos en la Estrategia de identificación y 
caracterización de estructuras criminales asociadas al desplazamiento forzado. Bajo esta 
estrategia, se realizaron ejercicios trimestrales para identificar casos conexos, utilizando 
informes de analistas de la Dirección de Apoyo a la Investigación y Análisis de la Seguridad 
Territorial, y realizando búsquedas en Watson y SPOA. Bajo este ejercicio, se logró la 
caracterización de las organizaciones que generan reclutamiento y desplazamiento forzado en 
las zonas del Cesar y Norte de Santander. 
 
 
Indicador 4: Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado en investigaciones 
judiciales esclarecidas 
 

Tabla 21. Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado en investigaciones judiciales 

esclarecidas 

Año Número % 

2020 8.273  4,26% 

2021 7.924  3,90% 

2022 9.454  4,15% 

2023 15.827  5,99% 

 
Tendencia: Comportamiento generalmente bajo con un aumento significativo en 2023. 
 
Análisis: Este indicador muestra que, aunque el porcentaje de víctimas de desplazamiento 
forzado con investigaciones judiciales esclarecidas se mantuvo en niveles bajos y fluctuantes 
entre 2020 y 2022 (alrededor del 4%), hubo un aumento considerable en 2023 (+1.84 p.p. 
respecto a 2022). Este incremento sugiere una mejora en la capacidad o el enfoque de las 
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autoridades judiciales para llevar a cabo el esclarecimiento de los hechos victimizantes 
relacionados con el desplazamiento forzado, logrando que un mayor número de víctimas 
accedan a la verdad judicial de sus casos. A pesar de este avance, el porcentaje general sigue 
siendo bajo en relación con el universo total de víctimas, lo que indica que aún existen desafíos 
sustanciales en la garantía plena del derecho a la verdad judicial para la población afectada. La 
ausencia de datos para el 2024 limita el análisis de la continuidad de esta tendencia positiva. Al 
parecer está situación obedece a cambios internos en la FGN, motivo por el cual está pendiente 
por definirse si dicha entidad continuará reportando la información relativa a este indicador. 
 
 
Indicador 5: Porcentaje de grupos de víctimas de desplazamiento forzado registrados en 
el RUV que coinciden en periodo y municipio, cubiertos por el Sistema de Justicia 
 

Tabla 22. Porcentaje de grupos de víctimas de desplazamiento forzado registrados en el RUV 

que coinciden en periodo y municipio, cubiertos por el Sistema de Justicia 

 
Año 

Número % 

2017 182.288  45,06% 

2019 194.464  45,30% 

2020 201.845  46,15% 

2021 187.793  43,37% 

2022 148.335  32,41% 

2023 219.638  47,66% 

2024 246.572  50,30% 

 
Tendencia: Comportamiento oscilante con una disminución significativa en 2022, seguida de 
una recuperación y un incremento sostenido en los últimos dos años, alcanzando el 50.30% en 
2024. 
 
Análisis: Este indicador refleja la proporción de grupos de víctimas de desplazamiento forzado 
que, por coincidencia de periodo y municipio, están siendo cubiertos por el Sistema de Justicia. 
Tras un periodo de estabilidad relativa y una posterior caída abrupta en 2022, el indicador 
muestra una recuperación robusta y sostenida en 2023 y 2024. El incremento de más de 15 
puntos porcentuales de 2022 a 2024 es particularmente relevante, logrando que más de la 
mitad de estos grupos (50,30% en 2024) estén ahora bajo la cobertura de este Sistema. 
 

5.3.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

El componente de Justicia y Verdad Judicial se articula de forma directa con la falla estructural 
de débil garantía del derecho a la justicia, presentada en la metodología para la identificación 
de fallas de Política Pública en el marco del seguimiento del ECI. Esta convergencia se manifiesta 
en la baja proporción de víctimas que acceden a fallos judiciales efectivos (solo el 4,1% según 
datos de 2023), así como en los bajos niveles de condenas en la Justicia Transicional. Estas cifras 
reflejan una persistencia de obstáculos estructurales que impiden una respuesta adecuada del 
sistema judicial frente al delito de desplazamiento forzado. 
  
Adicionalmente, el componente evidencia vasos comunicantes con otras fallas estructurales, 
que intensifican los efectos de la vulneración del derecho a la justicia: 
  
Falla de articulación interinstitucional: el acceso a la verdad judicial depende de la 
coordinación efectiva entre las entidades como el Ministerio de Justicia, el Consejo Superior de 
la Judicatura, la FGN y la UARIV. La fragmentación institucional, sumada a la dispersión de 
competencias, limita la capacidad del Estado para consolidar rutas integrales de justicia para 
las víctimas. Esta situación se refleja en los tiempos prolongados de tramitación, en la escasa 
interoperabilidad y en la ausencia de trazabilidad de los casos. 
  
Falla por ausencia de enfoque diferencial: existen barreras que enfrentan poblaciones con 
características particulares. Mujeres víctimas de violencia sexual, pueblos étnicos, personas con 
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discapacidad y personas mayores, tienen mayor grado de dificultad para acceder a medidas 
judiciales efectivas. La falta de un enfoque interseccional dentro del sistema judicial y de datos 
desagregados impide una respuesta ajustada a sus necesidades, profundizando la exclusión y 
la revictimización. 
  
En este sentido, el componente se ubica en el centro de una convergencia compleja entre 
distintas fallas estructurales, lo que demanda un abordaje integral desde la corresponsabilidad 
institucional. Superar la falla de justicia requiere, al mismo tiempo, mejorar la coordinación 
interinstitucional y adoptar un enfoque diferenciado y territorializado que priorice a los grupos 
más excluidos. 
 
Ahora bien, es preciso señalar que la persistencia de la falla y las condiciones que se señalan 
anteriormente han buscado transformarse a través de un ejercicio institucional de 
fortalecimiento normativo. Este ejercicio ha buscado configurar medidas que contribuyan a 
superar las deficiencias estructurales identificadas. Es por ello, que en el marco de la Ley 2421 
de 2024 se incorporaron disposiciones relevantes en los artículos 2, 12, 50 y 62 que promuevan 
y mecanismos de fortalecimiento a la articulación institucional y desarrollen instrumentos para 
armonizar la Política Pública de Victimas desde el enfoque diferencial y territorial  
 
Estas disposiciones configuran un marco de acción para la protección y atención integral a las 
víctimas del conflicto armado, y actualmente, las entidades competentes se encuentran 
avanzando en el desarrollo e implementación de las medidas contempladas en dicha normativa, 
con el propósito de mejorar la respuesta y la articulación institucional, contribuyendo a la 
superación del ECI. 
 

5.3.5. Solicitud de ajustes a las acciones en el plan de acción del componente  
 

De acuerdo con el comportamiento de los indicadores, el desarrollo de acciones y análisis de 
convergencias, que buscan aportar en la superación de las falencias de las fallas estructurales, 
se hace preciso ajustar acciones que permita fortalecer las condiciones institucionales (Ver 
anexo 2: Excel con relación de avance de acciones)  

 
En virtud de lo anterior, el Ministerio de Justicia y del Derecho, en el marco de sus funciones y 
competencias, solicita a la Honorable Corte, agregar al plan la siguiente acción, con el propósito 
de fortalecer su ejercicio en la superación del Estado de Cosas Inconstitucionales -ECI: 
 
 

Código 
Redacción 
actual 

Ajuste solicitado Argumentos 

5.2.1.1 Diseño 
participativo y 
ejecución de 
proyectos 
restaurativos de 
la justicia en 
zonas afectadas 
por el 
desplazamiento 
forzado con el fin 
de mejorar y 
restituir el acceso 
a las diferentes 
justicias 
(ordinaria, 
transicional, 
étnica, 
mecanismos 
alternativos de 
solución de 
conflictos). 

Redacción de acción: 
 
En este sentido, se 
propone incluir en el 
nódulo 5 del Plan de 
Acción del ECI la siguiente 
acción, la cual, se 
empezará a implementar a 
partir de la vigencia 2025, 
y además, cumple con los 
requisitos de una acción de 
impacto como se expone a 
continuación:  
 
Acción: Diseño, 
estructuración y puesta en 
funcionamiento de una 
Bolsa de recursos, para 
impulsar el diseño, la 
implementación y 
seguimiento de Proyectos 
restaurativos, que 
contribuyan a la 
restauración de las 
justicias en el marco de la 
implementación de TOAR 

La acción propuesta se ajusta a los criterios de la 
propuesta metodológica de seguimiento a lo ordenado 
en los Autos 310 y 1291 de 2023 de la siguiente forma:  
 
• Capacidad de atención: Para la vigencia 2025, se 
espera contar con el diseño de 7 proyectos orientados a 
la restauración de las justicias, diseñados con la 
participación de víctimas del conflicto armado y 
organizaciones de víctimas acreditadas ante la 
jurisdicción especial para la paz, en 4 territorios 
priorizados, que son Nariño, Cauca, Sierra Nevada de 
Santa Marta y la región de la Costa Caribe. Para las 
vigencias subsiguientes la focalización y el número de 
proyectos dependerá de los avances procesales que se 
tengan de los macro casos en la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP) y de la capacidad presupuestal.  
 
•Indicadores sociales o económicos: La acción está 
ligada al IGED "Garantías de No Repetición"".  
 
•Carácter procesual: La acción contempla distintas 
fases y no se agota en el corto o mediano plazo, sino que 
se proyecta como una iniciativa estratégica de la 
Dirección para realizarse hasta el 2030.  
 
Desde la perspectiva de su alcance, este proyecto se 
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y sanciones propias y 
medidas de contribución a 
la reparación que imponga 
la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP), 
promoviendo la 
reconstrucción del tejido 
social bajo un enfoque 
restaurativo. 
 
Fecha de 
implementación de la 
acción: 
 
Fecha de inicio: 
01/07/2025 
Fecha de fin: 31/12/2030 
  

desarrollará para el 2025, a través de 3 fases, a saber: 
(i) Fase I Alistamiento y puesta en funcionamiento de la 
bolsa: inicia con el diseño y formulación de 
lineamientos que definen las rutas y procedimientos 
para la creación de la bolsa; (ii) Fase II Definición 
técnica de la formulación de los proyectos 
restaurativos: comprende el diseño de manera 
participativa de siete (7) proyectos, que estarán 
orientados a restaurar las justicias en los territorios 
priorizados y harán parte de la bolsa; y, (iii) Fase III 
Sistema de monitoreo y evaluación de proyectos 
restaurativos en lógica de transformación: consiste en 
el diseño de un sistema de seguimiento específico para 
la medición de cada proyecto.  
 
Para el 2026 se planea implementar los algunos (7) 
proyectos diseñados en la vigencia anterior. Para las 
vigencias futuras hasta el 2030 se espera diseñar e 
implementar otros proyectos de acuerdo con las 
necesidades de los macro casos instruidos por la JEP y 
la capacidad presupuestal.  
 
•Acción articulada y diferencial: Esta acción cuenta 
con la articulación de la Justicia Especial para la Paz JEP. 

 
Partiendo de la anterior solicitud de modificación hecha por parte del Ministerio de Justicia y 
del Derecho a la Honorable Corte, se puede establecer que esta acción está fundamentada en el 
impacto directo en la población, la inversión y la ejecución temporal de esta.  
 
Adicionalmente, desde el Consejo Superior de la Judicatura solicitan incluir dentro del plan de 

acción del componente, una acción de gestión que se enfoque en la reformulación de los 
indicadores del Derecho a la Justicia y la Verdad Judicial, mediante un trabajo articulado entre 

las entidades que integran el componente, la Jurisdicción Especial para la Paz y el Consejo 

Superior de la Judicatura. (FGN, CSJ, JEP, MJD). 

 Solicitud de inclusión de una acción 
 

Ajuste solicitado  Argumentos  

Redacción de acción:  

En este sentido, proponemos que 

se incluya en el nódulo 5 del Plan 

de Acción del ECI la siguiente 

acción, la cual, se empezará a 

implementar a partir de la vigencia 

2026: 

Acción: Reformulación 

participativa de indicadores del 

derecho a la Justicia y la Verdad 

Judicial a cargo de las entidades 

que integran el componente, la 

Jurisdicción Especial para la Paz y 

el Consejo Superior de la 

Judicatura. 

 Fecha de implementación de la 

acción:  

Fecha de inicio: 01/01/2026  

Fecha de fin: 31/12/2026  

La solicitud de incluir esta acción se fundamenta en los siguientes 

argumentos: En relación con el Derecho a la Justicia, según la Corte 

Constitucional en el Auto 331 de 2019, este abarca tanto el acceso efectivo a 

recursos judiciales como la investigación y sanción de los responsables del 

desplazamiento forzado. No obstante, medir únicamente el porcentaje de 

condenas puede distorsionar el papel de los jueces, quienes deben actuar con 

independencia e imparcialidad, mientras que la responsabilidad 

investigativa recae en la Fiscalía. Por ello, los indicadores deben reflejar la 

distribución funcional del sistema penal acusatorio y valorar si las víctimas 

accedieron de manera digna y oportuna al sistema judicial, 

independientemente del resultado del juicio. 

Respecto al derecho a la Verdad Judicial, se identifica un vacío en su 

medición, ya que no existen indicadores que evalúen cómo las decisiones 

judiciales contribuyen a su satisfacción. Este derecho, entendido como 

autónomo y exigible, implica que los jueces desempeñan un papel clave en la 

reconstrucción y validación oficial de la verdad. Las sentencias, incluso sin 

sanción, permiten establecer hechos, patrones de violencia y estructuras de 

macrocriminalidad, aportando al reconocimiento de las violaciones de 

derechos humanos. Por tanto, es necesario desarrollar indicadores que 

reconozcan esta dimensión deliberativa y garantista del proceso judicial. 

Esta acción se agotaría en un mediano plazo, permitiendo mejorar la calidad 

de los indicadores y por ende, de los productos de medición del componente. 

 
5.3.6. Consideraciones con relación a la persistencia del ECI 

 
Desde el Ministerio de Justicia y del Derecho, en nuestro rol de líderes del componente de 
Justicia y Verdad Judicial, se presentan a la Honorable Corte Constitucional las siguientes 
consideraciones, producto del análisis de las acciones implementadas, el comportamiento de 
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los indicadores y la convergencia de las falencias en las fallas estructurales. El objetivo es 
dialogar sobre la persistencia del ECI y la necesidad de ajustar determinadas acciones y sus 
temporalidades para garantizar la superación del ECI en el componente. 
 
Persistencia del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI): 
 
El análisis integral del componente de Justicia y Verdad Judicial permite concluir que, a pesar 
de los esfuerzos significativos y las acciones que se han desplegado, persisten las condiciones 
que impiden la superación efectiva del ECI en este ámbito. El derecho a la justicia para las 
víctimas del desplazamiento forzado aún no se garantiza de manera plena y efectiva, tal como 
ha sido reconocido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 y en el Auto 310.  
 
La baja protección del derecho a la justicia, verdad y memoria de las víctimas de desplazamiento 
forzado, las deficiencias en acceso a la justicia y en el seguimiento al cumplimiento de órdenes 
judiciales sigue siendo una falla estructural predominante que se evidencia a través del 
comportamiento de nuestros indicadores: 
  
El porcentaje de postulados de Justicia y Paz condenados por el delito de desplazamiento 
forzado presenta proporciones consistentemente bajas y oscilantes (0.6% en 2021 a 3.4% en 
2022, y 2.2% en 2023). Esto evidencia la persistencia de cuellos de botella estructurales dentro 
del Sistema de Justicia y Paz y dificultades para la judicialización efectiva de excombatientes. 
  
Aunque el porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado en investigaciones judiciales 
esclarecidas mostró un aumento significativo en 2023 (5.99%), este valor, si bien positivo, sigue 
siendo bajo en relación con el universo total de víctimas. Lamentablemente, no se dispone de 
datos para 2024 para evaluar la continuidad de esta tendencia. 
  
Por otra parte, a pesar de la recuperación del porcentaje de grupos de víctimas de 
desplazamiento forzado registrados en el RUV que coinciden en periodo y municipio, cubiertos 
por el Sistema de Justicia (alcanzando el 50.30% en 2024), casi la mitad de estos grupos aún no 
están cubiertos. 
  
Adicionalmente, se identifica que solo el 4.1% de las víctimas acceden a fallos judiciales 
efectivos según datos de 2023, lo que refleja la persistencia de obstáculos estructurales. 
  
Estas cifras, sumadas a las condiciones de falta de acceso a la justicia y seguimiento a órdenes 
judiciales, nos confirman que las condiciones que dieron origen a esta falla persisten. 
  
 
Convergencia con Fallas Estructurales y Persistencia de Falencias Específicas: 
 
La persistencia de la falla estructural en Justicia y Verdad Judicial se ve exacerbada por su 
interconexión con otras fallas estructurales críticas de la Política Pública de Víctimas, lo que 
demanda un abordaje integral y coordinado: 
  
Deficiente articulación institucional en planeación, focalización y atención a víctimas: Se 
identifican desafíos en la coordinación interinstitucional, derivados de la fragmentación 
organizacional, la dispersión de competencias y la falta de interoperabilidad entre las 
entidades. Estas condiciones restringen la capacidad del Estado para consolidar rutas 
integrales de acceso a la justicia. 
  
Inadecuada incorporación del enfoque diferencial étnico y ausencia de enfoque 
diferencial general: Se identifica una oportunidad de mejora relacionada con la incorporación 
del enfoque diferencial, ya que aún persisten barreras específicas que afectan a poblaciones con 
características particulares. Esta situación puede limitar el acceso equitativo a la justicia y, en 
algunos casos, contribuir a la reproducción de condiciones de exclusión y revictimización. 
 
En relación con las falencias específicas, se evidencia que, a pesar de los importantes esfuerzos 
y las diferentes acciones implementadas por la FGN y el MJD, estas falencias aún persisten. Las 
entidades han desplegado iniciativas significativas para superarlas; sin embargo, los resultados 
aún no logran resolver de manera integral las deficiencias identificadas. 
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Falencia: Aplicación única y exclusiva del enfoque retributivo; La concepción del derecho a la 
justicia de la población desplazada ha sido reduccionista al ámbito penal y al actuar de la 
Fiscalía 
  
Persistencia: Esta falencia persiste. Aunque el MJD, a través de la Dirección de Justicia 
Transicional, ha venido implementando diversas acciones orientadas a transformar el enfoque 
retributivo hacia uno restaurativo, como el “Diseño participativo y ejecución de proyectos 
restaurativos de la justicia”, desarrollado en convenio con el PNUD, se reconoce que la 
persistencia de esta problemática obedece a una dinámica estructural. Esto por cuanto, se 
evidencia la necesidad de diseñar e implementar estrategias de largo alcance, no solo desde el 
MJD, sino también con la participación de otros actores y entidades, que permitan consolidar 
un cambio de enfoque en la justicia. Estas estrategias deben, además, contribuir a la 
restauración de las condiciones de vida de la población víctima del desplazamiento forzado y a 
la garantía de no repetición 
  
Falencia: Necesidad de fortalecer estrategias de investigación acordes a la dinámica del delito 
en las regiones. 
  
Persistencia: Esta falencia también continúa presente. Si bien la FGN ha enfocado sus esfuerzos 

en establecer mecanismos de priorización territorial y ha avanzado en la judicialización de 

hechos delictivos y la caracterización de la carga investigativa, la misma Fiscalía "considera 

fundamental el fortalecimiento institucional con el fin de garantizar mayor efectividad en la 

investigación". Además, la FGN señala el llamado a "comprender que el fenómeno no debe ser 

medido sólo por la gestión investigativa, es necesario involucrar a la JEP y al CSJ a fin de integrar 

los esfuerzos y medidas que agilicen y mejoren el impacto de las investigaciones, entendiendo que 

la labor investigativa es una parte de toda la labor de judicialización, sentencia y reparación de 

este proceso". Esto demuestra que la visión y la capacidad investigativa aún requieren una 

articulación y un fortalecimiento integral que va más allá del ámbito de la FGN 

 

5.3.7.  Solicitud a la Corte 
 

Con base en el análisis de las acciones desarrolladas, los indicadores de gestión y las 
convergencias institucionales orientadas a superar las causas estructurales del desplazamiento 
forzado, el Ministerio de Justicia y del Derecho, en su rol de coordinador del componente de 
Justicia y Verdad Judicial, considera que no se configuran actualmente condiciones que 
justifiquen la adopción de medidas excepcionales por parte de la Honorable Corte 
Constitucional. 
 
No obstante, resulta necesario someter a consideración el alcance real y efectivo de las 

estrategias relacionadas con la judicialización de responsables, la emisión de sentencias 

condenatorias, y la ejecución de medidas de reparación integral dirigidas a las víctimas del 

desplazamiento forzado. En este contexto, se estima pertinente evaluar la posibilidad de 

fortalecer los mecanismos de articulación con las diferentes instancias del aparato judicial —

incluidas salas, secciones, tribunales y jurisdicciones competentes, a fin de garantizar un 

abordaje coherente, eficaz y coordinado. 

 

5.3.8. Anexos 

Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente Verdad Judicial y Justicia 

Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones 

Anexo 3: 5.2.1.1. Ficha de especificaciones y condiciones técnicas JTPT; 5.2.2.1 Soportes FGN 

Anexo 4. Soportes del cambio de acciones MinJusticia y CSJ 
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5.4. Restitución de Tierras 
 

 

5.4.1. Introducción 
 

Con el ánimo de brindar a su Corporación la información necesaria respecto a la materialización 

del derecho a la protección de predios y a la restitución de tierras, en el presente capítulo, se 

valorará el nivel de avance para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional, en adelante 
ECI, para este componente a través de: (i) las acciones implementadas por la Unidad 

Administrativa Especial de Gestión de Restitución de Tierras, en adelante URT, para atender las 

falencias estructurales; (ii) los resultados de la medición de los Indicadores de Goce Efectivo de 

Derechos, en adelante IGED y, (iii) un balance sobre la superación de los bloqueos 

institucionales y prácticas inconstitucionales. 

 

5.4.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales. 
 

La Corte Constitucional, en Auto 373 de 2016, identificó bloqueos institucionales y/o prácticas 

inconstitucionales para cada componente de política pública, los cuales deben ser superados 

para avanzar en la superación del Estado de Cosas Inconstitucional, en adelante ECI. En lo que 

respecta a la protección de predios y la restitución de tierras, a continuación, se presentan los 

bloqueos identificados y las acciones adelantadas por las entidades que integramos este 

componente, con el propósito de contribuir a su superación. 

Para tal efecto, se hará especial énfasis en las falencias y en las acciones contempladas en el Plan 

de Acción del Auto 310 de 2023, en relación con las siguientes acciones: (i) 5.3.1.1 identificar 

de manera adecuada los predios baldíos que requieren la materialización de la medida y, (ii) 

5.3.1.2 implementar una ruta efectiva de comunicación que permita reportar debidamente 

dichos predios baldíos, ambas vinculadas con el derecho a la protección de predios y, (i) 5.3.2.1 

garantizar el debido proceso en la atención de los segundos ocupantes y, (ii) 5.3.3.1 

implementar un plan de descongestión para la especialidad, compromisos asociados al derecho 

a la restitución de tierras. 

 

Falencias en el derecho a la protección de predios 
 
En materia de protección de predios la Corte advirtió en Auto 373 de 2016 las falencias que se 

relacionan a continuación: 

Bloqueos institucionales 

 

El Auto 373 de 2016 identificó tres (3) circunstancias particulares que originaron un bloqueo 

institucional. Actualmente, dos (2) de ellas presentan un nivel de cumplimiento alto27 en los 

términos que le fueron informados a su Corporación en el Informe Anual presentado en 2024, 

y la tercera, un cumplimiento medio, la cual se relaciona a continuación: 

El número reducido de solicitudes de protección materializadas (códigos 5.3.1.1 y 
5.3.1.2) 
 

 
27 Los bloqueos institucionales en materia de protección de predios que cuentan con un nivel de cumplimiento alto 

son: (i) demora en el diseño e implementación de las rutas de protección y (ii) baja cobertura en materia de 

protección de predios y territorios. 
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Durante la vigencia 2024 se evidenciaron avances graduales y sostenidos, especialmente en la 

materialización de medidas de protección sobre predios que cuentan con Folio de Matrícula 

Inmobiliaria, en adelante FMI. En concordancia con lo reportado en los informes 

correspondientes a las vigencias 2022 y 2023, se observa una tendencia estable de 

cumplimiento, resultado del fortalecimiento de la articulación interinstitucional entre la URT y 

la Superintendencia de Notariado y Registro, en adelante SNR. 

Estos avances se encuentran detallados en el capítulo “5.4.2.1.2. Porcentaje de solicitudes de 

inscripción en el Rupta decididas”, en el cual se refleja que, para la vigencia 2024, el avance 

en la materialización de medidas de protección relacionadas con predios con FMI alcanzó el 

89,25%. Este resultado evidencia que la URT viene atendiendo de manera progresiva los 

trámites de inscripción de la medida de protección en el Rupta. 

No obstante, persisten retos frente a la materialización de medidas en predios presuntamente 

baldíos. En cumplimiento de la acción 5.3.1.1, referida a la identificación adecuada de los 

predios baldíos que requieren la materialización de la medida, la URT fortaleció el Protocolo de 

Contactabilidad, que contiene la ruta institucional implementada para garantizar la 

participación efectiva de los solicitantes y, con ello, la adecuada identificación de los predios 

objeto de solicitud de inscripción de la medida. Este documento puede ser consultado por la 

Corte en el anexo denominado: “5.3.1.1 – Protocolo de Contactabilidad”. 

En cuanto a la acción 5.3.1.2, relativa a la implementación de una ruta efectiva de comunicación 

que permita reportar debidamente los predios baldíos que requieren la materialización de la 

medida, se informa que durante la vigencia 2024 se fortaleció la articulación con la Agencia 

Nacional de Tierras, en adelante ANT, con los siguientes resultados: 

• Verificación de casos inscritos en el Rupta sobre predios presuntamente baldíos: 

se identificaron cuarenta y un (41) casos, de los cuales treinta y uno (31) fueron 

trasladados formalmente a la ANT y diez (10) se encontraban en proceso de notificación 

y ejecutoria para su posterior comunicación a la autoridad de tierras. Estos casos 

pueden consultarse en el documento denominado “5.3.1.2 - Inscripciones 

comunicadas a la ANT” 

 

• Superación de retos en la identificación de predios: dificultades derivadas de la alta 

informalidad en la tenencia de la tierra y de la ausencia de cédula o identificación 

catastral en la mayoría de los casos. Para mitigar estas limitaciones, se diseñó una 

estrategia interinstitucional orientada a la ubicación de predios mediante la 

elaboración de polígonos preliminares, conforme a las indicaciones suministradas por 

el titular de la decisión. 

 

En consecuencia, este bloqueo institucional ha sido atendido de manera progresiva. 

Actualmente, el número de solicitudes de protección materializadas sobre predios 

presuntamente baldíos presenta un nivel de cumplimiento medio, resultado del trabajo 

conjunto con la ANT orientado a garantizar la comunicación e identificación efectiva de los 

casos, así como al fortalecimiento del trabajo articulado para asegurar un avance permanente. 

Finalmente, es pertinente precisar que la acción 5.3.1.1 (identificación de predios baldíos que 

requieren la materialización de la medida) y la acción 5.3.1.2 (implementación de una ruta 

efectiva de comunicación para reportar dichos predios) corresponden a un universo reducido 

de solicitudes, las cuales están detalladas en el título “5.4.3.1.4. Porcentaje de decisiones de 

inscripción en el Rupta sobre predios presuntamente baldíos comunicadas a la ANT”. 

Prácticas inconstitucionales 
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El Auto 373 de 2016 indicó la existencia de cuatro (4) prácticas inconstitucionales28 en materia 

de protección de predios, las cuales, cuentan con un nivel de cumplimiento alto en los términos 

que le fueron informados a su Corporación en el Informe Anual en 2024. 

 

Falencias estructurales relacionadas con el derecho a la restitución de tierras 
 
En materia de restitución de tierras su Corporación advirtió en el Auto 373 de 2016, las 

siguientes falencias: 

Bloqueo institucional 
 
En el Auto 373 de 2016, la Corte Constitucional identificó la existencia de un bloqueo 

institucional, respecto del cual actualmente se evidencia un nivel de cumplimiento alto29 en los 

términos que le fueron informados en el Informe Anual presentado en 2024. 

Práctica inconstitucional (código 5.3.2.1) 
 
El Auto 373 de 2016 señaló que el proceso de restitución de tierras somete a los segundos 

ocupantes a un déficit de protección injustificado, derivado de su invisibilización ante la ley, 

como consecuencia de la subsunción y confusión de esta categoría con la de los opositores. 

Adicionalmente, las entidades que integramos este componente identificamos una falla 

estructural relacionada con la demora en el cumplimiento de órdenes judiciales a favor de dicha 

población. 

Con el propósito de propender por la declaratoria de un nivel alto de cumplimiento respecto de 

esta falencia, la Unidad ha impulsado estrategias orientadas a garantizar los derechos de los 

segundos ocupantes y a lograr su visibilización a través de su reconocimiento legal, entre las 

que se destacan: (i) la inclusión de un artículo en el Plan Nacional de Desarrollo que oriente el 

ejercicio judicial sobre la materia, y (ii) la adición de un capítulo a la Parte 15 del Decreto 1071 

de 2015, incorporado mediante el Decreto 1623 de 2023, que desarrolla la atención de los 

segundos ocupantes en el proceso de restitución de tierras. 

En relación con esta práctica, y de conformidad con lo reportado en el “Anexo 2. 

Sistematización Formularios (Seguimiento acciones Auto 310. Vigencia 2024)”, respecto de 

la acción 5.3.2.1 —contribuir con las garantías del debido proceso en la atención de los 

segundos ocupantes—, se resalta que el artículo 91A de la Ley 1448 de 2011, adicionado por el 

artículo 56 de la Ley 2294 de 2023, estableció criterios para el reconocimiento de los segundos 

ocupantes en los procesos de restitución de tierras, así como medidas para su atención y 

condiciones para su aplicación. 

En cuanto a los avances, la URT ha trabajado en la agilización de sus procedimientos internos 

para cumplir de manera eficaz las órdenes judiciales en beneficio de los segundos ocupantes. 

En este sentido, mediante el Acuerdo 058 de 2024, se derogó el Acuerdo 033 de 2016 expedido 

por el Consejo Directivo de la Unidad, documento disponible en el anexo denominado “5.3.2.1 

- Acuerdo Número 58 de 2024”. 

Asimismo, gracias a la incorporación del artículo 91A en la Ley 1448 de 2011, la entidad 

adelanta la elaboración de un nuevo proyecto de acuerdo orientado a definir el alcance y la 

implementación de las medidas de atención dispuestas en dicha norma. Los avances de este 

 
28 Las prácticas inconstitucionales en materia de protección de predios que cuentan con un nivel de cumplimiento 

alto son: (i) la necesidad de articular los mecanismos de protección con las medidas de restitución de tierras; (ii) el 

declive de la utilización de las rutas de protección de predios tanto colectivos como individuales; (iii) la ausencia de 

un proceso homologado y reglado para el levantamiento de medidas y, (iv) la falta de coordinación para realizar el 

proceso de transición entre el INCODER y las nuevas entidades. 
29 El bloqueo institucional en materia de restitución de tierras que presenta un nivel alto de cumplimiento es el 

relacionado con: “algunos jueces realizan una interpretación extensiva de las causales del artículo 84 de la Ley 1448 de 

2011”. 
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proceso se encuentran en el documento “5.3.2.1 – Proyecto de acuerdo de segundos ocupantes”, 

que se allega a la Corte para su consulta. 

De igual forma, en aplicación del artículo 91A de la Ley 1448 de 2011, la URT expidió la Circular 

DJR 004 de 2024, en la cual se concluyó que la comunicación sobre el inicio del estudio formal 

—conforme al artículo 76 de la Ley 1448 de 2011 y al numeral 5° del artículo 2.15.1.4.1 del 

Decreto 1071 de 2015— constituye un hito dentro del procedimiento administrativo de 

inscripción en el RTDAF. Dicha diligencia debe surtirse por una sola vez y, en consecuencia, no 

puede repetirse. 

Este aspecto cobra especial relevancia a partir de la expedición del Plan Nacional de Desarrollo 

2022-2026, que, al regular la figura de los segundos ocupantes, dispuso que su reconocimiento 

por parte de los jueces especializados en restitución de tierras solo procede respecto de 

aquellas personas cuyo vínculo con el inmueble reclamado se hubiera originado antes de la 

diligencia de comunicación del inicio del estudio formal. Este lineamiento proporciona 

directrices claras a la URT para reforzar la importancia de dicha diligencia y su incidencia en el 

reconocimiento de los segundos ocupantes. 

Por otra parte, con el objetivo de garantizar el cumplimiento efectivo de las órdenes judiciales 

a favor de esta población, la acción se ha visto fortalecida por las medidas implementadas por 

el Consejo Superior de la Judicatura, en adelante CSJ, en el marco de la acción 5.3.3.1, relativa a 

la implementación de un plan de descongestión para la especialidad de restitución de tierras, 

lo cual permitirá un mayor avance en el cumplimiento y seguimiento de dichas órdenes. 

Finalmente, es importante resaltar que durante la vigencia 2024 se dio cumplimiento a sesenta 

y tres (63) órdenes judiciales en favor de segundos ocupantes, con una inversión total de 

$7.185.376.396. Este resultado permite establecer un nivel de cumplimiento medio, en la 

medida en que la URT continúa adelantando gestiones orientadas a garantizar una atención 

adecuada a los segundos ocupantes. 

 

Falencia identificada por las entidades que integran el componente 

 

Esta falencia fue identificada como critica por las entidades que integran el componente, puesto 

que, como se pudo observar en el análisis del indicador de instancia judicial, existe una brecha 

entre la demanda de justicia especializada en restitución de tierras y la capacidad de respuesta 

del aparato judicial a la misma y, a su vez, fue identificada por la Corte Constitucional en la 

Sentencia T-341 de 2022. 

 
Congestión judicial en la especialidad (código 5.3.3.1) 
 
Respecto a la superación de esta falencia que se encuentra contenida en la acción 5.3.3.1, 

relativa a la implementación de un plan de descongestión para la especialidad, es preciso 

manifestar que, el diagnóstico del Plan Integral para la Subespecialidad de Restitución de 

Tierras, aprobado por el CSJ, identificó la mora judicial como un fenómeno multicausal, de 

origen estructural, que refleja las limitaciones en la gestión de las entidades involucradas en el 

proceso de restitución.  

Con corte al primer semestre de 2024, el tiempo promedio nacional para la emisión de una 

sentencia era de veintitrés (23) meses. Lo anterior no se explica únicamente por la capacidad 

limitada del aparato judicial para dar respuesta a la demanda efectiva de justicia especializada 

en restitución de tierras. De hecho, de las veintinueve (29) situaciones problema identificadas 

en el diagnóstico, dieciocho (18) pueden ser intervenidas directamente por la Rama Judicial, 

mientras que once (11) requieren acciones coordinadas con otras entidades del Sistema 

Nacional de Atención y Reparación Integral para las Víctimas. 
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Por esta razón, en sala del 27 de septiembre de 2024, la Rama Judicial aprobó un instrumento 

con un enfoque sistémico, orientado a abordar las causas profundas de la mora judicial y 

fortalecer el acceso a la administración de justicia especializada. Este Plan está compuesto por 

cinco (5) estrategias principales: (i) seguimiento y monitoreo; (ii) modernización del modelo 

de gestión, (iii) aprendizaje participativo, (iv) buenas prácticas, y (v) fortalecimiento de la 

oferta de justicia. Dichas estrategias se componen de líneas de acción y actividades que fueron 

diseñadas con un orden lógico y progresivo, en el cual cada una constituye un pilar fundamental 

para el desempeño y avance de las siguientes.  

La implementación del Plan Integral para la subespecialidad de Restitución de Tierras aborda 

estratégicamente el bloqueo institucional generado por la congestión judicial. En primer lugar, 

la estrategia de seguimiento y monitoreo contribuye a reducir significativamente este bloqueo 

al proporcionar información precisa, actualizada y detallada sobre la situación real de los 

despachos judiciales y la evolución de los procesos en curso. Esto permite la toma de decisiones 

oportunas y focalizadas, particularmente en la identificación y solución rápida de los cuellos de 

botella que ralentizan el proceso judicial, lo cual mejora sustancialmente los tiempos de 

respuesta y reduce la mora.  

La estrategia de modernización del modelo de gestión incide directamente en la reducción del 

impacto del bloqueo, al optimizar el funcionamiento interno de los despachos mediante 

metodologías avanzadas de planeación, distribución de cargas laborales y seguimiento eficiente 

de actividades. Este enfoque permite mejorar la organización operativa y la eficiencia en el 

trámite de los procesos, disminuyendo la acumulación de casos pendientes y agilizando 

especialmente las etapas críticas, como la etapa judicial y la de posfallo. Así mismo, el 

aprendizaje participativo fortalece las capacidades técnicas de los servidores judiciales 

mediante formación especializada y colaboración interinstitucional, generando comunidades 

de práctica que adoptan rápidamente soluciones efectivas para superar obstáculos operativos 

cotidianos. 

Finalmente, la estrategia estructural de fortalecimiento de la oferta de justicia ataca 

directamente el núcleo del bloqueo institucional mediante la creación de nuevos despachos 

permanentes y transitorios en los territorios con mayor congestión. Esta acción no solo 

incrementa la capacidad instalada para tramitar un mayor volumen de solicitudes, sino que 

también permite una distribución territorial más coherente y ajustada a la demanda efectiva de 

justicia especializada en restitución de tierras. De esta forma, la implementación integral del 

plan ofrece una solución eficaz, sostenible y orientada a resultados concretos que garantizan la 

materialización del derecho fundamental a la restitución de tierras. 

Ahora bien, uno de los principales retos que enfrenta la justicia especializada en restitución de 

tierras es la superación de la mora judicial sin sacrificar las garantías procesales y sustanciales 

para las víctimas. La magnitud del despojo y abandono forzado superó inicialmente las 

capacidades institucionales, lo cual ha generado una congestión considerable en los juzgados y 

tribunales. Aunque se han dado pasos importantes hacia la descongestión, las demoras 

persisten y muchas sentencias tardan años en ser ejecutadas.  

Otra dificultad clave radica en la articulación interinstitucional, pues gran parte de las retrasos 

en la materialización efectiva del derecho a la restitución se deben al incumplimiento de 

órdenes por entidades externas, como la entrega oportuna de proyectos productivos, 

soluciones de vivienda, o la garantía de seguridad en los predios. Así mismo, los insumos 

derivados de la fase administrativa suelen presentar algunas inconsistencias lo que genera 

retrasos en la admisión y trámite de las demandas. Mejorar estos procesos previos a la 

judicialización resulta fundamental para agilizar la gestión judicial. 

A nivel interno, otro reto importante es el fortalecimiento constante de las capacidades técnicas 

y operativas de los servidores judiciales de la especialidad, mediante formación continua y 

sistematización de buenas prácticas, así como la profundización en enfoques diferenciales y de 
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género. Además, la sostenibilidad presupuestal representa un desafío constante, ya que la 

creación de despachos especializados, particularmente aquellos con enfoque étnico o 

territorial, depende la garantía en la continuidad y ampliación de la capacidad instalada del 

sistema judicial. 

A pesar de las dificultades mencionadas, la implementación del Plan Integral para la 

Subespecialidad de Restitución de Tierras ha logrado importantes avances en términos de 

reducción del bloqueo institucional. La introducción de medidas específicas para monitorear y 

mejorar la gestión, como la optimización de sistemas de información, la incorporación de 

perfiles interdisciplinarios (social y catastral) y la creación de nuevos despachos judiciales, 

especialmente con enfoque étnico, ha generado condiciones concretas para reducir la mora 

judicial. Dicho plan podrá ser consultado en el anexo: “5.3.3.1 - Plan Integral para la 

Subespecialidad de Restitución”. 

Por último, especto a la implementación del plan de descongestión es preciso manifestar que el 

CSJ con corte, al 31 de diciembre de 2024, lo implementó en un 8,28%, su Corporación puede 

consultar dicho avance desagregado por estrategias en el documento denominado: “5.3.3.1 - 

Informe de implementación del plan integral para la subespecialidad de restitución de tierras” a 

su vez, el nivel de avance en relación con el goce efectivo de derechos se encuentra detallado en 

el título “5.4.1.1.1. Instancia judicial”. De conformidad con lo expuesto, esta falencia cuenta 

con un nivel medio de cumplimiento. 

 

5.4.3. Análisis batería de indicadores 
 

En este apartado se le presenta a la Coste un análisis sintético del avance en los IGED para la 

vigencia 2024, teniendo en cuenta que el análisis descriptivo relacionado con la medición de 

cada uno de los indicadores lo puede consultar en el documento denominado: “Anexo 1 - 

Resultados IGED Derecho a la Protección de Predios y a la Restitución de Tierras”. 

Batería de indicadores para el derecho a la protección de predios 

Para el derecho a la protección de predios, se medirán y analizarán los indicadores principales: 

(i) porcentaje de solicitudes de inscripción en el Rupta decididas y, (ii) porcentaje de decisiones 

de inscripción en el Rupta publicitadas en el Folio de Matrícula Inmobiliaria. A su vez, de 

conformidad con lo dispuesto por su Corporación en la orden novena del Auto 859 de 2022 y 

en el Auto 1869 de 2022, se reportarán como indicadores complementarios en materia de 

protección de tierras, los siguientes: (i) porcentaje de casos de inscripción en el Rupta iniciados 

de oficio decididos y, (ii) porcentaje de decisiones de inscripción en el Rupta sobre predios 

presuntamente baldíos comunicadas a la ANT. 

 

Porcentaje de solicitudes de inscripción en el Rupta decididas 

 

En el año 2024, fueron decididos cuatrocientos cincuenta y siete (457) casos y cuatrocientos 

treinta y tres (433) continuaron el trámite administrativo para su atención en la siguiente 

vigencia. Adicionalmente, se observa progresividad en la gestión acumulada del indicador, pues 

en la vigencia 2021, se le informó su honorable Corporación que, el rendimiento histórico 

alcanzó el 78.00%, lo que permite concluir que, para la vigencia 2024, pese al crecimiento del 

universo de gestión, se produjo un avance de más de once (11) puntos porcentuales alcanzando 

el 89,25%. 
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Porcentaje de decisiones de inscripción en el Rupta publicitadas en el Folio de Matrícula 

Inmobiliaria 

 

Se evidencia un avance significativo de este indicador; para tal efecto, en 2017 se reportó un 

avance del 66.67%, en 2019 del 12,80%, en 2020 del 39.10%, en 2021 del 58.22%, en 2022 

del 73%, en 2023 del 90.32% y, para la vigencia 2024 del 90,67%, lo anterior demuestra que, 

la URT y la SNR han atendido de forma progresiva la asignación de las medidas de protección 

en los respectivos FMI, lo cual, ha permitido superar desde la vigencia 2022 el umbral de 70% 

fijado por su Corporación para este indicador. 

Para mantener el resultado del indicador durante la vigencia 2024, la URT fortaleció las 

estrategias para la atención, estudio, recaudo probatorio y publicidad de las solicitudes, 

desarrollando, entre otras, las siguientes líneas de gestión jurídica y operativa en el marco del 

procedimiento administrativo especial del Rupta: (i) estructuración y actualización de planes 

de trabajo; (ii) revisión preventiva y correctiva de las decisiones del Rupta; (iii) monitoreo de 

calidad de información registrada en el RTDAF; (iv) implementación de herramientas para el 

seguimiento cuantitativo; (v) acompañamiento al cumplimiento de metas e indicadores con las 

direcciones territoriales; (vi) salas de casos de especial atención y, (vii) socializaciones. 

Los avances reportados por la SNR en relación con este indicador pueden ser consultados en el 

documento denominado: “IGED - Avances en protección de predios por parte de la SNR”. 

 

Porcentaje de casos de inscripción en el Rupta iniciados de oficio decididos 

 

Se evidencia un avance significativo de este indicador, en atención a que, para la vigencia 2022, 

se advirtió un avance del 44.21%, para la 2023 del 70.3% y para la vigencia 2024, el avance es 

del 95,27%, lo anterior demuestra que, la URT se encuentra atendiendo de forma progresiva 

el trámite de casos iniciados de oficio de inscripción de la medida de protección Rupta. 

Particularmente, para la vigencia 2024, pese al crecimiento del universo de gestión advertido, 

se evidencia progresividad en la gestión acumulada del indicador, toda vez que se identifica un 

incremento de cincuenta y un (51) puntos porcentuales respecto del porcentaje presentado 

para la vigencia 2022. 

 

Porcentaje de decisiones de inscripción en el Rupta sobre predios presuntamente 

baldíos comunicadas a la ANT 

 

Se evidencia un cumplimiento estable de este indicador, en atención a que, para la vigencia 

2022, se advirtió un avance del 100%, para 2023 del 71% y para la vigencia 2024, el avance es 

del 76%, lo anterior demuestra que la URT se encuentra atendiendo de forma progresiva la 

comunicación a la ANT de las decisiones de inscripción en el Rupta de predios presuntamente 

baldíos. 

Ahora bien, a 31 de diciembre de 2024, se ordenó la inscripción de la medida de protección del 

Rupta en cuarenta y un (41) predios presuntamente baldíos, de los cuales, fueron comunicados 

a la ANT treinta y uno (31), lo cual representa un avance del 76%. Se precisa que los diez (10) 

asuntos restantes, a la fecha del referido corte de información, se encontraban surtiendo el 

proceso de notificación y ejecutoria de la decisión para la posterior comunicación a la enunciada 

entidad. 

Los avances reportados por la ANT en relación con este indicador pueden ser consultados en el 

documento denominado: “5.3.2.1 - Avances en protección de predios por parte de la ANT”. 
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Batería de indicadores para el derecho a la restitución de tierras 

 

Por otra parte, para el derecho a la restitución de tierras los indicadores principales a medir y 

analizar son: (i) porcentaje de solicitudes en trámite administrativo de restitución de tierras 

inscritas o no en el RTDAF, y (ii) instancia judicial. A su vez, de conformidad con lo dispuesto 

por su Corporación en la orden novena y décima del Auto 859 de 2022 y en el Auto 1869 de 

2022, se reportarán como indicadores complementarios en materia de restitución, los 

siguientes: (i) porcentaje de solicitudes de restitución que no resultan inscritas en el RTDAF; 

(ii) porcentaje de avance de las solicitudes de restitución intervenidas para la garantía al 

derecho de la restitución de tierras y, (iii) Índice de evaluación parcial de ordenes de restitución 

de tierras. 

 

Porcentaje de solicitudes en trámite administrativo de restitución de tierras inscritas o 

no en el RTDAF 

 

En cumplimiento de los principios de gradualidad y progresividad establecidos en la ley y 

reconocidos por esa Corporación, la URT, con corte al 31 de diciembre de 2024, ha recibido un 

total de ciento treinta y cuatro mil ciento noventa y ocho (134.198) solicitudes de restitución 

de tierras relacionadas con predios ubicados en zonas microfocalizadas, de las cuales ciento un 

mil ciento diecisiete (101.117) han sido resueltas. Este resultado evidencia avances 

significativos en la garantía del goce efectivo del derecho a la restitución. 

En esa misma línea, se observa un aumento en el número de solicitudes decididas: seis mil 

ochocientas dieciséis (6.816) entre 2022 y 2023, y nueve mil trescientas veintiocho (9.328) 

entre 2023 y 2024. Si bien las condiciones de seguridad en algunas regiones del país han 

desmejorado, la URT ha dado continuidad al proceso de microfocalización e impulsado el 

trámite de las solicitudes ubicadas en estas zonas, gracias a la implementación del enfoque de 

seguridad humana y su incorporación en los protocolos para el acompañamiento de las salidas 

a terreno. 

En conclusión, la URT ha recibido un número creciente de solicitudes por vigencia y mantiene 

un ritmo constante en su resolución de fondo. Esto refleja el compromiso institucional con la 

atención continua a las víctimas del despojo y abandono forzado, mediante acciones orientadas 

a reconocer, proteger y restituir sus derechos territoriales en el marco del trámite de 

inscripción en el RTDAF. Las acciones específicas adelantadas por esta Unidad para fortalecer 

dicho proceso pueden ser consultadas por esa Corporación en el documento “IGED - Avances 

para la materialización del derecho”. 

 

Instancia judicial 

 

En la vigencia 2024, el indicador se ubicó en 8,57%, lo que representa una ligera disminución 

de 0,8 puntos porcentuales respecto a 2023 (9,37%) y da continuidad a la tendencia observada 

desde 2021, en la que el indicador se mantiene de forma sostenida en niveles de un solo dígito. 

Aunque los egresos efectivos (1.185) se mantuvieron en niveles similares a los del año anterior, 

el incremento en el inventario inicial (que pasó de 10.272 a 10.990 procesos) y el volumen de 

nuevos ingresos (2.835) incidió en que la proporción de procesos con sentencia continuara 

siendo baja. 

Este comportamiento reafirma los hallazgos del Plan Integral para la Subespecialidad de 

Restitución de Tierras, según el cual la mora judicial en esta jurisdicción constituye un 

fenómeno estructural y multicausal. Tal como lo expone el diagnóstico, el bajo desempeño del 

indicador no se debe únicamente a la capacidad de los despachos judiciales para fallar, sino 

también a factores como el incremento sostenido del inventario, la insuficiencia de perfiles 
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técnicos interdisciplinarios, la débil articulación interinstitucional y las limitaciones en el 

sistema de seguimiento y monitoreo.  

Estas condiciones han impedido que los avances puntuales en términos de egresos se traduzcan 

en mejoras sustanciales del indicador. 

 

Porcentaje de solicitudes de restitución que no resultan inscritas en el RTDAF 

 

Para la vigencia 2024, se registró un total de ciento sesenta y un mil novecientas veintiocho 

(161.928) de solicitudes recibidas de las cuales hay un total de sesenta y seis mil ochocientas 

veintisiete (66.827) no inscritas, lo cual representa un porcentaje general de no inscripción del 

41,27%. Al respecto, es preciso señalar que, el porcentaje de solicitudes no inscritas respecto al 

total ha disminuido durante las últimas tres (3) vigencias. Lo que implica que el 2024, sea el 

segundo año con mayor número de decisiones de inscripción reportadas desde la creación de 

la URT. 

En este sentido, se tiene que, la URT ha recibido más solicitudes cada vigencia y está logrando 

que el número de solicitudes no inscritas disminuya lo que refleja una mayor atención 

brindando garantías para reconocer, proteger y restituir los derechos territoriales de las 

víctimas del conflicto armado en Colombia, especialmente aquellas que han sido despojadas o 

forzadas a abandonar sus tierras y así y garantizando el paso esencial para acceder a la 

restitución judicial de sus derechos sobre el predio. 

A partir del tercer trimestre de la vigencia 2022, por decisión estratégica de la Unidad se 

incrementaron los niveles de calidad para fortalecer las decisiones de inscripción, se ajustaron 

los controles a las decisiones negativas y se impulsó el trámite de los casos con criterios más 

garantistas para las y los solicitantes, con la finalidad de revertir la tendencia a la negación 

observada hasta el segundo trimestre de 2022. 

Asimismo, se emprendió un proceso de revisión de decisiones negativas previamente 

adoptadas, especialmente aquellas que habían sido objeto de observaciones por parte de entes 

de control y organizaciones de la sociedad civil. Para tal efecto, se modificaron algunos 

lineamientos, se generaron líneas mucho más garantistas respecto a los derechos de las 

víctimas y se establecieron equipos y procesos de revisión preventiva de las decisiones de 

fondo, lo que ha permitido revocar con corte, al 31 de diciembre de 2024, mil veintiséis (1.026) 

decisiones tomadas por anteriores Gobiernos. 

Ahora bien, con base en la información que reporta la matriz intermisional con corte, al 31 de 

diciembre de 2024, en el año 2024, se revocaron trescientos veintiocho (328) actos 

administrativos: ciento ocho (108) no inicios; ciento cincuenta y tres (153) no inscripciones; y 

sesenta y siete (67) desistimientos. Al respecto, su Corporación podrá observar las acciones 

adelantadas por la URT con la finalidad de disminuir el número de decisiones negativas en el 

documento contenido en el anexo 3 denominado: “IGED - Acciones adelantadas para revertir 

la tendencia a la negación”. 

 

Porcentaje de avance de las solicitudes de restitución intervenidas para la garantía al 

derecho de la restitución de tierras 

 

Para la vigencia 2024, se observa que, respecto de las solicitudes de inscripción en el registro 

que fueron gestionadas, la Unidad de Restitución de Tierras (URT) alcanzó la tramitación de 

ciento cuarenta y dos mil ochocientas noventa y dos (142.892) solicitudes, lo cual, en 

términos porcentuales, equivale a un nivel de gestión del 88,24%. Este resultado reviste 

especial relevancia, en tanto permite evidenciar que, a pesar de la magnitud del universo de 

solicitudes allegadas a la entidad, la URT ha logrado sostener una capacidad operativa que 

posibilita la atención progresiva y continua de los trámites administrativos correspondientes. 
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Acorde con lo expuesto, es importante destacar que, durante los tres (3) periodos analizados 

—2022, 2023 y 2024— se presentó una tendencia sostenida de incremento en el resultado del 

indicador. Si bien durante este lapso también se observó un aumento en el número de 

solicitudes allegadas a la URT, las operaciones de la entidad han permitido, no solo dar curso a 

dichas solicitudes, sino también culminar el trámite administrativo de aquellas que se 

encuentran localizadas en zonas previamente microfocalizadas. Este comportamiento refleja 

un esfuerzo permanente de la entidad por conjugar la atención oportuna con la ampliación del 

universo de casos gestionados. 

Ahora bien, resulta oportuno precisar que la URT, a través de su Dirección General, expidió la 

Resolución Número 848 de 2014, mediante la cual, en concordancia con lo dispuesto en el 

Decreto 1623 de 2023 y en la Ley 2421 de 2024, se adoptó un método para establecer y otorgar 

el orden de priorización de los enfoques diferenciales e interseccionales en el marco de las 

actuaciones propias del proceso de restitución de tierras. Lo anterior cobra especial 

importancia en relación con aquellas solicitudes de inscripción en el RTDAF que se ubican en 

zonas donde no fue posible realizar la micro focalización. 

En ese sentido, dicha resolución dispone que, en los casos en los que no sea posible llevar a cabo 

la micro focalización, se podrán adelantar actuaciones propias del proceso de restitución, 

siempre que se identifiquen criterios de enfoque diferencial en la persona solicitante. Para tal 

efecto, se estableció la obligación de otorgar prioridad a la atención de determinados grupos 

poblacionales, entre los cuales se encuentran: (i) mujeres, (ii) personas mayores, (iii) personas 

en situación de discapacidad, entre otros sujetos de especial protección constitucional. 

Por tal motivo, este marco normativo no solo dota de legitimidad y orientación jurídica a las 

actuaciones de la entidad en escenarios de no micro focalización, sino que también contribuye 

a garantizar que el principio de equidad y el enfoque diferencial orienten de manera transversal 

el proceso de restitución de tierras, procurando un mayor grado de efectividad en la protección 

de los derechos de las poblaciones históricamente vulneradas. 

 

Índice de evaluación parcial de ordenes de restitución de tierras 

 

El Indicador ha mostrado un comportamiento inestable durante el periodo 2020–2024. En 

2020, el indicador se ubicó en 62%, pero cayó abruptamente al 43% en 2021. Posteriormente, 

se evidenció una recuperación importante en 2022 (73%) y 2023 (74%), lo que reflejó un 

avance institucional significativo en la capacidad para ejecutar decisiones judiciales. Sin 

embargo, esta tendencia positiva no se sostuvo y en 2024, el indicador descendió nuevamente 

al 57%, evidenciando una caída de diecisiete (17) puntos porcentuales frente al año anterior. 

Este comportamiento revela que, aunque han existido momentos de fortalecimiento en el 

seguimiento posfallo, no se ha logrado consolidar una dinámica estable ni sostenida en el 

cumplimiento de las órdenes. La variabilidad del indicador, con oscilaciones de hasta treinta 

(30) puntos porcentuales entre un año y otro, pone en evidencia que las mejoras institucionales 

han sido puntuales y que persisten limitaciones estructurales para garantizar la 

implementación efectiva de las sentencias.  

Entre 2022 y 2023 se registró el mejor desempeño del periodo, lo que puede asociarse a una 

mayor atención institucional al cumplimiento de las órdenes judiciales. No obstante, el 

retroceso observado en 2024 sugiere que esas medidas no se han institucionalizado de manera 

consistente. 

 

5.4.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 



173 
 
Respecto de las tres (3) falencias estructurales identificadas para este componente, se observa 

una alta convergencia con una (1) de las siete (7) fallas estructurales decantadas por la 

metodología del equipo coordinador, concretamente con la relativa a la desarticulación 

institucional. Ahora bien, tal como se expuso en el presente capítulo, las entidades que 

integramos este componente hemos logrado avances sustanciales en la superación de dicha 

falla en lo atinente al derecho a la protección de predios, en tanto se evidencia un alto nivel de 

articulación interinstitucional: con la SNR, en lo relacionado con el número de decisiones 

publicitadas en el FMI, y con la ANT en lo que respecta a la comunicación de predios 

presuntamente baldíos respecto de los cuales se adoptaron medidas Rupta. 

En lo que concierne al derecho a la restitución de tierras, cabe señalar que el nivel de 

decisiones de inscripción en el RTDAF se mantiene alto y que, adicionalmente, desde la vigencia 

2022 se evidencia una disminución considerable en la tendencia a la negación de solicitudes. 

De igual forma, la URT ha implementado diversas estrategias jurídicas orientadas a ampliar el 

universo de solicitudes pendientes de decisión, particularmente aquellas que se ubican en 

zonas no microfocalizadas. En esta línea, la entidad avanza en la formulación de un acuerdo 

cuyo propósito es facilitar el cumplimiento de las órdenes judiciales en favor de los segundos 

ocupantes, todo ello en el marco de una constante articulación interinstitucional tanto con las 

entidades que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas 

como con el CSJ. 

De otra parte, en materia de congestión judicial, persiste una dificultad central vinculada a la 

articulación interinstitucional. En efecto, buena parte de las demoras en la materialización 

efectiva del derecho a la restitución se explican por el incumplimiento de órdenes judiciales por 

parte de entidades externas, particularmente en lo relacionado con la entrega oportuna de 

proyectos productivos, la provisión de soluciones de vivienda y la garantía de condiciones de 

seguridad en los predios restituidos. A ello se suma que, en numerosas ocasiones, los insumos 

derivados de la fase administrativa presentan inconsistencias que repercuten en la admisión y 

trámite de las demandas, generando así mayores retrasos en el proceso judicial. 

Así las cosas, fortalecer y optimizar los procesos previos a la judicialización con las 

entidades que conforman el SNARIV resulta fundamental para agilizar la gestión judicial y 

garantizar una respuesta oportuna y efectiva a las víctimas. Por tal motivo, las entidades que 

integramos este componente hemos venido apuntando al fortalecimiento de la especialidad y a 

la implementación de estrategias orientadas a superar las falencias identificadas en esta 

materia, lo cual, a su vez, contribuye de manera directa a la superación de la falla estructural 

relativa a la indebida articulación interinstitucional. 

 

5.4.5. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Solicitud de pronunciamiento con relación a la persistencia del ECI 

En atención a lo expuesto en el presente informe, las entidades que integramos el componente 

le solicitamos respetuosamente a su Corporación: 

Se declaren superados los IGED denominados: "trámite de medidas de protección" y "asignación 

de la medida de protección", relacionados con el derecho a la protección de tierras y “solicitud 

Inclusión en el RTDAF”, relacionado con el derecho a la restitución de tierras en atención a que, 

los umbrales dispuestos por su Corporación para dichos indicadores, ya se encuentra 

superados y a su vez, se demostraron gestiones para la superación de los mencionados 

indicadores.  

De igual manera, se solicita respetuosamente se declare un nivel alto de cumplimiento de las 

siguientes falencias: frente a los siguientes bloqueos institucionales en materia de protección 

de tierras: (i) demora en el diseño e implementación de las rutas de protección y (ii) baja 
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cobertura en materia de protección de predios y territorios y en relación con el derecho a la 

restitución de tierras se solicita que se decrete nivel alto de cumplimiento del bloqueo 

denominado “Algunos jueces realizan una interpretación extensiva de las causales del artículo 84 

de la Ley 1448 de 2011”. 

A su vez, frente a las prácticas inconstitucionales en materia de protección de tierras: (i) la 

necesidad de articular los mecanismos de protección con las medidas de restitución de tierras; 

(ii) el declive de la utilización de las rutas de protección de predios tanto colectivos como 

individuales; (iii) la falta de un proceso homologado y reglado para el levantamiento de 

medidas y (iv) la falta de coordinación para realizar el proceso de transición entre el INCODER 

y las nuevas entidades, se solicita que se declare un nivel alto de cumplimiento.  

De otro lado, se le solicita amablemente a su Corporación que, respecto al bloqueo institucional 

en materia de protección de tierras denominado: “número reducido de solicitudes de protección 

materializadas y aumento en el levantamiento de medidas de protección” decrete que, la SNR ha 

adelantado todas las gestiones necesarias para su cumplimiento, por otra parte, respecto a las 

medidas relacionadas con baldíos, decrete que, la ANT y la URT han adelantado las acciones 

necesarias para lograr la superación de dicho bloqueo. 

Ahora bien, la práctica inconstitucional en materia de restitución de tierras relacionada con que 

el proceso de restitución de tierras somete a los segundos ocupantes a un déficit de protección 

injustificado se declare un nivel de cumplimiento medio, esto, en atención a que se están 

adelantando todas las gestiones necesarias para llegar a un nivel alto de garantía de los 

derechos fundamentales de los segundos ocupantes.  

Por último, le solicita a su Corporación que, declare que por parte de las entidades que 

integramos el componente, específicamente, por parte del CSJ se están adelantando todas las 

gestiones necesarias para hacer efectivo el plan de descongestión para la jurisdicción 

especializada en restitución de tierras, con el objetivo de lograr la superación del indicador de 

“instancia judicial” y con ello, mejorar exponencialmente la efectividad del derecho 

fundamental a la restitución de tierras 

 

5.4.6. Anexos 
 

Anexo 1 - Resultados IGED Derecho a la Protección de Predios y a la Restitución de Tierras 
Anexo 2 - Sistematización Formularios (Seguimiento acciones Auto 310. Vigencia 2024) 
Anexo 3 - Protección de Predios y Restitución de Tierras 
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5.5. Rehabilitación 
 

 

 

5.5.1. Introducción  
 

 
En cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, modificada por la Ley 2421 de 2024, el Ministerio de Salud 
y Protección Social –MSPS- y La Unidad para las Víctimas han venido adelantando la implementación 
de la medida de rehabilitación que tiene la finalidad de favorecer la recuperación o mitigación de 
los daños psicosociales, así como en la salud física y mental generados a las víctimas, sus familias y 
comunidades, como consecuencia de las graves violaciones a los Derechos Humanos y las 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario.  

En esa línea, la rehabilitación, se materializa a través de la atención integral en salud y de la atención 
psicosocial, la cual facilita estrategias que dignifiquen a las víctimas, respetando el marco social y 
cultural en el que han construido sus nociones de afectación, sufrimiento, sanación, recuperación, 
equilibrio y alivio, a partir del desarrollo de procesos orientados a incorporar el enfoque psicosocial 
y diferencial en la atención. 

Desde la Unidad para las Victimas, la medida de rehabilitación con sujetos de reparación 

colectiva no étnicos (comunidades campesinas y urbanas y organizaciones y grupos) se 

implementa con la Estrategia para la reconstrucción del tejido social Entrelazando. Esta 

estrategia responde a lo estipulado en los Artículos 167 y 168 del Decreto 4800 de 2011 y 

facilita las condiciones para que las víctimas participen como ciudadanos en la recuperación y 

ejercicio pleno de sus derechos políticos, económicos, sociales y culturales, en la reconstrucción 

del tejido social y el fortalecimiento de la institucionalidad en materia de Reparación. La 

Estrategia Entrelazando, se implementa a través de cinco componentes: Duelos Colectivos, 

Imaginarios Colectivos, Transformación de Escenarios Locales, Prácticas Sociales y Viviendo la 

diferencia (Antes Pedagogía Social). 

De la misma manera, la medida de rehabilitación   con sujetos de reparación colectiva étnicos, como 
lo determinan los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011 se enfoca en el fortalecimiento de las 
formas propias de recuperación de la armonía y el equilibrio espiritual, el fortalecimiento de las 
formas propias de sanación y medicina tradicional y de los sabedores y sabedoras y médicos 
tradicionales, las formas propias de transmisión de conocimientos, la recuperación de los 
ordenamientos propios de género y el reconocimiento de los mecanismos de afrontamiento y 
resistencia. De esta forma, el acompañamiento psicosocial parte del pensamiento propio de cada 
Sujeto de Reparación Colectiva y fortalece las prácticas propias relacionadas con el cuidado 
colectivo, así como la participación de los sujetos de especial protección. 

En el presente capítulo, se solicitará a la Honorable Sala de Seguimiento reconocer las acciones 
frente a la superación de obstáculos para la materialización de la medida de rehabilitación, teniendo 
en cuenta el cambio en el modelo de implementación del Programa de Atención Psicosocial y Salud 
Integral a Víctimas -PAPSIVI- para garantizar la atención integral de la población víctimas, la 
ampliación de la cobertura presencial y no presencial de la Medida de Rehabilitación; la 
implementación de la Estrategia de Recuperación Emocional desarrollada de manera 
complementaria por la Unidad para las Víctimas, en el marco de la medida de rehabilitación en el 
componente psicosocial; esto sin perjuicio de la persistencia de dificultades para garantizar el 
acceso a la medida en zonas apartadas, zonas de difícil acceso y rurales dispersas,  y en el proceso 
de articulación nacional y territorial.  
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5.5.2. Desarrollo de acciones para la atención de falencias estructurales del 

componente 
 

Es preciso recordar que con ocasión del Auto 373 de 2016 se encontró, a partir del examen 

presentado por los organismos de control y la Comisión de Seguimiento a la Política Pública 

sobre Desplazamiento Forzado, que en relación con la Medida de Rehabilitación: (i) Existen 

problemas de articulación entre la Nación y las Secretarías de Salud, y entre las distintas 

entidades del nivel nacional (Ministerio de Salud, ICBF y Unidad para las Víctimas); (ii) Se han 

incumplido las metas fijadas, reduciendo el número de sujetos a atender; (iii) Talento humano 

poco capacitado. 

Posteriormente, y con ocasión del Auto 310, el Ministerio de Salud y Protección Social, en 

conjunto con la Unidad para las Víctimas se formularon una serie de acciones que tienen como 

propósito aportar a la superación  de las falencias antes señaladas, y que pasan por la puesta en 

marcha de espacios de articulación interinstitucional y de nación-territorio, la programación 

de acciones tendientes a impulsar el aumento en la cobertura de la atención psicosocial, y la 

pertinencia de la misma a partir de la cualificación de las orientaciones y el talento humano.  

 

Falencia: Falta de Coordinación Interinstitucional 

Acción 5.4.1.1 Sesiones Trimestrales de la Mesa de Rehabilitación.  

Sea lo primero señalar que en el año 2024 se retomó la articulación interinstitucional de 

Entidades de orden nacional mediante la reinstalación de la Mesa Técnica Psicosocial entre la 

Unidad para las Víctimas y el Ministerio de Salud y Protección Social, en cumplimiento de lo 

ordenado por la Corte Constitucional en el marco del seguimiento a la medida de rehabilitación. 

Si bien, en el plan de acción presentado inicialmente se manifestó  la articulación 

interinstitucional para  la garantía del acceso a la medida de rehabilitación de víctimas 

individuales; en la sesión desarrollada el 17 de septiembre de 2024, se destacó la necesidad de 

ampliar el alcance de esta mesa, pasando de un enfoque centrado únicamente en la 

rehabilitación individual hacia una articulación que también contemple la rehabilitación de los 

sujetos de reparación colectiva, en consonancia con el principio de integralidad. 

Durante el espacio, además, se evidenció la necesidad de fortalecer los canales de comunicación 

y coordinación entre entidades, especialmente en contextos de intervención territorial 

simultánea, y se asumieron compromisos concretos orientados a evitar la duplicidad de 

acciones y promover una mayor complementariedad. Como resultado, se acordó la 

construcción conjunta de rutas de articulación entre los equipos de la Unidad y los equipos 

territoriales del PAPSIVI, así como la implementación de procesos de formación presencial al 

talento humano, enfocados en la transversalización del enfoque psicosocial y de acción sin daño 

para promover la formación al talento humano que atiende población víctima.  

Además, a partir del diálogo sostenido y de las tensiones identificadas en la implementación de 

insumos y dotaciones en territorio, se derivaron mesas técnicas de intercambio de saberes y 

experiencias, orientadas a fortalecer la respuesta psicosocial para víctimas de violencia sexual, 

víctimas pertenecientes a pueblos y comunidades étnicas, personas con discapacidad y otros 

grupos con especial protección constitucional. 

Por otro lado, desde la Unidad para las Víctimas la medida de rehabilitación con Sujetos de 

reparación colectiva se implementa con colectivos No Étnicos (comunidades campesinas y 

urbanas y organizaciones y grupos) a través de la Estrategia Entrelazando para la 

reconstrucción del Tejido Social, como lo dispone la Ley 1448 y, con colectivos Étnicos como lo 

establecen los Decretos Ley 4633, 4634 y 4635, a través del fortalecimiento de las formas 

propias de recuperación de la armonía y el equilibrio espiritual, el fortalecimiento de las formas 

propias de sanación y medicina tradicional y de los sabedores y sabedoras y médicos 
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tradicionales, las formas propias de transmisión de conocimientos, la recuperación de los 

ordenamientos propios de género y el reconocimiento de los mecanismos de afrontamiento y 
resistencia. A su vez, El Ministerio de Salud y Protección Social acompaña la implementación de 

la medida de rehabilitación colectiva con Sujetos de Reparación Colectiva Étnicos, a través de 

la implementación de acciones concertadas en el marco de los PIRC concertados. 

 

Falencia: Falta de Coordinación Nación-Territorio 

Acción 5.4.2.1 Asistencia técnica territorial conforme a la priorización de territorios 

efectuada en virtud de la Resolución 1621 de 2023. 

Como parte del cumplimiento de esta acción, el Ministerio De Salud y Protección Social realizó 

527 asistencias técnicas a nivel nacional, a las entidades territoriales con relación a desarrollo 

del Talento Humano, desarrollo de capacidades Organizacionales, monitoreo, seguimiento y 

evaluación de las resoluciones 1912 de 2023 y 820 de 2024, el porcentaje de cumplimiento de 

las asistencias técnicas proyectadas para la vigencia 2024 fue del 100%. Todas las actividades 

programadas fueron ejecutadas según lo planeado, alcanzando las metas establecidas para el 

periodo. 

Adicional a las acciones de asistencia técnica, es importante recordar que el Estado -MSPS- 

solicitó la intervención de la Sala especial de cara a que exhorte a "las entidades territoriales, 

para desarrollar acciones de implementación y ejecución de planes y programas para 

materializar el acceso a la medida de rehabilitación. Estas acciones se espera que incluyan por 

parte de la entidad territorial, asignación presupuestal, designación de talento humano y procesos 

de articulación para la formación de este de cara a garantizar el acceso a la medida de 

rehabilitación de cada lugar.". 

 

Falencia: Poco fortalecimiento al talento humano que realiza atención psicosocial.  

Acción 5.4.3.1 Diseño y construcción de la metodología para atención psicosocial a 

mujeres y sujetos de especial protección constitucional víctimas de Delitos Contra la 

Libertad e Integridad Sexual 

 

En cumplimiento de los compromisos adquiridos ante la Corte Constitucional, la Unidad para 

las Víctimas diseñó y construyó durante la vigencia 2024 la Estrategia de Recuperación 

Emocional RENACE, una metodología psicosocial especializada dirigida a mujeres víctimas de 

delitos contra la libertad e integridad sexual en el marco del conflicto armado, incluyendo a 

aquellas con condiciones de especial protección constitucional. 

Esta estrategia se formula como una respuesta integral a la persistencia de barreras de acceso, 

la desprotección histórica frente a las afectaciones diferenciadas de la violencia sexual en el 

conflicto armado, y el mandato estatal de avanzar hacia medidas de reparación transformadora, 

efectiva y dignificante. RENACE reconoce y visibiliza la magnitud de los daños emocionales, 

sociales, físicos y simbólicos ocasionados por la violencia sexual y reproductiva, y ofrece un 

modelo de intervención psicosocial que promueve la recuperación del sentido de agencia, la 

resignificación del daño y la reconstrucción del curso de vida de las sobrevivientes. 

El diseño metodológico incluyó una revisión normativa exhaustiva que articula los estándares 
del derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario, la 

Ley 1448 de 2011 y sus modificaciones, así como los Autos 092 de 2008, 009 de 2015 y 737 de 

2017 de la Corte Constitucional, entre otros referentes. Asimismo, incorpora enfoques 

transversales como el enfoque psicosocial, diferencial, de género, étnico, interseccional y de 

acción sin daño, garantizando la pertinencia técnica, cultural y ética de la atención. 

La estructura operativa de la estrategia contempla seis encuentros grupales secuenciales, con 

una duración aproximada de tres horas cada uno, liderados por profesionales psicosociales 

capacitados y bajo condiciones logísticas que aseguren el bienestar, la confidencialidad y la 
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participación voluntaria de las mujeres. Los encuentros abordan temáticas como la 

reconstrucción de la confianza, el reconocimiento del daño, la transición de víctima a 
sobreviviente, el fortalecimiento de recursos personales y sociales, la resignificación de la 

experiencia, y la reconstrucción de proyectos de vida. Todo el proceso culmina en una acción 

colectiva de memoria, dignificación como acción simbólica de cierre.  

Adicionalmente, en 2025 la Unidad para las Víctimas profundizó su compromiso institucional 

mediante la articulación con actores clave del sistema de justicia transicional y del sistema 

internacional de derechos humanos. Se consolidó un proceso de trabajo conjunto con el Fondo 

Global de Sobrevivientes (Global Survivors Fund) y con la Unidad de Implementación del 

Acuerdo Final de Paz, lo cual permitió enriquecer la estrategia desde una perspectiva 

comparada y alinearla con los estándares internacionales de reparación a víctimas de violencia 

sexual en contextos de conflicto armado. Esta articulación permitió fortalecer técnicamente los 

componentes operativos y simbólicos de la estrategia, consolidando criterios de pertinencia 

cultural, accesibilidad, inclusión y dignidad. 

Como resultado de este proceso, se encuentra proyectada para el mes de julio de 2025 la 
implementación temprana de la estrategia RENACE en territorios priorizados, los cuales han 

sido identificados a partir de criterios de alta prevalencia de violencia sexual en el marco del 

conflicto armado, barreras estructurales de acceso a medidas de reparación y presencia de 

organizaciones de víctimas. Esta implementación temprana será acompañada de mecanismos 

de monitoreo técnico y cualitativo, con el fin de evaluar la experiencia piloto y ajustar el modelo 

para su escalamiento progresivo. 

Este esfuerzo refleja el compromiso sostenido de la Unidad para las Víctimas con la reparación 

integral y transformadora de las mujeres y personas afectadas por delitos contra la libertad e 

integridad sexual, y constituye un avance significativo en el cumplimiento de las órdenes 

constitucionales orientadas a superar las fallas estructurales en la garantía efectiva de la 

medida de rehabilitación psicosocial. 

 

Falencia: Alto grado de desconocimiento y desinterés de la población desplazada por la 

medida de rehabilitación y atención psicosocial por una falta de conocimiento del 

alcance e importancia de la medida. 

Acción 5.4.3.2 Diseño y construcción de una metodología para la difusión de la medida de 

rehabilitación psicosocial. 

 

En cumplimiento de los compromisos adquiridos ante la Corte Constitucional y con el objetivo 

de garantizar el acceso informado y la participación efectiva de las víctimas en la medida de 

rehabilitación psicosocial, la Unidad para las Víctimas diseñó y puso en marcha durante el año 

2024 una estrategia metodológica de difusión, orientada a superar las barreras históricas de 

desinformación, desconfianza y desconocimiento institucional que han limitado el acceso a esta 

medida. 

Dicha estrategia reconoce la difusión como un componente estructural de la reparación 

integral, entendiendo que solo a través de una participación libre, informada y voluntaria puede 

garantizarse el carácter transformador de las acciones de recuperación emocional. En este 

sentido, el diseño metodológico se estructuró en torno a tres líneas de acción: 

1. Difusión clara y accesible de la oferta institucional de recuperación emocional, adaptada 
a los distintos contextos culturales y lingüísticos. 

2. Movilización comunitaria y territorial, a través de encuentros, actividades pedagógicas 
y trabajo con referentes locales. 

3. Construcción de confianza institucional, mediante herramientas comunicativas 
cercanas, lenguajes comprensibles y promoción del diálogo social. 
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Es preciso señalar que esta estrategia de difusión comprende orientaciones y lineamientos que 

hacen parte del proceso de formación de los profesionales psicosociales en territorio, y es la 
estrategia que se relaciona en el anexo 5.4.3.2. Asimismo, como parte de la sistematización de 

la implementación e impacto de esta estrategia metodológica, cada una de las 20 Direcciones 

Territoriales de la Unidad para las Víctimas, presentó un informe cualitativo que dio cuenta del 

ejercicio de difusión realizado y el cual se adjunta en el anexo 5.4.3.2.1 de la focalización.   

En efecto, el proceso de diseño incorporó enfoques psicosocial, pedagógico, territorial, 

diferencial e interseccional, asegurando la pertinencia cultural y técnica de los contenidos. Se 

definieron productos clave como cartillas informativas, piezas gráficas, orientaciones para 

encuentros comunitarios y guías metodológicas dirigidas al personal psicosocial y territorial, 

permitiendo su aplicación flexible en diversas regiones del país. 

Durante el segundo semestre de 2024, la Unidad para las Víctimas implementó la estrategia de 

difusión en distintos territorios priorizados, logrando un acercamiento efectivo con las 

comunidades históricamente marginadas del acceso a la medida de rehabilitación, y 

fortaleciendo los lazos con organizaciones comunitarias, liderazgos territoriales y mesas 
locales de participación. Esta implementación permitió recoger aprendizajes clave para el 

ajuste y fortalecimiento de las acciones de cara a su integración en las estrategias RENACE y 

Entrelazando. 

Este proceso evidencia el compromiso institucional de la Unidad con el cumplimiento 

progresivo de las órdenes de la Corte Constitucional, y constituye un paso sustantivo hacia la 

garantía del derecho a la información, a la participación y a la reparación integral para las 

víctimas del conflicto armado. 

 

Falencia: Baja integralidad entre diferentes medidas o componentes.  

Acción 5.4.4.1 Focalización de municipios y jornadas de socialización y divulgación de la 

oferta en la Estrategia de Recuperación Emocional 

 

La priorización territorial para la implementación de la Estrategia de Recuperación Emocional 

se realizó con base en los resultados del proceso de caracterización psicosocial de las víctimas, 

priorizando aquellos municipios donde un número significativo de personas manifestó, durante 

la entrevista de caracterización, su interés en acceder a atención psicosocial. Esta focalización 

permitió alinear la oferta institucional con la demanda efectiva de las víctimas, garantizando la 

pertinencia y el uso eficiente de los recursos. 

Durante la vigencia 2024, se contó con talento humano psicosocial ubicado en 35 Centros 

Regionales de Atención a Víctimas (CRAV), así como con 93 profesionales desplegados en otros 

municipios priorizados del país, quienes llevaron a cabo procesos grupales de recuperación 

emocional. Esta presencia territorial robusta evidencia el compromiso de la Unidad para las 

Víctimas con la descentralización de la medida de rehabilitación, la garantía de acceso efectivo 

a la atención psicosocial y el cumplimiento progresivo de las órdenes constitucionales en 

materia de reparación integral. 

Con esta focalización se logró desarrollar el proceso de atención psicosocial mediante la 

Estrategia de Recuperación Emocional Grupal o individual con 23.873 personas víctimas del 

conflicto armado en el 2024.  

En el marco de la focalización territorial y las jornadas de socialización y divulgación de la oferta 

de rehabilitación psicosocial, la Unidad para las Víctimas ha promovido activamente el 

despliegue de la Estrategia de Recuperación Emocional en municipios priorizados, con especial 

atención a víctimas pertenecientes a sujetos de especial protección constitucional. Como parte 

del seguimiento a este proceso, cada dirección territorial presentó durante el último trimestre 

del año 2024 un informe detallado (el cual se relaciona en el anexo 5.4.4.1) de los esfuerzos 

realizados para difundir la estrategia, socializar su oferta, y promover la participación efectiva 

de las víctimas en los espacios habilitados. 
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Estos informes evidencian las acciones implementadas, los territorios alcanzados, los canales y 

metodologías utilizadas, así como los aprendizajes derivados de su aplicación. Este ejercicio de 
monitoreo territorial no sólo permite dar cuenta del avance en la implementación de la 

estrategia, sino que fortalece los procesos de mejora continua, retroalimentación institucional 

y garantía del enfoque territorial y diferencial en el marco del cumplimiento de las órdenes de 

la Corte Constitucional. 

 

Falencia Posible retroceso en la atención psicosocial a las víctimas, mediante la 

implementación del PAPSIVI  

Acción 5.4.4.1 Transferencias de recursos para la implementación del PAPSIVI a las Entidades 

Territoriales o a las Empresas Sociales del Estado, según corresponda. 

 

En la implementación del PAPSIVI,se articulan las disposiciones de la Ley Estatutaria en salud 

1751 de 2015 con la normatividad especial para la atención y rehabilitación en favor de las 

víctimas reconocidas en la Ley 1448 de 2011 y aquellas reconocidas en sentencias y órdenes 
judiciales de carácter nacional e internacional. Vale destacar que la Ley 1751 de 2015, en su 

artículo 11, señala que las víctimas del conflicto armado, entre otras, gozarán de especial 

protección por parte del Estado, y que, para ello, le corresponderá al Ministerio de Salud y 

Protección Social desarrollar el Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas 

del conflicto armado, de que trata el artículo 137 de la Ley 1448 de 2011. 

Con el propósito de armonizar los componentes de atención, asistencia y reparación integral de 

la política pública de víctimas, el Gobierno Nacional expidió el Decreto 4800 de 2011, compilado 

en el Decreto 1084 de 2015 Único Reglamentario del Sector de Inclusión Social y Reconciliación, 

en cuyo artículo 2.2.7.5.2, definió el Programa “como el conjunto de actividades, procedimientos 

e intervenciones interdisciplinarias diseñados por el Ministerio de Salud y Protección Social para 

la atención integral en salud y atención psicosocial”.  

En ese sentido, dichas actividades, procedimientos e intervenciones interdisciplinarias que 

tienen lugar dentro del Sistema de Salud, procuran el restablecimiento de las condiciones físicas 

y psicosociales, así como la garantía del derecho a la atención en salud física, mental y 
psicosocial de las víctimas del conflicto armando, dentro de marcos éticos que permitan la 

dignificación y la recuperación de los efectos ocasionados como consecuencia de las dinámicas 

del conflicto armado. 

Por su parte, el Decreto 780 de 2016, Único Reglamentario del Sector Salud y Protección Social, 

en el Capítulo 1 del Título 1 de la Parte 9 del Libro 2, el cual fue modificado a través del decreto 

1650 de 2022 el cual en su Artículo 2.9.1.1.1. adopta el Programa de Atención Psicosocial y 

Salud Integral a Víctimas (PAPSIVI), el cual tendrá como objeto brindar en el marco del Sistema 

General de Seguridad Social en Salud (SGSSS), las medidas de asistencia en salud y de 

rehabilitación física, mental y psicosocial a la población víctima del conflicto armado. Así 

mismo, en su artículo 2.9.1.1. del mismo Título, establece que son víctimas del conflicto armado 

“aquellas a las que hace alusión el artículo 3 de la Ley 1448 de 2011 [incluidas en el Registro Único 

de Víctimas (RUV) y las víctimas que hayan sido reconocidas administrativa o judicialmente a 

través de los instrumentos, procedimientos, medios o mecanismos de protección nacional o 

internacional, previstos o aprobados por la Ley”. 

A lo anterior, se suma que, con ocasión de la normatividad antes mencionada, el Ministerio de 

Salud y Protección Social adoptó la Resolución 1621 de 2023, por medio de la cual se establecen 

los criterios ponderables para la priorización y asignación de recursos.  

Fruto de dicha priorización, para la vigencia 2024, se logró la implementación del componente 

de atención psicosocial, así:  

Se implementó la Resolución 820 de 2024, se asignaron recursos a 252 Empresas 

Sociales del Estado y a una Entidad Territorial, para una cobertura de 298 municipios, 
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a fin de garantizar la atención psicosocial en zonas urbanas y rurales no dispersas, por 

un total de $44.356.531.970. 

Se continuó con la implementación de la Resolución 1912 de 2023, por medio de la cual se 

asignaron recursos a 223 Empresas Sociales del Estado y a una Entidad Territorial, a fin de 

garantizar la atención psicosocial en zonas urbanas y rurales no dispersas, por un total de $ 

41.963.948.988. Así las cosas, para el año 2024, se atendieron un total de 197.429 víctimas. 

De estas, el 54,9% corresponde a la transferencia de la Resolución 1912 de 2023, el 40,8% a 

la Resolución 820 de 2024 y el 4,3% a casos de concurrencia30. 

 

5.5.3. Análisis de batería de indicadores del componente  
 

El Ministerio de Salud y Protección Social, desde el año 2013, viene implementando el Programa 

de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas (en adelante Programa o PAPSIVI) en el 

marco de la Ley 1448 de 2011, a tal punto que se ha reconocido como la principal respuesta 

gubernamental en materia de salud física, mental y psicosocial en beneficio de las víctimas del 

conflicto.  

Este Programa consta de dos (2) componentes: I) componente de atención integral en salud con 

enfoque psicosocial, el cual se operativiza según las indicaciones definidas en el Protocolo de 

Atención Integral en Salud con enfoque psicosocial desarrollado por el MSPS; y II) componente 

de atención psicosocial, el cual se operativizará por medio de la Estrategia de Atención 

Psicosocial diseñada por el MSPS. Adicionalmente, se implementan las cuatro estrategias 

transversales del PAPSIVI: I) Coordinación Nación – Territorio; II) Participación de Víctimas del 

conflicto armado; III) Desarrollo del Talento Humano (a) formación del talento humano; b) 

cuidado emocional; y c) seguimiento técnico) y IV) Seguimiento y Monitoreo. 

En esa línea, es importante recordar a la Sala de Seguimiento que el espíritu teleológico que 

inspira la medida de rehabilitación, así como el andamiaje técnico que lo sustenta, no está en 

función de la demanda de atención (o lo que pudiera entenderse como “requerir atención”), sino 

mayoritariamente de la oferta inducida para la atención psicosocial como reflejo necesario para 

garantizar el ejercicio de la voluntariedad de las víctimas como expresión de garantía a la 

autonomía e identidad personal.  

Para generar esta oferta inducida, el componente psicosocial del PAPSIVI dispuso de unos 

medios que estimulan a las víctimas para ser parte de los procesos de atención psicosocial en 

las diferentes modalidades, sin embargo, no en todos los casos se logró con éxito la vinculación 

debido a la incidencia de factores exógenos tales como: la no superación de su situación de 

vulnerabilidad, la movilización constante de la población e incluso, la persistencia de algunas 

manifestaciones del conflicto armado en los territorios que impiden el traslado de profesionales 

a las zonas rurales dispersas. 

De otro lado, la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas en respeto a la 

competencia complementaria de que dota la Ley en materia de rehabilitación, ha adelantado 

importantes esfuerzos a través de las estrategias de atención psicosocial individual y grupal 

que lidera esta Entidad, entre las que se incluyen las víctimas domiciliadas en el exterior. 

Por consiguiente, para la vigencia 2024 se realizó la medición del siguiente indicador: 

Indicador: Número de víctimas de desplazamiento forzado que han accedido a la atención 

psicosocial / Número de víctimas de desplazamiento forzado que han solicitado medidas de 

rehabilitación psicosocial en la vigencia anterior y/o han sido focalizadas a través de estrategias 

de búsqueda activa en la vigencia. 

Universo: Para el indicador del goce efectivo de derechos en el componente de rehabilitación, 

se tomaron las personas que han solicitado atención psicosocial y/o que han sido focalizadas a 

través de la estrategia de búsquedas activas y que están incluidas como víctimas de 

 
30 Recursos propios de las Entidades Territoriales. 
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desplazamiento en el Registro Único de Victimas con corte a 31 de diciembre de la vigencia. 

Fuentes:  

✓ Ministerio de Salud – Programa de Atención Psicosocial y Salud Integral a Víctimas 
(PAPSIVI). 

✓ Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas – Entrevista de 
caracterización. 

✓ Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas – sistema de gestión de 
víctimas.  

✓ Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas - Estrategia de 
Recuperación Emocional Grupal (EREG). 

✓ Unidad Para La Atención Y Reparación Integral A Las Víctimas – Registro Único de 
Víctimas (RUV). 

 

Definición de términos 

Cumple: Víctimas de desplazamiento forzado que habiendo solicitado atención 

Psicosocial han accedido a la atención psicosocial y/o han sido focalizadas a través de 

estrategias de búsqueda activa en el último año. No cumple: Víctimas de 

desplazamiento forzado que habiendo solicitado atención Psicosocial no han accedido 

a la atención psicosocial y/o han sido focalizadas a través de estrategias de búsqueda 

activa en el último año. 

Debe manifestarse a la Sala Especial de Seguimiento, que el indicador busca conocer la 

proporción de la población en situación de desplazamiento forzado que ha solicitado servicios 

de atención psicosocial y ha tenido acceso a éstos. Para la medición del indicador, se tiene que 

para definir el universo se toman las personas que han solicitado atención psicosocial y/o que 

han sido focalizadas a través de la estrategia de búsqueda activa y que están incluidas como 

víctimas de desplazamiento en el Registro Único de Victimas con corte a 31 de diciembre de la 

vigencia. 

Como resultado, de la medición dada encontramos la evolución histórica del indicador de 

rehabilitación psicosocial desde 2017, mostrando que, en 2022 se localiza su punto más bajo, 

tomando una tendencia positiva y presentando un incremento significativo para el año 2024, 

comparando con el período anterior. 

Asimismo, se resalta el crecimiento del ingreso de nuevas víctimas a la rehabilitación 

psicosocial, ya sea por el PAPSIVI o ERE -I -G -C, porcentualmente por valor de 64,42%, pasando 

de 98.227 víctimas en 2023 a 161.507 en 2024 y aumentando, además, el porcentaje de 

cumplimiento del indicador. 

En términos concreto, para la vigencia 2024, el porcentaje de víctimas que han solicitado 

atención psicosocial e ingresaron a la rehabilitación psicosocial, el cual se encuentra, para esta 

vigencia en 87,79% y los que no ingresaron representan el 12,21%.  

Comparativamente con el año 2023, se muestra un crecimiento del acceso de 10,99 puntos 

porcentuales del acceso de nuevas personas a este derecho, mostrando un panorama favorable 

para las víctimas. 

 

ENFOQUE DIFERENCIAL 

Para la vigencia de 2024, el indicador de rehabilitación psicosocial muestra que, del total de 

víctimas de desplazamiento forzado que solicitaron atención psicosocial, registramos los 

siguientes resultados: 

✓ Los hombres han accedido en menor medida a la rehabilitación psicosocial, comparados 
con las mujeres. Para este caso 69.125 hombres han accedido y 10.120 que no lo han 
hecho, contra 92.335 mujeres que han accedido y 12.332 que no lo han hecho.  
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✓ Con respecto a la población con Orientaciones Sexuales e Identidades de Género 
Diversas (OSIGD), encontramos que 105 víctimas han ingresado a esta medida de 
reparación y 32 no. 

✓ Por su parte, en la población con pertenencia étnica, encontramos que 21.883 personas 
que hacen parte de la población negra o afrodescendiente han accedido a la 
rehabilitación psicosocial, de la población indígena 12.386 personas, 191 personas de 
la población de Raizales, 160 de la población de Gitanos o Rrom y 67 de la población de 
Palenqueros. 

✓ La población con discapacidad física ha mostrado un ingreso de 2.347 personas, 1.482 
personas con discapacidad múltiple, 792 con discapacidad visual y 549 con 
discapacidad intelectual. 

✓ En términos del ciclo vital, la población con mayor acceso a la atención psicosocial 
pertenece al grupo de edad entre 29 y 59 años con un total 64.717 personas, de la 
población entre 18 y 28 han ingresado 33.310, de los jóvenes 12 y 17 han ingresado 
27.400 y de la población de 60 o más han ingresado 21.436 personas. 

 

ENFOQUE TERRITORIAL 

A continuación, se presentarán los principales resultados en términos territoriales de los 

departamentos que presentan un mayor número personas víctimas de desplazamiento forzado 

que están pendientes de recibir rehabilitación psicosocial. Esta información está contenida en 

la tabla 23. 

Tabla 23. Departamentos con mayor número de víctimas de desplazamiento forzado que 

están pendientes de rehabilitación psicosocial 

Departamento Número de víctimas Proporción de víctimas sin 
rehabilitación % 

Antioquia 2.172 6,7 
Valle del Cauca 1.870 22,4 
Meta 1.491 18,9 
Caquetá 1.112 11,4 
Nariño 1.016 9,8 
Cundinamarca 984 31,7 
Risaralda 911 46,4 
Quindío 769 62,1 
Casanare 754 24,5 
Huila 749 17,5 

Fuente: Unidad para la atención y Reparación Integral a las víctimas, corte 31 de diciembre de 2024 

 

En la Tabla 24. presentamos la desagregación por municipios de las víctimas de 

desplazamiento forzado que presentar mayores resultados de no cumplimiento del acceso al 

derecho de rehabilitación psicosocial en el país. 

 

Tabla 24. Municipios con mayor número de víctimas de desplazamiento forzado que están 

pendientes de rehabilitación psicosocial 

Departamento Municipio Número de 
víctimas 

Proporción de víctimas 
sin rehabilitación % 

    
Valle del Cauca Buenaventura 833 33 
Antioquia Dabeiba 728 69,2 
Nariño Pasto 567 43,1 
Quindío Armenia 565 84,7 
Meta Vistahermosa 399 42 
Risaralda Pereira 347 46,6 
Casanare Yopal 324 37,7 
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Caquetá San Vicente del Caguán 305 36 
Guainía Inírida 281 52,9 
Magdalena Tenerife 275 58,1 

Fuente: Unidad para la atención y Reparación Integral a las víctimas, corte 31 de diciembre de 2024 

Las cifras presentadas para este indicador señalan la importancia de mejorar los procesos 

búsqueda y divulgación de estos programas para que más personas logren acceder a esta 

medida y esta su vez, contribuya en la reconstrucción de sus vidas, al buscar superar las 

afectaciones y heridas que dejan el desplazamiento en el marco del conflicto. 

 

5.5.4. Análisis de convergencia del componente o derecho con las fallas 

estructurales 
 

Si bien es cierto que la Rehabilitación, por su intrínseca relación con la garantía al derecho 

fundamental a la salud, ha venido siendo una medida liderada desde el Ministerio de Salud con 

el acompañamiento de la Unidad para las Víctimas, sin que a la fecha se hayan establecido 

relaciones y sinergias con la implementación de otras medidas de reparación, en cumplimiento 

de los nuevos mandatos de la Ley 2421 de 2024, particularmente con lo ordenado en el artículo 

36, el Ministerio debe diseñar de manera conjunta y participativa la Política Pública Nacional 

de Atención Psicosocial y en Salud para la Reparación Integral, de manera que lo que allí se 

incluya “[…] deberá articularse e involucrar los aspectos propios de la reparación que 

comprendan, al Ministerio del Trabajo, al Ministerio del Interior, al Ministerio de Justicia, al 

Ministerio de Agricultura, y a instituciones tales como, el Centro Nacional de Memoria Histórica, 

el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, y el SENA”. 

En ese sentido, para el Ministerio de Salud y Protección Social es claro que fruto del proceso de 

construcción de la política pública se podrán establecer sinergias con las otras medidas de 

reparación, de manera que se fortalezcan las acciones establecidas para el levantamiento de las 

fallas estructurales encontradas para la medida de rehabilitación.  

     

5.5.5. Solicitudes a la Honorable Corte Constitucional 
 

De conformidad con lo anteriormente descrito, desde el Ministerio de Salud y Protección Social 

y la Unidad para las Víctimas se solicita a la Honorable Sala de Seguimiento que reconozca las 

acciones adelantadas a fin de avanzar  el proceso de atención de acuerdo con la garantía del 

derecho a la rehabilitación,  partir de la modificación en la implementación de la atención 

psicosocial en tanto la misma se encuentra direccionada a responder a una mayor cobertura 

territorial y de personas, al tiempo que mejorará la calidad en el talento humano que hace parte 

del PAPSIVI. 

Solicitud de intervención excepcional 

En todo caso, es importante tomar nuevamente como uno de los retos más grandes del proceso 

de implementación de la Medida de Rehabilitación, la garantía de participación y concurrencia 

de las Entidades Territoriales, dado que no existen disposiciones legales que definan la 

obligatoriedad de priorizar la implementación de la medida de rehabilitación en estas. 

 

Bajo el anterior presupuesto, se solicita la intervención excepcional de la Corte Constitucional 
a las entidades territoriales, para desarrollar acciones de implementación y ejecución de planes 
y programas para materializar el acceso a la medida de rehabilitación. Estas acciones deberán 
incluir por parte de la entidad territorial, asignación presupuestal, designación de talento 
humano y procesos de articulación para la formación de este de cara a garantizar el acceso a la 
medida de rehabilitación de cada lugar. 
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5.5.6. Anexos 
 

Anexo 1. Informe análisis de indicadores IGED componente Rehabilitación 

Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones 

Anexo 3. Soportes del avance de las acciones.  

 Acción 5.4.1.1Listas de Asistencia 

Acción 5.4.2.1 Consolidado Asistencias Técnicas 

Acción 5.4.4.1 Resoluciones 820 y 1540 de 2024 

Acción 5.4.3.2 Metodología de difusión 

Acción 5.4.3.2.1 informe trimestrales de difusión de la Estrategia de Recuperación Emocional  

Acción 5.4.4.1 Focalización EREG 

Acción 5.4.4.1 informe trimestrales de difusión de la Estrategia de Recuperación Emocional  

Acción 5.4.3.1 Metodología para atención psicosocial a mujeres y sujetos de especial protección 

constitucional víctimas de Delitos Contra la Libertad e Integridad Sexual 
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6. Nodo Derechos Colectivos Étnicos 
 

 

6.1. Autonomía y Gobierno Propio 
 

 

6.1.1. Introducción 
 

En Colombia el modelo centralista imperante ha concentrado el poder en las instancias 
decisorias centrales, marginando a las poblaciones étnicas ubicadas en las periferias. Esta 
exclusión estructural ha generado territorios sin presencia efectiva del Estado, donde se 
agudizan las dinámicas de violencia y se producen desplazamientos forzados que afectan 
gravemente el vínculo territorial, la identidad cultural y las formas organizativas de los pueblos 
étnicos.  
 
Frente a esta situación, el componente relativo al derecho a la Autonomía y Gobierno Propio, 
plantea como herramienta estratégica, habilitante para el ejercicio de los demás derechos, 
desarrollar un robusto y eficaz proceso de articulación institucional que busque corregir las 
fallas estructurales que impactan transversalmente otros componentes y derechos; respetando 
los sistemas normativos y formas de gobierno propios, y reconociendo la agencia que poseen 
las comunidades en la resolución de estas falencias. Lo anterior, en coherencia con las 
reiteradas ordenes realizadas por la Corte Constitucional, particularmente en el marco del Auto 
266 de 2017.  
 
Este enfoque se centra en buscar con las comunidades el desarrollo de soluciones duraderas al 
desplazamiento forzado e impulsar acciones diferenciales, especialmente en contextos de 
debilidad institucional y vacíos en el cumplimiento de fallos judiciales, con el fin de avanzar 
hacia el goce efectivo de derechos y superar el estado de cosas inconstitucional. 
 
En este sentido, reconociendo la convergencia de falencias en la garantía del goce efectivo de 
los derechos fundamentales, en especial el derecho a la Autonomía y Gobierno Propio podrán 
subsanarse mediante una profunda articulación con el componente de Sistemas de 
Información, Registro Étnico, y especialmente Nación Territorio; considerando, que es desde el 
componente de Autonomía y Gobierno Propio donde se debe impulsar la mirada diferencial en 
torno a las intervenciones territoriales integrales que impone el marco jurídico de la Ley 2421 
de 2024, lo que implica una aproximación particular a los territorios donde existe mayor 
presencia de comunidades étnicas, el desarrollo de oferta sensible y particular, la adecuación 
de la arquitectura estatal en materia de articulación interinstitucional, así como el 
establecimiento de sistemas de seguimiento, monitoreo y planeación sensibles y pertinentes 
que permitan una sinergia con los esfuerzos tecnológicos que actualmente posee el Estado 
colombiano. 
 
La implementación del componente ha requerido una focalización precisa de las necesidades 
de cada comunidad, articulando medidas de reparación en el marco de la política de víctimas y 
otras políticas relacionadas, que fortalezcan la acción estatal. Además, se promueve el uso de 
los indicadores ya establecidos en el componente para monitorear avances y retrocesos, y 
permite identificar los puntos críticos donde persisten los obstáculos institucionales. En 
definitiva, este componente busca concretar la protección reforzada de los pueblos étnicos, 
garantizando su participación efectiva e igualdad real, reconociéndoles como actores legítimos 
en la formulación de políticas públicas. 
 
Este apartado presenta los avances, retos y acciones implementadas por las entidades del orden 
nacional en torno al eje de autonomía y gobierno propio de los pueblos étnicos, en 
cumplimiento de las órdenes emitidas por la Honorable Corte Constitucional en el marco del 
seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, particularmente los Autos 004 y 005 de 2009, 382 
del 2010, 620 del 2017, entre otros.  
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6.1.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En el marco del Auto 310 de 2023, el componente ha adelantado un conjunto de apuestas 
estratégicas y acciones orientadas a superar las falencias estructurales identificadas en la 
implementación de la política pública hacia los pueblos étnicos víctimas del conflicto armado. 
Estas acciones se han desarrollado en cumplimiento del Plan de Acción acordado con las 
entidades responsables, y responden a las demandas y órdenes de la Sentencia T-025 de 2004 
y los autos de seguimiento relacionados en líneas anteriores, con énfasis en el enfoque 
diferencial étnico. En efecto, la estrategia desplegada busca articular esfuerzos institucionales, 
fortalecer la gobernanza étnica y territorial, y cerrar brechas persistentes en materia de acceso 
a derechos fundamentales. 
 
Las acciones adelantadas se organizan a partir de las falencias estructurales priorizadas por el 
Auto 310, a saber: i) Falta de articulación y coordinación entre las Entidades Nacionales y 
Territoriales relacionadas con la garantía de los Derechos Colectivos Étnicos ; ii) Falta de 
implementación efectiva de los planes Integrales de Reparación Colectiva PIRC, incumplimiento 
en los acuerdos protocolizados en los espacios de concertación de los Planes Específicos y falta 
de implementación efectiva de los planes de salvaguarda ordenados por el Auto 004 de 2009.; 
iii) Incumplimiento de las garantías y derechos establecidos durante el proceso de consulta 
previa, así como garantizar la efectiva implementación de los acuerdos alcanzados.; iv) 
Interoperabilidad de los sistemas de información; y v) Falta de armonización de instrumentos 
de planeación y seguimiento que permitan una efectiva programación presupuestal y técnica 
para la garantía de los derechos colectivos étnicos. 
 
Sin embargo, con el propósito de racionalizar el proceso de seguimiento al ECI, las entidades el 
SNARIV han definido un número más reducido de acciones, las cuales, se considera serán de 
impacto, pretenden ser ejecutadas durante la vigencia 2025 para el debido reporte en la 
vigencia 2026; acogiendo así las fallas estructurales identificadas. 
 
A continuación, se presenta un análisis por falencia estructural, que permite identificar las 
principales apuestas, acciones ejecutadas, avances y logros alcanzados, así como las falencias 
que persisten y que requieren atención prioritaria.  
 
Cada una de estas falencias ha sido abordada mediante intervenciones diferenciadas, 
registradas en las fichas de seguimiento al Auto 310, incluidas como anexo técnico en el anexo 
2 de este capítulo. Dichas fichas sustentan un análisis integral del componente, basado en los 
desarrollos reportados por las entidades responsables, con el propósito de ofrecer a la Corte 
Constitucional una visión clara y sintética del estado actual de implementación y sus desafíos. 
 
 
Falencia 1: Falta de articulación y coordinación entre las Entidades Nacionales y 
Territoriales relacionadas con la garantía de los Derechos Colectivos Étnicos 
 
Una de las principales apuestas del componente frente a esta falencia ha sido el fortalecimiento 
de espacios de coordinación institucional que integren a entidades del nivel nacional, 
organizaciones étnicas y entidades territoriales. En esta línea, se destaca la acción 6.1.5.1, 
consistente en la realización de una reunión interinstitucional de alto nivel de naturaleza 
política, con el propósito de establecer una ruta para el cumplimiento de los acuerdos 
establecidos en las mesas de concertación y la conformación de un comité técnico de 
seguimiento o veeduría que garantice la implementación de dichos acuerdos, integrado por 
autoridades indígenas, organizaciones indígenas, entes de control y entidades competentes. 
 
Si bien, esta acción se encuentra registrada en el plan de acción del Auto 310 como parte de la 
falencia de consulta previa, su naturaleza estructural le permite contribuir de manera 
indirecta a la falencia de falta de articulación y coordinación entre las Entidades 
Nacionales y Territoriales relacionadas con la garantía de los Derechos Colectivos 
Étnicos, en tanto fortalece mecanismos de concertación política y operativa que inciden sobre 
otras falencias del derecho, como la falta de implementación efectiva de los Planes Integrales 
de Reparación Colectiva (PIRC), el incumplimiento en los acuerdos protocolizados de los Planes 
Específicos y la falta de implementación efectiva de los Planes de Salvaguarda ordenados por el 
Auto 004 de 2009, sin obviar los Planes Colectivos de Retornos y Reubicaciones.  
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De igual forma, para la atención de la falencia de falta de articulación y coordinación entre 
las Entidades Nacionales y Territoriales relacionadas con la garantía de los Derechos 
Colectivos Étnicos, se proyectan acciones encauzadas al desarrollo de Intervenciones 
Territoriales Integrales, incluyendo aquellas bajo responsabilidad de la Subdirección Técnica 
de Coordinación Nación Territorio y SNARIV de la Unidad para las Víctimas (acciones 6.1.26.1, 
6.1.27.1 y 6.1.27.2), orientadas a establecer lineamientos específicos para articular la 
focalización desde enfoque territorial, fortalecer las instancias de articulación y seguimiento de 
la política pública para comunidades étnicas víctimas, y garantizar que los Planes de Acción y 
Fortalecimiento Institucional(PAFI) y Plan Operativo Anual (POA) incorporen criterios técnicos 
acordes con las apuestas de Nación Territorio.  
 
En coherencia con esta falencia, desde la Unidad para las Víctimas se avanzó en la 
implementación de Intervenciones Territoriales Integrales con enfoque étnico. Dichas 
intervenciones fueron focalizadas en sujetos colectivos étnicos con extrema vulnerabilidad, 
particularmente en los pueblos Emberá, Jiw, Nukak, Awá y Wounaan. El desarrollo de estas 
intervenciones permitió al Gobierno Nacional ir decantando discusiones con relación al 
establecimiento de acciones y estrategias robustas que permitan la atención de la falla 
estructural relativa a la desarticulación institucional. 
  
 
Falencia 2: Deficiencias en la implementación efectiva de los Planes Específicos, Planes 
de Reparación Colectiva y Planes de Salvaguarda 
 
En el marco de este capítulo, se agrupa el análisis de tres falencias relacionadas entre sí: (i) la 
falta de implementación efectiva de los Planes Integrales de Reparación Colectiva (PIRC), (ii) el 
incumplimiento en los acuerdos protocolizados en los espacios de concertación de los Planes 
Específicos, y (iii) la falta de implementación efectiva de los planes de salvaguarda ordenados 
por el Auto 004 de 2009. Esta agrupación responde a que, si bien cada falencia cuenta con 
acciones y responsables específicos, todas comparten causas estructurales vinculadas a la 
debilidad en los mecanismos de articulación institucional, a las limitaciones técnicas y 
financieras para su ejecución, y a la necesidad de un enfoque diferencial étnico que oriente su 
implementación. 
 
Para hacer frente a estas deficiencias, las entidades han desplegado acciones orientadas a 
fortalecer el acompañamiento técnico, la participación de las autoridades étnicas y la 
articulación entre niveles de gobierno. En este sentido, la Unidad para las Víctimas ha 
implementado varias jornadas de asistencia técnica, impulso y acompañamiento al desarrollo 
de las medidas de los PIRC, con enfoque étnico. Además, avanzó en la sistematización de los 
Planes Específicos, así como en la protocolización de los mismos, a efectos de lograr el universo 
de planes que se requieren, para garantizar el goce efectivo de derechos colectivos e 
individuales de los pueblos étnicos víctimas del conflicto armado. 
 
En esa línea, la Unidad para las Víctimas desarrolló varias jornadas de asistencia técnica, 
impulso y acompañamiento al desarrollo de las medidas de los PIRC, con enfoque étnico. 
Además, avanzó en la sistematización de los Planes Específicos, así como en la protocolización 
de los mismos (10 Planes Específicos y se implementaron 34 medidas de estos planes), a efectos 
de lograr el universo de planes que se requieren, para garantizar el goce efectivo de derechos 
colectivos e individuales de los pueblos étnicos víctimas del conflicto armado. 
 
En concreto, se llevaron a cabo jornadas de trabajo en el marco de la fase de caracterización del 
daño, aplicando metodologías diferenciadas para pueblos indígenas, comunidades negras 
afrocolombianas, raizales y palenqueras, y pueblos RROM. Estas actividades incluyeron el 
despliegue de equipos técnicos especializados, el uso de metodologías adaptadas culturalmente 
y la articulación con el Ministerio del Interior y entidades territoriales. Los reportes de las 
acciones 6.1.14.1 (Unidad para las Víctimas Parte 1) evidencian avances en la adecuación de 
instrumentos técnicos y metodológicos como las matrices de medidas y los protocolos de 
consulta con enfoque étnico, en la consolidación de datos útiles para la planeación del PIRC y 
en el fortalecimiento de la participación comunitaria. 
 
Sin embargo, a pesar de estos avances, persisten desafíos relevantes para superar esta falencia. 
El marco jurídico establecido por la Ley 2421 de 2024 ofrece una oportunidad para que el 
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Gobierno Nacional fortalezca los procesos de articulación institucional. En este contexto, y 
considerando que será el componente Nación Territorio el encargado de definir la operatividad 
de las Intervenciones Territoriales Integrales, el componente de Autonomía y Gobierno Propio 
ha definido como prioridad el robustecimiento de los sistemas de información que respaldan 
los instrumentos de planeación enmarcados en la política pública de víctimas (PPV). Este 
robustecimiento se proyecta así: I) Mejora tecnológica y operativa de las plataformas de 
recolección, procesamiento y análisis de datos, para que integren información territorial y 
poblacional con enfoque étnico e, II) Integración efectiva de datos en instrumentos clave 
como los Planes Integrales de Reparación Colectiva (PIRC), los Planes Específicos y los Planes 
de Salvaguarda, de forma que los datos consolidados sirvan para priorizar territorios, asignar 
recursos y coordinar acciones interinstitucionales. 
 
Si bien este aspecto se menciona aquí por su relación directa con la implementación de planes, 
su desarrollo detallado y las acciones específicas se presentan en la falencia referida a 
interoperabilidad en sistemas, donde se analizan los avances y retos asociados a la 
integración y uso de estas plataformas. 
 
El objetivo final de este fortalecimiento es garantizar que los instrumentos de planeación y las 
decisiones de política pública se basen en información confiable, actualizada y diferenciada, 
permitiendo focalizar esfuerzos y reducir las brechas en la implementación de planes. 
 
 
Falencia 3: Interoperabilidad de sistemas de información  
 
El componente ha identificado como un reto persistente la reparación de los vacíos en la 
gobernanza del dato y la ausencia de sistemas de información interoperables que permitan 
integrar, analizar y utilizar información confiable con enfoque étnico para la toma de 
decisiones. Esta falencia afecta directamente la capacidad institucional de hacer seguimiento al 
goce efectivo de derechos (GED) de los pueblos étnicos, así como de planificar, implementar y 
evaluar políticas públicas de manera diferenciada. 
 
Para atender la falencia de interoperabilidad de sistemas de información, durante 2024 la 
Unidad para las Víctimas desarrolló un conjunto de acciones orientadas a establecer las bases 
para la integración de datos con enfoque étnico. La acción 6.1.25.1 consistió en el 
entendimiento de negocio y funcional, identificando actores, fuentes y flujos de información en 
las direcciones misionales (DAE y DGI), alcanzando un avance del 37% y 87% respectivamente. 
La acción 6.1.25.2 se enfocó en consolidar requerimientos de activos y fuentes de información, 
logrando la migración de aproximadamente 15.300 registros de 70 censos con información 
étnica, disponibles en una solución tecnológica en producción. 
 
Por su parte, la acción 6.1.25.5 abordó el desarrollo y ajuste de herramientas para capturar 
datos a nivel comunitario de población étnica, fortaleciendo la caracterización de comunidades 
y pueblos. Estas acciones no constituyen aún un sistema interoperable, pero representan fases 
preparatorias críticas, al permitir mapear, depurar y estructurar la información disponible, 
armonizando formatos y estándares. Con ello se sientan las bases para que, en el marco del 
SNARIV, se desarrollen mecanismos de interoperabilidad que integren las capacidades de la 
Unidad y otras entidades, soportando la formulación, gestión, seguimiento y evaluación de 
políticas públicas con énfasis en enfoques étnico y territorial. 
 
Ahora bien, desde la Unidad para las Víctimas se definió la apuesta de “desarrollar un 
ecosistema de sistemas de información y datos que integre las capacidades del SNARIV y la 
Unidad de Víctimas que soporte, la formulación, el registro, la gestión, el seguimiento y la 
evaluación de la política pública de víctimas con énfasis en los enfoques étnico y territorial”, 
orientada específicamente a robustecer los sistemas de información que soportan los planes en 
los que se acuerdan medidas con los sujetos colectivos étnicos, avanzando significativamente 
con el sistema para los planes específicos.  
 
Se proyectó, durante la vigencia 2025, avanzar en robustecer los sistemas que soportan los 
Planes de Reparación Colectiva y los Planes de Retornos y Reubicaciones, a efectos de lograr su 
interoperabilidad, facilitando así la planeación y focalización en el marco de las eventuales 
intervenciones territoriales integrales. Se espera que esta acción tribute al fortalecimiento del 
Sistema indígena de Colombia establecido en el marco del componente de Registro étnico. 
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Bajo esta misma línea, desde el SNARIV se avanzó significativamente en revisar alternativas de 
adecuación en la operatividad del sistema, de tal manera que se adecue a las disposiciones que 
demanda la Ley 2421 de 2024, facilitando así el apalancamiento en el cumplimiento de los 
instrumentos de planeación en los que se acuerdan medidas con los sujetos colectivos étnicos, 
acciones que se enmarcan en la construcción del CONPES Soluciones Duraderas, el cual se 
articula con otros documentos de política pública que involucran a comunidades étnicas y que 
mantienen su vigencia, como el CONPES 4031, evitando su reemplazo y garantizando la 
complementariedad de acciones en el marco de la política pública.  
 
 
Falencia 4: Falta de armonización de instrumentos de planeación y seguimiento que 
permitan una efectiva programación presupuestal y técnica para la garantía de los 
derechos colectivos étnicos 
 
Durante el 2024, se avanzó de manera significativa en acciones orientadas a reducir la brecha 
de armonización entre los instrumentos de planeación, seguimiento y programación 
presupuestal con enfoque étnico. En este sentido, la Unidad para las Víctimas implementó dos 
acciones clave. 
 
En primer lugar, la acción 6.1.13.1 consistió en el ajuste de la herramienta SIGO-PAT, módulo 
de la plataforma VIVANTO, para incorporar marcadores étnicos que permitan identificar 
componentes, medidas, acciones, proyectos, metas y presupuestos destinados a pueblos 
indígenas, comunidades negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras y pueblo Rom. Gracias 
a este ajuste, se fortaleció la capacidad de las entidades territoriales para registrar de forma 
diferenciada sus intervenciones, lo que a su vez mejoró la trazabilidad y el análisis del 
cumplimiento de la política pública de víctimas con enfoque étnico. 
 
En segundo lugar, la acción 6.1.13.2 implicó el diseño y preparación de submódulos 
especializados en Derechos Colectivos (en RUSICST) y Derechos Específicos (en SIGO-PAT), los 
cuales permitirán registrar, por vigencia, el cumplimiento de acciones concertadas en Planes 
Específicos, procesos de consulta previa, planes de reparación colectiva y procesos de retornos 
y reubicaciones. Además, se proyectan mejoras en los módulos existentes para categorizar 
sujetos colectivos (étnicos, no étnicos, organizaciones sociales) y clasificar procesos según tipo 
de sujeto y naturaleza del retorno, articulándolos con el nodo de derechos colectivos. 
 
En conjunto, estos desarrollos representan pasos estratégicos hacia la armonización funcional 
y técnica de los instrumentos de planificación y seguimiento, facilitando así una programación 
presupuestal diferenciada, basada en evidencia y alineada con los marcos normativos 
diferenciales (Ley 1448 de 2011 y Decretos Ley 4633, 4634 y 4635 de 2011). 
 
No obstante, persisten retos en la implementación efectiva de los submódulos proyectados —
que aún se encuentran en fase de desarrollo—, en la articulación plena entre módulos y nodos 
técnicos, y en el seguimiento y evaluación del uso y calidad de la información reportada. Por 
ello, se requiere garantizar que estos instrumentos sean adoptados tanto en el nivel nacional 
como territorial, y que los datos recopilados permitan una lectura transversal y sistemática del 
avance en el cumplimiento de los derechos colectivos étnicos.  
 
 
Falencia 5: Incumplimiento de las garantías y derechos establecidos durante el proceso 
de consulta previa, así como garantizar la efectiva implementación de los acuerdos 
alcanzados 
 
La ausencia de mecanismos eficaces, estandarizados y culturalmente pertinentes para la 
consulta previa ha sido identificada como una de las principales debilidades estructurales que 
afectan la garantía del derecho a la participación de los pueblos étnicos. En respuesta, el 
componente ha promovido diversas acciones orientadas a fortalecer tanto los marcos 
normativos como los procesos operativos asociados a la consulta previa, buscando superar la 
fragmentación institucional y la falta de criterios homogéneos para su aplicación. 
 
Entre las acciones destacadas se encuentra la Consulta Previa, Libre e Informada (CPLI) del 
proyecto de ley de coordinación y concurrencia de los sistemas normativos indígenas y el 
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sistema jurídico nacional, liderada por el Ministerio de Justicia. Esta acción (6.1.8.1), 
considerada de impacto, representa un avance significativo en términos de reconocimiento 
normativo del pluralismo jurídico y constituye un paso hacia el cumplimiento del mandato 
constitucional de protección de las jurisdicciones especiales étnicas. La CPLI se desarrolló en 
dos jornadas (junio de 2024 y octubre de 2024) y contó con la participación de autoridades 
indígenas, lo que permitió avanzar en la protocolización del proyecto y en la formalización del 
diálogo intercultural. 
 
Adicionalmente, el Ministerio de Justicia ha impulsado el diseño de insumos técnicos para 
apoyar procesos de consulta previa sobre justicia propia (acción 6.1.9.1). Estos insumos —
entre ellos, el borrador institucional de la Kriss Romaní del pueblo ROM y los documentos 
orientadores para la consulta con pueblos indígenas y comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales y palenqueras reflejan una apuesta por mejorar la calidad de los procesos consultivos, 
incorporando pertinencia cultural mediante la adaptación de metodologías, lenguas, tiempos y 
protocolos a las prácticas propias de cada pueblo étnico. Sin embargo, estas acciones aún no se 
traducen en un mecanismo robusto, interinstitucional y con respaldo normativo que garantice 
la operatividad del derecho a la consulta previa en todos los niveles. 
 
En síntesis, aunque se reconocen avances importantes en términos de producción normativa, 
generación de insumos técnicos y experiencias piloto de CPLI, persiste una fragmentación 
operativa y la ausencia de una ruta única de actuación interinstitucional, lo que dificulta la 
garantía plena del derecho a la consulta previa como prerrequisito para cualquier medida 
administrativa o legislativa que afecte a los pueblos étnicos. De cara a la gestión de la vigencia 
2025, el Gobierno Nacional se plantea como reto la formulación y estructuración de una ruta 
interinstitucional clara que permita operativizar esta problemática, garantizando que los 
nuevos desarrollos jurídicos surtan un efecto tangible en la protección y ejercicio efectivo de 
los derechos de los pueblos étnicos. La información detallada sobre estas acciones puede 
consultarse en las fichas del Ministerio de Justicia correspondientes a las acciones 6.1.8.1 y 
6.1.9.1. 
 
Otra acción adelantada por el Ministerio de Justicia, en articulación con la Vicepresidencia de la 
República, se orientó al reconocimiento de una jurisdicción especial étnica, aspecto clave 
para el fortalecimiento del gobierno propio. Si bien, esta acción evidencia una intención de 
articulación intersectorial, se señala como aspecto pendiente la necesidad de ajustar la 
redacción de la acción en el Plan, para mejorar su precisión técnica y jurídica. Esta necesidad 
de ajustes indica que, aunque se han generado esfuerzos de articulación, aún persisten 
debilidades en la planeación estratégica y en la coordinación operativa. 
 

6.1.3. Análisis batería de indicadores 
 
Porcentaje de planes de salvaguarda con el componente de gobierno propio 
implementado – Ministerio del Interior. 
 
El comportamiento del indicador muestra un progreso inicial entre 2018 y 2023, pasando del 
0 % al 56 %, pero con un leve retroceso en 2024 al 49 %. Este comportamiento evidencia que, 
aunque ha habido avances en la incorporación del componente de gobierno propio en los planes 
de salvaguarda étnica, la implementación efectiva se ha desacelerado, lo que sugiere una 
persistencia parcial de la falencia estructural asociada a la débil institucionalización del 
derecho a la autonomía de los pueblos indígenas. Esta ralentización también podría estar 
reflejando brechas territoriales, institucionales o presupuestales en el cumplimiento del 
mandato de protección especial emitido por la Corte Constitucional. 
 
En relación con las acciones desplegadas, el Ministerio del Interior reporta avances técnicos y 
metodológicos en la formulación e implementación del componente de gobierno propio, como 
se documenta en los informes técnicos y matrices de seguimiento. Estas acciones han 
contribuido directamente a los aumentos observados en los primeros años, pero el retroceso 
en 2024 sugiere una desconexión entre la planeación y la ejecución, o bien obstáculos para dar 
continuidad a los procesos iniciados. Además, la limitada articulación interinstitucional y la 
ausencia de un mecanismo robusto de seguimiento al cumplimiento de los planes puede haber 
impactado negativamente en la consolidación del indicador. 
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En conclusión, el comportamiento de este indicador reafirma la necesidad de fortalecer la 
ejecución efectiva de las medidas ordenadas por la Corte, garantizar la sostenibilidad de los 
recursos, y articular de forma más efectiva a las entidades responsables. Su estancamiento o 
retroceso compromete el levantamiento del ECI en el derecho a la autonomía y demanda 
acciones correctivas con carácter estructural. La Corte ha señalado que el comportamiento de 
los indicadores es el principal medio de prueba sobre el goce efectivo de derechos, por lo que 
este resultado debe interpretarse como un llamado de atención institucional sobre la 
implementación del enfoque de gobierno propio. 
 
 
Porcentaje de consultas previas de planes específicos protocolizadas por el Ministerio 
del Interior. 
 
Este indicador, clasificado como de producto y principal para el derecho a la autonomía y 
gobierno propio, presenta un comportamiento altamente positivo. Desde su línea base en 
2017 del 0 %, ha mostrado una tendencia constante de cumplimiento del 100 % en los años 
2018 a 2024. Esto indica que todas las consultas previas realizadas en el marco de los planes 
específicos han sido protocolizadas, lo que significa un cumplimiento pleno del procedimiento 
en términos formales. 
 
El comportamiento del indicador sugiere que, en cuanto a consulta previa y protocolización 
formal, no persiste la falencia estructural en términos de ausencia de procedimientos 
normativos o desconocimiento del derecho. No obstante, la persistencia de la falencia podría 
manifestarse en otros niveles, como lo son: 
 

● La calidad del proceso de consulta (tiempos, garantías, participación efectiva); 
● La aplicación territorial efectiva de los acuerdos protocolizados; 
● La capacidad de respuesta institucional posterior a la protocolización, lo cual no es 

medido por este indicador. 
 

Por tanto, aunque el cumplimiento numérico es completo, podría estar enmascarando desafíos 
cualitativos relacionados con la implementación efectiva y el respeto sustantivo de la 
autonomía comunitaria. Este resultado está directamente vinculado con las acciones lideradas 
por el Ministerio del Interior, particularmente por la Dirección de Asuntos de Comunidades 
Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. La consolidación de una ruta metodológica 
clara y sistemática para la consulta previa, así como la coordinación interinstitucional de estos 
espacios, ha permitido mantener este estándar de cumplimiento. Además, refleja el impacto 
positivo de las inversiones en capacidades técnicas y en el fortalecimiento de las estructuras 
organizativas de las comunidades étnicas. 
 
No obstante, la medición del indicador puede verse afectada por coyunturas externas (conflicto, 
armado disponibilidad de recursos, tiempos de gestión administrativa), por lo que es 
importante que estos factores sigan siendo monitoreados como parte del análisis cualitativo de 
contexto. 
 
En conclusión, el 100 % de cumplimiento en la protocolización de las consultas previas para 
planes específicos es un logro institucional importante, que demuestra avances en la garantía 
formal del derecho a la consulta previa. Sin embargo, para valorar su contribución al 
levantamiento del ECI en el componente de autonomía, es necesario complementarlo con 
indicadores que midan la calidad, la implementación efectiva de los acuerdos y el 
fortalecimiento de las capacidades organizativas en los territorios. 
 
 
Porcentaje de planes de salvaguarda formulados con acuerdos institucionales. 
 
Este indicador, clasificado como principal y de resultado, permite medir el avance en la fase de 
formulación con concertación interinstitucional de los planes de salvaguarda ordenados por la 
Corte Constitucional. Según los datos, se observa una evolución positiva y sostenida pasando 
del 49 % en 2020 al 80 % en 2024. Lo anterior, indica un fortalecimiento progresivo de la 
capacidad institucional para acordar, junto con los pueblos indígenas, las líneas estratégicas de 
sus planes de salvaguarda étnicos. 
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El comportamiento creciente del indicador sugiere que la falencia estructural relacionada con 
la implementación de los planes de salvaguarda está siendo parcialmente superada, en lo que 
respecta a la etapa de concertación institucional. La mejora en este porcentaje indica que las 
instituciones han incrementado su participación en el proceso y que se han logrado acuerdos 
sustanciales, principalmente con los pueblos indígenas. Sin embargo, el hecho de que aún el 
20 % de los planes no cuenten con acuerdos institucionales, señala que existen retos 
estructurales, especialmente en lo que se refiere a la cobertura completa, la voluntad política 
sostenida, la asignación presupuestal y la articulación efectiva entre entidades competentes. 
 
La evolución del indicador se relaciona de forma directa con las acciones adelantadas por el 
Ministerio del Interior, como la implementación de metodologías participativas, la 
sistematización de fases diagnósticas, y el desarrollo de espacios de validación comunitaria e 
institucional. Estas apuestas han permitido que los planes no sólo se formulen técnicamente, 
sino que se construyan sobre acuerdos institucionales que refuercen el enfoque de gobierno a 
gobierno. Esto ha facilitado la apropiación por parte de las comunidades indígenas y ha 
promovido el cumplimiento de los autos 004 de 2009 y 266 de 2017. 
 
 
En conclusión, el aumento del porcentaje de planes formulados con acuerdos institucionales es 
un reflejo positivo de las acciones del componente, y un indicador del compromiso institucional 
con la garantía del derecho a la autonomía. Sin embargo, la existencia de planes aún sin 
concertación exige reforzar la articulación interinstitucional para llegar acuerdos 
institucionales de los planes formulados.  
 
 
Oportunidad en la implementación de medidas de protección para colectivos étnicos 
víctimas en condición de desplazamiento forzado, competencia de la UNP. 
 
Este indicador, clasificado principal y de resultado para el componente de autonomía y 
gobierno propio, mide el porcentaje de colectivos étnicos en situación de desplazamiento 
forzado, valorados con riesgo extraordinario, extremo o inminente, que cuentan con todas las 
medidas de protección implementadas por parte de la Unidad Nacional de Protección (UNP). 
Su evolución muestra un comportamiento crítico y regresivo: después de alcanzar un 98 % en 
2022, cae drásticamente a 20,83 % en 2023 y a un alarmante 4 % en 2024. 
 
El drástico deterioro del indicador refleja de manera directa la persistencia de falencias 
estructurales asociadas a la ausencia de mecanismos eficaces de protección diferencial para 
colectivos étnicos, lo que tiene un impacto negativo sobre la autonomía, el gobierno propio y la 
capacidad de control territorial de las comunidades. La caída implica que, aun existiendo 
valoraciones de riesgo extremo o inminente y medidas formalmente adoptadas, la UNP no está 
cumpliendo con la implementación efectiva de las mismas, vulnerando gravemente el derecho 
a la vida, la integridad y la seguridad colectiva. 
 
Además, este retroceso evidencia problemas estructurales en la articulación interinstitucional, 
cuellos de botella administrativos, falta de recursos sostenidos y debilidades en la capacidad 
operativa para la implementación efectiva de medidas concertadas. También se revela una 
posible desconexión entre la política de protección y las particularidades culturales, 
territoriales y organizativas de los colectivos étnicos. 
 
Si bien el indicador fue positivo entre 2020 y 2022 gracias a los esfuerzos de articulación 
interinstitucional entre la UNP y la UARIV, con apoyos técnicos, acuerdos de intercambio de 
información y medidas diseñadas en clave colectiva, el desplome en 2023 y 2024 pone en 
entredicho la sostenibilidad de las acciones implementadas. El hecho de que las medidas no se 
estén ejecutando sugiere que las apuestas establecidas han carecido de continuidad o han sido 
vulnerables a factores como cambios de gobierno, desfinanciación, o debilidad en los 
mecanismos de seguimiento y evaluación. 
 
Además, este comportamiento revela que, a pesar de existir líneas de acción formuladas, estas 
no se han traducido en impactos reales en el territorio, ni en la garantía de protección material 
para las comunidades. Por tanto, el despliegue institucional ha sido insuficiente y requiere 
ajustes estructurales de carácter urgente. 
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En conclusión, el comportamiento del indicador revela una crisis grave en la implementación 
efectiva de medidas de protección colectiva para pueblos étnicos desplazados, especialmente 
frente a riesgos extraordinarios. Esta situación socava directamente las condiciones para el 
ejercicio del gobierno propio y la autonomía, y constituye un obstáculo crítico para el 
levantamiento del ECI en este componente.  
 
 
Porcentaje de víctimas de desplazamiento forzado pertenecientes a grupos étnicos con 
riesgo extraordinario o extremo que cuentan con medidas de protección implementadas 
– UNP. 
 
Este indicador, clasificado como principal para el derecho a la autonomía y gobierno propio, 
mide el grado de implementación de medidas de protección para víctimas étnicas de 
desplazamiento forzado que han sido valoradas en situación de riesgo extraordinario o 
extremo. Su evolución evidencia un comportamiento marcadamente positivo: pasando de 69 % 
en 2020 a un 99,83 % en 2024, con niveles del 100 % en 2021 y 2022, y un ligero descenso al 
98,06 % en 2023. Esto refleja una cobertura casi total de la población priorizada por riesgo. 
 
El comportamiento del indicador señala una superación técnica y operativa de la falencia 
estructural relacionada con la ausencia de mecanismos eficaces de protección diferenciada. El 
indicador sugiere que el Estado ha logrado cerrar brechas en la respuesta institucional frente a 
riesgos graves que afectan la autonomía territorial, la integridad de las autoridades y los 
procesos de gobierno propio, al reflejar niveles casi totales de cobertura. Sin embargo, es 
importante diferenciar este avance de los desafíos persistentes en términos de oportunidad 
descritos en el numeral anterior. 
 
No obstante, se debe advertir que este indicador mide implementación, pero no necesariamente 
la calidad ni la pertinencia cultural de las medidas aplicadas. Es decir, aún podrían persistir 
falencias estructurales relacionadas con la adecuación de las medidas al contexto étnico, su 
sostenibilidad en el tiempo, o su articulación efectiva con los sistemas de justicia y control 
propio. 
 
El alto desempeño del indicador está estrechamente vinculado con los acuerdos 
interadministrativos entre la Unidad Nacional de protección (UNP) y la Unidad para las 
Víctimas (UARIV), que han permitido el cruce de información entre la base del RUV y las 
plataformas de evaluación de riesgos. Así mismo, la formalización de actos administrativos y la 
asignación de medidas individuales y colectivas refleja un grado importante de articulación 
institucional. La acción efectiva de la UNP, combinada con las solicitudes de las autoridades 
étnicas y el uso de rutas de protección adaptadas, ha contribuido directamente al resultado 
positivo. 
 
Se destaca que este indicador permite verificar el avance del componente en la dimensión de 
protección y evidencia la conexión entre el ejercicio del gobierno propio y el acceso a garantías 
de seguridad frente a amenazas estructurales, como la presencia de actores armados en los 
territorios étnicos. 
 
En conclusión, el desempeño casi total del indicador es un avance estructural muy significativo 
para el componente de autonomía y gobierno propio, ya que demuestra la implementación 
sostenida de medidas de protección diferenciada para comunidades étnicas en riesgo extremo. 
Su comportamiento positivo contrasta con indicadores como el de “Oportunidad en la 
implementación de medidas de protección para colectivos étnicos víctimas en condición de 
desplazamiento forzado, competencia de la UNP”, que evidencian rezagos, y pone de relieve 
la importancia de la articulación institucional, la sostenibilidad de las acciones y la inclusión del 
enfoque étnico en los sistemas nacionales de protección. 
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6.1.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

Reconociendo el enorme esfuerzo que implicó para el Gobierno Nacional la definición y 
desarrollo de la metodología que arrojó como resultado el plan de acción del Auto 310, así como 
la multiplicidad de falencias particularmente encontradas en el componente de Autonomía y 
Gobierno Propio, a efectos de racionalizar el seguimiento al ECI, se identifica que las falencias 
propuestas para ser resueltas podrían convergen en tres de las siete grandes fallas de política 
identificadas en la metodología. 
 
Se evidencia la convergencia de las falencias de (i) incumplimiento en los acuerdos 
protocolizados en los espacios de concertación de los Planes Específicos; (ii) falta de 
implementación efectiva de los planes Integrales de Reparación Colectiva PIRC; (iii) falta de 
implementación efectiva de los planes de salvaguarda ordenados por el Auto 004 de 2009; (iv) 
Incumplimiento de las garantías y derechos establecidos durante el proceso de consulta previa, 
así como garantizar la efectiva implementación de los acuerdos alcanzados; (v) falta de 
articulación y coordinación entre las Entidades Nacionales y Territoriales relacionadas con la 
garantía de los Derechos Colectivos Étnicos con la falla estructural relativa a la desarticulación 
institucional que versa “Existencia de una falta de corresponsabilidad y subsidiariedad en los 
procesos de atención de emergencias humanitarias, así como en la planeación y focalización de 
las medidas acordadas en los instrumentos de planeación orientados a la atención de la población 
víctima y la reparación integral por parte de las Entidades Territoriales y Entidades del SNARIV, 
así como otros instrumentos de políticas colindantes desde un enfoque territorial y diferencial”. 
 
Esta falla estructural nos indica la necesidad de trabajar articuladamente con el componente de 
Nación Territorio, el cual pretende atenderla de manera robusta mediante el establecimiento 
de estrategias que viabilicen intervenciones territoriales integrales, garantizando así el 
desarrollo de soluciones duraderas. De esa manera, este componente concentrará esfuerzos en 
poder decantar una ruta específica que permita efectuar intervenciones territoriales integrales 
con enfoque diferencial étnico, esto particularmente para territorios donde exista 
mayoritariamente presencia de comunidades étnicas. 
 
A su vez, al entender el componente de Autonomía y Gobierno como coadyuvante para que 
desde el componente Nación Territorio se viabilicen acciones territoriales integrales con 
enfoque étnico, es importante precisar que el Derecho, a su vez, se convierte en una bisagra que 
permite articular los derechos de identidad cultural y territorio. Se espera que, en el marco de 
dichas gestiones, estos componentes lideren intervenciones relativas con el hábitat y territorio 
y el tejido social, esto en coherencia con las definiciones que se vienen decantando en el marco 
de la construcción del CONPES para las Soluciones Duraderas. 
 
Así, las acciones contenidas en las apuestas que convergen en la falla estructural antes expuesta 
aportarán para que, en el marco de la reglamentación de los artículos 50 y 62 de la Ley 2421 de 
2024, se tengan en cuenta las medidas de los instrumentos (Planes específicos, Planes 
Integrales de Reparación Colectiva, Planes Colectivos de Retornos y Reubicaciones y Planes de 
Salvaguarda) como criterios de focalización en el marco de las eventuales intervenciones 
territoriales integrales. 
 
De igual forma, se plantean algunas adecuaciones particulares a la operatividad del SNARIV que 
permita el apalancamiento para el cumplimiento de las medidas y así avanzar en cerrar brechas 
históricas que se mantienen mediante los incumplimientos sistemáticos a los acuerdos, lo que 
afecta el ejercicio del gobierno propio como se ha manifestado en los análisis de falencias. 
 
Lo anterior, permitirá que mediante el desarrollo de estas intervenciones que articulen la oferta 
de políticas nacionales, territoriales y municipales en materia de atención, asistencia, 
reparación integral y garantías de no repetición, se garantice un cumplimiento de medidas que 
permitan ir cerrando planes comprometidos con los sujetos colectivos étnicos, contribuyendo 
así al fortalecimiento efectivo de la Autonomía y Gobierno Propio, al buscar la transformación 
de los territorios. 
 
Finalmente, desde el Ministerio del Interior y Ministerio de Justicia y del Derecho se 
fortalecerán los sistemas propios de gobierno y de administración de justicia, mediante la 
orientación de oferta sensible y adecuada, que se articule al desarrollo de las mencionadas 
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intervenciones, buscando así generar procesos de sinergia que permitan a las comunidades 
reconocer claramente cuáles serán los compromisos asumidos por el Gobierno en el marco de 
las intervenciones, reconociendo así el alcance de las mismas y la manera cómo las 
comunidades en ejercicio de su autonomía pueden contribuir para el establecimiento de 
Soluciones Duraderas.  
 
De otra parte, las falencias relativas a (i) falta de armonización de instrumentos de planeación 
y seguimiento que permitan una efectiva programación presupuestal y técnica para la garantía 
de los derechos colectivos étnicos; (ii) interoperabilidad en los sistemas de información 
pudiesen converger en la falla estructural concerniente en: “Existen problemas de 
interoperabilidad entre los sistemas de información, así como en el registro étnico. intercambio 
de información, un adecuado análisis y medición de la Política Pública, requiriéndose fortalecer 
los sistemas y mecanismos que permitan la interoperabilidad desde un enfoque territorial y 
diferencial, con calidad y oportunidad de la información, incluyendo la articulación con otros 
sistemas de políticas colindantes 
 
De esta manera, si en el marco de la atención a la falla estructural relacionada en el numeral 
6.1.4.1 se propone un riguroso proceso con el componente de Nación Territorio, para viabilizar 
las intervenciones territoriales integrales que demanda la Ley 2421 de 2024, por su parte, para 
la atención de la falla relativa a la interoperabilidad de los sistemas de información, se propone 
el desarrollo de una acción que se considera de impacto, la cual contribuirá a los propósitos de 
las intervenciones territoriales integrales y que se espera pueda articularse con las apuestas 
definidas en el componente de Registro étnico. 
 
Si las falencias principales del componente de Autonomía y Gobierno giran en torno al 
incumplimiento del Gobierno Nacional en las medidas pactadas con los sujetos colectivos 
étnicos para superación integral, es necesario que se tenga claridad acerca de las deudas y 
medidas pendientes; sin embargo, a la fecha existen serias dificultades para reconocer, en clave 
de enfoque territorial qué medidas están pendientes de cumplimiento, o cuál es su estado de 
avance, razón por la cual resulta necesario y altamente estratégico contar con sistemas de 
información pertinentes y adecuados que permitan responder a estar necesidades. 
 
En esa línea, desde el derecho a la Autonomía y Gobierno Propio se propone avanzar en 
robustecer la interoperabilidad de los sistemas de información que soportan los instrumentos 
de planeación en los cuales el Gobierno nacional asume medidas de reparación con los sujetos 
colectivos étnicos, entiéndase estos como Planes de Reparación Colectiva, Planes de Retornos 
y Reubicaciones, Planes Específicos y Planes de Salvaguarda. Lo anterior, a efectos de tributar 
con el Sistema de Información Indígena de Colombia que se planea robustecer en el marco del 
componente de Registro Étnico, y por supuesto con el desarrollo de las intervenciones 
territoriales integrales que se derivarán del componente de Nación Territorio, facilitando así 
una planeación con enfoque étnico territorial, que permita garantizar una eficiencia en el gasto 
público mediante un análisis sesudo de la convergencia territorial de medidas, permitiendo así 
un cumplimiento estratégico de planes. 
 
Frente a la falencia (i) Incumplimiento de las garantías y derechos establecidos durante el 
proceso de consulta previa, así como garantizar la efectiva implementación de los acuerdos 
alcanzados, se evidencia convergencia con la falla estructural relativa a “Baja protección del 
derecho a la justicia, verdad y memoria de las víctimas de desplazamiento forzado, deficiencias en 
acceso a la justicia y en el seguimiento al cumplimiento de órdenes judiciales”, esta convergencia 
indica la necesidad de armonizar esfuerzos entre el Ministerio de Justicia y del Derecho y el 
Ministerio del Interior, a efectos de articular estrategias y oferta especializada para el 
fortalecimiento del Gobierno Propio y de los sistemas de administración de justicia.  
 
En este marco, resulta relevante destacar la acción conjunta del Ministerio de Justicia y la 
Vicepresidencia de la República encaminada al reconocimiento de una jurisdicción especial 
étnica. Aunque representa un avance hacia el fortalecimiento del gobierno propio y refleja la 
voluntad de articulación intersectorial, aún requiere precisiones técnicas y jurídicas en su 
formulación dentro del Plan. Ello evidencia que, pese a los progresos alcanzados, persisten 
desafíos de articulación estratégica y operativa que limitan su plena convergencia con la 
superación de las falencias estructurales.  
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El componente de autonomía y gobierno propio se encuentra profundamente interrelacionado 
con las siete fallas estructurales identificadas por la Corte Constitucional en el marco del 
seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004 y el Auto 310 de 2023. Esta convergencia no solo se 
expresa en la transversalidad del derecho a la autonomía sobre los demás derechos de los 
pueblos étnicos, sino también en el modo en que las limitaciones institucionales afectan de 
forma cruzada varios componentes. A continuación, se desarrolla el análisis de convergencia 
por cada una de las siete fallas estructurales, señalando cómo el componente podría articularse 
a respuestas más robustas y establecer vasos comunicantes con otros derechos y actores. 
 
 
Falla estructural: Débil articulación interinstitucional 
 
La autonomía requiere una arquitectura institucional coherente y articulada para el 
reconocimiento, respeto y garantía del gobierno propio. Las acciones desplegadas por el 
componente (p. ej. reuniones de alto nivel o ejercicios de coordinación intersectorial) 
evidencian una intención de superar esta falencia. Sin embargo, su efectividad está mediada por 
la capacidad de varias entidades (UNP, UARIV, MinJusticia, MinSalud, etc.) para integrar sus 
planes y presupuestos con enfoque étnico. El componente converge aquí como bisagra 
transversal, pues su realización depende directamente de la articulación de todos los demás 
sectores. 
 
En el marco de la metodología definida por el DNP, esta falla se conecta con la falencia de 
desarticulación institucional del SNARIV. El análisis muestra que las múltiples acciones 
proyectadas pueden sintetizarse en una apuesta estratégica de articulación territorial 
integral, que permita alinear planes, presupuestos y competencias de las entidades 
responsables. En definitiva, este enfoque busca superar la fragmentación de la oferta 
institucional y garantizar que el reconocimiento del gobierno propio opere como condición 
habilitante para la materialización de otros derechos. 
 
Vaso comunicante: Derechos a la protección, la participación, la reparación colectiva, la salud y 
la educación. La superación de esta falla exige que cada entidad reconozca la autoridad del 
gobierno propio como interlocutor válido y como actor corresponsable de la implementación. 
Requiere, además, la unificación de criterios de caracterización de las comunidades, 
información que permita formular acciones comprendiendo la identidad social y cultural 
propia de cada etnia.  
 
 
Falla estructural: Deficiencias en la implementación de los planes específicos, PIRC y 
planes de salvaguarda 
 
Aunque esta falla es atribuida directamente a entidades como la UARIV y el Ministerio del 
Interior, el componente de autonomía incide estructuralmente en su superación, pues la 
implementación efectiva de estos planes depende del fortalecimiento real de las autoridades 
propias. La falta de ejecución, como muestran los indicadores HV1 y HV3, no siempre se debe a 
la ausencia de acción del componente, sino a barreras operativas o presupuestales externas. 
 
Esta falencia converge con la desarticulación del SNARIV y con los problemas de 
interoperabilidad de los sistemas de información. En ese marco, las acciones dispersas pueden 
concentrarse en una apuesta de robustecer a las autoridades propias como actores centrales de 
la implementación y asegurar la articulación con sistemas interoperables que viabilicen el 
cumplimiento efectivo de los planes. 
 
Vaso comunicante: Componente de reparación integral, habitabilidad y retorno/reubicación. 
Las acciones de gobierno propio pueden ser condición de posibilidad para la materialización de 
otros derechos si se garantiza su implementación plena y articulada. 
 
Falla estructural: Ausencia de mecanismos eficaces de consulta previa 
 
El cumplimiento del derecho a la autonomía depende directamente del respeto al derecho a la 
consulta previa, libre e informada (CPLI). El componente ha mostrado resultados positivos 
(HV2), pero la persistencia de la falencia responde en parte medida a debilidades normativas y 
ausencia de una política nacional robusta de CPLI. Esta es una falla donde la responsabilidad 



198 
 
primaria recae en el Ministerio del Interior y el Ministerio de Justicia y compromete la garantía 
del componente de autonomía. 
 
Esta falencia se articula con la falla estructural de baja protección del derecho a la justicia, así 
como con la deficiente capacidad de seguimiento al cumplimiento de órdenes judiciales. Por 
ello, más que acciones aisladas, se requiere avanzar en una apuesta estratégica: consolidar una 
política nacional de CPLI que articule la justicia étnica, participación y cumplimiento de 
acuerdos, con respaldo interinstitucional. 
 
Vaso comunicante: Derechos a la participación, el territorio y la autodeterminación. La garantía 
de la consulta previa es un medio estructural para el ejercicio del gobierno propio y su falla 
afecta transversalmente a todos los componentes. 
 
Falla estructural: Vacíos en la gobernanza del dato y sistemas de información 
interoperables 
 
El componente de autonomía se ve limitado por la inexistencia de sistemas que reconozcan, 
integren y respeten los sistemas propios de información de los pueblos étnicos. A pesar de 
avances en la caracterización de las justicias propias (acciones 6.1.10), los vacíos se mantienen 
y comprometen la planificación, seguimiento y evaluación de políticas. Esta falla se relaciona 
más con entidades como DANE, DNP, UARIV y Ministerio del Interior, pero su superación es 
clave para fortalecer la autonomía territorial y organizativa. 
 
Esta falencia converge de manera directa con la falla estructural de interoperabilidad de los 
sistemas de información, lo que hace evidente que las acciones deben reducirse a una apuesta: 
consolidar sistemas interoperables con enfoque étnico-territorial, que dialoguen con el 
Registro Étnico y el SIIC, y que reconozcan los sistemas propios de información como una fuente 
legítima. 
 
Vaso comunicante: GED étnico, justicia propia, salud, educación, protección y desarrollo rural. 
La articulación de sistemas de información es una condición habilitante para que la autonomía 
sea operacional y verificable. 
 
 
Falla estructural: Inexistencia de una batería de indicadores estandarizada para GED con 
enfoque étnico 
 
El derecho a la autonomía es uno de los más difíciles de medir. La falta de indicadores 
específicos limita la capacidad de demostrar avances para el levantamiento del ECI. A pesar de 
que el componente ha intentado vincularse al proceso de medición (como se observa en los 
indicadores del punto 6.3), la estandarización, recolección y análisis sigue dependiendo de 
entidades técnicas como el DNP, la UARIV y el Ministerio del Interior. 
 
Esta falencia se conecta con la falla de interoperabilidad de sistemas de información y con la 
debilidad en la medición de la política pública. La apuesta estratégica se orienta a consolidar un 
marco de indicadores con enfoque étnico, que integre a la autonomía como criterio transversal 
para el GED y permita evidenciar avances hacia el levantamiento del ECI. 
 
Vaso comunicante: Todos los componentes GED. La posibilidad de medir el goce efectivo de la 
autonomía permite integrarla como criterio transversal para el levantamiento del ECI en otros 
derechos. 
 
Falla estructural: Débil apropiación institucional del enfoque étnico 
 
El enfoque étnico es el marco normativo y político que da fundamento a la autonomía. La falta 
de apropiación del enfoque étnico por parte de sectores como justicia, salud, educación, 
protección o vivienda impacta negativamente en la posibilidad de que el gobierno propio sea 
reconocido, financiado y sostenido. La falencia recae primariamente sobre entidades no étnicas, 
pero compromete estructuralmente la realización del componente. 
 
Esta falencia converge con la desarticulación interinstitucional y la ausencia de 
corresponsabilidad en sectores no étnicos. Por ello, la reducción de acciones debe traducirse en 
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una única apuesta de fortalecimiento institucional que transversalice el enfoque étnico en la 
oferta pública, garantizando recursos, sostenibilidad y reconocimiento del gobierno propio 
como actor legítimo. 
 
Vaso comunicante: Salud, educación, hábitat, seguridad alimentaria. El fortalecimiento de 
capacidades institucionales con enfoque étnico es clave para que el componente pueda operar 
como garante transversal de otros derechos. 
 
Falla estructural: Insuficiente respuesta frente al riesgo y las afectaciones diferenciadas 
del conflicto armado 
 
La autonomía territorial está directamente amenazada por el conflicto armado y la presencia 
de actores armados. El indicador “Oportunidad en la implementación de medidas de protección 
para colectivos étnicos víctimas en condición de desplazamiento forzado, competencia de la UNP” 
muestra una crisis grave en la respuesta institucional (protección colectiva), lo que impacta 
directamente el ejercicio del gobierno propio. Esta es una falla que recae especialmente sobre 
la UNP y la Fiscalía, pero que bloquea el ejercicio de la autonomía incluso si el componente ha 
desplegado acciones propias. 
 
Esta falencia se articula con la falla estructural de baja protección del derecho a la justicia y a la 
protección. Su superación exige reducir las acciones dispersas en una apuesta robusta: 
garantizar medidas de protección colectiva con enfoque étnico, coordinadas 
interinstitucionalmente, que viabilicen el ejercicio del gobierno propio aún en contextos de 
riesgo. 
 
Vaso comunicante: Componentes de protección, territorio y reparación integral. La autonomía 
no puede ejercerse en contextos de amenaza permanente, desplazamiento o confinamiento. 
 
Conclusión general 
 

Conforme a lo anteriormente expuesto, se evidencian avances importantes en materia de 

articulación institucional, particularmente en lo que respecta a la participación en espacios 

territoriales con pueblos indígenas y organizaciones étnicas. Estas acciones han permitido 

fortalecer el reconocimiento de las particularidades de los sujetos colectivos étnicos y la 

necesidad de diseñar e implementar intervenciones diferenciadas, conforme a sus 

cosmovisiones, territorialidades y formas propias de gobierno. Para fortalecer el eje de 

autonomía y gobierno propio, sería muy valioso contar con lineamientos técnicos específicos 

que orienten de forma clara e integral su implementación. De igual manera, la incorporación de 

mecanismos sistemáticos para el seguimiento y la evaluación diferenciada de las acciones en 

este componente permitiría optimizar su efectividad y lograr resultados más precisos. 

 

El trabajo desarrollado durante el año 2024 permitió identificar la oportunidad de avanzar 

hacia la construcción de una estrategia nacional específica para el eje de autonomía y gobierno 

propio, con indicadores, rutas metodológicas e instrumentos de gestión diferenciados. Esta 

estrategia debe integrarse a otros componentes y nodos estratégicos del sistema de 

seguimiento, lo que, a su vez, permitirá fortalecer las capacidades institucionales en los 

territorios. 

 

En esa línea, el análisis de convergencia evidencia que el componente de autonomía y gobierno 
propio no puede ser evaluado de manera aislada, ya que su efectividad está directamente 
vinculada a la actuación articulada de múltiples entidades. Reconocer estos vasos comunicantes 
permite sustentar que el levantamiento del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) en este 
componente puede ser procedente en los casos en que las falencias estructurales se ubiquen 
fuera del ámbito de responsabilidad directa del componente, sin que ello implique desconocer 
su rol articulado, ni su función de exigibilidad frente a los demás sectores responsables. 
 

En consecuencia, se considera necesario que los aprendizajes y vacíos identificados durante el 
periodo evaluado sirvan como insumo para redefinir las acciones del componente en el 
próximo ciclo de planeación. Esto implica transitar de una lógica meramente operativa hacia 
una estrategia que articule enfoques diferenciados con metas estructurales, incorporando 
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lineamientos técnicos, mecanismos de seguimiento y rutas claras de exigibilidad. Así, se 
propone que para el próximo año se ajusten las acciones del eje de autonomía y gobierno 
propio, priorizando la construcción participativa de una estrategia nacional, el fortalecimiento 
de capacidades institucionales en los territorios y la integración efectiva con otros nodos del 
seguimiento, garantizando una implementación coherente, con enfoque étnico, territorial y de 
corresponsabilidad estatal como se plantea en el siguiente apartado.  
 
 
 

6.1.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

En coherencia con el desarrollo de las acciones, con el comportamiento de los indicadores y el 

posible análisis de convergencias de las falencias en las fallas, se detalla a continuación las 

solicitudes de ajustes a las acciones que presenta este componente 

 

Código Redacción actual Ajuste 
solicitado 

Argumentos 

6.1.7.1 Abordar la discusión del 
reconocimiento constitucional 
de otras jurisdicciones 
especiales aparte de la 
indígena; Además; 
implementar políticas públicas 
con los pueblos étnicos, 
teniendo en cuenta las 
realidades, capacidades, 
saberes y aportes de cada 
territorio, las diferencias entre 
los grupos. 

Cambio de 
redacción 
 

La población indígena, y estas 
comunidades ya cuentan con 
reconocimiento constitucional de su 
jurisdicción especial; adicionalmente, 
otras acciones contempladas allí, dan 
cuenta de los avances específicos para 
su jurisdicción. 

6.1.15.
1 

Acciones de articulación para 
el acompañamiento e 
implementación de las rutas de 
retorno y reubicación para la 
población que ha sido 
desplazada y se encuentra en 
Bogotá cumpliendo con los 
principios de seguridad, 
dignidad y voluntariedad. 

Cambio de 
redacción 

La acción va de la mano con la acción 
6.1.15.8. Implementación y 
seguimiento a las rutas de retorno y 
reubicación para la población que ha 
sido desplazada y se encuentra en 
Bogotá cumpliendo con los principios 
de seguridad, dignidad y 
voluntariedad; ya que la 
implementación y seguimiento acude 
a los principios de coordinación y 
concurrencia. 

6.1.13.
2 

Incluir en la herramienta de 
planeación y seguimiento del 
Plan de Acción Territorial, el 
plan asociado a los Derechos 
Colectivos Étnicos, por parte 
de las entidades territoriales 
en cumplimiento de la política 
pública de víctimas. 

Fecha de 
implementación 
de la acción 

Se requiere ajuste fecha de entrega: 
30/06/2026. 

6.1.25.
1 

Entendimiento de Negocio y 
Funcional (lineamientos, 
actores, fuentes) 

Redacción de 
acción  

La nueva redacción propone un mejor 
entendimiento y una solución que 
atiende la falencia "Interoperabilidad 
de sistemas de información" lo cual no 
necesariamente atiende al desarrollo 
de sistemas de información tanto en la 
UARIV como en las entidades del 
SNARIV, sino en la identificación de 
qué sistemas de información se 
disponen para proponer procesos de 
interoperabilidad. 

6.1.25.
2 

Requerimientos de Activos y 
fuentes de información 

Redacción de 
acción  

La nueva redacción propone un mejor 
entendimiento y una solución que 
atiende la falencia “Interoperabilidad 
de sistemas de información" lo cual no 
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Código Redacción actual Ajuste 
solicitado 

Argumentos 

necesariamente atiende al desarrollo 
de sistemas de información tanto en la 
UARIV como en las entidades del 
SNARIV, sino en la identificación de 
que sistemas de información se 
disponen para proponer procesos de 
interoperabilidad. 

6.1.25.
5 

Desarrollo y ajuste de 
herramientas involucradas 

Redacción de 
acción  

La nueva redacción propone un mejor 
entendimiento y una solución que 
atiende la falencia "Interoperabilidad 
de sistemas de información" lo cual no 
necesariamente atiende al desarrollo 
de sistemas de información tanto en la 
UARIV como en las entidades del 
SNARIV, sino en la identificación de 
que sistemas de información se 
disponen para proponer procesos de 
interoperabilidad 

 

A continuación, se relacionan las acciones que se consideran de mayor impacto. 
 

Acción de impacto 
Entidad 
responsable 

Falla estructural que 
contribuye a superar 

Impacto esperado 

Formulación, 
concertación e 
implementación de 
los Planes de 
Salvaguarda Étnica 
(PSE) 

Ministerio del 
Interior – 
Dirección de 
Asuntos 
Indígenas 

- Ausencia de 
garantías para el 
ejercicio de la 
autonomía 
- Débil 
implementación de 
planes estructurales 
- Descoordinación 
interinstitucional 

Permite la participación efectiva de 
las autoridades indígenas, fortalece 
la institucionalidad propia y 
articula la oferta estatal con el 
conocimiento ancestral para 
garantizar la pervivencia cultural y 
territorial. 

Consulta Previa del 
proyecto de Ley de 
Coordinación 
Interjurisdiccional 
(art. 246 CP) 

Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho 

- Desconocimiento del 
pluralismo jurídico 
- Falta de articulación 
entre jurisdicciones 

Consolida una ruta normativa para 
el reconocimiento de la jurisdicción 
indígena en el marco constitucional, 
promueve el diálogo intercultural y 
fortalece la autonomía 
jurisdiccional. 

Banco de Iniciativas 
y Proyectos para el 
Fortalecimiento de 
la Justicia Propia 
(BIP) 

Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho 

- Falta de financiación 
estructural para 
gobiernos propios 
- Debilidad 
institucional local 

Apoya técnica y presupuestalmente 
iniciativas construidas por las 
comunidades, fortaleciendo 
capacidades organizativas y 
sostenibilidad de la justicia propia 
desde la autodeterminación. 

Caracterización de 
los sistemas de 
justicia propios de 
comunidades NARP 

Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho 

- Invisibilización de 
sistemas de justicia 
- Falta de información 
para toma de 
decisiones y 
articulación 

Genera insumos para el diseño de 
políticas con enfoque étnico; 
reconoce autoridades legítimas y 
fomenta el respeto a las prácticas 
ancestrales, facilitando el diálogo 
con la institucionalidad. 

Fortalecimiento de 
autoridades étnicas 
en justicia y 
articulación 
interinstitucional 

Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho 

- Falta de capacidades 
técnicas 
- Débil articulación 
entre autoridades 
propias y estatales 

Brinda herramientas formativas, 
metodológicas y organizativas para 
el ejercicio autónomo del gobierno 
propio en justicia y para la 
interacción con el Estado desde un 
enfoque de derechos. 

Acompañamiento 
técnico en la 
formulación de PIRC 
de pueblos Jiw y 
Nukak 

Unidad para 
las Víctimas 
(UARIV) 

- Riesgo de exterminio 
físico y cultural 
- Déficit de 
participación en la 
reparación colectiva 

Garantiza recursos y metodologías 
con enfoque diferencial para 
avanzar en procesos de reparación 
colectiva concertada, fortaleciendo 
la gobernanza propia de pueblos en 
situación de mayor vulnerabilidad. 
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Acción de impacto 
Entidad 
responsable 

Falla estructural que 
contribuye a superar 

Impacto esperado 

Incorporación de la 
Kriss Romaní en el 
marco normativo 
del pueblo ROM 

Ministerio de 
Justicia y del 
Derecho 

- Falta de 
reconocimiento del 
sistema propio de 
justicia RrOM 
- Exclusión normativa 

Da cumplimiento a compromisos 
concertados, protege los derechos 
colectivos del pueblo ROM y 
visibiliza su sistema de justicia 
como parte del pluralismo jurídico 
nacional. 

 

Estas acciones contribuyen a resolver de manera estructural los déficits en el reconocimiento, 
articulación y fortalecimiento del autogobierno étnico, y son fundamentales para transformar 
las relaciones entre el Estado y los pueblos étnicos bajo principios de interculturalidad, 
pluralismo jurídico y participación efectiva. 
 
 

6.1.6. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Se solicita respetuosamente a la Corte considerar: 
 

● Convocar una audiencia especial de seguimiento específica sobre autonomía y 
gobierno propio étnico, con participación directa de autoridades indígenas, 
afrodescendientes y RrOM, así como de entidades del SNARIV y órganos de control, tal 
como se explica más adelante.  
 

● Ordenar la creación de una instancia de coordinación interjurisdiccional e 
interinstitucional con carácter vinculante, que garantice la implementación efectiva 
de los Planes de Salvaguarda, Planes Integrales de Reparación Colectiva, retornos y 
reubicaciones y demás medidas relacionadas con el autogobierno, articulando 
presupuesto, cronogramas, responsables y mecanismos de verificación. 

 
● Ordenar al Congreso de la República y al Ejecutivo a consolidar el reconocimiento 

normativo y práctico de la jurisdicción especial de pueblos distintos al indígena, como 
lo ha planteado la Corte en ejercicios interpretativos del pluralismo jurídico. 

 
● Fortalecer el mecanismo de seguimiento de los indicadores de goce efectivo de 

derechos desde la perspectiva y metodologías propias de los pueblos étnicos, como 
base para la evaluación del cumplimiento y superación del Estado de Cosas 
Inconstitucional. 

 
● Considerar que los Indicadores de Goce Efectivo de Derechos (IGED) sean 

reconocidos como un mecanismo progresivo de medición, más allá de su carácter 
numérico y formal. 
 

Fundamento de la solicitud. 
 

1. Persistencia de la desprotección estructural de los sistemas de gobierno propio, 
especialmente en pueblos en riesgo de exterminio físico y cultural, pese a los mandatos 
expresos de la Corte (Autos 004, 005, 620, 310, entre otros). 
 

2. Incumplimiento sistemático y fragmentado de las órdenes relacionadas con los 
Planes de Salvaguarda Étnica (PSE), los Planes de Reparación Colectiva (PIRC) y la 
coordinación interjurisdiccional, sin que existan mecanismos eficaces de exigibilidad ni 
consecuencias frente a la omisión institucional. 

 
3. Débil articulación interinstitucional y ausencia de garantías para el ejercicio efectivo 

del gobierno propio en los procesos de retorno, reparación, consulta previa, 
administración de justicia y formulación de política pública. 

 
4. Falta de implementación plena del enfoque de pluralismo jurídico y autonomía 

diferencial en el diseño normativo, presupuestal y operativo del Estado, lo que 
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perpetúa la exclusión estructural de los pueblos étnicos como sujetos de especial 
protección. 

 

 

 

6.2. Identidad Cultural 
 

 

 

6.2.1. Introducción 
 

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha reconocido que “la identidad cultural es un 

derecho esencial que garantiza que las comunidades e individuos puedan ejercer sus derechos de 

acuerdo con su cosmovisión y forma de ver el mundo. Esto implica, que la identidad no puede 

entenderse como algo estático, pues responde a las interacciones de diferentes factores sociales, 

económicos, políticos y culturales”. Refiriendo al Convenio 169 de la OIT, la Corte identifica los 

siguientes criterios: “criterio objetivo, se refiere a elementos susceptibles que den cuenta de la 

identidad, como lo son la lengua, estructuras sociales, entre otras. (…) Al valorar la identidad 

cultural, debe primar la realidad sobre las formalidades y, por tanto, se deben aplicar de manera 

ponderada. Ahora, de acuerdo a la jurisprudencia, en términos generales, para estudiar el 

reconocimiento de la identidad cultural, prevalece el criterio subjetivo que está intrínsecamente 

relacionado con el derecho al auto reconocimiento o el derecho a auto identificarse e identificar a 

sus semejantes como parte de la comunidad”. (Sentencia T-445 de 2022 y otras).  

Con ocasión al conflicto armado interno, los pueblos étnicos han sido victimizados particular y 

desproporcionadamente; una violencia que se da en un contexto de exclusión y racismo 

históricos y estructurales que afectan el derecho colectivo a la identidad cultural en la medida 
que las dinámicas propias de reproducción social del conocimiento comunitario y de los 

sistemas culturales de los pueblos étnicos son interrumpidas.  

Por lo anterior, el Estado colombiano debe implementar acciones y actividades que fortalezcan 

los sistemas culturales de los pueblos y reparen el daño cultural ocasionado en el desarrollo del 

conflicto armado, en cumplimiento de instrumentos de planeación comunitaria de naturaleza 

administrativa como los Planes Específicos, los Planes Integrales de Reparación Colectiva y los 

Planes de Retorno y Reubicación; así como también en virtud de resoluciones judiciales (Auto 

620 de 2017, sentencias de restitución de tierras, sentencias de Justicia y Paz, entre otras). 

Estas acciones de fortalecimiento cultural propenden por la revitalización de los sistemas 

culturales de los pueblos étnicos a través del reconocimiento y promoción de sus prácticas 

propias e intercambio generacional de su conocimiento ancestral. Están orientadas por los 

principios de voluntariedad y concertación, reconociendo el papel activo y central de las 

comunidades en la reparación de su cosmogonía y en la concreción de acciones a implementar. 

Además, se resalta que, según la reciente Ley 2421 de 2024 (Artículo 26), el Estado colombiano 

debe guiarse por una apuesta de integralidad, por lo que es recomendable que estas órdenes 

judiciales, instrumentos de planeación comunitaria y demás acciones de fortalecimiento 

cultural de los sistemas establecidos para la garantía de derechos de las víctimas sean 

comprendidas en una lógica de articulación armónica, por ejemplo, en la concepción de los 

programas, en la identificación de las comunidades a priorizar, o en la intervención territorial.  

Así mismo, el Estado deberá implementar la política pública de víctimas de manera sensible a 

las particularidades de los pueblos étnicos lo que exigirá adecuaciones institucionales para 

garantizar la apropiación efectiva de los enfoques diferenciales étnico e interseccional por parte 

de sus funcionaries y procedimientos. 
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6.2.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

En términos generales, este componente pretende garantizar el derecho a la identidad cultural 

de las comunidades y pueblos étnicos afectados por el desplazamiento forzado en razón al 

conflicto armado. Este derecho tiene un reconocimiento objetivo que se constata, por ejemplo, 

en las lenguas, prácticas, usos y costumbres propias de los pueblos que se han visto afectadas 

en su normal reproducción social e intergeneracional con ocasión de la disgregación 

comunitaria y familiar por el desplazamiento forzado como por violaciones directas a líderes 

culturales.  

Además, como lo indica la Corte Constitucional, este derecho también tiene un matiz subjetivo 

que es preponderante y que da lugar a que las acciones de reparación cultural o garantía del 

derecho a la identidad cultural que implemente el Estado deben respetar y fundarse en los 

principios de voluntariedad y concertación de manera que la incidencia, participación y 

satisfacción comunitaria sean los derroteros en la implementación de la acción mediante la cual 

se garantiza el derecho a la identidad cultural.  

Para garantizar este derecho se implementan acciones de fortalecimiento de los sistemas 

culturales (promoción de prácticas/conocimiento), en cumplimiento de los planes 

comunitarios referidos previamente o de órdenes judiciales. Aun cuando lo cultural es un 

fenómeno social complejo, histórico y que su reparación y revitalización no puede concluirse 

como producto de la implementación de “x” o “y” acción, identificar las acciones que se 

concertan en instrumentos de planeación comunitaria u órdenes judiciales permiten tener una 

línea base respecto de las acciones comprometidas con los pueblos para su reparación cultural 

y garantía del derecho a la identidad cultural. Estas acciones son producto de órdenes judiciales 

en las que se constata judicialmente un daño o de diagnósticos de autoridades administrativas 

o comunitarios dentro de sistemas que se han legislado para reparar y garantizar los derechos 

de las víctimas del conflicto. 

Por otro lado, las falencias identificadas en este componente podrían entenderse como 

consecuencia del racismo estructural e histórico que permea tanto al Estado como las entidades 

encargadas de la implementación de la política pública de víctimas. Esto se evidencia en la 

insuficiente apropiación de enfoques diferenciales e interseccionales para la atención o 

contratación con comunidades étnicas. Por esto, dentro del Plan de Acción existen algunas 

acciones que tienen que ver con la adecuación o pedagogía institucionales para la apropiación 

del enfoque diferencial étnico e interseccional, también en cumplimiento de los autos de 

seguimiento de la Sentencia T 025 de 2004.  

En coherencia con las falencias identificadas por el componente de identidad cultural en el 

marco del plan de acción y el informe de Gobierno presentado con ocasión de los Autos 310 y 

1291 de 2023, a continuación, se presentará el avance de las acciones comprometidas por el 

Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes (Ministerio de las Culturas), el Instituto 

Colombiano de Antropología e Historia (ICANH) y el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 

(ICBF). Lo anterior usando como base el Anexo 2. Sistematización Formularios (Seguimiento 

acciones Auto 310. Vigencia 2024).  

 

Falencia La política pública carece de claridad en cuanto a la atención diferenciada hacia 

los pueblos en contacto inicial, así como en la protección de los pueblos aislados o no 

contactados. Esta ambigüedad ha resultado históricamente en acciones que les han 

causado daño 

 

Para la atención de esta falencia, desde el ICANH se propuso la acción 6.2.7.1 en cumplimiento 

del Auto 266 de 2017, según la matriz de seguimiento, al cumplimiento de órdenes judiciales 

de la Subdirección de Investigaciones y Producción Científica y Oficina Asesora Jurídica, 
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orientada a reforzar la obligación de protección que tiene el Estado particularmente con los 

pueblos aislados o no contactados, los cuales, se encuentran en un grado de desprotección 

mayor por diversas razones, dentro de las que destaca la fragmentación normativa en su 

reconocimiento y atención y una concepción marcadamente esencialista de estos pueblos y sus 

culturas. De este documento investigativo se esperan recomendaciones técnicas en aras de que 

las acciones de atención para la garantía del derecho a la identidad cultural de estos pueblos 

aislados o no contactados sea sensible a sus condiciones particulares.  

También se propuso la actividad del código 6.2.7.2 en cumplimiento de la ordenes contenidas 

en los Autos 004 y 005 de 2009, y particularmente Auto 266 de 2017 orden decimocuarta, en 

la que el ICANH ofrece su asistencia técnica y el acompañamiento a los espacios de diseño e 

implementación de la política pública para pueblos aislados y/o en contacto inicial. Sin 

embargo, durante el periodo comprometido en el Plan de Acción no se recibieron 

convocatorias.  

 

Falencia Existe una insuficiente incorporación y reconocimiento del derecho a la 

identidad cultural dentro de los objetivos y funciones misionales de las entidades 

correspondientes 

 

El ICANH propuso la acción 6.2.8.1 en cumplimiento de la sentencia T-025 de 2004 y sus autos 

de seguimiento, especialmente el Auto 266 de 2017 en el que se ordena al Ministerio del 

Interior, al Ministerio de las Culturas y al ICANH que “formule e implemente un programa de 

capacitación y sensibilización para los gobiernos departamentales y municipales”. Frente a ello, 

desde la Oficina Asesora Jurídica con la colaboración de la Subdirección de Investigaciones y 

Producción Científica se rastreó la respuesta que en su debido momento el ICANH remitió a la 

Corte Constitucional, cuyo informe consistió en proponer a la Corte la elaboración de cartillas, 

capacitaciones e instrumentos pedagógicos de carácter técnico, haciendo énfasis en la 

socialización de conceptos como el de enfoque diferencial étnico, dirigidos a funcionarios y 

servidores estatales con miras a lograr una mayor sensibilización de las autoridades 

institucionales, sobre todo a nivel departamental y municipal.  

Pese a que, en principio, se cumplió con el requerimiento específico ordenado por la Corte, 

se consideró pertinente que a ocho años después de derivada esta orden se realizara un balance 

en relación con la eficacia de las acciones adoptadas y, con ello, realizar una lectura del estado 

del relacionamiento entre la institucionalidad estatal y las formas organizativas autónomas de 

los pueblos étnicos, en el que se identifique la apropiación conceptual, y por ende la aplicación 

en la administración pública, del enfoque diferencial étnico. 

Por lo anterior, en virtud de ese Auto se desarrolló el evento denominado “Articulación 

interinstitucional para una política de relacionamiento entre pueblos étnicos y entidades 

territoriales con enfoques diferenciales”. Con el evento se lograron dos objetivos estratégicos: (i) 

un balance de las medidas adoptadas a partir de la orden del Auto 266 de 2017 y un diagnóstico 

de la percepción de los pueblos étnicos en relación con la institucionalidad estatal del orden 

local, en términos de medir la eficacia de las medidas adoptadas y verificar la pertinencia de 

continuar con programas de sensibilización sobre enfoques diferenciales, y (ii) establecimiento 

de canales de articulación con entidades del orden nacional y territorial para aunar esfuerzos 

en la concertación y coordinación de actividades, programas o demás gestiones que requieran 

el concurso del ICANH como ente técnico asesor del Estado en asuntos de etnografía y 

antropología social que presta sus buenos oficios para un mejor relacionamiento con los 

pueblos étnicos (Anexo ICANH). 

Adicionalmente, el Ministerio de las Culturas propuso la acción 6.2.1.1 relacionada con la 

creación del Comité de seguimiento a sentencias y medidas de reparación a víctimas de la 

resolución 305 de 2023 y al plan de trabajo de la vigencia 2024 que tiene como finalidad 
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materializar una acción ministerial optima, integral y coordinada”. Este Comité ha sesionado y 

liderado una estrategia de consolidación de información relacionada con la identificación y 

monitoreo de las acciones de fortalecimiento cultural pendientes de cumplir con comunidades 

étnicas víctimas del conflicto armado, con la finalidad de consolidar una línea base y garantizar 

adecuado seguimiento y monitoreo.  

 

Falencia En ausencia de garantías sólidas para los derechos territoriales, se ven 

comprometidas las prácticas fundamentales que constituyen la identidad cultural de 

cada pueblo 

 

Se elaboró un documento técnico sobre definición del daño cultural, con base en investigaciones 

previas sobre dicho concepto realizadas por la Subdirección de investigación y producción 

científica del ICANH, para responder a solicitudes de entidades y organizaciones sociales y 

étnicas, documento que además aporta en la elaboración de conceptos y respuesta a órdenes 

judiciales (acción 6.2.5.1).  

Como aporte principal, este documento propone un noción de “daño cultural” como concepto 

que indaga por “cómo la acción humana afecta a los vínculos sociales y culturales entre personas, 

las comunidades a las que pertenecen y con el medio ambiente”, de modo que “su uso pretende 

ampliar la comprensión jurídica de los daños morales del afectado o de su grupo (como la honra, 

buen nombre, dignidad, sufrimiento físico y psíquico...), incluyendo aquellos daños cuyos efectos 

desbordan la dimensión subjetiva y psíquica del afectado, incidiendo negativamente en los 

vínculos que el grupo establece con su propio ordenamiento social, cultural y ambiental” (6.2.5.1). 

(ANEXO ICANH). 

Respecto la acción 6.2.7.1, si bien se solicitará su eliminación dentro del Plan de Acción pues no 

responde al indicador de “numero de medidas concertadas, e implementadas para la 

recuperación, rescate o memoria de las practicas ancestrales o tradicionales en el marco del 

cumplimiento de Planes (Planes específicos, Planes Integrales de Reparación colectiva de 

comunidades víctimas de desplazamiento forzado, Planes de Retornos y Reubicación de 

comunidades étnicas, Planes de Salvaguarda y Órdenes judiciales)”, desde el ICANH en la vigencia 

2024 se fortaleció el enfoque diferencial del programa "COLABORATORIOS" (ANEXO ICANH). 

 

Falencia Se observa una insuficiencia de profesionales permanentes especializados en 

conocimientos étnicos diferenciales. Además, se evidencia una deficiencia en la 

formación de los funcionarios públicos responsables de atender a la población étnica, lo 

cual es esencial para garantizar una interacción que respete y valore la diversidad 

cultural. 

 

Si bien el ICANH propuso la acción 6.2.9.2 Participación en la formación del equipo de 

caracterización de los sistemas de justicia propia del Grupo de Fortalecimiento a la Justicia Étnica 

(GFJE) del Ministerio de Justicia, para la realización de las caracterizaciones de justicias propias 

que se realizarán durante 2024, dado que esta acción no se corresponde al universo de órdenes 

judiciales por cumplir según la matriz de monitoreo del ICANH, se solicitará su eliminación 

dentro del Plan de Acción.  

 

Falencia Persiste el racismo estructural y la discriminación contra los pueblos étnicos, 

manifestándose en acciones que vulneran sus derechos colectivos.  

 

el ICANH relacionó las acciones 6.2.9.3, 6.2.9.5. y 6.2.9.6, teniendo en cuenta que son espacios 

de reflexión social que aportan indirectamente a la transformación de los constructos y 

patrones sociales que legitiman las lógicas de racismo estructural, dado que estas acciones no 
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corresponden al cumplimiento providencias judiciales identificadas dentro de la matriz de 

seguimiento a órdenes judiciales por cumplir del ICANH, se solicitará su eliminación dentro del 

Plan de Acción. 

De otro lado, el ICANH propuso la acción 6.2.81 en el marco de la respuesta a la sentencia T-025 

de 2004 y sus autos de seguimiento, en los cuales el instituto está vinculado de manera directa 

o subsidiaria, específicamente en los Autos 004 y 005 de 2009, Auto 266 de 2017 orden 

decimocuarta y Auto 620 de 2017. No obstante, frente a esta acción se solicitará el cambio en el 

periodo de implementación, por lo que no se reporta avance a la fecha.  

En relación con el Ministerio de las Culturas, esta falencia se propuso atender a través de la 

implementación de acciones de fortalecimiento cultural con comunidades étnicas en 

cumplimiento de planes administrativos u órdenes judiciales. La acción 6.2.2.2 que contribuye 
al cumplimiento de las órdenes emitidas en las sentencias T-025/2004, Auto 004/2009, 

005/2009 y 266/2017, y a la implementación de la Ley 2087 de 2021 sobre Bojayá, Chocó, se 

avanzó en la pre-producción de un documental, en la recuperación del espacio de memoria y 

en la realización del acto de desagravio (Anexo MinCulturas).  

También, la acción 6.2.2.3 como parte del fortalecimiento y apoyo a iniciativas de cultura de paz 

en el Pacífico Nariñense, en articulación con la Jurisdicción Especial para la Paz JEP, se previó 

acompañar el proyecto para la conservación socioambiental y cultural del Pueblo Awá. Se 

llevaron a cabo foros, encuentros de saberes, recorridos de la memoria por el territorio y 

difusión de contenidos por radio con la finalidad de promover la memoria histórica del pueblo 

y reparar su daño cultural, en cumplimiento de mandatos de la JEP. (Anexo MinCulturas). 

 

Falencia Falta de flexibilidad en los procesos de contratación para considerar 

adecuadamente las características culturales idóneas. Esto implica no reconocer los 

saberes propios ni las particularidades de las necesidades específicas que son esenciales 

para fortalecer la identidad cultural en las comunidades étnicas. 

 

Dentro de este conjunto de acciones relacionadas con la implementación de actividades de 

fortalecimiento cultural en cumplimiento de órdenes judiciales o planes administrativos, el 

Ministerio de las Culturas propuso la acción 6.2.3.1 referida a la contratación directa con 

comunidades en la que se avanzó durante la vigencia 2024 con la suscripción de convenios 

directos y modalidades contractuales con las formas organizativas de las comunidades étnicas 

beneficiarias (Anexo MinCulturas). 

Ahora bien, como se detallará adelante, se propondrá la modificación de las acciones 6.2.2.2, 

6.2.2.3 y 6.2.3.1 con la finalidad de que reporten a una acción de impacto que identifique y se 

comprometa con el cumplimiento de acciones de fortalecimiento cultural concertadas con 

comunidades étnicas víctimas del conflicto armado en planes administrativos o en 

cumplimiento de órdenes judiciales. 

 

6.2.3. Análisis batería de indicadores 
 

De conformidad con el análisis del Ministerio de las Culturas sobre los indicadores IGEDH 2023 

1. Número de personas de las comunidades con enfoque diferencial étnico, que acceden a las 

acciones o medidas para la recuperación, rescate o memoria de las prácticas ancestrales o 

tradicionales y 2. Número de medidas concertadas e implementadas por el Ministerio de las 

Culturas las Artes y los Saberes en el cumplimiento de Planes (Anexo 1), se concluye la 

continuidad de las falencias sobre persistencia del racismo estructural, no garantía de los 

derechos colectivos y falta de apropiación del enfoque diferencial por parte de funcionaries, en 

la medida que se constata un cumplimiento moderado en las acciones de fortalecimiento 
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cultural concertadas en cumplimiento de planes administrativos u órdenes judiciales con 

respecto a la línea base.  

De igual modo, esta falencia se representa en la ausencia de una línea base consolidada y un 

sistema que permita la identificación de acciones y los respectivos compromisos a cargo de las 

entidades, su seguimiento y monitoreo por parte de las secretarías técnicas de los sistemas de 

garantía de derechos para las víctimas o por parte de la entidad en cumplimiento de órdenes 

judiciales. 

Por otro lado, según las mesas de trabajo adelantadas por las entidades asociadas a este 

componente durante las vigencias 2024 y 2025, en especial el ICANH y el Ministerio de las 

Culturas, se considera necesario modificar el indicador de garantía del derecho a la identidad 

cultural por uno que permita un análisis que integre el cumplimiento de todas las acciones de 

fortalecimiento cultural pertinentes concertadas en planes administrativos u ordenadas 

judiciales. De este modo, la fórmula propuesta es:  

Indicador: Porcentaje de acciones implementadas para la recuperación, rescate o 

memoria de las prácticas ancestrales o tradicionales en el marco del cumplimiento de 

Planes (planes específicos, planes integrales de reparación colectiva de comunidades 

víctimas de desplazamiento forzado, planes de retorno y reubicación de comunidades 

étnicas, Planes de Salvaguarda y órdenes judiciales) 

Numerador: Número de medidas concertadas e implementadas para la recuperación, 

rescate o memoria de las practicas ancestrales o tradicionales en el marco del 

cumplimiento de Planes (Planes específicos, Planes Integrales de Reparación colectiva de 

comunidades víctimas de desplazamiento forzado, Planes de Retornos y Reubicación de 

comunidades étnicas, Planes de Salvaguarda y Órdenes judiciales) 

Denominador: Número total de medidas concertadas para la recuperación, rescate o 

memoria de las practicas ancestrales o tradicionales en el marco del cumplimiento de 

Planes (Planes específicos, Planes Integrales de Reparación colectiva de comunidades 

víctimas de desplazamiento forzado, Planes de Retornos y Reubicación de comunidades 

étnicas, Planes de Salvaguarda y Órdenes judiciales), según los instrumentos de 

información preliminares de las entidades. 

Universo – fuente de información: Preliminarmente: matrices de seguimiento y monitoreo 

de cada una de las entidades. El objetivo es un sistema riguroso de seguimiento y 

monitoreo que interopere los distintos sistemas de protección a víctimas y consolide el 

total de acciones concertadas y comprometidas. 

 

6.2.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

El enfoque central de este capítulo propone que el racismo estructural y la falta de garantía del 

derecho a la identidad cultural de los pueblos étnicos víctimas del conflicto se representa en la 

ausencia de un sistema de identificación, seguimiento y monitoreo de las acciones de 

fortalecimiento cultural concertadas en planes administrativos o en cumplimiento de órdenes 

judiciales, lo que redunda en la insuficiente implementación de acciones y de presupuestos así 

como en la desarticulación interinstitucional al no existir instrumentos administrativos que 

permitan las planeación integral de acciones, la socialización de experiencias exitosas o la 

intervención territorial articulada. 

Por lo anterior, además de la identificación de una acción de impacto principal asociada a la 

implementación de acciones de fortalecimiento cultural en cumplimiento de planes o de 

órdenes judiciales y directamente relacionada con el indicador sugerido para el componente 

IGEDH Identidad Cultural, es necesaria la consolidación de espacios institucionales e 

interinstitucionales para la implementación articulada, óptima y estratégica de la política 
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pública de víctimas tanto a nivel interno en cada una de las entidades como a nivel de sector-

componente, propuesta que contiene los siguientes objetivos:  

1. Consolidar o promover la consolidación de una línea base de acciones de 

fortalecimiento cultural por cumplir / sistema de seguimiento y monitoreo  

 2. Planear la implementación e intervención territorial de manera coordinada y a partir 

de los lineamientos de la coordinación del SNARIV;  

3. Proponer un modelo de atención diferencial e interseccional, a partir de la 

experiencia institucional del ICBF (Resolución 7998 de 2023) e 

investigaciones/programas/experiencias previas del ICANH, dirigido a les funcionaries 

relacionades con la atención y reparación a víctimas. Este modelo tendrá un énfasis i) en la 

pedagogía sobre las rutas para la contratación directa de acciones de fortalecimiento cultural 

(que promuevan sus prácticas o su intercambio generacional) con las comunidades étnicas 

beneficiarias (Resolución No 7700 del 2023 del ICBF, por ejemplo) y ii) en los modelos de 

atención de pueblos en contacto inicial, no contactados o en aislamiento (Investigaciones 

ICANH). 

 

 

 

6.2.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

6.2.5.1 Elaboración documento 

técnico sobre definición del 

daño cultural, con base en 

investigaciones previas 

sobre dicho concepto 

realizadas por la 

Subdirección para 

responder a solicitudes de 

entidades y organizaciones 

sociales y étnicas. 

 

Redacción de acción; Fecha de 

implementación de la acción.  

 

Elaboración documento 

técnico sobre definición del 

daño cultural, con base en 

investigaciones previas sobre 

dicho concepto realizadas por 

la Subdirección de 

Investigación y producción 

científica, para responder a 

solicitudes de entidades y 

organizaciones sociales y 

étnicas. 

En la acción actual no se 

especifica la subdirección 

a la que hace referencia. 

Temporalidad fecha inicio 

- fecha fin: septiembre a 

diciembre de 2024.  

 

 

 

 

6.2.7.1 Proyecto de investigación: 

"Proyecciones actuales de 

las políticas de protección a 

los pueblos aislados en el 

oriente amazónico, 

Colombia". 

 

Redacción de acción; Fecha de 

implementación de la acción 

 
Proyecto de investigación: 

"Pueblos en contacto: Análisis 

crítico de la colonización, las 

relaciones interculturales y los 

conflictos sociales en la 

Amazonía".  

 

Formulación, implementación 

y resultados 2025 – 2027.  

Se solicita la modificación 

del nombre, teniendo en 

cuenta que se particulariza 

la discusión en torno a tres 

categorías, así como 

también lo relativo a la 

zona geográfica, se señala 

que es una modificación 

con fines metodológicos.  

Fecha: se solicita ajustar la 

fecha de la siguiente 

manera: para la etapa de 

formulación: segundo 

semestre de 2025 y para la 
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etapa de seguimiento: 

2026. para la etapa de 

resultados: cuarto 

trimestre de 2026 y 2027. 

 

6.2.4.1 Se propone robustecer el 

enfoque diferencial 

programa 

"COLABORATORIOS", cuyo 

propósito radica en 

fundamentar institucional, 

conceptual y 

contextualmente, procesos y 

acciones conducentes a la 

formulación de estrategias 

que fortalezcan la 

gobernanza, la gestión 

territorial y la 

democratización de los 

patrimonios arqueológicos y 

bioculturales en 

participación co-creativa de 

actores relevantes de orden 

institucional y comunitario 

en los contextos de 

implementación. Además, se 

efectuará una nueva versión 

del programa "Diarios del 

Agua" cuyo objeto es "Aunar 

esfuerzos científicos, 

investigativos, técnicos y 

administrativos, tendientes 

a Desarrollar una estrategia 

de divulgación para 

televisión pública que 

propenda por la 

construcción de memoria 

histórica, la generación de 

conocimiento público para 

la construcción de la paz, la 

visibilización de la 

diferenciación social y lucha 

contra la discriminación y la 

reparación al daño cultural 

desde la misionalidad del 

ICANH." 

 

Eliminar Se propone la eliminación 

de la acción porque la 

misma no se corresponde 

con el universo de 

acciones devenidas de la 

vinculación y seguimiento 

de órdenes judiciales 

6.2.8.1 Taller "Aportando a la 

acción pública: Diversidad, 

Diferencia y Derechos - 

Enfoque Diferencial Étnico 

para la Atención a Víctimas 

del Desplazamiento Forzado 

y la Violencia". Lugar: Puerto 

Gaitán, Meta. Fecha: Por 

definir. Dirigida 

principalmente a Entidades 

públicas y comunidades 

étnicas 

Redacción de acción; Fecha de 

implementación de la acción  

 

Taller “Articulación 

interinstitucional para una 

política de relacionamiento 

entre pueblos étnicos y 

entidades territoriales con 

enfoques diferenciales” Lugar 

Santa Marta. Fecha: noviembre 

de 2024. 

Se solicita la modificación 

del nombre y fecha según 

la actividad que finalmente 

se implementó en la 

vigencia 2024, en 

cumplimiento de la acción 

propuesta dentro del Plan. 
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6.2.9.5 En el marco de la serie "¿Qué 

pasa con los 

afrodescendientes en las 

Américas?", se finalizará 

durante la presente vigencia 

la segunda entrega, titulada 

"Racismo policial en Cali". El 

año pasado se estrenó la 

primera entrega, titulada 

"Ecocidio", disponible en el 

canal de Youtube del 

Instituto. 

 

Eliminar 

 

Se propone la eliminación 

de la acción porque la 

misma no se corresponde 

con el universo de 

acciones devenidas de la 

vinculación y seguimiento 

de órdenes judiciales 

 

6.2.9.3  Mesa técnica para evaluar la 

respuesta del ICANH a los 

ordenado en el artículo 43 

de la ley 70 de 1993. 

 

Eliminar 

 

Se propone la eliminación 

de la acción porque la 

misma no se corresponde 

con el universo de 

acciones devenidas de la 

vinculación y seguimiento 

de órdenes judiciales 

 

6.2.9.6 

 

Dar continuidad a la 

"Cátedra Chocó". Es un 

compromiso con Mesa 

Técnica de Cultura del 

Comité Cívico del Chocó, que 

se ratificó en 2020. Para 

para la vigencia 2024, se 

tratará la obra y 

pensamiento del pionero de 

la antropología en Colombia, 

el etnólogo chocoano 

Rogerio Velásquez. Se 

realizarán tres capítulos y 

un coloquio de cierre. 

 

Eliminar 

 

Se propone la eliminación 

de la acción porque la 

misma no se corresponde 

con el universo de 

acciones devenidas de la 

vinculación y seguimiento 

de órdenes judiciales 

 

6.2.9.2  

 

Participación en la 

formación del equipo de 

caracterización de los 

sistemas de justicia propia 

del Grupo de 

Fortalecimiento a la Justicia 

Étnica (GFJE) del Ministerio 

de Justicia, para la 

realización de las 

caracterizaciones de 

justicias propias que se 

realizarán durante 2024. 

Eliminar 

 

Se propone la eliminación 

de la acción porque la 

misma no se corresponde 

con el universo de 

acciones devenidas de la 

vinculación y seguimiento 

de órdenes judiciales 
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6.2.8.1 

 

Taller "Aportando a la 

acción pública: Diversidad, 

Diferencia y Derechos - 

Enfoque Diferencial Étnico 

para la Atención a Víctimas 

del Desplazamiento Forzado 

y la Violencia". Lugar: Puerto 

Gaitán, Meta. Fecha: Por 

definir. Dirigida 

principalmente a Entidades 

públicas y comunidades 

étnicas. 

 

Redacción de acción; Fecha de 

implementación de la acción.  

 

Taller "Aportando a la acción 

pública: Diversidad, Diferencia 

y Derechos - Evaluación de 

Proporcionalidad en las 

Consultas Previas" Lugar: 

Tumaco. Fecha: Septiembre 

2026.  

Esto en fundamento a la 

necesidad de hacer 

precisión metodológica y 

en consolidar la estrategia 

de regionalización del 

Instituto, realizando el 

evento en uno de los 

centros regionales que 

posee el ICANH 

 

 

6.2.9,1 Taller de capacitación para 

las áreas administrativa y de 

atención al ciudadano sobre 

enfoque diferenciales. Mesa 

de trabajo Interna con el 

equipo de profesionales 

calificados sobre los 

derroteros actuales del 

enfoque diferencial y las 

políticas diferenciales. 

 

Redacción de acción; Fecha de 

implementación de la acción 

 
Taller “Articulación 

interinstitucional para una 

política de relacionamiento 

entre pueblos étnicos y 

entidades territoriales con 

enfoques diferenciales” Lugar: 

San José del Guaviare. Fecha: 

Septiembre 2025. 

Necesidad de hacer 

precisión metodológica y 

consolidar la estrategia de 

regionalización del 

Instituto, realizando el 

evento en uno de los 

centros regionales que 

posee el ICANH. 

6.2.2.2 

 

Contribuir a la construcción 

de cultura de paz en el 

departamento del Chocó y el 

país, a través de la 

construcción participativa, 

con enfoque territorial y 

diferencial 

afrodescendiente, de la casa 

escuela museo de memoria 

de Bojayá.  

En 2024 - fase 1- se 

desarrollará un proceso de 

concertación y planeación 

participativa, reconociendo 

la autonomía y procesos 

previos de las comunidades 

en el territorio. Así mismo, 

se avanzará en los diseños y 

la museografía participativa 

del lugar, reconociendo la 

articulación del mismo con 

las manifestaciones 

culturales del río Atrato y 

otros proyectos estratégicos 

de las comunidades en el 

territorio. En ese marco, se 

implementará una 

estrategia de cultura de paz 

en Bojayá, Chocó, con énfasis 

en el desarrollo de procesos 

comunitarios de memoria, 

elaboración del duelo y 

construcción de paz que 

contribuyan a interpelar la 

relación entre violencias de 

Redacción.  

 

Implementación de acciones 

de fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes 

administrativos u órdenes 

judiciales.  

Con el fin de consolidar 

una acción de impacto 

mayor, se requiere 

agrupar todas las acciones 

relacionadas con la 

implementación de 

actividades de 

fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes u 

órdenes judiciales de 

manera que la nueva 

redacción de la acción liga 

la implementación de 

acciones al indicador 

IGEDH y a una línea base.  
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larga duración y el conflicto 

armado en la región. 

 

6.2.3.1 

 

En cumplimiento del PND 

2022-2026 y de la Ley 2160 

de 2021, se priorizó en la 

apropiación de recursos y 

suscripción de convenios y 

la contratación directa con 

las autoridades propias de 

los pueblos étnicos o sus 

organizaciones reconocidas 

(Consejos Comunitarios afro 

y resguardos indígenas, 

asociaciones y 

organizaciones de segundo 

nivel), para la 

implementación medidas 

tendientes a la reparación 

del daño cultural y al 

fortalecimiento cultural 

comunitario en el marco de 

los planes específicos del 

Auto 05 de 2009 y el PURC 

del Auto 620 de 2017 de la 

Corte Constitucional. Esta 

acción se propone como un 

piloto para la adecuación 

institucional y de 

capacidades humanas, con el 

fin de ampliar la suscripción 

de convenios directos en las 

próximas vigencias. 

 

Redacción.  

 

Implementación de acciones 

de fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes 

administrativos u órdenes 

judiciales, de conformidad con 

el indicador IGEDH. 

Con el fin de consolidar 

una acción de impacto 

mayor, se requiere 

agrupar todas las acciones 

relacionadas con la 

implementación de 

actividades de 

fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes u 

órdenes judiciales de 

manera que la nueva 

redacción de la acción 

ligue la implementación de 

acciones al indicador 

IGEDH y a una línea base.  

6.2.1.1 Creación del Comité el 2023. 

En el segundo semestre de 

2024 se viene desarrollando 

un plan de trabajo en el 

marco del comité con el 

propósito de materializar 

una acción ministerial 

optima, integral y 

coordinada. 

 

Redacción - alcance.  

 

Liderar espacios de 

articulación interna del 

Ministerio y articulación entre 

las entidades relacionadas al 

componente de Identidad 

Cultural, con el fin de optimizar 

la implementación de la 

política pública de víctimas y 

asegurar la garantía de los 

derechos de los pueblos 

étnicos. Dentro de estos 

escenarios se deberá 1. 

Consolidar o promover la 

consolidación de una línea 

base de acciones de 

fortalecimiento cultural por 

cumplir; 2. Planear la 

implementación e 

intervención territorial de 

manera coordinada y a partir 

de los lineamientos de la 

coordinación del SNARIV; 3. 

Proponer un 

Con el propósito de 

materializar una acción 

óptima, integral y 

coordinada como 

ministerio y como 

componente, se propone 

como acción de impacto 

liderada por cada una de 

las entidades a nivel 

interno y por el Ministerio 

de las Culturas a nivel de 

componente, relacionada 

con la consolidación de 

espacios de articulación y 

orientación estratégica en 

la implementación de 

acciones de 

fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes y 

órdenes judiciales, así 

como en la 

implementación de la 

política pública de 

víctimas.  
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modelo/lineamientos de 

enfoque diferencial e 

interseccional, a partir de la 

experiencia institucional del 

ICBF (Resolución 7998 de 

2023) e 

investigaciones/programas 

previos del ICANH, dirigido a 

los funcionarios relacionados 

con la atención y reparación a 

víctimas.  

 

 

Las acciones de mayor impacto se relacionan a continuación:  

Código Acción Explicación - argumentos en relación a las 

falencias y a la estrategia para la 

superación del ECI 

Nueva 

 

(Integra 

6.2.2.2, 

6.2.2.3 y 

6.2.3.1)  

Implementación de acciones de 

fortalecimiento cultural en 

cumplimiento de planes 

administrativos u órdenes judiciales, 

de conformidad con el indicador 

IGEDH. 

 

Con el fin de consolidar una acción de 

impacto mayor, se requiere agrupar todas 

las acciones relacionadas con la 

implementación de actividades de 

fortalecimiento cultural en cumplimiento 

de planes u órdenes judiciales de manera 

que la nueva redacción de la acción ligue la 

implementación de acciones al indicador 

IGEDH y a una línea base. 

 

 

6.2.1.1 Redacción - alcance.  

 

Liderar espacios de articulación 

interna del Ministerio y articulación 

entre las entidades relacionadas al 

componente de Identidad Cultural, con 

el fin de optimizar la implementación 

de la política pública de víctimas y 

asegurar la garantía de los derechos de 

los pueblos étnicos. Dentro de estos 

escenarios se deberá 1. Consolidar o 

promover la consolidación de una línea 

base de acciones de fortalecimiento 

cultural por cumplir; 2. Planear la 

implementación e intervención 

territorial de manera coordinada y a 

partir de los lineamientos de la 

coordinación del SNARIV; 3. Proponer 

un modelo de enfoque diferencial e 

interseccional, a partir de la 

experiencia institucional del ICBF 

(Resolución 7998 de 2023) e 

investigaciones/programas previo del 

ICANH, dirigido a los funcionarios 

relacionados con la atención y 

reparación a víctimas. Este modelo 

tendrá un énfasis i) en la pedagogía 

Con el propósito de materializar una acción 

óptima, integral y coordinada como 

ministerio y como componente, se propone 

como acción de impacto liderada por cada 

una de las entidades a nivel interno y por el 

Ministerio de las Culturas a nivel de 

componente, la consolidación de espacios 

de articulación y orientación estratégica en 

la implementación de acciones de 

fortalecimiento cultural en cumplimiento 

de planes y órdenes judiciales, así como 

para la implementación de la política 

pública de víctimas. 
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sobre las rutas para la contratación 

directa de acciones de fortalecimiento 

cultural (que promuevan sus prácticas 

o su intercambio generacional) con las 

comunidades étnicas (Resolución No 

7700 del 2023 del ICBF, por ejemplo) y 

ii) en los modelos de atención de 

pueblos en contacto inicial, no 

contactados o en aislamiento 

(Investigaciones ICANH). 

 

 

6.2.6. Solicitud a la Corte Constitucional 
 

Según los diagnósticos realizados en seguimiento al Plan de Acción propuesto, se identifican 

dos condiciones habilitantes o subyacente a sus acciones y propósitos:  

 

1. El derecho al territorio es una condición habilitante para que las actividades de 

fortalecimiento cultural concertadas tengan efectos positivos en la reproducción social 

del sistema cultural. 

 

2. La falta de continuidad de procesos, la acción con daño institucional y la desarticulación 

entre entidades tiene que ver, en gran medida, por el tipo de vinculación de los 

profesionales a cargo de las medidas de reparación a víctimas en las entidades del 

SNARIV y a cargo del cumplimiento de las medidas.  

 

6.2.7. Anexos 
 

6.2. Anexo Ministerio Culturas - ICANH 
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6.3. Territorio 
 

 

6.3.1. Introducción 
 

Con el objetivo de avanzar en la superación de las falencias estructurales identificadas en los 

ejercicios de seguimiento al Auto 310 de 2023, el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural 

(MADR) presenta en el siguiente apartado las acciones realizadas por el sector agropecuario en 

concordancia con el plan de acción proyectado para la vigencia 2024. 

Para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional (ECI) se ha realizado especial énfasis 

en atender las falencias estructurales, específicamente en los aspectos referidos a los derechos 

territoriales de los pueblos y comunidades Indígenas, comunidades Negras, Afrocolombianas, 

Raizales y Palenqueras. Desde el Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, de manera 

sintética consignamos en el presente informe los avances representados en las acciones 

realizadas por las entidades del sector, específicamente la Agencia Nacional de Tierras (ANT), 

la Unidad de Gestión de Restitución de Tierras Despojadas (URT) y el Instituto Geográfico 

Agustín Codazzi (IGAC).  

 

6.3.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
 

Falencia 1. Inseguridad jurídica sobre los territorios étnicos (informalidad de los 

territorios étnicos, falta de claridad de linderos, no avance en constitución-titulación-

saneamiento, superposición de procesos administrativos y judiciales con distintas 

pretensiones sobre territorios colectivos) 

En atención de esta falencia se formularon 8 acciones codificadas como: 6.3.1.1 – 6.3.11.1 – 
6.3.12.1 – 6.3.13.1 – 6.3.14.1 –6.3.15.1– 6.3.16.1 - 6.3.2.131, respecto a las cuales se darán a 

 
31 Código 6.3.1.1. Convenios para Articulación interinstitucional con ANT-URT- IGAC- UARIV, a través de mesas de articulación para 
identificar y superar los obstáculos que se presenten. Acción con código 6.3.11.1 Constitución de 46 resguardos indígenas víctimas 
de desplazamiento forzado, con acto administrativo de constitución expedido, la cual es una acción de impacto en tanto que luego de 
surtido el procedimiento establecido para la constitución de los resguardos indígenas se concluye con la aprobación y expedición de 
un acto administrativo el cuál otorga el uso y disfrute de un determinado territorio a nombre de la Resguardo que se constituye, Acción 
con código 6.3.12.1 Ampliación de 35 resguardos indígenas víctimas de desplazamiento forzado, con acto administrativo de 
ampliación expedido, es de impacto en tanto luego de surtido el procedimiento establecido para la ampliación de los resguardos 
indígenas se concluye con la aprobación y expedición de un acto administrativo el cuál otorga el uso y disfrute de un determinado 
territorio a nombre de la Resguardo que se amplía. Acción con código 6.3.13.1 Protección ancestral de 12 resguardos indígenas 
víctimas de desplazamiento forzado, es de impacto ya los resultados de la ANT bajo el Decreto 2333 de 2014 son de impacto porque 
abordan las causas estructurales de la vulnerabilidad indígena, generan protección legal efectiva, fortalecen la autonomía, aseguran 
la pervivencia cultural y contribuyen directamente a la garantía de derechos fundamentales. El Decreto 2333, al amparar legalmente 
la posesión, reduce drásticamente esta inseguridad, previniendo invasiones, despojos y conflictos que históricamente han afectado a 
estas comunidades. Acción con código 6.3.14.1 Titulación de 40 territorios colectivos de comunidades negras víctimas de 
desplazamiento forzado, con acto administrativo de titulación expedido, está acción es de impacto en tanto que luego de surtido el 
procedimiento establecido para la Titulación de tierras colectivas de comunidades negras se concluye con la aprobación y expedición 
de un acto administrativo el cuál otorga el uso y disfrute de un determinado territorio a nombre del consejo comunitario solicitante. 
Acción de impacto con código 6.3.15.1 Implementación de lineamientos y procedimientos que agilicen de forma inmediata los 
procedimientos de formalización, seguridad jurídica y adquisición de predios para territorios étnicos (uso de métodos indirectos, 
levantamiento ágil de información geográfica, traslado de información entre expedientes, y utilización de diagnósticos y conceptos 
técnicos previamente elaborados por los trámites administrativos, entre otros). Acción con código 6.3.16.1 Actualización de la "Ruta 
de articulación para la adquisición o formalización de predios en desarrollo de los planes de retorno y/o reubicación para las 
comunidades étnicas víctimas del conflicto armado" entre ANT y UARIV, es una acción de impacto para las comunidades víctimas que 
retornan o se reubican por las siguientes razones: i) La modificación del objetivo enfocada hacia la optimización de la articulación 
entre las dos entidades hace que el trámite de los casos desde la misionalidad de cada entidad sea más célere y efectiva, ii) La 
flexibilización de criterios de focalización amplía la cobertura sobre todo en el aspecto de la representatividad de las comunidades, 
permitiendo que más comunidades accedan al proceso, adaptándose a sus diversas realidades, iii) La optimización de herramientas 
y la formalización de metodologías agilizan los procedimientos al tener la disponibilidad de la información por parte de las dos 
entidades y con ello ser más efectivos en las acciones que cada entidad realiza, iii) además, el acople de los pasos a la dinámica real 
de los casos y la inclusión de actualizaciones normativas, como la ampliación para Consejos Comunitarios, hacen la ruta más 
funcional y pertinente culturalmente. Lo anterior, asegura que las soluciones territoriales sean efectivas y acordes a las realidades 
de las comunidades. código 6.3.2.1. CONPES: Definir o establecer una estrategia como representante judicial de los Pueblos y 
Comunidades étnicas ante los Despachos Judiciales y en el momento que haya incumplimiento por parte de las entidades involucradas 
en el cumplimiento de las ordenes se conmina a cada una con la coadyuvancia del Ministerio Público para hacer el respectivo 
seguimiento para el cumplimiento de las órdenes judiciales; así como el fortalecimiento financiero y técnico a través del Fondo de 
Tierras con el enfoque étnico para dicho logro. Se requiere el ajuste institucional a nivel de las institucionales con órdenes para el tema 
étnico. 
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conocer de forma sintética los principales avances implementados por el sector y el reporte 
detallado de la ejecución de cada acción podrá consultarse en el Anexo 2- Excel con relación 
avance de acciones: 

Con respecto a los Convenios de Articulación Interinstitucional, durante 2024 se avanzó en 
acciones conjuntas de revisión de caso emblemático del Resguardo Indígena San Lorenzo, 
ubicado en el departamento de Caldas con el fin de amparar el derecho a la restitución de 
derechos territoriales. Se concertó de la necesidad de formular el Otrosí #4 para el convenio 
2430 de 2016 proyectado para el año 2025. Así mismo, se suscribió el Anexo Técnico para el 
año 2024.  

Constitución de resguardos: Desde abril a diciembre del 2024 fueron aprobados y expedidos 
un total de cuarenta y ocho (48) actos administrativos, a partir de los cuales se benefició a 5.142 
familias (18.625 personas) (Ver Anexo 2 y Anexo 3). 

Ampliación de resguardos indígenas: En la vigencia del 2024, fueron expedidos treinta y seis 
(36) actos administrativos en quince (15) departamentos donde se beneficiaron a 24.904 
familias y 90.603 personas. (Ver el desagregado de los departamentos y pueblos étnicos impactos 
consultar el Anexo 2 y Anexo 3). 

Medidas de protección de territorios ancestrales: Resueltas un total de catorce (14) solicitudes 
correspondientes a comunidades indígenas de las etnias Bora, Inga, Misak, Nasa, Páez, Pijao, 
Sikuani y Wayuu (Ver Anexo 3) 

Titulación de tierras colectivas dadas a comunidades negras: Fueron expedidos cuarenta (40) 

actos administrativos, lo cual benefició a 7.149 familias correspondientes a 17.831 personas 

(Ver Anexo 3. Carpeta de soportes del avance de las acciones - ANT) 

Actualización de lineamientos de la ANT: Con la actualización del procedimiento de Compra 

directa de predios y/o mejoras con destino a las comunidades étnicas, se logró agilizar diez y 

siete (17) procedimientos de formalización de territorios durante 2024, mediante la emisión 

de "Autos de Incorporación y Traslado de Pruebas", de estos, catorce (14) correspondieron a 

casos de comunidades indígenas (constitución, ampliación y saneamiento de resguardos 

indígenas) en diversos departamentos, tres (3) a titulación colectiva de comunidades negras, 

así como, catorce (14) compras de predio. De estos diez y siete (17) casos agilizados, diez (10) 

lograron ser aprobados por el Consejo Directivo y la Comisión de la Ley 70 en la misma vigencia 

2024.  

El 19 de junio de 2024, la ANT expidió un (1) documento borrador con la actualización de la 

versión No. 2 de la Ruta de Articulación para la Adquisición o Formalización de Predios en 

desarrollo de los planes de retorno y/o reubicación para las comunidades étnicas víctimas del 

conflicto armado, dicha actualización se centró en : i) flexibilización de los criterios de 

focalización, ii) optimización y reducción de las herramientas con las que hacemos el 

seguimiento entre las dos entidades y iii) acople de los pasos de la ruta con respecto a la 

dinámica real de los casos.  

Por su parte, la UAEGRTD durante el 2024 avanzó con la propuesta para adecuar el Grupo 

Fondo, con el propósito de que las sentencias en favor de las comunidades étnicas fueran 

atendidas directamente desde la Dirección de Asuntos Étnicos de la entidad. Para ello, se 

construyó una hoja de ruta inicial con el equipo técnico de la Comisión Nacional de Territorios 

Indígenas - CNTI, constituida por delegados de las siete (7) organizaciones que la conforman 

incluida la OPIAC. En esa medida, se avanza en procedimiento exclusivo para atender las 

ordenes proferidas en las sentencias a favor de las comunidades étnicas y de cumplimiento de 

la UAEGRTD y/o de otras entidades del SNARIV de manera conjunta y/o articuladas.  

Ahora bien, las gestiones realizadas durante el 2024 por la UAEGRTD se ven reflejadas en la 

Resolución 000777 emitida en enero del 2025 “Por medio de la cual se delegan funciones en el 
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Asesor 1020-14 de la Dirección General y en el Director de Asuntos Étnicos relacionadas con el 

Fondo de la UAEGRTD”.  

 

Falencia estructural 2. Para la ANT no es viable cumplir las órdenes judiciales emitidas 

por los jueces y tribunales de restitución en los términos establecidos, toda vez que la 

principal fuente de información para determinar el área y/o los predios susceptibles de 

restitución de derechos territoriales proviene de los informes de caracterización de 

afectaciones territoriales elaborados por parte de la Unidad de Restitución de Tierras-

URT-, los cuales presentan carencias en la identificación jurídica y geográfica de los 

territorios objeto del trámite judicial de restitución. 

Para el avance en la superación de esta falencia se formuló la acción 6.3.3.132, respecto de la 

cual, la UAEGRTD realizó cinco (5) mesas étnicas de articulación y seguimiento a las sentencias 

de restitución de derechos territoriales para promover el cumplimiento de las órdenes 

judiciales proferidas en las sentencias de restitución de derechos territoriales e impulso al 

cumplimiento de las providencias judiciales. 

 

Falencia 3. Inseguridad material sobre los territorios étnicos (demora en 

caracterizaciones territoriales, desarticulación en protección territorial, falta de 

implementación de rutas étnicas, estancamiento de medidas de protección, inaplicación 

de mecanismos de instrumentos de protección de territorios, falta de garantías para 

cumplir consulta previa, falta de aplicación de protección ambientales, etc.) 

Para esta falencia se plantearon cinco (5) acciones con los siguientes códigos: 6.3.4.1.1 - 

6.3.4.1.2 - 6.3.4.1.3 - 6.3.4.1.4 - 6.3.4.1.533, sobre las cuales se podrá revisar el reporte 

detallado de su ejecución en el Anexo 2- Excel con relación avance de acciones y las cuales lideró 

la UAEGRTD partiendo del enfoque participativo y de restablecimiento de los derechos étnico-

territoriales, donde avanzó en el ajuste del modelo de Informe de Caracterización de 

Afectaciones Étnico- Territoriales con el objetivo de garantizar la recolección e inclusión de la 

información de identificación de los ocupantes étnicos y no étnicos, de su relación jurídica y 

material con el territorio étnico en trámite de restitución.  

En ese marco, se avanza en la construcción de un proyecto de inversión exclusivo para la 

restitución de derechos étnico-territoriales de los pueblos y comunidades étnicas, con el cual 

se busca impulsar cada una de las etapas del proceso de restitución de derechos étnico-

territoriales, atendiendo la deuda histórica con los territorios étnicos y contribuir en el 

cumplimiento al goce efectivo de derechos, es así como, una de las estrategias incluidas en el 

proyecto contempla la capacitación a las formas propias organizativas de los pueblos y 

 
32 Acción con código 6.3.3.1. Estrategia de monitoreo constante entre entidades vinculadas para el cumplimiento de las órdenes 
judiciales tanto en etapa judicial, medidas cautelares y posfallo. Desde la UAEGRTD liderar las mesas de articulación para el avance 
constante. Si bien estas mesas se realizan actualmente para posfallo se requiere mayor continuidad para etapa judicial, medidas 
cautelares y seguimiento a través de los distintos escenarios de articulación interinstitucional, como, por ejemplo: los Subcomités 
técnicos de restitución de Tierras y los subcomités departamentales de restitución de tierras con recursos financieros y técnicos. 
Incidencia para el cumplimiento efectivo y articulado de las órdenes judiciales para la reparación integral definitiva" la cual se 
encuentra el marco de la competencia de la URT, se avanza en la restitución de derechos étnico-territoriales para pueblos y 
comunidades étnicas, que implica el despliegue de acciones de gestión. 
33 Acción de gestión con código 6.3.4.1.1. Fortalecimiento de las acciones, tanto en el trámite administrativo como en el judicial, para 
la identificación de ocupantes en territorios étnicos en condiciones de vulnerabilidad en los procesos de restitución de derechos 
territoriales de comunidades y pueblos étnicos y Acción de gestión con código 6.3.4.1.2. Diseñar estrategias, lineamientos, 
metodologías para la identificación de segundos ocupantes en la fase administrativa. Acción de gestión con código 6.3.4.1.3. 
Flexibilización y optimización de la ruta administrativa para superar el rezago, esto implica la adecuación de instrumentos, 
herramientas a nivel institucional y el apalancamiento a través de apoyos de las entidades étnico-territoriales para su completa 
identificación. Se espera a mediano plazo superar el rezago en el presente gobierno (adjunto listado de los casos en rezago, así como 
la salida gráfica del mismo). Acción de gestión con código 6.3.4.1.5. Fortalecer a las comunidades y pueblos para que desde su 
gobierno propio se apropien de los procesos de restitución de los derechos territoriales, el cual se hará a través de las socializaciones y 
el trabajo conjunto en el proceso de caracterización de las afectaciones territoriales a las autoridades y lideres étnicos que están dentro 
del proceso de restitución de tierras. 



219 
 
comunidades étnicas, en aspectos relacionados con la restitución de derechos étnico-

territoriales.  

 

Falencia 4. Situación de invisibilidad a las comunidades étnicas que no están focalizadas 

en el trámite de restitución de derechos territoriales. 

Reparación integral -componente de restitución de derechos étnico – territoriales: Acción 

formulada con código 6.3.5.134, durante el 2024 avanzó con la radicación de 98 solicitudes de 

restitución a favor de los pueblos y comunidades étnicas ante los jueces especializados en 

restitución de tierras con enfoque étnico (Ver en Anexo 3. Carpeta de soportes del avance de las 

acciones - URT). 

 

Falencia 5. Falta de corresponsabilidad de las entidades frente a estas falencias: i) 
Intercambio de información territorial relevante; ii) Insuficiencia de información 
(geográfica y jurídica) de los Informes de Caracterización emitidos por la URT; iii) 
Avance en las acciones de la ANT que permitan el cumplimiento de las órdenes judiciales 
emitidas para el IGAC; y iv) Aclaración de las competencias de la ANT y la URT tanto a las 
entidades SNARIV como a las comunidades objeto de atención.  

En atención de esta falencia se formularon 8 acciones codificadas como: 6.3.6.1 - 6.3.6.2 – 
6.3.6.3 – 6.3.7.1 - 6.3.7.2 - 6.3.8.1 – 6.3.9.1 – 6.3.10.135, a continuación, se presentarán de 
forma sintética los avances en cada una de ellas y se podrá revisar el reporte detallado de su 
ejecución en el Anexo 2- Excel con relación avance de acciones: 

En el marco del convenio interadministrativo ANT20236349 de 2023 se generaron acciones de 

articulación durante el 2024 para el trámite e intercambio de información geográfica, 

cartográfica, agrológica, catastral, geodésica y de tecnologías geoespaciales entre el IGAC y la 

ANT. Adicionalmente, fueron realizadas veinticuatro (24) reuniones entre Dirección de Gestión 

del Ordenamiento Social de la Propiedad – DGOSP y la Subdirección de Sistemas de Información 

de Tierras – SSIT del IGAC y distintas dependencias y Unidades de Gestión Territorial de la ANT. 

En el Anexo Técnico 02 y constitutiva del convenio interadministrativo N°ANT-20236349 

suscrito entre las partes (ver Anexo 3. Carpeta de soportes del avance de las acciones – soportes 

ANT e IGAC), se indican las especificaciones técnicas y funcionales, así como, los protocolos de 

 
34 Acción de gestión con código 6.3.5.1 Potenciar en fase administrativa y judicial el liderazgo de las comunidades e instituciones 
comunitarias en la restitución integral territorial para la regeneración de sus territorios en armonía con: -Planes de vida para las 
comunidades y pueblos indígenas -Planes de Etno-Desarrollo y Planes Específicos para las comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras. - Planes de Largo y Buen Camino para el Pueblo Rom Gestión de restitución de derechos étnico-territoriales, 
medidas de protección y prevención con Estudios Preliminares e Informes de caracterización de afectaciones territoriales adoptados. 

35 Acción con código 6.3.6.1 Suscripción anexo técnico del convenio entre IGAC y ANT PRIMER SEMESTRE 2024, se determina como 
una acción de gestión ya que facilita el intercambio de información de manera interoperable, clara y fluida, buscando superar las fallas 
en la articulación interinstitucional en el flujo de información para adelantar procesos misionales. De esta manera, permitirá avanzar 
en la política de ordenamiento social de la propiedad y formalización para las comunidades étnicas y Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras y esto permite cumplir con los indicadores de goce efectivo asociados al territorio. Acción con código 6.3.6.2 
Suscripción otrosí No. 4 Convenio 4272 IGAC - URT PRIMER SEMESTRE 2024, se trata de una acción de gestión que propende por 
garantizan la continuidad de los mecanismos metodológicos, tecnológicos y normativos para el intercambio de información al año 
2031 en concordancia con el periodo de vigencia de la restitución de tierras establecida en la Ley 2078 de 2021, y además busca 
fortalecer y mejorar el flujo de información atendiendo a las particularidades de la gestión catastral establecidas por la Ley 2294 
de 2023 y la facultad de adelantar la gestión catastral por entidades territoriales y esquemas asociativos territoriales habilitados. 
i) acción con código 6.3.6.3 Actualización del Anexo Técnico No.02 para el intercambio de información interinstitucional entre ANT 
y URT en el marco del Convenio Marco de cooperación No 2430 del 2016 suscrito entre la ANT y la URT ii) acción con código 6.3.7.1 
Mesas Técnicas entre los equipos técnicos del nivel territorial y central de la URT-IGAC y ANT para efectos de la revisión de insumos 
técnicos soportes de los informes de caracterización realizados por parte de la URT, mínimo 2 por año y iii) acción con código 6.3.7.2 
Mesas técnicas cuellos de botella cumplimiento de sentencias por parte de la ANT, acción de gestión en el marco de la competencia de 
la URT, se avanza en la restitución de derechos étnico-territoriales para pueblos y comunidades étnicas, que implica el despliegue de 
acciones de gestión, se encuentra que los reportes o resultados se en marcan en las acciones realizadas en el Convenio marco de 
cooperación No. 2430 de 2016. Acción con código 6.3.8.1 Formulación proyecto de inversión "fortalecimiento de la gestión de 
información" que a la fecha la Oficina Asesora de Planeación viene estructurando con el Departamento Nacional de Planeación. Acción 
con código 6.3.9.1 Firma del decreto por el cual se reglamenta parcialmente los artículos 45 y 46 de la Ley 2294 de 2023 en relación 
con la implementación de la política de catastro multipropósito en territorios y territorialidades indígenas, junto con la resolución de 
implementación del instrumento operativo. Acción con código 6.3.10.1 Concertación con las comunidades Negras, Afrocolombianas, 
Raizales y Palenqueras del instrumento operativo para la implementación del catastro multipropósito en territorios Negras, 
Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras. 
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solicitud de credenciales de acceso a los servicios de intercambio de información entre el IGAC 

y la ANT, los mínimos semánticos de la información que será compartida, los mecanismos que 

se usarán y las consideraciones sobre accesibilidad, protocolos y medidas de seguridad de los 

servicios, protección de datos, y los acuerdos de niveles de servicio que se tendrán en cuenta 

durante el proceso de intercambio de información. 

La ANT y el IGAC identificaron la necesidad de que el Otrosí brindara pautas respecto del 

suministro de fichas prediales por parte de los gestores habilitados, así como, el suministro de 

fichas históricas en custodia del IGAC hasta el momento en que se habilita un nuevo gestor 

catastral.   

Adicionalmente, las partes acordaron incluir en el marco del Convenio Interinstitucional el 

formato GT-FO-44 ANEXO TÉCNICO INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN, instrumento ajustado y 

concertado en mesa técnica del 21 de agosto de 2024, el cual se diseñó de dar mayor claridad 

en términos de intercambio de información, buscando interoperabilidad y garantía en tiempo 

real del acceso a la información. 

A través del Convenio de Cooperación No. 2430 de 2016 y suscrito entre la ANT y la URT, se 

reporta para la vigencia 2024 dos (2) acciones de impacto desarrolladas: i) Reuniones 

sostenidas entre los equipos técnicos de las dos entidades para avanzar con las 

responsabilidades misionales de cada entidad y de acuerdo a las priorizaciones de dicha 

vigencia y ii) Solicitudes de información tramitadas entre las dos entidades para el avance de 

las responsabilidades misionales de cada entidad y de acuerdo a las priorizaciones de dicha 

vigencia. 

El intercambio de información entre la ANT y URT, da como resultado quinientas ochenta (580) 

solicitudes de información tramitadas (340 de URT a ANT y 240 de ANT a URT), de las cuales 

entre septiembre y diciembre de 2024 fueron gestionadas doscientas treinta y un (231) 

solicitudes y se realizaron veintitrés (23) reuniones técnicas de las cuales cuatro (4) fueron 

solicitadas por la ANT y diecinueve (19) por la URT. De este total, cinco (5) correspondieron al 

corte solicitado para el presente informe entre septiembre y diciembre del 2024.  

Por otro lado, se tramitó un proyecto de inversión que tiene una apropiación específica de  

$12.051.956.676 hasta el año 2027 para fortalecer el equipo de atención de la Política de 

Reparación Integral de las Víctimas en el componente de tierras del IGAC, garantizando enlaces 

territoriales en cada Dirección Territorial bajo coordinación del Nivel Central a través de la 

Dirección de Gestión Catastral, así como un equipo técnico para la consolidación de un sistema 

de información interoperable con el Sistema de Administración del Territorio. Con este 

proyecto mejorará el flujo de información técnica y jurídica para la toma de decisiones en los 

procesos de titulación colectiva, así como en la revisión, contraste y verificación de información 

de cara al procedimiento de restitución de derechos étnico-territoriales. 

Resulta relevante mencionar que, durante el 2024  se trabajó de manera articulada entre el 

Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural con el Ministerio de Culturas, Artes y Saberes, el 

Ministerio de Justicia y del Derecho, el Ministerio del Interior y Departamento Nacional de 

Estadística, en aras de concretar en el acto administrativo concertado con los pueblos indígenas, 

los mecanismos y disposiciones especiales con enfoque intercultural para la gestión catastral 

en territorios y territorialidades de pueblos indígenas. 

En ese orden, se establecieron las reglas para el levantamiento de la información catastral con 

fines multipropósito y la toma de decisiones en el ámbito multisectorial, lo cual quedó 

consagrado en el proyecto del Decreto 0462 del 2025. Ahora bien, el reto para 2025 será la 

implementación del catastro multipropósito en territorios y territorialidades indígenas 

requiere un fuerte proceso de aprestamiento a las comunidades quienes son llamadas a 

convertirse en operadores catastrales y esto implica procesos de capacitación y de verificación 

de condiciones de idoneidad especiales, así como también comprender por parte de la 
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institucionalidad sus ejercicios diferenciales conforme a sus conocimientos ancestrales y 

maneras especiales con que se relacionan en territorio.  

El proyecto de decreto para la implementación de catastro multipropósito en territorios y 

territorialidades Negras, Afrocolombianas, Raizales y Palenqueras permitirá atender los 

indicadores de goce efectivo de derechos donde se requieren procesos y procedimientos 

administrativos interinstitucionales relacionados con su territorio, para garantizar la seguridad 

jurídica de las tierras y el acceso a servicios institucionales fundamentales para su pervivencia. 

Un factor determinante es el elemento presupuestal que se materializa mediante el 

instrumento operativo, el cual está a la espera de concepto favorable por parte del Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con sus competencias al respecto. 

 

6.3.3. Análisis batería de indicadores 
 

Solicitud de restitución de derechos territoriales de comunidades étnicas con estudios 

preliminares 

 

Desde la vigencia 2017 en el marco de los decretos ley étnicos la URT ha elaborado 550 estudios 

preliminares a partir de 621 solicitudes elevadas por las comunidades y pueblos étnicos, 

logrando un avance acumulado del cumplimiento del indicador de 89% aproximadamente.  

Las solicitudes de restitución de derechos territoriales de comunidades étnicas con estudios 

preliminares presentan un incremento en comparación a la vigencia 2023, en tanto, que tras la 

realización del estudio preliminar es viable avanzar a la etapa de caracterización de 

afectaciones territoriales para dar paso a la etapa judicial. 

 

Solicitudes de protección de territorios inscritos en el folio de matrícula inmobiliaria 

 

Para la vigencia 2024, se inscribieron seis (6) solicitudes de protección a los territorios étnicos 

víctimas de desplazamiento forzado en el folio de matrícula inmobiliaria (FMI), sobre las ocho 

(8) solicitudes y trámites oficiosos de protección a los territorios étnicos víctimas de 

desplazamiento forzado radicadas, lo cual con llevó al cumplimiento del indicador en un 75%.  

Entre las acciones para avanzar en la restitución de los derechos territoriales étnicos se han 

impulsado las recomendaciones de la ruta de protección preventiva administrativa en favor de 

pueblos y comunidades étnicas. Para lo anterior, se adelantaron espacios periódicos de 

articulación junto a la Superintendencia de Notariado y Registro (en adelante SNR), con el 

objetivo de desplegar acciones de diagnóstico, impulso y materialización de las anotaciones en 

los folios de matrícula inmobiliaria referentes a medidas de protección preventiva de derechos 

territoriales de carácter administrativo en favor de los pueblos y comunidades étnicas.  

 

Solicitudes de restitución de tierras de comunidades étnicas con demanda presentada 

 

Desde la vigencia 2017 en el marco de los Decretos Ley étnicos este indicador se ha comportado 

por encima del 70%, atendiendo un comportamiento del 92% en promedio, dado que a la fecha 

se han radicado ante los jueces especializados de restitución de tierras 450 demandas étnicas; 

a partir 488 de solicitudes de restitución de tierras de comunidades étnicas con inscripción en 

el RTDAF logrando un avance en el cumplimiento del indicador del 92% aproximadamente. En 

específico, para la vigencia 2024, se radicaron 98 demandas ante los despachos judiciales 

especializados en de restitución de tierras lo cual reflejó un cumplimiento del indicador al 

100%.  

Para el logro de la radicación de las demandas, se aunaron esfuerzos con organizaciones 

comunitarias y asociaciones étnico-territoriales para que predomine el principio de autonomía 
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y lograr la aprehensión de los procesos de restitución de derechos territoriales, y el 

fortalecimiento de la gobernanza. Así mismo, avanzó en los mecanismos para construir 
confianza y fortalecer la autonomía de los gobiernos propios en el marco de los procesos de 

restitución de derechos territoriales a través de la concertación con los espacios de diálogo 

nacionales y regionales, tales como: CNTI, MPC, MRA, Consultiva de Alto Nivel, entre otras.  

Es importante señalar que a corte 31 de diciembre de 2024, se han proferido 39 fallos que 

benefician a 46 territorios étnicos. Esto obedece a (i) las dificultades en la identificación plena 

de los segundos ocupantes, (ii) la congestión judicial en el cúmulo de trámites de restitución de 

derechos territoriales, que deben adelantar en la ruta individual y colectiva y la necesidad de 

contar con un número mayor de juzgados especializados en restitución de tierras a nivel 

nacional que conozcan de los casos étnicos.   

 

Porcentaje de solicitudes de constitución de resguardos indígenas víctimas de 

desplazamiento forzado con acto administrativo de constitución registrado   
 
Para la vigencia 2024 se registraron en SINERGIA un total de treinta y seis (36) constituciones 

de resguardos indígenas con lo cual se logró el cumplimiento del 19% del indicador, lo cual 
beneficia a 2.760 familias con una extensión territorial de 79.259 has + 9.689 m2 (Ver el Anexo 
1. Informe análisis de indicadores componente Territorio, adjunto al presente informe se detallan 
los departamentos y resguardos cuyo acto administrativo de constitución fue registrado).  

 
Porcentaje de solicitudes de titulación de tierras de comunidades negras víctimas de 
desplazamiento forzado con acto administrativo de titulación registrado 
 
Para la vigencia 2024 se avanzó con 25 titulaciones colectivas de comunidades negras, 

beneficiando a 6.494 familias con una extensión territorial de 5.142 has + 2.631 m2. Con ésta 

gestión se logró el cumplimiento del indicador en un 12,5% (Ver el Anexo 1. Informe análisis de 

indicadores componente Territorio, en el que detallan los Consejos comunitarios titulados). 

 

Porcentaje de solicitudes de saneamiento de resguardos indígenas víctimas de 
desplazamiento forzado resueltas 
 
Para la vigencia 2024, de conformidad a las funciones delegadas a la Dirección de Asuntos 

Étnicos, se adelantó la entrega de las siguientes dos (2) mejoras en el marco del proceso de 

saneamiento con lo cual se logró el cumplimiento del indicador en el 28.5% (Ver el Anexo 1. 

Informe análisis de indicadores componente Territorio, donde se detalla la información). 

 

Porcentaje de resguardos indígenas víctimas de desplazamiento forzado ampliados 
 
Para la vigencia 2024 se reportaron en SINERGIA veintidós (22) ampliaciones de resguardos 

indígenas, beneficiando a 18.742 familias con una extensión territorial de 302.356 has + 6518 

m2, con lo cual se logra el cumplimiento del 16,8% delindicador (Ver el Anexo 1. Informe análisis 

de indicadores componente Territorio, donde se detalla la información).  

 

Porcentaje de resguardos y consejos comunitarios víctimas de desplazamiento forzado 
alinderados 
 
Para el 2024 se realizaron 31 alinderamientos con lo cual se logró el 88,57% del cumplimiento 

del indicador el cual se considera cumplido el presente indicador con vigencia 2024 mediante 

la remisión de los informes técnicos y jurídicos a los juzgados y tribunales de restitución de 

tierras, para que se tengan como insumo y criterio para la toma de decisiones y la definición de 
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derechos sobre el territorio (Ver el Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente 

Territorio, donde se detalla la información).  

 

Porcentaje de resguardos indígenas víctimas de desplazamiento forzado con vallas y/o 
mojones concertados e instalados 
 
En este sentido, en la vigencia 2024, se logró la instalación de 2 vallas y/o mojones en 
Resguardos indígenas Gran Sábalo ubicado en los municipios de Tumaco, Barbacoas y Ricaurte 
y Resguardo Cuambi Yaslambi ubicado en el municipio de Barbacoas, con ello se logra el 
cumplimiento del indicador en un 5.55% dado que se tenían 36 solitudes (Ver el Anexo 1. 
Informe análisis de indicadores componente Territorio, donde se detalla la información).  
  
 
Porcentaje de consejos comunitarios víctimas de desplazamiento forzado con vallas y/o 

mojones concertados instalados  
 
Como resultado, en la vigencia 2024, se logró la instalación de 1 vallas y/o mojones en el 
Consejo Comunitario Yurumanguí ubicado en el municipio de Buenaventura, Valle del Cauca 
con lo cual se logra el cumplimiento del indicador en un 7%. (Ver el Anexo 1. Informe análisis de 
indicadores componente Territorio, donde se detalla la información).  
  
 
Número de sentencias de restitución de tierras a favor de comunidades étnicas con 
órdenes de actualización catastral cumplida 
 
A diciembre de 2024, el IGAC ha sido notificado de 31 sentencias étnicas, de las cuales 28 tienen 

órdenes directas al IGAC en su calidad de gestor catastral y 3 son de competencia de otros 

gestores catastrales habilitados. De aquellas de competencia propia del IGAC, se han cumplido 

10, lo que equivale al 36%. 

Ahora bien, el bajo cumplimiento de las sentencias por parte del Instituto se debe a la cadena 

de valor expuesta a continuación:  

i. El IGAC recibe órdenes relacionadas con la actualización catastral de la información 
gráfica y alfanumérica de conformidad con lo dispuesto en las sentencias por el 
Operador de Justicia especializado en Restitución de Tierras (Tribunal o Juzgado).  

ii. Para el cumplimiento de la orden anteriormente citada, el Instituto está supeditado al 
acatamiento de las órdenes dadas a la Agencia Nacional de Tierras asociadas a la 
formalización de la propiedad colectiva de territorios étnicos indígenas y de 
comunidades negras.  

iii. Luego de que la Agencia, de conformidad con sus procedimientos administrativos 
cumple la orden del Tribunal o Juzgado de Restitución de Tierras la correspondiente 
Oficina de Registro e Instrumentos Públicos-ORIP registra la actuación del ente 
titulador.  

iv. Finalmente, el IGAC en su calidad de Gestor Catastral al tener el acto administrativo que 
soporta el proceso realizado por la Agencia, debidamente registrado en folio(s) de 
matrícula inmobiliaria procede al cumplimiento de la orden relacionada en el ordinal A. 

Al respecto, se avanzó en el cumplimiento de dichas sentencias de manera positiva, a través de 
una mejora realizada en el 2024 es el proyecto de inversión a 2027 con el cual se asegura el 
personal y la atención territorial. 

 

Porcentaje de actos administrativos con inscripción en la base catastral administrada 
por el IGAC 
 
De acuerdo con la información cruzada con la base de actos administrativos expedidos en 
Consejo Directivo de ANT y Comisión Ley 70 para el año 2023, se ha determinado que el IGAC 
tiene bajo su competencia o deber como gestor catastral, el cumplimiento de incorporación de 
37 territorios colectivos para el año 2024, de los cuales logró incorporar 1 resguardo indígena 
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en el departamento de la Guajira. 

 
En concordancia con  la construcción del indicador y su validación para implementación en el 

año 2025 con el reporte de gestión de incorporación catastral de titulación colectiva para el año 

2024 y que fue aprobada y expedida en el año 2023, desde el IGAC se reporta un avance bajo 

con un 3% debido a que los procesos de incorporación de títulos colectivos implican en gran 

medida amplios territorios que tienen cruces cartográficos con otras cédulas catastrales y es 

necesario adelantar ajustes y actualizaciones de la base que implican gestiones administrativas 

respecto de los predios colindantes. 

Es del caso señalar que la incorporación o actualización de información de estos territorios 

étnicos en la base catastral implica un ejercicio técnico riguroso y de articulación de la Entidad 

y las Direcciones Territoriales, pues al ser territorio tan extenso se presentan cruces catastrales 

con predios inscritos en la base de manera previa. Es así como en este trabajo se debe revisa de 

la mejor manera los insumos e información para generar la precisión en la incorporación (Ver 

el Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente Territorio, donde se detalla la 

información). 

 

6.3.4. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 
 

Las barreras institucionales para la prevención, la protección y la no repetición  

Para poder realizar acciones desde las entidades de gobierno sobre los derechos territoriales 

de pueblos étnicos, es necesario garantizar el principio de seguridad. La vida, libertad e 

integridad de las personas pertenecientes a comunidades étnicas requiere necesariamente del 

fortalecimiento de vasos comunicantes entre la prevención y la protección y las acciones de 

reparación, garantía y restablecimiento.  

A través del Auto 894 de 2022, se fortalece la conclusión de que “persiste un bloqueo 

institucional en materia de prevención derivado de la descoordinación interinstitucional y 

desarticulación de la respuesta gubernamental” y este bloque incrementa las condiciones de 

vulnerabilidad de la población étnica específicamente.  

 

Para avanzar en la superación de esta falencia estructural, se considera necesario fortalecer los 

espacios interinstitucionales de prevención y protección - Comités de Justicia Transicional, 

Subcomité de prevención y protección de SNARIV -, con los escenarios de articulación de tierra 

y territorio descritos en el presente informe. 

 

 

Articulación de acciones para aportar a la verdad, la justicia y la reparación a través del 

enfoque de soluciones duraderas 

 

A través de la suscripción de convenios interinstitucionales, entre Agencia Nacional de Tierras 

(ANT), Instituto Geográfico Agustín Codazzi (IGAC), Superintendencia de Notariado y Registro 

- SNR, Sociedad de Activos Especiales (SAE), Agencia de Desarrollo Rural (ADR), Unidad para 

las Víctimas (UARIV), para facilitar el intercambio de información, y priorizar casos en el 

cumplimiento de órdenes judiciales que permite avanzar de manera más eficiente y oportuna, 

así como, prevenir y evitar la revictimización a los pueblos y comunidades al optimizar los 

esfuerzos y recursos.  

Así mismo, se avanzó en la articulación de acciones con el Sistema de Verdad Justicia 

Reparación y No Repetición (Jurisdicción Especial para la Paz (JEP) – La Unidad de Búsqueda 

de Personas dadas por Desaparecidas (UBPD), para el despliegue de acciones en territorios 

étnicos en aras de armonizar información, las misionalidades, y prevenir la acción con daño. 

Este propósito requirió el fortalecimiento del trabajo con comunidades de acogida, lo que 

fortalece la atención integral en procesos de restitución.  
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Los convenios interinstitucionales y el trabajo con comunidades de acogida, aportan a la 

garantía de intervenciones territoriales integrales y con esto, la garantía de los derechos 

territoriales étnicos dialoga con el componente de verdad justicia y reparación. Se requiere 

fortalecer el ejercicio de articulación a través de los escenarios formales dispuestos para este 

propósito - Comités y Subcomités – en los que articula las acciones a implementar en los 

territorios étnicos, haciendo especial énfasis en la aplicación de los enfoques diferenciales, e 

género y generación, territorio y colectivo. 

 

6.3.5. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

código 

6.3.6.3  

código 

6.3.7.1  

código 

6.3.7.2  

código 6.3.6.3 Actualización del 

Anexo Técnico No.02 para el 

intercambio de información 

interinstitucional entre ANT y 

URT en el marco del Convenio 

Marco de cooperación No 2430 

del 2016 suscrito entre la ANT y la 

URT ii) acción con código 6.3.7.1 

Mesas Técnicas entre los equipos 

técnicos del nivel territorial y 

central de la URT-IGAC y ANT 

para efectos de la revisión de 

insumos técnicos soportes de los 

informes de caracterización 

realizados por parte de la URT, 

mínimo 2 por año y iii) acción con 

código 6.3.7.2 Mesas técnicas 

cuellos de botella cumplimiento 

de sentencias por parte de la ANT, 

acción de gestión en el marco de 

la competencia de la URT, se 

avanza en la restitución de 

derechos étnico-territoriales para 

pueblos y comunidades étnicas, 

que implica el despliegue de 

acciones de gestión, se encuentra 

que los reportes o resultados se 

en marcan en las acciones 

realizadas en el Convenio marco 

de cooperación No. 2430 de 

2016. 

Se propone una 

redacción que permita 

unificar en una sola 

accción dado que la 

información que se 

reportan para estos es 

repetitiva. 

Al respeto, la ANT y el 

IGAC proponen 

mantener solo la 

accción con código 

6.3.6.3 la cual abarca 

las otras dos acciones. 

En el reporte de estas 

acciones se repite 

información pues se 

trata de una misma 

acción general 

desglosada en acciones 

específicas 

relacionadas  

 

6.3.6. Anexos 
 
Anexo 1. Informe análisis de indicadores componente Territorio 
Anexo 2. Excel con relación de avance de acciones 
Anexo 3. Soportes del avance de las acciones.  
Anexo 4. Soportes del cambio de acciones 
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6.4. Registro Étnico 
 

 

6.4.1. Introducción 
 

Mediante Auto 266 de 2017, la Corte Constitucional declaró que el Estado de Cosas 
Inconstitucional frente a los pueblos y las comunidades indígenas y afrodescendientes 
afectados por el desplazamiento, en riesgo de estarlo y con restricciones a la movilidad, no se 
ha superado, puesto que las políticas públicas encargadas de la prevención y de la atención de 
la población carecen de un enfoque diferencial integral sensible a los riesgos y afectaciones 
especiales que sufren y que se traduce en la vulneración masiva y sistemática de derechos 
colectivos étnicos.  

Se presentan a continuación, los avances en las acciones propuestas para la superación del 
Estado de Cosas Inconstitucional de registro étnico orientadas a su fortalecimiento, teniendo 
en cuenta la violencia sistemática, el racismo estructural y el trato colonial que históricamente 
han afectado a estos grupos étnicos reflejan una forma de violencia institucional36, como una 
violencia simbólica ejercida desde estructuras aparentemente neutrales, que naturaliza 
relaciones de exclusión y dominación a través de prácticas administrativas y técnicas. No 
obstante, persisten barreras estructurales y desafíos técnicos, como el subregistro estadístico, 
subregistro en la toma de declaración, subregistro en la plena identificación, estructuración de 
un sistema de información para comunidades étnicas, las deficiencias en la calidad de los datos 
y la limitada disponibilidad de información confiable sobre las víctimas étnicamente 
diferenciadas37. 

Se ha fortalecido la captura de información étnica en los sistemas de información que permiten 
la interoperabilidad de datos con enfoque étnico. Así, se cuenta con información sobre la 
inclusión en el Registro Único de Víctimas (RUV) por el hecho victimizante de desplazamiento 
forzado de la población con pertenencia étnica, de un total de 8.805.517 personas incluidas a 
corte de 31 de diciembre de 2024, 1.891.185 personas, es decir, el 21,5% corresponden a 
quienes se auto reconocen o están acreditadas como miembros de algún grupo o comunidad 
étnica, tal como se desagrega en la siguiente tabla:   

Tabla 25. Información de víctimas de desplazamiento forzado con pertenencia étnica incluidas 

en el RUV 

PERTENENCIA PERT_ETNICA Total Victimas 

Gitano(a) ROM 
Gitano (RROM) (Acreditado RA) 791 

Gitano(a) ROM 8.980 

Indígena 
indígena 235.058 

indígena (Acreditado RA) 367.604 

Negro(a) o 
Afrocolombiano(a) 

Afrocolombiano (Acreditado RA) 40.558 

Negro (Acreditado RA) 24 

Negro(a) o Afrocolombiano(a) 1.221.603 

Sin pertenencia Ninguna 6.914.332 

Palenquero 
Palenquero 7.972 

Palenquero (Acreditado RA) 5 
Raizal del 
archipiélago 

Raizal del archipiélago de San Andres y 
Providencia 8.590 

Total general 8.805.517 
Fuente: Registro Único de Víctimas. Corte 31 de diciembre de 2024. 

 
36 Entendida, en términos de Pierre Bourdieu (Pierre Bourdieu, “El racismo de la inteligencia”, en Sociología y cultura, trad. Martha 
Pou, México, Grijalbo, 1990, p. 278.) 
37 Sentencia T‑472 de 2024, Corte Constitucional. M.P: Paola Andrea Meneses Mosquera. Se puede consultar en el siguiente enlace: 
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/t-472-24.htm  

  

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2024/t-472-24.htm
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De esta manera, se ha avanzado en la consolidación de un registro que refleje y visibilice la 
información de la población con pertenencia étnica que es víctima de desplazamiento forzado.  

6.4.2. Desarrollo de acciones para la superación de falencias estructurales 
A continuación, se presentan los principales avances en la atención de las falencias 
identificadas, para el caso del registro étnico dichas falencias estructurales están relacionadas 
con la falta de caracterización acorde a las particularidades y necesidades de la población 
desplazada con pertenencia étnica, y el subregistro durante el segundo semestre de 2024.   

 

Falencia: Falta de caracterización acorde a las particularidades y necesidades de la 
población desplazada con pertenencia étnica  
 
El acompañamiento a los procesos de auto censos de los pueblos y comunidades indígenas 
responde de manera concreta a la falla estructural de relacionada con “falta de caracterización 
acorde a las particularidades y necesidades de la población desplazada con pertenencia étnica” y 
“ausencia de información censal propia, actualizada y validada, que permita la planeación, 
atención diferencial y asignación adecuada de recursos públicos a las comunidades indígenas”.  
 
Esta falencia en la caracterización ha perpetuado la invisibilidad estadística, la exclusión de 
pueblos indígenas de políticas públicas, y la falta de instrumentos diferenciados para la 
exigibilidad de derechos, afectando especialmente a aquellos pueblos con procesos 
organizativos emergentes o ubicados en zonas de difícil acceso territorial. Al apoyar 
técnicamente la actualización de auto censos, se contribuye a fortalecer la autonomía de los 
pueblos indígenas en el ejercicio de autorregistro, respetando sus criterios de pertenencia y 
estructuras organizativas y, al mismo tiempo, garantiza un mínimo de estandarización técnica 
e interoperabilidad con los sistemas de información del Estado, como el Sistema de Información 
Indígena de Colombia (SIIC) y las bases del DANE, lo que permite mejorar la calidad de la 
información poblacional y facilitar la planificación diferencial de políticas públicas con base en 
datos legítimos y verificables.   
 
Como resultado del trabajo desarrollado en el año 2024, se emitió la Circular Externa 2025-2-
002104-004906 del 25 de febrero de 2025, la cual establece los lineamientos para el 
diligenciamiento, presentación y validación de los auto censos o censos propios realizados por 
los pueblos y comunidades indígenas. En cumplimiento del Decreto 724 de 2024 y la normativa 
vigente, se reconoce que los auto censos constituyen un ejercicio autónomo de los pueblos 
indígenas para registrar su composición poblacional, incluyendo nacimientos, defunciones, 
migraciones y otras variaciones, diferenciándose así de los censos oficiales realizados por 
entidades estatales y que, aunque el Ministerio del Interior no certifica la pertenencia indígena 
(función que recae exclusivamente en los cabildos y autoridades indígenas), cumple una 
función de verificación técnica y de vigilancia para asegurar la integridad de la información 
censal, mediante su validación y carga en el Sistema de Información Indígena de Colombia 
(SIIC).   
 
Una vez identificados los vacíos de información censal, se proyectó realizar el acompañamiento 
para la actualización de auto censos de los pueblos Embera, Zenú, Cuna, Nutabe, Wounaan, 
Amorúa, Sikuani, Sáliba, Cubeo, Puinave, Cuiva, Piaroa, Piapoco y Wayúu, asentados en los 
departamentos de Córdoba, Antioquia, Chocó, Caldas, Vichada y La Guajira. Para tal fin, se 
gestionó por parte del Ministerio del Interior la asignación por parte del Gobierno Nacional un 
rubro de mil novecientos millones de pesos ($1.900.000.000 millones) durante la vigencia 
2024. 
 
 Sin embargo, este recurso no fue finalmente asignado, lo que ha limitado el desarrollo de las 
actividades previstas en territorio y pone de presente la necesidad de asegurar la 
disponibilidad presupuestal para cumplir con esta obligación constitucional, así las cosas, la 
falta de apropiación del rubro presupuestal impidió la ejecución de la acción, además quedó en 
evidencia que la acción planteada supera la capacidad operativa y presupuestal actual de la 
Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y Minorías (DAIRM) del Ministerio del Interior, 
especialmente por su alcance territorial simultáneo, el número de pueblos priorizados y la 
logística necesaria para su implementación adecuada, que conllevan a la persistencia de la 
falencia.  
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La actualización del formato oficial de auto censo indígena y su articulación con el SIIC pretende 
cerrar la brecha entre la autonomía indígena en materia censal y la necesidad institucional de 
contar con información confiable, oportuna y comparable, para la garantía de derechos 
colectivos, la asignación adecuada de recursos y el fortalecimiento del principio de equidad 
territorial y superar la fragmentación de criterios censales, la falta de comparabilidad entre 
territorios y la debilidad técnica de los censos recibidos en años anteriores, mejorando así la 
calidad y utilidad de la información reportada por las autoridades indígenas.  
 
Con base en las propuestas técnicas presentadas por las organizaciones indígenas, se elaboró 
un formato actualizado y concertado para la recolección de información censal, el cual 
incorpora variables clave como lengua materna, parentesco, número de hijos/as, condiciones 
de discapacidad y pertenencia territorial, entre otras. Este formato fue oficializado mediante la 
expedición de la mencionada Circular Externa, a través de la cual se solicitó a los cabildos y 
autoridades indígenas reportar sus auto censos en el nuevo modelo técnico establecido.  
  
Sin embargo, el SIIC aún no ha sido adecuado, actualizado, tampoco parametrizado para recibir 
y procesar las nuevas variables incluidas en el formato actualizado, lo que ha generado una 
limitación operativa en la gestión técnica de la información, reduciendo el aprovechamiento 
técnico de la información conforme al nuevo estándar acordado y retrasa la interoperabilidad 
con otros sistemas institucionales, como los del DANE o la Agencia Nacional de Tierras. En 
consecuencia, y como medida transitoria, el Ministerio del Interior continúa recibiendo los 
auto-censos en el formato anterior, a fin de no interrumpir el flujo de información y garantizar 
la continuidad en la documentación censal de los pueblos indígenas, mientras se completa el 
proceso de ajuste y parametrización del SIIC conforme al nuevo estándar técnico concertado.  
 
Esta situación ha sido informada a las organizaciones indígenas en el marco del Comité Técnico, 
y se prevé incluir en la agenda del segundo semestre de 2025 el seguimiento a la 
implementación del nuevo formato dentro del SIIC, así como la capacitación a equipos técnicos 
comunitarios en su uso.  
 
Posterior a los acuerdos con las autoridades indígenas sobre el contenido del formato, el 
Ministerio de Interior realizó gestiones internas para avanzar en las modificaciones 
administrativas necesarias, incluyendo la revisión del procedimiento interno de recepción y 
archivo de los auto-censos, así como el diseño de un plan técnico para el ajuste del SIIC, de forma 
que pueda procesar las nuevas variables definidas en el formato actualizado.  
 
Como avances se tienen la estructura del nuevo formato y la identificación de 12 campos de 
información que requieren parametrización adicional dentro del SIIC para garantizar su 
integración.  
 
En resumen, la acción presenta a la fecha resultados cuantificables en términos de concertación 
(1 circular expedida, 20 variables definidas), articulación institucional (2 reuniones técnicas), 
y avance funcional (70% de adecuación del SIIC), lo que constituye una base sólida para 
continuar con el proceso de modernización del sistema censal indígena nacional.  
 
 
Falencia: Subregistro estadístico 
 
Con el objetivo de superar el subregistro estadístico se implementaron durante el segundo 
semestre de 2024 las siguientes acciones:  
 

6.4.3.1. Actualización del Formato Único de Declaración (FUD) 

La actualización del Formato Único de Declaración (FUD) constituye una acción de gestión 
estratégica que articula esfuerzos operativos y conceptuales orientados a la adecuación técnica 
y metodológica de los instrumentos que sustentan la caracterización de las personas 
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declarantes y de sus núcleos familiares38. Esta labor permite optimizar la planeación, 
seguimiento y ejecución de futuras acciones con impacto en la implementación de la política 
pública de atención a víctimas. Si bien no está directamente vinculada con indicadores de goce 
efectivo de derechos, dicha actualización contribuye al fortalecimiento del registro 
administrativo, por ende, al seguimiento de procesos esenciales para la superación del ECI. 

Las versiones actualizadas del FUD (V2 y V3) integran variables previamente ausentes 
relacionadas con pertenencia étnica e interseccionalidad39, lo que fortalece la visibilización de 
los impactos desproporcionados del conflicto armado sobre pueblos y comunidades étnicas. 
Esta mejora contribuye tanto a la superación progresiva del subregistro como a la eliminación 
de barreras de acceso a medidas de atención, asistencia y reparación integral. Además, permite 
cualificar la información disponible para el diseño e implementación de planes, programas y 
políticas públicas con enfoque diferencial. No obstante, uno de los principales retos actuales 
consiste en la implementación oportuna y eficaz del desarrollo tecnológico del ‘Nuevo RUV’, el 
cual debe garantizar la adecuada recepción, alistamiento, verificación de requisitos mínimos y 
valoración de las declaraciones conforme a los nuevos ajustes incorporados. 

A partir de la identificación y de un ejercicio autónomo e interno de auditoría, de la falencia en 
materia de información recolectada a partir del FUD, se estableció un plan de trabajo para 
identificar potenciales modificaciones que permitieran ampliar el espectro de información 
disponible para la atención y reparación integral de las víctimas. Con base en ello, el plan de 
trabajo y las potenciales modificaciones se ampliaron considerablemente (incorporando 
además lo dispuesto en la Ley 2421 de 2024, la Ley 2364 de 2024 y la 2388 de 2024). Sin 
embargo, atendiendo a las dificultades técnicas de implementación de estos ajustes sobre los 
recursos tecnológicos de la entidad, durante el 2024 se tuvo que establecer una priorización de 
ajustes en tres momentos. 

El primer momento, conllevó la identificación de necesidades de ajuste en cada campo de la 
hoja de caracterización y los 13 anexos del FUD; como resultado de este primer ejercicio, se 
identificaron 241 criterios susceptibles de modificación que respondían a avances normativos, 
jurisprudenciales y conceptuales respecto de la identificación de población víctima y pueblos 
étnicamente diferenciados. Estos criterios fueron analizados en mesas de trabajo con apoyo de 
organizaciones de la sociedad civil, otras entidades y organismos internacionales de diferente 
naturaleza y competencia en la materia. 

El segundo momento, implicó la formalización, socialización y puesta en producción de 15 
cambios con viabilidad técnica en la versión 2 del FUD para el 18 de octubre de 2024. En este 
ejercicio se convocó al Ministerio Público, Cancillerías y otras instancias pertinentes como 
organismos internacionales de cooperación (ACNUR, CICR y Blumont) y organizaciones de la 
sociedad civil que realizan seguimiento a la Política Pública de Víctimas (CODHES), Petras 
Mujeres Valientes, Fundación Nydia Erika Bautista, entre otras) para socializar los ajustes, así 
como la cartilla de diligenciamiento para garantizar, en el marco de las responsabilidades 
misionales, que existan mecanismos y herramientas suficientes para que la toma de 
declaraciones corresponda con el interés último de la superación del subregistro étnico. 

El tercer momento, involucró los ajustes finales identificados para la versión 3 del FUD. En ese 
sentido, para el cierre de la vigencia 2024 se terminó de validar los 209 criterios pendientes y 
quedó pendiente el levantando del dato de eventuales cambios. En ese sentido, para la vigencia 
2025 se espera finalizar la identificación, así como validar y socializarlos para ser formalizados, 
una vez se cuente con el desarrollo tecnológico que los soporte para cumplir con el cronograma 
establecido para la acción a final de la vigencia 2025.  

6.4.4.1. Formulación de la Guía de Estandarización de variables con enfoque étnico para entidades 
del SNARIV 

 
38 El Auto 005 de 2009 retomando conceptos de la Sentencia T‑025/04 y el Auto 218/06, donde se reconoce que: 
“los sistemas de registro no son sensibles a la identificación de necesidades específicas de los desplazados que 
pertenecen a grupos bajo un mayor nivel de vulnerabilidad, tales como (…) los grupos étnicos.” 
39 Tales como las formas organizativas propias de cada grupo étnico, formas tradicionales de medicina y de trámite 

de los hechos victimizantes (justicia y resiliencia colectivas), identidades diversas (género y pertenencia cultural) 

que se cruzan con la etnicidad y los daños particulares que los hechos victimizantes tienen para la pervivencia 

cultural. 
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Esta acción está orientada a la superación de la falencia subregistro estadístico identificado en 
las entidades del Sistema Nacional de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV), 
el cual implica el robustecimiento en la captura de información de las personas asociadas a las 
comunidades y pueblos étnicos sujetos de atención en el marco de la política pública de 
atención, asistencia y reparación integral a víctimas del conflicto armado en Colombia. Con este 
objetivo desde el Subcomité Técnico Nacional de Sistemas de Información (STNSI)- como 
instancia de coordinación en el componente de sistemas de información en el SNARIV, se 
avanzó en la formulación de la guía de estandarización de variables con enfoque étnico con el 
objetivo de recopilar información étnica estandarizada y contribuir al robustecimiento de los 
sistemas de información y de lenguaje común en las entidades del sistema que permitirá que la 
información sea más completa y veraz y de esta forma se puedan tomar mejores decisiones de 
política pública con enfoque étnico.  

Resultado de estas gestiones, durante el segundo semestre de 2024 se logró el objetivo de la 
formulación de una (1) Guía de Estandarización de Variables con Enfoque Étnico la cual sirve 
como referente para el robustecimiento de sistemas y/o instrumentos de captura de 
información étnica al interior de las entidades del SNARIV, la cual se socializó el 31 de julio de 
2024 en la tercera Mesa de Estandarización y el 26 de agosto de 2024 en la cuarta Mesa de 
Estandarización del STNSI, además se realizaron las mesas técnicas correspondientes que 
permitieron establecer las variables y definiciones propuestas para cada grupo étnico.  

 

Tabla 26. Variables de la guía de estandarización de variables con enfoque étnico 

Pertenencia étnica 

INDIGENA GITANO O RROM 
NEGRO(A) 
AFROCOLOMBIANO PALENQUERO(A) RAIZAL 

Pueblo Kumpania/organización Consejo Comunitario Consejo Comunitario Raizal Council 

Resguardo Vitsa Organizaciones de base 
Organizaciones de 
base 

Organizaciones de 
Base 

Comunidad Lengua propia 

Formas y/o 
expresiones 
organizativas 

Formas y/o 
expresiones 
organizativas 

Formas y/o 
expresiones 
organizativas 

Cabildo/Autoridad   Lengua Propia  Lengua Propia  

Asociaciones de Cabildos y/o Autoridades Tradicionales 
Indígenas     

Otras formas de Organización       

Lengua 
Propia         

 Fuente: UARIV. [2023-2024] “Guía para la Estandarización de Variables con Enfoque Étnico expedida por la STNSI”.  

 

Pese a que se cumplió con el plan de acción propuesto, existe un gran reto relacionado con  la 
adopción de la Guía de Estandarización de Variables con Enfoque Étnico; la Red Nacional de 
Información como secretaria del STNSI  ha incentivado  la aplicación de las variables con 
enfoque étnico, pero estas no tienen sentido vinculante para las Entidades, por lo cual muchas 
no manifiestan la necesidad de incorporarlas en sus bases de datos.  Desde el STNSI se realizará 
el seguimiento a la adopción de la guía por parte de las entidades del SNARIV que hacen parte 
del subcomité. Ahora bien, al interior de la UARIV, se logró consolidar un lineamiento de 
estandarización interno para la captura de variables con enfoque diferencial. Desde las 
actualizaciones del Formato Único de Declaración -FUD- se viene incorporando dichas variables 
en beneficio del robustecimiento de la información. 
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6.4.5.1. Actualización RUV – Nuevo RUV 
 
Está acción constituye una estrategia encaminada a la superación de la falencia de subregistro 
étnico. La ejecución y desarrollo de esta nueva herramienta tecnológica -Nuevo RUV- tiene 
como objetivo soportar el trámite y gestión de solicitudes de inscripción en el RUV (recibidas 
dentro de los diferentes marcos normativos aplicables a la población víctima y en términos de 
nuevas declaraciones tanto físicas como de captura online) para garantizar la disponibilidad, 
confidencialidad, integridad y autenticidad de esta información con otros sistemas de 
información de la UARIV necesarios para el ejercicio de Valoración. Por lo cual se unificarán 
procesos de la misionalidad de la Entidad que actualmente se hacen de manera manual con 
ayuda de herramientas ofimáticas (Word, Excel, Correo Electrónico) y otras que están 
desagregadas en sistemas de información desarticulados.  

Durante la vigencia 2024 se avanzó en el desarrollo de los módulos para el registro de gestión 
de las asignaciones de FUD, los cuales son utilizados por el Ministerio Público y Consulados para 
la toma de declaraciones, así mismo se avanzó en el control de inventario de FUD entregados a 
cada entidad. Esto anterior desde la visión técnica informática realizada por la Subdirección 
Red Nacional de Información. 

Como resultado, durante el periodo reportado, se logró plantear el acta de constitución del 
proyecto. En esta se contempla la construcción de una nueva Solución Tecnológica que integre 
el trámite y gestión de solicitudes de inscripción en el RUV recibidas dentro de los diferentes 
marcos legales, junto con funcionalidades desagregadas en los sistemas legados, garantizando 
además la disponibilidad, confidencialidad, integridad y autenticidad de esta información en la 
vigencia 2025. La ejecución y desarrollo de esta nueva herramienta tecnológica -Nuevo RUV- 
mejora los tiempos de atención a las víctimas, la unicidad de consulta de su información, el 
cumplimiento de requerimientos para entes de control, así mismo, contar con los insumos 
necesarios para efectuar valoraciones de declaraciones para inclusión o no inclusión en el RUV; 
además soportar el trámite y gestión de solicitudes de inscripción en el RUV (recibidas dentro 
de los diferentes marcos normativos aplicables a la población víctima y en términos de nuevas 
declaraciones tanto físicas como de captura online) para garantizar la disponibilidad, 
confidencialidad, integridad y autenticidad de esta información con otros sistemas de 
información de la UARIV necesarios para el ejercicio de Valoración. 

 

6.4.3. Análisis de convergencia del componente con las fallas estructurales 

Como resultado de las acciones de articulación se proyecta fortalecer los procesos censales de 
las comunidades indígenas, que permitirá que las entidades que conforman el SNARIV tengan 
información precisa de la pertenencia étnica, actualizar los sistemas de información y fortalecer 
la estrategia de caracterización dirigida a establecer las necesidades reales de la población con 
pertenencia étnica que es víctima de desplazamiento forzado que conlleven a la formulación de 
políticas públicas diferenciadas dirigidas a esta población.  

 

6.4.4. Solicitud de ajuste a las acciones en el plan de acción del componente 
 

Código Redacción actual Ajuste solicitado Argumentos 

6.4.1.1 

Durante el 2024 el Ministerio del 
Interior, a través de la Dirección de 
Asuntos Indígenas, Rom y Minorías, se 
tiene previsto acompañar el proceso de 
actualización de auto censos de los 
pueblos Embera, Zenú, Cuna, Nutabe, 
Wounaan, Amorúa, Sikuani, Sáliba, 
Cubeo, Puinave, Cuiva, Piaroa, Piapoco y 
Wayúu, asentados en los 
departamentos de Córdoba, Antioquia, 
Chocó, Caldas, Vichada y La Guajira. 
Estos se definieron de acuerdo con los 
vacíos de información censal 
identificados por la entidad, y para su 

 

Si, se requieren 
los siguientes 
ajustes: 

-Redacción de 
acción. 

-Fecha de 
implementación 
de la acción 

Se hace necesario ajustar 
esta acción bajo los 
siguientes criterios: (i) 
reducir el número de 
territorios intervenidos 
simultáneamente; (ii) 
establecer mecanismos 
escalonados por fases 
anuales; (iii) articular 
esfuerzos con otras 
dependencias o 
entidades con presencia 
territorial; y (iv) 
formular una meta 
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ejecución se tiene previsto un recurso 
de 1.900 millones en esta vigencia. 

realista que se alinee con 
la capacidad 
institucional y 
presupuestal efectiva de 
la DAIRM, sin perder el 
enfoque diferencial ni el 
principio de 
progresividad en el 
cumplimiento de los 
derechos colectivos de 
los pueblos indígenas. 

 

6.4.1.2 

En el marco del Comité Técnico de 
adecuación del Sistema Estadístico 
Nacional (SEN) con las organizaciones 
de los pueblos indígenas, se espera 
abordar -de manera técnica- todo lo 
relacionado con los autocensos 
indígenas que reposan en el SIIC del 
Ministerio del Interior, de conformidad 
con el Decreto 19 de 2012. De manera 
puntual se espera escuchar las 
propuestas de las organizaciones 
indígenas para fortalecer el formato del 
auto-censo, y el proceso de remisión de 
la información censal al Ministerio del 
Interior 

 

La acción no 
requiere ajustes 

 

No aplica 

6.4.1.3 

Una vez se alcancen acuerdos con las 
organizaciones indígenas sobre el 
formato del auto-censo y el proceso de 
remisión de la información censal al 
Ministerio del Interior, se realizarán las 
modificaciones administrativas para 
materializar esta propuesta (cambio de 
procedimiento interno, ajustes en el 
SIIC, etc.) 

 

Si, se requieren 
los siguientes 
ajustes: 

-Redacción de 
acción. 

-Fecha de 
implementación 
de la acción. 

 

La acción evidencia la 
necesidad de ajustar los 
tiempos de 
implementación 
tecnológica a los avances 
normativos, 
garantizando que el 
proceso de 
fortalecimiento del SIIC 
sea coherente con las 
obligaciones derivadas 
del Decreto 19 de 2012 y 
los principios de la Ley 
anti-trámites. 

6.4.1.4 

En paralelo a la revisión conjunta con 
las organizaciones indígenas, la 
Dirección de Asuntos Indígenas, Rom y 
Minorías y la Oficina de Información 
Pública del Ministerio del Interior 
revisarán en conjunto las posibilidades 
de fortalecimiento del Sistema de 
Información Indígena (SIIC), construido 
de conformidad con la ley anti-trámites. 

 

Si, se requieren 
los siguientes 
ajustes: 

-Redacción de 
acción. 

-Fecha de 
implementación 
de la acción. 

 

 

La acción evidencia la 
necesidad de ajustar los 
tiempos de 
implementación 
tecnológica a los avances 
normativos, 
garantizando que el 
proceso de 
fortalecimiento del SIIC 
sea coherente con las 
obligaciones derivadas 
del Decreto 19 de 2012 y 
los principios de la Ley 
anti-trámites. 
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6.4.2.140 

 

Análisis de los acuerdos de intercambio 
de información y las fuentes de 
información 

 

Cambio en la 
fecha y en el 
nombre 

Se plantea la 

modificación de la fecha 

de ejecución a 2025-2, 

con el fin de completar 

las actividades.  

Caracterización por 

enfoque diferencial de 

variables dispuestas en 

los acuerdos de 

información (con 

retroalimentación 

periódica a la SVR).  

Consolidación y 

remisión de los 

resultados parciales 

para estudio de 

integrabilidad. 

Integración de 

variables bajo 

capacidad al Modelo 

Integrado. 

Análisis de los acuerdos 
de intercambio de 
información y las fuentes 
de información para 
rastrear la información 
en materia de enfoques 
diferenciales. 

6.4.3.1 Actualización del Formato Único de 
Declaración (FUD) 

 

La acción no 
requiere ajustes 

 

No aplica 

6.4.4.1 

Formulación de la Guía de 
Estandarización de variables con 
enfoque étnico para entidades del 
SNARIV 

 

La acción no 
requiere ajustes 

 

Seguimiento de la 
implementación de la 
Guía de Estandarización 
de variables con enfoque 
étnico para entidades del 
SNARIV  

6.4.5.1 Actualización RUV 
La acción no 
requiere ajuste 

No aplica 

 

6.4.5. Anexos 
Anexo 1. Correo con socialización de los ajustes del FUD v2 a Ministerio Público  
Anexo 2. Pieza de ajustes  
Anexo 3. Pieza de socialización FUD v2 
Anexo 4. Guía de estandarización con enfoque étnico 
Anexo 5. Presentación Tercera sesión STNSI 
Anexo 6. Presentación Cuarta sesión STNSI  
Anexo 7. Acta04_3raMesaEstandarizaciónSTNSI 
Anexo 8. Acta05_4taMesaEstandarizaciónSTNSI 
Anexo 9. Acta08_tercerasesionSTNSI 
Anexo 10. Acta09_CuartaSesionSTNSI  
Anexo 11. Acta de Constitución Nuevo RUV 2024-12-12 

 
40 Esta información se consignó en el capítulo de sistemas de información con el código 2.1.1.1. Análisis de los 

acuerdos de intercambio de información y las fuentes de información.  
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Anexo 12. Anexo técnico funcional Acta de Constitución Nuevo RUV 2024-12-12 
Anexo 13. Presentación Nuevo RUV a DRGI 2024-12-12  
 
  



235 
 
 

7. Auto 620 de 2017 
 

En el marco de las acciones adelantadas frente al Estado de Cosas Inconstitucional (ECI), el 

equipo coordinador del Auto 310, en articulación con la Vicepresidencia de la República, en su 

calidad de coordinadora del Auto 620, llevó a cabo un ejercicio conjunto orientado a fortalecer 

los canales de comunicación e intercambio de información de ambos procesos. Este trabajo 

colaborativo tuvo como efecto positivo que la Vicepresidencia incorporará algunos elementos 

sustantivos para la construcción del mecanismo de certificación del Plan Urgente de Reacción 

y Contingencia (PURC), derivados de la metodología prevista en el Auto 310. 

El resultado de este proceso refleja la capacidad y esfuerzos de articulación institucional que 

puede alcanzarse a través de esfuerzos coordinados en aras de avanzar en la superación de las 

fallas estructurales de la PVV.  

Aunado a ello, conviene subrayar que la presentación de este capítulo difiere de la estructura 

de los anteriores, en tanto responde a las particularidades del Auto 620 y a la naturaleza del 

informe remitido por la Vicepresidencia de la República. En consecuencia, se pone en 

conocimiento de la Honorable Corte Constitucional el informe desarrollado por dicha entidad: 

 

7.1. Introducción 
 

La Vicepresidencia de la República, en cumplimiento de la misión/encargo de presidir la 

Comisión Intersectorial de Alto Nivel para la protección inmediata de las comunidades 

afrodescendientes y los pueblos indígenas Awá y Eperara-Siapidaara que habitan el Pacífico 

Nariñense (CIAN-A620), ha coordinado a nivel interinstitucional e intersectorial la 

implementación del Plan Urgente de Reacción y Contingencia (PURC) para la superación del 

estado de cosas inconstitucional (ECI) en el Pacífico Nariñense. 

En el informe presentado a la Honorable Corte Constitucional en la vigencia anterior sobre las 

acciones de coordinación interinstitucional de la Vicepresidencia de la República para el 

cumplimiento de las órdenes del Auto 620 de 201741, se realizó una descripción del PURC 

formulado en este período de gobierno, en el que se destacaron los esfuerzos adicionales que 

se vienen adelantando desde el alto nivel del Gobierno nacional.   

Esta vez, el presente capítulo se centra en el balance de la coordinación interinstitucional de la 

Vicepresidencia de la República para la implementación del PURC a corte de 31 de diciembre 

de 2024, para lo cual se ha estructurado un documento de cuatro apartados:  

En el primero, se presenta una síntesis de los resultados de las sesiones que se han celebrado 

durante este período de gobierno de la CIAN-A620, a corte diciembre 2024. Esto, teniendo en 

cuenta que la CIAN-A620 tiene la función de articular la formulación y puesta en marcha del 

PURC, de acuerdo con lo establecido en el Auto 620 de 2017 y el Decreto 850 de 2018.  

En el segundo apartado se presentan estadísticas de la puesta en marcha de las estrategias que 

hacen parte de la Metodología de coordinación interinstitucional del PURC y sus resultados en 

términos de número de medidas de impacto implementadas del Plan de acción e hitos de 

implementación.    

 
41 Auto 620 de 2017. Adopcio n de medidas provisionales urgentes para la proteccio n de la poblacio n 
afrodescendiente e indí gena de la Costa Narin ense, en el marco del seguimiento al cumplimiento de la sentencia T-
025 de 2004 y sus autos complementarios 004 y 005 de 2009, 174 de 2011, 073 de 2014 y 373 de 2016., Sentencia 
T-025 de 2004 (M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 15 de noviembre de 2017). 
https://www.corteconstitucional.gov.co/T-025-
04/AUTOS%202016/Auto%20620%20del%2015%20de%20noviembre%202017%20Nari%C3%B1o.pdf 
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En el tercer apartado se expone la propuesta de Mecanismo de certificación periódica para 

establecer el grado de contribución de las entidades del Gobierno nacional a la superación del 

ECI en el ámbito de seguimiento al Auto 620 de 2017.  

Por último, se actualizan los obstáculos identificados para la implementación del PURC y las 

solicitudes excepcionales a la Corte Constitucional 

 

7.2. Presidir la Comisión Intersectorial de Alto Nivel para la protección 

inmediata de las comunidades afrodescendientes y los pueblos indígenas 

Awá y Eperara-Siapidaara que habitan el Pacífico Nariñense 
 

La Corte Constitucional ordenó42 al Presidente de la República crear y coordinar una comisión 

interinstitucional de alto nivel, integrada por entidades del orden nacional y territorial, con el 

fin de formular y poner en marcha un plan urgente de reacción y contingencia para garantizar 

la protección inmediata de los Pueblos Afrodescendientes e Indígenas que perviven en el 

Pacífico Nariñense. 

La comisión fue creada por medio del Decreto 850 de 201843 y se denominó “Comisión 

Intersectorial de Alto Nivel para la protección inmediata de las comunidades afrodescendientes y 

los pueblos indígenas Awá y Eperara-Siapidaara que habitan el Pacífico Nariñense”, además de 

definir su composición y otorgársele funciones.  

Conforme a los parámetros del Auto 620 de 2017, y lo dispuesto en el artículo 202 de la 
Constitución Política, se confió a la Vicepresidencia de la República la misión de presidir la 
Comisión, convocar sesiones, conformar equipos de trabajo y demás funciones relacionadas44. 
En el actual mandato se ratificó esa misión, mediante el artículo 13 del Decreto 1874 de 202245 
y, posteriormente, mediante el numeral 1 del artículo 9 del Decreto 1188 de 202446. Por su 
parte, el Ministerio del Interior actúa como secretaría técnica de la CIAN-A62047. 

A continuación, se relacionan las sesiones de la CIAN-A620 presididas por la Vicepresidenta de 

la República, Francia Elena Márquez Mina: 

 
 
 

 

 
42 Corte Constitucional de Colombia: Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, Auto 620 de 2017. Adopción de 
medidas provisionales urgentes para la protección de la población afrodescendiente e indígena de la Costa Nariñense, en el marco del 
seguimiento al cumplimiento de la sentencia T-025 de 2004 y sus autos complementarios 004 y 005 de 2009, 174 de 2011, 073 de 2014 
y 373 de 2016. (2017). Orden primera. 
43 Presidencia de la Repu blica de Colombia, Ministerio del Interior, Ministerio de Hacienda y Cre dito Pu blico, Ministerio de Justicia 
y del Derecho, Ministerio de Defensa Nacional, and DNP - Departamento Nacional de Planeacio n, Decreto 850 de 2018: Por el cual se 
crea una Comisión Intersectorial denominada ‘Comisión Intersectorial de Alto Nivel para la protección inmediata de las comunidades 
afrodescendientes y los pueblos indígenas Awá y Eperara-Siapidaara que habitan el Pacífico Nariñense’, en cumplimiento del Auto 620 
de 2017 proferido por la Corte Constitucional (2018). 
44 Presidencia de la Repu blica de Colombia, Ministerio del Interior, Ministerio de Hacienda y Cre dito Pu blico, Ministerio de Justicia 
y del Derecho, Ministerio de Defensa Nacional, and DNP - Departamento Nacional de Planeacio n, Decreto 850 de 2018. Para grafo 2 
del artí culo 2: “El Vicepresidente de la República, en ejercicio de sus competencias de presidir la Comisión, convocará las sesiones, y 
conformará equipos de trabajo integrados por las entidades que tengan competencia para el cumplimiento de las órdenes emitidas por 
la Corte Constitucional en el marco del Auto 620 de 2017”. 
45 Presidencia de la Repu blica de Colombia, Decreto 1874 de 2022: Por el cual se confía a la Vicepresidenta de la República de Colombia 
unas misiones o encargos., (2022), https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=194716. Artí culo 13: 
“Confiar a la Vicepresidenta de la República la misión de presidir la Comisión Intersectorial de Alto Nivel para la protección inmediata 
de las comunidades afrodescendientes y los pueblos indígenas Awá y Eperara-Siapidaara que habitan el Pacífico Nariñense, de acuerdo 
con lo ordenado por la Corte Constitucional en Auto 620 de 2017, y que se rige por lo establecido en el Decreto 850 de 2018 y normas 
que lo modifiquen”. 
46 Presidencia de la Repu blica de Colombia, Decreto 1188 de 2024: Por el cual se confía a la Vicepresidenta de la República de Colombia 
unas misiones o encargos., (2024), https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=253136#1188. 
Artí culo 9: “Confiar a la Vicepresidenta de la República misión de coordinar el funcionamiento de las siguientes comisiones e instancias: 
La Comisión Intersectorial de Alto Nivel para la protección inmediata de las comunidades afrodescendientes y los pueblos indígenas 
Awá y Eperara Siapidaara que habitan el Pacífico Nariñense, de acuerdo con lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 620 de 
2017 y que se rige por lo establecido en el Decreto 850 de 2018. […]” 
47 Presidencia de la Repu blica de Colombia, Ministerio del Interior, Ministerio de Hacienda y Cre dito Pu blico, Ministerio de Justicia 
y del Derecho, Ministerio de Defensa Nacional, and DNP - Departamento Nacional de Planeacio n, Decreto 850 de 2018. Artí culo 5: 
“Secretaría técnica. Esta Comisión contará con una secretaría técnica, ejercida por el Ministerio del Interior […]”. 
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Tabla 27. Sesiones de la CIAN – A620 presididas por la Vicepresidenta de la República, Francia 

Elena Márquez Mina 

SESIÓN 
FECHA Y 
LUGAR 

PRINCIPALES CONCLUSIONES 

1 

Diciembre 21 
de 2022 
 
San Andrés de 
Tumaco 

Autoridades de los pueblos étnicos de la región presentaron ante la CIAN-
A620 las necesidades que consideraban que debían ser atendidas en el 
marco del Auto 620 de 2017. Al respecto, las entidades expusieron 
acciones susceptibles de implementación atendiendo a su misionalidad y 
oferta institucional, sin establecer medidas diferenciadas para cada uno 
de los pueblos y territorios. 

2 

Junio 16 de 
2023 
 
Bogotá D.C. 

La Vicepresidenta de la República resaltó la importancia de que las 
entidades se comprometieran a la formulación de un plan estructural 
encaminado al desarrollo de acciones para la educación en riesgo de 
minas, protección a autoridades étnico-territoriales, líderes y lideresas de 
los pueblos étnicos de la región, y la prevención del reclutamiento. 
Igualmente, instó a las entidades a delegar a 2 personas de contacto 
encargadas de la articulación con el Despacho, uno de nivel directivo y 
otro técnico. Asimismo, las entidades presentaron las acciones que venían 
desarrollando en la región. Al respecto, se solicitó un informe sobre 
dichas acciones, con rutas establecidas, presupuesto y resultados 
alcanzados en beneficio de los pueblos étnicos de la región. 

3 

Mayo 2 de 
2024 
 
Bogotá D.C. 

En cumplimiento de la directriz de la Vicepresidenta de la República 
sobre la formulación de un plan estructural, desde la Vicepresidencia de 
la República se presentó un balance del proceso de concertación de 
acuerdos con las organizaciones representativas de los pueblos étnicos 
del Pacífico Nariñense (UNIPA, ACIESNA, RECOMPAS, ASOCOETNAR y los 
Consejos Comunitarios de Magüí Payán) identificándose 328. 
Seguidamente, se alertó sobre el hecho de que algunas entidades habían 
acordado más medidas de gestión que de impacto, como la Unidad 
Nacional de Protección, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, la 
Unidad de Atención y Reparación Integral de las Víctimas (UARIV), el 
Departamento de Prosperidad Social, y la Dirección de Asuntos Indígenas, 
Rrom y minorías del Ministerio del Interior (DAIRM). Igualmente, frente 
a las entidades territoriales se señaló la necesidad de fortalecer los 
proyectos específicos del Auto 620 de 2017 en sus Planes de Desarrollo. 

Teniendo en cuenta lo anterior, y de cara a la sesión técnica convocada 
por la Corte Constitucional para el 10 de mayo de 2024, la Vicepresidenta 
de la República solicitó a las entidades convocadas a la sesión de la CIAN: 
un informe de acciones y resultados concretos; así como el presupuesto 
detallado que sería invertido y la asistencia de representantes de alto 
nivel a la sesión de la Corte Constitucional. 

4 

Diciembre 13 
de 2024 
 
Bogotá D.C. 

La Vicepresidencia de la República presentó la propuesta de un 
mecanismo de certificación con miras a la identificación y 
establecimiento del nivel de contribución de las entidades del Gobierno 
nacional a la superación del ECI en el Pacífico Nariñense. Lo anterior, de 
acuerdo con lo establecido en el parágrafo 1 del Decreto 1188 de 2024. 

En este sentido, la sesión de la CIAN-A620 recogió los comentarios de las 
entidades sobre el mecanismo de certificación, y estableció la creación de 
un Subcomité Técnico para la consolidación de un documento técnico y 
un instrumento jurídico por el cual se aprobaría el mismo. 

 

 

7.3. Implementación del Plan Urgente de Reacción y Contingencia para 

la protección inmediata de los Pueblos Afrodescendientes e Indígenas 
 

En 2024 el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República (DAPRE) creó48 y le 

asignó funciones al Grupo de Seguimiento al Auto 620 de 2017 (GS-A620), adscrito a la Jefatura 

 
48 DAPRE - Departamento Administrativo de la Presidencia de la Repu blica: Subdireccio n General, Resolución N° 
0199 de marzo 22 de 2024: Por la cual se crean y modifican unos Grupos Internos de Trabajo en el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República; DAPRE - Departamento Administrativo de la Presidencia de la 
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de Despacho de la Vicepresidencia de la República. Entre dichas funciones, además de apoyar a 

la Vicepresidenta en la misión de presidir la CIAN-A620, se encuentra la de coordinar la 

formulacio n e implementacio n del PURC. 

En el informe anterior del Auto 620 de 2017, se expuso el PURC adoptado por el Gobierno 

nacional y coordinado desde la Vicepresidencia de la República. En este se destacó que el PURC 

se encuentra integrado por tres bloques, siendo uno de ellos la Metodología de coordinación 

interinstitucional, en tanto se reconocía la existencia de un bloqueo institucional derivado de la 

descoordinación de las diferentes autoridades responsables de la prevención, protección, 

asistencia y atención a la población desplazada o riesgo de estarlo, y se acataba lo establecido 

por la Corte Constitucional en el Auto 620 de 2017 de que el PURC debía asegurar, al menos:  

 

I. La coordinación interinstitucional de todas las acciones requeridas para garantizar de 

forma inmediata la protección y atención de los pueblos afrodescendientes e indígenas 

desplazados, con restricciones en su movilidad, confinados o en riesgo de estarlo en la 

Costa Nariñense;  

II. Así como con otras entidades nacionales y territoriales cuando así se requiera. 

 

Como se recordará, la Metodología de coordinación interinstitucional comprende estrategias 

internas y externas de coordinación que le permiten a la Vicepresidencia de la República 

garantizar que la coordinación interinstitucional del PURC sea una labor permanente que no se 

restrinja a las sesiones de la CIAN-A620.  

Asimismo, se expuso el Plan de acción del PURC, otro de sus bloques, el cual recoge acuerdos y 

rutas de implementación que pretenden alcanzar la meta de protección inmediata de los 

pueblos étnicos del Pacífico Nariñense desde el enfoque de Seguridad Humana. Acuerdos que 

se clasifican inicialmente en medidas impacto y acciones de gestión, y se agrupan en cuatro 

Nodos, a saber:  

Nodo 1: Cotidianidad: derechos y servicios básicos 

Nodo 2: Seguridad humana y garantía para víctimas 

Nodo 3: Reconversión económica 

Nodo 4: Ejercicio de derechos políticos 

 

En definitiva, la agrupación en Nodos ha permitido articular y coordinar a las entidades del 

orden nacional según su misionalidad y competencias, siendo transversales las entidades 

territoriales. 

En lo que respecta a las medidas de impacto, son compromisos concretos orientados a (i) la 

protección de derechos fundamentales, (ii) alcanzar la visión integral de los nodos del PURC, y 

(iii) abordar los riesgos y afectaciones identificados en el Auto 620 de 2017 de la Corte 

Constitucional. La implementación de estas medidas constituye los primeros pasos del 

Gobierno nacional para contribuir a la superación del ECI declarado en los territorios étnicos 

del Pacífico Nariñense.  

Por su parte, las acciones de gestión se refieren a gestiones procedimentales o administrativas 

relevantes concertadas entre las organizaciones étnicas y las entidades del Gobierno nacional. 

Es importante señalar que la ejecución de acciones de gestión —como la emisión de informes, 

las respuestas a derechos de petición, la realización de encuentros presenciales, la viabilización 

de actividades o proyectos, y la definición de rutas, entre otros—, en determinados casos, puede 

derivar en medidas de impacto. 

Para estos dos tipos de acuerdos, el Plan de acción contempla actividades, cronogramas, 

información presupuestal, metas e indicadores de resultado, entre otros, que se corresponde 

con lo establecido por la Corte Constitucional en cuanto a la aplicación de los criterios mínimos 

de racionalidad de las políticas públicas. Estos criterios son objeto de análisis, seguimiento y 

 
Repu blica: Subdireccio n General, Resolución N° 0024 de enero 21 de 2025: Por la cual se crean y modifican unos 
Grupos Internos de Trabajo en el Departamento Administrativo de la Presidencia de la República. 
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actualización en mesas interinstitucionales de balance y seguimiento, mesas técnicas y demás 

escenarios de diálogo y trabajo. Esta información permite establecer el estado de 

implementación de cada uno de los acuerdos, ya sea medida de impacto o acción de gestión. 

Como se mencionó en el apartado sobre la CIAN-A620, producto de mesas interinstitucionales 

coordinadas por la Vicepresidencia de la República fueron concertados 328 acuerdos entre las 

organizaciones representativas de los pueblos étnicos de la región y entidades del Gobierno 

nacional, los cuales permitieron la conformación del Plan de acción del PURC, junto a sus 

respectivas rutas de implementación. Este proceso garantizó el respeto por su libre 

determinación, autonomía y gobierno propio, proceso que partió de las necesidades y 

propuestas de las organizaciones49. 

Lo anterior, en cumplimiento de la orden sexta del Auto 620 de 2017, que exige que “las medidas 

que se lleven a cabo al interior de los territorios étnicos, deben ser consultadas o concertadas con 

las autoridades representativas de las comunidades afrodescendientes y los pueblos indígenas”. 

Así, durante la formulación del PURC se identificaron los Consejos Comunitarios, Cabildos y 

Resguardos, autoridades tradicionales, representantes legales y las organizaciones de diferente 
orden. Estas estructuras son esenciales para la coordinación interinstitucional y la 

implementación de acciones de protección y atención, facilitando un proceso de gobierno a 

gobierno que respete la libre determinación y autonomía de los pueblos. 

 

Tabla 28. Consejos Comunitarios, Cabildos y Resguardos, autoridades tradicionales, 

representantes legales y organizaciones de diferente orden 

SIGLA NOMBRE 
ORGANIZACIÓN 

TERRITORIALIDAD POBLACIÓN
50 

SUBREGIÓN Y 
MUNICIPIOS 

ACIESNA Asociacio n de 
Cabildos 
Indí genas 
Eperara 
Siapidaara de 
Narin o 

Eperara Euja, territorio-
mundo 
9 resguardos indí genas:  
19.237 hecta reas + 
7.191m2 
 
19 cabildos indí genas 
19 autoridades indí genas 

 
3.200 
personas 
823 familias 

Pacífico Sur: 
Tumaco 
Sanquianga: El Charco, 
La Tola, Olaya Herrera y 
Santa Ba rbara 

UNIPA Unidad Indí gena 
del Pueblo Awa  

Katsa Su, Gran Territorio 
Awa  
29 resguardos 
indí genas51:  
207.699 hecta reas + 
3.994m2 
 
32 cabildos indí genas 
32 autoridades indí genas 

 
28.567 
personas 
8.847 familias 

Pacífico Sur: San Andre s 
de Tumaco 
Telembí: Barbacoas 

ASOCOETN
AR 

Asociacio n de 
Consejos 
Comunitarios y 
Organizacio n 
Étnico Territorial 
de Narin o 

34 consejos comunitarios 
 
667.526 hecta reas + 
3.166m2 

90.132 
personas 
familias 

Sanquianga: El Charco, 
La Tola, Mosquera, Olaya 
Herrera y Santa Barbara 
de Iscuande  
Telembí: Barbacoas y 
Roberto Paya n 

CONSEJOS COMUNITARIOS DE  
MAGÜÍ PAYÁN 

4 consejos comunitarios 
146.742 hecta reas + 
8.287m2 

8.903 
personas 
1.680 familias 

Telembí: Magu í  Paya n 

RECOMPAS Corporacio n Red 
de Consejos 
Comunitarios de 

23 consejos comunitarios 
251.795 hecta reas + 
6.269m2  

75.182 
personas 
familias 

Pacífico Sur: 
San Andre s de Tumaco y 
Francisco Pizarro 

 
49 El para grafo 2 del artí culo 2 del Decreto 850 de 201839, que faculta a la Vicepresidencia de la Repu blica a 
conformar equipos de trabajo integrados por las entidades que tengan competencia para el cumplimiento de las 
o rdenes emitidas por la Corte Constitucional: el PURC “debera  asegurar al menos: (i) la coordinacio n 
interinstitucional […] con otras entidades nacionales y territoriales cuando así  se requiera; 
50 La informacio n poblacional fue informada por cada una de las organizaciones e tnicas con base en los censos 
propios de los sujetos colectivos que asocian. 
51 Las cifras cubren resguardos de todo el territorio Awa , incluyendo un resguardo del municipio de Samaniego. 
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Comunidades 
Negras del 
Pací fico Sur 

 

 

Asimismo, a partir del monitoreo de la situación en los territorios étnicos de la región en 

materia de vulneración de derechos humanos en el contexto de conflicto armado, la 

Vicepresidencia de la República viene contribuyendo a la identificación e implementación de 

acciones interinstitucionales de prevención y/o atención, con entidades nacionales y 

territoriales, otras instituciones estatales y organizaciones acompañantes y/o garantes (por 

ejemplo, Misión de Verificación de las Naciones Unidas en Colombia, Misión de Apoyo al 

Proceso de Paz en Colombia - MAPP/OEA y la Oficina de Derechos Humanos de las Naciones 

Unidas). 

También cabe destacar que las acciones de coordinación del GS-A620 han propiciado 

escenarios para el cumplimiento de órdenes de la Corte Constitucional en el Auto 620 de 2017 

cuyo cumplimiento no se encuentra en cabeza del Gobierno nacional, pero que requieren de 

articulación entre este y otras instituciones del Estado, y también con autoridades étnico-

territoriales. 

 

7.4. Balance estadístico de la implementación de la Metodología de 

coordinación interinstitucional del PURC 
 

La Vicepresidencia de la República ha convocado y liderado, de manera permanente, espacios 

de reunión en cada uno de los niveles de coordinación para garantizar la implementación y 

cumplimiento del PURC y, por tanto, de lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 620 

de 2017.  

En primer lugar, se destaca que, a corte de 31 de diciembre de 2024, se han convocado y 

desarrollado 9 mesas interinstitucionales, los cuales se han constituido en espacios de 

concertación de acuerdos, balances de implementación y definición de rutas, entre las 

organizaciones representativas de los pueblos étnicos del Pacífico Nariñense y entidades de 

Gobierno nacional, tal como se observa en la tabla 29.  

 

Tabla 29. Mesas Interinstitucionales con los Pueblos Étnicos del Pacífico Nariñense realizadas 

en 2023 y 2024 

Mesas interinstitucionales 
N° de mesas 
realizadas 

Fechas Días 

Número de 
Entidades 
participant
es 

Mesas Interinstitucionales con el Pueblo 
Awá representado por la UNIPA 

4 

13 y 14 de julio de 2023 2 33 

28 y 29 de febrero de 2024 2 27 

12 al 14 de noviembre de 2024 3 20 

11 al 13 de diciembre de 2024 3 12 

Mesas Interinstitucionales con el Pueblo 
Eperara Siapidaara representado por 
ACIESNA 

2 
14 y 15 de agosto de 2023 2 28 

12 al 16 de febrero de 2024 5 25 

Mesas Interinstitucionales con los 
Pueblos Afrodescendientes 
representados por RECOMPAS, 
ASOCOETNAR y los Consejos 
Comunitarios de Magüí Payán 

3 

7 y 8 de septiembre de 2023 2 22 

2 al 5 de abril de 2024 4 28 

16 al 20 de diciembre de 2024 5 21 

Número total de mesas realizadas 9 Número de días 28  
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Adicionalmente, se resalta que la mayoría de los escenarios de coordinación interinstitucional 

se inscribieron en el nivel horizontal entre las entidades del Gobierno nacional (67,2%). 
Seguidamente, se encuentran los ejercicios territoriales desarrollados con los pueblos étnicos 

(20,3%), la articulación con alcaldías y Gobernación de Nariño (5,2%), los escenarios de 

coordinación intersectorial (3,9%), la aplicación del Protocolo de Relacionamiento con las 

Entidades Territoriales (1,6%), los escenarios al interior de cada sector (1,6%).  

A continuación, se presenta los diferentes escenarios realizados en cada uno de estos niveles 

de coordinación interinstitucional: 

 

Tabla 30. Escenarios de coordinación interinstitucional realizados por la Vicepresidencia de la 

República a través del Grupo de Seguimiento al Auto 620 de 2017, de abril a diciembre de 

2024 

Nivel de Coordinación Tipo de escenario  N° % Global 
2.1. Horizontal - 
Nacional 

2.1.1. Jornadas interinstitucionales 5 1,64% 67,2% 
2.1.2. Reuniones por nodo 6 1,96% 
2.1.3. Escenarios por demanda 194 63,60% 

2.2. Horizontal: Nación - 
Territorio 

2.2.1. Acompañamiento técnico 12 3,93% 5,2% 
2.2.2. Mesas de trabajo 2 0,65% 
2.2.3. Fortalecimiento institucional y capacitaciones 2 0,65% 

3. Vertical: Al interior de 
cada sector 

3.1. Sector defensa 1 0,33% 1,6% 
3.3. Sector de agro y tierras 3 0,98% 
3.5. Prevención y protección de niños, niñas y 
adolescentes 

1 0,33% 

4.1. Territorial - Pueblos 
Étnicos 

4.1.1. Fortalecimiento de la implementación territorial 10 3,28% 20,3% 
4.1.2. Mesas interinstitucionales 3 0,98% 
4.1.3. Mesas técnicas 28 9,18% 
4.1.4. Enlaces directos con la Vicepresidencia de la 
República. 

17 5,57% 

4.1.5. Formación y capacitación 4 1,31% 
4.2. Territorial - PRET 4.2.1. Protocolo de Relacionamiento con Entidades 

para Emergencias 
Territoriales (PRET) 

5 1,64% 1,64% 

5. Coordinación 
Intersectorial 

5.1. Reunión de Coordinación Intersectorial 12 3,93% 3,93% 

Número total de escenarios realizados 307 100% 100% 

 

En el desarrollo de esta estrategia de coordinación, a corte 31 de diciembre de 2024, el GS-A620 

ha convocado y liderado de manera permanente reuniones de coordinación en los diferentes 

niveles descritos para garantizar la implementación y cumplimiento del PURC y, por tanto, de 

lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 620 de 2017.  

En ese sentido, el GS-A620 ha liderado la convocatoria y el desarrollo de 221 reuniones de 

nivel horizontal, es decir espacios de seguimiento y balance periódico con las entidades de 

nivel nacional para identificar avances, obstáculos y definición de rutas para la ejecución de 

acciones en el marco de la implementación de las medidas del PURC.  

Asimismo, se realizaron 16 espacios de carácter horizontal de nivel Nación- Territorio, que se 

constituyen en articulaciones entre entidades de nivel nacional con las entidades territoriales, 

misiones regionales y atención a crisis humanitarias que han permitido viabilizar la 

implementación de acciones, destacándose entre ellas 12 acompañamientos técnicos a 

entidades territoriales.  

Adicionalmente, cabe destacar que desde la Vicepresidencia de la República se generaron 5 

espacios de nivel vertical con las cabezas de sectores, con miras a la coordinación de acciones 

estratégicas entre entidades con misionalidades interrelacionadas.  

Por otra parte, en el marco de la coordinación territorial con los pueblos étnicos, la 

Vicepresidencia de la República lideró 59 escenarios para el fortalecimiento organizativo de los 

pueblos étnicos de la región, las 17 reuniones bilaterales entre las autoridades y la 
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Vicepresidencia de la República en clave de relación gobierno a gobierno, y 28 escenarios de 

mesas técnicas con miras al fortalecimiento de las capacidades de sus equipos técnicos.  

En cuanto a la activación del PRET, se ha activado en dos ocasiones a corte 31 de diciembre de 

2024:  

(i) Entre abril y mayo de 2024, la Vicepresidencia de la República coordinó la Misión para la 

Atención a la Crisis Humanitaria en el Pacífico Nariñense. Dada la labor de monitoreo en la 

región y el relacionamiento con organizaciones étnicas y administraciones locales, se inició el 

proceso de verificación, acompañamiento y seguimiento a eventos de desplazamiento masivo 

que tuvieron lugar en la región como consecuencia de los enfrentamientos de grupos armados 

ilegales. Esta misión permitió fortalecer a las alcaldías en la respuesta inmediata a partir de la 

coordinación con entidades del Gobierno Nacional y la Gobernación de Nariño. Asimismo, 

durante el proceso se implementaron acciones para garantizar en lo inmediato los derechos a 

la alimentación, salud y educación en condiciones de emergencia por desplazamiento forzado.  

(ii) Durante el 08, 09 y 10 de agosto del año 2024, la Vicepresidencia de la República lideró la 

jornada de copamiento institucional con la formación y capacitación en primeros auxilios y 

autoprotección a 30 personas (autoridades, población líder y guardias indígenas) de los 

resguardos Awá de Nunalbí Alto Albí y Gran Sábalo, ubicados en el municipio de Barbacoas. 

Dicho copamiento tuvo lugar en clave de protección por presencia debido a las alertas de 

seguridad de las que se tuvo conocimiento en los municipios de Barbacoas y Tumaco. Las 

capacitaciones fueron impartidas por SOMEB IPS Nariño y la Unidad Nacional de Protección.  

Por último, destacar que como parte del Fortalecimiento de la implementación territorial 

del PURC, la Vicepresidencia de la República –a partir del Departamento Administrativo de la 

Presidencia de la República- suscribió en la vigencia 2024 contratos con la organización UNIPA 

y el Consejo Comunitario Río Gualajo (este último, en representación de las organizaciones de 

los pueblos afrodescendientes de la región).  

En cuanto al contrato N° 339-24 celebrado con la organización UNIPA (Valor: $1.421.603.000), 

le permitió a la organización, entre otras, la realización de actividades para la definición y 

socialización comunitaria; estudios de suelos; levantamientos y análisis topográficos; estudios 

geotécnicos; diseño estructural, arquitectónico, hidrosanitario y eléctrico; presupuestos 

estimados; planos definitivos; validación y ajustes con las comunidades a beneficiar; 

formulación bajo MGA y demás especificaciones técnica para ocho proyectos de desarrollo 

comunitario, la conservación del patrimonio cultural y el fortalecimiento del equilibrio 

ambiental. A continuación, se relacionan los ocho proyectos:  

Tabla 31. Proyectos priorizados por la organización UNIPA para su formulación en el marco 

del contrato N° 339-24 

PROYECTO UBICACIÓN 
1. Fortalecimiento productivo con un 

proyecto de siembra de caña en el Predio 
Santa Fe 

Ampliación del Resguardo Saunde Güiguay 

2. Complejo deportivo en el Resguardo 
Arenal 

Resguardo Arenal 

3. Complejo Deportivo en el Centro de Salud 
de la IPS Llorente 

Predio de la IPS UNIPA en el corregimiento de 
Llorente. Área de influencia de los Resguardos Inda 
Zabaleta, Inda Guacaray y Santa Rosita. 

4. Construcción de un Puente Colgante sobre 
el Río Guiza 

Resguardo Gran Sábalo 

5. Instalación de Energía Solar para las 
Emisoras La Voz de los Awá, UNIPA 
Estéreo y Ñambi Telembí Estéreo 

▪ La Voz de los Awá en el Resguardo El Gran Sábalo. 
▪ Ñambi Telembí Estéreo en el Resguardo 

Tortugaña Telembí. 
▪ UNIPA Estéreo en el predio de la IPS UNIPA. 

6. Casa de Pensamiento Ancestral en el 
Predio Las Palmas, Resguardo Tortugaña 
Telembí 

Resguardo Tortugaña Telembí 
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7. Museo Vivo "El Tangan" en la Comunidad 
El Verde del Resguardo Ñambi Piedra 
Verde 

Resguardo Ñambi Piedra Verde 

8. Placa Afirmado en el Predio Santa Fe Ampliación del Resguardo Saunde Güiguay 

 

Al mismo tiempo, se realizaron mesas técnicas y de balance de la implementación del Plan de 

acción del PURC con la participación de autoridades étnico-territoriales y líderes y lideresas del 

pueblo Awá. Además del desarrollo de una herramienta de seguimiento y monitoreo de la 

implementación del Plan de acción del PURC para manejo exclusivo de la organización.  

Respecto al contrato N° 448-24 con el Consejo Comunitario Río Gualajo (Valor: $500.000.000), 

les permitió a las organizaciones de los pueblos afrodescendientes del Pacífico Nariñense 

avanzar en los autocensos de Consejos Comunitarios priorizados, cartografías socioeconómicas 

de los territorios étnicos y la identificación comunitaria de proyectos de inversión social. Y, al 

igual que con la organización UNIPA, el desarrollo de herramienta de seguimiento y monitoreo 

de la implementación del Plan de acción del PURC para manejo exclusivo de las organizaciones. 

Las evidencias del desarrollo de los contratos relacionados se encuentran en la plataforma 

SECOP II. 

Por último, se aclara que en este acápite solo se reportan los escenarios en donde participó la 

Vicepresidencia de la República, sin desconocer los distintos escenarios adelantados por las 

demás entidades para implementar las rutas acordadas con las organizaciones étnicas y otros 

ejercicios necesarios para implementar el PURC.  

 

7.5. Balance estadístico del PURC 
 

La Vicepresidencia de la República ha convocado y liderado, de manera permanente, espacios 

de reunión en cada uno de los niveles de coordinación para garantizar la implementación y 

cumplimiento del PURC y, por tanto, de lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 620 

de 2017.  

En primer lugar, se destaca que, a corte de 31 de diciembre de 2024, se han convocado y 

desarrollado 9 mesas interinstitucionales, los cuales se han constituido en espacios de 

concertación de acuerdos, balances de implementación y definición de rutas, entre las 

organizaciones representativas de los pueblos étnicos del Pacífico Nariñense y entidades de 

Gobierno Nacional, tal como se observa en la tabla 26. 

  

Tabla 33. Mesas Interinstitucionales con los Pueblos Étnicos del Pacífico Nariñense realizadas 

en 2023 y 2024. 

Mesas interinstitucionales 
N° de mesas 
realizadas 

Fechas 
Día
s 

Número de 
Entidades 
participantes 

Mesas Interinstitucionales con el Pueblo Awá 
representado por la UNIPA 

4 

13 y 14 de julio de 2023 2 33 

28 y 29 de febrero de 2024 2 27 

12 al 14 de noviembre de 2024 3 20 

11 al 13 de diciembre de 2024 3 12 

Mesas Interinstitucionales con el Pueblo 
Eperara Siapidaara representado por ACIESNA 

2 
14 y 15 de agosto de 2023 2 28 

12 al 16 de febrero de 2024 5 25 

Mesas Interinstitucionales con los Pueblos 
Afrodescendientes representados por 
RECOMPAS, ASOCOETNAR y los Consejos 
Comunitarios de Magüí Payán 

3 

7 y 8 de septiembre de 2023 2 22 

2 al 5 de abril de 2024 4 28 

16 al 20 de diciembre de 2024 5 21 

Número total de mesas realizadas 9 Número de días 28  

 

Adicionalmente, se resalta que la mayoría de los escenarios de coordinación interinstitucional 

se inscribieron en el nivel horizontal entre las entidades del Gobierno nacional (67,2%). 
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Seguidamente, se encuentran los ejercicios territoriales desarrollados con los pueblos étnicos 

(20,3%), la articulación con alcaldías y Gobernación de Nariño (5,2%), los escenarios de 
coordinación intersectorial (3,9%), la aplicación del Protocolo de Relacionamiento con las 

Entidades Territoriales (1,6%), los escenarios al interior de cada sector (1,6%).  

 

A continuación, se presenta los diferentes escenarios realizados en cada uno de estos niveles 

de coordinación interinstitucional: 

Tabla 32. Escenarios de coordinación interinstitucional realizados por la Vicepresidencia de la 

República a través del Grupo de Seguimiento al Auto 620 de 2017, de abril a diciembre de 

2024 

Nivel de Coordinación Tipo de escenario  N° % Global 

2.1. Horizontal - Nacional 
2.1.1. Jornadas interinstitucionales 5 1,64% 

67,2% 2.1.2. Reuniones por nodo 6 1,96% 
2.1.3. Escenarios por demanda 194 63,60% 

2.2. Horizontal: Nación - 
Territorio 

2.2.1. Acompañamiento técnico 12 3,93% 

5,2% 
2.2.2. Mesas de trabajo 2 0,65% 
2.2.3. Fortalecimiento institucional y 
capacitaciones 

2 0,65% 

3. Vertical: Al interior de 
cada sector 

3.1. Sector defensa 1 0,33% 

1,6% 
3.3. Sector de agro y tierras 3 0,98% 
3.5. Prevención y protección de niños, niñas y 
adolescentes 

1 0,33% 

4.1. Territorial - Pueblos 
Étnicos 

4.1.1. Fortalecimiento de la implementación 
territorial 

10 3,28% 

20,3% 
4.1.2. Mesas interinstitucionales 3 0,98% 
4.1.3. Mesas técnicas 28 9,18% 
4.1.4. Enlaces directos con la Vicepresidencia de la 
República. 

17 5,57% 

4.1.5. Formación y capacitación 4 1,31% 

4.2. Territorial - PRET 
4.2.1. Protocolo de Relacionamiento con Entidades 
para Emergencias 
Territoriales (PRET) 

5 1,64% 1,64% 

5. Coordinación 
Intersectorial 

5.1. Reunión de Coordinación Intersectorial 12 3,93% 3,93% 

Número total de escenarios realizados 307 100% 100% 

 

 

En el desarrollo de esta estrategia de coordinación, a corte 31 de diciembre de 2024, el GS-A620 

ha convocado y liderado de manera permanente reuniones de coordinación en los diferentes 

niveles descritos para garantizar la implementación y cumplimiento del PURC y, por tanto, de 

lo ordenado por la Corte Constitucional en el Auto 620 de 2017.  

En ese sentido, el GS-A620 ha liderado la convocatoria y el desarrollo de 221 reuniones de 

nivel horizontal, es decir espacios de seguimiento y balance periódico con las entidades de 

nivel nacional para identificar avances, obstáculos y definición de rutas para la ejecución de 

acciones en el marco de la implementación de las medidas del PURC.  

Asimismo, se realizaron 16 espacios de carácter horizontal de nivel Nación- Territorio, que 

se constituyen en articulaciones entre entidades de nivel nacional con las entidades 

territoriales, misiones regionales y atención a crisis humanitarias que han permitido viabilizar 

la implementación de acciones, destacándose entre ellas 12 acompañamientos técnicos a 

entidades territoriales.  

Adicionalmente, cabe destacar que desde la Vicepresidencia de la República se generaron 5 

espacios de nivel vertical con las cabezas de sectores, con miras a la coordinación de 

acciones estratégicas entre entidades con misionalidades interrelacionadas.  
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Por otra parte, en el marco de la coordinación territorial con los pueblos étnicos, la 

Vicepresidencia de la República lideró 59 escenarios para el fortalecimiento organizativo de los 
pueblos étnicos de la región, las 17 reuniones bilaterales entre las autoridades y la 

Vicepresidencia de la República en clave de relación gobierno a gobierno, y 28 

escenarios de mesas técnicas con miras al fortalecimiento de las capacidades de sus 

equipos técnicos.  

En cuanto a la activación del PRET, se ha activado en dos ocasiones a corte 31 de diciembre 

de 2024, a saber:  

(i) Entre abril y mayo de 2024, la Vicepresidencia de la República coordinó la Misión para la 

Atención a la Crisis Humanitaria en el Pacífico Nariñense. Dada la labor de monitoreo en la 

región y el relacionamiento con organizaciones étnicas y administraciones locales, se inició el 

proceso de verificación, acompañamiento y seguimiento a eventos de desplazamiento masivo 

que tuvieron lugar en la región como consecuencia de los enfrentamientos de grupos armados 

ilegales. Esta misión permitió fortalecer a las alcaldías en la respuesta inmediata a partir de la 

coordinación con entidades del Gobierno Nacional y la Gobernación de Nariño. Asimismo, 
durante el proceso se implementaron acciones para garantizar en lo inmediato los derechos a 

la alimentación, salud y educación en condiciones de emergencia por desplazamiento forzado.  

(ii) Durante el 08, 09 y 10 de agosto del año 2024, la Vicepresidencia de la República lideró la 

jornada de copamiento institucional con la formación y capacitación en primeros auxilios y 

autoprotección a 30 personas (autoridades, población líder y guardias indígenas) de los 

resguardos Awá de Nunalbí Alto Albí y Gran Sábalo, ubicados en el municipio de Barbacoas. 

Dicho copamiento tuvo lugar en clave de protección por presencia debido a las alertas de 

seguridad de las que se tuvo conocimiento en los municipios de Barbacoas y Tumaco. Las 

capacitaciones fueron impartidas por SOMEB IPS Nariño y la Unidad Nacional de Protección.  

Por último, se resalta que, como parte del Fortalecimiento de la implementación territorial 

del PURC, la Vicepresidencia de la República –a partir del Departamento Administrativo de la 

Presidencia de la República- suscribió en la vigencia 2024 contratos con la organización UNIPA 

y el Consejo Comunitario Río Gualajo (este último, en representación de las organizaciones de 

los pueblos afrodescendientes de la región).  

En cuanto al contrato N° 339-24 celebrado con la organización UNIPA (Valor: $1.421.603.000), 

le permitió a la organización, entre otras, la realización de actividades para la definición y 

socialización comunitaria; estudios de suelos; levantamientos y análisis topográficos; estudios 

geotécnicos; diseño estructural, arquitectónico, hidrosanitario y eléctrico; presupuestos 

estimados; planos definitivos; validación y ajustes con las comunidades a beneficiar; 

formulación bajo MGA y demás especificaciones técnica para ocho proyectos de desarrollo 

comunitario, la conservación del patrimonio cultural y el fortalecimiento del equilibrio 

ambiental. A continuación, se relacionan los ocho proyectos:  

  

Tabla 33. Proyectos priorizados por la organización UNIPA para su formulación en el marco 

del contrato N° 339-24 

PROYECTO UBICACIÓN 

9. Fortalecimiento productivo con un 
proyecto de siembra de caña en el Predio 
Santa Fe 

Ampliación del Resguardo Saunde Güiguay 

10. Complejo deportivo en el Resguardo 
Arenal 

Resguardo Arenal 

11. Complejo Deportivo en el Centro de Salud 
de la IPS Llorente 

Predio de la IPS UNIPA en el corregimiento de 
Llorente. Área de influencia de los Resguardos Inda 
Zabaleta, Inda Guacaray y Santa Rosita. 

12. Construcción de un Puente Colgante sobre 
el Río Guiza 

Resguardo Gran Sábalo 

13. Instalación de Energía Solar para las 
Emisoras La Voz de los Awá, UNIPA 
Estéreo y Ñambi Telembí Estéreo 

▪ La Voz de los Awá en el Resguardo El Gran Sábalo. 
▪ Ñambi Telembí Estéreo en el Resguardo 

Tortugaña Telembí. 
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PROYECTO UBICACIÓN 
▪ UNIPA Estéreo en el predio de la IPS UNIPA. 

14. Casa de Pensamiento Ancestral en el 
Predio Las Palmas, Resguardo Tortugaña 
Telembí 

Resguardo Tortugaña Telembí 

15. Museo Vivo "El Tangan" en la Comunidad 
El Verde del Resguardo Ñambi Piedra 
Verde 

Resguardo Ñambi Piedra Verde 

16. Placa Afirmado en el Predio Santa Fe Ampliación del Resguardo Saunde Güiguay 

 

Al mismo tiempo, se realizaron mesas técnicas y de balance de la implementación del Plan de 

acción del PURC con la participación de autoridades étnico-territoriales y líderes y lideresas del 

pueblo Awá. Además del desarrollo de una herramienta de seguimiento y monitoreo de la 

implementación del Plan de acción del PURC para manejo exclusivo de la organización.  

Respecto al contrato N° 448-24 con el Consejo Comunitario Río Gualajo (Valor: $500.000.000), 

les permitió a las organizaciones de los pueblos afrodescendientes del Pacífico Nariñense 

avanzar en los autocensos de Consejos Comunitarios priorizados, cartografías socioeconómicas 

de los territorios étnicos y la identificación comunitaria de proyectos de inversión social. Y, al 

igual que con la organización UNIPA, el desarrollo de herramienta de seguimiento y monitoreo 

de la implementación del Plan de acción del PURC para manejo exclusivo de las organizaciones. 

Las evidencias del desarrollo de los contratos relacionados se encuentran en la plataforma 

SECOP II. 

Por último, cabe aclarar que en este acápite solo se reportan los escenarios en donde participó 

la Vicepresidencia de la República, sin desconocer los escenarios adelantados por las entidades 

para implementar las rutas acordadas con las organizaciones étnicas y otros ejercicios 

necesarios para implementar el PURC 

 

7.2. Balance de la implementación del Plan de acción del PURC 
 

Como se expuso previamente, existen 328 acuerdos entre las organizaciones étnicas y las 

entidades del Gobierno nacional. De estos 328 acuerdos, hasta ahora se han derivado 531 

medidas que conforman el Plan de Acción del PURC, de las cuales 361 son medidas de impacto 

y pueden visualizarse en el tablero de control del GS-A62052.  

La Vicepresidencia de la República realiza acciones permanentes de coordinación 

interinstitucional para la implementación y seguimiento de los acuerdos del Plan de acción del 

PURC, tanto de las medidas de impacto como de las acciones de gestión. Lo que ha permitido, a 

corte de 31 de diciembre de 2024, la implementación completa de 67 medidas de impacto, las 

cuales cuentan con una Ficha de Implementación anexas a este informe, que contiene un 

resumen con la información más relevante del proceso y las evidencias correspondientes. Las 

medidas implementadas corresponden a los siguientes nodos: 

 

Tabla 34. Número de medidas implementadas del Plan de Acción del PURC por nodo 

NODO 
N° MEDIDAS 
IMPLEMENTADAS 

% 

Nodo 1: Cotidianidad: derechos y servicios básicos 
9 

13,43
%  

Nodo 2: Seguridad humana y garantía para víctimas 
40  

59,70
%  

Nodo 3: Reconversión económica 3 4,47%  

 
52 Vicepresidencia de la Repu blica: Grupo de Seguimiento al Auto 620 de 2017 (GS-A620), Tablero de Control del 
Mecanismo de Monitoreo y Seguimiento del Plan Urgente de Reaccio n y Contingencia del Auto 620 de 2017:  
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGFlZjMxYTAtZTcyMy00ODc4LTk3N2MtZDIyMTE5NWZkOGY1IiwidCI6I
jFjMjBkMDU2LWIzZTQtNGYwNy1hNTRjLTg0ZTQyMTZhMjkyMCIsImMiOjR9  

https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGFlZjMxYTAtZTcyMy00ODc4LTk3N2MtZDIyMTE5NWZkOGY1IiwidCI6IjFjMjBkMDU2LWIzZTQtNGYwNy1hNTRjLTg0ZTQyMTZhMjkyMCIsImMiOjR9
https://app.powerbi.com/view?r=eyJrIjoiMGFlZjMxYTAtZTcyMy00ODc4LTk3N2MtZDIyMTE5NWZkOGY1IiwidCI6IjFjMjBkMDU2LWIzZTQtNGYwNy1hNTRjLTg0ZTQyMTZhMjkyMCIsImMiOjR9
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Nodo 4: Ejercicio de derechos políticos 
15  

22,39
%  

TOTAL 67 100% 

 

Las acciones de coordinación interinstitucional también han facilitado el tránsito de acciones 

de gestión a medidas de impacto, en la perspectiva de que la implementación del PURC 

garantice efectivamente los derechos de los pueblos étnicos del Pacífico Nariñense y, por ende, 

contribuir a la superación del ECI. La relación de las entidades que implementaron medidas es 

la siguiente: 

Tabla 35. Número de medidas implementadas y recursos invertidos del PURC por entidad 

NODO 
N° 
ENTIDADES 

ENTIDAD 
N° 
MEDIDAS 

RECURSOS 
INVERTIDOS 

1 

1 Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación  1 $3.000.000.000  

2 Ministerio de las Culturas, las Artes y los Saberes  4 $524.000.000 

3 Ministerio de Educación Nacional  4 $1.042.045.362 

Total Nodo 1: Cotidianidad: derechos y servicios básicos  9 $4.566.045.362 

2 

4 Ministerio del Deporte  1 $5.398.837  

5 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar  2 $6.750.000.000  

6 Fiscalía General de la Nación  2 -  
7 Oficina del consejero Comisionado de Paz: AICMA  11 $1.670.000.000  

8 Unidad Nacional de Protección  3 $3.569.951  

9 
Ministerio del Interior: Dirección de Derechos 
Humanos  

3 -  

10 Sector Defensa  6 -  

11 Defensoría del Pueblo  3 -  

12 Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer  1 $43.000.000  

13 Unidad para las Víctimas  4 $412.437.626  

14 
Ministerio de Igualdad y Equidad: Viceministerio de 
las Mujeres  

1 -  

15 

Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial de 
Prevención del Reclutamiento, Uso, Utilización y 
Violencia Sexual en contra Niños, Niñas y 
Adolescentes, ST-CIPRUNNA  

2 - 

16 
Policía Distrital de Tumaco en coordinación con 
Vicepresidencia de la República 

1 $ 26.315.559 

Total Nodo 2: Seguridad humana y garantía para víctimas  40 $8.910.721.973 

3 

17 Unidad de Restitución de Tierras  1 $200.000.000  

18 Ministerio de Agricultura  1 $334.100.000  

19 Agencia Nacional de Tierras  1 $411.815.729 

Total Nodo 3: Reconversión económica  3 $945.915.729  

4 

20 Ministerio de Justicia y del Derecho  2 $ 738.441.800 

21 Departamento Nacional de Planeación  5 $82.250.986  

22 Ministerio del Interior: DANCP  1 $200.000.000  

23 Ministerio del Interior: DAIRM  3 $800.000.000  

24 Ministerio del Interior: DACNARP  1 $2.701.942.872 

25 Registraduría Nacional del Estado Civil 2 - 

26 
Varias entidades coordinadas por la Vicepresidencia 
de la República  

1 - 

Total Nodo 4: Ejercicio de derechos políticos  15 $4.522.605.658  

Número total de medidas implementadas y de recursos del Plan de 
Acción del PURC:  

67 $18.945.318.722  

 

Como se evidencia en la tabla 37, las 67 medidas corresponden a 26 entidades vinculadas al 

PURC y a COP $18.945.318.722 de recursos invertidos.  
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Las medidas se implementaron de conformidad con los acuerdos suscritos con las 

organizaciones étnicas, de la siguiente forma: 

 

  

A nivel territorial, porcentualmente, las medidas se implementaron en territorios étnicos de los 

siguientes municipios:  

 

 

 

 

 

Lo anterior permite concluir que existe un reto en el fortalecimiento del seguimiento a las 

medidas en Mosquera y Roberto Payán, comprendiendo que son municipios mayoritariamente 

de consejos comunitarios, representados por ASOCOETNAR. Asimismo, cabe resaltar que en 

San Andrés de Tumaco coincide la representación de UNIPA, ACIESNA y RECOMPAS, lo que 

también permite explicar la implementación de la mayoría de las medidas.   

Estos resultados reflejan el impacto tangible de la implementación de las medidas. La 

articulación institucional y la concertación con organizaciones étnicas han sido fundamentales 

para abordar los desafíos persistentes y consolidar avances en la protección de derechos y la 

atención humanitaria. A continuación, presentamos unos hitos de implementación que 

marcaron el periodo evaluado y evidencian el compromiso interinstitucional con los pueblos 

del Pacífico Nariñense: 
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Gráfico 2. Medidas implementadas por organización étnica a 31 de diciembre 

de 2024 

Gráfico 3. Municipios de implementación de medidas con corte 21 de diciembre 

2024Municipios de implementación de las medidas con corte 31 diciembre 2024 
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HITO 1. Nuevo paradigma de desminado humanitario en zonas con factores de 

inestabilidad en materia de seguridad como producto de la coordinación 

interinstitucional para la protección y defensa de sujetos de especial protección 

constitucional. 

 

Por instrucción de la señora vicepresidenta de la República, la Acción Integral contra Minas 

Antipersonal de la Oficina del Consejero Comisionado de Paz (AICMA- OCCP) y el Ministerio de 

Defensa Nacional formularon y gestionaron53 la aprobación del Estándar Nacional de desminado 

humanitario en zonas con factores de inestabilidad en materia de seguridad y atención a eventos 

puntuales54, el cual supera las barreras institucionales que impedían el desminado humanitario 

en determinados territorios.  

Es así como, el estándar es una norma técnica que introduce una nueva metodología con un 

enfoque diferenciado para asignar a organizaciones de desminado humanitario (ODH) el 

desminado de zonas focalizadas por factores de inestabilidad en materia de seguridad y 
atención de eventos puntuales. El proceso es una respuesta rápida para reducir el riesgo de 

accidentes en territorios sobre los que se negaban dichas intervenciones. El instrumento se 

orienta bajo el principio de coordinación y articulación con pueblos y comunidades étnicas, 

respetando su gobierno propio y ámbito territorial.  

 

HITO 2. 2.614 familias indígenas y afrodescendientes en situación de desplazamiento 

forzado atendidas en abril y mayo de 2024 durante la Misión para la Atención a la Crisis 

Humanitaria desarrollada los municipios Santa Bárbara de Iscuandé, El Charco, Olaya 

Herrera y Magüí Payán. 

 

Aplicando el Protocolo de Relacionamiento con las Entidades Territoriales para la atención de 

emergencias humanitarias de población étnica en situación de desplazamiento forzado, en 

riesgo de estarlo o confinada del Pacífico Nariñense (PRET), y en cumplimiento de las órdenes 

impartidas por la Corte Constitucional en el Auto 620 de 2017, entre abril y mayo de 2024, la 
Vicepresidencia de la República coordinó la Misión para la Atención a la Crisis Humanitaria en 

el Pacífico Nariñense.  

En efecto y dada la labor de monitoreo en la región y el relacionamiento con organizaciones 

étnicas y administraciones locales, se inició el proceso de verificación, acompañamiento y 

seguimiento a los desplazamientos masivos que tenían lugar en la región como consecuencia 

de los enfrentamientos de grupos armados ilegales. Esta misión permitió fortalecer a las 

alcaldías en la respuesta inmediata a partir de la coordinación con entidades del Gobierno 

Nacional y la Gobernación departamental. Asimismo, durante el proceso se implementaron 

acciones para garantizar en lo inmediato los derechos a la alimentación, salud y educación de 

la población en condición desplazamiento forzado por el conflicto armado. 

 

HITO 3. Reactivación y focalización de las políticas y órdenes judiciales a favor de las 

víctimas de Pueblos Étnicos del Pacífico Nariñense. 

 

Dentro de la apuesta de articulación del Auto 620 de 2017 con los Autos 004 y 005 de 2009 y 

los Decretos Ley 4633 y 4635 de 2011, en el marco de las mesas interinstitucionales celebradas 

entre el Gobierno Nacional y los pueblos y organizaciones étnicas, la Vicepresidencia coordinó 

la reactivación de planes de salvaguarda étnica de los Pueblos Awá y Eperara Siapidaara, las 

caracterizaciones de los consejos comunitarios del Pacífico Nariñense, así como la focalización 

 
53 El documento conto  con una amplia concertacio n con las oficinas jurí dicas de Presidencia y Procuradurí a General 
de la Nacio n, así  como con un concepto de la Agencia Nacional de Defensa Jurí dica del Estado 
54 Consultar el documento en la pa gina oficina de la AICMA-OCCP: https://goo.su/X7z2v  

https://goo.su/X7z2v
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de la región para la implementación de las rutas de la Unidad para la Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas (UARIV). 

 

HITO 4. “De gobierno a gobierno”: reactivación del diálogo entre el Gobierno nacional y 

el Gobierno de los Pueblos Étnicos del Pacífico Nariñense.  

  

La Vicepresidencia ha coordinado de manera efectiva escenarios de diálogo de alto nivel entre 

el Gobierno nacional y las organizaciones étnicas representativas del Pacífico Nariñense, 

reactivando los procesos de coordinación y articulación de gobierno a gobierno para la 

concertación, formulación e implementación de medidas en favor de pueblos indígenas y 

afrodescendientes de la región. Con ello se ha fortalecido la participación efectiva de los pueblos 

en la construcción colectiva y territorial del Gobierno del cambio. 

 

 

HITO 5. Implementación de estrategias para fortalecer las capacidades de las 

organizaciones étnicas del Pacífico Nariñense para formular proyectos de inversión 

pública, aplicando la Metodología General Ajustada (MGA). 

 

El plan de acción del Plan Urgente de Reacción y Contingencia (PURC) cuenta con estrategias 

para formar a las organizaciones étnicas en la formulación de proyectos de inversión pública, 

aplicando la Metodología General Ajustada (MGA). El propósito es instalar capacidades para 

que los pueblos étnicos puedan presentar proyectos debidamente estructurados y acceder a las 

distintas fuentes de financiación.  

 

 

HITO 6. Promoción de estrategias de seguridad, protección y prevención en los 

territorios étnicos del Pacífico Nariñense, a través del fortalecimiento y respeto del 

gobierno propio.  

 
La Vicepresidencia de la República ha facilitado eficientemente espacios para fortalecer el 

relacionamiento entre el Ministerio de Defensa Nacional, la Fuerza Pública, la Unidad Nacional 

de Protección (UNP), la Dirección de Derechos Humanos del Ministerio del Interior, la Fiscalía 

General de la Nación y las organizaciones con el fin de establecer acciones en materia de 

seguridad, protección y prevención.  

 

 

HITO 7. Estrategias de fortalecimiento de la educación propia y la revitalización cultural 

de los pueblos étnicos del Pacífico Nariñense.  

 

En el marco del PURC, se consolidaron estrategias orientadas al fortalecimiento educativo, 

lingüístico y cultural de los pueblos étnicos del Pacífico Nariñense, contribuyendo a la 

preservación de su identidad colectiva, al desarrollo de sus proyectos de vida y a su 

permanencia física y cultural. 

 

 

HITO 8. Coordinación interinstitucional para promover la reconversión económica en 

los territorios étnicos del Pacífico Nariñense. 

 

En el marco del PURC, la Vicepresidencia de la República se encuentra impulsando una 

estrategia de desarrollo económico para articular actores comunitarios y de esta forma, 

promover el acceso y desarrollo de mercados locales y regionales, así como para garantizar la 

soberanía alimentaria en la región. Todo esto desde la protección de la propiedad colectiva 

territorial y proyectos productivos acordes a los sistemas propios de los pueblos étnicos, con 

un protagonismo fuerte desde las mujeres, permitiendo una transición de las economías 
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ilegalizadas a medios de vida dignos y seguros. En 2023 y 2024, se logró avanzar en la definición 

y priorización de algunos proyectos y estrategias de cara a la visión planteada en el PURC.  

 

 

HITO 9. Gestión para la garantía de ejercicio de derechos políticos en el Pacífico 

Nariñense: cedulación e identificación, puestos de votación y acompañamiento técnico 

para auto-censos.  

 

A través de este componente del PURC, se pretende fortalecer la inclusión y precisión de los 

datos demográficos, sociales, económicos y culturales de los pueblos étnicos, mediante la 

realización de censos y auto-censos que sean participativos y actualizados, así como garantizar 

la inclusión y participación efectiva de los pueblos étnicos en los procesos políticos y de toma 

de decisiones a nivel local, regional y nacional. Como primer paso relevante para la consecución 

de resultados, en 2023, se logró avanzar en la garantía de estos derechos a través de la 

articulación con la Registraduría Nacional del Estado Civil.  

 

7.6. Mecanismo de certificación periódica para establecer el grado de 

contribución de las entidades del Gobierno nacional a la superación del 

ECI en el seguimiento al Auto 620 de 2017 
 

El Mecanismo de certificación es una herramienta que permitirá a la CIAN-A620 facilitar la 

coordinación del cumplimiento de las medidas de impacto del Plan de acción del PURC, en 

consonancia con el Decreto 850 de 2018 que establece como una de las funciones de la CIAN-

A620: 

7. Evaluar y hacer seguimiento al cumplimiento de sus funciones y los compromisos que 

asuman las entidades […]55. 

Asimismo, el parágrafo 1 del artículo 9 del Decreto 1188 de 2024 establece en cabeza de la 

Vicepresidencia de la República la creación del Mecanismo de Certificación destinado a 

establecer el grado de contribución de las entidades en la superación del ECI: 

Para efectos de la misión encomendada en el numeral 1 del presente artículo, la Vicepresidencia 

de la República presentará para consideración y aprobación de la Comisión Intersectorial 

referida, un mecanismo de certificación periódica del grado de contribución que cada entidad 

miembro realice para la superación del Estado de Cosas Inconstitucional en lo que respecta al 

ámbito de seguimiento del Auto 620 de 2017. Dicho mecanismo será considerado y aprobado 

por la Comisión y puesto en marcha dentro de los treinta (30) días siguientes a su presentación 

por parte de la Vicepresidencia56. 

Este Mecanismo de Certificación también se fundamenta en los lineamientos establecidos por 

la Corte Constitucional en el Auto 008 de 200957, que creó un sistema general de certificación 

con el objetivo de hacer visibles los niveles de cumplimiento y cooperación de los organismos 

públicos en la superación del ECI. 

En ese sentido, es importante recordar que, en cumplimiento de dicha orden judicial, se creó un 

proceso de certificación del grado de contribución de las entidades nacionales a la superación 

del ECI bajo la responsabilidad de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las 

Víctimas (UARIV). Este es un mecanismo general de certificación que se ocupa de acompañar a 

las entidades del nivel nacional que conforman el Sistema Nacional de Atención y Reparación 

 
55 Presidencia de la Repu blica de Colombia et al., Decreto 850 de 2018, art. 3. 
56 Presidencia de la República de Colombia, Decreto 1188 de 2024: Por el cual se confía a la Vicepresidenta de la 

República de Colombia unas misiones o encargos. Parágrafo 1 del artículo 9. 
57 Auto 008 de 2009. Persistencia del estado de cosas inconstitucional declarado mediante sentencia T-025 de 2004. 

(M.P. Manuel José Cepeda Espinosa 26 de enero de 2009). https://www.corteconstitucional.gov.co/T-025-

04/AUTOS%202009/115.%20Auto%20del%2026-01-2009.%20Auto%20008.%20ECI%20y%20GED.pdf. 
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Integral a las Víctimas (SNARIV) en el proceso anual de construcción de los planes de acción de 

fortalecimiento institucional y establecer sus niveles de cumplimiento. 

En paralelo, el Mecanismo de Certificación del Auto 620 de 2017 propone un enfoque particular 

ya que se concentra en los derechos de las víctimas con identidad étnica del Pacífico Nariñense. 

Las certificaciones que expediría la CIAN-A620 estarían delimitadas al ámbito de seguimiento 

del Auto 620 de 2017 y pretenden introducir elementos para incentivar el cumplimiento de las 

entidades desde criterios objetivos que atiendan a los parámetros del PURC. Su formulación y 

posterior implementación está a cargo de la CIAN-A620 a través del GS-A620 de la 

Vicepresidencia de la República, y su propósito es identificar el impacto de las acciones 

realizadas por las entidades de nivel nacional para aportar en la superación del ECI de los 

pueblos étnicos de la región, de acuerdo con las órdenes impartidas por la Corte Constitucional. 

Ambos mecanismos se complementarían en la medida en que buscan asegurar la efectividad de 

las órdenes judiciales emitidas en el marco del ECI y promover una respuesta estatal integral y 

coordinada que contribuya a garantizar el goce efectivo de los derechos fundamentales de la 

población priorizada en la sentencia T-025 de 2004 y sus autos de seguimiento. 

Por otra parte, resaltar que el Mecanismo de Certificación del Auto 620 de 2017 propone 

utilizar dos criterios específicos para establecer el grado de contribución de cada entidad del 

Gobierno nacional a la superación del ECI sobre los derechos de los Pueblos Afrodescendientes 

e Indígenas Awá y Eperara Siapidaara del Pacífico Nariñense: 

▪ Nivel de implementación de las medidas del PURC 

▪ Nivel de respuesta a las fallas estructurales que impiden la superación del ECI. 

En cuanto al primer criterio, se parte de reconocer que la implementación de las medidas de 

impacto que hacen parte del PURC es la condición necesaria para la superación del ECI en la 

región, en el contexto del Auto 620 de 2017. En ese sentido, se proponen unos subcriterios 
específicos relacionados con el seguimiento a la implementación de las medidas, que hacen 

parte del tablero de control del Plan de acción del PURC, y que se corresponden con los criterios 

mínimos de racionalidad exigidos por la Corte Constitucional58, a saber: (i) Actividades; (ii) 

Indicador de resultado; (iii) Cronograma. Además, se establece el siguiente valor agregado: 

Evolución de medidas de gestión a impacto. 

Sobre el segundo criterio, se reconoce que, de acuerdo con el Auto 620 de 2017, la naturaleza 

de las medidas del PURC es urgente y contingente debido a que deben atender la situación de 

emergencia humanitaria derivada de los conflictos armados desarrollados en el Pacífico 

nariñense y que afectan de manera desproporcionada a los Pueblos Afrodescendientes e 

Indígenas de la región. 

En ese sentido, y con el fin de armonizar este alcance y lograr que el Mecanismo de Certificación 

establezca un grado de contribución a la superación del ECI, el cual según la Corte 

Constitucional requiere de la implementación de acciones audaces que respondan a las fallas 

estructurales que impiden su superación, se propone la asociación de las medidas de impacto 

del PURC con los indicadores del Mecanismo Único de Seguimiento a la Política de Víctimas 

(MUSVI) sistematizados por el DNP a la fecha. Lo anterior hasta que culmine el diseño y se 

pongan en marcha (i) los planes de acción del Gobierno nacional en cumplimiento del Auto 310 

de 202359, (ii) la política pública de víctimas actualizada por la Ley 2421 de 202460 y su 

reglamentación; (iii) la expedición del CONPES de soluciones duraderas, junto con otros 

instrumentos idóneos y sobre los cuales la Corte Constitucional en el Auto 711 de 202561 ha 

 
58 Auto 620 de 2017. Pa rrafo 81: “Las medidas adoptadas, adema s, debera n contar con un cronograma de implementacio n; respetar 
los criterios de racionalidad constitucional en las polí ticas pu blicas […]”. 
59 Corte Constitucional de Colombia, Auto 310 de 2023. Convocatoria de sesio n te cnica para la formulacio n de metodologí a de 
recoleccio n, discusio n y presentacio n de informacio n para la valoracio n de la superacio n del estado de cosas inconstitucional, No. 
Sentencia T-025 de 2004, (M.S. Natalia Ángel Cabo el 14 de marzo de 2023). 
60 La Ley 2421 de 2021 establece un mandato de intervención integral del territorio a través de la coordinación entre distintos 
niveles de Estado, para diseñar y ejecutar estrategias que atiendan y reparen de manera adaptada las necesidades específicas de 
cada región, e impulsa la adopción de soluciones duraderas que trasciendan medidas transitorias, garantizando la estabilidad socioeconómica y la 
reconstrucción de los proyectos de vida de las víctimas. 
61 Auto 711 de 2025. Auto de solicitud de información en relación con la reglamentación de la Ley 2421 de 2024 y el documento 
CONPES de política pública de soluciones duraderas (M.S. Natalia Ángel Cabo 23 de mayo de 2025). 
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/autos/2025/a711-25.htm. 
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puesto su atención, y que son los llamados a formular e implementar acciones audaces para 

atender las fallas estructurales y lograr la superación del ECI. 

Entonces, este criterio se plantea teniendo en cuenta algunas de las 7 grandes fallas 

estructurales identificadas por la UARIV62 que son consideradas las más críticas de la Política 

Pública de Víctimas (PPV), ya que las 62 "falencias" inicialmente identificadas63 a menudo eran 

expresiones específicas de fallas de un orden mayor. Estas fallas estructurales incluyen: (i) la 

deficiente articulación institucional, que abarca la corresponsabilidad y subsidiariedad, la 

integralidad en la atención y oferta, y la interoperabilidad en los sistemas de información; (ii) 

la necesidad de incorporación de los derechos colectivos étnicos y el enfoque diferencial étnico; 

(iii) la falta de coherencia entre el presupuesto asignado y los compromisos establecidos; (iv) 

la baja protección del derecho a la justicia, verdad y memoria; y (v) la inseguridad jurídica y 

material en los territorios. 

De ahí que en este criterio se proponen subcriterios relacionados con articulación y/o 

coordinación interinstitucional, teniendo en cuenta la primera falla; con cobertura territorial 

étnica teniendo en cuenta la falla segunda sobre enfoque diferencial; con presupuesto para 
atender la falla tercera, y con cobertura municipal con base en la región de intervención 

definida en el Auto 620 de 2017. 

De esta forma, este criterio cuenta con los siguientes subcriterios: (i) Articulación con 

indicadores de la PPV y con el plan de acción del Auto 310 de 2023; (ii) Cobertura territorial 

étnica; (iii) Cobertura municipal; (iv) Presupuesto. Además de estos subcriterios, se establece 

el siguiente valor agregado: Articulación y/o coordinación interinstitucional. 

Actualmente, se encuentra el Documento Técnico del Mecanismo de Certificación del Auto 620 

de 2017 se encuentra en proceso de aprobación por parte del Subcomité Técnico creado por la 

CIAN-A620, para luego pasar a aprobación de esta última instancia. 

 

7.7. Bloqueos y solicitudes de intervención excepcional 
 

A propósito de los bloqueos identificados y las solicitudes de intervención excepcional 

realizadas por la Vicepresidencia de la República a la Honorable Corte Constitucional en el 

informe del Auto 620 de 2017 presentado en la vigencia anterior, en el presente apartado se 

considera oportuno y relevante su reiteración, dado que persisten los factores que motivaron 

su formulación.  

Asimismo, a continuación, se exponen de manera complementaria, los siguientes 

 

Sobre seguridad jurídica sobre las tierras y territorios 

 

Se ha observado un patrón recurrente de bloqueo institucional que afecta la materialización de 

los derechos territoriales de los pueblos étnicos en el Pacífico Nariñense. Este bloqueo se 

manifiesta en la incoherencia entre los compromisos asumidos para la formalización de tierras 

y las capacidades técnicas y operativas para su implementación, lo que provoca 

incumplimientos de los cronogramas establecidos y un retroceso en años para la finalización 

de los procedimientos de titulación, ampliación y saneamiento territorial.  

A pesar de los acuerdos en mesas interinstitucionales de balance y seguimiento del PURC 

convocadas por la Vicepresidencia de la República, y las citaciones directas a directivos para 

solicitar el cumplimiento de los cronogramas, persisten dificultades operativas, como una 

deficiente sistematización y acceso a los sistemas de información, la imposibilidad de 

programar visitas de campo esenciales por motivos logísticos, demoras en la entrega de 

 
62 UARIV - Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas, I. Propuesta metodológica para la 
estructuración del seguimiento a lo ordenado en los Autos 310 y 1291 de 2023. Identificación de las principales 
fallas estructurales de política pública. (2025). 
63 En el Informe del Auto 310 de 2023 presentado a la Corte Constitucional en 2024, se identificaron 62 falencias. 
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informes de resultados de dichas visitas, y transiciones administrativas internas que ralentizan 

los trámites. Esta situación genera incertidumbre jurídica sobre los territorios y afecta la 
viabilidad de proyectos de inversión, impidiendo el goce efectivo de los derechos 

fundamentales de los pueblos étnicos de la región 

 

Sobre infraestructura y dotación en salud 

 

Existe un bloqueo institucional en materia de infraestructura y dotación de servicios de salud 

en los territorios étnicos colectivos. El Ministerio de Salud y Protección Social ha señalado que, 

a nivel normativo, no es posible invertir directamente recursos públicos en resguardos 

indígenas o en las Instituciones Prestadoras de Salud Indígenas (IPS-I), lo cual se fundamenta 

en un concepto del Consejo de Estado que establece que las IPS-I y los resguardos 

indígenas no pueden ser objeto de la asignación directa de recursos64.  

Esta restricción conlleva al congelamiento de proyectos de infraestructura y dotación en salud 

en estas comunidades, agravando la situación de vulnerabilidad y acceso a servicios básicos en 

las zonas rurales. Aunque el Sector Salud tiene como meta para 2025-2026 cubrir las 

necesidades de infraestructura, aún no se han definido medidas de impacto en el Plan de acción 

del PURC, y que deberían ser incluidas en el Plan Maestro de Infraestructura y Dotación en Salud 

Nacional (PMIDSN) que está bajo la responsabilidad del Ministerio de Salud y Protección 

Social65.  

Como alternativa, el Ministerio de Salud propone que la inversión se realice a través de 

acuerdos66 con las Empresas Sociales del Estado (ESE), lo que permitiría avanzar en la 

construcción de nueva infraestructura y adecuación de la existente. Las organizaciones 

indígenas han manifestado que esta propuesta podría limitar sus derechos territoriales y 

socavar su autonomía en la prestación de los servicios de salud, dado que las ESE entrarían, 

como nuevos actores, a operar en el territorio.  

Asimismo, aunque el Gobierno Nacional ha realizado esfuerzos significativos para la regulación 

del Sistema Indígena de Salud Propio e Intercultural (SISPI), el cual, una vez implementado, 

habilitaría transferencias directas de recursos públicos para infraestructura y dotación, y 

además de establecer un Plan de Infraestructura en Salud Propia e Intercultural que debe ser 

formulado dentro de los seis meses siguientes a la expedición del Decreto Ley 480 de 202567, 

su plena operatividad aún requiere de dos pasos previos cruciales:  

(i) La completa reglamentación del propio SISPI por parte del Gobierno Nacional y,  

(ii) La delimitación y puesta en funcionamiento de los territorios indígenas en virtud 

de los decretos ley 1953 de 2014, 632 de 2018 y/o 482 y 488 de 202568 capaces de 

integrar los distintos componentes del SISPI e iniciar su operación autónoma. 

Este bloqueo se ha hecho más evidente en el caso de los Pueblos Indígenas por los avances 

normativos del SISPI. No obstante, este bloqueo también opera para los Pueblos 

 
64 Consejo de Estado: Sala de consulta y servicio civil, Concepto N° 2520 del Consejo de Estado ante Consulta formulada por el 
Ministerio de Salud y Protección Social sobre la naturaleza jurídica de las instituciones Prestadoras de Salud Indígenas (IPS-I) y la 
posibilidad de girar recursos a estas instituciones. (2024). Pa gina 43: “Las IPS Indígenas no pueden ser objeto de la asignación directa 
de recursos en salud del Presupuesto General de la Nación por parte del Ministerio de Salud y Protección Social, como ocurre con las 
Empresas Sociales del Estado, de conformidad con lo previsto en el numeral 42.2 del artículo 42 de la Ley 715 de 2001 y las Resoluciones 
5514 de 2013 y 555 de 2022. Lo anterior, por cuanto, como se ha dicho, las IPS-1 solo se consideran empresas sociales del Estado para 
efectos de la contratación obligatoria de servicios de salud con las entidades territoriales y con las entidades promotoras de salud del 
régimen subsidiado (artículo 2.3.1.52 del Decreto 780 de 2016)”. Pa gina 44: “3. ¿En caso de no ser procedente la asignación de recursos 
de salud del presupuesto general de la nación por parte de este Ministerio a las IPS Indígenas, se puede asignar directamente dichos 
recursos a los resguardos Indígenas? No. Porque la asignación de los recursos está determinada directamente por el legislador quien 
es el que determina las asignaciones directas del Presupuesto General de la Nación y actualmente no hay norma que así lo disponga”. 
65 Congreso de la Repu blica, Ley 2294 de 2023: Por el cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2022 - 2026 ‘Colombia Potencia 
Mundial de la Vida’ (2023) art. 65. 
66 El Ministerio de Salud y Proteccio n Social, como alternativa para ejecutar proyectos de infraestructura, ha planteado que el 
resguardo levante un acta de cesio n del predio a la ESE, seguida de una concertacio n con la comunidad. Una vez realizados estos 
pasos, el proyecto viabilizado puede ser presentado al Ministerio para la asignacio n de recursos. 
67 Presidencia de la Repu blica, Decreto Ley 480 de 2025: Por el cual se establece e implementa el Sistema Indígena de Salud Propia e 
Intercultural (SISPI) como la política de Estado en salud para los pueblos indígenas de Colombia y se dictan otras disposiciones. (2025) 
art. 59. 
68 Presidencia de la Repu blica, Decreto 488 de 2025: Por el cual se dictan las normas fiscales necesarias y las demás relativas al 
funcionamiento de los territorios indígenas y su coordinación con las demás entidades territoriales. (2025). 
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Afrodescendientes, que no cuenta ni siquiera con un sistema de salud propio, y que también 

ven bloqueada la inversión de recursos públicos en infraestructura y dotación en los territorios 

colectivos de comunidades negras.  

En vista de este persistente bloqueo institucional que impide una atención en salud efectiva y 

adecuada para los pueblos étnicos, y que contribuye a la perpetuación del ECI, es imperativo 

solicitar una intervención excepcional de la Corte Constitucional. Se hace un respetuoso 

llamado a la Corte para que se pronuncie sobre esta barrera jurídica que exige una acción 

inmediata del Estado colombiano en materia de infraestructura en salud en territorios étnicos, 

y que exhorte nuevamente69 al Congreso de la República, que desde la Constitución de 1991 

tiene la obligación, entre otras, de expedir la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial (LOOT) 

para conformar las entidades territoriales indígenas de manera definitiva y efectiva, y así, el 

Gobierno Nacional pueda disponer de su efectiva delimitación y beneficios de acuerdo con el 

artículo 329 superior. 

En este punto, es imprescindible indicar que, ante la omisión legislativa respecto del artículo 

329 de la Constitución, el Gobierno Nacional ha venido expidiendo diferentes decretos ley como 
los mencionados anteriormente, con el propósito de garantizar los derechos fundamentales de 

los pueblos indígenas  y, como resultado ,poner en funcionamiento sus territorios indígenas, 

dictando normas fiscales y las necesarias para su gobierno propio, mientras dicha ley  se expide, 

de acuerdo con el artículo 56 transitorio Superior.  

Lo expuesto constituye un reconocimiento al esfuerzo del Gobierno Nacional por atender las 

necesidades de los pueblos indígenas. Sin embargo, dicho esfuerzo resulta aún insuficiente para 

garantizar de manera efectiva el pleno ejercicio de sus derechos. La mera puesta en 

funcionamiento de los territorios indígenas no ofrece las mismas garantías jurídicas y 

administrativas que sí se derivan de la conformación de una Entidad Territorial 

Indígena, conforme a lo establecido en los artículos 287, 288, 296 y 329 de la Constitución 

Política. En este sentido, la expedición de la LOOT se erige como un paso fundamental e 

inaplazable para asegurar el acceso pleno a los derechos fundamentales de las comunidades 

indígenas, así como para garantizar una adecuada y oportuna prestación de servicios por parte 

del Estado. En efecto, esta acción debe permitir la inversión de recursos públicos en 

infraestructura y dotación de salud en territorios étnicos también en el marco de las 

adecuaciones y el enfoque diferencial del Sistema General de Seguridad Social en Salud. De ser 

necesario, la Corte podría dictar órdenes específicas que permitan superar dicho bloqueo, 

asegurando que las particularidades culturales y las necesidades de estas comunidades sean 

reconocidas y atendidas con urgencia, sin postergar la garantía de sus derechos fundamentales. 

 

Sobre prácticas inconstitucionales en materia de contratación 

 

Como parte del mecanismo de monitoreo y seguimiento del PURC, la Vicepresidencia de la 

República ha identificado un patrón que constituye una práctica inconstitucional en materia de 

contratación con organizaciones y personas jurídicas de los pueblos étnicos.  

Si bien diversas dependencias y áreas de las entidades gubernamentales y sus correspondientes 

equipos técnicos dedican esfuerzos para formular contratos o convenios que permitan 
implementar medidas urgentes del PURC. Estos avances se ven sistemáticamente 

obstaculizados en las oficinas jurídicas o instancias de contratación por el desconocimiento del 

enfoque diferencial étnico y territorial.  

Esto se manifiesta en la dificultad de comprensión sobre el régimen jurídico especial de las 

cabildos, resguardos y asociaciones de los Pueblos Indígenas, o los consejos comunitarios y las 

múltiples expresiones organizativas de los Pueblos Afrodescendientes. Por ejemplo, en el caso 

indígena, a pesar de que la normativa reconoce expresamente el saber ancestral como una 

forma válida de contrapartida, las revisiones contractuales insisten en parámetros que no se 

compadecen con las realidades culturales y organizativas de estos pueblos, y solo se logra 

 
69 Sentencia C-067 de 2015. 
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incorporar esta valoración diferencial tras el seguimiento realizado por la Vicepresidencia de 

la República. 

Las consecuencias de estas revisiones exhaustivas son las reiteradas solicitudes de ajustes a los 

cronogramas de la implementación de las medidas de impacto del PURC, lo cual conlleva a la 

reducción del tiempo de implementación de las acciones. Esta rigidez burocrática y la falta de 

adaptación institucional a los marcos normativos diferenciales se convierten en un obstáculo, 

impidiendo que los recursos y las acciones lleguen de manera oportuna y efectiva a las 

comunidades, y perpetuando así las condiciones de vulnerabilidad y el ECI que enfrentan estos 

Pueblos. 

Sobre presupuesto. 

 

Como parte del mecanismo de monitoreo y seguimiento del PURC, la Vicepresidencia de la 

República observa un obstáculo en materia presupuestal relacionado con el hecho de que los 

acuerdos entre las organizaciones étnicas y las entidades del Gobierno Nacional fueron 

suscritos en un escenario fiscal distinto al actual. Esta situación ha generado que las entidades 

se vean obligadas a replantear las metas o disminuir la cobertura inicialmente planteados.  

 

 

Sobre el diálogo social para la resolución de desarmonías comunitarias y organizativas 

 

La Vicepresidencia observa la necesidad de fortalecer los mecanismos de diálogo social para 

abordar las complejas dinámicas internas que enfrentan los pueblos y organizaciones étnicas 

en sus diferentes niveles. La fragmentación organizativa de los pueblos étnicos se manifiesta 

como un proceso de desarmonización interna que socava la autoridad étnica, la autonomía y la 

gobernabilidad territorial de las comunidades. Esta problemática complejiza la implementación 

de políticas públicas y la garantía de derechos fundamentales. Esta fragmentación opera en dos 

niveles interconectados: 

A escala comunitaria o interna: se observan crecientes desarmonías internas en las 

comunidades, cabildos, resguardos y consejos comunitarios. Esto incluye controversias 

político-electorales sobre las figuras de autoridad y representación legal de las comunidades, 

que ponen en entredicho su legitimidad ante los actores externos. En este contexto se han 

identificado: la elección de liderazgos o representantes legales paralelos a los establecidos 

legítimamente; desafíos en alcanzar acuerdos internos sobre la creación de nuevas 

comunidades o el reconocimiento de cabildos en resguardos ya constituidos; dificultades 

relacionadas con la actualización y depuración de los censos propios, que inciden en la 

conformación de las asambleas y otros espacios de máxima autoridad para la toma colectiva de 

decisiones. Escenarios que amenazan la salvaguarda de instituciones fundamentales para el 

gobierno propio de los pueblos afrodescendientes e indígenas. 

Estas tensiones internas pueden ser exacerbadas por el contexto del conflicto armado en los 

territorios, donde actores armados intentan cooptar o suplantar liderazgos y dividir a los 

pueblos para consolidar su control social y territorial. La falta de acompañamiento y resolución 

en estos asuntos genera inseguridad jurídica e inestabilidad institucional. 

A escala asociativa: La fragmentación se extiende a las organizaciones de segundo nivel que 

agrupan a múltiples comunidades, cabildos, resguardos y consejos comunitarios. El Auto 620 

de 2017 ya advertía que algunos acuerdos estaban “siendo concertados con organizaciones o 

esquemas paralelos a las autoridades étnico-territoriales, incluso conformadas, al parecer, por 

personas ajenas a las comunidades étnicas”70. Esto se manifiesta en solicitudes de desafiliación 

de asociaciones existentes para la constitución y registro de nuevas organizaciones paralelas. 

 
70 Corte Constitucional de Colombia: Sala Especial de Seguimiento a la Sentencia T-025 de 2004, Auto 620 de 2017, 
para. 63. 
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Estas situaciones derivan en disputas sobre la representación legítima del pueblo étnico en 

instancias más amplias.  

Al respecto, desde la Vicepresidencia hemos identificado que el retraso en el acompañamiento 

de las entidades con misionalidad respecto a estos asuntos, aun cuando las mismas 

comunidades y organizaciones lo solicitan, ha impedido la efectiva implementación de acciones 

por parte de las entidades nacionales y territoriales para la garantía de derechos 

fundamentales. Por ejemplo, el proceso de formulación y protocolización del Plan Integral de 

Reparación Colectiva (PIRC) para el sujeto colectivo “23 resguardos del Pueblo Awá asociados 

a la UNIPA”, que recoge a 26 resguardos del pueblo Awá, se suspendió en el segundo semestre 

de 2024, debido a la incertidumbre en torno a las autoridades y/o representantes legales de 

algunos resguardos, lo que no ha permitido el avance de manera colectiva del proceso de 

reparación.  

Por lo que se requiere que las entidades facultadas para facilitar y garantizar el diálogo y la 

resolución de conflictos actúen de manera oportuna en pro de la autonomía y libre 

determinación de los Pueblos Étnicos, de tal forma que igualmente permitan la garantía de sus 

derechos fundamentales.  

 

 

Sobre desafíos para la participación de las comunidades y los equipos técnicos de las 

organizaciones étnicas 

 

La Vicepresidencia de la República identifica que la implementación de medidas del PURC 

enfrenta desafíos relacionados con la participación y el suministro de información por parte de 

las organizaciones étnicas.  

Se han identificado algunas inasistencias de las organizaciones a ciertas jornadas y espacios de 

coordinación interinstitucional convocados por las entidades y la Vicepresidencia, frente a los 

cuales no se expone dificultad alguna para la asistencia (ni previa ni posteriormente), ni se 

solicita reagendamiento.  

Adicionalmente, en algunos casos se han identificado inflexibilidades injustificadas en lo que 

corresponde a gastos logísticos, dificultando la realización de recorridos territoriales, mesas 

técnicas y espacios de coordinación presenciales. A esto se suma que, efectivamente, las 

garantías logísticas necesarias para asegurar la presencia de los líderes, lideresas y autoridades 

de las comunidades en estos espacios son considerablemente elevadas, especialmente debido 

a los altos costos de transporte desde las zonas rurales dispersas. Por tanto, en muchas 

ocasiones, los costos de los eventos muchas veces superan las capacidades presupuestales de 

las entidades, tanto del nivel nacional como territorial, que ya enfrentan limitaciones para 

financiar mesas técnicas y acompañamientos requeridos. 

Finalmente, la remisión de información crucial para la implementación de las medidas presenta 

desafíos, especialmente la carencia de equipos técnicos robustos y recursos financieros para 

estructurar propuestas y proyectos conforme a las metodologías institucionales. Esta situación 

hace necesario un apoyo técnico externo para subsanar estas brechas.  

 

7.8. Anexos 
 

Anexo 1. Actas de las sesiones de la CIAN-A620 (2022-2024) 

Anexo 2. Actas de mesas interinstitucionales con corte 2024. 

Anexo 3. Resumen de 67 medidas implementadas del Plan de Acción del PURC con corte 2024. 
Fichas de 67 medidas implementadas del Plan de Acción del PURC con corte 2024. 
Hitos de implementación del Plan de Acción del PURC con corte 2024. 

Anexo 4. Propuesta de documento técnico de Mecanismo de Certificación. 
Medios de verificación de reuniones de Subcomité Técnico del Mecanismo de Certificación. 
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8. Solicitudes del equipo coordinador a la Corte 

Constitucional 
 

 

 

8.1. Propuesta correspondencia ciclo de planeación para elaboración 

de informe 
 

La metodología propuesta por el Gobierno Nacional para realizar un adecuado seguimiento a 

los compromisos asumidos en el Plan de Acción derivado del Auto 310 de 2023, tiene como 

objetivo central articular y fortalecer determinados procesos internos de la Unidad para las 

Víctimas, en su calidad de entidad coordinadora del Sistema Nacional de Atención y Reparación 

Integral a las Víctimas (SNARIV). Asimismo, busca mantener el espíritu dialógico instaurado 

por los Autos 310 y 1291 de la Honorable Corte Constitucional, promoviendo así una transición 

desde un enfoque de seguimiento basado en la gestión, hacia uno centrado en el goce efectivo 

de derechos. 

En ese sentido, la propuesta metodológica contempla la articulación entre el ciclo de 

presentación del informe ante la Corte y los ciclos de planeación de las entidades 

nacionales. Por tal razón, tanto el cronograma como las actividades previstas en esta 

metodología exigen un cumplimiento estricto. Tal como se demuestra en la siguiente gráfica. 

 

Ilustración 2. Ciclo de seguimiento plan de acción Auto 310 

 

Fuente: Metodología de seguimiento Plan de Acción Auto 310; Unidad para las Víctimas 

(2024) 
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El proceso inicia con la formulación de los Planes Anuales de Fortalecimiento Institucional 

(PAFI), que son desarrollados en el marco del SNARIV. Dichos planes constituyen la principal 

herramienta para impulsar el seguimiento a los compromisos asumidos. Los PAFI deberán ser 

concertados durante el mes de febrero, en el marco de las mesas bilaterales PAFI. En estas 

mesas, se espera que las entidades remitan los formularios correspondientes, en los que se 

consignará el avance de las acciones ejecutadas durante la vigencia anterior, así como la 

planeación proyectada para la vigencia siguiente, buscando incidir de manera efectiva en las 

planeaciones institucionales. 

Adicionalmente, la metodología propone la creación de Mesas Sectoriales o Nodos que 

dinamicen una respuesta articulada por parte del Gobierno Nacional. Estas mesas deberán 

realizarse dos veces por vigencia. La primera sesión, prevista para el mes de marzo, estará 

orientada a brindar los insumos necesarios para que las entidades líderes inicien la redacción 

de los capítulos correspondientes. Para ello, se deberá contar previamente con: (i) los 

formularios diligenciados; (ii) el reporte de datos por parte de las entidades para el 
procesamiento de indicadores en la RNI; y (iii) las indicaciones editoriales, técnicas y 

metodológicas contenidas en la Guía para la redacción de capítulos. 

La segunda sesión de la Mesa Sectorial o Nodo se desarrollará en el mes de septiembre y tendrá 

por objeto proporcionar orientaciones metodológicas que permitan a las entidades 

responsables iniciar la captura de información en los formularios Forms, garantizando la 

continuidad del proceso en la siguiente vigencia. Para asegurar una adecuada transición entre 

vigencias y evitar vacíos de información, se establecerá un punto de control en el mes de 

diciembre, en el cual las entidades deberán cargar en la plataforma Forms la información 

correspondiente a la ejecución de acciones en la vigencia en curso. Esto permitirá contar, desde 

el inicio de la nueva vigencia, con insumos sólidos para comenzar la redacción del informe. 

Posteriormente, una vez celebrada la primera sesión de la Mesa Sectorial/Nodo, durante los 

meses de marzo y abril, las entidades líderes de cada componente elaborarán los capítulos 

respectivos, en estricto cumplimiento de la Guía para entidades líderes. Este insumo deberá ser 

entregado al equipo coordinador en el mes de mayo, para su respectiva revisión, 
retroalimentación y solicitud de ajustes. Finalmente, se procederá con la radicación del informe 

en el mes de junio. 

Lo anterior se encuentra en concordancia con la metodología de seguimiento presentada a la 

Honorable Corte Constitucional en cumplimiento del Auto 310. No obstante, se propone una 

modificación puntual al cronograma, como resultado de las lecciones aprendidas durante la 

presente vigencia. En efecto, si bien inicialmente se había proyectado la radicación del informe 

en el mes de abril, la experiencia demuestra que se requiere un plazo más amplio y prudente 

para que el equipo coordinador pueda adelantar adecuadamente las labores de revisión, 

retroalimentación y acompañamiento a los ajustes requeridos. Esta modificación se orienta a 

garantizar un informe coherente y técnicamente sólido, que, conforme al principio de 

progresividad, plantee acciones adecuadas, pertinentes y suficientes. 

Finalmente, considerando que la metodología de definición de fallas estructurales desarrollada 

por el equipo coordinador del Estado ha identificado la necesidad de adelantar procesos 
articulados para atender dichas fallas, esta propuesta metodológica considera estratégico 

mantener y regularizar los espacios dialógicos establecidos por los Autos 310 y 1291, con 

el fin de consolidar una instancia de seguimiento entre el Gobierno Nacional y la Honorable 

Corte Constitucional. Dichos espacios deberían, en la medida de lo posible, celebrarse de forma 

paralela a las sesiones de las Mesas Sectoriales en el mes de septiembre, en armonía con los 

ciclos de planeación institucional. 

En ese orden de ideas, si el proceso de seguimiento prevé la radicación del informe al cierre del 

primer semestre de cada vigencia, resulta procedente y recomendable que el Gobierno Nacional 

reciba un pronunciamiento de la Honorable Corte durante el segundo semestre, lo cual 

permitiría ajustar de manera oportuna las planeaciones institucionales y las acciones 

orientadas a superar las fallas estructurales previamente identificadas. 
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Tabla 36. Propuesta de cronograma seguimiento Auto 310 

 Principales 

actividades 
Ene Feb Mar Abr May Jun Jul Ago Sep Oct Nov Dic 

Mesas Bilaterales - PAFI                         

Entrega insumos redacción 

capítulo                         

Mesas Sectorial/Nodo                         

Entrega capítulos y anexos                         

Revisión capítulo                         

Radicación                         

Mesas Sectorial/Nodo II                         

Mesa seguimiento Gobierno 

- Corte                         

Inicio de captura de 

información - Formularios                         

Punto de control de 

Formularios                         

Alerta Enero                         

Fuente: Metodología de seguimiento plan de acción Auto 310 de 2023.  

 

 

8.2. Propuesta de adopción, por parte de la Corte de sesiones 

dialógicas anuales 
 

Con el propósito de dar continuidad a los esfuerzos emprendidos con ocasión del Auto 310 de 

2023, se propone a la Honorable Corte Constitucional la institucionalización de sesiones 

dialógicas anuales entre el Gobierno Nacional, la Corte y demás instancias del Estado 

colombiano que se estimen pertinentes. Dichas sesiones podrían llevarse a cabo, 

preferiblemente, entre los meses de agosto y septiembre de cada año, en coherencia con el ciclo 

de planeación previamente señalado, lo que permitiría articular de manera orgánica los 

tiempos de formulación, ejecución y evaluación de las políticas públicas. 

En ese sentido, se propone los objetivos principales de las sesiones fuesen: i) fortalecer la toma 

de decisiones de alto nivel; ii) agilizar la articulación entre las entidades responsables; iii) 

abordar de manera conjunta y oportuna las brechas en la implementación del Plan de Acción; y 

iv) integrar los ciclos de planeación, ejecución y evaluación, asegurando un seguimiento técnico 

y sistemático de los compromisos asumidos. 

Como valor agregado, se destaca que la creación de este mecanismo institucional permanente 

permitiría robustecer el informe anual del ECI, transformándolo de un ejercicio circunscrito a 

un periodo específico en la manifestación de un proceso continuo y articulado de planeación, 

ejecución y evaluación. 

En mérito de lo expuesto, se solicita a la Honorable Corte Constitucional que tenga en 

consideración la propuesta aquí presentada y, en consecuencia, se sirva comunicar a este 

equipo coordinador las observaciones y consideraciones que estime pertinentes sobre el 

particular.  
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8.3. Solicitud especial para evaluación integral del ECI en 

desplazamiento forzado 
 

 

En atención a la evolución metodológica adoptada por la Honorable Corte Constitucional, a 

través de sus distintos autos y en particular los Autos 310 y 1291 de 2023, se considera 

necesario promover una evaluación integral que permita valorar, de manera global, los avances 

alcanzados, las limitaciones persistentes y los postulados planteados por las entidades 

responsables.  

Así las cosas, las razones que sustentan esta solicitud se derivan de tres aspectos principales: 

en primer lugar, de la renovación metodológica introducida por el Auto 310 de 2023, el cual 

incorporó elementos innovadores en materia de evaluación, seguimiento y articulación 

interinstitucional que resultan indispensables examinar de manera conjunta. En segundo lugar, 

de la necesidad de contar con una valoración actualizada de la Corte, que, a partir de la 

experiencia acumulada desde la última evaluación integral, determine los ejes prioritarios 

sobre los cuales deben concentrarse las entidades responsables y el equipo coordinador. Siendo 

así, y partiendo de la conveniencia de que esta evaluación se oriente de manera coherente y 

coordinada a las acciones futuras, garantizando que los esfuerzos institucionales se dirijan 

hacia los aspectos neurálgicos definidos por la Corte y que las decisiones subsiguientes se 

ajusten estrictamente a los lineamientos de la supervisión judicial. 

En mérito de lo expuesto, se solicita respetuosamente a la Honorable Corte Constitucional 

disponer la realización de una evaluación integral del Estado de Cosas Inconstitucional, de 

manera que, a partir de la información consolidada y de las nuevas realidades metodológicas 

desarrolladas en la sentencia T-025/2004, se definan pautas y lineamientos que orienten de 

forma renovada, coherente y coordinada el proceso de superación del ECI. 
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9. Conclusiones  
 

 

El informe presenta un balance integral de los distintos nodos y componentes de la PPV, en el 
marco del seguimiento al ECI. De esta forma, se destacan avances normativos, técnicos e 

institucionales de relevancia, evidenciados en resultados verificables y en esfuerzos sostenidos 

de articulación, que demuestran la capacidad del Estado para generar respuestas que 

trascienden la atención asistencial y se orientan hacia un enfoque de soluciones duraderas. 

Aunado a ello, se resalta el esfuerzo del Gobierno Nacional en la aplicación de una metodología 

de seguimiento unificada, diseñada para favorecer la estandarización de los reportes y 

promover la compatibilidad entre los diferentes componentes. Esta herramienta metodológica 

contribuye a la coherencia y claridad de la información presentada y, al mismo tiempo, fortalece 

la capacidad de seguimiento de la PPV. 

No obstante, persisten fallas estructurales recurrentes, entre ellas: i) la desarticulación 

institucional y ii) la limitada interoperabilidad de la información. Estas debilidades afectan la 

integralidad de la política y dificultan la consolidación de un enfoque plenamente diferencial, 

territorial y sostenible. Uno de los aspectos más relevantes en este sentido es la tensión entre 

los avances normativos y su materialización en los territorios, lo que evidencia la necesidad de 

concebir la política, no solo desde una perspectiva normativa central, sino desde un enfoque de 

implementación que incorpore las realidades locales y fortalezca las capacidades en terreno. 

Este propósito podría materializarse a través de las Estrategias de Intervenciones Territoriales 

Integrales, en coherencia con la Ley 2421 de 2024. 

En consecuencia, el documento refleja una política pública en transición, a partir de las 

variaciones introducidas desde el Auto 310 de 2023 y de la expedición de nuevos instrumentos 

jurídicos que amplían el marco de acción de las entidades. De igual forma, este informe 

evidencia un ejercicio institucional serio, respaldado en una metodología de seguimiento 

robusta, aunque aún se observan disparidades entre componentes con avances concretos y 

otros con debilidades persistentes, las cuales se detallan a continuación: 

 

9.1. Nodo Componentes Trasversales y Habilitantes de la Política 

Pública 
 

Componente Presupuesto. 

 

Se han alcanzado avances significativos en la implementación de medidas orientadas a superar 
las falencias identificadas por la Corte Constitucional. El fortalecimiento de la trazabilidad 
presupuestal, la priorización de acciones bajo criterios de costo-efectividad y sostenibilidad, así 
como la mejora en la gestión de recursos, han permitido optimizar la ejecución en componentes 
clave y cerrar brechas en sectores estratégicos para las víctimas. 
  
En este marco, resulta fundamental destacar la importancia de mantener los trazadores 
presupuestales y del ejercicio desarrollado de manera articulada por el Ministerio de Hacienda 
y Crédito Público, junto con el Departamento Nacional de Planeación, en el diseño de las 
disposiciones generales de las leyes anuales de Presupuesto. Gracias a esta labor, se han 
incorporado artículos que garantizan que las entidades prioricen la ejecución de sus recursos 
en la atención de la población víctima, incluidas las personas en situación de desplazamiento 
forzado, las comunidades étnicas víctimas de desplazamiento y los beneficiarios de sentencias 
de restitución de tierras. Estas acciones se realizan en cumplimiento de la Ley 1448 de 2011, la 
Ley 2421 de 2024 y lo dispuesto por la Corte Constitucional en la Sentencia T-025 de 2004 y 
sus Autos de Seguimiento. 
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Componente Coordinación Nación Territorio. 

 
Durante la vigencia 2024, el componente Nación–Territorio desarrolló múltiples espacios de 

trabajo orientados a consolidar una ruta conjunta que facilite su articulación y fortalecimiento, 

en el marco de la actualización de los elementos definidos en la Política Pública de Víctimas 

(CONPES 4031) y en la Ley 2421 de 2024, los cuales deben armonizarse e incorporar de manera 

transversal el enfoque de Soluciones Duraderas. En este proceso se adelantó un inventario de 

las herramientas utilizadas por las entidades que conforman el componente, con el propósito 

de consolidar la oferta institucional y precisar los elementos fundamentales en términos de 

corresponsabilidad, subsidiariedad y complementariedad. 

En la ruta definida por el componente se estableció la necesidad de mantener y fortalecer los 

espacios de articulación entre las entidades con acciones consignadas en el Plan de Acción. 

Dichos escenarios resultan estratégicos para avanzar en la articulación de la oferta 

institucional, tanto territorial como nacional, en coherencia con los lineamientos previstos en 

la Ley 2421 de 2024, en particular lo señalado en su artículo 50i. 

El componente de Coordinación Nación–Territorio, con base en el marco normativo vigente y 

en los retos que supone su implementación, ha consolidado una apuesta institucional que, 

aunque refleja avances y cumplimiento de compromisos, continúa enfrentando desafíos frente 

a las fallas estructurales identificadas. Este diagnóstico exige una revisión técnica y normativa 

constante por parte de las entidades responsables, con el fin de garantizar respuestas 

diferenciadas y eficaces mediante la estrategia de intervención territorial integral, orientada a 

superar las barreras identificadas en el análisis y en la adopción de la metodología. 

Estas intervenciones requieren del concurso articulado de diversas entidades del Estado, lo que 

refuerza la necesidad de compromiso conjunto de todo el Gobierno nacional y  Entidades 

Territoriales para asegurar la efectividad de las medidas y avanzar en la superación de las 

falencias estructurales de la Política Pública de Víctimas, en beneficio directo de las 

comunidades afectadas. 

 

9.2. Nodo Componente Transversal y Subsistencia Mínima. 
 

Componente Sistemas de Información. 

 

En el componente de sistemas de información se evidencian avances en la definición de 

variables y en los acuerdos relacionados con la interoperabilidad de la información. No 

obstante, persisten retos en materia de disponibilidad y gestión con enfoque étnico y 

diferencial, dado que la implementación interinstitucional de herramientas de análisis enfrenta 

desafíos en la adecuada captura y manejo de datos por parte de las entidades nacionales y 

territoriales. 

Asimismo, se han alcanzado progresos relevantes en el desarrollo tecnológico, destacándose la 

Ficha Estratégica y el aplicativo SIPAZ, que han fortalecido la interoperabilidad y contribuyen 

tanto a la planeación estratégica, como a la garantía de derechos. En este sentido, resulta 

indispensable continuar con la incorporación de variables diferenciales en los acuerdos de 

intercambio de información, respaldados por la voluntad institucional y la apropiación técnica 

de cada entidad, a fin de asegurar datos confiables, pertinentes y útiles. 

El presente informe, junto con el ajuste metodológico realizado, se orienta al fortalecimiento de 

actividades de mayor impacto, identificando la articulación interinstitucional como una 

herramienta clave para cualificar la información y su procesamiento. Este esfuerzo es esencial 

para garantizar la efectividad de la política pública de víctimas, ya que permite visibilizar los 

impactos desproporcionados del conflicto y, al mismo tiempo, fortalecer la capacidad del 

Estado para responder de manera oportuna y adecuada a estos. 
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Componente Subsistencia Mínima. 

 
La garantía de la subsistencia mínima para la población víctima del conflicto armado ha 

registrado avances importantes en materia de reconocimiento normativo y en la 

implementación de medidas inmediatas de asistencia humanitaria. No obstante, persisten 

desafíos en cuanto a la cobertura integral, la suficiencia de los recursos y la oportunidad en la 

entrega de ayudas, lo cual limita el pleno cumplimiento de las garantías del derecho. Estas 

medidas, orientadas principalmente a la atención de urgencia y corto plazo, si bien resultan 

indispensables frente al contexto nacional, ponen de relieve la necesidad de transitar hacia 

mecanismos complementarios que fortalezcan la articulación interinstitucional, con el fin de 

garantizar condiciones dignas de vida y reducir la dependencia de la ayuda estatal. 

En este sentido, se plantean ajustes orientados a mejorar la articulación interinstitucional, con 

el propósito de reducir las brechas en la atención, evitar duplicidades operativas y superar la 

limitada incorporación del enfoque diferencial y territorial. Reforzar estos aspectos resulta 

fundamental para consolidar una respuesta integral, coordinada y sostenible, que garantice de 

manera efectiva los derechos de la población víctima. 

 

 

9.3. Nodo Prevención y Protección. 
 

Componente Vida, Libertad, Integridad Personal y Garantías de No Repetición. 

 

El nodo relativo a Prevención y Protección ha presentado avances significativos en la 

identificación de las principales falencias y en la definición de los cursos de acción necesarios 

para su superación. Se destacan los progresos en la elaboración de instrumentos jurídicos y de 

política, entre ellos la reglamentación del artículo 109 del Plan Nacional de Desarrollo, que 

permitirá atender de manera efectiva las falencias identificadas, así como fortalecer la 

articulación interinstitucional y las medidas propias del nodo. No obstante, persisten desafíos 

que evidencian la necesidad de materializar la política en clave de Soluciones Duraderas y 

asegurar su adecuada articulación con otros procesos de reglamentación y adecuación de 

política que se adelantan desde distintos componentes. 

En este marco, se observa una alta convergencia del componente con la falla estructural 

relacionada con la desarticulación, lo cual demanda el robustecimiento de acciones coordinadas 

entre Nación y Territorio. Solo de esta manera será posible consolidar transformaciones 

efectivas en los territorios que permitan atender de forma adecuada la ausencia de garantías 

de seguridad material y jurídica, situación que persiste, entre otras razones, por la continuidad 

del conflicto. En este mismo sentido, resulta fundamental que las medidas de prevención de la 

Política Pública de Víctimas se articulen con otras políticas sociales de prevención, bajo un 

enfoque de Soluciones Duraderas. Ello implica concebir la prevención desde una perspectiva 

más amplia, coherente con la necesidad de fortalecer la articulación interinstitucional, 

optimizar el gasto público y territorializar las medidas. En consecuencia, se hace indispensable 

un diálogo permanente con las acciones estratégicas contempladas en el Plan de Acción del 

CONPES para las Soluciones Duraderas. 

Finalmente, en coherencia con las falencias identificadas por la metodología, este componente 

debe liderar una respuesta coordinada del Gobierno orientada a resolver la falla relativa a la 

“inseguridad jurídica y material en los territorios que impide el goce efectivo de los derechos de la 

población desplazada, la reparación integral y la superación de la situación de vulnerabilidad”. 

Esta falla, por su naturaleza, requiere una atención urgente y prioritaria, entendiendo que las 

apuestas que de allí se desprendan constituyen habilitantes esenciales para la consolidación de 

las Soluciones Duraderas. En este sentido, se requiere avanzar en intervenciones de orden 

integral en materia de prevención y protección, que permitan generar cambios estructurales en 

los territorios donde habitan las comunidades víctimas. Así, resulta imprescindible armonizar 

las apuestas de este componente con aquellas que se consolidan en los componentes de Nación–
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Territorio, Autonomía y Gobierno, y en el derecho étnico al territorio, con el fin de asegurar la 

coherencia y eficacia de la política pública en su conjunto. 

 

 

9.4. Nodo Retornos, Reubicaciones, Educación, Vivienda y Generación 

de Ingresos. 
 

Componente Educación. 

 

La puesta en marcha de estrategias orientadas a ampliar la cobertura educativa y gestionar los 

riesgos escolares ha requerido un trabajo de relacionamiento y cooperación entre el Ministerio 

de Educación Nacional (MEN), las entidades territoriales y diversos actores gubernamentales 

con presencia en los territorios. Estas acciones buscan identificar a los niños, niñas, 

adolescentes y jóvenes (NNAJ) víctimas del desplazamiento forzado, así como los fenómenos 

que amenazan a esta población. En este marco, el desarrollo de los Centros de Interés para la 

Formación Integral ha promovido una coordinación armónica entre el MEN, el Ministerio de las 

Culturas, las Artes y los Saberes, el Ministerio del Deporte, el Ministerio de Ciencia, Tecnología 

e Innovación, la Unidad Solidaria y otras entidades del Estado. 

De igual manera, la necesidad de mejorar la cobertura de servicios digitales que fortalezcan la 

calidad educativa ha impulsado el relacionamiento con el Ministerio de Tecnologías de la 

Información y las Comunicaciones, así como con entidades privadas del sector que promueven 

y financian iniciativas tecnológicas. Estas contribuyen al desarrollo intelectual y social en las 

regiones, ampliando oportunidades para la población. 

Las interacciones entre entidades de distintos sectores y niveles han generado impactos 

favorables y progresivos en la reducción de una de las siete fallas estructurales identificadas 

por la Corte Constitucional: la falta de articulación institucional. 

Por otra parte, el MEN viene fomentando la ejecución de políticas públicas con enfoque 

diferencial y territorial, que impactan de manera positiva a jóvenes, adultos y adultos mayores 

no alfabetizados, víctimas del conflicto armado y comunidades en zonas de posconflicto. Estas 

iniciativas no solo buscan ampliar la cobertura y garantizar la permanencia del personal 

docente, sino también transformar los territorios más afectados por la violencia mediante la 

escolarización, la apropiación de la riqueza cultural y el fortalecimiento de la identidad regional. 

 

Componente Retornos y Reubicaciones. 

 

En coherencia con lo dispuesto en la Ley 2421 de 2024 y con los acuerdos alcanzados en el 

marco del CONPES para las Soluciones Duraderas, el componente ha planteado ajustes 

normativos y metodológicos orientados a reducir los rezagos existentes en la materialización 

de medidas que garanticen la sostenibilidad de los procesos de retorno, reubicación e 

integración local. En este contexto, se reconoce como estratégico visibilizar aquellos procesos 

de retorno, reubicación e integración que se han desarrollado sin acompañamiento 

institucional, en tanto ello refuerza la necesidad de promover intervenciones integrales de 

orden territorial que impacten no solo a las comunidades víctimas, sino también a las 

comunidades de acogida y a otras poblaciones en situación de vulnerabilidad. 

De igual manera, se destacan los esfuerzos encaminados a desarrollar ajustes técnicos y 

metodológicos que posibiliten una planeación con enfoque de soluciones duraderas, territorial 

y diferencial. Para ello, resulta indispensable una articulación robusta con las apuestas 

derivadas de los componentes de Nación–Territorio, Autonomía y Gobierno Propio, a fin de 

reconocer el alcance de las intervenciones territoriales integrales y su relación con las medidas 

planteadas, así como los vasos comunicantes con las acciones previstas en el Plan de Acción del 

CONPES. 
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En este sentido, resulta fundamental articular los esfuerzos de este componente con aquellos 

orientados a atender la falla estructural relativa a la desarticulación de las entidades del 
SNARIV, en el marco de la reglamentación de la Ley 2421 de 2024 y del CONPES para las 

Soluciones Duraderas al Desplazamiento Forzado. Esta articulación constituye un paso decisivo 

para avanzar en la superación del Estado de Cosas Inconstitucional y garantizar respuestas 

integrales, sostenibles y coordinadas en beneficio de la población víctima. 

 

Componente Generación de Ingresos. 

 

Las entidades que integran la Mesa Estratégica de Generación de Ingresos, conscientes de que 

la principal falencia estructural que persiste en el componente es la desarticulación y dispersión 

de los programas orientados a la generación de ingresos y a la estabilización socioeconómica 

de la población víctima de desplazamiento forzado, presentaron como apuestas estratégicas la 

construcción de la Ruta de Generación de Ingresos y la formulación de la Política Pública de 

Generación de Ingresos, incorporada en el documento CONPES de Soluciones Duraderas. En 
este sentido, durante la vigencia del informe, los esfuerzos institucionales se concentraron en 

la concreción de estas apuestas. 

De manera paralela, las entidades continuaron ejecutando sus programas misionales diseñados 

para garantizar el derecho a la generación de ingresos de la población víctima, al tiempo que 

adelantaron ajustes institucionales en respuesta a las oportunidades de mejora identificadas 

internamente. 

No obstante, persisten retos significativos para lograr una adecuada articulación 

interinstitucional entre las entidades que conforman el componente. Esta situación representó 

un obstáculo para consolidar un reporte coherente, articulado e integral de las acciones 

comprometidas en el Plan de Acción presentado en respuesta al Auto 310 de 2023, 

predominando aún la presentación sectorizada de los avances ejecutados individualmente por 

cada entidad. 

 

Componente Vivienda. 

 

Durante la vigencia 2024, y con el propósito de contribuir a la reducción del Estado de Cosas 

Inconstitucional (ECI) de la población víctima de desplazamiento forzado, el Ministerio de 

Vivienda, Ciudad y Territorio puso en marcha una apuesta en armonía con lo dispuesto en el 

Plan Nacional de Desarrollo 2022–2026 en esta materia. En este marco, se viene 

implementando y difundiendo en todo el territorio nacional, particularmente en zonas de 

posconflicto, la estrategia Barrios de Paz, a través de la cual se busca garantizar una reparación 

transformadora a las víctimas y el goce efectivo de su derecho a una vivienda digna. 

De igual manera, se destaca el trabajo articulado con la Red Nacional de Información de la 

UARIV y el SISBEN, que permitió la identificación y caracterización de la población víctima de 

desplazamiento forzado en situación de déficit habitacional. Esta priorización en el acceso a la 

vivienda digna se consolidó gracias a importantes ajustes y desarrollos normativos, varios de 

ellos expedidos en línea con la reglamentación de la Ley 2421 de 2024. 

A pesar de la limitada disponibilidad de recursos, se lograron avances significativos mediante 

la entrega de subsidios de vivienda a familias víctimas del conflicto armado, lo que representa 

un aporte concreto en la reducción del déficit habitacional que históricamente ha enfrentado 

esta población. 

No obstante, el Sector enfrentó dificultades en la construcción del informe de este componente, 

especialmente en la aplicación de la metodología propuesta por el equipo coordinador del 

seguimiento al ECI. Ello estuvo influido por la ausencia de una formulación precisa de falencias 

estructurales y por la falta de concreción de acciones de alto impacto.  
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Sin embargo, la interlocución oportuna entre las entidades permitió realizar los ajustes 

necesarios para consolidar un informe más sintético, coherente y armónico con los demás 

componentes. 

Finalmente, las dificultades encontradas en la implementación de la metodología son asumidas 

como aprendizajes y oportunidades de mejora que, sin lugar a dudas, fortalecerán los procesos 

de comunicación y la construcción de informes en próximas vigencias. 

 

 

9.5. Nodo Verdad, Justicia y Reparación Integral. 
 

Componente Indemnización. 

 

El componente de indemnización ha avanzado de manera contundente en la superación de las 

falencias estructurales identificadas por la Corte Constitucional desde el Auto 373 de 2016. En 

este marco, se destacan: (i) la destinación del presupuesto más alto en la historia para el pago 

de indemnizaciones; (ii) el fortalecimiento de la estrategia de acompañamiento para la 

inversión adecuada de los recursos; (iii) los ajustes operativos que garantizan que la 

distribución de la indemnización corresponda a la composición porcentual de los hechos 

victimizantes registrados en el RUV; (iv) la valoración de las declaraciones con base en el 
criterio de relación cercana y suficiente con el conflicto para las víctimas de desplazamiento 

forzado perpetrado por BACRIM, y (v) las modificaciones normativas orientadas a garantizar el 

acceso efectivo a la indemnización de las personas con discapacidad. Estos avances constituyen 

la base para la solicitud elevada ante la Corte Constitucional de declarar la superación de las 

falencias estructurales en este componente. 

Si bien la medición del IGED principal del componente se sitúa en un 15,64 % de víctimas 

indemnizadas sobre el total de personas desplazadas susceptibles de indemnización, el análisis 

estratégico concluye que los esfuerzos presupuestales han sido progresivos, sostenidos y han 

alcanzado su máximo posible. Por lo tanto, el seguimiento del avance y la continuidad del ECI 

en este componente no puede seguir basándose únicamente en el IGED principal. 

En consecuencia, se solicita la apertura de escenarios dialógicos entre el Gobierno Nacional y la 

Corte Constitucional para revisar en detalle el indicador principal del componente, dado que no 

resulta idóneo para determinar la asignación presupuestal de manera coherente ni permite una 
evaluación precisa del comportamiento del derecho. Se resalta la importancia de identificar de 

manera conjunta alternativas de seguimiento y nuevos estándares probatorios que posibiliten 

una evaluación más realista y efectiva de la Política Pública de Víctimas en materia de 

indemnización. 

 

Componente Verdad Judicial y Justicia 

 

Se resalta de manera positiva el trabajo en este componente, en el cual se ha logrado consolidar 

una dinámica coordinada y coherente a partir de la metodología propuesta por el equipo 

coordinador. Sus reportes evidencian que las acciones emprendidas responden de manera 

asertiva a las fallas estructurales y a la concepción misma de la verdad judicial y la justicia. En 

este sentido, se destacan los esfuerzos significativos de las entidades integrantes por presentar 

con claridad los avances alcanzados y por sostener un compromiso constante orientado a 

superar el ECI. 

Adicionalmente, es relevante señalar que el componente identificó la necesidad de: i) transitar 

hacia acciones de mayor impacto y ii) dotar de mayor completitud al factor de justicia. Esto, en 

tanto se advirtió que dicho factor había estado circunscrito únicamente a los escritos de 

acusación relacionados con hechos de desplazamiento forzado, sin evidenciarse un ejercicio 

equivalente en las etapas subsiguientes del proceso judicial. Frente a esta situación, se 
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incorporó una acción específica para la vigencia 2026, lo que refleja la continuidad del trabajo 

y la articulación progresiva de las acciones con los objetivos de la PPV. 

En síntesis, el componente ha demostrado un avance sostenido y alineado con los objetivos de 

la PPV, consolidando acciones que responden a las falencias estructurales identificadas y 

fortaleciendo la búsqueda de verdad y justicia. La incorporación de nuevas medidas orientadas 

a ampliar el alcance del factor de justicia, junto con la proyección de acciones para la vigencia 

2026, reflejan un compromiso institucional con la superación del ECI y con la construcción de 

un proceso judicial más integral, coherente y progresivo. No obstante, es importante subrayar 

que este proceso debe continuar para alcanzar resultados más amplios y consistentes en el 

tiempo, lo cual permitirá avanzar significativamente en la superación de las falencias del 

componente. 

En conclusión, si bien no es un componente que pueda considerarse superado, lo cual se 

evidencia en la vigencia de largo plazo de sus acciones, sí se observa que a la fecha se vienen 

realizando esfuerzos claros y sostenidos para avanzar hacia la superación del ECI. Para ello, 

debería considerarse a futuro la incorporación de otras entidades del sector justicia en este 
componente, como por ejemplo la Jurisdicción Especial para la Paz, a fin de abarcar un espectro 

más amplio de acciones y consolidar un abordaje integral en materia de verdad judicial. 

 

 

Componente Verdad No Judicial. 

 

El componente realizó su contribución a las acciones asumidas en el Plan de Acción con un 

enfoque de despliegue territorial y de promoción de la participación, con especial énfasis en los 

actores diferenciales de cambio y en los sujetos de especial protección constitucional. Para ello, 

se integraron los enfoques diferencial, psicosocial e interseccional, con el propósito de 

fortalecer la divulgación y la apropiación social de la memoria histórica con distintos públicos, 

tanto a nivel nacional como internacional, y particularmente con las víctimas del conflicto 

armado en los territorios y en el exilio. 

Se evidencia que la superación de las fallas estructurales no depende únicamente de la entidad 
líder, de acuerdo con sus competencias, sino que exige el concurso de otros actores, entidades 

e instituciones vinculadas con el deber de memoria del Estado. Este constituye uno de los 

principales retos para la superación de las falencias estructurales del componente. A juicio del 

equipo coordinador, de materializarse esta apuesta futura, se lograría ampliar el alcance de las 

acciones y, con ello, potenciar su impacto. 

En este marco, se identifica la necesidad de promover y ampliar el acceso de las víctimas, así 

como de la sociedad en general, a los mecanismos de verdad y memoria, con el fin de 

incrementar la cobertura y fortalecer el impacto de los procesos de reparación simbólica y 

reconstrucción histórica. Asimismo, como parte del diagnóstico, el componente deberá 

adelantar los ajustes institucionales necesarios para optimizar el uso de los recursos y 

garantizar la sostenibilidad de sus acciones. 

 

 
Componente Protección de Predios y Restitución de Tierras. 

 

Las entidades que integran el componente de Protección de Predios y Restitución de Tierras, 

mediante la modificación y expedición de instrumentos normativos de diverso rango legal, han 

avanzado de manera decidida en la superación de prácticas inconstitucionales y bloqueos 

institucionales identificados en el ejercicio de valoración global del ECI realizado en el Auto 373 

de 2016. En este sentido, considerando las adecuaciones institucionales implementadas y la 

superación sostenida de los umbrales definidos por la Corte Constitucional, se estimó 

pertinente solicitar la declaración de superación de múltiples falencias estructurales que ya no 

persisten en el componente. 
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Por otra parte, en virtud del ejercicio promovido por el Auto 310 de 2023, las entidades 

concentraron sus esfuerzos en la atención de las falencias estructurales que aún persisten en la 
Política Pública de Víctimas, así: (i) avanzaron en el desarrollo de instrumentos técnicos y rutas 

de articulación interinstitucional que permiten acreditar los requisitos del artículo 2.15.6.2.7 

del Decreto 1071 de 2015 para la inscripción efectiva de la medida de protección en predios 

baldíos; (ii) adecuaron instrumentos normativos orientados al cumplimiento efectivo de las 

órdenes judiciales a favor de segundos ocupantes y (iii) aprobaron y ejecutaron un Plan Integral 

dirigido a mitigar la congestión judicial en la especialidad de restitución de tierras. 

La adopción de la metodología diseñada por el equipo coordinador, junto con la adecuada 

articulación entre las entidades del componente, permitió identificar con claridad la ejecución 

de las acciones planteadas en el Plan de Acción, así como reconocer de forma autocrítica que 

aún persisten retos para: (i) el cumplimiento de las órdenes de restitución de tierras, 

especialmente en lo relacionado con los segundos ocupantes, y (ii) la superación de la 

congestión judicial de la especialidad. 

En este marco, si bien las entidades del componente reafirman su compromiso con la ejecución 
continua y sostenida de acciones orientadas a superar dichos retos, también reconocen la 

necesidad de una articulación interinstitucional más robusta, no solo entre las entidades del 

Gobierno Nacional, sino también con las demás ramas del poder público. Esta coordinación 

resulta indispensable para garantizar la superación efectiva de las fallas persistentes de la 

Política Pública de Víctimas y avanzar hacia el pleno cumplimiento de los derechos de las 

comunidades afectadas. 

 

 

Componente Rehabilitación. 

 

El derecho a la rehabilitación, desde la última valoración global, ha sostenido y desplegado 

esfuerzos orientados a resolver las falencias identificadas. El comportamiento de los 

indicadores de Goce Efectivo de Derechos evidencia los resultados de estas acciones, 

destacándose como logros relevantes la modificación en la operatividad del PAPSIVI y el 

desarrollo de metodologías específicas para poblaciones con necesidades especiales. No 

obstante, persisten desafíos vinculados con las fallas estructurales identificadas por el equipo 

coordinador. En particular, se observa que las principales falencias actuales del componente 

guardan una alta convergencia con la falla relativa a la desarticulación institucional, entendida 

como la principal debilidad que afecta a la Política Pública de Víctimas. 

En virtud de la territorialización que ha venido adelantando la Política, resulta necesario que la 

medida de rehabilitación logre establecer puentes de articulación con medidas afines en otras 

políticas orientadas a la atención de población vulnerable. Esto implica, de manera especial, 

articular la atención psicosocial con medidas de acompañamiento integral, lo cual adquiere 

mayor relevancia en contextos étnicos y bajo los enfoques diferencial y territorial. 

El nuevo escenario jurídico derivado de la Ley 2421 de 2024, junto con el eventual CONPES de 

Soluciones Duraderas, otorga al componente instrumentos jurídicos con potencial para dar 

respuesta a las falencias hoy reconocidas. En coherencia con dichas falencias estructurales, su 

adecuada incorporación podría conducir a una valoración positiva del componente, en la 

medida en que varias de sus limitaciones obedecen a responsabilidades de otras entidades. Lo 

anterior exige, sin embargo, un análisis más riguroso que articule los indicadores de Goce 

Efectivo de Derechos con las apuestas estratégicas del componente, de manera que se 

fortalezcan las acciones orientadas a superar las fallas que lo impactan y se garantice una 

respuesta integral y sostenible en el tiempo. 

En conclusión, la rehabilitación constituye un eje habilitante para la reparación integral de las 

víctimas y, por ende, un componente esencial en la superación del ECI. Su fortalecimiento 

depende de superar la desarticulación institucional, principal obstáculo que limita el alcance de 

las medidas. Solo mediante una articulación efectiva con otras políticas públicas de atención a 

poblaciones vulnerables, en particular aquellas con enfoque psicosocial, étnico y territorial, 

será posible consolidar intervenciones sostenibles que garanticen un impacto real en la vida de 
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las víctimas. En este sentido, la implementación de los instrumentos jurídicos derivados de la 

Ley 2421 de 2024 y del eventual CONPES de Soluciones Duraderas debe asumirse como una 
oportunidad estratégica para robustecer el componente y asegurar que la rehabilitación 

contribuya de manera decisiva a la reparación integral y a la construcción de soluciones 

duraderas. 

 

 

9.6. Nodo Derechos Colectivos Étnicos. 
 

Componente Autonomía y Gobierno Propio. 

 

Se resalta como logro relevante del derecho el ejercicio de construcción del capítulo en 

coherencia con la metodología establecida. Particularmente, en el nodo de derechos colectivos 

étnicos, la propuesta enfatizó en la necesidad de que las entidades líderes, en su rol de 

estructuración del capítulo, asuman la tarea de compilar de manera rigurosa los insumos 

disponibles, a través de ejercicios analíticos y de síntesis. Gracias a este proceso, el derecho 

logró decantar, de la multiplicidad de falencias y acciones incluidas en el instrumento de Plan 

de Acción derivado del Auto 310 de 2023, las principales apuestas en las que el Gobierno 

Nacional debe concentrar sus esfuerzos, aspecto que resulta extensivo al nodo de derechos 

colectivos étnicos. 

Este avance permitió reconocer la amplia convergencia del derecho con la falla estructural 

relativa a la desarticulación institucional, lo que refuerza la necesidad de trabajar de manera 

articulada con el componente de Nación–Territorio, en virtud de las disposiciones de la Ley 

2421 de 2024 relacionadas con las intervenciones territoriales integrales. Sin embargo, el 

componente aún enfrenta dificultades para concretar un sistema de información que permita 

realizar un seguimiento riguroso, con enfoque territorial, a los instrumentos de planeación 

enmarcados en la Política Pública de Víctimas mediante los cuales el Gobierno adopta medidas 

para reparar integralmente a sujetos colectivos étnicos. Entre estos se encuentran: (i) Planes 

de Retornos y Reubicaciones; (ii) Planes Integrales de Reparación Colectiva; (iii) Planes de 

Salvaguarda, y (iv) Planes Específicos. 

Lo anterior, obedece a la desarticulación entre dichos instrumentos, a la sistematicidad en los 

incumplimientos de medidas acordadas, así como a la ausencia de interoperabilidad en los 

sistemas de información y a la insuficiente aplicación del enfoque diferencial. En este sentido, 

resulta habilitante para el nodo fortalecer los sistemas de información étnicos, siendo oportuno 

robustecer el alcance del SIIC y de otras plataformas que permitan, al igual que en el caso de los 

pueblos indígenas, reconocer rezagos en la implementación de medidas, censos y 

caracterizaciones. Ello contribuirá a fortalecer la planeación institucional con enfoque 

diferencial, territorial y de soluciones duraderas en comunidades Negras, Afrodescendientes, 

Palenqueras y Raizales, favoreciendo la articulación interinstitucional y optimizando el uso de 

los recursos públicos. 

 

Componente Identidad Cultural. 

 

En el marco de los ejercicios desarrollados en virtud de los Autos 310 y 1291 de 2023, el 

derecho reconoció falencias de enorme envergadura, que pudiesen exceder las capacidades de 

la Política Pública de Víctimas, inclusive del Gobierno nacional, sin embargo, con la ejecución 

de la metodología para seguimiento del plan de acción, el sector movilizó discusiones 

estratégicas que permitieron la presentación de tres acciones estratégicas, que pudiesen ser 

consideradas de impacto,  sin embargo para su ejecución se requiere del concurso de otros 

componentes, particularmente la medición y seguimiento a las medidas que en materia de 

identidad cultural, el Gobierno nacional acuerda con los sujetos colectivos étnicos esto en el 

marco de la Política Pública de Víctimas, referenciados en el derecho a la Autonomía y Gobierno 
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Propio. La posibilidad de efectuar un seguimiento en clave territorial, armonizado con las 

nuevas imposiciones de la Ley 2421 de 2024, requieren de sistemas de información robustos 
que soporten en debida forma estos instrumentos de planeación (Planes de retornos y 

reubicación colectivos étnicos, Planes integrales de reparación colectiva étnicos, Planes de 

Salvaguarda y Planes específicos). Además, de un sistema que permita resolver la falencia de 

ausencia de caracterización.   

 

De conformidad con el universo poblacional acreedor del derecho, resulta fundamental avanzar 

en la consolidación de sistemas de información y asegurar su interoperabilidad, en razón a ello, 

el componente presenta alta convergencia con fallas relativas a la inter operabilidad en los 

sistemas  y desarticulación institucional, frente a esta última falla, el derecho propone el 

desarrollo de una estrategia de articulación del sector, que posibilite la unicidad de criterios de 

parte del Gobierno en el marco de intervenciones a sujetos étnicos, particularmente pueblos 

indígenas en contacto inicial;  desde esta apuesta se evidencia potencialidades para la atención 

de fallas relativas a la desarticulación, existiendo una enorme ventana de oportunidad para que, 
en coordinación con el derecho a la Autonomía y Gobierno Propio se exprese una ruta étnica en 

el marco de las imposiciones dadas por la Ley 2421 de 2024, referentes a intervenciones 

territoriales integrales.  

Finalmente, el componente presenta desafíos para consolidar indicadores que efectivamente 

midan el goce efectivo del derecho a la identidad cultural, si bien es un gran avance en materia 

de política pública el poder hacer seguimiento a la gestión en cuanto materialización de 

medidas acodades en instrumentos de planeación orientados a la reparación integral, resulta 

fundamenta avanzar hacia una gobernanza del dato, en donde, en conjunto, con participación 

real y efectiva de las comunidades, se realice seguimiento al goce del derecho, entendiendo los 

atributos subjetivos que le acompañan. De esta manera existe una ventada de oportunidad, para 

que, desde el componente de Autonomía y Gobierno, en relación con el sistema de información 

étnico, se puedan revisar alcances que permitan un trabajo efectivo con las comunidades 

étnicas, en igual sentido, posibilidad de avanzar en sistemas sensibles al enfoque interseccional, 

que permita una planeación más efectiva y por ende una eficiencia en el gasto público.   

 

Componente Territorio. 

 

En el ejercicio de construcción del informe, se resalta de manera positiva la adopción de la 

metodología diseñada por el equipo coordinador para dar cumplimiento a los lineamientos 

trazados en los Autos 310 y 1291 de 2023. El enfoque integral y articulado promovido por las 

entidades que conforman el componente permitió identificar que se ejecutaron acciones 

coherentes y pertinentes orientadas a la superación de las principales falencias persistentes, 

relacionadas con: (i) la inseguridad jurídica y material en los territorios; (ii) el rezago en el 

cumplimiento de las órdenes de restitución de tierras; y (iii) las dificultades en la articulación 

interinstitucional para el intercambio de información técnica y jurídica con la calidad requerida. 

Junto con las adecuaciones normativas, los ajustes en procedimientos internos y el desarrollo 

de instrumentos técnicos y jurídicos concretados durante 2024, las entidades del componente 
reafirman su compromiso de continuar ejecutando c acciones en las vigencias siguientes, en 

consonancia con los tiempos establecidos en el Plan de Acción. Asimismo, producto de la visión 

autocrítica requerida para la construcción del informe, se planteó el ajuste de algunas acciones 

orientadas a racionalizar los espacios de articulación institucional y mejorar la eficiencia en el 

reporte de la información. 

Finalmente, se generaron reflexiones sobre la convergencia entre las falencias persistentes en 

este componente y aquellas identificadas en otros, en particular: (i) las del componente de 

Protección de Predios y Restitución de Tierras, especialmente en lo relativo al cumplimiento de 

las órdenes judiciales y a la necesidad de fortalecer la especialidad de restitución de tierras, y 

(ii) las del componente de Prevención y Protección, dado que la persistencia del conflicto en los 
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territorios constituye un obstáculo estructural para avanzar en la garantía efectiva del derecho 

al territorio de los pueblos y comunidades indígenas y afrodescendientes. 

 

Componente Registro Étnico. 

 

En el componente de registro étnico se alcanzaron avances significativos, entre ellos, la 

actualización del formato oficial de autocenso indígena y su articulación con el SIIC, así como la 

actualización del FUD, que fue enriquecido con nuevas variables relacionadas con la 

pertenencia étnica e interseccional. De igual manera, se diseñó y formuló una Guía de 

Estandarización de Variables con Enfoque Étnico, lo cual representa un paso relevante para 

mejorar la identificación de la población étnica víctima de desplazamiento forzado, cuya 

atención, asistencia y reparación deben ser priorizadas. 

No obstante, persisten limitaciones que han impedido un avance más sustantivo del 

componente, tales como la insuficiencia de apropiaciones presupuestales y la falta de capacidad 

operativa para ejecutar o culminar algunas de las acciones previstas. 

Asimismo, no se logró consolidar una articulación sólida y armónica entre las entidades que 

integran el componente, especialmente en lo relativo a la interoperabilidad de los diferentes 

sistemas institucionales. Si bien se adelantaron espacios de trabajo orientados al 

fortalecimiento de los sistemas de información étnicos y se definieron compromisos claros, la 

materialización de estos esfuerzos se vio afectada por la falta de respuesta oportuna de algunas 

entidades y por la limitada disposición para atender los requerimientos planteados por la 

entidad líder del componente. 

En conclusión, el registro étnico es clave para garantizar la atención y reparación con enfoque 

diferencial. Para consolidarlo, resulta indispensable superar las limitaciones de recursos, 

capacidad operativa y articulación interinstitucional, de modo que se fortalezca la 

interoperabilidad de los sistemas de información y se asegure una respuesta efectiva a las 

necesidades de las comunidades étnicas. 

 

9.7. Conclusiones Metodológicas.  
 

El cambio que supuso para el Gobierno Nacional la implementación de la metodología de 
seguimiento al ECI, en coherencia con los Autos 310 y 1291 de 2023, demandó un esfuerzo 
significativo para movilizar inercias derivadas de años de rutinización en la elaboración de 

informes, tal como lo ha advertido la Corte Constitucional.  

En este sentido, la construcción de una metodología que permitiera realizar el seguimiento 
desde una perspectiva de goce efectivo de derechos de la población víctima de desplazamiento 

forzado, orientada a su racionalización, representó un enorme desafío, especialmente 

considerando que fue implementada en un periodo menor a un año. 

Las conclusiones que se presentan a continuación corresponden a las principales lecciones 
aprendidas a partir de la ejecución de esta metodología y de la elaboración del informe anual 

para la vigencia 2024: 

 

I) Desde una perspectiva crítica, orientada a identificar y superar las fallas estructurales 
que históricamente han afectado la Política Pública de Víctimas y el seguimiento al ECI, 
el Gobierno nacional reconoció debilidades, ausencias y oportunidades en el Plan de 

Acción objeto de este informe. Este ejercicio permitió construir el concepto de acción de 
impacto, considerado por el equipo coordinador como una herramienta fundamental 
para cualificar el seguimiento, en coherencia con los principios de progresividad y no 

regresividad desarrollados por la Honorable Corte Constitucional.  
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De esta manera, la metodología promovió la identificación progresiva de acciones cada 

vez más focalizadas, no solo en la gestión de productos, sino en apuestas estructurales 
orientadas a la materialización de derechos. No obstante, persisten desafíos que deben 

abordarse en el marco del Auto 310 de 2023, para lo cual se plantea la necesidad de 
institucionalizar este modelo de seguimiento racional, apoyado en una batería de 
indicadores robusta, pertinente y suficiente que permita monitorear de forma 
sistemática el avance, impacto y sostenibilidad de las acciones con enfoque territorial y 
diferencial. 

  
II) En consonancia con lo anterior, la construcción de indicadores pertinentes y suficientes, 

bajo un modelo de gobernanza del dato que garantice la participación real y efectiva de 
las víctimas y comunidades, constituye uno de los principales retos para fortalecer el 
seguimiento a la PPV y al ECI. Este desafío se relaciona con la falla relativa a la ausencia 

de interoperabilidad en los sistemas de información, la falta de caracterizaciones y la 
presencia de subregistros estadísticos, en particular en comunidades étnicas. 

  
La consolidación de una batería de indicadores robusta, pero operativa, que permita 
armonizar los mecanismos de evaluación, exige el compromiso articulado del Estado, la 
participación de las víctimas y el acompañamiento de expertos. Su definición, junto con 
la identificación progresiva de acciones de impacto, permitirá avanzar hacia un modelo 

de seguimiento territorializado, en cumplimiento de los mandatos de la Ley 2421 de 
2024 sobre territorialización y articulación interinstitucional. 
  

III) La identificación de siete fallas estructurales en la Política Pública de Víctimas 
representa un hito técnico y político, así como una línea base fundamental para 

racionalizar el modelo de seguimiento. Aunque se mantienen vigentes muchas de las 
razones que motivaron la apertura del ECI, tras veinte años de evolución institucional 
resulta indispensable una comprensión actualizada de dichas fallas, en coherencia con 
los nuevos escenarios normativos y de política pública.  

  

En este marco, la metodología incorporó un apartado denominado convergencia del 
componente con las fallas estructurales, orientado a identificar vasos comunicantes 
entre los diferentes componentes del Plan de Acción y a fomentar acciones de 

articulación. A partir del análisis de 62 falencias incluidas en el instrumento técnico, se 
buscó establecer su correspondencia con las siete fallas estructurales. Sin embargo, aún 
se requieren esfuerzos para consolidar estos análisis de manera más coherente y 

sistemática.  
  

Los resultados preliminares muestran la necesidad de: (i) reconocer las fallas 
estructurales como bloqueos institucionales e inconstitucionalidades que demandan un 
abordaje decidido; (ii) asignar responsables y corresponsables para promover acciones 

intersectoriales; y (iii) evaluar la pertinencia de trasladar el seguimiento de ciertos 

componentes a entidades de control o a la Comisión de Seguimiento y Monitoreo de la 

Política Pública de Víctimas, en los casos en que las falencias superen la competencia de 
la entidad líder. 
  

IV) La aplicación de la metodología permitió valorar con mayor precisión la criticidad de 
las fallas estructurales, reafirmando que las de mayor impacto se relacionan 

directamente con la limitada articulación institucional. Este hallazgo subraya la 
necesidad de revisar la eficiencia y eficacia del gasto público en la implementación de la 

PPV y su articulación con otras políticas dirigidas a poblaciones vulnerables.  
  
En este sentido, los resultados de la Comisión de Descentralización respaldan la 

intención del Gobierno de reformar la Ley 1448 de 2011, como quedó consignado en la 
Ley 2421 de 2024, en particular en lo relativo al desarrollo de Intervenciones 
Territoriales Integrales, con el fin de avanzar hacia una territorialización profunda de 

la política. No obstante, se reafirma que la superación de las fallas estructurales 
requiere una atención armónica del Estado y una articulación coherente con otras 
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políticas, especialmente aquellas orientadas a la consolidación de la paz y la atención 

integral de poblaciones vulnerables. 
  

En conclusión, superar las fallas relacionadas con la articulación del Sistema Nacional 
de Atención y Reparación Integral a las Víctimas (SNARIV) con las entidades 
territoriales, así como la limitada interoperabilidad de los sistemas de información, 
constituye una condición habilitante para el éxito de la política. Ello exige fortalecer los 
mecanismos de planeación interinstitucional, garantizando la armonización de la oferta 

social con los ciclos de planeación territorial y asegurando que las intervenciones 

integrales cuenten con un enfoque diferencial y territorial. 

 
i “Artículo 50. Modifíquese el artículo 172 de la Ley 1448, el cual quedará así: ARTÍCULO 172. COORDINACIÓN Y ARTICULACIÓN NACIÓN 

TERRITORIO. El Sector de la Inclusión Social y Reconciliación en cabeza del Departamento Administrativo para la Prosperidad Social en 

articulación con la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, diseñará con base en los principios de coordinación, 

concurrencia y subsidiariedad establecidos en la Constitución Política, una Estrategia Integral de Intervención Territorial que permita 

articular la oferta pública de políticas nacionales, departamentales, distritales y municipales, en materia de ayuda humanitaria, atención, 

asistencia y reparación integral para víctimas, teniendo en cuenta lo siguiente: (...)” 

 


